
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y PROPOSICIONES
CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que corresponde a diversas iniciativas con proyecto de
decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
miércoles 2 de septiembre de 2026, de conformidad con los artículos 100, nume-
ral 1, 102, numeral 3, y 299, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

De la diputada Mirna María de la Luz Rubio Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 91
Bis a la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, 
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES DE INFORMACIÓN CREDITICIA

Del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
a la Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

De la diputada Aremy Velazco Bautista, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona tres párrafos al artículo 69-B Ter
del Código Fiscal de la Federación. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

De la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna a la Comisión de Mo-
vilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada María del Rosario Orozco Caballero, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
82, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA EL USO RESPONSABLE POR MENORES
DE EDAD DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL COMO RAMA AVANZADA
DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN 

Del diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal para el Uso Responsable por Me-
nores de Edad de la Inteligencia Artificial como Rama Avanzada de las Tecnolo-
gías de la Información. Se turna a las Comisiones Unidas de Ciencia, Tecnolo-
gía e Innovación, y de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen, y
a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS 

Del diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 14-A de la Ley Federal de Derechos.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . 
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LEY FEDERAL DE DERECHOS 

Del diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 220-A de la Ley Federal de Derechos.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO 

Del diputado Armando Tejeda Cid y las diputadas y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 179 y 180 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión de Se-
guridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TE-
RRITORIAL Y DESARROLLO URBANO 

Del diputado César Israel Damián Retes, y las diputadas y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. Se turna a la
Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE 

Del diputado César Israel Damián Retes y las diputadas y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del artículo 17 Ter
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Fidel Daniel Chimal García y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de Edu-
cación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

Del diputado Fidel Daniel Chimal García y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna a la Comisión de Movilidad, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL SEGURO SOCIAL, Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Se turna a la
Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE MINERÍA

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
tículo 27 Bis a la Ley de Minería. Se turna a la Comisión de Energía, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TURISMO 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Turismo. Se turna a la Comisión
de Turismo, para dictamen, y a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afrome-
xicanos, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades Cooperativas. Se tur-
na a la Comisión de Economía Social y Fomento del Cooperativismo, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 1o. de la Ley de Inversión Extranjera. Se turna a la Comisión de Economía,
Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na los artículos 58 y 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Víctimas. Se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Protección Civil. Se turna a la Co-
misión de Protección Civil y Prevención de Desastres, para dictamen. . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. Se tur-
na a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . 

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE 

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones a la Ley General de Vida Silvestre. Se turna a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRA-
CIÓN PÚBLICA FEDERAL

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. Se turna a
la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Se turna
a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . 
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LEY DE AVIACIÓN CIVIL

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comi-
sión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se turna a la Comi-
sión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen.. . . . . . . . . . . 

PARA QUE SE DECLARE EL 23 DE ABRIL DE CADA AÑO COMO DÍA NA-
CIONAL DEL MOVIMIENTO SCOUT

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto por el que de-
clara el 23 de abril de cada año como Día Nacional del Movimiento Scout. Se tur-
na a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 19 y 20 de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar. Se tur-
na a la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosufi-
ciencia Alimentaria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 18 de la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se turna a la Comi-
sión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se turna a la
Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 3o. de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar. Se turna a
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la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia
Alimentaria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 190 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Se turna a
la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el ar-
tículo 330 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TE-
RRITORIAL Y DESARROLLO URBANO 

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 60 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamien-
to Territorial y Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarrollo
Urbano y Ordenamiento Territorial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 127 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
PUBLICADO EN EL DOF EL 10 DE ABRIL DE 2026 

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el pá-
rrafo primero del transitorio segundo del decreto por el que se reforma y adiciona
el artículo 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pu-
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blicado en el DOF el 10 de abril de 2026. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación, de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y del Código Penal Federal. Se turna a
las Comisiones Unidas de Educación, y de Derechos de la Niñez y Adolescen-
cia, para dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión. . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na el artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.
Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SOLICITUD A DIVERSAS DEPENDENCIAS DEL ESTADO DE MORELOS,
EN RELACIÓN CON EL TRANSPORTE Y DISTRIBUCIÓN DE GAS LP

De la diputada Magda Erika Salgado Ponce, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la
ASEA, a la CRE, a la Fiscalía General del Estado de Morelos, al Gobierno del es-
tado de Morelos y al Ayuntamiento de Cuernavaca, a revisar los protocolos de ve-
rificación y autorización de transporte de Gas LP., se determinen de manera pron-
ta las sanciones administrativas y penales contra la empresa Tomza Gas Titanium
S.A. de C.V., tras el siniestro en la Colonia las Granjas de la Ciudad de Cuerna-
vaca, Morelos; así como garantizar que los acuerdos reparatorios realizados por la
fiscalía del estado no eximan de responsabilidad penal a los responsables; así co-
mo revisar la operación de las unidades de distribución de GAS LP en todo el es-
tado de Morelos. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A FORTALECER LA INFRAES-
TRUCTURA DE TRANSMISIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA ELÉC-
TRICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ

De la diputada Claudia Quiñones Garrido, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta res-
petuosamente a la CFE, a la Sener y a la CNE, a fortalecer la infraestructura de
transmisión y distribución de energía eléctrica y a implementar acciones para ga-
rantizar la continuidad, calidad y confiabilidad del suministro eléctrico en el esta-
do de Veracruz. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . 
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EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A TRANSPARENTAR, AUDITAR
Y ADOPTAR ACCIONES URGENTES PARA CONCLUIR Y PONER EN OPE-
RACIÓN LA CENTRAL DE CICLO COMBINADO LERDO, EN DURANGO

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas autoridades, a transparentar, auditar y adoptar acciones urgentes para con-
cluir y poner en operación la Central de Ciclo Combinado Lerdo, en Durango, an-
te su prolongado retraso y presunta parálisis operativa, así como a proteger el
interés público y atender la situación de las empresas mexicanas subcontratistas.
Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, AAGILIZAR LAS CARPETAS DE
INVESTIGACIÓN Y A FORTALECER LA SUPERVISIÓN DE ACADEMIAS E
INTERNADOS PRIVADOS

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta res-
petuosamente a diversas autoridades, a agilizar las carpetas de investigación y a
fortalecer la supervisión de academias e internados privados, derivado de hechos
de violencia, agresiones físicas y psicológicas, cobros indebidos y homicidios ocu-
rridos al interior de dichos planteles. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A SALVAGUARDAR LA VIDA
Y LA INTEGRIDAD DE PACIENTES Y PERSONAL DEL HOSPITAL GE-
NERAL DR. FERNANDO OCARANZA DEL ISSSTE, EN HERMOSILLO,
SONORA

Del diputado Luis Agustín Rodríguez Torres, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas autoridades, a salvaguardar la vida y la integridad de pacientes y personal
del Hospital General Dr. Fernando Ocaranza del ISSSTE, en Hermosillo, Sonora.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEP, Y A LA SHCP, A RESOLVER EL REZAGO EN EL PA-
GO DE LA GRATIFICACIÓN POR JUBILACIÓN (CONCEPTO 63) A LAS Y
LOS TRABAJADORES JUBILADOS DEL SUBSISTEMA DE EDUCACIÓN
MEDIA SUPERIOR 

De diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP, y a
la SHCP, a garantizar y resolver de manera prioritaria el rezago en el pago de la
gratificación por jubilación (concepto 63) a las y los trabajadores jubilados del
subsistema de educación media superior. Se turna a la Comisión de Educación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA CFE, A REALIZAR UNA REVISIÓN INTEGRAL, MANTE-
NIMIENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA ELÉCTRI-
CA EN EL MUNICIPIO DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA

De la diputada Eva María Vásquez Hernández, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
respetuosamente a la CFE, a realizar una revisión integral, mantenimiento y forta-
lecimiento de la infraestructura eléctrica en el municipio de Mexicali, Baja Cali-
fornia, a fin de prevenir interrupciones masivas en el suministro de energía eléc-
trica y garantizar la seguridad de la población. Se turna a la Comisión de
Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑAS DE ORIENTACIÓN, APOYO Y ACOMPAÑAMIENTO DIRIGI-
DAS A LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES Y PERSONAS EN SITUA-
CIÓN DE VULNERABILIDAD PARA EL REGISTRO DE SUS LÍNEAS TE-
LEFÓNICAS

De la diputada Margarita Ester Zavala Gómez, del Campo del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta respetuosamente a la CRT, en coordinación con los proveedores del ser-
vicio de telefonía móvil, a implementar campañas de orientación, apoyo y acom-
pañamiento dirigidas a las personas adultas mayores y demás personas que se en-
cuentran en situación de vulnerabilidad, a fin de facilitar el registro de sus líneas
telefónicas. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES EN ZACATECAS, A REALIZAR
ACCIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD PARA PACIFICAR DICHA EN-
TIDAD Y LOS ESTADOS COLINDANTES 

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
versas autoridades en el estado de Zacatecas, a realizar las acciones pertinentes en
materia de seguridad para pacificar dicha entidad y los estados colindantes. Se
turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

SE REVISE LA PROCEDENCIA Y PROPORCIONALIDAD DE LOS GRAVÁ-
MENES ESTATALES APLICABLES A LOS VEHÍCULOS DE AUTOTRANS-
PORTE FEDERAL CON PLACAS FEDERALES

De la diputada Blanca Leticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a las legislaturas de las entidades federativas y a sus autoridades hacendarias, a re-
visar la procedencia y proporcionalidad de los gravámenes estatales aplicables a
los vehículos de autotransporte federal con placas federales. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE ANALICE LA CONVENIENCIA DE LOS REQUISITOS ZOOSANITARIOS
APLICADOS AL INGRESO DE PERROS DE COMPAÑÍA PROVENIENTES
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, SE EVALÚEN DE MANERA PE-
RIÓDICA Y SE FORTALEZCA SU OPERACIÓN EN LOS CRUCES FRONTE-
RIZOS TERRESTRES

Del diputado Brígido Ramiro Moreno Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
diversas autoridades, a analizar la conveniencia de los requisitos zoosanitarios
aplicados al ingreso de perros de compañía provenientes de los Estados Unidos de
América, a evaluarlos de manera periódica y a fortalecer su operación en los cru-
ces fronterizos terrestres. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA ASF, A FISCALIZAR EL EJERCICIO DE LOS RECURSOS
PÚBLICOS FEDERALES TRANSFERIDOS A LOS MUNICIPIOS DE OAXA-
CA QUE SE ENCUENTRAN O HAYAN ESTADO BAJO EL RÉGIMEN DE
COMISIONADO MUNICIPAL O CONSEJO MUNICIPAL INTERINO

De la diputada Martha Aracely Cruz Jiménez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la ASF,
a fiscalizar de manera prioritaria y exhaustiva el ejercicio de los recursos públicos
federales transferidos a los municipios del estado de Oaxaca que se encuentran
o hayan estado bajo el régimen de comisionado municipal o consejo municipal
interino. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESQUEMA DE GRATUIDAD O APOYO ECONÓMICO PARA EL TRANS-
PORTE PÚBLICO DE LAS Y LOS ESTUDIANTES DE EDUCACIÓN PRI-
MARIA, SECUNDARIA Y MEDIA SUPERIOR DURANTE EL PERIODO
ESCOLAR

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a implementar y fortalecer un esquema de gratui-
dad o apoyo económico para el transporte público de las y los estudiantes de edu-
cación primaria, secundaria y media superior durante el periodo escolar, priori-
zando a quienes se encuentren en condiciones de vulnerabilidad económica. Se
turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE REVISE LA LEGALIDAD EN MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR,
FISCAL Y PRESUPUESTARIA DEL PROYECTO DE REMUNERACIÓN
COMPENSATORIA POR COPIA PRIVADA, ANTES DE ESTABLECER UN
COBRO OBLIGATORIO SOBRE LA IMPORTACIÓN Y COMERCIALIZA-
CIÓN DE DISPOSITIVOS TECNOLÓGICOS

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a revisar la legalidad en materia de comercio exte-
rior, fiscal y presupuestaria del proyecto de remuneración compensatoria por co-
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pia privada, así como su compatibilidad con la Ley de Comercio Exterior y el tra-
tado entre México, Estados Unidos y Canadá, antes de establecer un cobro obli-
gatorio sobre la importación y comercialización de dispositivos tecnológicos.
Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FORTALEZCAN LAS ACCIONES DE BÚSQUEDA, LOCALIZACIÓN E
IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS DESAPARECIDAS Y NO LOCALIZA-
DAS, ASÍ COMO LAS INVESTIGACIONES, ACCIONES DE PREVENCIÓN
DEL DELITO, VIGILANCIA Y SEGURIDAD EN LA ZONA CONOCIDA
COMO TRIÁNGULO DE LAS BERMUDAS, AL ORIENTE DEL ESTADO DE
MÉXICO

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas dependencias del Estado de México, a fortalecer las acciones de
búsqueda, localización e identificación de personas desaparecidas y no localiza-
das, así como las investigaciones, acciones de prospección, análisis de contexto,
prevención del delito, vigilancia y seguridad en la zona conocida como Triángulo
de las Bermudas, ubicada en el oriente de dicha entidad federativa. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A GARANTIZAR LAS CONDI-
CIONES DE SEGURIDAD NECESARIAS PARA EL DESARROLLO DEL
PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE 2026-2027

De la diputada Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorto a diversas autoridades, a garantizar las condiciones de seguridad
necesarias para el desarrollo del proceso electoral concurrente 2026-2027, instalar
una mesa de seguridad electoral de carácter permanente, y fortalecer la preven-
ción, investigación y sanción de los delitos electorales y de la violencia política.
Se turna a la Comisión de Reforma Política-Electoral, para dictamen. . . . . . 

SE REALICEN MESAS DE TRABAJO, A FIN DE CONFORMAR UN PRO-
TOCOLO HOMOLOGADO DE INVESTIGACIÓN Y PERSECUCIÓN DEL
DELITO DE FEMINICIDIO

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la FGR y las 32 fiscalías y procuradurías de las entidades de la repúbli-
ca, a realizar mesas de trabajo, a fin de conformar un protocolo homologado de in-
vestigación y persecución del delito de feminicidio. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

226

230

235

238



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I  13

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD Y A LA CONASAMA, A REALI-
ZAR UNA REVISIÓN TÉCNICA DE LA NOM-028-SSA2-2009, PARA LA
PREVENCIÓN, TRATAMIENTO Y CONTROL DE LAS ADICCIONES, Y A
VALORAR SU ACTUALIZACIÓN 

Del diputado Pablo Vázquez Ahued, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud y a la CONASAMA, a realizar una revisión técnica integral de la NOM-
028-SSA2-2009, para la prevención, tratamiento y control de las adicciones, y a
valorar su actualización con el fin de fortalecer los mecanismos de protección de
los derechos humanos. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . 

SE ELABORE Y PUBLIQUE UN DIAGNÓSTICO NACIONAL SOBRE LOS
CENTROS DE REHABILITACIÓN Y TRATAMIENTO DE ADICCIONES

Del diputado Pablo Vázquez Ahued, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, a la Conasama y a las autoridades sanitarias de las 32 entidades federa-
tivas, a elaborar y publicar un diagnóstico nacional sobre los centros de rehabili-
tación y tratamiento de adicciones, que incluya información sobre sus condiciones
de operación, supervisión y factores de riesgo para la seguridad de las personas
usuarias. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEMARNAT Y A LA PROFEPA, A SUSPENDER DE INME-
DIATO CUALQUIER APROVECHAMIENTO FORESTAL IRREGULAR Y A
REALIZAR UNA INSPECCIÓN EN LOS TERRENOS DEL EJIDO SAN RA-
FAEL TECARIO, MUNICIPIO DE TACÁMBARO, MICHOACÁN

De diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat y a la Pro-
fepa, a suspender de manera inmediata cualquier aprovechamiento forestal irregu-
lar y a realizar una inspección en los terrenos del ejido San Rafael Tecario, muni-
cipio de Tacámbaro, Michoacán, a fin de verificar el cumplimiento del programa
de restauración ecológica ordenado en 2025. Se turna a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LAS AUTORIDADES DE PROTECCIÓN CIVIL DEL ESTADO
DE SONORA Y AL ISSSTE, A IMPLEMENTAR MEDIDAS PARA LA EVA-
CUACIÓN Y CIERRE DEL HOSPITAL DR. FERNANDO OCARANZA EN
HERMOSILLO, SONORA, ANTE LAS 42 OBSERVACIONES CRÍTICAS NO
SOLVENTADAS

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
las autoridades de protección civil del estado de Sonora y al ISSSTE, a imple-
mentar de manera inmediata las medidas necesarias para la evacuación y cierre del
Hospital Dr. Fernando Ocaranza del citado Instituto en Hermosillo, Sonora, ante
las 42 observaciones críticas no solventadas que representan un riesgo inminente
para la vida y seguridad de pacientes y trabajadores. Se turna a la Comisión de
Protección Civil y Prevención de Desastres, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 
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MEDIDAS URGENTES PARA ATENDER LA CONTAMINACIÓN DEL CO-
RREDOR INDUSTRIAL DEL RÍO LERMA, SANCIONAR A LAS INDUS-
TRIAS RESPONSABLES DE DESCARGAS IRREGULARES, Y GARANTI-
ZAR EL DERECHO AL AGUA LIMPIA Y A UN MEDIO AMBIENTE SANO
DE LAS COMUNIDADES RIBEREÑAS

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta a la Semarnat, Conagua y la Profepa, a adoptar medidas urgentes para aten-
der la contaminación del corredor industrial del Río Lerma, sancionar a las
industrias responsables de descargas irregulares, así como a garantizar el dere-
cho al agua limpia y a un medio ambiente sano de las comunidades ribereñas.
Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Sanea-
miento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MEDIDAS URGENTES PARA ATENDER LA CRISIS AMBIENTAL Y SANI-
TARIA DE LA CUENCA DEL ALTO ATOYAC, SANCIONAR A LAS INDUS-
TRIAS RESPONSABLES DE DESCARGAS IRREGULARES Y PROTEGER
LA SALUD DE LAS COMUNIDADES DE PUEBLA Y TLAXCALA

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Semarnat, Conagua, Profepa, y Secretaría de Salud, a adoptar medidas urgentes
para atender la crisis ambiental y sanitaria de la cuenca del Alto Atoyac, sancionar
a las industrias responsables de descargas irregulares y proteger la salud de las co-
munidades de Puebla y Tlaxcala. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráu-
licos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, 102, nu-
meral 3 y 299, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se informa a la honorable asamblea los turnos
dictados a las iniciativas con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo, registradas en el or-
den del día del 2 de septiembre de 2026 y que no fueron
abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Raúl Bolaños-Cacho Cué (rúbrica), presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que adiciona un artículo 91 Bis a la Ley General de
Educación, en materia de protección de los derechos de las
maestras y los maestros en procedimientos administrativos,
a cargo de la diputada Mirna María de la Luz Rubio Sán-
chez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
para Regular las Sociedades de Información Crediticia, en
materia de reducción del plazo de permanencia de la infor-
mación crediticia y fortalecimiento de los derechos de los
clientes de las sociedades de información crediticia, a car-
go del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

3. Que adiciona tres párrafos al artículo 69-B Ter del Có-
digo Fiscal de la Federación, en materia de fortalecimiento
de la figura de tercero colaborador fiscal, a cargo de la
diputada Aremy Velazco Bautista, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

4. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, en materia de

responsabilidad por omisión en la conservación, manteni-
miento y señalización de infraestructura vial y de armoni-
zación de la legislación penal de las entidades federativas,
a cargo de la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Movilidad, para dictamen.

5. Que reforma y adiciona los artículos 82, 116 y 122 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de nacionalidad mexicana exclusiva, a cargo de la
diputada María del Rosario Orozco Caballero, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

6. Que expide la Ley Federal para el Uso Responsable por
Menores de Edad de la Inteligencia Artificial como Rama
Avanzada de las Tecnologías de la Información, suscrita
por el diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y las y los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Ciencia, Tecnología e In-
novación, y de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para
dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para Opinión.

7. Que adiciona el artículo 14-A de la Ley Federal de De-
rechos, suscrita por el diputado Luis Agustín Rodríguez
Torres y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

8. Que reforma el artículo 220-A de la Ley Federal de De-
rechos, en materia de derechos sobre la tasa de los ingresos
brutos por servicios aeroportuarios, complementarios y co-
merciales, suscrita por el diputado Luis Agustín Rodríguez
Torres y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

9. Que reforma los artículos 179 y 180 de la Ley del Institu-
to de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
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Estado, en materia de acceso de las personas jóvenes trabaja-
doras a su primer crédito de vivienda, suscrita por el diputado
Armando Tejeda Cid y las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

10. Que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Urbano, suscrita por el diputado César Is-
rael Damián Retes, y las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

11. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del ar-
tículo 17 Ter de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, suscrita por el diputado César
Israel Damián Retes y las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

12. Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General
de Educación, suscrita por el diputado Fidel Daniel Chimal
García y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

13. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, suscrita por el
diputado Fidel Daniel Chimal García y las y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Movilidad, para dictamen.

14. Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, en materia de
pensión para ascendientes no directos, a cargo de la dipu-
tada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

15. Que adiciona un artículo 27 Bis a la Ley de Minería,
en materia de monitoreo ambiental y de salud en zonas de
actividad minera, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

16. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo, en materia de protección del tu-
rismo cultural y de los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen, y a la Co-
misión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos, para opi-
nión.

17. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Sociedades Cooperativas, en materia de
creación de la categoría de cooperativas sustentables y de
transición ecológica, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Economía Social y Fomento del Co-
operativismo, para dictamen.

18. Que reforma el artículo 1o. de la Ley de Inversión Ex-
tranjera, en materia de proveeduría nacional y desarrollo
industrial regional, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

19. Que reforma y adiciona los artículos 58 y 107 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
en materia de transparencia en las adecuaciones y reasig-
naciones presupuestarias, a cargo del diputado Yerico
Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

20. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Víctimas, en materia de presupuesto míni-



mo obligatorio para la atención y reparación integral de las
víctimas, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

21. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Protección Civil, en materia de creación
del Fondo Nacional de Prevención y Reducción de Ries-
gos, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Protección Civil y Prevención de De-
sastres, para dictamen.

22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, en materia
de trazabilidad y compra certificada de materias primas y
productos forestales, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

23. Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General
de Vida Silvestre, en materia de tipificación y sanción del
delito de crueldad animal y zoofilia, a cargo de la diputada
Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

24. Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Ser-
vicio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal, en materia de armonización legislativa con la Se-
cretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, a cargo del dipu-
tado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

25. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, en materia de armo-
nización legislativa con la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-

so, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen.

26. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, en materia de ar-
monización legislativa con la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen.

27. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Aviación Civil, en materia de tarifas aéreas y pro-
tección de las personas pasajeras, a cargo del diputado Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

28. Que reforma el artículo 24 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, en materia de armonización legis-
lativa con la Comisión Federal de Competencia Económi-
ca, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

29. De decreto por el que se declara el 23 de abril de cada
año como Día Nacional del Movimiento Scout, a cargo del
diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

30. Que reforma los artículos 19 y 20 de la Ley de Desa-
rrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, en materia de ho-
mologación normativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.
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Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

31. Que reforma el artículo 18 de la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, en materia de homologación norma-
tiva, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

32. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Cultura Física y Deporte, en materia de homologación
normativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

33. Que reforma el artículo 3o. de la Ley de Desarrollo
Sustentable de la Caña de Azúcar, en materia de homolo-
gación normativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio Mo-
reira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

34. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en mate-
ria de homologación normativa, a cargo del diputado Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescen-
cia, para dictamen.

35. Que adiciona el artículo 190 de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, en materia de notificaciones
por estrados, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen.

36. Que reforma artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar el mínimo
vital de cien litros de agua, a cargo del diputado Rubén Ig-

nacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

37. Que adiciona el artículo 330 de la Ley General de Sa-
lud, recorriéndose el subsecuente párrafo en el mismo or-
den, en materia de trasplante de órganos, a cargo de la
diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

38. Que reforma y adiciona el artículo 60 de la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano, en materia de simplificación adminis-
trativa, certeza jurídica y eficiencia en la gestión de trámi-
tes urbanísticos, a cargo de la diputada Verónica Martínez
García, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

39. Que reforma el párrafo primero del transitorio segun-
do del decreto por el que se reforma y adiciona el artículo
127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, publicado en el DOF el 10 de abril de 2026, en
materia de límite a las jubilaciones y pensiones de las enti-
dades públicas, a cargo de la diputada Verónica Martínez
García, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

40. Que adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Educación, de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes y del Código Penal Federal, en ma-
teria de regulación de las plataformas de redes sociales
frente al sano desarrollo de la niñez, a cargo de la diputada
Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisiones Unidas de Educación, y de Derechos
de la Niñez y Adolescencia, para dictamen, y a la Comisión
de Justicia, para opinión.



41. Que reforma y adiciona el artículo 23 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en ma-
teria de reasignaciones presupuestarias, a cargo del dipu-
tado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se solicita respetuosa-
mente a la ASEA, a la CRE, a la Fiscalía General del Esta-
do de Morelos, al Gobierno del estado de Morelos y al
Ayuntamiento de Cuernavaca, a revisar los protocolos de
verificación y autorización de transporte de Gas LP., se de-
terminen de manera pronta las sanciones administrativas y
penales contra la empresa Tomza Gas Titanium S.A. de
C.V., tras el siniestro en la Colonia las Granjas de la Ciu-
dad de Cuernavaca, Morelos; así como garantizar que los
acuerdos reparatorios realizados por la fiscalía del estado
no eximan de responsabilidad penal a los responsables; así
como revisar la operación de las unidades de distribución
de GAS LP en todo el estado de Morelos, a cargo de la
diputada Magda Erika Salgado Ponce, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuo-
samente a la CFE, a la Sener y a la CNE, a fortalecer la in-
fraestructura de transmisión y distribución de energía eléc-
trica y a implementar acciones para garantizar la
continuidad, calidad y confiabilidad del suministro eléctri-
co en el estado de Veracruz, a cargo de la diputada Claudia
Quiñones Garrido, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a transparentar, auditar y adoptar acciones ur-
gentes para concluir y poner en operación La Central de
Ciclo Combinado Lerdo, en Durango, ante su prolongado
retraso y presunta parálisis operativa; así como a proteger
el interés público y atender la situación de las Empresas
Mexicanas Subcontratista, a cargo del diputado José Gui-
llermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuo-
samente a diversas autoridades, a agilizar las carpetas de
investigación y a fortalecer la supervisión de academias e
internados privados, derivado de hechos de violencia, agre-
siones físicas y psicológicas, cobros indebidos y homici-
dios ocurridos al interior de dichos planteles, a cargo del
diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a salvaguardar la vida y la integridad de pa-
cientes y personal del Hospital General Dr. Fernando Oca-
ranza del ISSSTE, en Hermosillo, Sonora, a cargo del dipu-
tado Luis Agustín Rodríguez Torres, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP, y
a la SHCP, a garantizar y resolver de manera prioritaria el
rezago en el pago de la gratificación por jubilación (con-
cepto 63) a las y los trabajadores jubilados del subsistema
de educación media superior, suscrito por diversas diputa-
das y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuo-
samente a la CFE, a realizar una revisión integral, mante-
nimiento y fortalecimiento de la infraestructura eléctrica en
el municipio de Mexicali, Baja California, a fin de preve-
nir interrupciones masivas en el suministro de energía eléc-
trica y garantizar la seguridad de la población, a cargo de
la diputada Eva María Vásquez Hernández, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta respetuo-
samente a la CRT, en coordinación con los proveedores del
servicio de telefonía móvil, a implementar campañas de
orientación, apoyo y acompañamiento dirigidas a las per-
sonas adultas mayores y demás personas que se encuentran
en situación de vulnerabilidad, a fin de facilitar el registro
de sus líneas telefónicas, a cargo de la diputada Margarita
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Ester Zavala Gómez del Campo, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades en el estado de Zacatecas, a realizar las accio-
nes pertinentes en materia de seguridad para pacificar di-
cha entidad y los estados colindantes, a cargo de la dipu-
tada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dicta-
men.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de las entidades federativas y a sus autoridades
hacendarias, a revisar la procedencia y proporcionalidad de
los gravámenes estatales aplicables a los vehículos de au-
totransporte federal con placas federales, a cargo de la
diputada Blanca Leticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a analizar la conveniencia de los requisitos zo-
osanitarios aplicados al ingreso de perros de compañía pro-
venientes de los Estados Unidos de América, a evaluarlos
de manera periódica y a fortalecer su operación en los cru-
ces fronterizos terrestres, a cargo del diputado Brígido Ra-
miro Moreno Hernández, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF,
a fiscalizar de manera prioritaria y exhaustiva el ejercicio
de los recursos públicos federales transferidos a los muni-
cipios del estado de Oaxaca que se encuentran o hayan es-
tado bajo el régimen de comisionado municipal o consejo
municipal interino, a cargo de la diputada Martha Aracely
Cruz Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a implementar y fortalecer un esquema de gra-
tuidad o apoyo económico para el transporte público de las
y los estudiantes de educación primaria, secundaria y me-
dia superior durante el periodo escolar, priorizando a quie-
nes se encuentren en condiciones de vulnerabilidad econó-
mica, a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a revisar la legalidad en materia de comercio
exterior, fiscal y presupuestaria del proyecto de remunera-
ción compensatoria por copia privada, así como su compa-
tibilidad con la Ley de Comercio Exterior y el tratado en-
tre México, Estados Unidos y Canadá, antes de establecer
un cobro obligatorio sobre la importación y comercializa-
ción de dispositivos tecnológicos, a cargo del diputado Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
dependencias del EDOMEX, a fortalecer las acciones de
búsqueda, localización e identificación de personas desa-
parecidas y no localizadas, así como las investigaciones,
acciones de prospección, análisis de contexto, prevención
del delito, vigilancia y seguridad en la zona conocida como
Triángulo de las Bermudas, ubicada en el oriente de dicha
entidad federativa, a cargo de la diputada Laura Ivonne
Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a garantizar las condiciones de seguridad ne-
cesarias para el desarrollo del proceso electoral concurren-
te 2026-2027, instalar una mesa de seguridad electoral de
carácter permanente; y fortalecer la prevención, investiga-
ción y sanción de los delitos electorales y de la violencia
política, a cargo de la diputada Fuensanta Guadalupe Gue-
rrero Esquivel, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.



Turno: Comisión de Reforma Política-Electoral, para dic-
tamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la FGR
y las 32 fiscalías y procuradurías de las entidades de la re-
pública, a realizar mesas de trabajo, a fin de conformar un
protocolo homologado de investigación y persecución del
delito de feminicidio, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud y a la CONASAMA, a realizar una revi-
sión técnica integral de la NOM-028-SSA2-2009, para la
prevención, tratamiento y control de las adicciones, y a va-
lorar su actualización con el fin de fortalecer los mecanis-
mos de protección de los derechos humanos, a cargo del
diputado Pablo Vázquez Ahued, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a la CONASAMA y a las autoridades sa-
nitarias de las 32 entidades federativas, a elaborar y publi-
car un diagnóstico nacional sobre los centros de
rehabilitación y tratamiento de adicciones, que incluya in-
formación sobre sus condiciones de operación, supervisión
y factores de riesgo para la seguridad de las personas usua-
rias, a cargo del diputado Pablo Vázquez Ahued, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat y a la Profepa, a suspender de manera inmediata cualquier
aprovechamiento forestal irregular y a realizar una inspec-
ción en los terrenos del ejido San Rafael Tecario, Municipio
de Tacámbaro, Michoacán, a fin de verificar el cumplimien-
to del programa de restauración ecológica ordenado en 2025,
suscrito por diversos diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las au-
toridades de protección civil del estado de Sonora y al ISS-

STE, a implementar de manera inmediata las medidas ne-
cesarias para la evacuación y cierre del Hospital Dr. Fer-
nando Ocaranza del citado Instituto en Hermosillo, Sono-
ra, ante las 42 observaciones críticas no solventadas que
representan un riesgo inminente para la vida y seguridad de
pacientes y trabajadores, a cargo de la diputada Ivonne
Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Protección Civil y Prevención de De-
sastres, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, Conagua y la Profepa, a adoptar medidas urgentes
para atender la contaminación del corredor industrial del
Río Lerma, sancionar a las industrias responsables de des-
cargas irregulares, así como a garantizar el derecho al agua
limpia y a un medio ambiente sano de las comunidades ri-
bereñas a cargo de la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable
y Saneamiento, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, Conagua, Profepa, y Secretaría de Salud, a adoptar
medidas urgentes para atender la crisis ambiental y sanita-
ria de la cuenca del Alto Atoyac, sancionar a las industrias
responsables de descargas irregulares y proteger la salud de
las comunidades de Puebla y Tlaxcala, a cargo de la dipu-
tada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable
y Saneamiento, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

Iniciativa que adiciona un artículo 91 Bis a la Ley General
de Educación, en materia de protección de los derechos de
las maestras y los maestros en procedimientos administra-
tivos, a cargo de la diputada Mirna María de la Luz Rubio
Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena. (La inicia-
tiva podrá ser consultada en el Diario de los Debates de
esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES 
DE INFORMACIÓN CREDITICIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley para Regular las Sociedades de Información Credi-
ticia, en materia de reducción del plazo de permanencia de
la información crediticia y fortalecimiento de los derechos
de los clientes de las sociedades de información crediticia,
a cargo del diputado Julio César Moreno Rivera, del Gru-
po Parlamentario de Morena

El suscrito, Julio César Moreno Rivera, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones a la Ley para regular las
Sociedades de Información Crediticia, en materia de re-
ducción del plazo de permanencia de la información credi-
ticia y fortalecimiento de los derechos de los clientes de las
sociedades de información crediticia, de conformidad con
la siguiente

Exposición de Motivos

I. Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto actualizar el régimen
de conservación y eliminación de información crediticia
previsto en la Ley para regular las Sociedades de Infor-
mación Crediticia, mediante la reducción, de setenta y dos
a treinta y seis meses, del plazo de permanencia aplicable a
la información que refleje el incumplimiento ininterrumpido
de obligaciones exigibles, previsto en el artículo 23 de dicho
ordenamiento.

La reducción propuesta no comprende de manera indiscri-
minada la totalidad de la información contenida en los his-
toriales crediticios, sino específicamente aquella respecto
de la cual el artículo 23 establece actualmente un plazo de
conservación vinculado con el incumplimiento ininterrum-
pido de una obligación exigible, sin perjuicio de las excep-
ciones y reglas especiales previstas en la propia ley.

La propuesta debe entenderse dentro del marco jurídico que
regula a las sociedades de información crediticia como enti-
dades encargadas de recopilar, administrar y proporcionar

información relativa al historial crediticio de las personas fí-
sicas y morales. Por ello, la reforma no pretende impedir el
funcionamiento de los mecanismos de evaluación de riesgo
utilizados por las instituciones financieras, sino establecer
un plazo máximo razonable para la conservación de deter-
minada información negativa, atendiendo a la finalidad para
la cual fue recabada y a la necesidad de mantener un equili-
brio entre la gestión del riesgo crediticio, la protección de los
datos personales y la posibilidad de reincorporación de las
personas al sistema financiero formal.

La eliminación de determinada información del historial
crediticio no constituye novación, remisión, condonación,
prescripción ni extinción de la obligación subyacente, ni
impide al acreedor ejercer las acciones judiciales o extraju-
diciales que legalmente correspondan para obtener el pago
del crédito.

La presente reforma se limita a establecer reglas sobre la
temporalidad, actualización y conservación de determina-
da información en las bases de datos administradas por las
sociedades de información crediticia, sin alterar la existen-
cia, exigibilidad o naturaleza jurídica de las obligaciones
contraídas por los clientes frente a los usuarios.

II. Reducción de 72 a 36 meses

Actualmente, el artículo 23 establece un plazo de setenta y
dos meses para la conservación de determinada informa-
ción crediticia, incluyendo la información que refleja el in-
cumplimiento ininterrumpido de obligaciones exigibles.
La iniciativa propone reducir a treinta y seis meses el pla-
zo aplicable específicamente a este último supuesto, sin
perjuicio de las demás reglas y excepciones previstas en la
ley.

La reducción a treinta y seis meses busca que la evaluación
del riesgo crediticio se sustente en información más re-
ciente, evitando al mismo tiempo que un incumplimiento
antiguo se convierta en una barrera prolongada para la rein-
corporación de las personas al sistema financiero, pero evi-
ta que un incumplimiento antiguo se convierta en una ba-
rrera prolongada para la reincorporación de las personas al
sistema financiero.

La reforma conserva la función de las sociedades de infor-
mación crediticia como herramientas de evaluación de ries-
go y, al mismo tiempo, introduce un límite temporal más
proporcional. La modificación al artículo 20 tiene además
una finalidad de congruencia normativa. Al encontrarse el



régimen de conservación de los historiales crediticios des-
arrollado de manera específica en el artículo 23, se propone
evitar la duplicidad de plazos dentro de la Ley y establecer
una remisión expresa al precepto que concentra las reglas de
conservación y eliminación de la información. Con ello se
reduce el riesgo de contradicciones derivadas de futuras mo-
dificaciones legislativas a los plazos de conservación.

III. Aplicación a registros existentes

La reforma debe producir efectos materiales y no única-
mente hacia el futuro. La aplicación de esta regla a la in-
formación existente no implica alterar los efectos jurídicos
producidos por el incumplimiento ni modificar retroactiva-
mente las obligaciones de pago, sino establecer el régimen
vigente de conservación y tratamiento de información a
partir de la entrada en vigor del decreto.

En consecuencia, la medida incide exclusivamente en la
permanencia de información en las bases de datos de las
sociedades de información crediticia y no en la existencia,
validez, exigibilidad o naturaleza de las obligaciones sub-
yacentes. Las sociedades deberán realizar de oficio una re-
visión de sus bases de datos y eliminar los registros que se
encuentren en el supuesto legal, dentro del plazo estableci-
do en los artículos transitorios. Con ello se evita que una
persona cuyo incumplimiento ya tiene más de treinta y seis
meses tenga que esperar nuevamente un periodo equiva-
lente para beneficiarse de la reforma.

IV. La eliminación de información y la subsistencia de
las obligaciones

La eliminación de determinada información del historial
crediticio no implica la extinción, condonación, novación,
remisión o modificación de la obligación que le dio origen,
ni afecta por sí misma los derechos de cobro que corres-
pondan al acreedor conforme a las disposiciones aplica-
bles. La reforma se limita a regular la temporalidad, actua-
lización y conservación de determinada información en las
bases de datos de las sociedades de información crediticia,
sin modificar la existencia, exigibilidad o naturaleza jurídi-
ca de las obligaciones contraídas por los clientes frente a
los usuarios.1

Esta distinción resulta indispensable para preservar la se-
guridad jurídica de las partes y evitar que la reducción del
plazo de permanencia de la información crediticia sea in-
terpretada como una modificación de las reglas sustantivas
que rigen las obligaciones civiles, mercantiles o financie-

ras. La iniciativa busca, por tanto, establecer una tempora-
lidad razonable para el tratamiento de información crediti-
cia negativa, sin intervenir en las relaciones jurídicas sub-
yacentes ni en los mecanismos legales de cobro que
correspondan.

V. Proporcionalidad e inclusión financiera

La información crediticia cumple una función legítima:
permitir que los otorgantes de crédito evalúen riesgos. Sin
embargo, dicha finalidad debe conciliarse con los princi-
pios de actualización, pertinencia y proporcionalidad del
tratamiento de la información. En este sentido, la Suprema
Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la pro-
tección de datos personales no puede traducirse en un de-
recho absoluto al olvido, particularmente cuando la elimi-
nación de información entra en tensión con otros derechos
o intereses constitucionalmente protegidos.

En el amparo en revisión número 341/2022, la Primera Sa-
la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación analizó los
alcances de la protección de datos personales y del deno-
minado “derecho al olvido”, y determinó que este último
no constituye un derecho general que permita justificar la
eliminación indiscriminada de información, particularmen-
te cuando se encuentran involucrados otros derechos cons-
titucionalmente protegidos. El criterio resulta relevante pa-
ra la presente iniciativa como parámetro de delimitación,
pues la propuesta no pretende establecer un derecho gene-
ral al olvido, sino regular legislativamente el plazo de con-
servación de determinada información crediticia conforme
a una finalidad específica y a reglas objetivas.2

La presente iniciativa se encuentra dentro de ese marco
constitucional, pues no pretende establecer un derecho ab-
soluto a borrar cualquier antecedente relacionado con una
persona, ni impedir que los usuarios realicen una evalua-
ción legítima del riesgo crediticio. Por el contrario, propo-
ne establecer legislativamente una temporalidad objetiva y
razonable para la conservación de determinada informa-
ción negativa, atendiendo a su finalidad, actualidad y rele-
vancia para la evaluación del riesgo.

De esta manera, la propuesta no establece un derecho al ol-
vido de carácter general, sino una regla legal específica so-
bre la temporalidad de conservación de determinada infor-
mación crediticia negativa, aplicable conforme a los
supuestos y excepciones previstos en la propia Ley. Un his-
torial negativo que permanece durante un periodo excesivo
puede dificultar el acceso al crédito formal, afectar la ca-
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pacidad productiva de las personas y fomentar el uso de
mecanismos de financiamiento más costosos o informales.

La protección de los datos personales constituye un dere-
cho constitucional que reconoce a las personas facultades
de control respecto de la información que les concierne, en
los términos establecidos por el artículo 16 de la Constitu-
ción y la legislación aplicable. Si bien el precedente referi-
do no se relaciona específicamente con los historiales cre-
diticios, sus consideraciones resultan útiles para distinguir
entre la protección de los datos personales y la pretensión
de establecer un derecho general e indiscriminado a elimi-
nar información. Si bien dicho precedente no se refiere es-
pecíficamente a los historiales crediticios, sus considera-
ciones constitucionales resultan útiles para delimitar la
relación entre protección de datos personales, autonomía
individual y relaciones de consumo.

Este criterio resulta particularmente relevante para la infor-
mación crediticia, pues su conservación puede incidir di-
rectamente en las posibilidades de una persona para acce-
der a bienes y servicios financieros. En consecuencia,
corresponde al legislador establecer reglas que permitan
conciliar la legítima utilización de la información para eva-
luar riesgos con la protección de la persona titular de los
datos y con la necesidad de evitar que información negati-
va permanezca durante un periodo superior al que resulte
razonablemente necesario para cumplir su finalidad. La
propuesta busca establecer una segunda oportunidad finan-
ciera sin borrar la responsabilidad por las obligaciones con-
traídas.

VI. Equilibrio entre acreedores y usuarios

La iniciativa no impide que los acreedores ejerzan las ac-
ciones legales que correspondan para obtener el pago de
sus créditos. Tampoco prohíbe que las instituciones conoz-
can información reciente sobre el comportamiento crediti-
cio. El acceso periódico al reporte de crédito especial cons-
tituye un mecanismo de transparencia y protección de las
personas usuarias, pues permite conocer qué información
mantienen las sociedades de información crediticia, verifi-
car el comportamiento de pago registrado y detectar opor-
tunamente errores, inconsistencias, créditos no reconoci-
dos o posibles casos de robo de identidad. El reporte de
crédito especial constituye un mecanismo que permite a las
personas conocer la información contenida en su historial
crediticio, verificar el comportamiento de pago registrado
y detectar posibles inconsistencias o anomalías.3

Por ello, reducir de doce a seis meses el periodo para obte-
ner gratuitamente el reporte de crédito especial fortalece la
transparencia y permite que el cliente tenga mayores posi-
bilidades de detectar y corregir oportunamente informa-
ción incorrecta, desactualizada o que no corresponda con
sus operaciones crediticias.

La modificación propuesta no limita los mecanismos ordi-
narios de consulta establecidos en la Ley, sino que amplía
la periodicidad con la que el cliente puede acceder gratui-
tamente a su reporte de crédito especial, fortaleciendo su
capacidad para verificar la exactitud, actualización y co-
rrespondencia de la información registrada. La reforma
únicamente determina el periodo durante el cual determi-
nada información puede permanecer en los historiales ad-
ministrados por las sociedades de información crediticia.

VII. Protección de datos personales y temporalidad de
la información crediticia

La información contenida en los historiales crediticios cons-
tituye información vinculada con una persona identificada o
identificable y, por tanto, su tratamiento debe sujetarse a los
principios constitucionales y legales aplicables en materia de
protección de datos personales.4 El artículo 16 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el
derecho de toda persona a la protección de sus datos perso-
nales, así como los derechos de acceso, rectificación, cance-
lación y oposición, en los términos que establezcan las leyes.

La conservación de información crediticia no puede analizar-
se exclusivamente desde la perspectiva de los intereses de los
otorgantes de crédito. También debe atenderse a la finalidad
del tratamiento, a la pertinencia de la información y a la ne-
cesidad de que su conservación durante determinado periodo
resulte jurídicamente justificable. La propuesta de establecer
un plazo de 36 meses para la información que refleje el in-
cumplimiento ininterrumpido de obligaciones exigibles no
supone reconocer un derecho absoluto a la eliminación de
cualquier información crediticia, sino establecer legislativa-
mente una temporalidad objetiva para determinada informa-
ción negativa, preservando las excepciones y reglas especia-
les que correspondan conforme a la propia ley.

VIII. Inclusión financiera y acceso al crédito

La Encuesta Nacional de Inclusión Financiera de 2024, le-
vantada por el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía en colaboración con la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, constituye una fuente oficial para conocer las



condiciones de acceso y uso de los servicios financieros en
México.5

Entre sus variables se encuentran el acceso al crédito for-
mal e informal, el comportamiento de pago, las solicitudes
de crédito rechazadas y las razones asociadas a dicho re-
chazo.6 La información recabada por la ENIF permite
identificar diversos factores asociados con el acceso al cré-
dito y con las dificultades que enfrentan las personas para
obtener financiamiento, entre los que se encuentran ele-
mentos relacionados con el historial crediticio y la evalua-
ción del riesgo, la insuficiencia o falta de comprobación de
ingresos, la ausencia de historial crediticio y otros factores
vinculados con la evaluación del riesgo.

Esta información permite advertir que el historial crediticio
constituye un elemento relevante para la inclusión financie-
ra y que, por ello, la regulación de su contenido, actualiza-
ción, conservación y eliminación tiene efectos directos so-
bre las posibilidades de acceso de las personas al sistema
financiero formal.7 En consecuencia, establecer un plazo
razonable para la permanencia de información negativa
puede contribuir a que la evaluación crediticia considere in-
formación suficientemente reciente y relevante, sin conver-
tir incumplimientos antiguos en obstáculos permanentes pa-
ra la reincorporación de las personas al sistema financiero.

IX. Fortalecimiento del procedimiento de reclamación

La reforma del artículo 43 tiene como finalidad fortalecer
el procedimiento de aclaración y reclamación previsto en la
ley, mediante la exigencia de que el usuario acompañe,
cuando resulte aplicable, la documentación que razonable-
mente permita acreditar el origen, existencia y condiciones
de la operación objeto de la reclamación, en los términos
que establezcan las disposiciones aplicables.

La obligación de acompañar documentación deberá enten-
derse en función de la naturaleza de la operación y de la in-
formación objeto de la reclamación, por lo que no implica-
rá exigir documentos que, por la naturaleza de la
operación, no existan o no sean necesarios para sustentar la
información reportada.

La documentación que, en su caso, acompañe el usuario
deberá ser suficiente para sustentar la información reporta-
da, sin que su exigencia pueda traducirse en una carga des-
proporcionada para el usuario ni en una afectación al dere-
cho del cliente a obtener una respuesta oportuna a su
reclamación.

La medida busca establecer un estándar mínimo de acredi-
tación documental que permita que las controversias rela-
cionadas con la información contenida en los historiales
crediticios sean resueltas sobre la base de elementos obje-
tivos y verificables. De esta manera, se fortalece la seguri-
dad jurídica tanto para el cliente como para el usuario, evi-
tando que la permanencia de información controvertida
dependa exclusivamente de una manifestación unilateral.

La documentación deberá permitir identificar, según co-
rresponda, el origen de la obligación, su titularidad, las
condiciones esenciales de la operación, el comportamiento
de pago y, en su caso, la situación actual del adeudo. Con
ello se favorece la exactitud, integridad y trazabilidad de la
información que integra los historiales crediticios. De esta
manera se mantiene un equilibrio entre la protección del
sistema financiero, el derecho de los acreedores y la posi-
bilidad de reincorporación financiera de los usuarios.

X. Impacto regulatorio

La presente iniciativa no implica impacto presupuestario
directo para la Federación, toda vez que no contempla la
creación de nuevas plazas, unidades administrativas, es-
tructuras orgánicas o programas presupuestarios. Las obli-
gaciones previstas recaen en las sociedades de información
crediticia y en los usuarios dentro del ámbito de sus res-
pectivas actividades y obligaciones legales.

Para mayor claridad de las modificaciones que propone la
iniciativa, se presenta el siguiente cuadro comparativo del
texto vigente de la ley con la propuesta de reforma:
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Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones a la Ley para regular las Sociedades de
Información Crediticia, en materia de reducción del
plazo de permanencia de la información crediticia y
fortalecimiento de los derechos de los clientes de las so-
ciedades de información crediticia

Único. Se reforman los párrafos primero del artículo 20,
tercero del artículo 23, primero del artículo 41 y primero
del artículo 43; y se adicionan un cuarto y un décimo pá-
rrafos, con lo que recorre el su orden de los subsecuentes,
al artículo 23, así como uno tercero al artículo 41 de la Ley
para regular las Sociedades de Información Crediticia, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 20. La base de datos de las sociedades se integra-
rá con la información sobre operaciones crediticias y otras
de naturaleza análoga que le sea proporcionada por los
usuarios. Los usuarios que entreguen dicha información a
las sociedades deberán hacerlo de manera completa y ve-
raz; asimismo, estarán obligados a señalar expresamente la
fecha de origen de los créditos que inscriban y la fecha del
primer incumplimiento. Las sociedades no deberán inscri-
bir por ningún motivo, créditos cuya fecha de origen no sea
especificada por los usuarios. La conservación y elimina-
ción de la información se sujetará a los plazos y condi-
ciones establecidos en el artículo 23 de esta ley.

…

…

…

…

…

Artículo 23. …

…

En caso de información que refleje el incumplimiento inin-
terrumpido de cualquier obligación exigible así como las
claves de prevención que les correspondan, las sociedades
deberán eliminarlas del historial crediticio del cliente co-
rrespondiente, después de treinta y seis meses de haberse
incorporado el incumplimiento por primera vez en dicho
historial.



Para efectos del cómputo del plazo previsto en este ar-
tículo, la cesión, venta, transmisión o cualquier otra
forma de transferencia de los derechos de cobro sobre
la obligación no dará lugar, por sí misma, a un nuevo
cómputo del plazo de conservación de la información,
cuando se trate del mismo incumplimiento previamen-
te registrado.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

La eliminación de la información del historial crediticio
por el transcurso del plazo previsto en este artículo no
implica la extinción, modificación, novación o condona-
ción de la obligación que le dio origen, ni afecta su exi-
gibilidad o los derechos de cobro que correspondan al
usuario conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 41. Los clientes tendrán derecho a obtener gra-
tuitamente de las sociedades su reporte de crédito especial
cada vez que transcurran seis meses. lo anterior, siempre
que soliciten que el envío respectivo se lleve a cabo por co-
rreo electrónico o que acudan a recogerlo a la unidad espe-
cializada de la sociedad.

…

Los clientes también tendrán derecho a solicitar gratui-
tamente una constancia que acredite la liquidación to-
tal de los adeudos que consten en su historial crediticio,
cuando dicha información haya sido actualizada por el
usuario correspondiente a que se refiere el artículo 23
de la presente ley.

Artículo 43. La sociedad deberá entregar a las entidades
financieras o Sofome ENR por conducto de sus unidades
especializadas o, en el caso de Empresas Comerciales, a
través de quienes designen como responsables para esos
efectos, la reclamación presentada por el Cliente, dentro de
un plazo de cinco días hábiles contado a partir de la fecha
en que la Sociedad la hubiere recibido. Los usuarios de que
se trate deberán responder por escrito a la reclamación pre-
sentada por el cliente, acompañando, cuando resulte
aplicable, la documentación que razonablemente per-
mita acreditar el origen, existencia y condiciones de la
operación objeto de la reclamación, en los términos que
establezcan las disposiciones aplicables, dentro del plazo
previsto en el artículo 44 de esta ley.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las sociedades de información crediticia y los
usuarios contarán con seis meses, contados a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, para adecuar sus sis-
temas, procedimientos y mecanismos de intercambio de in-
formación, sin perjuicio del cumplimiento de la obligación
prevista en el artículo transitorio cuarto.

Tercero. La reducción del plazo de conservación a treinta
y seis meses será aplicable a la información que, a la fecha
de entrada en vigor del presente decreto, haya cumplido
treinta y seis meses o más, contados a partir de la fecha en
que el incumplimiento haya sido incorporado por primera
vez al historial crediticio, conforme a las reglas de cómpu-
to previstas en el artículo 23 de la ley, sin perjuicio de las
excepciones previstas en la misma.

Cuarto. Las sociedades deberán identificar y eliminar de
sus bases de datos dentro de los noventa días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto, la in-
formación que se encuentre en el supuesto previsto en el
artículo transitorio anterior.

Quinto. La eliminación de información crediticia realiza-
da con motivo de la aplicación del presente decreto no im-
plicará la extinción, modificación, novación o condonación
de las obligaciones civiles, mercantiles o financieras de los
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clientes, ni afectará los derechos de cobro de los usuarios o
impedirá el ejercicio de las acciones legales que corres-
pondan conforme a las disposiciones aplicables.

Sexto. Quedan derogadas las disposiciones que se opongan
al presente decreto.

Notas

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 16,
párrafo segundo, relativo a la protección de los datos personales; Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, Ley para regular las So-
ciedades de Información Crediticia, artículos 20, 23, 24, 41, 42, 43 y
44; y Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, amparo en
revisión número 341/2022, relativo al alcance de los derechos de can-
celación y protección de datos personales.

2. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, amparo en re-
visión número 341/2022; véase también la tesis 1a. II/2023 (11a.), re-
gistro digital 2025995, de rubro “Derecho al olvido. El último párrafo
del artículo 1392 Bis del Código Civil para la Ciudad de México que
establece este derecho es incompatible con las normas constitucionales
en materia de libertad de expresión y libre acceso a la información”.

3 Reporte de Crédito Especial, Buró de Crédito.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 16,
párrafo segundo; Ley para regular las Sociedades de Información Cre-
diticia, artículos 20, 23 y demás relativos.

5 Instituto Nacional de Estadística y Geografía y Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, Encuesta Nacional de Inclusión Financiera de
2024.

6 Encuesta Nacional de Inclusión Financiera de 2024. Principales re-
sultados, páginas 17-20.

7 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Julio César Rivera Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

Iniciativa que adiciona tres párrafos al artículo 69-B Ter
del Código Fiscal de la Federación, en materia de forta-
lecimiento de la figura de tercero colaborador fiscal, a
cargo de la diputada Aremy Velazco Bautista, del Grupo
Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser con-
sultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en el
Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE MOVILIDAD
Y SEGURIDAD VIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, en ma-
teria de responsabilidad por omisión en la conservación,
mantenimiento y señalización de infraestructura vial y de
armonización de la legislación penal de las entidades fede-
rativas, a cargo de la diputada María Teresa Ealy Díaz, del
Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita diputada María Teresa Ealy Díaz, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6o., numeral 1,
fracción 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración del pleno la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, en materia de responsabi-
lidad por omisión en la conservación, mantenimiento y
señalización de infraestructura vial y de armonización
de la legislación penal de las entidades federativas al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. La movilidad segura como derecho humano y obliga-
ción del Estado

La seguridad vial constituye una obligación fundamental
del Estado mexicano y una condición indispensable para
garantizar el ejercicio efectivo de diversos derechos huma-
nos reconocidos por la Constitución Política de los Estados



Unidos Mexicanos y por los tratados internacionales de los
que México es parte. Entre estos derechos destacan el de-
recho a la vida, a la integridad personal, a la seguridad ju-
rídica y a la movilidad en condiciones de seguridad vial.

La reforma constitucional publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 18 de diciembre de 2020 incorporó al
artículo 4o. constitucional el derecho a la movilidad en
condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia,
sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad. Esta refor-
ma representó un cambio de paradigma al reconocer que
el desplazamiento seguro de las personas constituye una
responsabilidad directa de las autoridades de los tres ór-
denes de gobierno.

En congruencia con dicho mandato constitucional, fue ex-
pedida la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, cu-
yo objeto es establecer las bases y principios para garanti-
zar el derecho a la movilidad bajo un enfoque de
prevención de riesgos, protección de la vida humana y re-
ducción de siniestros de tránsito.

En consecuencia, la infraestructura vial no puede ser en-
tendida únicamente como un conjunto de bienes materiales
destinados al tránsito vehicular o peatonal. Por el contrario,
constituye una herramienta indispensable para la protec-
ción de derechos humanos y para la preservación de la vi-
da e integridad física de millones de personas que diaria-
mente utilizan calles, avenidas, carreteras, puentes,
ciclovías, pasos peatonales y demás espacios públicos de
movilidad.

II. La problemática de la infraestructura vial deficien-
te en México

A pesar de los avances normativos en materia de movilidad
y seguridad vial, la realidad nacional evidencia que persis-
ten graves deficiencias en el mantenimiento, conservación
y señalización de la infraestructura pública destinada al
tránsito.

En diversas entidades federativas son frecuentes los acciden-
tes provocados por baches de gran profundidad, hundimien-
tos, socavones, alcantarillas sin protección, semáforos inope-
rantes, falta de señalización preventiva, obras inconclusas,
pavimento deteriorado y otros riesgos previsibles que perma-
necen sin atención durante periodos prolongados.

Estas condiciones representan peligros permanentes para
peatones, ciclistas, motociclistas, personas con discapaci-

dad, personas adultas mayores y conductores de vehículos
automotores. En muchos casos, los desperfectos han sido
reportados reiteradamente por la ciudadanía, documenta-
dos por medios de comunicación o identificados mediante
inspecciones técnicas sin que exista una respuesta oportu-
na por parte de las autoridades responsables.

Lo anterior evidencia que una parte de los riesgos presen-
tes en la infraestructura vial no deriva de fenómenos im-
previsibles, sino de omisiones institucionales que pueden y
deben ser prevenidas mediante acciones oportunas de su-
pervisión, mantenimiento, reparación y señalización.

III. Magnitud del problema: Datos oficiales sobre mor-
talidad y siniestralidad vial

La necesidad de fortalecer la responsabilidad de las autori-
dades en materia de infraestructura vial encuentra sustento
en las cifras oficiales disponibles.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI), durante 2024 se registraron de manera pre-
liminar 818 mil 437 defunciones en México, siendo los ac-
cidentes la quinta causa de muerte a nivel nacional, con 39
mil 729 defunciones registradas.

Asimismo, las estadísticas de accidentes de tránsito terres-
tre en zonas urbanas y suburbanas reportaron 374 mil 949
hechos de tránsito durante 2024. Dentro de los factores
asociados a dichos siniestros, las malas condiciones del ca-
mino representaron uno de los principales factores de ries-
go identificados, con miles de eventos relacionados direc-
tamente con deficiencias en la infraestructura vial.

Por su parte, la Secretaría de Salud, a través del Secretaria-
do Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de
Accidentes (STCONAPRA), ha señalado que los siniestros
viales continúan ubicándose entre las principales causas de
muerte por causas externas en México. De igual forma, ha
reconocido que las deficiencias en la infraestructura y la
falta de condiciones adecuadas de seguridad vial incre-
mentan significativamente el riesgo de fallecimientos y le-
siones graves.

Estas cifras reflejan una realidad preocupante: miles de
personas pierden la vida o sufren lesiones permanentes ca-
da año como consecuencia de accidentes que, en muchos
casos, pudieron haberse evitado mediante medidas oportu-
nas de prevención, mantenimiento y señalización.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I29



Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados30

IV. Insuficiencia del marco jurídico vigente

Actualmente, el orden jurídico mexicano contempla diver-
sos mecanismos de responsabilidad para las personas ser-
vidoras públicas que incumplen sus funciones.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
la Ley General de Responsabilidades Administrativas y las
disposiciones en materia de responsabilidad patrimonial
del Estado establecen sanciones administrativas y meca-
nismos de reparación por actos u omisiones que causen da-
ños a los particulares.

Sin embargo, cuando la omisión de una autoridad encarga-
da de la infraestructura vial produce la muerte de una o más
personas, la legislación penal federal carece de una figura
específica que permita sancionar adecuadamente dicha
conducta.

Lo anterior genera un vacío normativo que dificulta la exi-
gencia de responsabilidad en aquellos casos en los que la
autoridad tenía conocimiento de un riesgo grave, contaba
con atribuciones legales para intervenir y disponía de me-
dios materiales para hacerlo, pero decidió omitir injustifi-
cadamente las acciones necesarias para prevenir un resul-
tado fatal.

La ausencia de una consecuencia penal específica provoca
que conductas particularmente graves queden limitadas al
ámbito administrativo o patrimonial, aun cuando el resul-
tado implique la pérdida irreparable de vidas humanas.

V. La posición de garante y la responsabilidad penal
por omisión

La doctrina penal contemporánea reconoce que la respon-
sabilidad penal no solamente puede derivar de acciones, si-
no también de omisiones cuando existe una obligación ju-
rídica específica de actuar.

El Código Penal Federal reconoce la posibilidad de atribuir
responsabilidad penal por comisión por omisión cuando
una persona tiene el deber jurídico de impedir un resultado
y no lo hace.

En este sentido, las personas servidoras públicas responsa-
bles de la planeación, supervisión, conservación, manteni-
miento y señalización de la infraestructura vial ocupan una
posición de garante respecto de la seguridad de las perso-
nas usuarias de las vías públicas.

Dicha posición implica una obligación especial de protec-
ción derivada de las facultades que la ley les confiere para
identificar riesgos, corregir desperfectos, implementar me-
didas preventivas y garantizar condiciones adecuadas de
movilidad.

Por ello, cuando una autoridad conoce o razonablemente
debe conocer la existencia de una condición peligrosa,
cuenta con la capacidad jurídica y material para intervenir
y, aun así, omite injustificadamente actuar, su conducta ad-
quiere relevancia penal cuando dicha omisión genera un
resultado fatal.

VI. Objeto y alcance de la presente iniciativa

La presente iniciativa propone adicionar un artículo 37 Bis
a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, con la fi-
nalidad de establecer, dentro de dicha Ley General, las ba-
ses mínimas que las entidades federativas deberán observar
para tipificar en sus respectivos códigos penales la conduc-
ta de las personas servidoras públicas que, incumpliendo
gravemente sus deberes legales de mantenimiento, conser-
vación, supervisión o señalización de la infraestructura
vial, provoquen mediante su omisión la muerte de una o
más personas.

La iniciativa no reforma el Código Penal Federal ni crea un
tipo penal de aplicación directa. Su propósito es fijar, des-
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial (en ejer-
cicio de la facultad de concurrencia y coordinación previs-
ta en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en congruen-
cia con lo ya dispuesto por el artículo 12 de la propia Ley,
que exige que las leyes y reglamentos en la materia con-
tengan mecanismos para sancionar los hechos que consti-
tuyan factores de riesgo) los elementos mínimos y unifor-
mes que dicho tipo penal deberá contener en cada
legislación local, preservando en todo momento la libertad
de configuración legislativa de los Congresos estatales pa-
ra definir la denominación, la penalidad y los demás ele-
mentos de política criminal que correspondan a su propio
sistema penal.

La reforma no pretende criminalizar errores administrati-
vos ordinarios, limitaciones presupuestales debidamente
acreditadas ni situaciones derivadas de caso fortuito o fuer-
za mayor. Su objetivo es sancionar exclusivamente aque-
llas conductas en las que se acredite:



a) La existencia de una obligación legal específica de
actuar;

b) El conocimiento previo o razonablemente exigible
del riesgo;

c) La capacidad material y jurídica para intervenir;

d) La omisión injustificada de actuar; y

e) La relación causal directa entre la omisión y el resul-
tado fatal.

VIII. Beneficios de la reforma.

La presente propuesta legislativa busca fortalecer la rendi-
ción de cuentas en el servicio público, incentivar la aten-
ción oportuna de riesgos en la infraestructura vial, prevenir
la negligencia institucional y garantizar una protección
más efectiva de la vida y la integridad de las personas.

Asimismo, fortalece los principios de legalidad, honra-
dez, lealtad, imparcialidad, eficiencia y responsabilidad
previstos en los artículos 108 y 109 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, consolidando
una cultura de prevención y diligencia en el ejercicio de
la función pública.

La protección de la vida humana exige que el Estado no
permanezca indiferente frente a conductas omisivas que,
por negligencia grave, indiferencia institucional o incum-
plimiento deliberado de obligaciones legales, colocan a la
ciudadanía en situaciones de riesgo previsible y evitable.

Por ello, la presente reforma constituye una medida nece-
saria para garantizar que quienes tienen la responsabilidad
legal de proteger la seguridad vial respondan también por
las consecuencias de sus omisiones cuando éstas deriven
en la pérdida de vidas humanas.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta honorable asamblea del siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se adiciona un artículo 37 Bis a la Ley
General de Movilidad y Seguridad Vial, para quedar
como sigue:

Artículo 37 Bis. Responsabilidad por omisiones graves
en materia de infraestructura vial.

Las autoridades competentes de los tres órdenes de go-
bierno deberán implementar mecanismos permanentes
de supervisión, identificación, registro, atención, repa-
ración, mantenimiento y señalización de las condiciones
de riesgo existentes en la infraestructura vial, de con-
formidad con sus respectivas atribuciones y disponibili-
dad presupuestaria.

Cuando una persona servidora pública tenga bajo su
responsabilidad legal la conservación, supervisión,
mantenimiento, reparación o señalización de infraes-
tructura vial y tenga conocimiento, o exista posibilidad
razonable de que conozca mediante el ejercicio diligen-
te de sus funciones, de una condición que represente un
riesgo grave para la vida o integridad de las personas
usuarias de la vía, deberá adoptar las medidas necesa-
rias para prevenir, corregir, aislar o señalizar adecua-
damente dicho riesgo.

En ejercicio de su libertad de configuración legislativa
en materia penal, las entidades federativas deberán es-
tablecer en sus respectivos códigos penales un tipo pe-
nal que sancione la omisión injustificada de las obliga-
ciones señaladas en el presente artículo cuando, como
consecuencia directa de dicha omisión, se produzcan le-
siones o la muerte de una o más personas. La denomi-
nación, penalidad y demás elementos de política crimi-
nal del tipo penal corresponderán a cada Congreso
local.

Para la configuración del tipo penal previsto en el pá-
rrafo anterior, las legislaciones penales de las entidades
federativas deberán considerar, como mínimo, los si-
guientes elementos:

I. La existencia de una obligación legal específica de
actuación;

II. La existencia de una condición peligrosa en la in-
fraestructura vial;

III. El conocimiento previo del riesgo o la posibilidad
razonable de conocerlo mediante el ejercicio diligen-
te de las funciones;

IV. La capacidad jurídica y material de la persona
servidora pública para intervenir;
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V. La omisión injustificada de realizar las acciones
necesarias para prevenir, corregir, aislar o señalizar
adecuadamente el riesgo; y

VI. El nexo causal entre la omisión y el resultado
producido.

Las legislaciones penales de las entidades federativas
deberán establecer agravantes cuando se acredite que
la persona servidora pública responsable fue previa-
mente notificada, denunciada o advertida formalmente
sobre la existencia del riesgo y, aun así, omitió adoptar
las medidas necesarias para prevenir el daño.

Las disposiciones previstas en este artículo no serán
aplicables cuando el resultado derive de caso fortuito,
fuerza mayor, imposibilidad material debidamente
acreditada o cuando la persona imputada carezca de
competencia jurídica o capacidad material para inter-
venir.

La responsabilidad prevista en este artículo será inde-
pendiente de las responsabilidades administrativas, ci-
viles, patrimoniales o de cualquier otra naturaleza que
correspondan conforme a las disposiciones jurídicas
aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Los congresos de las entidades federativas debe-
rán realizar las adecuaciones necesarias a sus códigos pe-
nales y demás disposiciones jurídicas aplicables para ar-
monizarlas con el presente decreto, dentro de un plazo no
mayor a ciento ochenta días naturales contados a partir de
su entrada en vigor.

Tercero. Las entidades federativas deberán establecer, en
sus respectivos ordenamientos jurídicos, mecanismos de
coordinación entre las autoridades responsables de movili-
dad, seguridad vial, infraestructura y procuración de justi-
cia, con el objeto de garantizar la adecuada investigación
de los hechos que pudieran actualizar las conductas previs-
tas en el artículo 37 Bis de la Ley General de Movilidad y
Seguridad Vial.

Cuarto. Las autoridades competentes de los tres órdenes
de gobierno contarán con un plazo de ciento ochenta días
naturales, contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto, para actualizar sus protocolos de supervi-
sión, identificación, registro, mantenimiento, reparación,
atención y señalización de riesgos en la infraestructura
vial.

Quinto. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto deberán realizarse
con cargo a los presupuestos aprobados de las autoridades
competentes y no implicarán ampliaciones presupuestales
para el presente ejercicio fiscal.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada María Teresa Ealy Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 82, 116 y
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de nacionalidad mexicana exclusiva, a
cargo de la diputada María del Rosario Orozco Caballero,
del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, María del Rosario Orozco Caballero, diputada
en la LXVI Legislatura, integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción
primera, y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan los artículos 82, 116 y 122 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Introducción

La nacionalidad constituye uno de los vínculos jurídicos y
políticos fundamentales entre las personas y el Estado. Por
medio de ella se reconoce la pertenencia a una comunidad

nacional y se establece una relación de derechos, deberes y
responsabilidades frente al país y sus instituciones.

El orden constitucional mexicano reconoce la nacionalidad
adquirida por nacimiento y por naturalización, al tiempo
que protege el derecho de las mexicanas y los mexicanos
por nacimiento a conservar esa condición aun cuando po-
sean otra nacionalidad.

Este reconocimiento responde a la realidad de millones de
personas que, por razones familiares, migratorias o perso-
nales, mantienen vínculos legítimos con más de una na-
ción. La presente iniciativa no pretende desconocer esa
realidad ni disminuir los derechos de las personas con do-
ble nacionalidad.

Sin embargo, el ejercicio de determinadas responsabilida-
des públicas exige condiciones acordes con la naturaleza y
trascendencia del cargo. No todas las funciones del Estado
implican el mismo grado de decisión política, representa-
ción institucional o responsabilidad frente a la nación.

Quienes encabezan los poderes ejecutivos federales y lo-
cales reciben directamente el mandato de la ciudadanía y
asumen la conducción de los asuntos públicos dentro de
sus respectivos ámbitos de competencia.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 39 que:

“La soberanía nacional reside esencial y originariamen-
te en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo
y se instituye para beneficio de éste”.1

Este principio permite advertir que el ejercicio del poder
público no constituye una prerrogativa personal, sino una
responsabilidad conferida por el pueblo y orientada exclu-
sivamente a la protección de sus intereses.

En el ámbito federal, esa responsabilidad adquiere una di-
mensión singular. El artículo 80 constitucional dispone:

“Se deposita el ejercicio del Supremo Poder Ejecutivo
de la Unión en un solo individuo, que se denominará
‘Presidente de los Estados Unidos Mexicanos’”.2

La concentración de la función ejecutiva en una sola per-
sona refleja la magnitud de las atribuciones y responsabili-
dades que corresponden a quien encabeza el gobierno na-
cional.
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Una consideración equivalente resulta aplicable a las perso-
nas titulares de las gubernaturas y de la Jefatura de Gobierno
de la Ciudad de México, quienes conducen la administración
pública, representan políticamente a sus entidades y adoptan
decisiones relevantes para sus habitantes.

Por la naturaleza de estas funciones, resulta razonable que
la Constitución establezca condiciones reforzadas que ase-
guren que su ejercicio se encuentre vinculado de manera
exclusiva con el Estado mexicano.

Esta exigencia no parte de una presunción de deslealtad
hacia quienes poseen otra nacionalidad, sino de la necesi-
dad institucional de evitar que las personas encargadas de
conducir los poderes ejecutivos mantengan simultánea-
mente derechos, compromisos o vínculos jurídicos de na-
turaleza política frente a otro Estado.

La nacionalidad mexicana exclusiva se plantea, por tanto,
como una garantía relacionada con el ejercicio de cargos
excepcionales y no como una restricción general de los de-
rechos de las personas binacionales.

Su finalidad es asegurar que quienes reciban el mandato
popular para encabezar los Poderes Ejecutivos federal y
locales mantengan, desde el registro de su candidatura y
durante todo el ejercicio del cargo, un vínculo jurídico y
político exclusivo con México.

2. Marco constitucional de la nacionalidad y los dere-
chos políticos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce que la nacionalidad puede adquirirse por naci-
miento o por naturalización. Esta distinción no sólo deter-
mina la forma en que se establece el vínculo con el Estado
mexicano, sino que también produce consecuencias espe-
cíficas para el acceso a determinadas funciones públicas.

De acuerdo con el artículo 30 constitucional, son mexica-
nas y mexicanos por nacimiento quienes nacen en territo-
rio nacional; quienes nacen en el extranjero y son hijas o
hijos de madre o padre mexicanos, por nacimiento o por
naturalización; así como quienes nacen a bordo de em-
barcaciones o aeronaves mexicanas.3

Por su parte, el artículo 37 establece que ninguna persona
mexicana por nacimiento podrá ser privada de su naciona-
lidad. Esta protección constitucional hizo posible que una

persona mexicana por nacimiento pueda adquirir o poseer
otra nacionalidad sin perder la mexicana.4

No obstante, la propia Constitución reconoce que la coe-
xistencia de dos nacionalidades puede producir situaciones
que requieran regulación, especialmente cuando se ejercen
derechos o funciones públicas dentro del Estado mexicano.

En ese sentido, el primer párrafo del artículo 32 constitu-
cional dispone:

“La Ley regulará el ejercicio de los derechos que la le-
gislación mexicana otorga a los mexicanos que posean
otra nacionalidad y establecerá normas para evitar con-
flictos por doble nacionalidad.”5

El mismo precepto ordena establecer normas para evitar
conflictos derivados de la doble nacionalidad. Por tanto, el
reconocimiento constitucional de esta figura no impide que
el Estado regule sus efectos cuando puedan concurrir dere-
chos, obligaciones o vínculos jurídicos frente a dos países.

El segundo párrafo del artículo 32 establece, además, que
los cargos y funciones para los cuales la Constitución exi-
ja ser mexicano por nacimiento se reservan a quienes ten-
gan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad.

Esta disposición demuestra que el propio orden constitu-
cional distingue entre el derecho general a conservar la na-
cionalidad mexicana y las condiciones especiales que pue-
den exigirse para el desempeño de determinadas
responsabilidades públicas.

Por otra parte, el artículo 35, fracción II, reconoce el dere-
cho de la ciudadanía a ser votada para todos los cargos de
elección popular, siempre que se cumplan las calidades es-
tablecidas en la ley. Este derecho no es incompatible con la
existencia de requisitos constitucionales de elegibilidad.6

Por el contrario, su ejercicio presupone el cumplimiento de
las condiciones objetivas previstas para cada cargo, tales
como la edad, residencia, origen, separación de otros em-
pleos públicos y demás impedimentos establecidos en la
propia Constitución.

El derecho internacional también admite que el ejercicio
de los derechos políticos esté sujeto a requisitos vincula-
dos con la naturaleza de los cargos públicos.



El artículo 23 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos reconoce el derecho de la ciudadanía a
votar, ser elegida y acceder, en condiciones generales de
igualdad, a las funciones públicas de su país. Su numeral
2 señala que la ley puede reglamentar su ejercicio, entre
otras causas, por razones de nacionalidad, residencia,
edad o capacidad.7

Esta previsión confirma que el establecimiento de requisi-
tos de elegibilidad no constituye por sí mismo una vulne-
ración de los derechos políticos.

Para que una medida resulte legítima debe encontrarse pre-
vista normativamente, responder a una finalidad constitu-
cional y guardar relación con las responsabilidades inhe-
rentes al cargo.

La presente iniciativa se inserta dentro de este marco. No
propone restringir de manera general los derechos políti-
cos de las personas que poseen otra nacionalidad, sino
establecer una condición específica para quienes aspiren
a encabezar la Presidencia de la República, las guberna-
turas de los estados o la jefatura de gobierno de la Ciu-
dad de México.

Se trata de cargos que la propia Constitución reserva a per-
sonas mexicanas por nacimiento y cuya naturaleza justifi-
ca precisar el alcance de ese requisito.

3. Problemática

El régimen jurídico vigente contiene disposiciones destina-
das a prevenir conflictos derivados de la doble nacionali-
dad. Sin embargo, esas reglas se encuentran distribuidas
entre la Constitución, la Ley de Nacionalidad y la legisla-
ción electoral, sin establecer un tratamiento constitucional
uniforme para quienes aspiren a encabezar los poderes eje-
cutivos federal y locales.

El artículo 32 de la Constitución dispone que los cargos y
funciones para los cuales se requiera ser mexicano por na-
cimiento se reservan a quienes tengan esa calidad y no ad-
quieran otra nacionalidad. Este principio establece una ba-
se general, pero no define expresamente el momento en
que debe acreditarse su cumplimiento ni precisa sus alcan-
ces respecto de quienes ya poseen otra nacionalidad antes
de solicitar el registro de una candidatura.

Por su parte, el texto vigente del artículo 82 exige ser ciu-
dadano mexicano por nacimiento para ocupar la Presiden-

cia de la República, pero no incorpora expresamente entre
sus requisitos la nacionalidad mexicana exclusiva.8

Una situación semejante se presenta en el artículo 116 res-
pecto de las gubernaturas, mientras que el artículo 122 re-
mite a la Constitución Política de la Ciudad de México la
determinación de los requisitos para ocupar la Jefatura de
Gobierno.9

Como resultado, los tres cargos comparten una responsabi-
lidad ejecutiva de la mayor relevancia, pero no se encuen-
tran sujetos en la Constitución Federal a una regla expresa
y homogénea sobre la posesión de otra nacionalidad, su re-
nuncia, la acreditación correspondiente y la obligación de
conservar la nacionalidad mexicana exclusiva durante todo
el ejercicio del cargo.

La Ley de Nacionalidad atiende parcialmente esta cues-
tión. Su artículo 16 establece que las personas mexicanas
por nacimiento a quienes otro Estado considere como sus
nacionales, cuando pretendan acceder a un cargo reservado
a quienes no adquieran otra nacionalidad:

“Artículo 16.- Los mexicanos por nacimiento a los que
otro Estado considere como sus nacionales, deberán
presentar el certificado de nacionalidad mexicana, cuan-
do pretendan acceder al ejercicio de algún cargo o fun-
ción para el que se requiera ser mexicano por nacimien-
to y que no adquieran otra nacionalidad. Al efecto, las
autoridades correspondientes deberán exigir a los inte-
resados la presentación de dicho certificado.”10

A su vez, el artículo 17 permite solicitar dicho certifica-
do y exige formular las renuncias y protestas correspon-
dientes.

Estas disposiciones ofrecen un mecanismo para resolver
determinados conflictos de doble nacionalidad, pero no
sustituyen la necesidad de que la Constitución precise el
requisito aplicable a las titularidades de los poderes eje-
cutivos.

La falta de una regla constitucional expresa también se re-
fleja en el procedimiento de registro de candidaturas.

El artículo 238 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales exige acompañar la solicitud de re-
gistro con la declaración de aceptación de la candidatura, el
acta de nacimiento y la credencial para votar. No prevé ex-
presamente, para la candidatura a la Presidencia de la Re-
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pública, la acreditación de la renuncia a otra nacionalidad.
Posteriormente, el artículo 239 encomienda a la autoridad
electoral verificar el cumplimiento de los requisitos pre-
sentados.11

En consecuencia, la legislación electoral regula la revisión
documental, pero actualmente no cuenta con un mandato
constitucional específico que determine cómo y cuándo de-
be comprobarse la nacionalidad mexicana exclusiva.

La problemática no consiste, por tanto, en la inexistencia
absoluta de normas sobre doble nacionalidad. El problema
radica en su dispersión y en la falta de una regla constitu-
cional uniforme para tres cargos que comparten una carac-
terística esencial: la conducción unipersonal de un Poder
Ejecutivo y la recepción directa de un mandato ciudadano.

Tampoco se encuentra expresamente regulado qué ocurre
si, después de obtenido el registro o durante el desempeño
del cargo, una persona solicita, adquiere o recupera otra na-
cionalidad, o hace valer ante autoridades extranjeras los
derechos derivados de ella.

Esta ausencia reduce la certeza sobre la permanencia del
requisito durante el encargo y permite que una condición
exigida al inicio pueda no conservarse posteriormente.

Por ello, resulta necesario establecer directamente en los
artículos 82, 116 y 122 una misma regla sustantiva: contar
exclusivamente con la nacionalidad mexicana, acreditar
previamente la renuncia a cualquier otra nacionalidad y
conservar esa condición durante todo el ejercicio del cargo.

El desarrollo documental y procedimental corresponderá a
la legislación secundaria, pero el requisito y sus alcances
esenciales deben quedar definidos en la Constitución.

4. Justificación de la propuesta

El establecimiento de requisitos para acceder a un cargo
de elección popular debe responder a la naturaleza de las
funciones que habrán de desempeñarse.

No sería constitucionalmente admisible imponer restriccio-
nes generales basadas en la nacionalidad cuando éstas no
guarden relación directa con las atribuciones, responsabili-
dades y posición institucional del cargo correspondiente.

La presente iniciativa parte precisamente de esa distinción.
La nacionalidad mexicana exclusiva no se propone como

una condición aplicable a todos los cargos públicos o de
elección popular, sino únicamente a quienes encabezan la
Presidencia de la República, las gubernaturas de los esta-
dos y la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México.

Estas titularidades tienen características particulares. En
ellas se deposita de manera unipersonal el ejercicio del Po-
der Ejecutivo; sus titulares son elegidos mediante el voto
directo de la ciudadanía; conducen las administraciones
públicas correspondientes; ejecutan las leyes; representan
institucionalmente a sus gobiernos y adoptan decisiones
que inciden en la seguridad, el desarrollo y la estabilidad
política de sus respectivas comunidades.

En el ámbito federal, además, la persona titular de la Presi-
dencia ejerce atribuciones relacionadas con la política ex-
terior, la seguridad nacional, la preservación de la integri-
dad territorial y la conducción de las Fuerzas Armadas.

En el ámbito local, las gubernaturas y la Jefatura de Go-
bierno tienen a su cargo la conducción política y adminis-
trativa de las entidades federativas y deben hacer cumplir
tanto las disposiciones locales como las leyes federales.

La relevancia de estas funciones justifica que quienes las
desempeñen mantengan un vínculo jurídico y político ex-
clusivo con el Estado mexicano. La finalidad no es califi-
car la identidad, el patriotismo o la conducta de las perso-
nas que poseen otra nacionalidad. Tampoco se parte de la
premisa de que la doble nacionalidad produzca necesaria-
mente una actuación contraria a los intereses nacionales.

Lo que se busca es prevenir que, durante el ejercicio de
responsabilidades ejecutivas de la mayor jerarquía, pue-
dan concurrir derechos, deberes o mecanismos de pro-
tección vinculados con otro Estado. La existencia simul-
tánea de esos vínculos puede generar incertidumbre
respecto de la relación jurídica que debe prevalecer
cuando se adoptan decisiones que comprometen directa-
mente el interés público.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconoci-
do que la nacionalidad es una condición que trasciende la
esfera privada y que, en determinados contextos, puede
originar:

“Al ser la nacionalidad una condición que trasciende la
esfera privada, puede originar conflictos económicos,
políticos, jurisdiccionales y de lealtades ”.12



Al interpretar el alcance del artículo 32 constitucional, el
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción sostuvo que las reservas de nacionalidad se justifi-
can respecto de cargos relacionados con los intereses o el
destino político de la Nación, las áreas estratégicas o
prioritarias del Estado, así como la seguridad y la defen-
sa nacionales.

El mismo criterio obliga a evitar que estas exigencias se
extiendan de forma indiscriminada. La Corte ha sostenido
que las restricciones vinculadas con la nacionalidad no son
irrestrictas y que deben guardar una relación objetiva con
funciones estratégicas o prioritarias. Esta iniciativa atiende
ese límite porque circunscribe la medida a las tres titulari-
dades ejecutivas definidas expresamente en los artículos
82, 116 y 122 constitucionales.

La propuesta también observa un criterio de proporcionali-
dad. En primer lugar, persigue una finalidad constitucional
legítima: fortalecer la soberanía, prevenir conflictos jurídi-
cos y asegurar que el ejercicio de los poderes ejecutivos
responda exclusivamente al mandato conferido por el pue-
blo mexicano.

En segundo lugar, la medida es adecuada para alcanzar esa
finalidad, porque exige que antes del registro de la candi-
datura se acredite la renuncia a cualquier otra nacionalidad.
De esta manera, la autoridad electoral contará con un ele-
mento objetivo para verificar el requisito, sin depender úni-
camente de una manifestación unilateral de la persona as-
pirante.

En tercer lugar, la restricción es acotada. No impide que las
personas mexicanas posean otra nacionalidad, no descono-
ce los derechos de las comunidades migrantes y no se ex-
tiende a la totalidad de los cargos públicos. Quien posea
otra nacionalidad podrá aspirar a cualquiera de las tres ti-
tularidades comprendidas en la reforma, siempre que pre-
viamente renuncie a ella y lo acredite conforme al procedi-
miento establecido en la ley.

Finalmente, la iniciativa dispone que la nacionalidad
mexicana exclusiva deberá conservarse durante todo el
encargo. Esta previsión es indispensable para impedir
que el requisito se reduzca a una formalidad temporal
cumplida únicamente durante el registro.

Quien encabece un Poder Ejecutivo no podrá solicitar, ad-
quirir o recuperar otra nacionalidad ni invocar ante autori-
dades extranjeras los derechos derivados de ésta.

Por estas razones, la medida propuesta guarda correspon-
dencia con la importancia de los cargos regulados, estable-
ce una condición verificable, conserva el reconocimiento
general de la doble nacionalidad y protege el derecho de
acceso a las funciones públicas dentro de un marco de cer-
teza, soberanía y responsabilidad institucional.

5. Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto establecer en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el
requisito de contar exclusivamente con la nacionalidad me-
xicana para solicitar el registro de una candidatura y ejer-
cer la titularidad de la Presidencia de la República, la gu-
bernatura de un Estado o la Jefatura de Gobierno de la
Ciudad de México.

La propuesta reconoce que el derecho a ser votado consti-
tuye una prerrogativa fundamental de la ciudadanía, cuyo
ejercicio presupone el cumplimiento de los requisitos cons-
titucionales y legales previstos para cada cargo.

Por ello, la iniciativa no introduce una prohibición absolu-
ta para las personas que posean otra nacionalidad, sino una
condición de elegibilidad que podrá cumplirse mediante la
renuncia correspondiente y su acreditación ante la autori-
dad electoral.

Para alcanzar esta finalidad, se propone reformar los artí-
culos 82, 116 y 122 constitucionales a partir de cuatro ele-
mentos comunes.

En primer término, se incorpora la nacionalidad mexicana
exclusiva como requisito para ocupar las tres titularidades
ejecutivas. Esta condición complementa la exigencia vi-
gente de ser mexicana o mexicano por nacimiento y per-
mite expresar de manera directa el vínculo jurídico exclu-
sivo que deberá mantenerse con el Estado mexicano.

En segundo término, se establece que quien posea otra na-
cionalidad deberá acreditar, antes de solicitar el registro de
su candidatura, haber renunciado a ella. La reforma no de-
termina directamente los documentos, autoridades admi-
nistrativas o etapas del procedimiento, pues estos aspectos
deberán desarrollarse en la Ley de Nacionalidad y en la le-
gislación electoral.

Esta distribución normativa permite que la Constitución
establezca el requisito sustantivo y que las leyes secunda-
rias regulen la forma de comprobarlo. Con ello se evita in-
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corporar a la Norma Fundamental disposiciones adminis-
trativas que requieren un mayor grado de detalle y que pue-
den necesitar ajustes posteriores.

En tercer término, se dispone que la nacionalidad mexica-
na exclusiva deberá conservarse durante todo el ejercicio
del cargo. En consecuencia, quien ocupe alguna de las titu-
laridades comprendidas en la reforma no podrá solicitar,
adquirir o recuperar otra nacionalidad.

En cuarto término, se establece que dichas personas tam-
poco podrán invocar ante autoridades extranjeras los dere-
chos derivados de otra nacionalidad.

Esta previsión busca impedir que durante el ejercicio del
cargo se hagan valer vínculos jurídicos incompatibles con
la condición de nacionalidad mexicana exclusiva.

En cuanto a su ámbito temporal, la iniciativa prevé que los
nuevos requisitos serán exigibles en los procesos electora-
les federal y locales cuya jornada se celebre en 2028 o con
posterioridad. Esta previsión otorga certeza respecto de su
aplicación y concede el tiempo necesario para realizar las
adecuaciones legislativas correspondientes.

Asimismo, la reforma no será aplicable a quienes se en-
cuentren ejerciendo alguno de los cargos al momento de su
entrada en vigor. De esta manera, se preservan las condi-
ciones bajo las cuales fueron electas y registradas dichas
personas y se evita una aplicación retroactiva.

Finalmente, se otorga al Congreso de la Unión un plazo de
noventa días naturales para armonizar la Ley de Nacionali-
dad y la legislación electoral.

Durante el mismo plazo, las entidades federativas deberán
adecuar sus constituciones y leyes electorales. Los certifi-
cados de nacionalidad mexicana expedidos con anteriori-
dad conservarán su validez para todos los cargos y funcio-
nes distintos de los expresamente comprendidos en la
reforma.

En su conjunto, la propuesta establece una regla constitu-
cional uniforme, define el momento en que deberá acredi-
tarse su cumplimiento, garantiza su permanencia durante el
cargo y distribuye adecuadamente su desarrollo entre la
Constitución y las leyes secundarias.

6 Cuadro comparativo:



Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente:

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 82, 116 y 122 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de nacionalidad me-
xicana exclusiva

Artículo Único. Se reforman los artículos 82, párrafo pri-
mero y fracción I, párrafo primero; 116, fracción I, párrafo
quinto; y 122, Apartado A, fracción III, párrafo segundo; y
se adicionan los artículos 82, fracción I, con los párrafos
segundo y tercero; 116, fracción I, con un párrafo sexto; y
122, Apartado A, fracción III, con un párrafo tercero, reco-
rriéndose el subsecuente en su orden, todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 82. Para ser titular de la Presidencia de la Re-
pública se requiere:

I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano por nacimien-
to, estar en pleno goce de sus derechos, ser hija o hijo
de madre o padre mexicanos, haber residido en el país
al menos durante veinte años y contar exclusivamente
con la nacionalidad mexicana.

Quien posea otra nacionalidad deberá acreditar fe-
hacientemente ante la autoridad electoral competen-
te, previamente a la solicitud de registro de su candi-

datura, haber renunciado a ella, en los términos que
establezca la ley.

La nacionalidad mexicana exclusiva deberá conser-
varse durante todo el ejercicio del cargo. Quien ocu-
pe la Presidencia de la República no podrá solicitar,
adquirir o recuperar otra nacionalidad, ni invocar
ante autoridades extranjeras derechos derivados de
ésta.

II. a VIII. …

Artículo 116. …

…

I. …

…

…

…

a) a c) …

Sólo podrá ser gobernadora o gobernador consti-
tucional de un estado una ciudadana o ciudadano
mexicano por nacimiento que cuente exclusiva-
mente con la nacionalidad mexicana. Quien po-
sea otra nacionalidad deberá acreditar fehacien-
temente ante la autoridad electoral competente
haber renunciado a ella, previamente a solicitar
el registro de su candidatura y en los términos
que establezca la ley; asimismo, deberá ser perso-
na nativa de la entidad o tener residencia efectiva
no menor de cinco años inmediatamente anteriores
al día de los comicios, y tener 30 años cumplidos el
día de la elección, o menos, si así lo establece la
Constitución Política de la entidad federativa.

La condición de nacionalidad mexicana exclusiva
deberá mantenerse durante todo el ejercicio del
cargo. La persona titular de la gubernatura no
podrá solicitar, adquirir o recuperar otra nacio-
nalidad, ni hacer valer ante autoridades extranje-
ras derechos derivados de ésta.

II. a X. …
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…

Artículo 122. …

A. …

I. a II. …

III. …

La Constitución Política de la Ciudad de México esta-
blecerá las facultades de la jefa o del jefe de gobierno y
los requisitos que deberá reunir quien aspire a ocupar di-
cho encargo. En todo caso, deberá ser ciudadana o
ciudadano mexicano por nacimiento y contar exclusi-
vamente con la nacionalidad mexicana. Quien posea
otra nacionalidad deberá acreditar fehacientemente
ante la autoridad electoral competente haber renun-
ciado a ella, previamente a solicitar el registro de su
candidatura y en los términos que establezca la ley.

La condición de nacionalidad mexicana exclusiva de-
berá mantenerse durante todo el ejercicio del cargo.
Quien ocupe la jefatura de gobierno no podrá solici-
tar, adquirir o recuperar otra nacionalidad, ni hacer
valer ante autoridades extranjeras derechos deriva-
dos de ésta.

…

IV. a XI. …

B. a D. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los requisitos establecidos en el presente decre-
to serán exigibles en los procesos electorales federales y lo-
cales cuya jornada electoral se celebre en el año 2028 o con
posterioridad.

Tercero. Las disposiciones del presente decreto no serán
aplicables a quienes, a la fecha de su entrada en vigor, se
encuentren ejerciendo la Presidencia de la República, la
gubernatura de alguna entidad federativa o la Jefatura de
Gobierno de la Ciudad de México.

Cuarto. El Congreso de la Unión deberá realizar las ade-
cuaciones correspondientes a la Ley de Nacionalidad y a la
legislación electoral dentro de los noventa días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Quinto. Los certificados de nacionalidad mexicana expe-
didos antes de la entrada en vigor del presente decreto con-
servarán su validez para el ejercicio de los cargos y fun-
ciones distintos de los previstos en los artículos 82, 116,
fracción I, y 122, Apartado A, fracción III, de esta Consti-
tución.

Sexto. Las entidades federativas deberán armonizar sus
constituciones y su legislación electoral con lo dispuesto en
el presente decreto dentro de los noventa días naturales si-
guientes a su entrada en vigor. Hasta en tanto se realicen
dichas adecuaciones, las disposiciones de este decreto se-
rán aplicables directamente, conforme a la temporalidad
establecida en el artículo segundo transitorio.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 39

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 80

3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 30

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 37

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 32

6 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 35,
fracción II

7 Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 23

8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 82

9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 116
y 122

10 Ley de Nacionalidad, artículos 16 y 17

11 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, artícu-
los 238 y 239

12 Acción de inconstitucionalidad 93/2018, Suprema Corte de Justicia
de la Nación



Palacio Legislativo de San Lázaro, 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada María del Rosario Orozco Caballero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA EL
USO RESPONSABLE POR MENORES DE 

EDAD DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL
COMO RAMA AVANZADA DE LAS 

TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN 

«Iniciativa que expide la Ley Federal para el Uso Respon-
sable por Menores de Edad de la Inteligencia Artificial co-
mo Rama Avanzada de las Tecnologías de la Información,
suscrita por el diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y
las y los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario
del PAN

El que suscribe, Luis Agustín Rodríguez Torres, integrante
del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional de la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 73, fracción XVII, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta asamblea la Ley Federal
para el Uso Responsable por Menores de Edad de la Inteli-
gencia Artificial como Rama Avanzada de las Tecnologías
de la Información, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial es una rama avanzada y parte fun-
damental de las tecnologías de la información (TI). Las
Tecnologías de la Información son el conjunto de compu-
tadoras, redes y programas que se usan para crear, almace-
nar, proteger y transmitir datos, y funcionan como la base
material y digital que hace posible la Inteligencia Artificial
(IA).

La Comisión Europea la define como sistemas de software
(y posiblemente también de hardware) diseñados por hu-
manos que, ante un objetivo complejo, actúan en la dimen-
sión física o digital:

- Percibiendo su entorno, a través de la adquisición e in-
terpretación de datos estructurados o no estructurados.

- Razonando sobre el conocimiento, procesando la in-
formación derivada de estos datos y decidiendo las me-
jores acciones para lograr el objetivo dado.

Los sistemas de IA pueden usar reglas simbólicas o
aprender un modelo numérico. También pueden adaptar
su comportamiento al analizar cómo el medio ambiente
se ve afectado por sus acciones previas.1

Las Inteligencias artificiales utilizan algoritmos y modelos
matemáticos para procesar grandes cantidades de datos y
tomar decisiones basadas en patrones y reglas establecidas
a través del aprendizaje automático, que es la capacidad de
una máquina para aprender de forma autónoma a partir de
datos sin ser programada específicamente para hacerlo. De
esta manera la IA puede mejorar su precisión y eficiencia
con el tiempo. Luego entonces, se entiende que la IA está
directamente relacionada con las tecnologías de la infor-
mación (TIC). Para más detalle se reduce como sigue:

Relación entre IA y TI

- Tecnologías de la información: Se encargan de crear,
administrar, almacenar y proteger los datos y sistemas
de una organización.

- Inteligencia artificial: Utiliza esa infraestructura y
esos datos para desarrollar programas que imitan el pen-
samiento humano, aprenden y resuelven problemas.

- Dependencia mutua: La IA no puede existir sin el so-
porte, las redes y los servidores que proveen las tecno-
logías de la información.

Cómo se integran en la práctica

- Gestión de datos: Las TI recopilan y organizan la in-
formación que la inteligencia artificial necesita para en-
trenarse.

- Seguridad: Las herramientas de TI usan IA para de-
tectar virus y ataques informáticos en tiempo real.

- Automatización: Los sistemas de TI integran la inte-
ligencia artificial para hacer tareas repetitivas de forma
más rápida y sin errores humanos.

La tecnología de IA ha estado en desarrollo desde media-
dos de la década de 1950. Sin embargo, gracias a los avan-
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ces recientes, las herramientas basadas en IA se están con-
virtiendo rápidamente en parte de nuestra vida cotidiana.

Por su lado, el uso de la inteligencia artificial (IA) en me-
nores de edad incluye tanto herramientas de apoyo escolar
y creatividad como riesgos de privacidad, manipulación de
datos y exposición a contenidos falsos o inapropiados. La
mayoría de las plataformas de IA exigen una edad mínima
de 13 años con permiso de los padres, lo cual no siempre
se lleva cabo en su comprobación.

Más de la mitad de las chicas y chicos de 9 a 17 años usa
inteligencia artificial y, de ellos, dos de cada tres lo hacen
con fines escolares, según un estudio presentado por UNI-
CEF y UNESCO. A su vez, 6 de cada 10 busca información
en internet todos los días, o casi todos, para hacer tareas o
estudiar.2

En un estudio se descubrió que los niños de entre 3 y 6 años
creían que los altavoces inteligentes tenían pensamientos,
sentimientos y habilidades sociales. Solo unos pocos niños
asumieron que los altavoces eran en realidad seres huma-
nos. Esto podría afectar la forma en que los niños aprenden
a interactuar con los demás.3

En México, el Capítulo Vigésimo de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, habla sobre el
Derecho de Acceso a las Tecnologías de la Información y
Comunicación, estipula que niñas, niños y adolescentes
gozan del derecho de acceso universal a las Tecnologías de
la Información y Comunicación, así como a los servicios
de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de ban-
da ancha e Internet establecidos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión. Señala que el Estado
garantizará a niñas, niños y adolescentes su integración a la
sociedad de la información y el conocimiento, acorde a los
fines establecidos en el artículo 3o. constitucional, median-
te una política de inclusión digital universal en condiciones
de equidad, asequibilidad, disponibilidad, accesibilidad y
calidad.

Asimismo, dicho mandamiento señala que niñas, niños y
adolescentes tienen derecho al acceso y uso seguro del In-
ternet como medio efectivo para ejercer los derechos a la in-
formación, comunicación, educación, salud, esparcimiento,
no discriminación, entre otros, de conformidad con el prin-
cipio de interdependencia, en términos de las disposiciones
aplicables y que el Estado garantizará el acceso y uso segu-

ro del Internet promoviendo políticas de prevención, pro-
tección, atención y sanción del ciberacoso y de todas las
formas de violencia que causen daño a su intimidad, pri-
vacidad, seguridad y/o dignidad realizada mediante el
uso de tecnologías de la información y la comunicación,
sin afectar los derechos previstos en esta Ley.

Se ha comprobado que los menores que tienen acceso a los
llamados teléfonos inteligentes, smartphones, y, en conse-
cuencia, en demasía a la IA, han sufrido algunas o todas de
las siguientes consecuencias:

1. Afectación del sueño en menores. - Los menores no
siempre tienen limitaciones en cuanto al tiempo que pa-
san frente a los celulares utilizando la IA, en conse-
cuencia, la afectación en sus horas de descanso y sueño
se ven mermadas, toda vez que no existen tiempos efec-
tivos de utilización de celulares y los padres incluso, les
otorgan esos permisos para evitar que los menores in-
tervengan en sus actividades cotidianas propias.

2. Afectación de convivencia en el entorno.- El no te-
ner un control parental adecuado en el uso de IA y
smartphones, los menores ya no realizan actividades di-
versas que progresen su salud física o incluso las rela-
ciones familiares, ya que tanto padres e hijos, dedican
tiempo de más brindando atención al celular y a las
apps.

3. Adicción de manera científica y cognitiva.- Las he-
rramientas que otorga la IA se utilizan de manera cons-
tante para obtener respuestas, tomar decisiones, resolver
problemas o satisfacer necesidades de interacción y va-
lidación inmediata, lo que aleja a los niños, niñas y ado-
lescentes de la interacción real con la búsqueda de in-
formación, en consecuencia, del aprendizaje. Los
menores ya no leen, se centran en copiar y pegar, lo que
genera la disminución del ejercicio autónomo de habili-
dades como la memoria, la resolución de problemas, la
creatividad y el razonamiento crítico.

4. Distorsión familiar y desapego.- El Uso de la IA ha
avanzado sin que los padres se den cuenta de lo mucho
que ha tomado relevancia en la sustitución significativa
de la comunicación con los hijos, amigos y demás fami-
liares. Lo anterior, sin mencionar el apego material y
sentimental que llegan a tener con redes, apps de chats,
etc, incluso de validación, dejando a un lado los valores
familiares, creando distanciamiento entre si.



Respecto lo que se ha señalado en líneas anteriores, sobre
la necesidad de proteger la salud física, mental y el rendi-
miento académico de niñas, niños y adolescentes, ponien-
do limitaciones al uso de la IA y smartphones, es menester
señalar, a manera de profundizar y respaldar estos motivos,
que la presidenta Sheinbaum se encuentra detallando la
prohibición de celulares en escuelas de educación básica de
todo el país.

Las medidas surgen ante la preocupación por el impacto
del tiempo de pantalla en el desarrollo integral de la infan-
cia y la juventud, y se prevé que antes de finalizar el año
todas las entidades federativas adopten lineamientos simi-
lares, cuyo enfoque se centrará en la protección del bien
emocional, físico y social de los estudiantes.

En palabras de la mandataria federal, la intención no es
prohibir la tecnología, sino encontrar un equilibrio y con-
sensuar criterios que permitan aprovechar lo positivo de la
tecnología y, al mismo tiempo, proteger a los menores fren-
te a riesgos como adicción, ansiedad o bajo desempeño es-
colar.

El debate sobre la regulación de celulares en las escuelas
mexicanas se ha enfocado en crear acuerdos sociales y me-
canismos respaldados por estudios científicos, evitando
una postura radical de prohibición absoluta.

El crecimiento del acceso a internet y la presencia cons-
tante de dispositivos digitales en la vida de los menores
han despertado preocupación por los riesgos asociados.
Especialistas y organismos internacionales, como la
Unesco, han señalado que el uso excesivo de pantallas
puede provocar efectos negativos en el sueño, la salud
mental y el rendimiento escolar. La decisión de regular
los celulares responde a la necesidad de proteger el desa-
rrollo integral de niñas, niños y adolescentes, así como de
educar a las familias sobre los posibles impactos del uso
intensivo de la tecnología.4

5

Por otro lado, el secretario de Educación Pública, Mario Del-
gado Carrillo, detalló que más del 70 por ciento de la pobla-
ción de 6 años o más es usuario de internet, cifra que en ado-
lescentes incrementa al 90 por ciento. Además de que de
acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
los jóvenes entre 15 y 24 años constituyen el grupo más co-
nectado del planeta; por ello, señaló que el uso de tecnología,
dispositivos digitales y redes sociales es un debate de alcan-
ce mundial. En este sentido, señaló que la idea de los foros
regionales es hablar del uso de las tecnologías en la enseñan-
za y su impacto en la salud mental, incluyendo las opiniones
de madres, padres, tutores, familias, directivos y maestros pa-
ra plantear una iniciativa de regulación por el presente y por-
venir educativo en México.6

Informó que, de acuerdo con un monitoreo de la Unesco,
en marzo de 2026 un 58 por ciento de los países, es decir
114 sistemas educativos, ya han implementado algunas re-
gulaciones respecto al uso de las tecnologías como: prohi-
bir el uso de teléfonos celulares durante la primaria y la se-
cundaria, restringir el acceso de menores de edad a redes
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sociales, establecer límites de tiempo de uso, campañas pe-
dagógicas para promover el uso razonable de las pantallas,
y exigencias a las escuelas para que ellas mismas desarro-
llen sus propias políticas de restricción. Ante esto, la Unes-
co sostiene que el principio fundamental es que la tecnolo-
gía debe estar al servicio de las personas, ya que puede
enriquecer la experiencia educativa y garantizar el derecho
a la educación. Por ello sus recomendaciones para contri-
buir a los debates en México son:

- Cualquier posible regulación de dispositivos digitales
debe acompañarse con estrategias de alfabetización di-
gital, algorítmica, mediática e informacional en las es-
cuelas. Educar ciudadanas y ciudadanos con pensa-
miento crítico, capaces de comprender cómo funcionan
los sistemas digitales que están utilizando.

- Dar una discusión amplia y participativa sobre el uso
de la tecnología en la educación, incluidos temas de
vanguardia, como la Inteligencia Artificial o la neuro-
tecnología, y con ello definir estrategias integrales de
intervención.

- Generar mayor evidencia en el contexto nacional, por
ello destacó la reciente Encuesta sobre Inteligencia Ar-
tificial Generativa en la educación superior de la SEP.

Ahora bien, ya hablamos de las consecuencias del uso ex-
cesivo de los smartphones, pero debemos hablar también
de los peligros potenciales de la IA para menores.

- Pueden difundir odio, prejuicios y estereotipos. De-
bido a que la IA “aprende” de todo lo que encuentra en
Internet, las plataformas de IA reflejan los mismos pre-
juicios que amenazan con dividirnos y alienarnos. Es-
tudios exhaustivos muestran que el contenido generado
por IA promueve estereotipos y falsedades. Los adultos
deben estar preparados para hablar con los niños sobre
lo que ven en línea y cómo podría reforzar creencias y
acciones negativas.

- Pueden erosionar la privacidad. La IA recopila una
enorme cantidad de datos sobre nosotros, a menudo sin
que lo sepamos. Por ejemplo, se descubrió que un ju-
guete grababa conversaciones entre padres, niños y
cualquier otra persona cercana, con la capacidad de
transmitir datos de estas conversaciones a terceros. Es
difícil mantenerse al día con los informes sobre jugue-
tes y dispositivos que podrían violar la privacidad de su

familia, pero es posible que los padres quieran evitar los
juguetes interactivos que prometen “hablar” con los ni-
ños.

- Pueden inundar a los niños con mensajes comerciales.
La IA nos rastrea en Internet, toma nota de lo que nos
gusta y nos brinda más de lo mismo. El historial de bús-
queda de su hijo podría convertirlo en el objetivo de in-
cesantes campañas publicitarias que usted preferiría que
no viera.

- Pueden utilizarse para el acoso y el fraude. La IA ge-
nerativa se puede utilizar para crear imágenes falsas o
distorsionadas de su niño o adolescente, o de alguien
que conoce. Un ejemplo: los desnudos falsos (en inglés)
que se han utilizado para atacar y avergonzar a muchos
adolescentes. Los ultrafalsos (deepfakes-en inglés) y la
clonación de voz (en inglés) se pueden utilizar para
amenazar a los niños para que realicen acciones que
normalmente nunca considerarían, como enviar dinero o
brindar información privada a otros.

Es por todo lo anterior, que con la facultad que me confie-
re el artículo 71, fracción II, en concordancia con la facul-
tad del congreso señalada en el artículo 73 fracción XVII,
ambos preceptos de nuestra Carta Magna, es que se estima
conveniente y necesaria la expedición de una Ley que; re-
gule los derechos de los niños, niñas y adolescentes; que
estipule las obligaciones, faltas y sanciones de los provee-
dores de IA respecto de sus usuarios menores de edad; obli-
gaciones y deberes de padres, tutores, mentores y toda la
comunidad educativa de menores de edad y sobre todo que
exista una autoridad reguladora y sancionadora de todo
ello.

Por lo antes expuesto, fundado y motivado, se presenta a
consideración de esta soberanía el siguiente

Decreto por el que se expide la Ley Federal para el Uso
Responsable por Menores de Edad de la Inteligencia
Artificial como Rama Avanzada de las Tecnologías de
la Información

Artículo Único. Se expide la Ley Federal para el Uso Res-
ponsable por Menores de Edad de la Inteligencia Artificial
como rama avanzada de las Tecnologías de la Información,
para quedar como sigue:



Ley Federal para el Uso Responsable por Menores de
Edad de la Inteligencia Artificial como Rama Avanzada
de las Tecnologías de la Información

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. La presente ley es de orden público, interés so-
cial y observancia general en toda la República Mexicana.
Tiene por objeto regular el uso, desarrollo, despliegue, co-
mercialización y uso de sistemas de tecnologías de la in-
formación, en específico en su rama avanzada de inteli-
gencia artificial (IA) que afecten a niñas, niños y
adolescentes, con el fin de:

I. Proteger sus derechos humanos, especialmente su de-
recho al desarrollo integral, a la privacidad, a la protec-
ción de datos personales, a la no discriminación y a su
interés superior;

II. Prevenir daños físicos, psicológicos, emocionales y
sociales derivados del uso de IA;

III. Promover un uso seguro, transparente, ético y res-
ponsable de la IA por y para menores de 18 años;

IV. Establecer obligaciones para proveedores, desarro-
lladores, intermediarios, educadores, padres, tutores y
usuarios;

V. Crear mecanismos de supervisión, vigilancia, sanción
y reparación del daño.

Artículo 2. Esta ley es aplicable a:

I. Toda persona física o moral, pública o privada, que
desarrolle, proporcione, distribuya, comercialice o utili-
ce sistemas de IA en territorio nacional;

II. Sistemas de IA desarrollados en el extranjero que
ofrezcan servicios a menores en México o recopilen da-
tos de menores mexicanos;

III. Plataformas digitales, aplicaciones, dispositivos,
servicios en línea, entornos educativos, de entreteni-
miento, salud, publicidad y cualesquiera otros que em-
pleen IA y sean utilizados por menores de edad.

Artículo 3. Para efectos de esta ley, se entiende por:

I. Menor de edad: toda persona menor de 18 años;

II. Sistema de IA: cualquier sistema que, mediante mé-
todos computacionales, algoritmos, aprendizaje auto-
mático, redes neuronales u otras técnicas, genere pre-
dicciones, recomendaciones, decisiones o contenido que
afecte a personas;

III. Proveedor: persona física o moral que desarrolla,
pone en el mercado o despliega un sistema de IA;

IV. Interés superior del menor: principio rector que obli-
ga a priorizar en todo momento el bienestar integral del
menor;

V. Datos personales de menores: cualquier información
relacionada con una persona menor de edad que permi-
ta su identificación directa o indirecta;

VI. Perfilado: proceso automatizado de análisis de datos
para predecir comportamientos, preferencias, emocio-
nes o características de un menor;

VII. Contenido generado por IA: cualquier texto, ima-
gen, audio, video o interacción creada total o parcial-
mente por un sistema de IA;

VIII. Sistema de IA de alto riesgo: aquel que pueda cau-
sar daños significativos a la salud, seguridad, derechos
o desarrollo integral de menores.

Título Segundo
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

en el Entorno de IA

Artículo 4. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a:

I. Protección especial frente a sistemas de IA que pue-
dan vulnerar sus derechos;

II. No ser objeto de perfilado comercial, manipulativo o
adictivo mediante IA;

III. No ser discriminados por decisiones automatizadas
basadas en raza, género, origen étnico, condición so-
cioeconómica, discapacidad, orientación sexual, identi-
dad de género o cualquier otra condición;
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IV. Conocer cuando interactúan con un sistema de IA,
incluyendo la obligación de identificar claramente con-
tenido o interacciones generadas por IA;

V. Que sus datos personales sean protegidos con medi-
das técnicas y administrativas reforzadas;

VI. No ser objeto de sistemas de IA que promuevan con-
ductas de riesgo, autolesivas, violentas, adictivas o que
atenten contra su integridad;

VII. Participar en la toma de decisiones que les afecten,
de acuerdo con su edad y madurez, incluyendo el uso de
IA en ámbitos educativos, de salud y familiares;

VIII. Acceso a mecanismos de reparación del daño cuan-
do sus derechos sean vulnerados por sistemas de IA.

Título Tercero
Obligaciones de los Proveedores y Desarrolladores

Capítulo I
Obligaciones generales

Artículo 5. Los proveedores de sistemas de IA aplicables a
menores están obligados a:

I. Realizar una Evaluación de Impacto en Derechos de
Menores antes del despliegue, que incluya:

a) Análisis de riesgos para la privacidad, salud men-
tal, desarrollo integral y no discriminación;

b) Consulta a expertos en infancia, psicología, peda-
gogía y derechos humanos;

c) Medidas de mitigación documentadas;

II. Implementar un diseño ético y protección desde el di-
seño;

III. Garantizar transparencia algorítmica, explicabilidad
y posibilidad de auditoría externa;

IV. Prohibir el perfilado comercial manipulative o adic-
tivo dirigido a menores;

V. No utilizar datos sensibles de menores sin consenti-
miento explícito, libre, informado y revocable de padres
o tutores, y solo cuando sea estrictamente necesario;

VI. Implementar controles de edad robustos y veraces
para evitar el acceso de menores a sistemas no aptos;

VII. Proporcionar información clara, accesible y en len-
guaje sencillo sobre el funcionamiento de la IA, sus
riesgos y los derechos del menor;

VIII. Permitir la participación de voluntarios en decisio-
nes críticas que afecten a menores en cuanto a educa-
ción, salud y justicia;

IX. Establecer canales de denuncia accesibles para me-
nores, padres y tutores;

X. Reportar incidentes de seguridad o violaciones de da-
tos a la autoridad en un plazo máximo de 72 horas.

Capítulo II
Sistemas de IA de alto riesgo

Artículo 6. Los sistemas de IA de alto riesgo para menores
están sujetos a requisitos adicionales:

I. Registro obligatorio ante la Autoridad Reguladora en
Inteligencia Artificial conforme al Título Sexto;

II. Certificación de cumplimiento por organismo acredi-
tado antes de su comercialización;

III. Monitoreo continuo y evaluación post-comercializa-
ción;

IV. Prohibición de uso en contextos de vigilancia masi-
va, perfilado emocional predictivo, o toma de decisio-
nes automatizadas en educación formal sin supervisión
humana;

V. Responsabilidad solidaria del proveedor y del des-
plegador en caso de daños.

Título Cuarto
Obligaciones de Plataformas, Intermediarios

y Redes Sociales

Artículo 7. Las plataformas digitales y redes sociales que
utilicen IA deben:

I. Desactivar por defecto recomendaciones algorítmicas
dirigidas a menores, a menos que padres o tutores ex-
presen consentimiento informado;



II. No mostrar publicidad dirigida a menores basada en
perfilado por IA;

III. Eliminar contenido generado por IA que promueva
autolesiones, violencia, discriminación, abusos o con-
ductas de riesgo;

IV. Implementar herramientas de control parental inte-
gradas y fáciles de usar;

V. Informar claramente cuando un contenido haya sido
generado o modificado por IA;

VI. Cooperar con autoridades en investigaciones de da-
ños relacionados con IA.

Título Quinto
Obligaciones de Padres, Tutores

y Educadores

Artículo 8. Padres, tutores y guardadores legales están obli-
gados a:

I. Supervisar y orientar el uso de IA por parte de meno-
res conforme a su edad y madurez;

II. Otorgar o denegar consentimiento para el tratamien-
to de datos personales de menores, de manera libre, in-
formada y revocable;

III. Educar en alfabetización digital crítica sobre IA,
riesgos y derechos;

IV. Reportar usos indebidos a las autoridades competen-
tes.

V. Moderar el uso exagerado de teléfonos celulares en
los menores.

VI. Cuidar el contenido a los que están expuestos los
menores.

VII. Participar activamente en la visualización de apli-
caciones y su uso.

VIII. Aleccionar a menores sobre el plagio.

IX. Incentivar al uso adecuado de la IA en términos edu-
cativos.

X. Moderar el tiempo de uso de plataformas digitales y
de móviles en el uso de la IA.

Artículo 9. Las instituciones educativas públicas y privadas
deben:

I. Prohibir el uso de sistemas de IA de alto riesgo en eva-
luaciones educativas sin supervisión humana y valida-
ción pedagógica;

II. Capacitar a docentes en alfabetización en IA y detec-
ción de riesgos;

III. Exigir a docentes, educación crítica sobre IA, tecno-
logía y derechos digitales;

IV. Establecer protocolos para uso de IA en el aula, con
participación de la comunidad educativa.

V. Incentivar a alumnos a la utilización adecuada de pla-
taformas digitales y el uso educativo de la IA, confir-
mando la adecuada educación y aprendizaje en meno-
res.

Título Sexto
Autoridad Reguladora, Vigilancia 

y Sanciones

Capítulo I
Autoridad Competente

Artículo 10. La Autoridad Reguladora en Inteligencia Arti-
ficial (ARIA) será la Agencia de Transformación Digital y
Telecomunicaciones, y será la responsable de:

I. Registrar y certificar sistemas de IA de alto riesgo;

II. Supervisar el cumplimiento de esta ley;

III. Imponer sanciones;

IV. Elaborar lineamientos técnicos y éticos;

V. Coordinarse con la Procuraduría Federal de Consu-
midor (Profeco), la Secretaría de Educación Pública
(SEP), la Fiscalía (FGR) para la protección de menores
y la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno
(SABG) para la protección de datos personales de los
menores.
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VI. Presidirá el Consejo Consultivo Nacional en IA.

Artículo 11. La Secretaría Anticorrupción y Buen Gobier-
no será competente en materia de protección de datos per-
sonales de menores derivados del uso de IA.

Capítulo II
Infracciones y sanciones

Para proveedores y desarrolladores

Artículo 12. Son infracciones a esta ley:

I. No realizar la Evaluación de Impacto en Derechos de
Menores;

II. Desarrollar o desplegar sistemas de IA de alto riesgo
sin registro ni certificación;

III. Realizar perfilado comercial manipulativo o adicti-
vo dirigido a menores;

IV. No identificar contenido generado por IA;

V. No implementar controles de edad efectivos;

VI. No reportar incidentes de seguridad en 72 horas;

VII. Vender o compartir datos de menores sin consenti-
miento;

VIII. Probar o desplegar IA en menores sin autoriza-
ción.

Artículo 13. Las sanciones serán:

La multa se calculará conforme al valor de la UMA vigen-
te. En caso de reincidencia, se duplicará la sanción.

Artículo 14. Las sanciones serán impuestas por la ARIA,
previo procedimiento administrativo con derecho de defen-
sa. En casos de daño a menores, se priorizará la reparación
integral, incluyendo terapia psicológica, compensación eco-
nómica y eliminación de datos.

Título Séptimo
Mecanismos de Participación, 

Difusión y Educación

Artículo 15. Se promoverá:

I. La creación de un Consejo Consultivo Nacional en IA
e Infancia con participación de la sociedad civil, acade-
mia, sectores técnicos y representantes de niñas, niños y
adolescentes;

II. Campañas nacionales de alfabetización en IA dirigi-
das a menores, familias y educadores;

III. La elaboración de sellos de certificación ética para
sistemas de IA aptos para menores.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor 180 días na-
turales después de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los proveedores tendrán 180 días para registrar
sistemas de IA de alto riesgo existentes y realizar Evalua-
ciones de Impacto.

Tercero. Se adicionará el artículo 42 Ter de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, a efecto de agre-
gar la nueva facultad de la Agencia de Transformación Di-
gital y Telecomunicaciones, quien, a su vez, creará un
Consejo Consultivo Nacional en IA y emitirá sus linea-
mientos.

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con las autoridades competentes, deberá rea-
lizar las adecuaciones administrativas necesarias para la
correcta implementación del presente decreto en un plazo
no mayor a 90 días naturales contados a partir de su entra-
da en vigor.

Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan
al presente decreto.

Notas

1 https://planderecuperacion.gob.es/noticias/que-es-inteligencia-artifi-
cial-ia-prtr



2 https://www.unesco.org/es/articles/mas-de-la-mitad-de-las-chicas-y-
los-chicos-usa-inteligencia-artificial-dos-de-cada-tres-con-fines

3 https://www.healthychildren.org/Spanish/family-life/Media/Pagi-
nas/how-will-artificial-intelligence-AI-affect-children.aspx

4 https://www.infobae.com/mexico/2026/07/20/sheinbaum-va-por-la-
prohibicion-de-celulares-en-escuelas-de-educacion-basica-de-todo-el-
pais/

5 https://www.infobae.com/mexico/2026/07/20/sheinbaum-va-por-la-
prohibicion-de-celulares-en-escuelas-de-educacion-basica-de-todo-el-
pais/

6 https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidenta-anuncia-foros-
para-crear-propuesta-de-regulacion-del-uso-de-plataformas-digitales-
y-redes-sociales-en-ninas-ninos-y-adolescentes

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Luis Agustín Rodríguez Torres (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Ciencia, Tecnolo-
gía e Innovación, y de Derechos de la Niñez y Adoles-
cencia, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública, para opinión.

LEY FEDERAL DE DERECHOS 

«Iniciativa que adiciona el artículo 14-A de la Ley Federal
de Derechos, suscrita por el diputado Luis Agustín Rodrí-
guez Torres y las y los legisladores integrantes del Grupo
Parlamentario del PAN

El que suscribe, Luis Agustín Rodríguez Torres, integrante
del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional de la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta asamblea la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un tercer párrafo a la fracción
II del artículo 14-A de la Ley Federal de Derechos, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley Federal de Derechos regula las contribuciones que
se pagan por el uso o aprovechamiento de bienes del do-

minio público de la Nación, así como por los servicios que
presta el Estado en funciones de derecho público. Dichas
contribuciones deben apegarse a los principios de legali-
dad, pero sobre todo a los de proporcionalidad y equidad,
conforme al artículo 31, fracción IV de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

La fracción II del artículo 14-A de la Ley Federal de Dere-
chos, establece el cobro de derechos por los servicios mi-
gratorios que se presten en días inhábiles o fuera del hora-
rio señalado por la Secretaría de Gobernación, o en lugares
distintos a las oficinas migratorias, las empresas de trans-
porte pagarán el derecho por servicios migratorios extraor-
dinarios y acota que en aeropuertos internacionales, por
cada revisión de la documentación de personas pasajeras
en vuelos no regulares, las empresas de transporte, deberán
pagar la cantidad de $2,707.00, al ingreso y a la salida del
país.

De acuerdo con lo anterior, la redacción e interpretación de
dicho precepto legal y su aplicación presentan problemáti-
cas relevantes.

En primer lugar, se advierte una falta de proporcionalidad,
ya que el monto exigido no siempre corresponde de mane-
ra clara al costo real del servicio prestado, lo que desvirtúa
la naturaleza de los derechos como contraprestaciones.

En segundo término, existe una carga económica acumula-
tiva en el sector aeronáutico, derivada de la coexistencia de
múltiples contribuciones y tarifas (TUA, derechos aeropor-
tuarios, impuestos al combustible, entre otros), lo que afec-
ta la viabilidad económica de los operadores.1

Asimismo, la disposición impacta negativamente la com-
petitividad del transporte aéreo en México, encareciendo
las operaciones frente a otros mercados internacionales,
con posibles efectos adversos en la conectividad, el turis-
mo y el comercio.

De igual forma, se observa una posible desnaturalización
del derecho como figura jurídica, al no configurarse plena-
mente como una contraprestación directa e individualiza-
da, sino como un mecanismo recaudatorio adicional, que se
encuentra cobrándose por el ingreso y aún peor, por la sa-
lida también, afectando con ello el bolsillo de quienes es-
tán obligados a pagar el derecho.

Por otro lado, la falta de proporcionalidad con el servicio
prestado. Si la cuota no está claramente vinculada al costo
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real del servicio de ingreso y salida, podría violar el prin-
cipio de proporcionalidad. Toda vez que no existe una jus-
tificación válida para el cobro por revisión de documenta-
ción de pasajeros, aun cuando sean vuelos no regulares. Ni
a su ingreso ni a su salida, y existe la posibilidad de que
afecte el turismo en la nación.

No menos importante, se debe poner atención a la afecta-
ción a la competitividad del sector aéreo mexicano, ya que
un cobro adicional puede encarecer operaciones frente a
otros países, incentivando rutas menos eficientes o afec-
tando la conectividad. Esto es especialmente relevante en
vuelos internacionales o aviación privada. (Vuelos no re-
gulares).

Ahora bien, en cuanto a la naturaleza recaudatoria y no de
contraprestación, es importante señalar que los derechos
deben ser una contraprestación por un servicio específico.
Si en la práctica el cobro funciona más como un ingreso
general sin relación directa con un servicio individualiza-
do, se desnaturaliza la figura jurídica del “derecho”, lo que
contraviene las disposiciones en la materia.

Luego, respecto a que podría darse el caso de la incentiva-
ción a que exista la evasión o distorsiones operativas lo que
se traduce en que los operadores podrían modificar rutas,
escalas o registros para reducir costos, generando inefi-
ciencias en el sistema aéreo.

Por último, si el segundo párrafo de la fracción II del ar-
tículo 14-A, que a la letra señala:

“Cuando se trate de aeronaves destinadas a la protec-
ción civil, salud y ayuda por razones humanitarias, no se
pagará el derecho por servicios migratorios extraordina-
rios a que se refiere esta fracción”.

Encontramos este tipo de “condonación de pago” si se en-
cuadra un supuesto, es decir, si se cumple la condición de
que ciertas aeronaves que cumplan con ciertas característi-
cas pueden ser exceptuadas del pago señalado en dicha
fracción II, luego entonces, para generar un mayor turismo
y evitar afectaciones a empresas de transporte en sus vue-
los no regulares, es posible exceptuarlos de este pago por
ingreso y salda de nuestro país, eliminando dicha fracción
en tu totalidad.

Por lo anterior, se propone la adición de un tercer párrafo a
la fracción II del artículo 14-A, a fin de fortalecer la segu-

ridad jurídica, evitar cargas desproporcionadas y mejorar la
eficiencia del sistema tributario aplicable al sector aero-
náutico, pero, sobre todo, para incentivar al turismo en
nuestro país y lograr una derrama económica que favorez-
ca el crecimiento y fortalecimiento de la economía de nues-
tro país.

Por lo antes expuesto, fundado y motivado, se presenta a la
consideración de esta Soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo a la
fracción II del artículo 14-A de la Ley Federal de Dere-
chos

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo a la fracción
II del artículo 14-A de la Ley Federal de Derechos, para
quedar como sigue:

Ley Federal de Derechos

...

Artículo 14-A.

I. …

II. ...

...

No se causará el derecho previsto en esta fracción
cuando la revisión documental corresponda a perso-
nas pasajeras de vuelos no regulares vinculados di-
rectamente con actividades de promoción turística o
proyectos de inversión productiva que hayan sido
previamente reconocidos por la Secretaría de Turis-
mo o la Secretaría de Economía, según corresponda,
y dicho carácter se acredite ante la autoridad migra-
toria competente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.



Nota

1 https://www.yunius.com/6373-2

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Luis Agustín Rodríguez Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE DERECHOS  

«Iniciativa que reforma el artículo 220-A de la Ley Federal
de Derechos, en materia de derechos sobre la tasa de los in-
gresos brutos por servicios aeroportuarios, complementa-
rios y comerciales, suscrita por el diputado Luis Agustín
Rodríguez Torres y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Luis Agustín Rodríguez Torres, integrante
del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional de la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta
asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
modifica el artículo 220-A de la Ley Federal de Derechos,
en materia de derechos sobre la tasa de los ingresos brutos
por servicios aeroportuarios, complementarios y comercia-
les, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los aeropuertos pequeños, en términos de operaciones,
han tenido que encarar una situación difícil respecto a in-
gresos, derivado de la desaceleración económica, tanto en
México como en estados unidos, así como de los efectos
del cambio en la ley federal de derechos, a partir del 2024,
en la cual se incrementó del 5 al 9 por ciento el pago de de-
rechos sobre ingresos brutos que las concesionarias aero-
portuarias deben realizar al gobierno federal. Todo ello im-
plica la atención a las necesidades que los aeropuertos
pequeños tienen que afrontar, particularmente, en términos
de inversiones, para asegurar operaciones con óptima se-
guridad, derivado del impacto que tiene este derecho en el
flujo de recursos de los aeropuertos pequeños.

Así las cosas, los aeropuertos pequeños en términos de
operaciones han tenido un fuerte impacto en su situación
financiera, que puede traducirse en un flujo menor a inver-
siones necesarias en infraestructura, para que los aeropuer-
tos puedan seguir funcionando y tener una operación segu-
ra para las aeronaves y sus pasajeros, así como continuar
siendo una herramienta de desarrollo y atracción de inver-
siones para las ciudades que atienden.

La definición de un aeropuerto pequeño pudiera hacerse
mediante la fijación de un nivel de operaciones, tales como
aquél que atienda un máximo de 5,000 operaciones al año,
esto es, aproximadamente 14 operaciones diarias, ósea 7
aeronaves que lleguen y salgan de dicho aeropuerto cada
día, lo cual es un movimiento operacional mínimo, que no
alcanza a cubrir las necesidades de un aeropuerto para ser
autofinanciable. Menos aún, con un derecho del 9% de los
ingresos brutos anuales, como se señala en la Ley de la ma-
teria desde 2024 y vigente a 2026.

El monto recaudado por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público (SHCP) no es significativo y si lo es para estos ae-
ropuertos para poder atender necesidades de mantenimiento
e inversiones requeridas y necesarias.

Los aeropuertos sujetos a esta propuesta podrían ser defi-
nidos por las operaciones que reporten a la Agencia Fede-
ral de Aviación Civil, y supervisados por esta. En el año
2025, los aeropuertos sujetos a esta propuesta hubieran si-
do 14 aeropuertos de una red de 80 siendo los siguientes:
Loreto, Ixtepec, Tamuín, Matamoros, Nogales, Nuevo La-
redo, Palenque, Poza Rica, Creel, Puerto Peñasco, Tehua-
cán, Uruapan, Minatitlán y Zacatecas.

Luego, es necesario señalar, que la inversión pública en la
infraestructura turística es insuficiente. Y ahora con lo se-
ñalado en los artículos 219 y 220 de la Ley Federal de De-
rechos, donde se señalan los porcentajes que han de pagar
los titulares de asignaciones y concesiones, ya es un por-
centaje que agrava la estabilidad económica de los mismos,
dado que son aeropuertos pequeños, es por ello que esta
iniciativa se realiza para realizar una excepción al pago del
9 por ciento, pero busca adicionar la tasa del 5 por ciento
como excepción para los aeropuertos que cumplan un má-
ximo de 5,000 operaciones al año.

Los turistas se concentran en pocos destinos tradiciona-
les, mientras otras regiones con potencial permanecen re-
zagadas.
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Con estos aumentos en las tasas a la suma de ingresos bru-
tos por servicios aeroportuarios, complementarios y co-
merciales, estamos dando paso a la desaparición o debilita-
miento de organismos de promoción turística. Otros países
invierten grandes recursos en campañas globales de turis-
mo, mientras México ha dependido más de esfuerzos aisla-
dos de estados o iniciativa privada.

Además, sin operaciones en aeropuertos por la falta de in-
centivos fiscales, baja en tasas, las empresas turísticas tam-
bién resultarían afectadas, los pequeños hoteles, agencias,
restaurantes y operadores turísticos.

Si de por sí, en muchos casos no existen reducciones fisca-
les temporales, apoyos para modernización, créditos acce-
sibles, subsidios energéticos, incentivos para digitaliza-
ción, menos va a haber un avance e incentivar el turismo
cuando las tasas han aumentado significativamente.

A mediano plazo, si dichas tasas continúan como hasta
ahora, con su 9 por ciento, y posteriormente aumentando,
la centralización del turismo se reflejará en pocos polos,
donde las políticas públicas sí suelen concentrar recursos.
Lo hacen en destinos ya consolidados como Cancún, Ri-
viera Maya, Los Cabos o Puerto Vallarta, mientras que, en
pueblos mágicos, turismo rural, ecoturismo y turismo cul-
tural reciben apoyos limitados, que son generalmente los
que tienen aeropuertos pequeños.

México posee una de las mayores riquezas turísticas del
mundo por su cultura, biodiversidad, gastronomía y patri-
monio histórico; sin embargo, la falta de incentivos fisca-
les, promoción internacional, infraestructura, seguridad y
políticas sostenidas ha limitado el verdadero potencial del
sector turístico como motor de desarrollo económico y re-
gional.

Es por lo que, se advierte que se debe atacar y frenar el au-
mento en las tasas del 9 por ciento a la suma de los ingre-
sos brutos por servicios aeroportuarios, complementarios y
comerciales. Sin embargo, en esta ocasión se somete a con-
sideración conservar la tasa del 9 por ciento, pero adicionar
la tasa del 5 por ciento como excepción para los aeropuer-
tos que cumplan con el límite señalado de 5,000 operacio-
nes al año. Es por lo que se somete a su consideración la si-
guiente propuesta:

Por lo antes expuesto, fundado y motivado, se presenta a la
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 220-A de la
Ley Federal de Derechos

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo, reco-
rriéndose el subsecuente del artículo 220-A de la Ley Fe-
deral de Derechos, para quedar como sigue:

Ley Federal de Derechos

Artículo 220-A. ...

Tratándose de aeropuertos que, conforme a la informa-
ción oficial de la Agencia Federal de Aviación Civil, no
hubieren rebasado cinco mil operaciones durante el
ejercicio fiscal inmediato anterior, la tasa aplicable será
del 5 por ciento.

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.



Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con las autoridades competentes en materia
aeronáutica, deberá realizar las adecuaciones administrati-
vas necesarias para la correcta implementación del presen-
te decreto en un plazo no mayor a 90 días naturales conta-
dos a partir de su entrada en vigor.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Luis Agustín Rodríguez Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

«Iniciativa que reforma los artículos 179 y 180 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, en materia de acceso de las personas
jóvenes trabajadoras a su primer crédito de vivienda, sus-
crita por el diputado Armando Tejeda Cid y las y los legis-
ladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Armando Tejeda Cid, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

I. ¿Por qué una iniciativa de vivienda joven en la Ley
del ISSSTE, y por qué ahora?

Porque el Estado mexicano reconoce el derecho de toda
persona a una vivienda adecuada, pero quien comienza a
servirlo desde joven todavía encuentra condiciones des-
iguales para ejercerlo. Una maestra recién asignada, un en-

fermero en su primer turno o una joven servidora pública
aportan el cinco por ciento de su sueldo al Fondo de la Vi-
vienda desde su primer nombramiento. Sin embargo, la
Ley del ISSSTE no contiene hoy ningún criterio expreso
que facilite el acceso de las personas jóvenes trabajadoras
a su primer crédito de vivienda, ni una consideración espe-
cífica para quienes apenas comienzan su trayectoria labo-
ral. Lo que la ley sí ordena, en su artículo 179, es tomar en
cuenta los saldos de la Subcuenta del Fondo de la Vivien-
da y el tiempo durante el cual se han efectuado aportacio-
nes. Quien lleva dos años cotizando ha tenido, por defini-
ción, menos tiempo para acumular ahorro que quien lleva
veinte, de modo que llega a la asignación con el punto de
partida patrimonial más bajo, y la norma no prevé nada pa-
ra compensarlo. Esa es la desventaja estructural que esta
iniciativa se propone corregir.

La urgencia no es retórica. Las personas jóvenes de 18 a 30
años son el segundo grupo con mayor rezago habitacional
del país, con 24.7 por ciento, solo después de la población
que se reconoce como indígena;1 entre los casi tres millo-
nes de jóvenes que ya encabezan un hogar, apenas 31.3%
habita una vivienda propia y 38.4% renta;2 y el mercado si-
gue encareciéndose más rápido que los ingresos: de acuer-
do con la Sociedad Hipotecaria Federal, el valor de las vi-
viendas adquiridas con crédito hipotecario acumuló un
incremento de 8.7% en 20253 y volvió a crecer 8.7% anual
en el primer trimestre de 2026, casi el doble de la infla-
ción.4 El propio Ejecutivo Federal ya reconoce el problema
en el Programa Nacional de Vivienda 2026-2030, donde
identifica a las personas jóvenes entre quienes han queda-
do tradicionalmente excluidas de los esquemas de finan-
ciamiento habitacional y plantea impulsar esquemas de fi-
nanciamiento y mecanismos de mejora de las condiciones
de crédito enfocados en juventudes, mujeres y grupos en
situación de vulnerabilidad social.5 Ese reconocimiento,
sin embargo, vive hoy únicamente en un instrumento de
planeación sexenal, y no en la ley que rige la asignación de
los créditos del Fondo: los artículos 179 y 180 de la Ley del
ISSSTE no contienen parámetro alguno en ese sentido. Por
ello se propone reformar los artículos 179 y 180 de la Ley
del ISSSTE, que rigen los criterios de otorgamiento y los
métodos de registro de los créditos del Fondo de la Vivien-
da, para garantizar la igualdad sustantiva de oportunidades
en el acceso al primer crédito, con atención a las personas
jóvenes trabajadoras y a quienes cuentan con menor anti-
güedad de cotización o menor saldo acumulado en su Sub-
cuenta del Fondo de la Vivienda.
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II. ¿Quiénes son las juventudes trabajadoras y por qué
importan tanto?

Porque constituyen un sector relevante para el presente y
para el relevo generacional del servicio público. En Méxi-
co hay 37.8 millones de personas jóvenes, que representan
29.3% de la población nacional, y 16.7 millones de perso-
nas de 15 a 29 años forman parte de la población económi-
camente activa, con una ocupación de 95.2%.6 En el servi-
cio público, ese contingente tiene rostro concreto: docentes
que se incorporan al magisterio, personal de enfermería y
medicina que ingresa al sector salud, y miles de servidoras
y servidores públicos federales y estatales que cotizan al
ISSSTE desde su primer nombramiento. La dimensión ins-
titucional no es menor: el ISSSTE protege a una población
derechohabiente de 13.8 millones de personas7 y el univer-
so de personas trabajadoras activas afiliadas al Instituto as-
ciende a 3 millones 245 mil.8

Su esfuerzo, sin embargo, no se traduce fácilmente en pa-
trimonio. Entre las personas jóvenes ocupadas, 46.8% per-
cibe hasta un salario mínimo mensual y 33.6% entre uno y
dos; los hogares con jefatura joven se concentran en los pri-
meros cinco deciles de ingreso; y la capacidad de ahorro es
mínima: el ahorro de tres de cada diez jóvenes equivale, a
lo sumo, a una quincena de sus percepciones, y solo 24.9%
podría enfrentar una urgencia económica de un mes con sus
reservas.9 Con esos números, esperar a que el ahorro indi-
vidual alcance para un enganche en el mercado libre equi-
vale a posponer el patrimonio una década o más. La aporta-
ción obligatoria del cinco por ciento a la Subcuenta de
Vivienda del ISSSTE es, para la mayoría de estas personas
trabajadoras, la única vía realista hacia su primera vivienda.
Por eso importa tanto cómo se asigna.

III. ¿Qué tan difícil es hoy comprar una vivienda com-
parado con antes?

Considerablemente más difícil, y los datos oficiales lo
muestran. El propio instrumento rector de la política de vi-
vienda lo reconoce: entre 2016 y 2022, el precio promedio
de la vivienda en México creció 58.4%, mientras que el in-
greso laboral aumentó apenas 14.3%.10 La brecha no se ha
cerrado desde entonces. El Índice SHF de Precios de la Vi-
vienda registró un crecimiento acumulado de 8.7% en
202511 y una apreciación anual de 8.7% en el primer tri-
mestre de 2026, en un entorno en el que la inflación fue de
4.6% y el número de trabajadores permanentes registrados
en el IMSS creció apenas 1.2%.12 En ese mismo trimestre,
el valor mediano nacional de la vivienda adquirida con

crédito hipotecario se ubicó en 1 millón 331 mil pesos, y el
segmento que más se encarece es precisamente el de entra-
da: la vivienda económica-social se apreció 11% anual, por
encima del promedio nacional.13

El siguiente cuadro resume la evidencia oficial disponible:

La generación que hoy tiene entre veinte y treinta años en-
frenta precios que crecen de manera sostenida por encima
de la inflación y de los salarios, y el segmento al que po-
dría aspirar con su primer crédito es el que más se encare-
ce. La causa no está en el esfuerzo individual, sino en la
evolución del mercado habitacional durante los años en
que esa generación se incorporó a la vida laboral. En ese
contexto, el crédito público de vivienda es, para la mayoría
de estas personas trabajadoras, la vía principal de acceso al
patrimonio.

IV. ¿Cómo funciona hoy el crédito de vivienda del ISS-
STE y por qué la ley no ve a las personas jóvenes?

El Fondo de la Vivienda del ISSSTE (FOVISSSTE) admi-
nistra las aportaciones equivalentes al cinco por ciento del
sueldo básico que las dependencias enteran bimestralmen-
te por cada persona trabajadora. Con ese patrimonio otorga
financiamiento en distintos esquemas: el Crédito Mi FO-
VISSSTE, antes denominado Crédito Tradicional; el Cré-
dito FOVISSSTE para Todos, que se otorga con la banca y
se complementa con el saldo de la Subcuenta de Vivienda;
los esquemas conyugales y de coparticipación con el IN-
FONAVIT, y los productos de construcción y mejoramien-
to, entre otros. Para el Crédito Mi FOVISSSTE los requisi-
tos de entrada son ser persona trabajadora en activo y
contar con un mínimo de dieciocho meses de aportaciones
en la Subcuenta de Vivienda; desde 2023 la solicitud se re-



gistra mediante inscripción continua, sin sorteos ni convo-
catorias anuales.14

Cumplir los requisitos, sin embargo, no borra las diferen-
cias de punto de partida. Conforme al artículo 179 de la
Ley, los créditos se otorgan y adjudican según los criterios
que fija la Comisión Ejecutiva del Fondo con aprobación
de la Junta Directiva, tomando en cuenta, entre otros facto-
res, los saldos de la Subcuenta del Fondo de la Vivienda, el
tiempo durante el cual se han efectuado aportaciones, la
oferta y demanda regional de vivienda y el sueldo de la
persona trabajadora.15 Ninguno de esos factores es arbitra-
rio y todos tienen una razón de ser. Pero ninguno conside-
ra la situación de quien solicita su primer crédito al inicio
de su vida laboral, y dos de ellos, el saldo acumulado y el
tiempo de aportación, son precisamente los que una perso-
na joven no ha tenido oportunidad de reunir. La maestra
con dos años de servicio es elegible, pero parte de la posi-
ción patrimonial más baja frente a quien lleva veinte, aun-
que ambas aporten el mismo porcentaje de su sueldo desde
el primer día. La ley no le exige más requisitos; simple-
mente no la ve.

A ese vacío se suman dos agravantes. El primero es el al-
cance del crédito frente al precio. El Crédito Mi FOVISS-
STE presta actualmente hasta 1 millón 405 mil 90 pesos en
su modalidad en pesos, o hasta 520 Unidades de Medida y
Actualización (alrededor de 1 millón 854 mil pesos), can-
tidades a las que se agrega el saldo de la Subcuenta de Vi-
vienda, conforme a la información oficial del Fondo vi-
gente en agosto de 2026.16 El monto que efectivamente se
autoriza depende del sueldo y de la capacidad de pago de
cada persona, y el complemento de la Subcuenta es menor
justamente para quien lleva pocos años cotizando. Frente a
un valor mediano nacional de 1 millón 331 mil pesos,17 la
persona trabajadora joven, con sueldo de inicio y ahorro in-
cipiente, es quien más resiente la distancia entre lo que el
crédito alcanza y lo que la vivienda cuesta. El segundo
agravante es la edad como requisito expreso: el esquema
FOVISSSTE para Todos exige tener entre 25 y 70 años,18

con lo cual una persona trabajadora de veintitrés años, con
nombramiento y cotizaciones en regla, está excluida de ese
producto por el solo hecho de su edad.

V. ¿Cuántas personas jóvenes trabajadoras acceden
hoy a un crédito del FOVISSSTE?

La información pública disponible no permite determinar-
lo, y esa es en sí misma una de las razones de esta iniciati-
va: el Fondo de la Vivienda no publica sus estadísticas de

otorgamiento desagregadas por edad, de modo que no pue-
de saberse cuántos de sus créditos llegan a personas meno-
res de treinta años. Lo que sí puede documentarse es, por
una parte, el contexto nacional de las dificultades de acce-
so a la vivienda que enfrentan las juventudes mexicanas y,
por otra, el tamaño del grupo de personas trabajadoras jó-
venes afiliadas al Instituto. Ambos elementos se exponen a
continuación.

En cuanto al contexto nacional, de acuerdo con estimacio-
nes de ONU-Hábitat, solo 3.6% de las personas jóvenes je-
fas de hogar puede acceder a un financiamiento habitacio-
nal en condiciones de mercado sin destinar más del treinta
por ciento de su ingreso al pago de la deuda.19 La Encues-
ta Nacional de Salud Financiera 2023 estima que 7.2 mi-
llones de jóvenes tienen como principal meta financiera
comprar o terminar de pagar su casa, y que 587 mil 505
identifican la falta de acceso al crédito como la principal
dificultad para lograrlo.20 La Encuesta Nacional de Vi-
vienda 2020 arroja que alrededor de 3.2 millones de jóve-
nes necesitan una vivienda para nueva ocupación, y que
41.3% de quienes planean rentar eligen esa opción por fal-
ta de recursos o de acceso al crédito.21 Y la Encuesta Na-
cional sobre Discriminación 2022 registra que 19.9% de la
población de 12 a 29 años declaró que se le negó injustifi-
cadamente algún crédito de vivienda, préstamo o tarjeta.22

Sí es posible, en cambio, dimensionar con precisión al gru-
po al que esta reforma se dirige. De acuerdo con el registro
de Información de Interés Nacional del propio Instituto,
generado en el marco de su convenio con el INEGI, en di-
ciembre de 2025 había 282 mil 250 personas trabajadoras
activas afiliadas al ISSSTE de 20 a 29 años: 59 mil 975 de
entre 20 y 24 años y 222 mil 275 de entre 25 y 29.23 Re-
presentan 8.7% del universo de personas trabajadoras afi-
liadas al Instituto, y 61.4% de ellas son mujeres:24 jóvenes
maestras, enfermeras y servidoras públicas a cuyo favor las
dependencias y entidades realizan las aportaciones destina-
das al Fondo de la Vivienda, equivalentes al cinco por cien-
to de su Sueldo Básico. El contraste generacional interno
es elocuente: la mitad de las personas trabajadoras afiliadas
tiene 45 años o más,25 de modo que atender a las juventu-
des trabajadoras es también una condición para el relevo
generacional del servicio público.

Esta cifra no equivale, sin embargo, al número de jóvenes
que actualmente pueden acceder a cualquier modalidad de fi-
nanciamiento. Cada producto establece requisitos propios: el
Crédito Mi FOVISSSTE exige, entre otros, un mínimo de
dieciocho meses de aportaciones26 mientras que el esquema
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FOVISSSTE para Todos exige tener cuando menos veinti-
cinco años.27 Por ello, debe distinguirse entre la población jo-
ven afiliada al régimen y aquella que reúne las condiciones
de elegibilidad de un producto determinado. También debe
diferenciarse de la población derechohabiente joven del Ins-
tituto, que asciende a alrededor de 1.4 millones de personas
de 15 a 29 años,28 pues esta última incluye familiares dere-
chohabientes que no necesariamente cuentan con un derecho
propio al financiamiento del Fondo.

Ese dato obliga a mirar la reforma también con perspecti-
va de género. Si seis de cada diez personas trabajadoras jó-
venes afiliadas al Instituto son mujeres,29 entonces la des-
ventaja de partida que aquí se describe recae de manera
desproporcionada sobre ellas, y lo hace sobre una base ya
desigual: entre la población de 12 a 29 años, una de cada
cinco personas declaró que se le negó injustificadamente
un crédito de vivienda, un préstamo o una tarjeta,30 y cua-
tro de cada diez jóvenes que planean rentar lo hacen por
falta de recursos o de acceso al crédito.31 Las juventudes
trabajadoras, además, no son un grupo homogéneo: no en-
frenta las mismas condiciones una joven maestra con hijas
o hijos a su cargo que un joven soltero con el mismo suel-
do, ni quien vive en una entidad con amplia oferta habita-
cional que quien reside donde prácticamente no hay vi-
vienda nueva en su rango de precio, ni quien tiene alguna
discapacidad o pertenece a un pueblo indígena. Por eso la
reforma fija el criterio general en la ley y deja a las reglas
del Fondo su traducción operativa; y por eso su régimen
transitorio ordena que la información de otorgamiento se
publique desagregada al menos por sexo, edad, entidad fe-
derativa y modalidad de crédito: sin esa desagregación no
hay manera de saber si la medida corrige la desigualdad o
la reproduce.

El Fondo opera a una escala considerable: en 2024 benefi-
ció a 36 mil 49 personas mediante sus esquemas de finan-
ciamiento32 y su programa de crédito para 2026 prevé 42
mil 768 financiamientos con una inversión de 35 mil 497
millones de pesos.33 ¿Cuántos de esos financiamientos lle-
gan a las 282 mil personas trabajadoras jóvenes que coti-
zan al Fondo? es algo que hoy no puede responderse, por-
que el Instituto no publica esa distribución por edad.
Mientras esa información no exista, ni esta Soberanía ni el
propio Fondo pueden evaluar si el financiamiento está lle-
gando a quienes empiezan a cotizar. Por ello la iniciativa
no se limita a señalar el vacío: su régimen transitorio orde-
na publicar anualmente las estadísticas de otorgamiento
desagregadas, de modo que el resultado de la reforma pue-
da verificarse con datos y no con suposiciones.

Conviene subrayar que la política habitacional vigente ya
admite tratamientos diferenciados en favor de las juventu-
des. Esta orientación no es ajena a la planeación nacional
vigente. El Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, dentro
de su Eje General 2, Desarrollo con bienestar y humanis-
mo, establece como Objetivo 2.9 garantizar el derecho a
una vivienda adecuada y sustentable, mejorar la calidad de
vida y contribuir al cierre de las brechas de desigualdad so-
cial y territorial; para ello contempla, entre otras acciones,
ampliar el financiamiento para vivienda y facilitar el acce-
so a programas de crédito. El Programa Nacional de Vi-
vienda 2026-2030 dispone que el Programa de Vivienda
para el Bienestar atienda a personas tradicionalmente ex-
cluidas de los esquemas de financiamiento, entre ellas las
personas jóvenes, y prevé que una quinta parte de las vi-
viendas que construirá la Comisión Nacional de Vivienda
en el sexenio se destine a renta dirigida a este grupo.34

Existe, pues, antecedente programático suficiente. Lo que
no existe es un anclaje legal: en el régimen del ISSSTE, ese
objetivo no aparece en los preceptos que ordenan cómo se
otorgan y adjudican los créditos, de modo que su vigencia
depende de la orientación de cada administración y no de
un mandato permanente.

VI. ¿Qué propone Acción Nacional?

Proponemos dos reformas, colocadas en los preceptos que ri-
gen la asignación de los créditos. En el artículo 179, incorpo-
rar entre los criterios de otorgamiento y adjudicación la igual-
dad sustantiva de oportunidades en el acceso al primer
crédito, con atención a las personas jóvenes trabajadoras y a
quienes cuentan con menor antigüedad de cotización o menor
saldo acumulado en su Subcuenta del Fondo de la Vivienda,
cuidando expresamente que su aplicación no comprometa la
viabilidad financiera del Fondo. En el artículo 180, fracción
II, precisar que los métodos que la Ley ya ordena diseñar con
transparencia, equidad y suficiencia35 comprenden no solo el
registro, sino también la evaluación y la prelación de las so-
licitudes, y que deben contemplar los mecanismos que pro-
muevan ese acceso equitativo al primer crédito mediante re-
glas públicas e indicadores verificables. La igualdad
sustantiva para quien empieza no es un cuerpo extraño en
esos artículos: es la concreción natural del mandato de equi-
dad que ya contienen.

La propuesta se formula, además, con conceptos definidos
en el propio texto legal, para que no quede margen de dis-
crecionalidad en su aplicación. Por personas jóvenes traba-
jadoras se entiende a quienes no hayan cumplido treinta
años de edad, en congruencia con el artículo 2 de la Ley del



Instituto Mexicano de la Juventud, que fija la juventud en-
tre los doce y los veintinueve años36 y con el rango de die-
ciocho a treinta años que emplea la medición oficial del re-
zago habitacional.37 Por primer crédito se entiende aquel
que se otorga a quien no ha ejercido antes un financia-
miento con cargo al Fondo de la Vivienda, con lo cual se
despeja cualquier duda sobre créditos previos liquidados o
sobre derechos derivados de una copropiedad. Y junto al
criterio de edad se incorporan dos parámetros objetivos que
no dependen de ella, la menor antigüedad de cotización y
el menor saldo acumulado en la Subcuenta, de modo que la
medida alcance también a quien ingresó tarde al servicio
público y comparte exactamente la misma desventaja pa-
trimonial.

El artículo 179 no delega en blanco: la propia Ley enuncia
en su texto los parámetros que deben tomarse en cuenta pa-
ra otorgar y adjudicar los créditos, de modo que incorporar
uno más, referido a la igualdad sustantiva en el acceso al
primer crédito, es una decisión que cabe naturalmente en el
ámbito del Congreso y que no desplaza a la autoridad ad-
ministrativa: la Comisión Ejecutiva y la Junta Directiva
conservan íntegra la facultad de traducir ese criterio en me-
canismos técnicos y operativos. Y hay una razón adicional
para hacerlo ahora: el objetivo ya existe en la planeación
federal,38 pero un programa sexenal se sustituye con cada
administración, mientras que un parámetro legal permane-
ce. Dar rango de ley a lo que hoy es sólo orientación pro-
gramática es, precisamente, lo que aporta esta iniciativa.

Conviene decir con la misma claridad lo que esta reforma
no hace. No regala una vivienda ni condona crédito algu-
no; la obligación de pago se mantiene íntegra. No crea un
derecho automático a recibir financiamiento ni establece
cuotas rígidas que desplacen a otras personas derechoha-
bientes. Tampoco pone en riesgo la salud financiera del
Fondo: el propio texto propuesto ordena que la aplicación
de los criterios se realice sin comprometer su viabilidad, y
deja a la Comisión Ejecutiva y a la Junta Directiva, que co-
nocen la operación y las finanzas del Fondo, el diseño de
los mecanismos concretos, como corresponde. Lo que la
reforma hace es instruir al Fondo a ponderar, junto al aho-
rro y al tiempo de cotización, la circunstancia de quien so-
licita su primer crédito al inicio de su vida laboral. Y no re-
quiere recursos adicionales con cargo al Presupuesto de
Egresos de la Federación, porque los créditos ya existen y
se fondean con el patrimonio del propio Fondo, integrado
por el ahorro de las y los trabajadores; el decreto lo dice de
manera expresa. Las adecuaciones de reglas, sistemas y di-

fusión que la reforma suponga se atenderán con ese mismo
patrimonio y conforme a su disponibilidad, y para que ello
no quede en una declaración de buena voluntad, el régimen
transitorio ordena que, antes de adecuar las reglas, la Co-
misión Ejecutiva publique un estudio técnico, actuarial y
financiero que sustente los mecanismos y mida sus efectos
en la viabilidad de largo plazo del Fondo.

Para Acción Nacional, la vivienda propia es mucho más
que un activo: es patrimonio, estabilidad y la posibilidad de
que una familia construya su futuro con mayor libertad.
Quien inicia su vida en el servicio público comienza tam-
bién a formar, desde los primeros años, un ahorro destina-
do a vivienda mediante las aportaciones que se realizan a
su favor. El papel del Estado no es sustituir ese esfuerzo ni
regalar patrimonio, sino procurar que las reglas permitan
convertirlo, en condiciones justas, en una oportunidad real
de acceder a un primer hogar.

Esta iniciativa responde a una visión de prosperidad soste-
nible, aquella que no se limita a resolver las necesidades
del presente, sino que crea las condiciones para que las per-
sonas construyan patrimonio, fortalezcan a sus familias y
transmitan mejores oportunidades a la siguiente genera-
ción. Una sociedad prospera de manera sostenible cuando
el trabajo de hoy permite construir seguridad para mañana;
cuando las instituciones acompañan el esfuerzo de las per-
sonas en lugar de convertir el paso del tiempo en una ba-
rrera; y cuando las nuevas generaciones cuentan con con-
diciones reales para avanzar por sus propios medios.

Facilitar el acceso de las personas jóvenes trabajadoras a su
primer crédito de vivienda significa precisamente eso, con-
vertir años de trabajo y ahorro en patrimonio, arraigo y li-
bertad para construir un proyecto de vida. Apostar por su
primera vivienda es apostar por familias más fuertes, co-
munidades más estables y generaciones con mayores opor-
tunidades. Porque la prosperidad que México necesita no
puede ser pasajera ni agotarse en el presente: debe cons-
truirse, sostenerse y heredarse.

Para mayor claridad respecto de las modificaciones pro-
puestas, se presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a conside-
ración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 179 y 180
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado, en materia de acce-
so de las personas jóvenes trabajadoras a su primer
crédito de vivienda

Artículo Único.- Se reforman el primer párrafo del artícu-
lo 179 y la fracción II del artículo 180 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 179. Los créditos a que se refiere esta sección se
otorgarán y adjudicarán conforme a los criterios que para
el efecto señale la Comisión Ejecutiva del Fondo de la Vi-
vienda, con la aprobación de la Junta Directiva del Institu-
to tomando en cuenta el derecho humano a la vivienda ade-
cuada; la igualdad sustantiva de oportunidades en el
acceso al primer crédito, con atención a las personas jó-
venes trabajadoras y a aquellas que cuenten con menor
antigüedad de cotización o con menor saldo acumulado
en su Subcuenta del Fondo de la Vivienda; la oferta y de-
manda regional de vivienda; el costo y seguridad del suelo
destinado a vivienda evitando actos de especulación; la in-
fraestructura y equipamiento existente en la zona en que se
ubica la vivienda; los saldos de la subcuenta del Fondo de
la Vivienda de las personas trabajadoras de que se trate y el
tiempo durante el cual se han efectuado aportaciones a la
misma; si la persona trabajadora es propietaria o no de su
vivienda, así como su sueldo o el ingreso conyugal si hay
acuerdo de las personas interesadas. Para efectos de esta
Sección, se entenderá por personas jóvenes trabajado-
ras a aquellas que no hayan cumplido treinta años de
edad a la fecha de su solicitud, y por primer crédito
aquel que se otorgue a la persona trabajadora que no
haya ejercido con anterioridad un crédito con cargo al
Fondo de la Vivienda. La aplicación de estos criterios se
realizará sin comprometer la viabilidad financiera del
Fondo de la Vivienda.

...

...

Artículo 180. ...

I. ...

II. Los métodos para el registro, evaluación y prela-
ción de las solicitudes de crédito de las personas traba-
jadoras o pensionadas que reúnan los requisitos de ele-



gibilidad aplicables, con objeto de dar transparencia,
equidad, suficiencia y objetividad a su otorgamiento.
Dichos métodos deberán prever mecanismos de ac-
ceso equitativo con criterios objetivos, públicos y ve-
rificables que promuevan la igualdad sustantiva de
oportunidades en el acceso al primer crédito de las
personas jóvenes trabajadoras y de quienes cuenten
con menor antigüedad de cotización o menor saldo
acumulado en su Subcuenta del Fondo de la Vivien-
da, sin comprometer la viabilidad financiera del
Fondo de la Vivienda, y

III. ...

...

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo.- La Junta Directiva del Instituto, a propuesta de
la Comisión Ejecutiva del Fondo de la Vivienda, adecuará
las reglas para el otorgamiento de créditos del Fondo de la
Vivienda dentro de los ciento ochenta días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto, a fin de
incorporar los mecanismos de acceso equitativo al primer
crédito a que se refieren los artículos 179 y 180 de esta ley.

Tercero.- La Comisión Ejecutiva del Fondo de la Vivienda
elaborará y publicará, con anterioridad a la adecuación de
las reglas a que se refiere el transitorio anterior, un estudio
técnico, actuarial y financiero que sustente los mecanismos
de acceso equitativo al primer crédito y determine sus efec-
tos en la viabilidad financiera de largo plazo del Fondo de
la Vivienda.

Cuarto.- Las solicitudes de crédito registradas con ante-
rioridad a la adecuación de las reglas a que se refiere el
transitorio segundo continuarán su trámite conforme a las
disposiciones aplicables al momento de su registro. La en-
trada en vigor del presente decreto no afectará los derechos
previamente adquiridos por las personas trabajadoras y
pensionadas.

Quinto.- El Fondo de la Vivienda publicará anualmente in-
formación estadística agregada de sus créditos otorgados,
desagregada al menos por grupo de edad, sexo, entidad fe-
derativa, modalidad de crédito, monto autorizado, antigüe-

dad de cotización, rango de sueldo básico y condición de
primer crédito, con observancia de la normatividad en ma-
teria de protección de datos personales.

Sexto.- Las acciones que se generen con motivo de la en-
trada en vigor del presente decreto se atenderán con cargo
al patrimonio del Fondo de la Vivienda, conforme a su dis-
ponibilidad y a los resultados del estudio a que se refiere el
transitorio tercero, sin comprometer su viabilidad financie-
ra de largo plazo, por lo que no se autorizarán ampliacio-
nes líquidas ni recursos adicionales con cargo al Presu-
puesto de Egresos de la Federación.

Séptimo.- Transcurridos dos años a partir de la entrada en
vigor de las reglas adecuadas conforme al transitorio se-
gundo, la Comisión Ejecutiva del Fondo de la Vivienda re-
alizará y publicará, por única ocasión, una evaluación de
resultados de los mecanismos de acceso equitativo al pri-
mer crédito, que considerará al menos el acceso al primer
crédito por grupo de edad y sexo, el número y la propor-
ción de primeros créditos otorgados, la antigüedad de coti-
zación y los rangos de sueldo básico de las personas bene-
ficiarias, los montos otorgados, el comportamiento de la
cartera y los efectos de la medida sobre la viabilidad finan-
ciera del Fondo. La evaluación se remitirá a la Junta Di-
rectiva del Instituto para los efectos que correspondan.

Notas

1. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; Comisión
Nacional de Vivienda. Actualización del cálculo del rezago habitacio-
nal 2024, con base en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los
Hogares 2024, INEGI. Comunicado de prensa del 11 de agosto de
2025. Disponible en: 

https://www.gob.mx/sedatu/prensa/salen-del-rezago-habitacional-
5-8-millones-de-personas-en-mexico-sedatu

2. Palacios Alcántara AJ, Quispe Aruquipa SR. Situación habitacional
de las personas jóvenes en México. Comisión Nacional de Vivienda;
2025. Disponible en: 

https://siesco.conavi.gob.mx/doc/analisis/2025/Vivienda_jove-
nes.pdf

3. Sociedad Hipotecaria Federal. Índice SHF de Precios de la Vivien-
da en México, cuarto trimestre de 2025. Disponible en: 

https://www.gob.mx/shf/articulos/indice-shf-de-precios-de-la-vi-
vienda-en-mexico-cuarto-trimestre-de-2025-1

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I59



Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60

4. Sociedad Hipotecaria Federal. Índice SHF de Precios de la Vivien-
da en México, primer trimestre de 2026. Boletín de prensa 03/2026.
Disponible en: 

https://www.gob.mx/shf/es/articulos/indice-shf-de-precios-de-la-
vivienda-en-mexico-primer-trimestre-de-2026

5. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Programa
Nacional de Vivienda 2026-2030, apartados 7, Diagnóstico de la situa-
ción actual y visión de largo plazo, y 10, Estrategias y líneas de acción,
Estrategia 2.1. Diario Oficial de la Federación, 14 de abril de 2026.
Consultado en agosto de 2026. Disponible en: 

https://sidof.segob.gob.mx/notas/5784740

6. Comisión Nacional de Vivienda, Situación habitacional de las per-
sonas jóvenes en México, op. cit.

7. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado. Anuario Estadístico 2025, tabla 1.1, Población derechohabiente por
entidad federativa y grupos de edad según sexo. Dirección Estratégica de
Información, Supervisión y Evaluación; 2026. Disponible en: 

https://www.issste.gob.mx/datosabiertos/anuarios/anuarios2025.
html

8. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Información estadística de los trabajadores afiliados al ISSSTE
y sus plazas (Información de Interés Nacional, generada en el marco
del convenio ISSSTE-INEGI ante el Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica), tabla IIN1: Trabajadores por entidad federa-
tiva y grupo de edad según sexo, diciembre de 2025. Disponible en: 

https://www.gob.mx/issste/documentos/informacion-estadistica-
de-trabajadores-afiliados-al-issste

9. Comisión Nacional de Vivienda, Situación habitacional de las per-
sonas jóvenes en México, op. cit.

10. Programa Nacional de Vivienda 2026-2030, op. cit.

11. Sociedad Hipotecaria Federal, Índice SHF de Precios de la Vivien-
da, cuarto trimestre de 2025, op. cit.

12. Sociedad Hipotecaria Federal, Índice SHF de Precios de la Vivien-
da, primer trimestre de 2026, op. cit.

13. Ibídem.

14. Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado. Crédito Mi FOVISSSTE, antes Cré-
dito Tradicional: montos máximos de financiamiento, requisitos y pro-
ceso de inscripción continua. Página oficial, consultada en agosto de
2026. Disponible en: 

https://fovissste.gob.mx/credito/credito-tradicional-fovissste/

15. Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, texto vigente (última reforma publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 15 de enero de 2026). Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LISSSTE.pdf

16. FOVISSSTE, Crédito Mi FOVISSSTE, op. cit.

17. Sociedad Hipotecaria Federal, Índice SHF de Precios de la Vivien-
da, primer trimestre de 2026, op. cit.

18. Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado. Crédito FOVISSSTE para Todos:
requisitos. Página oficial, consultada en agosto de 2026. Disponible en: 

https://fovissste.gob.mx/credito/credito-fovissste-para-todos/

19. ONU-Hábitat. Vivienda y ODS en México. Programa de las Na-
ciones Unidas para los Asentamientos Humanos; 2018. Citado en: Co-
misión Nacional de Vivienda, Situación habitacional de las personas
jóvenes en México, 2025.

20. Comisión Nacional de Vivienda, Situación habitacional de las per-
sonas jóvenes en México, op. cit.

21. Ibídem.

22. Ibídem.

23. ISSSTE, Información estadística de los trabajadores afiliados al
ISSSTE y sus plazas, tabla IIN1, op. cit.

24. Ibídem.

25. Ibídem.

26. FOVISSSTE, Crédito Mi FOVISSSTE, op. cit.

27. FOVISSSTE, Crédito FOVISSSTE para Todos, op. cit.

28. ISSSTE, Anuario Estadístico 2025, tabla 1.5, op. cit.



29. ISSSTE, Información estadística de los trabajadores afiliados al
ISSSTE y sus plazas, tabla IIN1, op. cit.

30. Comisión Nacional de Vivienda, Situación habitacional de las per-
sonas jóvenes en México, op. cit.

31. Ibídem.

32. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Anuario Estadístico 2024. Dirección Estratégica de Informa-
ción, Supervisión y Evaluación.

33. Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado. Programa de Crédito 2026. Diario
Oficial de la Federación, 5 de enero de 2026.

34. Programa Nacional de Vivienda 2026-2030, op. cit.

35. Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, texto vigente, op. cit.

36. Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, artículo 2, texto vigen-
te. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LIMJ.pdf

37. Sedatu-Conavi, Actualización del cálculo del rezago habitacional
2024, op. cit.

38. Programa Nacional de Vivienda 2026-2030, op. cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Armando Tejeda Cid (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS 
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO 

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, suscrita por el diputado César
Israel Damián Retes, y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputado César Israel Damián Retes, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes del artículo 4 de la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los efectos negativos ocasionados por el cambio climático
requieren de acciones efectivas para ser revertidos. Es fun-
damental que las naciones en el mundo implementen polí-
ticas públicas para disminuir las emisiones de carbono y
los gases de efecto invernadero, sin descuidar la provisión
de servicios que atiendan las necesidades básicas de la po-
blación

“El modelo de desarrollo contemporáneo requiere de
grandes cantidades de energía para producir y sostener
los bienes y servicios que propician un estado de bien-
estar a las personas. Por años, la obtención de energía en
todo el mundo ha provenido principalmente de los com-
bustibles de origen fósil (carbón, petróleo y gas) situa-
ción que ha dado lugar a un progresivo aumento de las
emisiones de GEI.

Según datos recientes del Panel Intergubernamental de
Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC), el consu-
mo de combustibles de origen fósil representa la mayor
parte de las emisiones mundiales de GEI de origen an-
tropogénico. Ello, además de ocasionar una gran depen-
dencia hacia estas fuentes, genera importantes efectos
negativos en el equilibrio ecológico, especialmente
afectaciones al suelo y al aire, que a su vez, comprome-
ten la salud de las personas”.1

Además de los efectos ambientales, el actual modelo ener-
gético representa una carga económica para millones de
hogares mexicanos. El acceso a la electricidad sigue sien-
do desigual y costoso, especialmente para las familias en
situación de vulnerabilidad, quienes destinan una mayor
proporción de su ingreso al pago de servicios básicos. En
un contexto de inflación y estancamiento económico, avan-
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zar hacia soluciones energéticas más baratas y sostenibles
es una cuestión de justicia social.

La energía eléctrica es un bien de consumo fundamental pa-
ra el desarrollo de las naciones, sin embargo, en la actuali-
dad su producción se sigue dando principalmente mediante
la utilización de combustibles fósiles lo cual ocasiona graves
impactos en el medio ambiente.

Si bien, la generación de energía eléctrica a través de ener-
gías renovables es algo que ha logrado importantes avan-
ces en los últimos años, se requiere fortalecer las acciones
y políticas públicas para producir mayor cantidad de ener-
gía eléctrica a través de energías limpias y renovables, con
lo cual se disminuirá la emisión de gases de efecto inver-
nadero. De acuerdo con las fracciones IX y X del artículo
3 de la Ley de Planeación y Transición Energética, las
energías limpias y renovables se definen de la siguiente
manera:

Artículo 3.- Para efectos de la interpretación y aplica-
ción de la presente Ley, se deben entender los conceptos
y las definiciones, en singular o plural, previstas en la
Ley del Sector Eléctrico, la Ley del Sector Hidrocarbu-
ros, la Ley de Biocombustibles, la Ley de Geotermia y
en las siguientes definiciones:

I. a VIII. …

IX. Energías Limpias: Son aquellas fuentes de energía
y procesos de generación de energía de bajas emisiones,
incluidos los definidos como tales en la Ley del Sector
Eléctrico;

X. Energías Renovables: Aquellas cuya fuente reside
en fenómenos de la naturaleza, procesos o materiales
susceptibles de ser transformados en energía aprovecha-
ble que se regeneran naturalmente o con capacidad de
regeneración a escala del tiempo del ser humano. Se
consideran fuentes de Energías Renovables las que se
enumeran a continuación:

a) El viento tanto en zonas terrestres como marinas;

b) La radiación solar, en todas sus formas;

c) El movimiento del agua en cauces naturales o en
aquellos artificiales con embalses ya existentes;

d) La energía oceánica en sus distintas formas, como los
provenientes de las mareas, del gradiente térmico mari-
no, de las corrientes marinas superficiales o submarinas,
de olas, del gradiente de concentración de sal y cual-
quier otra forma de energía aprovechable del mar;

e) La energía que se obtiene mediante el aprovecha-
miento del calor interno de la tierra, y

f) Los energéticos que determine la Ley de Biocombus-
tibles;

XI. a XXVIII. …2

Los estados en el mundo enfrentan un gran reto en materia
de generación de energía eléctrica y de combate al cambio
climático, y a pesar de que muchos de ellos han imple-
mentado importantes medidas a favor del medio ambiente,
es imprescindible seguir trabajando para garantizar a su po-
blación derechos fundamentales como el acceso a la ener-
gía eléctrica y disfrutar de un medio ambiente sano.

En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas ha
puesto en marcha una agenda a mediano plazo, en el que
las naciones están comprometidas a implementar medidas
para combatir y en su caso revertir el cambio climático co-
mo es el caso de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible la cual plantea dentro de su objetivo 7 lo siguiente:

El Objetivo 7 pretende garantizar el acceso a una energía
limpia y asequible, clave para el desarrollo de la agricultu-
ra, las empresas, las comunicaciones, la educación, la sani-
dad y el transporte.3

Para garantizar el cumplimiento del objetivo 7 de la
“Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, se estable-
cieron las siguientes metas:

7.1 De aquí a 2030, garantizar el acceso universal a ser-
vicios energéticos asequibles, fiables y modernos.

7.2 De aquí a 2030, aumentar considerablemente la pro-
porción de energía renovable en el conjunto de fuentes
energéticas.

7.3 De aquí a 2030, duplicar la tasa mundial de mejora
de la eficiencia energética.

7.a De aquí a 2030, aumentar la cooperación internacio-
nal para facilitar el acceso a la investigación y la tecno-



logía relativas a la energía limpia, incluidas las fuentes
renovables, la eficiencia energética y las tecnologías
avanzadas y menos contaminantes de combustibles fó-
siles, y promover la inversión en infraestructura energé-
tica y tecnologías limpias.

7.b De aquí a 2030, ampliar la infraestructura y mejorar
la tecnología para prestar servicios energéticos moder-
nos y sostenibles para todos en los países en desarrollo,
en particular los países menos adelantados, los peque-
ños Estados insulares en desarrollo y los países en desa-
rrollo sin litoral, en consonancia con sus respectivos
programas de apoyo.4

No se trata únicamente de alcanzar metas internacionales,
sino de transformar la vida cotidiana de las personas. Do-
tar a los hogares de energía solar no solo reduce su huella
de carbono, también libera recursos para alimentación, sa-
lud o educación. Democratizar la energía es una forma con-
creta de reducir desigualdades.

Nuestro país ha tenido un papel activo en el diseño y en la
implementación de esta estrategia por lo cual, es funda-
mental fortalecer las acciones que nos permitan garantizar
su cumplimiento.

México ha mantenido su participación activa en la imple-
mentación de la Agenda 2030, algunos de los avances son:
México fue uno de los dos países voluntarios en la región
para presentar avances sobre los ODS ante el Foro Político
de Alto Nivel en Desarrollo Sostenible.5

En el caso específico de nuestro país, atender los efectos
negativos del cambio climático sigue siendo una asignatu-
ra pendiente. Si bien se han dado pasos importantes, nues-
tra ubicación geográfica —altamente vulnerable— y las
condiciones climáticas extremas en distintas regiones nos
exigen redoblar esfuerzos, no solo desde el Estado, sino
también desde el diseño de políticas públicas y de una le-
gislación transformadora que esté a la altura del reto. En
este contexto, los hogares mexicanos pagan en promedio
entre $600 y $1,500 pesos bimestrales por concepto de
electricidad. La instalación de paneles solares puede redu-
cir este gasto hasta en un 90%. Además, cada kilowatt-ho-
ra generado localmente representa menor presión sobre la
red eléctrica nacional, evitando apagones, picos de deman-
da y pérdidas por transmisión. Apostar por techos solares
es apostar por resiliencia energética y autonomía para los
ciudadanos.

Nos encontramos ante un gran reto que debe ser atendido
mediante políticas públicas concretas y a través de una
agenda legislativa clara, que se traduzca en acciones a fa-
vor del medio ambiente y en garantizar la provisión de ser-
vicios públicos a la población como la energía eléctrica a
través de energías renovables.

En el caso de México, las características geográficas, físi-
cas y naturales, hacen que el país tenga un importante po-
tencial para la generación de energía a través de fuentes re-
novables.6

Según el estudio Solar Potential Mapping realizado por la
Agencia Internacional de Energías Renovables (IRENA),
México se encuentra entre los cinco países con mayor po-
tencial para generación solar distribuida. En estados como
Sonora, Baja California, Oaxaca y Chihuahua, el aprove-
chamiento de la radiación solar podría cubrir prácticamente
toda la demanda residencial.

Es por lo anterior que, como legislador, encuentro la oportu-
nidad de establecer dentro de los marcos jurídicos de nuestro
país, la obligación de incorporar mecanismos y medios tec-
nológicos para generar energía eléctrica a través de la energía
solar en edificios públicos de los tres órdenes de gobierno y
de las construcciones nuevas destinadas a vivienda, industria,
oficinas, centros comerciales, etc. También considero que es-
tas medidas contribuirán en incidir para que a mediano y lar-
go plazo, las edificaciones e infraestructura física desarrolla-
da con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto,
incorporen estas tecnologías para la generación de energía
eléctrica a través de la energía solar.

Experiencias internacionales confirman que este tipo de
políticas son viables y exitosas. En California, desde 2020
es obligatorio que todas las viviendas nuevas cuenten con
paneles solares. En Alemania, el programa KfW ofrece fi-
nanciamiento público a hogares para instalación de siste-
mas fotovoltaicos. En India, el esquema PM-KUSUM sub-
sidia hasta el 60 por ciento de la instalación en zonas
rurales. En Chile, los techos solares comunitarios se han
convertido en una política nacional replicable.

México no puede quedarse atrás. No por falta de sol, sino
por falta de decisión. Esta iniciativa no solo alinea al país
con sus compromisos internacionales; también abre la
puerta a una transformación energética con rostro social:
sostenible, justa y descentralizada.
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Con la aprobación de esta reforma, se logrará atender la de-
manda de energía eléctrica de diversos sectores de la po-
blación en nuestro país, al evitar la saturación de la red
eléctrica nacional y disminuir la emisión de gases de efec-
to invernadero, lo cual permitirá a México, atender los
compromisos adquiridos en materia de cambio climático y
posibilitar su adaptación a las variaciones climatológicas
que actualmente enfrentamos. Asimismo, la adopción ma-
siva de tecnologías solares permitirá a millones de mexica-
nos reducir de forma sustancial sus gastos domésticos, ge-
nerar excedentes de energía y participar activamente en la
transición energética del país.

Por lo anteriormente expuesto, es de señalar que el objeti-
vo de la presente iniciativa es reformar Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y De-
sarrollo Urbano, con la finalidad de establecer que la Fe-
deración, las entidades federativas, los municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán promover
estrategias y mecanismos para que los particulares desarro-
llen e implementen tecnologías para la captación y aprove-
chamiento de agua pluvial y para la generación de energí-
as limpias para autoconsumo.

Para dar mayor claridad a la propuesta planteada se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del artículo 4 de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano.

Proyecto de Decreto

Artículo Único.- Se reforma la fracción IX del artículo 4,
y se adiciona un párrafo segundo a la fracción IX del ar-
tículo 4 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Or-
denamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para quedar
como sigue:

Artículo 4. …

I. a VIII. …

IX. Sustentabilidad ambiental. Promover prioritaria-
mente, el uso racional del agua y de los recursos natura-
les renovables y no renovables, para evitar comprome-
ter la capacidad de futuras generaciones. Así como
evitar rebasar la capacidad de carga de los ecosistemas
y que el Crecimiento urbano ocurra sobre suelos agro-
pecuarios de alta calidad, áreas naturales protegidas o
bosques.

La Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales, en el ámbito
de sus respectivas competencias, deberán promover
estrategias y mecanismos para que los particulares
desarrollen e implementen tecnologías para la capta-
ción y aprovechamiento de agua pluvial y para la ge-
neración de energías limpias para autoconsumo, y

X. …

Transitorios

Artículo Primero. - El presente decreto entrará en vigor en
el siguiente ejercicio fiscal que corresponda a su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. - Las erogaciones que se pudieran ge-
nerar con motivo de la entrada en vigor del presente decre-
to, se realizarán con cargo a los recursos aprobados expre-
samente para esos fines por la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión en los respectivos presupuestos de
egresos de los ejecutores de gasto competentes, en el ejer-
cicio fiscal correspondiente, por lo que no se autorizarán
recursos adicionales para tales efectos.
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4 ONU. (s.f.). Objetivo 7: Garantizar el acceso a una energía asequible,
segura, sostenible y moderna. Recuperado el mayo de 2025, de 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/energy/

5 ONU. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sostenible. Recuperado el ma-
yo de 2025, de 

https://mexico.un.org/es/sdgs?afd_azwaf_tok=eyJhbGciOiJSU-
zI1NiJ9.eyJhdWQiOiJtZXhpY28udW4ub3JnIiwiZXhwI-
joxNzQ2NzQ2NjY5LCJpYXQiOjE3NDY3NDY2NTksImlzcyI6I
nRpZXIxLTU2N2Q4NmY4OWMtenRsNm0iLCJzdWIiOiIyM-
DEuMTQxLjE3LjEwOSIsImRhdGEiOnsidHlwZSI6Imlzc3VlZCI
sInJlZiI6Ij

6 CEMDA. (2017). Marco jurídico de las energías renovables en Mé-
xico. Recuperado el mayo de 2025, de 

https://cemda.org.mx/wp-content/uploads/2024/07/Marco-jurídi-
co-de-las-energías-renovables-en-México.final_.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de
2026.— Diputado César Israel Damián Retes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del artículo 17 Ter de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, suscrita por el diputado
César Israel Damián Retes y las y los legisladores inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputado César Israel Damián Retes, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes del artículo 17 Ter de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los efectos negativos ocasionados por el cambio climático
requieren de acciones efectivas para ser revertidos. Es fun-
damental que las naciones en el mundo implementen polí-
ticas públicas para disminuir las emisiones de carbono y
los gases de efecto invernadero, sin descuidar la provisión
de servicios que atiendan las necesidades básicas de la po-
blación

“El modelo de desarrollo contemporáneo requiere de gran-
des cantidades de energía para producir y sostener los bie-
nes y servicios que propician un estado de bienestar a las
personas. Por años, la obtención de energía en todo el mun-
do ha provenido principalmente de los combustibles de ori-
gen fósil (carbón, petróleo y gas) situación que ha dado lu-
gar a un progresivo aumento de las emisiones de GEI.

Según datos recientes del Panel Intergubernamental de Ex-
pertos sobre el Cambio Climático (IPCC), el consumo de
combustibles de origen fósil representa la mayor parte de
las emisiones mundiales de GEI de origen antropogénico.
Ello, además de ocasionar una gran dependencia hacia es-
tas fuentes, genera importantes efectos negativos en el
equilibrio ecológico, especialmente afectaciones al suelo y
al aire, que, a su vez, comprometen la salud de las perso-
nas”.1
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Además de los efectos ambientales, el actual modelo ener-
gético representa una carga económica para millones de
hogares mexicanos. El acceso a la electricidad sigue sien-
do desigual y costoso, especialmente para las familias en
situación de vulnerabilidad, quienes destinan una mayor
proporción de su ingreso al pago de servicios básicos. En
un contexto de inflación y estancamiento económico, avan-
zar hacia soluciones energéticas más baratas y sostenibles
es una cuestión de justicia social.

La energía eléctrica es un bien de consumo fundamental pa-
ra el desarrollo de las naciones, sin embargo, en la actuali-
dad su producción se sigue dando principalmente mediante
la utilización de combustibles fósiles lo cual ocasiona graves
impactos en el medio ambiente.

Si bien, la generación de energía eléctrica a través de energí-
as renovables es algo que ha logrado importantes avances en
los últimos años, se requiere fortalecer las acciones y políti-
cas públicas para producir mayor cantidad de energía eléctri-
ca a través de energías limpias y renovables, con lo cual se
disminuirá la emisión de gases de efecto invernadero. De
acuerdo con las fracciones IX y X del artículo 3 de la Ley de
Planeación y Transición Energética, las energías limpias y re-
novables se definen de la siguiente manera:

Artículo 3.- Para efectos de la interpretación y aplica-
ción de la presente Ley, se deben entender los conceptos
y las definiciones, en singular o plural, previstas en la
Ley del Sector Eléctrico, la Ley del Sector Hidrocarbu-
ros, la Ley de Biocombustibles, la Ley de Geotermia y
en las siguientes definiciones:

I. a

VIII. …

IX. Energías Limpias: Son aquellas fuentes de energía
y procesos de generación de energía de bajas emisiones,
incluidos los definidos como tales en la Ley del Sector
Eléctrico;

X. Energías Renovables: Aquellas cuya fuente reside
en fenómenos de la naturaleza, procesos o materiales
susceptibles de ser transformados en energía aprovecha-
ble que se regeneran naturalmente o con capacidad de
regeneración a escala del tiempo del ser humano. Se
consideran fuentes de Energías Renovables las que se
enumeran a continuación:

a) El viento tanto en zonas terrestres como marinas;

b) La radiación solar, en todas sus formas;

c) El movimiento del agua en cauces naturales o en
aquellos artificiales con embalses ya existentes;

d) La energía oceánica en sus distintas formas, como los
provenientes de las mareas, del gradiente térmico mari-
no, de las corrientes marinas superficiales o submarinas,
de olas, del gradiente de concentración de sal y cual-
quier otra forma de energía aprovechable del mar;

e) La energía que se obtiene mediante el aprovecha-
miento del calor interno de la tierra, y

f) Los energéticos que determine la Ley de Biocombus-
tibles;

XI. a XXVIII. …2

Los estados en el mundo enfrentan un gran reto en materia
de generación de energía eléctrica y de combate al cambio
climático, y a pesar de que muchos de ellos han imple-
mentado importantes medidas a favor del medio ambiente,
es imprescindible seguir trabajando para garantizar a su po-
blación derechos fundamentales como el acceso a la ener-
gía eléctrica y disfrutar de un medio ambiente sano.

En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas ha
puesto en marcha una agenda a mediano plazo, en el que
las naciones están comprometidas a implementar medidas
para combatir y en su caso revertir el cambio climático co-
mo es el caso de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible la cual plantea dentro de su objetivo 7 lo siguiente:

El Objetivo 7 pretende garantizar el acceso a una energía
limpia y asequible, clave para el desarrollo de la agricultu-
ra, las empresas, las comunicaciones, la educación, la sani-
dad y el transporte.3

Para garantizar el cumplimiento del objetivo 7 de la
“Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, se estable-
cieron las siguientes metas:

7.1 De aquí a 2030, garantizar el acceso universal a ser-
vicios energéticos asequibles, fiables y modernos.
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7.2 De aquí a 2030, aumentar considerablemente la pro-
porción de energía renovable en el conjunto de fuentes
energéticas.

7.3 De aquí a 2030, duplicar la tasa mundial de mejora
de la eficiencia energética.

7.a De aquí a 2030, aumentar la cooperación internacio-
nal para facilitar el acceso a la investigación y la tecno-
logía relativas a la energía limpia, incluidas las fuentes
renovables, la eficiencia energética y las tecnologías
avanzadas y menos contaminantes de combustibles fó-
siles, y promover la inversión en infraestructura energé-
tica y tecnologías limpias.

7.b De aquí a 2030, ampliar la infraestructura y mejorar
la tecnología para prestar servicios energéticos moder-
nos y sostenibles para todos en los países en desarrollo,
en particular los países menos adelantados, los peque-
ños Estados insulares en desarrollo y los países en desa-
rrollo sin litoral, en consonancia con sus respectivos
programas de apoyo.4

No se trata únicamente de alcanzar metas internacionales,
sino de transformar la vida cotidiana de las personas. Do-
tar a los hogares de energía solar no solo reduce su huella
de carbono, también libera recursos para alimentación, sa-
lud o educación. Democratizar la energía es una forma con-
creta de reducir desigualdades.

Nuestro país ha tenido un papel activo en el diseño y en la
implementación de esta estrategia por lo cual, es funda-
mental fortalecer las acciones que nos permitan garantizar
su cumplimiento.

México ha mantenido su participación activa en la imple-
mentación de la Agenda 2030, algunos de los avances son:
México fue uno de los dos países voluntarios en la región
para presentar avances sobre los ODS ante el Foro Político
de Alto Nivel en Desarrollo Sostenible.5

En el caso específico de nuestro país, atender los efectos
negativos del cambio climático sigue siendo una asignatu-
ra pendiente. Si bien se han dado pasos importantes, nues-
tra ubicación geográfica —altamente vulnerable— y las
condiciones climáticas extremas en distintas regiones nos
exigen redoblar esfuerzos, no solo desde el Estado, sino
también desde el diseño de políticas públicas y de una le-
gislación transformadora que esté a la altura del reto. En
este contexto, los hogares mexicanos pagan en promedio

entre $600 y $1,500 pesos bimestrales por concepto de
electricidad. La instalación de paneles solares puede redu-
cir este gasto hasta en un 90 por ciento. Además, cada ki-
lowatt-hora generado localmente representa menor presión
sobre la red eléctrica nacional, evitando apagones, picos de
demanda y pérdidas por transmisión. Apostar por techos
solares es apostar por resiliencia energética y autonomía
para los ciudadanos.

Nos encontramos ante un gran reto que debe ser atendido
mediante políticas públicas concretas y a través de una
agenda legislativa clara, que se traduzca en acciones a fa-
vor del medio ambiente y en garantizar la provisión de ser-
vicios públicos a la población como la energía eléctrica a
través de energías renovables.

En el caso de México, las características geográficas, físi-
cas y naturales, hacen que el país tenga un importante po-
tencial para la generación de energía a través de fuentes re-
novables.6

Según el estudio Solar Potential Mapping realizado por la
Agencia Internacional de Energías Renovables (IRENA),
México se encuentra entre los cinco países con mayor po-
tencial para generación solar distribuida. En estados como
Sonora, Baja California, Oaxaca y Chihuahua, el aprove-
chamiento de la radiación solar podría cubrir prácticamente
toda la demanda residencial.

Es por lo anterior que, como legislador, encuentro la opor-
tunidad de establecer dentro de los marcos jurídicos de
nuestro país, la obligación de incorporar mecanismos y
medios tecnológicos para generar energía eléctrica a través
de la energía solar en edificios públicos de los tres órdenes
de gobierno y de las construcciones nuevas destinadas a vi-
vienda, industria, oficinas, centros comerciales, etc. Tam-
bién considero que estas medidas contribuirán en incidir
para que a mediano y largo plazo, las edificaciones e in-
fraestructura física desarrollada con anterioridad a la entra-
da en vigor del presente decreto, incorporen estas tecnolo-
gías para la generación de energía eléctrica a través de la
energía solar.

Experiencias internacionales confirman que este tipo de
políticas son viables y exitosas. En California, desde 2020
es obligatorio que todas las viviendas nuevas cuenten con
paneles solares. En Alemania, el programa KfW ofrece fi-
nanciamiento público a hogares para instalación de siste-
mas fotovoltaicos. En India, el esquema PM-KUSUM sub-
sidia hasta el 60 por ciento de la instalación en zonas
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rurales. En Chile, los techos solares comunitarios se han
convertido en una política nacional replicable.

México no puede quedarse atrás. No por falta de sol, sino
por falta de decisión. Esta iniciativa no solo alinea al país
con sus compromisos internacionales; también abre la
puerta a una transformación energética con rostro social:
sostenible, justa y descentralizada.

Con la aprobación de esta reforma, se logrará atender la de-
manda de energía eléctrica de diversos sectores de la po-
blación en nuestro país, al evitar la saturación de la red
eléctrica nacional y disminuir la emisión de gases de efec-
to invernadero, lo cual permitirá a México, atender los
compromisos adquiridos en materia de cambio climático y
posibilitar su adaptación a las variaciones climatológicas
que actualmente enfrentamos.

Por lo anteriormente expuesto, es de señalar que el objeti-
vo de la presente iniciativa es reformar los párrafos prime-
ro, segundo y tercero; y adicionar un párrafo cuarto al ar-
tículo 17 Ter de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente con la finalidad de establecer la
obligación de instalar un sistema de generación de energía
solar fotovoltaico en las dependencias de la Administra-
ción Pública Federal, el Poder Legislativo Federal y el Po-
der Judicial de la Federación. Asimismo, se establece que
el agua pluvial se utilizará en los baños, las labores de lim-
pieza de pisos y ventanas, el riego de jardines y árboles de
ornato.

Para dar mayor claridad a la propuesta planteada se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del artículo 17 Ter de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único.- Se reforman los párrafos primero, se-
gundo y tercero del artículo 17 Ter, y se adiciona un pá-
rrafo cuarto al artículo 17 Ter de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar
como sigue:

Artículo 17 Ter.- Las dependencias de la Administración
Pública Federal, el Poder Legislativo Federal y el Poder Ju-
dicial de la Federación, instalarán en los inmuebles a su
cargo, un sistema de captación de agua pluvial y un siste-
ma solar fotovoltaico, debiendo atender los requerimien-
tos de la zona geográfica en que se encuentren y la posibi-
lidad física, técnica y financiera que resulte conveniente
para cada caso.
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La instalación del sistema de captación de agua pluvial y
del sistema solar fotovoltaico en aquellos inmuebles a
cargo de las dependencias de la Administración Pública Fe-
deral, el Poder Legislativo Federal y el Poder Judicial de la
Federación, declarados monumentos artísticos e históricos
en términos de lo dispuesto por la Ley Federal de Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos se
llevará a cabo bajo la rigurosa supervisión de expertos del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o del Institu-
to Nacional de Bellas Artes, según corresponda, con obje-
to de evitar afectaciones a dichos inmuebles.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, por
agua pluvial se entiende aquella que proviene de la lluvia,
el granizo y la nieve. Esta se utilizará en los baños, las
labores de limpieza de pisos y ventanas, el riego de jar-
dines y árboles de ornato.

Por sistema solar fotovoltaico se entiende al total de
componentes y subsistemas que, combinados, convier-
ten la energía solar en energía eléctrica apropiada para
conectar una carga de utilización. La energía eléctrica
generada será utilizada para solventar las necesidades
de consumo del inmueble en el que fueron instalados.

Transitorios

Artículo Primero. - El presente decreto entrará en vigor
en el siguiente ejercicio fiscal que corresponda a su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. - Las dependencias de la Administra-
ción Pública Federal, el Poder Legislativo Federal y el Po-
der Judicial de la Federación contarán con un plazo no ma-
yor a trescientos sesenta días naturales para llevar a cabo la
instalación del sistema solar fotovoltaico a que se refiere el
artículo 17 Ter de esta Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente.

Artículo Tercero. - Las erogaciones que se pudieran gene-
rar con motivo de la entrada en vigor del presente decreto,
se realizarán con cargo a los recursos aprobados expresa-
mente para esos fines por la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión en los respectivos presupuestos de egre-
sos de los ejecutores de gasto competentes, en el ejercicio
fiscal correspondiente, por lo que no se autorizarán recur-
sos adicionales para tales efectos.

Notas
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xico. Recuperado el mayo de 2025, de 
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gética. Recuperado el mayo de 2025, de 
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3 ONU. (s.f.). Objetivo 7: Garantizar el acceso a una energía asequible,
segura, sostenible y moderna. Recuperado el mayo de 2025, de 
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joxNzQ2NzQ2NjY5LCJpYXQiOjE3NDY3NDY2NTksImlzcyI6I
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DEuMTQxLjE3LjEwOSIsImRhdGEiOnsidHlwZSI6Imlzc3VlZCI
sInJlZiI6Ij

6 CEMDA. (2017). Marco jurídico de las energías renovables en Mé-
xico. Recuperado el mayo de 2025, de 

https://cemda.org.mx/wp-content/uploads/2024/07/Marco-jurídi-
co-de-las-energías-renovables-en-México.final_.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre del
2026.— Diputado César Israel Damián Retes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Educación, suscrita por el diputado Fidel Da-
niel Chimal García y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Fidel Daniel Chimal Gar-
cía, integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y en los artículos 6o. fracción I, 78 y 79 fracción II;
80, 82, punto 2, fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete
a consideración de esta honorable soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan di-
versas disposiciones a la Ley General de Educación, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. El vacío institucional en la supervisión de institucio-
nes educativas con esquemas de internamiento y disci-
plina especializada: un riesgo para la protección de ni-
ñas, niños y adolescentes

La educación constituye uno de los pilares fundamentales
para el desarrollo integral de la niñez y la adolescencia, así
como una de las principales responsabilidades del Estado
mexicano. El artículo 3o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos reconoce la rectoría del Estado
en materia educativa y establece la obligación de garanti-
zar que el proceso de enseñanza se desarrolle en condicio-
nes que salvaguarden la dignidad, la integridad y el interés
superior de niñas, niños y adolescentes. En consecuencia,
la función educativa no se limita a la transmisión de cono-
cimientos, sino que comprende también el deber de asegu-
rar entornos seguros y libres de cualquier forma de violen-
cia para quienes forman parte del Sistema Educativo
Nacional.

Actualmente, millones de estudiantes mexicanos cursan
sus estudios en instituciones particulares que, además de
impartir educación, pueden asumir funciones de cuidado,
supervisión y custodia temporal o prolongada de menores
de edad. Sin embargo, diversos acontecimientos recientes
han puesto de manifiesto la existencia de vacíos normati-
vos e institucionales respecto de los mecanismos de ins-
pección y vigilancia aplicables a determinados modelos

educativos con esquemas de internamiento o disciplina es-
pecializada. Frente a esta realidad, resulta indispensable
fortalecer el marco jurídico vigente para garantizar que
ninguna institución educativa que tenga bajo su responsa-
bilidad a niñas, niños y adolescentes opere sin mecanismos
claros de supervisión por parte de las autoridades compe-
tentes.

De acuerdo con el documento Principales Cifras del Siste-
ma Educativo Nacional 2024-2025, elaborado por la Se-
cretaría de Educación Pública (SEP), el Sistema Educativo
Nacional atiende a 34 millones 370 mil 623 estudiantes,
distribuidos en 262 mil 351 escuelas y respaldados por una
plantilla de 2 millones 180 mil 559 docentes. Del total de
la matrícula nacional, 5 millones 601 mil 256 alumnas y
alumnos cursan sus estudios en instituciones privadas,
cifra que representa el 16.3 % del sistema educativo me-
xicano, a través de 42 mil 117 planteles particulares. Lo
anterior pone de manifiesto la relevancia que tiene la edu-
cación privada dentro del país y la necesidad de garantizar
que todos los espacios educativos operen bajo mecanismos
eficaces de supervisión y protección de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes.1

En particular, la educación básica concentra la mayor par-
te de la población infantil y adolescente del país, con 2 mi-
llones 678 mil 218 estudiantes inscritos en 29 mil 725 es-
cuelas privadas. Asimismo, la educación media superior
cuenta con 821 mil 207 alumnos distribuidos en 6 mil
430 planteles particulares, mientras que la educación su-
perior registra una matrícula de 2millones 101 mil 831 es-
tudiantes en 5 mil 962 instituciones privadas. Estas ci-
fras evidencian que millones de menores y jóvenes
desarrollan su trayectoria académica en centros educativos
particulares, por lo que resulta indispensable fortalecer los
mecanismos institucionales de vigilancia y supervisión, es-
pecialmente en aquellos espacios que, además de impartir
educación, ejercen funciones de cuidado y custodia sobre
sus estudiantes.2

No obstante, la dimensión del sistema educativo privado en
México también implica importantes desafíos en materia
de protección de niñas, niños y adolescentes. Aunque más
de 5.6 millones de estudiantes cursan sus estudios en ins-
tituciones particulares y más de 42 mil escuelas privadas
forman parte del Sistema Educativo Nacional, la evidencia
demuestra que los espacios escolares no están exentos de
fenómenos de violencia que afectan la integridad física y
emocional de los educandos.3
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La violencia en los entornos escolares constituye un desa-
fío persistente para la protección integral de niñas, niños y
adolescentes en México. De acuerdo con la Red por los
Derechos de la Infancia en México (REDIM), con base en
los registros de lesiones de la Secretaría de Salud, durante
2024 un total de 1,058 personas de entre 1 y 17 años fue-
ron atendidas en hospitales del país por hechos de vio-
lencia física ocurridos en escuelas, lo que representó un
incremento del 12.2 % respecto de 2023 y del 132 % en
comparación con 2010, convirtiéndose en el año con el
mayor número de hospitalizaciones por esta causa desde
que existen registros oficiales. Del total de víctimas, el
66.2% correspondió a adolescentes de entre 12 y 17
años, mientras que el 28.8 % tenía entre 6 y 11 años.4

Asimismo, la REDIM documentó que durante 2024 se re-
gistraron 456 hospitalizaciones por violencia psicológica
escolar y 244 casos relacionados con violencia sexual en
centros educativos. Resulta particularmente preocupante
que, desde 2010, las hospitalizaciones derivadas de violen-
cia psicológica en las escuelas hayan aumentado
2,582.4%, mientras que los casos de violencia sexual es-
colar se incrementaron 1,061.9%. En ambos casos, las
principales personas agresoras identificadas por las vícti-
mas fueron personas conocidas, entre las que podían en-
contrarse estudiantes, docentes u otros integrantes de la co-
munidad escolar.5

Si bien la mayoría de estos hechos ocurre en escuelas ordi-
narias, el riesgo se intensifica en aquellas instituciones que,
además de impartir educación, ejercen funciones de inter-
namiento, disciplina especializada o custodia prolongada
sobre menores de edad, pues la ausencia de mecanismos
específicos de supervisión puede generar condiciones de
vulnerabilidad incompatibles con el interés superior de la
niñez.

Uno de los casos más representativos de los riesgos aso-
ciados a la falta de mecanismos específicos de supervisión
en instituciones educativas con esquemas de disciplina es-
pecializada es el de Zamir Pinto, adolescente de dieciséis
años que falleció el 28 de noviembre de 2023 al interior
del Colegio Militarizado Aztlán, ubicado en el munici-
pio de Tultitlán, Estado de México. De acuerdo con la
Fiscalía General de Justicia del Estado de México, el me-
nor perdió la vida a consecuencia de un traumatismo pro-
fundo abdominal producido por golpes propinados
dentro de las instalaciones del plantel, situación que de-
rivó en la detención de uno de los instructores de la insti-
tución, quien fue señalado como probable responsable de

los hechos. Las investigaciones ministeriales establecieron
que las lesiones fueron ocasionadas por la acción de obje-
tos contundentes y que el adolescente incluso realizó ma-
niobras de defensa antes de fallecer.6

Asimismo, las autoridades determinaron que la posición en
la que fue encontrado el cuerpo no correspondía con la for-
ma en que ocurrieron los hechos, por lo que existían indi-
cios de que había sido manipulado posteriormente. Como
parte de las diligencias, el Ministerio Público ordenó el
aseguramiento del plantel educativo, no solo por el homi-
cidio del menor, sino también por la posible comisión de
otros delitos, entre ellos denuncias de abuso sexual en per-
juicio de estudiantes.

Un segundo caso que evidenció las deficiencias en los me-
canismos de supervisión aplicables a instituciones educati-
vas con esquemas de disciplina especializada fue el de
Erick Leonardo Terán Torbellín, estudiante de trece
años de edad que falleció en abril de 2025 tras partici-
par en un campamento organizado por la Academia
Militarizada Ollin Cuauhtémoc, ubicada en la Ciudad de
México. De acuerdo con el testimonio de sus familiares, el
menor fue entregado a la institución en condiciones ópti-
mas de salud el 23 de abril de 2025 para asistir a una ex-
cursión en el municipio de Cuautla, Morelos; sin embargo,
dos días después, la escuela informó a su madre que el ado-
lescente se encontraba enfermo. Posteriormente, las autori-
dades médicas determinaron que el menor presentaba le-
siones internas graves, incluyendo un estallamiento de
vísceras, circunstancia que motivó la apertura de investiga-
ciones por parte de las fiscalías de Morelos y de la Ciudad
de México.7

El caso adquirió una dimensión aún más preocupante cuan-
do la Secretaría de Educación Pública informó que la Aca-
demia Militarizada Ollin Cuauhtémoc no había realizado
los trámites correspondientes para obtener autorización pa-
ra llevar a cabo el campamento donde ocurrieron los he-
chos. Asimismo, las autoridades administrativas suspen-
dieron las actividades del plantel tras detectar que no
contaba con un programa interno de protección civil y, adi-
cionalmente, decenas de familias presentaron denuncias
por presuntos malos tratos contra estudiantes.

Por último, es preciso mencionar el caso de Dafne Zapata
Quintos, adolescente de trece años que falleció en julio
de 2026 durante un curso de verano organizado por
una academia militarizada en Ciudad Madero, Tamau-
lipas, representa uno de los episodios más recientes que
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han reavivado el debate sobre la responsabilidad del Esta-
do en la supervisión de instituciones educativas que ejercen
funciones de custodia sobre niñas, niños y adolescentes. De
acuerdo con la información difundida por las autoridades,
la Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas
inició una investigación bajo el protocolo de feminicidio y
ha señalado que las indagatorias continúan para esclarecer
las circunstancias en las que ocurrió el fallecimiento de la
menor, cuya causa de muerte fue determinada, mediante
estudios forenses, como asfixia por sumersión.8

Más allá de las responsabilidades penales que, en su mo-
mento, determinen las autoridades competentes, el caso
evidenció la existencia de interrogantes relacionadas
con la supervisión, vigilancia y control de aquellas ins-
tituciones que, además de impartir actividades educati-
vas o recreativas, asumen temporalmente la custodia de
personas menores de edad. En ese sentido, diversas orga-
nizaciones especializadas en derechos de la infancia han
señalado la necesidad de revisar los mecanismos mediante
los cuales las autoridades educativas verifican las condi-
ciones de operación, los protocolos de seguridad y las me-
didas de protección implementadas en este tipo de espa-
cios, con el propósito de prevenir actos de violencia y
garantizar el interés superior de la niñez.9

Asimismo, la Defensoría de los Derechos de la Infancia ha
sostenido que el caso pone de manifiesto la importancia
de fortalecer los instrumentos de supervisión institucional
y de establecer mecanismos claros de coordinación entre
las autoridades educativas y las instancias encargadas de
la protección de niñas, niños y adolescentes, particular-
mente cuando las instituciones desarrollan actividades
que implican internamiento, disciplina especializada o
custodia prolongada. En consecuencia, el fallecimiento de
Dafne Zapata no solo exige el esclarecimiento de los hechos
y el acceso a la justicia para las víctimas, sino también una re-
flexión profunda sobre la necesidad de consolidar un marco
normativo que garantice que ninguna institución educativa
opere al margen de mecanismos eficaces de inspección y vi-
gilancia.10

En suma, los casos de Zamir Pinto, Erick Leonardo Terán y
Dafne Zapata evidencian que, si bien las circunstancias par-
ticulares de cada uno son distintas y las investigaciones co-
rrespondientes continúan su curso, todos comparten un ele-
mento común: ocurrieron en instituciones que, además de
desarrollar actividades educativas o de formación especiali-
zada, asumieron temporalmente funciones de custodia y

disciplina sobre niñas, niños y adolescentes. Estos hechos
ponen de manifiesto la necesidad de fortalecer los meca-
nismos de supervisión, inspección y vigilancia por parte
de las autoridades educativas, a fin de garantizar que
cualquier modalidad educativa que implique la perma-
nencia prolongada de personas menores de edad cuente
con protocolos claros de protección, rendición de cuen-
tas y salvaguarda de sus derechos, en estricto apego al
interés superior de la niñez.

2. Fortalecimiento de la rectoría del Estado y de los me-
canismos de supervisión educativa para garantizar la
protección integral de niñas, niños y adolescentes

La protección integral de niñas, niños y adolescentes cons-
tituye una obligación que corresponde a todas las autorida-
des, de conformidad con el principio del interés superior de
la niñez reconocido por el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En materia edu-
cativa, esta obligación adquiere especial relevancia cuando
las instituciones particulares desarrollan actividades que
implican que las personas menores de edad permanezcan
bajo su responsabilidad fuera de las condiciones ordinarias
de impartición del servicio educativo.

La Ley General de Educación establece un régimen de au-
torización y reconocimiento de validez oficial de estudios
para los particulares que pretendan impartir servicios edu-
cativos. Para ello, el artículo 147 determina diversos requi-
sitos que deben acreditar las instituciones solicitantes, entre
ellos contar con instalaciones que satisfagan las condiciones
higiénicas, de seguridad, de protección civil, pedagógicas y
de accesibilidad que determine la autoridad otorgante, así
como con los planes y programas de estudio correspon-
dientes.

Sin embargo, el marco jurídico vigente no establece de ma-
nera expresa requisitos adicionales para aquellos particula-
res que, además de prestar servicios educativos, desarrollen
actividades como internados, traslados, ejercicios físicos o
campamentos, en las cuales niñas, niños y adolescentes pue-
den permanecer temporalmente bajo su responsabilidad y
custodia. Esta ausencia de previsiones específicas dificulta
que, desde el momento en que se solicita la autorización o el
reconocimiento de validez oficial de estudios, la autoridad
educativa pueda verificar que el particular cuenta con las
condiciones humanas, materiales y operativas necesarias pa-
ra garantizar la integridad de los educandos.
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La necesidad de fortalecer estos requisitos adquiere particu-
lar relevancia a la luz de los casos recientes ocurridos en ins-
tituciones que desarrollan actividades de formación y disci-
plina especializada. Como se expuso anteriormente, los casos
de Zamir Pinto, Erick Leonardo Terán y Dafne Zapata mues-
tran la importancia de que las instituciones educativas que
desarrollan actividades fuera del esquema ordinario de ense-
ñanza cuenten con mecanismos adecuados de prevención,
atención de emergencias y reporte de incidentes.

En este sentido, la presente propuesta no pretende estable-
cer una categoría educativa relacionada con las denomina-
das escuelas militarizadas, ni regular una modalidad que
actualmente no se encuentra reconocida como categoría es-
pecífica por la Ley General de Educación. Por el contrario,
busca establecer obligaciones aplicables con independen-
cia de la denominación que adopte la institución, atendien-
do a la naturaleza de las actividades que desarrolla y al gra-
do de responsabilidad que asume respecto de niñas, niños
y adolescentes.

La propuesta resulta particularmente pertinente porque la
Secretaría de Educación Pública ha señalado que, a partir
del inicio del ciclo escolar 2026-2027, ninguna institución
podrá prestar servicios educativos bajo las denominaciones
de “Militarizada”, “Militar”, “Castrense” o cualquier otra
de carácter militar. De esta manera, la reforma propuesta
no depende de la existencia de dichas denominaciones, si-
no que atiende una problemática de carácter general rela-
cionada con las condiciones de seguridad de determinadas
actividades desarrolladas por instituciones educativas par-
ticulares.

Por ello, se propone reformar la fracción II del artículo 147 de
la Ley General de Educación y adicionar una fracción III, re-
corriéndose las subsecuentes en su orden, con el propósito de
que los particulares que soliciten autorización o reconoci-
miento de validez oficial de estudios y que ofrezcan interna-
dos, traslados, ejercicios físicos o campamentos acrediten,
además de las condiciones de seguridad y protección civil co-
rrespondientes, contar con personal responsable capacitado,
medidas de seguridad y disciplinarias, protocolos de atención
de emergencias y mecanismos para reportar incidentes.

Con esta modificación se fortalece el carácter preventivo
de la legislación educativa, al establecer condiciones míni-
mas que deberán acreditarse antes de que una institución
pueda obtener la autorización o el reconocimiento de vali-
dez oficial de estudios correspondiente. Asimismo, se ge-
nera una relación directa entre los requisitos establecidos

en el artículo 147 y las obligaciones de los particulares pre-
vistas en la Ley General de Educación.

Finalmente, no resulta necesario adicionar una nueva in-
fracción al artículo 170 de la Ley General de Educación,
toda vez que su fracción I ya contempla como infracción el
incumplimiento de cualquiera de las obligaciones previstas
en el artículo 147. En consecuencia, el incumplimiento de
los nuevos requisitos que se incorporan mediante la pre-
sente reforma podrá ser sancionado conforme al régimen
de infracciones vigente, evitando duplicidades normativas
y fortaleciendo la técnica legislativa de la propuesta.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a
la Ley General de Educación.

Único. Se reforma la fracción II; y se adiciona la frac-
ción III, recorriendo la subsecuente en su orden al ar-
tículo 147.

Artículo 147. Las autorizaciones y los reconocimientos de
validez oficial de estudios se otorgarán cuando los solici-
tantes cuenten:

I. …

II. Con instalaciones que satisfagan las condiciones hi-
giénicas, de seguridad, de protección civil, pedagógicas
y de accesibilidad que la autoridad otorgante determine,
en coadyuvancia con las autoridades competentes, con-
forme a los términos previstos en las disposiciones apli-
cables;

III. Con el personal responsable capacitado, las me-
didas de seguridad y disciplinarias, los protocolos de
atención de emergencias y los mecanismos para re-
portar incidentes, cuando los solicitantes ofrezcan
internados, traslados, ejercicios físicos o campamen-
tos, y

IV. Con planes y programas de estudio que la autoridad
otorgante considere procedentes, en el caso de educa-
ción distinta de la inicial, preescolar, la primaria, la se-
cundaria, la normal, y demás para la formación de maes-
tros de educación básica.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Educación Pública tendrá no-
venta días hábiles para realizar las adecuaciones reglamen-
tarias necesarias con base en lo previsto en el presente de-
creto, contados a partir de la entrada en vigor de este.

Tercero. Dentro de los 180 días hábiles, contados a partir
de la entrada en vigor de este decreto, las autoridades edu-
cativas federales y estatales realizarán y publicarán un
diagnóstico nacional sobre las instituciones educativas que
operen bajo esquemas de internamiento, traslados, discipli-
na especializada, campamentos o modalidades análogas
que impliquen la custodia de niñas, niños y adolescentes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2025.— Dipu-
tado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE MOVILIDAD 
Y SEGURIDAD VIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, suscrita
por el diputado Fidel Daniel Chimal García y las y los le-
gisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional de la LXVI Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea la presente iniciativa
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con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones a la Ley General de Movilidad y Se-
guridad Vial, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. El estacionamiento regulado en vía pública: una he-
rramienta necesaria de movilidad que requiere trans-
parencia y participación ciudadana

El crecimiento de las ciudades y de la movilidad motoriza-
da ha generado nuevos desafíos para la gestión del espacio
público. Entre ellos se encuentra la necesidad de ordenar y
administrar el estacionamiento de vehículos en la vía pú-
blica, particularmente en aquellas zonas donde la demanda
supera la disponibilidad de espacios.

En este contexto, los sistemas de estacionamiento regula-
do, incluidos los parquímetros y las herramientas tecnoló-
gicas destinadas al cobro y control del estacionamiento,
pueden constituir instrumentos legítimos de gestión de la
movilidad. Sin embargo, su implementación también im-
plica modificar las condiciones de uso de un espacio públi-
co y, en determinados casos, generar ingresos para las ha-
ciendas locales.

Por ello, la discusión no debe centrarse en estar a favor
o en contra de los parquímetros, sino en establecer las
condiciones bajo las cuales pueden implementarse de ma-
nera legítima, transparente y orientada al interés público.

La presente iniciativa parte de una premisa sencilla: cuan-
do una autoridad decide regular y cobrar por el uso del
espacio público destinado al estacionamiento, dicha de-
cisión debe encontrarse técnicamente justificada, ser
conocida y participada por la ciudadanía, y estar acom-
pañada de mecanismos efectivos de transparencia, ren-
dición de cuentas y evaluación.

De acuerdo con la Estadística de Vehículos de Motor Re-
gistrados en Circulación (VMRC) del Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (INEGI), el parque de vehículos
de motor registrados en México ha experimentado un cre-
cimiento significativo durante las últimas décadas. La base
de datos anual, que comprende información de 1980 a
2024, registra 5 millones 758 mil 330 vehículos en 1980,
mientras que para 2024 la cifra ascendió a 61 millones
262 mil 766 unidades. Esto representa un incremento de
55 millones 504 mil 436 vehículos, equivalente a un cre-
cimiento de aproximadamente 964 por ciento en 44 años;

es decir, el número de vehículos registrados se multiplicó
por más de diez durante dicho periodo. La propia estadísti-
ca de INEGI tiene como objetivo identificar la composi-
ción y evolución del parque vehicular registrado y propor-
ciona información desagregada por entidad federativa,
municipio, clase de vehículo y tipo de servicio.1

Este crecimiento ha estado acompañado por una expansión
particularmente importante de los vehículos de uso parti-
cular. En 2024, de los 61.26 millones de vehículos regis-
trados,38 millones 880 mil 238 correspondieron a auto-
móviles particulares, mientras que 8 millones 908 mil
843 fueron motocicletas particulares. En conjunto, am-
bas categorías representan aproximadamente 78 por cien-
to del parque vehicular registrado en ese año. Estos da-
tos no implican, por sí mismos, que la instalación de
sistemas de estacionamiento regulado constituya una solu-
ción automática al crecimiento vehicular; sí permiten ad-
vertir, sin embargo, que las autoridades enfrentan una de-
manda creciente sobre una infraestructura vial y un espacio
público que son necesariamente limitados.2

En esta dirección, la gestión del estacionamiento consti-
tuye un componente relevante de la planeación y movi-
lidad urbana, particularmente ante el crecimiento del
parque vehicular y la presión que éste ejerce sobre la
infraestructura vial y el espacio público. De acuerdo con
Aida Esperanza Hurtado Cortés, especialista en ingeniería
de tránsito en Latinoamérica, los vehículos permanecen de-
tenidos, en promedio, entre el 80 y el 95 por ciento del
tiempo, mientras que un espacio destinado al estaciona-
miento puede representar aproximadamente 17 metros cua-
drados, considerando el área de circulación. Lo anterior
evidencia que el estacionamiento no constituye únicamen-
te un servicio asociado al automóvil, sino también un ele-
mento que incide directamente en el aprovechamiento del
suelo urbano y en la capacidad de las vialidades.3

Desde esta perspectiva, la literatura especializada ha iden-
tificado que la disponibilidad y el costo del estacionamien-
to pueden influir en las decisiones de movilidad y, por tan-
to, en la utilización del vehículo particular. La regulación
del estacionamiento en vía puede contribuir a mejorar la
rotación de los espacios, recuperar áreas destinadas al trán-
sito peatonal y reducir la ocupación prolongada de las via-
lidades. Asimismo, experiencias documentadas en distintas
ciudades muestran que estas medidas pueden formar parte
de estrategias más amplias para disminuir la congestión y
favorecer alternativas de transporte más sostenibles.4
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Sin embargo, el mismo estudio advierte que la eficacia de
estas políticas depende de que las decisiones públicas se
encuentren respaldadas por información sólida y análisis
técnico, y no únicamente por percepciones, presiones so-
ciales o consideraciones recaudatorias. La autora sostiene
que las decisiones relacionadas con la gestión de estacio-
namientos deben contar con bases técnicas que permitan
sustentar adecuadamente su implementación y evaluar sus
resultados. En este sentido, establecer mecanismos que
permitan conocer las condiciones de movilidad, la deman-
da de estacionamiento, los niveles de ocupación y los efec-
tos de los sistemas de cobro resulta fundamental para ga-
rantizar que estas herramientas respondan efectivamente a
objetivos de movilidad y aprovechamiento del espacio pú-
blico.

La experiencia de la Ciudad de México demuestra que los
sistemas de parquímetros han surgido como una herra-
mienta para atender problemas de saturación del estaciona-
miento en vía pública, ordenar el espacio destinado a este
fin y favorecer una mayor rotación de los vehículos. El
Análisis del Sistema de Parquímetros en la Ciudad de Mé-
xico. Contexto social y de espacio público, elaborado por
la Comisión de Uso y Aprovechamiento del Espacio Públi-
co del Congreso de la Ciudad de México, señala que la im-
plementación de estos sistemas permitió ordenar determi-
nadas zonas y reducir el tiempo que los conductores
destinaban a encontrar un espacio para estacionarse. Sin
embargo, el propio estudio reconoce que el crecimiento ur-
bano, el aumento del número de vehículos y la concentra-
ción de actividades económicas, educativas, médicas y gu-
bernamentales han generado nuevas dinámicas de
saturación, particularmente en las zonas aledañas a los po-
lígonos regulados.5

Precisamente por ello, la experiencia acumulada en la Ciu-
dad de México permite advertir que la implementación de
sistemas de estacionamiento regulado no puede entenderse
como una medida aislada, sino como una intervención que
debe responder a las condiciones específicas de movilidad
de cada zona. Si los objetivos de los parquímetros son or-
denar el espacio público, atender la saturación y favorecer
la rotación de los vehículos, resulta indispensable contar
previamente con información que permita identificar la
magnitud y características del problema que se pretende
atender, así como establecer parámetros que posteriormen-
te permitan determinar si la medida adoptada efectivamen-
te produjo los resultados esperados. En este sentido, la pla-
neación de la movilidad ofrece herramientas concretas para
sustentar técnicamente este tipo de decisiones.

La necesidad de contar con información previa a la imple-
mentación de medidas de gestión del estacionamiento tam-
bién ha sido reconocida desde el ámbito técnico. Los Pla-
nes Integrales de Movilidad: Lineamientos para una
movilidad urbana sustentable, elaborados por el Insti-
tuto de Políticas para el Transporte y el Desarrollo
(ITDP) México y Centro Eure, establecen que el análisis
de la demanda de estacionamiento debe permitir determi-
nar dónde, cuándo y por qué se estacionan los vehículos,
particularmente en aquellas zonas donde la búsqueda de es-
pacios representa un problema para el tráfico. Para ello, re-
comiendan considerar variables como la demanda de esta-
cionamiento en vía pública, la duración y rotación de los
vehículos, el tiempo de búsqueda, el uso legal o ilegal de
las plazas y las tarifas existentes. Asimismo, entre los indi-
cadores de seguimiento propuestos se encuentran el grado
de saturación del estacionamiento, el porcentaje de esta-
cionamiento ilegal y la superficie de estacionamiento en
vía pública sujeta a regulación y tarificación.

Estos elementos permiten advertir que la regulación del
estacionamiento no debe partir únicamente de la dispo-
nibilidad de una facultad administrativa, sino de un
diagnóstico objetivo de las condiciones de movilidad
existentes. El propio documento señala que, antes de dise-
ñar políticas y estrategias, es necesario reunir información
suficiente para comprender los problemas de movilidad y
establecer indicadores que permitan medirlos; asimismo,
plantea que los objetivos deben derivarse tanto del diag-
nóstico técnico como de la consulta con los actores y la
ciudadanía, y que las metas deben contar con criterios que
permitan evaluar su cumplimiento.

La dificultad para encontrar espacios de estacionamiento
constituye un problema que puede incidir directamente en los
tiempos de desplazamiento y en la circulación vehicular.

Sin embargo, en México no se cuenta actualmente con
una estadística oficial nacional y homogénea que per-
mita determinar cuánto tiempo tarda, en promedio,
una persona en encontrar un espacio de estacionamien-
to en la vía pública. Las fuentes disponibles corresponden
principalmente a estudios realizados en ciudades o zonas
específicas, lo que evidencia la necesidad de generar infor-
mación comparable que permita conocer las condiciones
reales del estacionamiento urbano. Esta ausencia de in-
formación resulta particularmente relevante si se consi-
dera que los propios lineamientos técnicos para la ela-
boración de planes integrales de movilidad identifican
el tiempo de búsqueda, la duración y rotación del esta-
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cionamiento, la demanda y el grado de saturación como
variables necesarias para analizar la problemática y di-
señar medidas de regulación.

La evidencia disponible a nivel local permite dimensio-
nar la magnitud que puede alcanzar esta problemática.
En 2017, una publicación de IDC, citando información del
Instituto de Políticas para el Transporte y el Desarrollo
(ITDP), señaló que en la Ciudad de México los conducto-
res podían destinar entre 15 y 20 minutos dando vueltas
para encontrar un lugar para estacionarse y que esta bús-
queda representaba, de acuerdo con la fuente citada, alre-
dedor del 30% del tráfico generado en la ciudad.

Por su parte, el Estudio de Movilidad elaborado para el mu-
nicipio de Puebla encontró que, en promedio, los usuarios
podían localizar un espacio a aproximadamente 200 me-
tros de su destino en 2 minutos con 20 segundos de bús-
queda; no obstante, en el caso más crítico identificado en
el Centro, se requirieron 20 minutos de búsqueda para
encontrar un espacio situado a un kilómetro del destino. El
estudio estimó además una ocupación promedio de 75.5%
durante la hora de máxima demanda y señaló que más
de la mitad de los vehículos estacionados permanecían más
de tres horas en un mismo lugar.6

Estos datos no permiten establecer un promedio nacional,
pero sí muestran que la problemática presenta característi-
cas y magnitudes diferenciadas según las condiciones de
cada zona urbana. Precisamente por ello, la implementa-
ción de sistemas de estacionamiento regulado no debería
partir de estimaciones generales, sino de diagnósticos es-
pecíficos que permitan determinar la demanda existente,
los niveles de ocupación, la rotación de los espacios y el
tiempo de búsqueda, así como establecer indicadores que
posteriormente permitan evaluar los resultados de la medi-
da adoptada.

La dimensión económica de estos sistemas constituye
otro elemento que justifica la necesidad de fortalecer
los mecanismos de transparencia y rendición de cuen-
tas. La Ley de Ingresos de la Ciudad de México para el
ejercicio fiscal 2026 estima ingresos por 113 millones 657
mil 165 pesos por concepto de “Estacionamiento de Vehí-
culos en la Vía Pública”, clasificado como un derecho por
el uso, goce, aprovechamiento o explotación de bienes de
dominio público. En el Estado de México, por su parte, la
Ley de Ingresos de los Municipios para el mismo ejercicio
fiscal reconoce expresamente el “Estacionamiento en la
Vía Pública y de Servicio Público” dentro de los derechos

municipales. Estos ejemplos permiten advertir que los sis-
temas de estacionamiento regulado no solamente inciden
en la gestión del espacio público y la movilidad, sino que
también pueden representar una fuente de ingresos para las
haciendas locales.7

Por ello, la discusión sobre estos sistemas debe considerar
no sólo las condiciones bajo las cuales se autoriza el cobro,
sino también los mecanismos mediante los cuales se regis-
tran, supervisan y transparentan los recursos obtenidos,
particularmente cuando en su instalación, operación o ad-
ministración intervienen particulares. En suma, la eviden-
cia disponible permite advertir que la gestión del estacio-
namiento en vía pública constituye un componente
relevante de la movilidad urbana y que los sistemas de es-
tacionamiento regulado pueden contribuir a ordenar el uso
de un espacio público limitado.

Sin embargo, su implementación debe responder a las
condiciones específicas de cada zona y sustentarse en in-
formación que permita identificar la problemática que se
pretende atender y evaluar posteriormente los resultados
obtenidos. La experiencia documentada en distintas ciu-
dades también demuestra que, al involucrar el uso del es-
pacio público y la generación de recursos, estos sistemas
requieren mecanismos adecuados de transparencia, parti-
cipación ciudadana y rendición de cuentas. El reto, por
tanto, no consiste en limitar la facultad de las autori-
dades locales para regular el estacionamiento, sino en
garantizar que dicha facultad se ejerza con criterios
objetivos, información suficiente y de cara a la ciuda-
danía.

2. Una regulación mínima nacional para garantizar de-
cisiones justificadas, participación ciudadana y rendi-
ción de cuentas

La Ley General de Movilidad y Seguridad Vial reconoce
expresamente como atribución de los municipios la de re-
gular el servicio de estacionamiento en vía pública. La
presente iniciativa parte de esta facultad y, por tanto, no
pretende trasladar a la Federación la regulación específica
de los parquímetros ni establecer un modelo único para los
gobiernos locales. Por el contrario, busca establecer bases
generales mínimas que deberán observarse cuando las au-
toridades decidan implementar sistemas de estacionamien-
to regulado.

La legislación vigente ya reconoce principios de transpa-
rencia y rendición de cuentas dentro de la política nacional

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I77



de movilidad, así como la participación de la sociedad en los
procesos de planeación y toma de decisiones. También con-
templa mecanismos ciudadanos para el seguimiento y eva-
luación de las políticas públicas de movilidad. Sin embargo,
estos principios no se encuentran desarrollados de manera es-
pecífica respecto de la implementación y operación de los
sistemas de estacionamiento regulado en vía pública.

En este sentido, resulta necesario delimitar el concepto so-
bre el cual habrán de aplicarse las disposiciones propues-
tas. Por ello, se plantea adicionar al artículo 3 de la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial la definición de
“Sistema de estacionamiento regulado”, entendida como
el conjunto de disposiciones, mecanismos, infraestructura,
dispositivos y herramientas tecnológicas destinados a or-
denar, controlar o gestionar el estacionamiento de vehícu-
los en la vía pública, que podrá incluir, en su caso, el cobro
por el uso de los espacios destinados al estacionamiento.
Con ello, se busca establecer con claridad el ámbito de
aplicación de la reforma y evitar que sus disposiciones se
limiten exclusivamente a los parquímetros tradicionales.

Por ello, la propuesta establece que antes de implementar
un sistema de estacionamiento regulado, la autoridad
competente deberá contar con un diagnóstico o estudio téc-
nico que permita identificar la problemática que se preten-
de atender, delimitar la zona de aplicación y establecer los
objetivos de la medida. Con ello se busca que la decisión
de regular el estacionamiento responda a condiciones obje-
tivas de movilidad y no únicamente a consideraciones ad-
ministrativas o recaudatorias.

El diagnóstico deberá permitir conocer las condiciones
particulares de la zona y, conforme a las disposiciones téc-
nicas aplicables, considerar aquellos elementos necesarios
para determinar la demanda y las condiciones del estacio-
namiento. De esta manera, la autoridad contará con infor-
mación que permita justificar la pertinencia de la medida y
establecer parámetros que posteriormente puedan utilizar-
se para evaluar sus resultados.

La propuesta también contempla que, antes del inicio de
operaciones, la ciudadanía tenga acceso a información cla-
ra y suficiente sobre las características fundamentales del
sistema, incluyendo las zonas sujetas a regulación, hora-
rios, tarifas, mecanismos de pago, reglas de operación y
sanciones. La finalidad es que las personas conozcan con
anticipación las condiciones bajo las cuales se modificará
el uso del espacio público.

De manera complementaria, se establece la obligación de
implementar mecanismos de participación ciudadana
antes de la puesta en funcionamiento del sistema. Las per-
sonas habitantes, usuarias y demás sectores interesados po-
drán conocer la propuesta y formular opiniones y observa-
ciones. Esta participación no constituye un derecho de veto
sobre las decisiones de la autoridad, sino un mecanismo
para mejorar la información disponible y fortalecer la legi-
timidad de las decisiones públicas.

En materia de transparencia, la reforma propone que las
autoridades hagan pública información relacionada con los
ingresos obtenidos, costos de operación y mantenimien-
to, sanciones e infracciones y, en su caso, contratos y
contraprestaciones derivados de la participación de ope-
radores particulares. De esta forma, la ciudadanía podrá
conocer no solamente las condiciones bajo las cuales utili-
za los espacios regulados, sino también la manera en que
funciona el sistema.

Cuando la operación, administración, instalación o mante-
nimiento se encuentre a cargo de particulares, deberán ha-
cerse públicos los instrumentos jurídicos correspondientes,
así como las obligaciones de las partes, contraprestaciones,
vigencia y mecanismos de supervisión. Con ello se busca
garantizar que la participación privada en la gestión del es-
tacionamiento en vía pública se encuentre acompañada de
condiciones adecuadas de transparencia y control.

Asimismo, se propone garantizar la trazabilidad de los re-
cursos derivados de estos sistemas. Los ingresos deberán
ser registrados por la autoridad hacendaria competente y
ser identificables dentro de los mecanismos de contabili-
dad, presupuesto y rendición de cuentas correspondientes.
La iniciativa no pretende determinar desde el ámbito fede-
ral el destino específico de los recursos municipales, sino
garantizar que pueda conocerse cuánto se recauda y cuál es
el destino que legalmente se les otorga.

Finalmente, la propuesta incorpora la evaluación periódi-
ca de los sistemas de estacionamiento regulado mediante
indicadores que permitan determinar si cumplen con los
objetivos de movilidad que justificaron su implementación.
Los resultados deberán hacerse públicos conforme a las
disposiciones aplicables. Con estas medidas se busca esta-
blecer un piso mínimo nacional que permita conciliar las
competencias de los gobiernos locales con los principios de
transparencia, participación ciudadana y rendición de
cuentas, de manera que la regulación del estacionamiento
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en vía pública responda a objetivos verificables de movili-
dad y al interés público, y no únicamente a una lógica re-
caudatoria.

En suma, la reforma pretende fortalecer la confianza entre
ciudadanía y autoridades mediante una regla sencilla:
quien administra el espacio público debe explicar las
razones de sus decisiones, informar a las personas afec-
tadas, transparentar los recursos que obtiene y demos-
trar, mediante resultados verificables, que la medida
adoptada cumple con el objetivo para el cual fue imple-
mentada.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a
la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial.

Único. Se adiciona una fracción LIII, recorriéndose en
su orden las subsecuentes, al artículo 3; se reforma la
fracción XVII del artículo 68; y se adiciona un artículo
68 Bis a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial,
para quedar como sigue:

Artículo 3. Glosario.

Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

I a LI…

LII. Servicios auxiliares: Son todos los bienes muebles
o inmuebles e infraestructura, así como los servicios a
los que hace referencia la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal y que resulten complementarios
a la prestación del servicio de transporte público, pre-
vistos en la legislación aplicable y que son susceptibles
de autorización, permiso o concesión a particulares, por
parte de los tres órdenes de gobierno;

LIII. Sistema de estacionamiento regulado: Conjun-
to de disposiciones, mecanismos, infraestructura,
dispositivos y herramientas tecnológicas destinados
a ordenar, controlar o gestionar el estacionamiento
de vehículos en la vía pública, que podrá incluir, en
su caso, el cobro por el uso de los espacios destinados
al estacionamiento;

LIV. Siniestro de tránsito: Cualquier suceso, hecho, ac-
cidente o evento en la vía pública derivado del tránsito
vehicular y de personas, en el que interviene por lo me-
nos un vehículo y en el cual se causan la muerte, lesio-
nes, incluidas en las que se adquiere alguna discapaci-
dad, o daños materiales, que puede prevenirse y sus
efectos adversos atenuarse;

LV a LXXI…

Artículo 68. De los municipios.

Corresponde a los municipios las siguientes atribuciones:

I a XVI…

XVII. Regular el servicio del estacionamiento en vía pú-
blica, de conformidad con las bases previstas en esta
Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables;

XVIII a XXIV…

Artículo 68 Bis. Sistemas de estacionamiento regulado
en vía pública.

Los municipios y, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, que establezcan sistemas de estacionamien-
to regulado en vía pública deberán observar las si-
guientes bases:

I. Justificación técnica. Contar, previo a la implemen-
tación del sistema, con un diagnóstico o estudio técni-
co que sustente su necesidad, delimitación territorial y
objetivos, considerando las condiciones de movilidad,
demanda de estacionamiento, características de la zo-
na y demás elementos que resulten pertinentes;

II. Información previa. Publicar, previo al inicio de
operaciones, información clara, accesible y actuali-
zada respecto de la zona de aplicación, número de es-
pacios sujetos a regulación, horarios, tarifas, meca-
nismos de pago, reglas de operación, sanciones y
autoridad responsable;

III. Participación ciudadana. Implementar, previo al
establecimiento del sistema, mecanismos de partici-
pación ciudadana que permitan a las personas habi-
tantes, usuarias y demás sectores interesados de la
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zona conocer la propuesta y formular opiniones y
propuestas, de conformidad con las disposiciones
aplicables en materia de participación ciudadana;

IV. Transparencia y rendición de cuentas. Hacer pú-
blica, de manera accesible y periódica, la información
relativa a los ingresos obtenidos, costos de operación y
mantenimiento, infraestructura, sanciones e infraccio-
nes, así como el destino presupuestario de los recursos,
de conformidad con la legislación aplicable;

V. Operación por particulares. Cuando la instalación,
operación, mantenimiento, administración o recauda-
ción del sistema se encuentre a cargo de un particular,
hacer públicos el instrumento jurídico correspondien-
te, las obligaciones de las partes, las contraprestacio-
nes, el plazo de vigencia, los mecanismos de supervi-
sión y, en su caso, los procedimientos de contratación
aplicables;

VI. Trazabilidad de los recursos. Garantizar que los
ingresos derivados del sistema sean registrados por
la autoridad hacendaria competente y puedan ser
identificados dentro de los mecanismos de contabili-
dad, presupuesto y rendición de cuentas correspon-
dientes;

VII. Evaluación periódica. Evaluar periódicamente
el funcionamiento del sistema mediante indicadores
que permitan conocer, al menos, su operación, dis-
ponibilidad, rotación y ocupación de los espacios re-
gulados, así como su contribución al cumplimiento
de los objetivos de movilidad que hayan justificado
su implementación; y

VIII. Publicidad de resultados. Hacer públicos los
resultados de las evaluaciones a que se refiere la
fracción anterior, en los términos de las disposiciones
aplicables en materia de transparencia y protección
de datos personales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas y los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias,
contarán con un plazo de 180 días naturales contados a par-

tir de la entrada en vigor del presente decreto para realizar,
en su caso, las adecuaciones necesarias a las disposiciones
jurídicas aplicables.

Tercero. Los sistemas de estacionamiento regulado en vía
pública que se encuentren en operación a la entrada en vi-
gor del presente decreto deberán sujetarse a las disposicio-
nes previstas en el artículo 68 Bis de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, conforme a los plazos y pro-
cedimientos que establezcan las disposiciones locales apli-
cables.

Cuarto. La implementación de las disposiciones del pre-
sente decreto se realizará con cargo a los recursos huma-
nos, materiales y presupuestarios disponibles de las autori-
dades competentes, por lo que no implicará la creación de
estructuras administrativas ni la asignación de recursos
presupuestarios adicionales.

Notas

1. Elaboración propia con base en INEGI, Estadística de Vehículos de
Motor Registrados en Circulación (VMRC), información anual 1980-
2024. Ver en: 

https://www.inegi.org.mx/programas/vehiculosmotor/#datos_abier
tos

2. Ibid.

3. Aida Esperanza Hurtado Cortés. “Estado del arte de la gestión del
estacionamiento”. Revista Ciudades, Estados y Política. Volumen 9(3),
2022, pp. 139-155. Ver en: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=8961423

4. Ibid. pp 151

5. Congreso de la Ciudad de México. “Análisis del sistema de parquí-
metros en la Ciudad de México. Contexto social y de espacio público”.
Comisión de Uso y Aprovechamiento del Espacio Público. Ver en: 

https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/2ce82626a
a8230251886b7b0829cd37af6058465.pdf

6. IDC. “Estacionar un auto tarda hasta 20 minutos”. 6 de enero de
2017. Ver en: 

https://idconline.mx/corporativo/2017/06/01/estacionarse-tarda-
hasta-20-minutos
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7. Gobierno de la Ciudad de México. “Decreto por el que se expide la
Ley de Ingresos de la Ciudad de México para el Ejercicio Fiscal 2026”.
Secretaría de Finanzas. Ver en: 

https://servidoresx3.finanzas.cdmx.gob.mx/documentos/LeyIngre-
sos2026.html?utm_source=chatgpt.com. Véase también: Gobierno
del Estado de México. “Decreto número 239 Ley de Ingresos de los
Municipios del Estado de México para el Ejercicio Fiscal 2026”.
Ver en: 

https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.m
x/files/files/pdf/ley/vig/leyvig290.pdf?utm_source=chatgpt.com

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL, Y LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS

TRABAJADORES DEL ESTADO 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en ma-
teria de pensión para ascendientes no directos, a cargo de
la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el artículo 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 5-A, fracción XII; 66, párrafo tercero; 127,
fracción III; 137, párrafo primero, y 171, fracción II, pá-
rrafo segundo, de la Ley del Seguro Social y los artículos
6, fracción XII, inciso D); el artículo 131, fracción III, de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo
(OIT) “la seguridad social es la protección que una socie-

dad proporciona a los individuos y los hogares para ase-
gurar el acceso a la asistencia médica y garantizar la se-
guridad del ingreso, en particular en caso de vejez, des-
empleo, enfermedad, invalidez, accidentes del trabajo,
maternidad o pérdida del sostén de familia”.1

Este tipo de protección, ha sido considerada por la OIT co-
mo un derecho humano desde que se formalizó la Declara-
ción de Filadelfia en 1944, lo que posteriormente se con-
firmó posteriormente en la Declaración Universal de los
Derechos Humanos en 1948, y en el Pacto Internacional
sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
1966.

Solo que a pesar de que se reconoce como un derecho fun-
damental por la ONU, también es uno de los grandes pen-
dientes de los gobiernos, ya que solo 1 de cada 5 personas
en el mundo gozan plenamente de este tipo de protección,
lo que significa que más de la mitad de la población del
mundo no cuenta con ella.

En nuestro país según el Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas de la Universidad Autónoma de México, la seguridad
social es considerada como el conjunto de prestaciones de
derecho público y supervisión estatal, que tiene como fin
garantizar el derecho humano a la salud, asistencia médica
y servicios sociales necesarios para el bienestar, derecho
reconocido y plasmado en los artículos 1 y 123 de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
desde 2011.2

Una de las prestaciones que busca garantizar el bienestar a
las y los ciudadanos, dándoles tranquilidad la posibilidad
de alcanzar una pensión, que es el derecho que tienen los
trabajadores formales, y que recientemente se otorgó a to-
dos los adultos mayores al aprobarse una reforma constitu-
cional por el Congreso de la Unión.

La pensión es una prestación económica que reciben los
trabajadores asalariados al término de su vida laboral, la
cual puede ser por invalidez, por viudez, por edad y cesan-
tía entre otras, por lo que se busca que, con estos ahorros
derivados del salario de toda una vida de trabajo, el jubila-
do pueda descansar y gozar de su tiempo libre, sin ninguna
preocupación económica.

El sistema de pensiones para los trabajadores formales se
compone de un ingreso basado en una aportación mensual,
complementada con la aportación patronal y por la del Go-
bierno Federal, dicha pensión se otorgará al derechoha-
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biente una vez que haya cumplido con los requisitos esta-
blecidos por la institución pública que dará dicha pensión.

La pensión como ya se mencionó es un derecho que el tra-
bajador tiene, y que en muchos casos también garantizaran,
una vez que éste ha fallecido, un apoyo a su familiares y se-
res queridos que él determine y que en vida lo apoyaron y
estuvieron junto a él.

Y es ahí a donde va dirigida esta propuesta, pues hay perso-
nas que, aunque no tienen un lazo de consanguinidad con el
asegurado, forman parte de su familia, tal como lo son los
padres de crianza, loa abuelos, los tíos, los hijos adoptivos,
o cualquier persona que haya tomado la responsabilidad de
cuidar y apoyar al asegurado.

El término de “padres de crianza” en nuestro país es poco
conocido, sin embargo, no significa que dichos padres no
existan en la vida de muchos menores, en algunos países
como Estados Unidos y Colombia se ha legislado para con-
cebir y proteger al tipo de familia que es diferente de la ba-
sada en vínculos jurídicos o de consanguinidad, el cual es
formado por producto de una situación fáctica acompaña-
da de lazos de afecto, solidaridad y protección.

La familia de crianza según la jurisprudencia colombiana
se define como “una forma excepcional de familia que
conlleva una relación de hecho, fundamentada en la con-
vivencia, el afecto, el cuidado, el auxilio y el respeto, que
dada su importancia para la estabilidad y el desarrollo de
quienes hacen parten de ella, especialmente los menores
de edad, es sujeta de protección”.3

En el caso de Estados Unidos, la jurisprudencia ha des-
arrollado las doctrinas de adopción por equidad y de “in lo-
co parentis”.

La adopción por equidad, doctrina aceptada por varios es-
tados de la Unión Americana, tiene lugar cuando a una per-
sona que ha sido tratada como un hijo se le ha prometido
su adopción o esta se ha considerado, pero nunca se llevó
a cabo4.

Estos casos ocurren cuando al faltar los padres biológicos
por cualquier circunstancia, existen personas que, sin tener
ningún parentesco, o de formalizar alguna adopción, se ha-
cen cargo de los menores con el fin de otorgarles una esta-
bilidad y una oportunidad de crecer y desarrollarse plena-
mente. Por ello los términos de familia de crianza,
adopción por equidad o de “in loco parentis”, tienen como

propósito proteger a aquellas personas que, sin tener un
vínculo consanguíneo o legal, sean consideradas parte del
núcleo familiar.

Sin embargo, en nuestro país esa figura no es reconocida,
y por lo cual, existe un vacío legal en la dinámica social,
sin embargo, existen precedentes de casos donde, estas per-
sonas han sido reconocidas por las autoridades judiciales
con el fin de otorgarles prestaciones que por la labor que
realizan les corresponden.

Una de ellas es la sentencia que la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación emitió, al analizar el
caso de un ciudadano que ante la negativa del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas
(ISSFAM) de afiliar (In Re Estate of Ford, 82 P.3d 747,
2004 (traducción libre de los autores) a sus padres de crian-
za por no tener lazos de consanguinidad decidió amparar-
se, ante lo cual y mediante un análisis sustantivo, ese órga-
no jurisdiccional le dio la razón y determinó que también
debe reconocerse el derecho de la seguridad social a los pa-
dres que, sin parentesco, criaron al derechohabiente, esto
quedó asentado en su sentencia AR502/2021, y que dentro
de sus considerandos específica:

“En este sentido, entendemos como padres y madres de
crianza, a las personas que, razonable y objetivamente,
demuestren haber ejercido los deberes de cuidado, soli-
daridad y afecto que corresponden a una relación filial.
Dicho lo anterior, las familias de crianza son incluso
merecedoras a un reconocimiento especial por parte de
la sociedad, pues no existiendo ataduras consanguíneas
o jurídicas que constriñan a la aceptación de todas las
obligaciones que conlleva el carácter de padre o madre,
surgen por una asunción voluntaria de tales deberes ba-
sada en la empatía, el afecto y la solidaridad, que como
hemos dicho son algunas de las manifestaciones ideales
de la familia”.5

Como podemos observar la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, determinó que las personas que guiaron criaron
y se hicieron responsables del desarrollo, crecimiento y
bienestar del asegurado, puedan gozar de la seguridad so-
cial aun cuando no tengan ascendencia directa.

De igual manera existe el caso de una mujer que solicitó la
pensión de ascendencia, prevista en el contrato colectivo de
trabajo del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), ba-
jo el argumento de que ella, su sobrino, y el trabajador falle-
cido, vivieron juntos como “familia “ durante más de cuatro
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décadas y que en los últimos años ese menor dependió eco-
nómicamente de ella.

Ante esto el IMSS inicialmente le otorgó dicha prestación,
sin embargo, posteriormente promovió un juicio de ampa-
ro, en el que se concluyó que, de acuerdo con la normati-
vidad de ese Instituto, no era posible otorgarle la pensión a
una persona que no fuera ascendiente de la o del trabajador,
la solicitante de la pensión interpuso recurso de revisión,
en el que impugnó la constitucionalidad de dicho requisito.

Dicho requisito se establece en la Ley del Seguro Social y
en el artículo 14, fracción III, inciso c), del Reglamento del
Régimen de Jubilaciones y Pensiones del IMSS, señalado
en el contrato colectivo 2023-20256, que a la letra dice:

“Artículo 14. A la muerte de un trabajador, de un jubi-
lado o de un pensionado, se otorgarán a sus beneficia-
rios, en su caso, conforme a lo dispuesto en este Régi-
men, las prestaciones siguientes:

c) Ascendientes. En caso de no existir viuda, viudo, con-
cubina, concubinario o huérfano con derecho a la pen-
sión, se pensionará a cada uno de los ascendientes del
trabajador, del jubilado o del pensionado fallecido, con
una cantidad igual al 20% (VEINTE POR CIENTO) de
la pensión que le hubiere correspondido o que disfruta-
ba de acuerdo a las Tablas B o C del Artículo 4 del Ré-
gimen; y d) Los pensionados conforme a los incisos an-
teriores recibirán la prestación estipulada en el artículo
6 de este Régimen.

Ante esto la SCJN determinó en la Tesis: P./J. 64/2026
(12a.) que:

La pensión por causa de muerte tiene como finalidad sal-
vaguardar la seguridad y el bienestar de los integrantes de
la familia, al garantizarles los recursos económicos nece-
sarios para su subsistencia en condiciones dignas.

Para su procedencia, la persona juzgadora debe partir
de un concepto de familia amplio y dinámico, que reco-
nozca la pluralidad de las relaciones familiares, inclu-
yendo a los integrantes de la familia ampliada o exten-
sa de la persona trabajadora con quienes mantuvo un
vínculo basado en el cuidado, la solidaridad, el afecto,
la asistencia y el apoyo mutuo, como podrían ser los fa-
miliares que, por diversas circunstancias, fungieron co-
mo sus progenitores.

La pensión por ascendencia, como parte de las pensio-
nes por muerte o supervivencia, se encuentra dirigida a
los padres o madres de la persona trabajadora, quienes
se encuentran reconocidos dentro del orden de prela-
ción del contrato colectivo de trabajo por el hecho de
tener esa calidad.7

En ese contexto, el artículo referido, al limitar el acce-
so a la pensión por ascendencia únicamente a los as-
cendientes en línea recta de la persona trabajadora fa-
llecida, y excluir a otros familiares que pudieron ser sus
dependientes económicos, vulnera desproporcionada-
mente los derechos a la seguridad social y a la protec-
ción familiar.

Por tanto, conforme al derecho a la igualdad, puede re-
conocerse el derecho a la pensión por ascendencia al
familiar que fungió como progenitor de la persona tra-
bajadora, al haberle incorporado a su hogar desde su
niñez o adolescencia, haberle criado y cuidado como si
fuera su hijo o hija hasta su fallecimiento, y haber cons-
truido un lazo de afecto, apoyo y solidaridad equipara-
ble al de un padre o una madre.

Esta resolución confirma que es incorrecto establecer que
la familia solo se constituye por vínculos biológicos o jurí-
dicos, puesto que se demuestra que estas, pueden surgir a
partir de relaciones de hecho y no existe una razón válida
para negarles a éstas últimas el carácter de familia por no
corresponder a concepciones tradicionales.

La realidad de hoy es que una familia puede integrarse de
diversas formas, como una familia nuclear, monoparental,
extensa e, incluso, homoparental, de igual manera no siem-
pre deriva de un matrimonio y esto no menoscaba su dere-
cho a gozar de la misma protección constitucional.

Es por lo anteriormente mencionado que, la presente ini-
ciativa tiene como fin reconocer en la legislación, el dere-
cho a la pensión de los padres de crianza o los familiares
no directos que demuestren haber brindado cuidados per-
manentes al asegurado.

No se trata de abrir indiscriminadamente el acceso ni de
desdibujar las reglas del sistema, sino de otorgar la protec-
ción justa a quien ha realizado una función de cuidado a
una persona desde edades, al haber sido incorporado al ho-
gar, después de existir una relación continua de cuidado y
de dependencia material real.
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Lo que buscamos corregir es el efecto excluyente de una
interpretación rígida que limita la pensión únicamente para
quienes encajan en la línea de parentesco recta, lo que re-
sulta desproporcionado al dejar fuera a quienes, en térmi-
nos sustantivos, integraban la familia y cumplían la fun-
ción que la norma busca proteger.

Esta reforma no elimina la categoría de ascendencia, pero
sí redefine cómo debe entenderse cuando entra en tensión
la realidad familiar, por lo que es preciso avanzar en la pro-
tección de la familia y la seguridad social, ya que es uno de
los objetivos prioritarios establecidos en nuestras leyes y
en tratados internacionales pues nos permite proteger la sa-
lud y subsistencia de las personas que directamente depen-
den de las y los asegurados, es decir, de su núcleo familiar.

Por lo anteriormente descrito, presentamos ante esta asam-
blea, para su estudio, análisis, discusión y, en su caso, apro-
bación, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Primero. Se reforman los artículos 5-A, fracción XII; 66,
párrafo tercero; 127, fracción III; 137, párrafo primero, y
171, fracción II, párrafo segundo, de la Ley del Seguro So-
cial para quedar como sigue:

Artículo 5-A. Para los efectos de esta Ley, se entiende
por:

I. a XI. …

XII. Beneficiarios: la o el cónyuge del asegurado o ase-
gurada o del pensionado o pensionada y a falta de éstos,
a la concubina o el concubinario, en su caso, a quien ha-
ya suscrito una unión civil con el asegurado o asegura-
da o el pensionado o pensionada, cualquiera que fuere
su sexo, así como los ascendientes y descendientes o fa-
miliares no directos que demuestren que hayan brin-
dado cuidados permanentes al asegurado y que acre-
diten la dependencia económica de la o el asegurado o
de la o el pensionado señalados en la ley;

Artículo 66. El total de las pensiones atribuidas a las per-
sonas señaladas en los artículos anteriores, en caso de fa-
llecimiento de la o el asegurado, no excederá de la que co-
rrespondería a éste sí hubiese sufrido incapacidad
permanente total. En caso de exceso, se reducirán propor-
cionalmente cada una de las pensiones.

…

A falta de viuda o viudo, huérfanos, concubina o concu-
binario con derecho a pensión, o de quien haya suscrito
una unión civil, a cada uno de los ascendientes o fami-
liares no directos que demuestren que hayan brindado
cuidados permanentes al asegurado que dependían eco-
nómicamente del trabajador fallecido, se le pensionará
con una cantidad igual al veinte por ciento de la pensión
que hubiese correspondido al asegurado, en el caso de in-
capacidad permanente total.

Artículo 127. Cuando ocurra la muerte de la o el asegura-
do o del pensionado por invalidez, el Instituto otorgará a
sus beneficiarios, conforme a lo dispuesto en el presente
capítulo, las siguientes prestaciones:

I. Pensión de viudez;

II. Pensión de orfandad;

III. Pensión a ascendientes o familiares no directos
que demuestren que hayan brindado cuidados per-
manentes al asegurado;

IV. …

V. …

…

…

…

…

Artículo 137. Si no existieran viuda, viudo, huérfanos, ni
concubina o concubinario con derecho a pensión, o quien
haya suscrito una unión civil y que le sobreviva, ésta se
otorgará a cada uno de los ascendientes que dependían eco-
nómicamente o familiares no directos que demuestren
que hayan brindado cuidados permanentes al asegura-
do y que acrediten dependencia económica de la o el
asegurado o pensionado por invalidez fallecido, por una
cantidad igual al veinte por ciento de la pensión que el ase-
gurado o asegurada estuviese gozando al fallecer, o de la
que le hubiera correspondido suponiendo realizado el esta-
do de invalidez.
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Artículo 171. El asegurado, cuyos recursos acumulados en
su cuenta individual resulten insuficientes para contratar
una renta vitalicia o un retiro programado que le asegure el
disfrute de una pensión garantizada y la adquisición de un
seguro de sobrevivencia para sus beneficiarios, en los por-
centajes del Capítulo V de este Título, recibirá del Gobier-
no federal una aportación complementaria suficiente para
el pago de las pensiones correspondientes, mismas que se
otorgarán en los siguientes términos:

I. …

II. …

Si no existieran beneficiarios con derecho a pensión
conforme a lo previsto en las fracciones I y II anterio-
res, ésta se otorgará a cada uno de los ascendientes que
dependían económicamente, o familiares no directos
que demuestren que hayan brindado cuidados perma-
nentes al asegurado y que acrediten dependencia eco-
nómica del pensionado fallecido, por una cantidad igual
al veinte por ciento de la pensión que el asegurado estu-
viese gozando al fallecer.

…

Segundo. Se reforman los artículos 6, fracción XII, inciso
d); el artículo 131, fracción III, de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado para quedar como sigue:

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. a XI. …

XII. Familiares derechohabientes a:

a) a c) …

d) Los ascendientes o familiares no directos que
demuestren que hayan brindado cuidados per-
manentes al asegurado y que dependan económi-
camente del Trabajador o Pensionado.

…

1) a 2) …

XIII. XXXI. …

…

Artículo 131. El orden para gozar de las Pensiones a que se
refiere este artículo por los Familiares Derechohabientes
será el siguiente:

I. a II. …

III. A falta de cónyuge, o de hijos o, en su caso, de con-
cubina o concubinario, o de quien haya suscrito una
unión civil que le sobreviva, la Pensión se entregará a la
madre o padre conjunta o separadamente y a falta de es-
tos a los demás ascendientes o familiares no directos
que demuestren que hayan brindado cuidados per-
manentes al trabajador o pensionado, en caso de que
hubiesen dependido económicamente de la o el Trabaja-
dor o de la o el Pensionado.

IV. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Consultado en 

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-dgreports/—-
dcomm/documents/publication/wcms_067592.pdfdf

2 Consultado en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/5/2493/4.pdf

3 Consultado en 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-177-
17.htm

4 En su esencia, la doctrina de la adopción por equidad permite a
una persona que fue aceptada y tratada como un hijo natural o adop-
tado, y a quien la adopción fue prometida o contemplada pero nun-
ca realizada, participar en la sucesión de las propiedades de los pa-
dres adoptivos.”
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5 Consultado en 

https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/Detalle-
Pub.aspx?AsuntoID=2901

6 Consultado en CCT-2023-2025.pdf

7 Consultado en 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032103

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY DE MINERÍA

«Iniciativa que adiciona un artículo 27 Bis a la Ley de Mi-
nería, en materia de monitoreo ambiental y de salud en zo-
nas de actividad minera, a cargo del diputado Yerico Abra-
mo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 73, fracción X, y XVI de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo
Masso, diputado a la LXVI Legislatura e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, presenta iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 27 Bis a la Ley de Minería, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La minería es una actividad estratégica para México debi-
do a su contribución al producto interno bruto, la genera-
ción de empleos y divisas, la atracción de inversión y el su-
ministro de materias primas indispensables para las
industrias de la construcción, siderúrgica, eléctrica, elec-
trónica, automotriz, química y manufacturera. Minerales
como el cobre, hierro, plata, zinc, plomo, fluorita, yeso, ca-
liza, arena y grava se utilizan en la construcción de vivien-
das y carreteras, la fabricación de vehículos, maquinaria y

dispositivos electrónicos, así como en redes eléctricas y
tecnologías de generación de energía.

La Secretaría de Economía1 señala que el sector minero-
metalúrgico aporta aproximadamente 2.05 por ciento del
producto interno bruto nacional. Esta participación confir-
ma que la minería mantiene un peso relevante en la econo-
mía mexicana, aun cuando su contribución puede variar
anualmente por los cambios en los volúmenes de produc-
ción y en los precios internacionales de los minerales. Asi-
mismo, la actividad genera efectos económicos indirectos
por su relación con proveedores, transportistas, constructo-
res, empresas de energía, laboratorios y prestadores de ser-
vicios especializados.

Debe precisarse que algunas estadísticas oficiales utilizan
el concepto amplio de “sector Minería”, que comprende la
extracción de petróleo y gas, la minería de minerales metá-
licos y no metálicos y los servicios relacionados. Por ello,
el producto interno bruto del sector 21 no debe confundir-
se con el valor generado exclusivamente por la minería me-
tálica y no metálica. Data México2 reportó para el sector
Minería un PIB de 951 mil 350 millones de pesos en 2024
y de 940 mil 690 millones de pesos corrientes en el ter-
cer trimestre de 2025.

El valor total de la producción minera mexicana se estimó
en 317 mil 460 millones de pesos durante 2024, lo que
representó un crecimiento nominal de 19.6 por ciento res-
pecto de 2023. Dentro de ese resultado, el valor de la pro-
ducción de metales preciosos aumentó 31 por ciento, favo-
recido principalmente por el comportamiento de los
precios del oro y la plata.3

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía4 genera
mensualmente la Estadística de la Industria Minerome-
talúrgica, que reúne información sobre el volumen y valor
de 29 productos mineros concesibles, agrupados en meta-
les preciosos, metales industriales no ferrosos, metales y
minerales siderúrgicos y minerales no metálicos.

Durante el primer trimestre de 2026, la minería de mine-
rales metálicos y no metálicos, excluyendo petróleo y gas,
registró aproximadamente 232 mil personas ocupadas,
con un salario promedio mensual reportado de 10 mil 500
pesos. Del total de la población ocupada, 67.5 por ciento se
encontraba en condiciones de formalidad laboral y 32.5 por
ciento en la informalidad.5
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Dentro de la minería específicamente metálica se contabi-
lizaron aproximadamente 129 mil personas ocupadas en
el primer trimestre de 2026, con un salario promedio
mensual de 12 mil 700 pesos. Sonora, Zacatecas y Duran-
go fueron las entidades con mayor concentración de pobla-
ción ocupada en esta rama.6

La participación de las mujeres continúa siendo limitada.
En el primer trimestre de 2026 representaron únicamente
5.41 por ciento de la población ocupada en la minería de
minerales metálicos y no metálicos. En la minería específi-
camente metálica, la proporción femenina fue de 6.48 por
ciento.

En mayo de 2026 se registraron 2 mil 954 unidades eco-
nómicas dedicadas a la minería de minerales metálicos y
no metálicos, excepto petróleo y gas. Las entidades con
mayor número de establecimientos fueron Puebla, con 745;
Guerrero, con 295.

En la minería exclusivamente metálica, el Directorio Esta-
dístico Nacional de Unidades Económicas7 registró 415
unidades económicas en mayo de 2026, con las mayores
concentraciones en Zacatecas, Chihuahua y Sonora.

Durante 2025, México exportó 13 mil 804 millones de dó-
lares en productos extractivos no petroleros. Esta canti-
dad fue 26.94 por ciento superior a la registrada en 2024 y
representó aproximadamente 2.1 por ciento de las exporta-
ciones totales de mercancías del país.

Entre enero y mayo de 2026, las exportaciones extractivas
alcanzaron 9 mil 632 millones de dólares, frente a 5 mil
128 millones registrados en el mismo periodo de 2025, lo
que significó un aumento anual de 87.82 por ciento. Al tra-
tarse de información correspondiente a los primeros cinco
meses de 2026, no debe proyectarse automáticamente al
cierre del año.8

Entre enero y septiembre de 2024, la minería de minerales
metálicos y no metálicos, excepto petróleo y gas, recibió
aproximadamente 2mil 259 millones de dólares de inver-
sión extranjera directa. De esa cantidad, prácticamente la
totalidad correspondió a la minería de minerales metálicos.9

Al 30 de junio de 2025 existían en México 22 mil 247 con-
cesiones mineras vigentes, que comprendían aproximada-
mente 10.2 millones de hectáreas, equivalentes a 5.2 por
ciento del territorio nacional. Del total de la superficie

concesionada, 39 por ciento correspondía a la gran minería
y 61 por ciento a la mediana y pequeña minería.

México se encuentra entre las primeras diez posiciones
mundiales en la producción de 17 minerales. La Secretaría
de Economía10 lo identifica como principal productor de
plata; segundo productor de fluorita; tercero de sulfato de
sodio y wollastonita; cuarto de celestita; quinto de plomo,
molibdeno, barita, diatomita y sulfato de magnesio; sexto
de zinc; octavo de sal, yeso, cadmio, oro y feldespato, y dé-
cimo de cobre.

Las cifras anteriores demuestran que la minería tiene una
presencia económica, laboral y territorial considerable. Un
sector cuyo valor de producción alcanzó 317 mil 460 mi-
llones de pesos, que empleó aproximadamente a 232 mil
personas, que generó exportaciones extractivas por 13 mil
804 millones de dólares y que contó con más de 22 mil
concesiones vigentes debe sujetarse a mecanismos am-
bientales, sanitarios y laborales proporcionales a la escala
de sus actividades.

La importancia económica de la minería no debe utilizarse
como argumento para reducir la regulación ambiental. Por
el contrario, la magnitud de la producción, las inversiones,
las exportaciones y la superficie concesionada justifica que
las empresas implementen sistemas permanentes de moni-
toreo de metales pesados, enfermedades respiratorias, cali-
dad del agua, suelo y aire.

De esta manera, el aprovechamiento económico de los re-
cursos minerales puede conciliarse con los derechos cons-
titucionales a la protección de la salud, al medio ambiente
sano, al acceso al agua, al trabajo digno y al interés supe-
rior de niñas, niños y adolescentes.

La presente iniciativa tiene por objeto establecer en la Ley
de Minería la obligación expresa de que las personas titu-
lares de concesiones y asignaciones mineras, así como
quienes realicen actividades de beneficio de minerales, di-
señen, financien, implementen y mantengan un sistema in-
tegral para monitorear permanentemente:

La presencia de metales pesados, metaloides y otras sus-
tancias potencialmente tóxicas;

La calidad del agua superficial, subterránea y destinada
al uso y consumo humano;
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La calidad del suelo, subsuelo, sedimentos y polvo de-
positado;

La calidad del aire ambiental y del ambiente laboral;

La exposición a partículas suspendidas, polvo respirable
y sílice cristalina;

Las enfermedades respiratorias y demás efectos sanita-
rios compatibles con la exposición a contaminantes mi-
neros;

Las afectaciones diferenciadas que puedan presentarse
en niñas, niños y adolescentes;

Los riesgos para las mujeres embarazadas o en periodo
de lactancia, y

La exposición y el estado de salud de las personas tra-
bajadoras.

La reforma propone adicionar el artículo 27 Bis, inmedia-
tamente después del precepto que actualmente concentra
las obligaciones de las personas titulares de concesiones
mineras. De acuerdo con el texto vigente de la Ley de Mi-
nería11, cuya última reforma fue publicada el 8 de mayo de
2023, el artículo 27 contiene obligaciones de operación,
seguridad, información, restauración, cierre y post-cierre,
pero no instituye un sistema unificado que vincule el mo-
nitoreo del agua, aire y suelo con la vigilancia epidemioló-
gica, la salud ocupacional, la protección reforzada de gru-
pos vulnerables y la difusión pública de resultados.

La adición no pretende sustituir las normas oficiales me-
xicanas ambientales, sanitarias, hídricas y laborales exis-
tentes. Su finalidad es establecer en la propia ley secto-
rial la obligación transversal que permita aplicar dichas
disposiciones de manera continua, coordinada, compara-
ble y verificable durante todo el ciclo de vida de una ope-
ración minera.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos12 reconoce un conjunto de derechos y deberes estata-
les que justifican la intervención legislativa.

El artículo 1o. obliga a todas las autoridades, dentro del
ámbito de sus competencias, a promover, respetar, proteger
y garantizar los derechos humanos, así como a prevenir, in-
vestigar, sancionar y reparar sus violaciones.

El artículo 4o. reconoce el derecho de toda persona a la
protección de la salud, a un medio ambiente sano para su
desarrollo y bienestar y al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y doméstico en for-
ma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El mismo
precepto dispone que en todas las decisiones y actuaciones
del Estado deberá velarse y cumplirse con el principio del
interés superior de la niñez.

El artículo 27 establece el dominio directo de la Nación so-
bre los minerales y sustancias existentes en vetas, mantos,
masas o yacimientos cuya naturaleza sea distinta de los
componentes de los terrenos. El otorgamiento de concesio-
nes para su aprovechamiento no elimina la obligación esta-
tal de proteger la salud, el agua, el ambiente y los derechos
de las comunidades.

Finalmente, el artículo 73, fracción X, faculta al Congreso
de la Unión para legislar en materia de minería, mientras
que su fracción XVI le atribuye competencia respecto de la
salubridad general. La articulación de ambas facultades
permite imponer obligaciones mineras dirigidas a prevenir
riesgos ambientales, sanitarios y ocupacionales. La versión
oficial de la Constitución reporta como última reforma la
publicada el 3 de marzo de 2026.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes13 reconoce su derecho a la protección de la salud
y a vivir en condiciones de bienestar y sano desarrollo in-
tegral. Su artículo 43 establece específicamente que niñas,
niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio
ambiente sano y sustentable, en condiciones que permitan
su desarrollo, bienestar y crecimiento saludable y armonio-
so. Su texto vigente fue reformado por última vez el 15 de
enero de 2026.

La Ley General de Salud14, la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente15, la Ley Federal
del Trabajo16 y la legislación de aguas nacionales17 regu-
lan distintos componentes de la exposición ambiental y
ocupacional. Sin embargo, esa regulación se encuentra dis-
tribuida entre diferentes autoridades, procedimientos y sis-
temas de información. La Ley General de Salud fue refor-
mada por última vez el 15 de enero de 2026 y la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente el 19 de enero de 2026.

La vigilancia de enfermedades respiratorias en las regiones
mineras debe fortalecerse porque la actividad puede gene-
rar partículas suspendidas, polvo total, polvo respirable, sí-
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lice cristalina, fibras minerales, gases, vapores y productos
de combustión.

El Anuario de Morbilidad 202418 ,elaborado por el Sis-
tema Único de Información para la Vigilancia Epidemioló-
gica y la Dirección General de Epidemiología de la Secre-
taría de Salud, registró en México:

16,973,497 casos de infecciones respiratorias agudas;

145,911 casos de asma, y

141,613 casos de neumonías y bronconeumonías.

Estas cifras corresponden a la población nacional y, por sí
mismas, no acreditan que las enfermedades hayan sido
causadas por actividades mineras. Su relevancia para la re-
forma consiste en demostrar la elevada carga general de
padecimientos respiratorios y la necesidad de contar con
sistemas territorialmente diferenciados que permitan iden-
tificar si en determinadas regiones mineras existen incre-
mentos, patrones o concentraciones asociables con exposi-
ciones laborales o ambientales específicas.19

La Organización Internacional del Trabajo20 ha señalado
que la silicosis y otras neumoconiosis continúan siendo
problemas graves de salud en la minería. Su Convenio nú-
mero 176 sobre seguridad y salud en las minas establece,
en su artículo 11, que el empleador debe asegurarse de que
se lleve a cabo sistemáticamente la vigilancia de la salud de
las personas trabajadoras expuestas a los riesgos propios de
las actividades mineras. México depositó el instrumento de
ratificación de dicho Convenio el 5 de junio de 2026, con-
virtiéndose en el trigésimo sexto Estado en ratificarlo.

Esta ratificación fortalece la necesidad de armonizar la le-
gislación minera mexicana con un modelo de vigilancia pe-
riódica, preventiva y postocupacional que incluya tanto a
las personas contratadas directamente como a quienes la-
boren mediante empresas contratistas, subcontratistas o
prestadoras de servicios.

Las operaciones de extracción, trituración, molienda, lixi-
viación, fundición, refinación, almacenamiento y disposi-
ción de residuos pueden movilizar metales y metaloides
presentes naturalmente en los yacimientos o liberados por
los procesos utilizados.

El riesgo concreto varía según la composición geológica, el
mineral extraído, los reactivos empleados, las condiciones

meteorológicas, los depósitos de jales, las rutas de escurri-
miento, la dirección del viento y la cercanía de viviendas,
escuelas, centros de trabajo y fuentes de abastecimiento de
agua.

La Organización Mundial de la Salud21, en su ficha técni-
ca “Intoxicación por plomo”, actualizada el 10 de junio
de 2026, identifica a la minería y a la metalurgia entre las
principales fuentes de contaminación ambiental por plomo.
También señala que no existe un nivel conocido de exposi-
ción que esté exento de efectos nocivos.

La exposición puede producirse por inhalación de partículas o
por ingestión de polvo, suelo, agua y alimentos contaminados.
Una vez en el organismo, el plomo puede acumularse en el ce-
rebro, hígado, riñones, dientes y huesos. La OMS22 indica que
los niños pequeños pueden absorber entre cuatro y cinco ve-
ces más plomo que las personas adultas a partir de una misma
dosis ingerida.

La misma fuente señala que el plomo almacenado en los hue-
sos puede liberarse a la sangre durante el embarazo y con-
vertirse en una fuente de exposición para el feto; asimismo,
la exposición durante el embarazo puede afectar el creci-
miento fetal y adelantar el parto. La cuarta edición del docu-
mento técnico de la OMS “Exposure to lead: a major pu-
blic health concern”, publicada en 2025, recomienda
reducir especialmente las exposiciones ambientales y ocupa-
cionales de niñas, niños y mujeres en edad reproductiva.

La Organización Mundial de la Salud23 reconoce que el ar-
sénico inorgánico es altamente tóxico y que puede estar pre-
sente en el agua, aire y suelo. La exposición prolongada por
medio del agua y los alimentos puede causar cáncer y lesio-
nes cutáneas y se ha asociado con enfermedades cardiovas-
culares, diabetes, enfermedades pulmonares y daños renales.

La OMS también relaciona la exposición intrauterina y du-
rante la primera infancia con efectos negativos en el desa-
rrollo cognitivo, desenlaces adversos del embarazo, morta-
lidad infantil y afectaciones posteriores en la salud. La
organización considera que la intervención prioritaria en
las comunidades afectadas consiste en prevenir nuevas ex-
posiciones mediante el abastecimiento de agua segura y el
seguimiento continuo de la población en riesgo.

Dependiendo de la mineralogía y los procesos empleados,
el sistema deberá evaluar cadmio, mercurio, cromo, níquel,
manganeso, selenio, talio, vanadio, cobre, zinc, antimonio
y otros elementos o compuestos potencialmente tóxicos.
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El listado no debe ser cerrado porque los contaminantes re-
levantes cambian según el tipo de yacimiento, los reactivos
utilizados y los residuos generados. La obligación legal de-
be establecer un núcleo mínimo y facultar a las autoridades
para ampliar los parámetros cuando la línea base, las con-
diciones geológicas, los incidentes o los primeros resulta-
dos de monitoreo lo justifiquen.

Evidencia documentada en México; Cuenca del Río
Sonora

El 6 de agosto de 2014 ocurrió un derrame de aproximada-
mente 40,000 metros cúbicos de sulfato de cobre acidula-
do en la cuenca del Río Sonora. La Comisión Nacional de
los Derechos Humanos reabrió la investigación y emitió la
Recomendación 50/202424, en la que acreditó la persisten-
cia de violaciones a los derechos humanos al medio am-
biente sano, al acceso al agua potable y a la salud de la po-
blación de los municipios ubicados en la cuenca.

Dentro del programa de abordaje toxicológico analizado
por la CNDH se aplicaron cédulas de salud a 1,504 perso-
nas de Arizpe, Banámichi, Huépac, San Felipe de Jesús,
Aconchi, Baviácora, Ures y la parte rural de Hermosillo.
De ese grupo se identificaron 705 personas en alto riesgo,
a quienes se tomaron muestras para detectar plomo, cad-
mio, mercurio, manganeso, cobre y arsénico.

La CNDH registró la integración de 695 expedientes con
resultados positivos para arsénico, plomo, cadmio y
manganeso con comportamiento crónico. Estos datos no
deben extrapolarse automáticamente a todas las regiones
mineras del país, pero constituyen evidencia oficial de que
la exposición múltiple puede existir y de que se requieren
protocolos permanentes de vigilancia toxicológica y epide-
miológica.

Respecto del agua subterránea, la recomendación señaló
que en más de la mitad de los pozos estudiados se encon-
traron parámetros fuera de la NOM-127-SSA1-2021 y que
más de la mitad no resultaron aptos para el consumo hu-
mano. También se analizaron aluminio, antimonio, arséni-
co, bario, cadmio, cobre, cromo, hierro, manganeso, mer-
curio, níquel, plomo y zinc.

La CNDH recomendó instrumentar un mecanismo perma-
nente de monitoreo de la calidad del agua, comparar perió-
dicamente los resultados con los metales y metaloides de-
tectados y garantizar acceso público a datos actualizados.
Por ello, la reforma propuesta convierte en una obligación

general lo que hasta ahora ha tenido que ordenarse de ma-
nera reactiva y caso por caso.

En la Recomendación 91/2019, la CNDH25 documentó
violaciones a los derechos al medio ambiente sano, a la sa-
lud, a la vivienda y al interés superior de la niñez vincula-
das con el pasivo ambiental de la antigua planta de Ávalos
y con la construcción de viviendas en zonas contiguas.

El organismo identificó exposición de la población a resi-
duos minero-metalúrgicos con metales pesados como cad-
mio, arsénico y plomo. El caso demuestra que la vigilancia
no debe concluir con el cese de la producción, sino conti-
nuar mientras existan residuos, suelos contaminados o ru-
tas activas de exposición.

La Recomendación 7/2022 de la CNDH26 acreditó viola-
ciones a los derechos al medio ambiente sano, al agua, a la
vivienda adecuada y a la salud motivadas por actividades
extractivas en La Colorada, Sonora. Este y otros antece-
dentes llevaron a la CNDH a identificar al sector extracti-
vo como un ámbito en el que se han emitido diversas reco-
mendaciones relacionadas con seguridad, salud, agua,
vivienda y medio ambiente.

Los casos de Río Sonora, Ávalos y La Colorada muestran
que los contaminantes pueden dispersarse simultáneamen-
te por el agua, aire, suelo, polvo y sedimentos. Por tanto, el
monitoreo de un solo componente ambiental no permite re-
construir integralmente las rutas de exposición.

La niñez requiere una protección diferenciada porque sus
etapas de desarrollo, su menor masa corporal, su cercanía
física con el suelo y sus comportamientos de contacto ma-
no-boca pueden aumentar la exposición a polvo y suelo
contaminados.

En las zonas de influencia minera deben monitorearse prio-
ritariamente:

Escuelas y guarderías;

Viviendas;

Parques, patios y áreas recreativas;

Fuentes comunitarias de agua;

Suelo superficial;
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Polvo depositado dentro y fuera de inmuebles, y

Caminos utilizados para transportar minerales y resi-
duos.

Cuando se detecten concentraciones elevadas o indicadores
de exposición, las medidas no deben limitarse a informar a
las familias. Es necesario eliminar o reducir la fuente, sumi-
nistrar agua segura, limpiar los espacios contaminados, reali-
zar evaluaciones médicas cuando sean procedentes y dar se-
guimiento a los posibles efectos en el desarrollo.

La confidencialidad y el consentimiento informado deben
ser obligatorios. Los biomarcadores o evaluaciones clíni-
cas de niñas, niños y adolescentes sólo deberán practicarse
bajo supervisión de las autoridades sanitarias, con consen-
timiento de quienes ejerzan la patria potestad o tutela y,
cuando corresponda, con el asentimiento de la persona me-
nor de edad.

El embarazo constituye una etapa especialmente sensible
frente a determinadas exposiciones químicas. Por ello, el
sistema propuesto deberá incorporar:

Información prioritaria y comprensible sobre los conta-
minantes detectados;

Evaluaciones médicas voluntarias, gratuitas y confiden-
ciales;

Acceso inmediato a agua segura;

Seguimiento médico cuando se encuentren indicadores
de exposición;

Reducción inmediata de las fuentes ambientales de con-
tacto, y

Reubicación preventiva de las trabajadoras embaraza-
das cuando su puesto implique exposición peligrosa.

La reubicación laboral no podrá traducirse en disminución
salarial, pérdida de prestaciones, alteración injustificada de
la antigüedad, despido o cualquier otra forma de discrimi-
nación.

La reciente guía de la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe27 para incorporar la perspectiva de gé-
nero en la aplicación del Acuerdo de Escazú señala la ne-
cesidad de facilitar el pleno ejercicio de los derechos de las

mujeres a la información, la participación y la justicia am-
biental. Esta perspectiva debe trasladarse a la regulación
minera, particularmente cuando existen impactos diferen-
ciados por embarazo, maternidad, tareas de cuidado y ac-
ceso desigual a servicios de salud.

La vigilancia ocupacional deberá comprender a todas las
personas expuestas, independientemente de que sean con-
tratadas directamente por la empresa titular de la concesión
o por contratistas, subcontratistas, cooperativas o prestado-
res de servicios.

Como mínimo, deberá incluir:

Historia clínica y ocupacional;

Evaluación médica inicial;

Evaluaciones periódicas;

Espirometría y pruebas de función pulmonar;

Estudios de imagen cuando estén médicamente indica-
dos;

Monitoreo personal de polvo y contaminantes;

Biomarcadores de exposición cuando sean procedentes;

Registro de enfermedades e incapacidades laborales, y

Seguimiento postocupacional cuando puedan presentar-
se enfermedades de manifestación tardía.

La información médica no podrá ser entregada a las em-
presas en forma nominativa ni utilizarse para despedir, ex-
cluir, estigmatizar o impedir ascensos. La persona trabaja-
dora tendrá derecho a conocer y recibir gratuitamente sus
resultados.

El Convenio 176 de la OIT28, además de ordenar la vigi-
lancia sistemática de la salud, reconoce el deber de inves-
tigar accidentes e incidentes peligrosos y adoptar medidas
correctivas. La reforma propuesta traduce esas obligacio-
nes en mecanismos concretos de medición, alerta, inter-
vención y seguimiento.

El artículo 27 de la Ley de Minería29 ya obliga a las per-
sonas concesionarias a observar determinadas disposicio-
nes de seguridad, protección ambiental, uso de agua, res-
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tauración, cierre y post-cierre. También exige designar res-
ponsables del cumplimiento de las normas de seguridad y
presentar diversa información a la Secretaría de Economía.

El artículo 43 permite suspender las obras y trabajos cuan-
do pongan en peligro la vida o integridad física de las per-
sonas trabajadoras o de integrantes de la comunidad, cuan-
do causen o puedan causar daños a bienes o cuando existan
accidentes o siniestros.

A su vez, el artículo 55, fracción XVII, contempla la can-
celación de la concesión cuando la autoridad competente
determine la existencia de riesgo inminente de desequili-
brio ecológico, daño irreversible a los recursos naturales,
contaminación con repercusiones peligrosas para los eco-
sistemas, los sistemas hidrológicos o la salud pública.

Estas medidas son importantes, pero su activación depen-
de de contar con información suficiente para detectar el
riesgo. Del análisis sistemático de la legislación vigente se
advierte que no existe una obligación específica que arti-
cule dentro de un solo sistema:

Una línea base previa al inicio de operaciones;

El monitoreo simultáneo de agua, aire, suelo, sedimen-
tos y polvo;

La identificación periódica de metales pesados;

La vigilancia de enfermedades respiratorias;

El seguimiento de exposición comunitaria y ocupacio-
nal;

La protección reforzada de niñas, niños y mujeres em-
barazadas;

La publicación de datos georreferenciados;

La participación de las comunidades;

La activación de alertas tempranas, y

El monitoreo sanitario durante el cierre y post-cierre.

La reforma subsana esa ausencia sin eliminar las atribucio-
nes de las autoridades ambientales, sanitarias, laborales, hí-
dricas o de protección civil.

Los costos ordinarios del monitoreo, análisis de laboratorio,
vigilancia ocupacional, auditoría, publicación de resultados y
medidas correctivas serán cubiertos por las personas titulares
de las concesiones, asignaciones o instalaciones de beneficio.

La reforma no permite trasladar esos costos a las personas
trabajadoras, habitantes de las comunidades o personas so-
metidas a evaluaciones médicas.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley de Minería

En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 27 Bis a la Ley
de Minería

Artículo Único. Se adiciona el artículo 27 Bis a la Ley de
Minería, para quedar como sigue:

Artículo 27 Bis. Las personas titulares de concesiones y
asignaciones mineras, así como las personas físicas o
morales que realicen actividades de beneficio de mine-

Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados92



rales, deberán diseñar, financiar, implementar, mante-
ner y actualizar un Sistema Integral de Monitoreo So-
cioambiental, Sanitario y Ocupacional Minero, destina-
do a prevenir, identificar, evaluar, controlar y atender
los riesgos y afectaciones que sus actividades puedan
generar sobre la salud de las personas, la calidad del
agua, el suelo, el aire, los ecosistemas y el ambiente de
trabajo.

El Sistema se aplicará durante las etapas de explora-
ción, preparación del sitio, explotación, beneficio, alma-
cenamiento, transporte interno, cierre y post-cierre, y
se regirá por los principios de prevención, precaución,
máxima protección, interés superior de la niñez, pers-
pectiva de género, no discriminación, transparencia,
participación comunitaria, responsabilidad ambiental y
quien contamina paga.

La Secretaría supervisará el cumplimiento de esta obli-
gación en coordinación con las Secretarías de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, de Salud y del Traba-
jo y Previsión Social, la Comisión Nacional del Agua y
las autoridades de las entidades federativas y munici-
pios, dentro del ámbito de sus respectivas competen-
cias.

Todos los costos relacionados con el diseño, implemen-
tación, operación, mantenimiento, actualización, audi-
toría y publicación de los resultados del Sistema serán
cubiertos por las personas titulares de las concesiones,
asignaciones o instalaciones de beneficio. Estos costos
no podrán trasladarse directa o indirectamente a las
personas trabajadoras, comunidades o personas some-
tidas a evaluaciones médicas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.gob.mx/se/es/acciones-y-programas/mineria.

2 https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/industry/mi-
ning-except-oil-and-gas.

3 https://www.gob.mx/sgm/articulos/consulta-el-anuario-estadistico-
de-la-mineria-mexicana.

4 https://www.inegi.org.mx/rnm/index.php/catalog/1094.

5 https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/industry/mi-
ning-except-oil-and-gas.

6 https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/industry/me-
tal-ore-mining.

7 https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/industry/me-
tal-ore-mining.

8 https://www.banxico.org.mx/SieInternet/consultarDirectorioInterne-
tAction.do?accion=consultarCuadroAnalitico&idCuadro=CA176.

9 https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/industry/mi-
ning-except-oil-and-gas.

10 https://www.gob.mx/se/es/acciones-y-programas/mineria.

11 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lmin.htm.

12 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm.

13 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgdnna.htm.

14 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm.

15 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgeepa.htm.

16 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lft.htm.

17 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lan.htm.

18 https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/anuarios-de-mor-
bilidad-1984-a-2024.

19 https://epidemiologia.salud.gob.mx/anuario/2024/morbilidad/na-
cional/veinte_principales_causas_enfermedad_nacional_mes.pdf.

20 https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:
0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312321.

21 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/lead-poiso-
ning-and-health?utm.

22 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/lead-poiso-
ning-and-health?utm.

23 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/arsenic?utm.
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24 https://hist.cndh.org.mx/documento/recomendacion-502024?utm.

25 https://www.cndh.org.mx/documento/recomendacion-912019?utm.

26 https://empresasdh.cndh.org.mx/Recomendaciones/Extractiva?utm.

27 https://www.cepal.org/es/publicaciones/89938-acuerdo-regional-
acceso-la-informacion-la-participacion-publica-acceso-la?utm.

28 https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB%3A
12100%3A0%3A%3ANO%3A12100%3AP12100_INSTRUMENT_I
D%3A312321%3ANO&utm.

29 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lmin htm. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Turismo, en materia de protección del
turismo cultural y de los pueblos y comunidades indígenas
y afromexicanas, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 73, fracción XXIX-K, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo
Masso, diputado a la LXVI Legislatura e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, presenta iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El turismo es una actividad estratégica para México porque
aporta una parte importante del Producto Interno Bruto, ge-
nera millones de empleos, atrae divisas, fortalece economías
regionales y proyecta internacionalmente la riqueza cultural,
natural y gastronómica del país.

De acuerdo con la Cuenta Satélite del Turismo de México
2024, publicada por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI)1 el sector turismo aportó 8.7% del Pro-
ducto Interno Bruto nacional en 2024. En términos mone-
tarios, el PIB turístico alcanzó 2 billones 713 mil 120 mi-
llones de pesos. Además, medido a precios de 2018, el PIB
turístico creció 2.5% real respecto al año anterior.

Esto significa que casi 9 de cada 100 pesos generados en la
economía mexicana estuvieron relacionados con activida-
des turísticas como alojamiento, transporte de pasajeros,
restaurantes, bares, centros nocturnos, comercio turístico,
servicios culturales, deportivos y recreativos.

El turismo también es importante por su peso laboral; de
acuerdo con la misma fuente en 2024 las actividades turís-
ticas generaron 2 millones 931 mil 592 puestos de trabajo
ocupados remunerados, equivalentes a 7.4% del total na-
cional. Los rubros con mayor participación fueron restau-
rantes, bares y centros nocturnos; transporte de pasajeros;
y alojamiento para visitantes.

Además, DataTur2 reporta que el Indicador Trimestral del
Empleo Turístico ascendió a 5 millones 022 mil personas
empleadas y representó 9.3% del empleo nacional. Esta
medición es más amplia porque incluye trabajadores sub-
ordinados, remunerados y por cuenta propia vinculados al
turismo.

Fuentes gubernamentales3 señalan que, en 2025, México
registró un año histórico en turismo internacional: recibió
98.2 millones de visitantes internacionales, con un creci-
miento de 13.6% respecto de 2024. Además, el ingreso de
divisas por visitantes internacionales alcanzó 34 mil 992
millones de dólares, un aumento de 6.2% frente al año pre-
vio.

Para 2026, las cifras preliminares también muestran dina-
mismo. DataTur reportó que, de enero a abril de 2026, Mé-
xico recibió 16.5 millones de turistas internacionales, 5.5%
más que en el mismo periodo de 2025. En ese mismo lap-
so, el ingreso de divisas por visitantes internacionales fue
de 13.3 mil millones de dólares.

Por otra parte, DataTur también reportó que, de enero a
abril de 2026, llegaron a México 4.9 millones de pasajeros
en cruceros, lo que representó un crecimiento de 13% fren-
te al mismo periodo de 2025. En el mismo periodo se re-
gistraron 41.3 millones de pasajeros en vuelos regulares
nacionales e internacionales y 20.6 millones de turistas na-
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cionales hospedados en cuartos de hotel dentro de los des-
tinos seleccionados por DataTur.

La Cuenta Satélite del Turismo presentada por el INEGI,
muestra que las actividades con mayor peso dentro del PIB
turístico son los servicios de alojamiento para visitantes, el
transporte de pasajeros y los restaurantes, bares y centros
nocturnos. Esto confirma que el turismo no beneficia úni-
camente a hoteles o agencias de viaje, sino a una cadena
amplia de servicios, comercios, transportistas, productores
locales, trabajadores y comunidades receptoras.

Importancia del turismo para México.

El turismo es de vital importancia para nuestro país ya que
aporta al crecimiento económico, representa 8.7% del PIB
nacional; genera empleo directo e indirecto, especialmente
en servicios de alojamiento, alimentos, bebidas, transporte,
comercio, cultura, recreación y actividades comunitarias;
atrae divisas, porque el gasto de visitantes internacionales
representa ingresos externos para el país, en 2025, esas di-
visas llegaron a casi 35 mil millones de dólares, lo que for-
talece la economía nacional y regional; impulsa el desarro-
llo regional, especialmente en destinos de playa, pueblos
mágicos, zonas arqueológicas, ciudades patrimonio, áreas
naturales, comunidades rurales y regiones con vocación tu-
rística y difunde la identidad cultural de México, porque el
turismo promueve gastronomía, lenguas, tradiciones, arte-
sanías, música, vestimenta, patrimonio histórico, zonas ar-
queológicas y expresiones comunitarias.4

México es una nación pluricultural, diversa y profunda-
mente rica en expresiones culturales comunitarias. Sus
pueblos, comunidades indígenas y afromexicanas, barrios,
ejidos, comunidades rurales, pueblos originarios, comuni-
dades equiparables y grupos locales han creado, preserva-
do y transmitido durante generaciones símbolos, ceremo-
nias, fiestas, lenguas, saberes, técnicas artesanales,
medicina tradicional, música, danza, gastronomía, textiles,
vestimenta, narraciones, rituales, formas de organización y
expresiones espirituales que forman parte esencial de su
identidad colectiva.

El turismo cultural puede ser una herramienta positiva pa-
ra el desarrollo local cuando se realiza con respeto, partici-
pación comunitaria, distribución justa de beneficios y re-
conocimiento de la autonomía de las comunidades
anfitrionas. Puede generar empleo, fortalecer economías
locales, abrir mercados para productos comunitarios, revi-

talizar lenguas, visibilizar saberes tradicionales y crear
condiciones para que las propias comunidades decidan có-
mo compartir su patrimonio.

Sin embargo, cuando el turismo cultural se desarrolla sin
reglas claras también puede producir efectos negativos.
Entre ellos se encuentran la apropiación indebida de sím-
bolos, la representación distorsionada de ceremonias, la
comercialización de rituales sagrados, el uso de vestimen-
ta tradicional como disfraz, la explotación de lenguas indí-
genas como atractivo decorativo, la banalización de la gas-
tronomía, la extracción de conocimientos tradicionales sin
autorización, la reproducción de estereotipos y la folklori-
zación de comunidades.

La Ley General de Turismo5 ya establece que uno de sus
objetivos es determinar mecanismos para la conservación,
mejoramiento, protección, promoción y aprovechamiento
de los recursos y atractivos turísticos nacionales, preser-
vando el patrimonio natural y cultural, así como el equili-
brio ecológico. Asimismo, define el turismo sustentable
como aquel que respeta la autenticidad sociocultural de las
comunidades anfitrionas, conserva sus atractivos cultura-
les, sus valores tradicionales y asegura beneficios socioe-
conómicos para dichas comunidades.

No obstante, aunque la Ley vigente reconoce la importan-
cia del patrimonio cultural y de las comunidades anfitrio-
nas, no regula de manera expresa el uso turístico de sím-
bolos, ceremonias, saberes, gastronomía, vestimenta,
lenguas y patrimonio cultural comunitario. Esta omisión
permite que prestadores de servicios, agencias, operadores
turísticos, plataformas digitales, marcas, hoteles, restauran-
tes o intermediarios utilicen elementos culturales comuni-
tarios sin autorización, sin participación de la comunidad y
sin distribución justa de beneficios.

La Ley Federal de Protección del Patrimonio Cultural de
los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas6

reconoce y garantiza la protección, salvaguardia y desarro-
llo del patrimonio cultural y la propiedad intelectual colec-
tiva de dichos pueblos y comunidades. También establece
que los pueblos y comunidades tienen derecho a definir,
preservar, proteger, controlar y desarrollar los elementos de
su patrimonio cultural, conocimientos y expresiones cultu-
rales tradicionales. Asimismo, prevé que el uso, aprove-
chamiento o comercialización por terceros requiere con-
sentimiento de los pueblos o comunidades titulares y, en su
caso, distribución justa y equitativa de beneficios.
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Por su parte, la Ley General de Derechos Lingüísticos de
los Pueblos Indígenas7 reconoce que las lenguas indígenas
son parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico
nacional, y que su diversidad es una de las principales ex-
presiones de la composición pluricultural de la Nación Me-
xicana [3]. En consecuencia, el uso turístico de lenguas in-
dígenas no debe reducirse a una estrategia de
mercadotecnia, sino realizarse con respeto, pertinencia cul-
tural, participación comunitaria y reconocimiento de dere-
chos colectivos.

En el ámbito internacional, la UNESCO8 ha señalado que
el patrimonio cultural inmaterial incluye prácticas, conoci-
mientos y expresiones que las comunidades reconocen co-
mo parte de su identidad cultural, transmitidas de genera-
ción en generación y recreadas constantemente en función
de su entorno, historia e interacción con la naturaleza. Es-
ta concepción confirma que las expresiones culturales vi-
vas no son mercancías disponibles para cualquiera, sino
elementos de identidad que pertenecen a comunidades con-
cretas y que requieren salvaguardia.

Asimismo, las recomendaciones internacionales sobre turis-
mo indígena sustentable promueven que las empresas turísti-
cas desarrollen sus operaciones de manera responsable, per-
mitiendo que las comunidades indígenas que desean abrirse
al turismo puedan aprovechar sus oportunidades mediante
procesos adecuados de consulta.9 Esta visión parte de un
principio fundamental: el turismo cultural debe construirse
con las comunidades, no sobre las comunidades.

La presente iniciativa busca armonizar la Ley General de
Turismo con este marco de protección cultural. No se pre-
tende impedir el turismo cultural ni cerrar las puertas a la
promoción de la diversidad mexicana. Por el contrario, se
busca que el turismo cultural sea respetuoso, comunitario,
justo y sustentable; que evite la apropiación indebida, la
folklorización y la explotación de identidades colectivas; y
que coloque a las comunidades como titulares de derechos,
no como simples atractivos turísticos.

La reforma reconoce que existen elementos culturales que
no deben ser objeto de explotación turística. Algunas cere-
monias, espacios sagrados, conocimientos espirituales, prác-
ticas medicinales, símbolos rituales, narraciones, indumen-
tarias o formas de representación pueden tener restricciones
internas definidas por las propias comunidades. La autoridad
turística y los prestadores de servicios deben respetar dichas
restricciones.

La finalidad de esta reforma es clara: que el turismo cultu-
ral en México deje de reproducir prácticas extractivas, pa-
ternalistas o decorativas, y avance hacia un modelo donde
las comunidades decidan, participen, reciban beneficios y
conserven el control sobre su patrimonio vivo.

El eje de la iniciativa es que el turismo cultural no se pro-
híbe, pero se condiciona a consentimiento comunitario,
respeto cultural, beneficios justos y prohibición de
apropiación o folklorización.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley General de Turismo
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En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Turismo

Artículo Único. Se reforman la fracción II del artículo 2;
el artículo 21; las fracciones I, VII y VIII del artículo 23,
y las fracciones II y III del artículo 62; y se adicionan la
fracción X Bis al artículo 2; las fracciones XIII Bis y

XIII Ter al artículo 7; la fracción XIII Bis al artículo 9;
la fracción XI Bis al artículo 10; un párrafo segundo al
artículo 21; una fracción IX al artículo 23; un artículo 30
Bis y las fracciones XIII y XIV al artículo 58, y la frac-
ción 2 Bis al artículo 62, de la Ley General de Turismo,
para quedar como sigue:

Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto:

I. a II. …

III. Determinar los mecanismos para la conservación,
mejoramiento, protección, promoción y aprovecha-
miento de los recursos y atractivos turísticos nacionales,
preservando el patrimonio natural, cultural, comunita-
rio, lingüístico, histórico, artístico, arqueológico, bio-
cultural y el equilibrio ecológico, con base en los crite-
rios determinados por las leyes en la materia, así como
contribuir a la creación o desarrollo de nuevos atracti-
vos turísticos, en apego al marco jurídico vigente;

IV. a X. …

X Bis. Establecer bases para que el uso turístico de
símbolos, ceremonias, saberes, gastronomía, vestimen-
ta, lenguas, expresiones culturales tradicionales y pa-
trimonio cultural comunitario se realice con respeto a
la dignidad, autonomía, consentimiento, participación
y beneficio justo de las comunidades titulares, evitan-
do la apropiación indebida, folklorización, discrimina-
ción, explotación o banalización de sus elementos cul-
turales.

Artículo 7. Para el cumplimiento de la presente Ley, co-
rresponde a la Secretaría:

I. a XIII. …

XIII Bis. Promover, en coordinación con la Secreta-
ría de Cultura, el Instituto Nacional de los Pueblos
Indígenas, el Instituto Nacional de Lenguas Indíge-
nas, el Instituto Nacional de Antropología e Historia
y demás autoridades competentes, lineamientos para
el uso turístico respetuoso del patrimonio cultural
comunitario;

XIII Ter. Impulsar que la promoción turística nacio-
nal e internacional evite la apropiación turística in-
debida, folklorización, discriminación, exotización o
explotación cultural de comunidades titulares;
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XIV. a XVIII. …

Artículo 9. Corresponde a los Estados y a la Ciudad de Mé-
xico, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes
locales en materia turística, las siguientes atribuciones:

I. a XIII. …

XIII Bis Promover, en coordinación con las comuni-
dades titulares y autoridades competentes, que los
productos, rutas, festivales, experiencias, campañas
y servicios turísticos que utilicen patrimonio cultural
comunitario cuenten con consentimiento comunita-
rio, información veraz, protocolos de respeto y dis-
tribución justa de beneficios;

XIV. a XXI. …

Artículo 10. Corresponde a los Municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes atribuciones:

I. a XI. …

XI Bis. Coadyuvar con las comunidades titulares para
proteger el patrimonio cultural comunitario utilizado
con fines turísticos, mediante protocolos de visita, se-
ñalización, regulación de espacios comunitarios, códi-
gos de conducta, ordenamiento turístico local y pre-
vención de prácticas de apropiación indebida o
folklorización;

XII. a XV. …

Artículo 21. La Secretaría, en conjunto con la Secretaría de
Cultura, promoverá programas que difundan la importancia
de respetar y conservar el patrimonio histórico, artístico, ar-
queológico, cultural, lingüístico y comunitario, así como la
dignidad, identidad, autonomía y derechos colectivos de
las comunidades titulares.

Los programas de difusión deberán incluir contenidos
orientados a prevenir la apropiación turística indebida,
la folklorización, el racismo, la discriminación, la exoti-
zación y el uso no autorizado de símbolos, ceremonias,
saberes, gastronomía, vestimenta, lenguas y expresio-
nes culturales tradicionales.

Artículo 23. En la formulación del ordenamiento turístico
del territorio deberán considerarse los siguientes criterios:

I. La naturaleza y características de los recursos turísti-
cos existentes en el territorio nacional, así como su pa-
trimonio natural, cultural, lingüístico, comunitario y
biocultural;

II. a VI. ...

VII. Las medidas de protección y conservación estable-
cidas en las Declaratorias Presidenciales de Zonas de
Monumentos arqueológicos, artísticos e históricos de
interés nacional, así como las Declaratorias de Monu-
mentos históricos y artísticos, y en las demás disposi-
ciones legales aplicables en los sitios en que existan o se
presuma la existencia de elementos arqueológicos pro-
piedad de la Nación;

VIII. Las previsiones contenidas en los programas de
Ordenamiento Ecológico del Territorio tanto regionales
como locales, así como en las declaratorias de áreas na-
turales protegidas y demás disposiciones jurídicas apli-
cables en materia ambiental, y

IX. La existencia de patrimonio cultural comunita-
rio susceptible de uso turístico, así como la necesidad
de contar con consentimiento comunitario, protoco-
los de visita, límites de carga social y cultural, distri-
bución justa de beneficios y medidas para evitar
apropiación indebida, folklorización o afectación a la
integridad cultural de las comunidades titulares.

Artículo 30 Bis. El uso turístico de símbolos, ceremo-
nias, saberes, gastronomía, vestimenta, lenguas, expre-
siones espirituales, conocimientos tradicionales y de-
más elementos del patrimonio cultural comunitario
deberá realizarse con consentimiento comunitario, par-
ticipación efectiva de la comunidad titular, respeto a su
dignidad e identidad, distribución justa de beneficios y
observancia de las leyes aplicables en materia cultural,
indígena, afromexicana, lingüística, autoral, arqueoló-
gica, histórica y de propiedad intelectual colectiva.

Artículo 58. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios turísticos:

I. a XII. …

XIII. Respetar el patrimonio cultural comunitario de
los destinos donde presten servicios turísticos, y
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XIV. Abstenerse de utilizar, reproducir, simular, pro-
mocionar o comercializar símbolos, ceremonias, sa-
beres, gastronomía, vestimenta, lenguas o expresio-
nes culturales tradicionales sin consentimiento
comunitario cuando éste resulte exigible.

Artículo 62. Son deberes del turista:

I. …

II. Respetar el entorno natural, el patrimonio cultural, el
patrimonio cultural comunitario, las lenguas, los sím-
bolos, la vestimenta, la gastronomía, las ceremonias,
los espacios sagrados, las normas comunitarias y los
protocolos de visita de los sitios en los que realice una
actividad turística;

II Bis. Abstenerse de fotografiar, grabar, transmitir,
ingresar, participar, tocar, portar, consumir o repro-
ducir elementos culturales comunitarios cuando
exista restricción expresa de la comunidad titular,
del prestador autorizado o de la autoridad compe-
tente;

III. Acatar las prescripciones particulares de estableci-
mientos mercantiles y empresas cuyos servicios turísti-
cos disfruten o contraten y, particularmente, las normas
y reglamentos mercantiles de uso o de régimen interior,
y

IV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/
turismo/CSTM2024_CP.pdf.

2 https://www.datatur.sectur.gob.mx/SitePages/itet.aspx.

3 https://www.gob.mx/sectur/articulos/2025-marca-un-ano-historico-
para-el-turismo-en-mexico-con-casi-100-millones-de-visitantes?.

4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/
turismo/CSTM2024_CP.pdf.

5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgt.htm

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfppcpcia.htm.

7 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgdlpi.htm.

8 https://www.unesco.org/es/intangible-cultural-heritage.

9 https://elibrary.indigenoustourismamericas.org/listing/unwto-recom-
mendations-on-sustainable-development-of-indigenous-tourism/. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen, y
a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos,
para opinión.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Sociedades Cooperativas, en materia
de creación de la categoría de cooperativas sustentables y
de transición ecológica, a cargo del diputado Yerico Abra-
mo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, diputado a la
LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades
Cooperativas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La crisis ambiental, el cambio climático, la pérdida de biodi-
versidad, la contaminación por residuos, la degradación de
suelos, la presión sobre el agua y la desigualdad económica
obligan a fortalecer modelos productivos que combinen jus-
ticia social, sustentabilidad y participación comunitaria.

En ese contexto, las sociedades cooperativas representan
una alternativa económica y social de gran valor. A dife-
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rencia de modelos empresariales basados exclusivamente
en la ganancia privada, las cooperativas se organizan sobre
principios de solidaridad, ayuda mutua, esfuerzo propio,
administración democrática, distribución equitativa de ren-
dimientos y satisfacción de necesidades colectivas, confor-
me a la Ley General de Sociedades Cooperativas.

La Ley General de Sociedades Cooperativas1 ya reconoce
que la sociedad cooperativa es una forma de organización so-
cial integrada por personas físicas con base en intereses co-
munes y en principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayu-
da mutua, con el propósito de satisfacer necesidades
individuales y colectivas mediante actividades económicas
de producción, distribución y consumo de bienes y servicios.

Asimismo, la propia Ley establece que las sociedades coope-
rativas deben observar, entre otros principios, la promoción
de la cultura ecológica. Esta previsión es relevante, pero to-
davía insuficiente. La cultura ecológica no debe limitarse a
un principio general, sino que debe traducirse en incentivos
concretos para que las cooperativas participen en actividades
económicas que reduzcan impactos ambientales, fortalezcan
economías locales y generen empleo digno.

Actualmente, muchas cooperativas y organizaciones comuni-
tarias participan en actividades vinculadas con el reciclaje, la
recolección diferenciada, la reparación de bienes, la recupe-
ración de materiales, la producción agroecológica, el manejo
forestal comunitario, la captación y cuidado del agua, el apro-
vechamiento de residuos orgánicos, la producción sustenta-
ble, las energías limpias y la economía circular. Sin embargo,
con frecuencia enfrentan barreras de financiamiento, forma-
lización, acceso a equipo, asistencia técnica, certificación,
contratación pública y participación en cadenas de valor.

La presente iniciativa busca corregir esa situación median-
te la creación de incentivos específicos para cooperativas
de transición ecológica, economía circular y producción
sustentable. El objetivo es que el Estado reconozca, acom-
pañe y fortalezca a las sociedades cooperativas que contri-
buyen de manera directa a la protección ambiental, al apro-
vechamiento sustentable de los recursos naturales y al
desarrollo local.

El artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos2 reconoce al sector social de la econo-
mía y ordena que la ley establezca mecanismos para facili-
tar la organización y expansión de la actividad económica
de ejidos, comunidades, cooperativas, organizaciones de
trabajadores y demás formas de organización social. Por

tanto, impulsar cooperativas sustentables no es una conce-
sión discrecional, sino una forma de cumplir el mandato
constitucional de fortalecer la economía social.

La Ley de la Economía Social y Solidaria3 también reco-
noce al sector social de la economía como parte del desa-
rrollo nacional. En esa lógica, las cooperativas deben tener
un papel central en la transición ecológica, porque pueden
generar empleo, fortalecer comunidades, distribuir benefi-
cios y realizar actividades ambientalmente necesarias que
el mercado tradicional suele ignorar o subvalorar.

La gestión de residuos es uno de los campos donde esta re-
forma resulta más urgente. La Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos4 tiene como obje-
to garantizar el derecho a un medio ambiente sano y
propiciar el desarrollo sustentable mediante la prevención,
valorización y gestión integral de residuos. Sin embargo,
para lograrlo se requiere fortalecer a quienes participan di-
rectamente en la separación, recolección, acopio, reciclaje,
compostaje, reutilización, reparación y aprovechamiento
de materiales.

Las cooperativas de reciclaje y reparación pueden reducir
la cantidad de residuos enviados a rellenos sanitarios, ex-
tender la vida útil de productos, generar empleo local, dis-
minuir la extracción de materias primas y fortalecer la eco-
nomía circular. Sin apoyo público, muchas de estas
cooperativas operan en condiciones precarias, con falta de
equipo, infraestructura, seguridad social, capacitación y re-
conocimiento institucional.

También es necesario incentivar cooperativas de energías
limpias. La transición energética5 no debe concentrarse
únicamente en grandes proyectos; también puede cons-
truirse desde comunidades, ejidos, colonias, barrios, escue-
las, centros comunitarios y pequeñas unidades productivas.
Las cooperativas pueden participar en instalación, mante-
nimiento, generación comunitaria, eficiencia energética,
ahorro de energía, calentadores solares, biodigestores, re-
des locales, capacitación técnica y proyectos de justicia
energética.

En materia agroecológica, las cooperativas pueden contri-
buir a la producción de alimentos sanos, la reducción del
uso de agroquímicos, la conservación de semillas nativas,
la recuperación de suelos, la comercialización local, los
circuitos cortos de consumo y la soberanía alimentaria. Es-
to es especialmente importante en comunidades rurales, in-
dígenas, campesinas y periurbanas.
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En materia forestal, México cuenta con una larga tradición de
manejo forestal comunitario. Las cooperativas pueden parti-
cipar en conservación, restauración, aprovechamiento susten-
table, viveros, reforestación, transformación de productos
maderables y no maderables, servicios ambientales, preven-
ción de incendios y vigilancia comunitaria. Para ello, requie-
ren incentivos, certificación, financiamiento y vinculación
con mercados responsables, en congruencia con los objetivos
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.6

Respecto al agua, las cooperativas pueden impulsar capta-
ción de lluvia, saneamiento comunitario, tratamiento de
aguas residuales, mantenimiento de infraestructura local,
cultura del agua, protección de microcuencas y soluciones
descentralizadas. El derecho humano al agua y saneamien-
to requiere instituciones públicas fuertes, pero también par-
ticipación comunitaria organizada, y mecanismos de ges-
tión sustentable compatibles con la Ley de Aguas
Nacionales.7

Esta iniciativa propone crear una categoría jurídica de co-
operativas sustentables y establecer incentivos para su de-
sarrollo. Entre estos incentivos se incluyen: acceso prefe-
rente a programas públicos, financiamiento, garantías,
capacitación, asistencia técnica, certificación, acompaña-
miento para formalización, compras públicas sustentables,
infraestructura compartida, equipos, incubación de proyec-
tos, simplificación administrativa y publicación de infor-
mación en el Padrón Nacional de Sociedades Cooperativas.

El propósito central es que la economía social participe de
manera directa en la transición ecológica. La sustentabili-
dad no debe quedar sólo en grandes empresas, programas
gubernamentales o discursos ambientales. Debe traducirse
en oportunidades concretas para comunidades organizadas
que producen, reparan, reciclan, restauran, cuidan el agua,
generan energía limpia y protegen el territorio.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley General de Sociedades Cooperativas
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En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Sociedades Coope-
rativas

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo
90; el primer párrafo del artículo 92; el primer párrafo del
artículo 93; el segundo párrafo del artículo 94 y se adicio-
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nan las fracciones IV, V y VI del artículo 3o.; un segundo
párrafo a la fracción VIII del artículo 6; un segundo y un
tercer párrafo al artículo 90; un segundo y un tercer párra-
fo al artículo 92; un segundo párrafo al artículo 93 y un se-
gundo párrafo al artículo 94, de la Ley General de Socie-
dades Cooperativas, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por:

I. a III. …

IV. Cooperativa sustentable, la sociedad cooperativa
que realiza actividades económicas, productivas, co-
munitarias, tecnológicas o de servicios orientadas a
la protección ambiental, economía circular, reduc-
ción de emisiones, conservación de recursos natura-
les, restauración ecológica, producción sustentable,
aprovechamiento responsable de materiales, manejo
de residuos, cuidado del agua, energías limpias,
agroecología o manejo forestal sustentable;

V. Incentivos para cooperativas sustentables, los
apoyos, estímulos, programas, financiamientos, ga-
rantías, asistencia técnica, certificaciones, capacita-
ción, equipamiento, infraestructura, compras públi-
cas, simplificación administrativa, acompañamiento
institucional o cualquier otro mecanismo de fomento
destinado a fortalecer a las cooperativas sustenta-
bles; y

VI. Producción sustentable cooperativa: La activi-
dad económica realizada por sociedades cooperati-
vas que, además de cumplir con los principios coo-
perativos, previene o reduce impactos ambientales,
aprovecha responsablemente recursos naturales, dis-
minuye residuos, promueve empleo digno, fortalece
economías locales y contribuye al bienestar comuni-
tario.

Artículo 6. Las sociedades cooperativas deberán observar
en su funcionamiento los siguientes principios:

I. a VII. …

VIII. Promoción de la cultura ecológica.

Para efectos de la fracción anterior, las sociedades coo-
perativas podrán incorporar en sus bases constitutivas,
planes de trabajo, fondos sociales, programas de educa-

ción cooperativa y actividades productivas acciones
orientadas al reciclaje, reparación, reutilización, ener-
gías limpias, agroecología, manejo forestal sustentable,
cuidado del agua, gestión integral de residuos, econo-
mía circular y producción sustentable.

Artículo 90. Los órganos federal, de las entidades federa-
tivas, municipales y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México apoyarán a las escuelas, institutos y
organismos especializados en educación cooperativa que
establezca el movimiento cooperativo nacional. Asimismo,
apoyarán la labor que en este sentido realicen las universi-
dades o instituciones de educación superior en el país.

Además, dichos órganos deberán promover programas
de educación cooperativa ambiental, capacitación téc-
nica, certificación de competencias, incubación, asisten-
cia administrativa y formación productiva para socie-
dades cooperativas dedicadas al reciclaje, reparación,
energías limpias, agroecología, manejo forestal susten-
table, cuidado del agua, gestión integral de residuos y
producción sustentable.

Los programas de educación cooperativa deberán in-
cluir, cuando sea posible, contenidos sobre economía
circular, manejo seguro de residuos, salud laboral, efi-
ciencia energética, tecnologías limpias, captación de
agua, compostaje, restauración ambiental, comerciali-
zación justa, trazabilidad, certificación y cumplimiento
normativo.

Artículo 92. En los programas económicos o financieros
de los gobiernos federal, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, que incidan en la actividad cooperativa mexi-
cana, se deberá tomar en cuenta la opinión, según sea el ca-
so, de las federaciones, uniones, confederaciones naciona-
les y del Consejo Superior del Cooperativismo.

Los programas económicos o financieros que incidan
en la actividad cooperativa deberán incluir mecanis-
mos de fomento para cooperativas sustentables, espe-
cialmente aquellas dedicadas al reciclaje, reparación,
energías limpias, agroecología, manejo forestal, agua,
residuos y producción sustentable.

Dichos programas deberán considerar criterios de in-
clusión social, equidad territorial, participación co-
munitaria, igualdad sustantiva, empleo digno, protec-
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ción ambiental, reducción de residuos, mitigación y
adaptación al cambio climático, y fortalecimiento de
economías locales.

Artículo 93. Los gobiernos federal, de las entidades fede-
rativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México apoyarán, en el ámbito territorial a
su cargo y en la medida de sus posibilidades, al desarrollo
del cooperativismo.

El apoyo al desarrollo del cooperativismo incluirá in-
centivos específicos para cooperativas sustentables, de
conformidad con esta Ley, la Ley de la Economía Social
y Solidaria, la legislación ambiental, energética, fores-
tal, hídrica, de residuos, de cambio climático, de desa-
rrollo rural y demás disposiciones aplicables.

Artículo 93 Bis. Se crea el Programa Nacional de In-
centivos para Cooperativas Sustentables, como meca-
nismo de coordinación entre el Instituto Nacional de la
Economía Social, la Secretaría de Economía, la Secre-
taría de Bienestar, la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, la Secretaría de Energía, la Secre-
taría de Agricultura y Desarrollo Rural, la Comisión
Nacional Forestal, la Comisión Nacional del Agua y las
demás autoridades competentes.

Artículo 94. …

Dichos fondos podrán establecer líneas específicas de ga-
rantía para cooperativas sustentables dedicadas al reci-
claje, reparación, energías limpias, agroecología, manejo
forestal, agua, residuos y producción sustentable, priori-
zando proyectos comunitarios, regionales, de economía
circular y de reducción de impactos ambientales.

…

Para la evaluación de la procedencia de los descuentos, las
sociedades nacionales de crédito deberán considerar pri-
mordialmente la demostración de la factibilidad y rentabi-
lidad de los proyectos de inversión, la solidez de la organi-
zación, la presentación y desarrollo de los planes
económicos y, tratándose de cooperativas sustentables,
el impacto social y ambiental positivo del proyecto.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Instituto Nacional de la Economía Social, en
coordinación con la Secretaría de Economía, la Secretaría
de Bienestar, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, la Secretaría de Energía, la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural, la Comisión Nacional Forestal
y la Comisión Nacional del Agua, deberá emitir en un pla-
zo no mayor a ciento ochenta días naturales los lineamien-
tos del Programa Nacional de Incentivos para Cooperativas
Sustentables.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con las instituciones financieras públicas
competentes, deberá evaluar la creación de líneas de ga-
rantía, financiamiento preferente o instrumentos de crédito
específicos para cooperativas sustentables.

Cuarto. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto deberán cubrirse con
cargo al presupuesto autorizado de las dependencias y en-
tidades competentes, por lo que no se autorizarán amplia-
ciones presupuestales adicionales para el presente ejercicio
fiscal.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsc.htm.

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm.

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/less.htm.

4 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgpgir.htm.

5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lpte.htm.

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgdfs.htm.

7 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lan.htm. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía Social y Fomento
del Cooperativismo, para dictamen.
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LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

«Iniciativa que reforma el artículo 1o. de la Ley de Inver-
sión Extranjera, en materia de proveeduría nacional y de-
sarrollo industrial regional, a cargo del diputado Yerico
Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que sus-
cribe, Yerico Abramo Masso, diputado a la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 1o. de la Ley de In-
versión Extranjera, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inversión extranjera es la colocación de capital, recur-
sos financieros, tecnología o activos productivos prove-
nientes de personas, empresas o entidades de otro país, con
el propósito de participar en actividades económicas dentro
del territorio nacional y obtener un rendimiento.

La inversión extranjera directa ocurre cuando un inver-
sionista extranjero establece una empresa, adquiere una
participación relevante en una compañía mexicana, instala
una planta, amplía operaciones, compra activos producti-
vos o reinvierte las utilidades obtenidas en México.

Se distingue de la inversión de cartera porque la IED gene-
ralmente implica una relación empresarial de largo plazo y
cierto grado de participación o control sobre la empresa re-
ceptora, mientras que la inversión de cartera consiste prin-
cipalmente en adquirir acciones, bonos u otros instrumen-
tos financieros sin intervenir directamente en la
administración de la empresa.

La inversión extranjera representa una fuente relevante de
capital, empleo, transferencia tecnológica, integración pro-
ductiva y crecimiento económico. Sin embargo, para que
sus beneficios se traduzcan en desarrollo nacional real, re-
sulta necesario que su regulación no se limite únicamente
a permitir o canalizar flujos de inversión, sino que esta-
blezca con mayor claridad los fines públicos que dicha in-
versión debe procurar.

Actualmente, el artículo 1o. de la Ley de Inversión Extran-
jera1 establece que dicha ley es de orden público y de ob-

servancia general en toda la República, y que su objeto
consiste en determinar reglas para canalizar la inversión
extranjera hacia el país y propiciar que ésta contribuya al
desarrollo nacional. No obstante, el texto vigente no preci-
sa los elementos sustantivos de esa contribución al desa-
rrollo nacional, como el desarrollo regional equilibrado, la
generación de empleo formal, la proveeduría nacional, la
innovación o la reducción de desigualdades territoriales.

La presente iniciativa propone reformar el artículo 1o. de la
Ley de Inversión Extranjera para establecer expresamente
que la inversión extranjera deberá contribuir al desarrollo
regional equilibrado, a la generación de empleo formal, al
fortalecimiento de la proveeduría nacional, a la innova-
ción, a la transferencia tecnológica, a la integración de ca-
denas productivas y a la reducción de desigualdades terri-
toriales.

Esta reforma se sustenta en el artículo 25 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos2, el cual
dispone que corresponde al Estado la rectoría del desarro-
llo nacional para garantizar que éste sea integral y susten-
table, mediante la competitividad, el crecimiento económi-
co, el empleo y una distribución más justa del ingreso y la
riqueza. El mismo precepto señala que el Estado planeará,
conducirá, coordinará y orientará la actividad económica
nacional, además de regular y fomentar las actividades que
demande el interés general.

Asimismo, el artículo 25 constitucional establece que al
desarrollo económico nacional concurrirán, con responsa-
bilidad social, los sectores público, social y privado; y que
la ley alentará y protegerá la actividad económica de los
particulares para que el sector privado contribuya al desa-
rrollo económico nacional, mediante una política nacional
para el desarrollo industrial sustentable con vertientes sec-
toriales y regionales.

De igual manera, el artículo 26 constitucional prevé que el
Estado organizará un sistema de planeación democrática
del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo,
competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de
la economía. Además, dicho artículo señala que el Plan
Nacional de Desarrollo deberá considerar la política nacio-
nal para el desarrollo industrial con vertientes sectoriales y
regionales.

En este sentido, la inversión extranjera debe entenderse co-
mo una herramienta de desarrollo nacional, no únicamente
como una entrada de capital. Si la inversión se concentra
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territorialmente, si no genera empleos formales suficientes,
si opera con escasa integración de proveedores nacionales
o si no contribuye a la innovación y transferencia tecnoló-
gica, sus beneficios económicos pueden resultar limitados
o desiguales.

De acuerdo con la Secretaría de Economía, al cierre de
2025 México recibió 40 mil 871 millones de dólares de in-
versión extranjera directa, la cifra más alta observada en un
ejercicio anual y 10.8 por ciento superior a la registrada el
año previo. Este dato confirma la importancia de contar
con un marco legal que oriente la inversión extranjera ha-
cia objetivos de desarrollo nacional más precisos.3

Entre 2016 y 2025, México recibió aproximadamente
330,752 millones de dólares de IED El promedio anual fue
de 33,075 millones de dólares. El punto más bajo del pe-
riodo fue 2016, con 26,739 mdd, mientras que el máximo
fue 2025, con 40,871 mdd. Esto significa que la IED cre-
ció alrededor de 52.9% entre 2016 y 2025.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Secretaría de Economía

Asimismo, durante el primer trimestre de 2026, la Secreta-
ría de Economía informó una cifra récord de 23 mil 591
millones de dólares de inversión extranjera directa. La
magnitud de estos flujos exige que la legislación mexicana
fortalezca los criterios de seguimiento, orientación y eva-
luación de sus impactos económicos, laborales, territoria-
les y productivos.

La necesidad de esta reforma también se relaciona con la
distribución territorial de la inversión. En 2025, la Ciudad
de México concentró 22 mil 381 millones de dólares de in-
versión extranjera directa, equivalentes al 54.8 por ciento
del total nacional, de acuerdo con cifras de la Secretaría de
Economía citadas por el Gobierno de la Ciudad de México.
Esta concentración muestra la importancia de fortalecer
una visión regional que impulse inversiones también en en-
tidades y municipios con menor desarrollo industrial o me-
nor integración a cadenas productivas.4

La política pública reciente también ha reconocido la im-
portancia de vincular la inversión con desarrollo regional,
proveeduría nacional e innovación. El Plan Nacional de

Desarrollo 2025-2030 y el Plan México establecen accio-
nes para impulsar sectores estratégicos, desarrollar infraes-
tructura productiva, fortalecer la inversión pública y priva-
da, mejorar la calidad del empleo, incrementar el contenido
nacional de las exportaciones y consolidar una estrategia
industrial con visión territorial.

De igual forma, el Plan México contempla como meta que
50 por ciento de la proveeduría y el consumo nacional se-
an hechos en México en sectores estratégicos, lo cual es
consistente con la necesidad de que la Ley de Inversión Ex-
tranjera incorpore expresamente la proveeduría nacional
como uno de los elementos de contribución al desarrollo.5

La reforma propuesta no busca imponer restricciones inde-
bidas a la inversión extranjera ni generar incertidumbre ju-
rídica. Por el contrario, busca dar mayor claridad al objeto
de la ley, alineando la inversión extranjera con los princi-
pios constitucionales de rectoría económica del Estado,
planeación democrática, desarrollo industrial regional, res-
ponsabilidad social, empleo, competitividad, innovación y
reducción de desigualdades.

Con esta modificación, la Ley de Inversión Extranjera con-
servaría su finalidad de canalizar inversión hacia el país,
pero precisaría que dicha inversión debe contribuir a obje-
tivos concretos de desarrollo nacional. Esto permitiría
orientar mejor la promoción económica, los proyectos de
relocalización productiva, la integración de cadenas de va-
lor, la participación de empresas nacionales y el desarrollo
de regiones con rezago económico.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley de Inversión Extranjera

En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 
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Decreto por el que se reforma el artículo 1o. de la Ley
de Inversión Extranjera

Artículo Único. Se reforma el artículo 1o. de la Ley de In-
versión Extranjera, para quedar como sigue:

Artículo 1o. La presente Ley es de orden público y de ob-
servancia general en toda la República. Su objeto es la de-
terminación de reglas para canalizar la inversión extranje-
ra hacia el país y propiciar que ésta contribuya al desarrollo
nacional, al desarrollo regional equilibrado, a la genera-
ción de empleo formal, al fortalecimiento de la provee-
duría nacional, a la innovación, a la transferencia tec-
nológica, a la integración de cadenas productivas y a la
reducción de desigualdades territoriales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Economía, en el ámbito de sus
atribuciones, deberá considerar los criterios previstos en el
artículo 1o. de la Ley de Inversión Extranjera en los ins-
trumentos de promoción, seguimiento, información esta-
dística y evaluación de la inversión extranjera.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lie.htm.

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm.

3 https://www.gob.mx/se/prensa/mexico-alcanza-cifra-historica-de-in-
version-extranjera-directa-en-2025-40-871-millones-de-dolares-cre-
cio-un-10-8-anual?utm.

4 https://www.sedeco.cdmx.gob.mx/comunicacion/nota/la-ciudad-de-
mexico-se-consolido-como-primera-entidad-nivel-nacional-en-capta-
cion-de-inversion-extranjera-directa-en-2025?utm.

5 https://www.proyectosmexico.gob.mx/plan-mexico/?utm. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 58 y 107 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, en materia de transparencia en las adecuaciones y re-
asignaciones presupuestarias, a cargo del diputado Yerico
Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, diputado a la
LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria1 regula la programación, presupuestación, aproba-
ción, ejercicio, control, transparencia y evaluación de los
recursos públicos federales. En materia de adecuaciones
presupuestarias, el artículo 57 establece que los ejecutores
de gasto deben sujetarse a los montos autorizados en el
Presupuesto de Egresos para sus ramos, programas y flujos
de efectivo, salvo cuando se realicen adecuaciones presu-
puestarias conforme a la propia ley.

El artículo 58 de la misma Ley dispone que las adecuacio-
nes presupuestarias deben permitir un mejor cumplimiento
de los objetivos de los programas y que pueden compren-
der modificaciones a las estructuras administrativa, funcio-
nal y programática, económica y geográfica; modificacio-
nes a calendarios de presupuesto, así como ampliaciones y
reducciones líquidas al Presupuesto de Egresos. Este ar-
tículo sólo establece una obligación específica de reporte
trimestral cuando las adecuaciones presupuestarias repre-
senten, en conjunto o por una sola vez, una variación ma-
yor al cinco por ciento del presupuesto total del ramo o de
una entidad. Esto deja fuera de una publicidad detallada,
sistemática y oportuna a numerosas adecuaciones de me-
nor porcentaje que, acumuladas, pueden modificar de for-
ma relevante las prioridades aprobadas por la Cámara de
Diputados.
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Además, la propia ley ya reconoce la importancia de la in-
formación, transparencia y evaluación. El artículo 107 es-
tablece que los informes trimestrales deben incluir infor-
mación sobre ingresos, ejecución del Presupuesto de
Egresos, situación económica, finanzas públicas, indicado-
res de resultados, avances de programas y cumplimiento de
objetivos y metas.

Por su parte, el Portal de Transparencia Presupuestaria2 de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ya opera como
un espacio de consulta de información presupuestaria y
cuenta con bases de datos abiertos relacionadas con el Pre-
supuesto de Egresos, Cuenta Pública, reportes trimestrales
del gasto y otros documentos de finanzas públicas.

No obstante, la existencia de información presupuestaria
general no sustituye la necesidad de una obligación legal
específica para publicar, en formato de datos abiertos, ca-
da adecuación presupuestaria realizada durante el ejerci-
cio fiscal. Actualmente, la ciudadanía puede conocer el
presupuesto aprobado, modificado y ejercido, pero no
siempre puede identificar con claridad qué dependencia
solicitó una adecuación, qué programa fue afectado, cuál
fue el monto reasignado, cuál fue la justificación, en qué
fecha ocurrió y qué efecto tuvo sobre las metas original-
mente aprobadas.

Las reasignaciones presupuestarias son necesarias para dar
flexibilidad al ejercicio del gasto público. Pueden respon-
der a emergencias, subejercicios, cambios operativos, nue-
vas prioridades o ajustes administrativos. Sin embargo, esa
flexibilidad debe estar acompañada de controles de trans-
parencia, trazabilidad y rendición de cuentas. De lo contra-
rio, las adecuaciones pueden convertirse en mecanismos
opacos para alterar prioridades públicas sin suficiente ex-
plicación.

Por ello, esta iniciativa propone reformar la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria para establecer
que todas las adecuaciones presupuestarias, internas y ex-
ternas, sin importar su monto o porcentaje, sean publicadas
en datos abiertos. La información mínima deberá incluir:
ramo, dependencia, entidad, unidad responsable, programa
presupuestario, monto, tipo de adecuación, origen y desti-
no de los recursos, fecha, justificación, fundamento nor-
mativo y efecto en metas e indicadores.

Con esta reforma se fortalece la transparencia presupuesta-
ria, se reduce la discrecionalidad en el manejo del presu-
puesto y se permite evaluar si las reasignaciones realmen-

te ayudan a cumplir mejor los objetivos de los programas
públicos y permite el seguimiento ciudadano del gasto pú-
blico, facilita la fiscalización por parte del Congreso y la
Auditoría Superior de la Federación, y contribuye a que las
adecuaciones presupuestarias no sólo se reporten de mane-
ra agregada, sino que puedan ser analizadas con precisión.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria
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En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria

Artículo Único. Se reforman y adicionan los artículos 58
y 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, para quedar como sigue:

Artículo 58. Las adecuaciones presupuestarias se realiza-
rán siempre que permitan un mejor cumplimiento de los
objetivos de los programas a cargo de las dependencias y
entidades, y comprenderán:

I. a III. …

…

Las adecuaciones presupuestarias internas serán autoriza-
das por las propias dependencias y entidades, informando
al respecto a la Secretaría, en los términos de lo dispuesto
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en el Reglamento. En todos los casos, las adecuaciones
presupuestarias internas y externas deberán registrar-
se en el sistema que para tal efecto determine la Secre-
taría y publicarse en formato de datos abiertos, confor-
me a lo previsto en el presente artículo.

La Secretaría deberá publicar en el Portal de Transpa-
rencia Presupuestaria, o en la plataforma oficial que
determine para tal efecto, la totalidad de las adecuacio-
nes presupuestarias autorizadas, registradas o informa-
das por los ejecutores de gasto, sin importar su monto,
porcentaje, origen, destino o clasificación. Dicha publi-
cación deberá realizarse en formatos abiertos, accesi-
bles, interoperables, descargables, reutilizables y de lec-
tura automatizada.

La información publicada deberá contener, como míni-
mo, los siguientes elementos:

I. Folio o identificador único de la adecuación presu-
puestaria;

II. Ejercicio fiscal correspondiente;

III. Ramo presupuestario;

IV. Dependencia, entidad o ejecutor de gasto respon-
sable;

V. Unidad responsable;

VI. Programa presupuestario afectado;

VII. Clasificación administrativa, funcional, progra-
mática, económica y geográfica correspondiente;

VIII. Tipo de adecuación presupuestaria;

IX. Monto ampliado, reducido, transferido o reasig-
nado;

X. Origen y destino de los recursos;

XI. Fecha de solicitud, autorización, registro y publi-
cación;

XII. Fundamento jurídico aplicable;

XIII. Justificación técnica, presupuestaria y progra-
mática;

XIV. Efecto estimado en las metas, objetivos e indi-
cadores del programa presupuestario;

XV. Identificación de los indicadores modificados, en
su caso;

XVI. Señalamiento expreso cuando la adecuación no
implique modificación de metas, objetivos o indica-
dores, con la justificación correspondiente;

XVII. Impacto en anexos transversales, programas
prioritarios o proyectos de inversión, cuando resulte
aplicable;

XVIII. Estatus de autorización, registro, aplicación y
seguimiento, y

XIX. Las demás variables que establezca la Secreta-
ría mediante disposiciones de carácter general, siem-
pre que favorezcan la transparencia, trazabilidad y
evaluación del gasto público.

La publicación de la información a que se refiere el pá-
rrafo anterior deberá realizarse dentro de los diez días
hábiles siguientes a la autorización, registro o informe
de la adecuación presupuestaria correspondiente. La
Secretaría deberá conservar el histórico de las adecua-
ciones presupuestarias y permitir su consulta pública
por ejercicio fiscal, ramo, dependencia, entidad, pro-
grama presupuestario, monto, fecha, tipo de adecua-
ción y efecto en metas.

Cuando por disposición legal alguna información deba
reservarse o clasificarse, la Secretaría deberá publicar
una versión pública que permita conocer, al menos, el ra-
mo, programa presupuestario, monto, fecha, tipo de ade-
cuación y efecto general en metas, salvo que exista impe-
dimento legal expreso y fundado. En ningún caso podrá
clasificarse de manera general la totalidad de la informa-
ción relativa a las adecuaciones presupuestarias.

Cuando las adecuaciones presupuestarias representen en su
conjunto o por una sola vez una variación mayor al cinco
por ciento del presupuesto total del ramo de que se trate o
del presupuesto de una entidad, la Secretaría deberá repor-
tarlo en los informes trimestrales. Con base en esta infor-
mación, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública po-
drá emitir opinión sobre dichas adecuaciones. Lo anterior
será independiente de la obligación de publicación en
datos abiertos prevista en este artículo.
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…

Artículo 107. El Ejecutivo federal, por conducto de la Se-
cretaría, entregará al Congreso de la Unión información
mensual y trimestral en los siguientes términos:

I. Informes trimestrales a los 30 días naturales después
de terminado el trimestre de que se trate, conforme a lo
previsto en esta Ley.

…

…

Los informes trimestrales deberán contener como míni-
mo:

a) a g) …

Los informes trimestrales deberán incluir un
apartado específico sobre adecuaciones presu-
puestarias, en el que se informe el número total
de adecuaciones realizadas durante el periodo, el
monto agregado por ramo, dependencia, entidad
y programa presupuestario, así como la liga elec-
trónica a la base de datos abiertos a que se refie-
re el artículo 58 de esta Ley. Dicho apartado de-
berá explicar los principales efectos de las
adecuaciones en el cumplimiento de objetivos,
metas e indicadores de desempeño de los progra-
mas presupuestarios.

II. …

…

…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
contará con un plazo máximo de noventa días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, para emitir las disposiciones generales necesarias para
la publicación de las adecuaciones presupuestarias en datos
abiertos.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público de-
berá habilitar o adecuar la plataforma electrónica corres-
pondiente dentro de los ciento veinte días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Cuarto. Las dependencias, entidades y demás ejecutores
de gasto deberán remitir a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público la información necesaria para dar cumpli-
miento a este decreto, conforme a los formatos, plazos y li-
neamientos que ésta emita.

Quinto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público de-
berá publicar, dentro de los ciento ochenta días naturales
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, una
base histórica de las adecuaciones presupuestarias realiza-
das durante el ejercicio fiscal en curso, con la información
disponible al momento de la publicación.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPRH.pdf.

2 https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abierto?

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.
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LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Víctimas, en materia de presupuesto
mínimo obligatorio para la atención y reparación integral
de las víctimas, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del PRI  

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, diputado a la
LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Víctimas, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La atención a víctimas de delitos y de violaciones a dere-
chos humanos constituye una obligación constitucional,
convencional y legal del Estado mexicano.1 No se trata de
una política pública opcional ni de una prestación sujeta a
la voluntad administrativa de cada ejercicio fiscal. La ayu-
da inmediata, la asistencia, la atención, la protección, la re-
habilitación, la compensación y la reparación integral son
derechos reconocidos por la Ley General de Víctimas y de-
ben contar con recursos suficientes, oportunos y progresi-
vos para hacerse efectivos.

La Ley General de Víctimas2 establece que sus disposicio-
nes son de orden público, interés social y observancia en
todo el territorio nacional. Asimismo, reconoce que las víc-
timas tienen derecho a recibir ayuda, asistencia, atención,
verdad, justicia, reparación integral y garantías de no repe-
tición. Estos derechos pierden eficacia cuando no existen
recursos suficientes para cubrir traslados, alojamiento, ali-
mentación, atención médica, atención psicológica, asesoría
jurídica, medidas de protección, apoyos funerarios, medi-
das de rehabilitación o compensaciones.

El propio ordenamiento vigente reconoce los principios de
progresividad y no regresividad. Conforme a dicho princi-
pio, las autoridades deben realizar todas las acciones nece-
sarias para garantizar los derechos reconocidos en la Ley y
no pueden retroceder o disminuir los niveles de cumpli-
miento ya alcanzados. También reconoce el principio de

transparencia, conforme al cual todas las acciones, meca-
nismos y procedimientos relacionados con víctimas deben
permitir acceso a la información, seguimiento y control.

Sin embargo, en la práctica, la atención a víctimas enfren-
ta uno de sus principales obstáculos en la insuficiencia pre-
supuestaria. Cuando el presupuesto es limitado, incierto o
sujeto a recortes discrecionales, las víctimas deben esperar
más tiempo para acceder a ayuda inmediata, reparación o
medidas de asistencia. Esto genera revictimización institu-
cional, desigualdad entre víctimas, retrasos administrativos
y debilitamiento del derecho a la reparación integral.

El artículo 8 de la Ley General de Víctimas reconoce que
las víctimas deben recibir ayuda provisional, oportuna y rá-
pida con cargo a los Recursos de Ayuda de la Comisión
Ejecutiva o de las Comisiones de víctimas de las entidades
federativas, de acuerdo con sus necesidades inmediatas.
También establece que las instituciones deben brindar me-
didas de ayuda inmediata, asistencia, atención y rehabilita-
ción, y que, en casos urgentes o de extrema necesidad, pue-
de recurrirse a instituciones privadas con cargo a dichos
recursos.

No obstante, la propia Ley mantiene referencias a la dispo-
nibilidad presupuestaria, lo cual puede convertirse en una
limitación material para el ejercicio de derechos. Las vícti-
mas no pueden quedar en una fila de espera indefinida por-
que el presupuesto anual fue insuficiente, fue reducido, no
fue etiquetado o fue reasignado a otros fines.

Históricamente, la Ley General de Víctimas contempló un
piso mínimo presupuestario para el Fondo de Ayuda, Asis-
tencia y Reparación Integral equivalente al 0.014% del
gasto programable del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración del año inmediato anterior. Dicho piso fue elimina-
do mediante reformas posteriores, lo que generó preocupa-
ción entre víctimas, colectivos y organizaciones de
derechos humanos.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determinó, al resolver el amparo en revisión
675/2022,3 que la eliminación de dicha garantía presu-
puestaria constituía una medida regresiva injustificada,
violatoria del principio de progresividad en relación con el
derecho humano a la reparación integral del daño. El crite-
rio judicial sostuvo que la supresión de una garantía presu-
puestaria previamente existente debía justificarse bajo un
estándar reforzado, lo cual no ocurrió.
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En el siguiente cuadro se presenta el presupuesto que ha te-
nido en los últimos años la Comisión Ejecutiva de Aten-
ción a Víctimas, en donde se observa una asignación irre-
gular en sus asignaciones.

Para el 2026, el presupuesto total de la Comisión fue de
1,173.3. (mdp). Dicho presupuesto se distribuye en dos
Programas Presupuestarios; el primero es el M001 que co-
rresponde a actividades de apoyo administrativo, que en el
2026 tuvo un monto 1,075 mdp y representó el 91.63% del
total del presupuesto, registrando un incremento de 49.3
mdp que representaron un 4.81% más que el año 2025. el
segundo, programa presupuestario es el referido a Servi-
cios de atención a víctimas con un monto de 98.2 mdp y re-
presentó el % del presupuesto total del presupuesto, regis-
trando un incremento de 3.24 mdp, que significaron un
3.41 % más que en el año 2025.

De acuerdo con el Centro de Estudios de las Finanzas Pú-
blicas de la Cámara de Diputados el 2026, el Presupuesto
de Egresos de la Federación consideraba 7,094,708.80 mi-
llones de pesos (mdp) y si se aplicara el piso mínimo de
0.014% mencionado anteriormente para el Fondo de Ayu-
da, Asistencia y Reparación Integral, el monto estimado se-
ría apenas de 993.26 mdp monto que se considera insufi-
ciente, por lo que se propone que dicho fondo sea de
0.020% del gasto programable del Presupuesto de Egresos
de la Federación del año inmediato anterior, con este cam-
bio el presupuesto para la atención de víctimas sería de
1,418.9 mdp.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público.4

La presente iniciativa retoma ese estándar y propone resta-
blecer un presupuesto mínimo obligatorio, pero lo fortale-
ce con reglas adicionales de progresividad, transparencia,
programación, protección contra recortes injustificados y
coordinación con las entidades federativas.

El objetivo no es crear gasto sin control, sino asegurar que
los derechos de las víctimas tengan una base financiera mí-
nima, verificable y protegida. La reparación integral no
puede depender de sobrantes presupuestarios. Tampoco

puede quedar sometida a decisiones administrativas que re-
duzcan recursos sin explicar el impacto que ello tendría en
las víctimas.

La iniciativa plantea que la Cámara de Diputados deberá
aprobar anualmente un presupuesto específico para la Co-
misión Ejecutiva de Atención a Víctimas destinado a ayu-
da, asistencia, atención y reparación integral. Dicho monto
no podrá ser inferior al 0.020% del gasto programable del
Presupuesto de Egresos de la Federación del año inmedia-
to anterior, ni menor en términos reales al aprobado para el
ejercicio fiscal previo.

Además, se establece una regla de asignación anual pro-
gresiva. Esto significa que el presupuesto deberá incre-
mentarse considerando, al menos, la inflación, el creci-
miento del Registro Nacional de Víctimas, el rezago de
solicitudes, las resoluciones pendientes, las recomendacio-
nes de organismos públicos de derechos humanos, las sen-
tencias nacionales e internacionales, los desplazamientos
internos, desapariciones, feminicidios, violencia contra pe-
riodistas, personas defensoras de derechos humanos, niñas,
niños y adolescentes, pueblos indígenas y otros grupos en
situación de especial vulnerabilidad.

También se propone que los recursos sean etiquetados. Es-
to implica que deberán identificarse claramente en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación y no podrán confun-
dirse con gasto administrativo ordinario. Debe distinguirse
entre presupuesto operativo de la institución y recursos
destinados directamente a víctimas.

La reforma prohíbe los recortes injustificados. Las reduc-
ciones, adecuaciones, reasignaciones, reservas o subejerci-
cios sólo podrán realizarse por causa excepcional, fundada
y motivada, siempre que no afecten la atención inmediata,
la reparación integral, el cumplimiento de resoluciones fir-
mes ni el principio de progresividad. Cualquier ajuste de-
berá publicarse y remitirse al Congreso de la Unión.

Asimismo, se prevé que la Comisión Ejecutiva deberá pre-
sentar anualmente un diagnóstico de necesidades presu-
puestarias, este diagnóstico servirá como base para discutir
el Presupuesto de Egresos.

La iniciativa también fortalece las reglas de transparencia
y rendición de cuentas. Se propone que los recursos se pu-
bliquen en datos abiertos, siempre protegiendo datos per-
sonales y evitando cualquier exposición de víctimas.
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En el ámbito estatal, la iniciativa establece que las entida-
des federativas deberán prever presupuestos específicos,
progresivos y protegidos para sus Comisiones de Atención
a Víctimas y Fondos Estatales. Esto es indispensable por-
que la atención a víctimas es una responsabilidad concu-
rrente y no puede recaer únicamente en la Federación.

La propuesta no elimina los controles. Por el contrario,
mantiene la fiscalización de la Auditoría Superior de la Fe-
deración, órganos internos de control, auditorías locales,
transparencia y mecanismos de participación de víctimas.
Un presupuesto mínimo obligatorio debe ir acompañado de
reglas claras para evitar discrecionalidad, retrasos, opaci-
dad o uso indebido.

La finalidad de esta reforma es sencilla y de fondo: que el
Estado mexicano no vuelva a reducir o dejar sin suficien-
cia financiera los derechos de las víctimas. Sin presupues-
to mínimo, la reparación integral se vuelve una promesa in-
cierta. Con presupuesto obligatorio, progresivo y
transparente, se avanza hacia una política de víctimas más
seria, humana y responsable.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley General de Víctimas

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I115



Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados116



En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Víctimas

Artículo Único. Se reforman los artículos 8, 130, 132, 140
y 143 y 150, y se adicionan un párrafo al artículo 8; un pá-

rrafo segundo al artículo 57; un párrafo tercero al artículo
130; un párrafo segundo y tercero al artículo 132; las frac-
ciones II y IV al mismo artículo; así como los artículos 132
Bis, 132 Ter, 132 Quáter, 132 Quinquies y 157 Ter a la Ley
General de Víctimas, para quedar como sigue:

Artículo 8. Las víctimas recibirán ayuda provisional, opor-
tuna y rápida de los Recursos de Ayuda de la Comisión Eje-
cutiva o de las Comisiones de víctimas de las entidades fe-
derativas, según corresponda, de acuerdo a las necesidades
inmediatas que tengan relación directa con el hecho victi-
mizante, para atender y garantizar la satisfacción de sus ne-
cesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abas-
tecimientos, atención médica y psicológica de emergencia,
transporte de emergencia y alojamiento transitorio en con-
diciones dignas y seguras, a partir del momento de la co-
misión del delito o de la violación de los derechos, o en el
momento en el que las autoridades tengan conocimiento
del delito o de la violación de derechos. Las medidas de
ayuda provisional se brindarán garantizando siempre un
enfoque transversal de género, diferencial, especializado,
interseccional, de niñez, interculturalidad y derechos
humanos, durante el tiempo que sea necesario para garan-
tizar que la víctima supere las condiciones de necesidad in-
mediata.

La falta de disponibilidad presupuestaria no podrá in-
vocarse para negar medidas urgentes de ayuda inme-
diata, atención médica o psicológica de emergencia, alo-
jamiento transitorio, traslado, alimentación, protección
o cualquier otra medida indispensable para preservar
la vida, integridad, salud, seguridad o dignidad de la
víctima. En estos casos, la Comisión Ejecutiva o las Co-
misiones de víctimas de las entidades federativas debe-
rán realizar las gestiones presupuestarias, administrati-
vas y de coordinación necesarias para garantizar la
atención.

…

…

…

…

…

…
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…

Artículo 57. La Federación, las entidades federativas y los
municipios, en sus respectivos ámbitos, formularán y apli-
carán políticas y programas de asistencia que incluyan
oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en bene-
ficio de las víctimas, destinando los recursos presupuesta-
les necesarios y estableciendo metas cuantificables para
ello.

Dichas políticas y programas deberán contar con asig-
naciones presupuestarias específicas, progresivas, veri-
ficables y protegidas contra recortes injustificados, de
conformidad con los principios de progresividad, no re-
gresividad, máxima protección, debida diligencia,
transparencia y rendición de cuentas.

Artículo 130. En el otorgamiento de los Recursos de Ayu-
da, asistencia, atención y reparación integral de las vícti-
mas del delito y de las víctimas de violaciones a los dere-
chos humanos deberán observarse los criterios de
transparencia, oportunidad, suficiencia, eficiencia, pro-
gresividad, no regresividad y rendición de cuentas.

El Estado garantizará que los Recursos de ayuda, asis-
tencia, atención y reparación integral cuenten anualmen-
te con una asignación presupuestaria mínima obligato-
ria, específica, progresiva, irreductible en términos
reales y protegida contra recortes injustificados, con-
forme a lo previsto en esta Ley.

Los recursos destinados directamente a víctimas no po-
drán confundirse con el gasto operativo ordinario de
las instituciones responsables de su administración. Pa-
ra efectos presupuestarios, deberá distinguirse entre
gasto administrativo, servicios institucionales, asesoría
jurídica, registro de víctimas, ayuda inmediata, asisten-
cia, atención, reparación integral y compensación.

Artículo 132. La Comisión Ejecutiva recibirá anualmen-
te, en el Presupuesto de Egresos de la Federación, una
asignación específica para cubrir los Recursos de Ayu-
da, asistencia, atención y reparación integral de las víc-
timas del delito y de violaciones a derechos humanos.

El monto que apruebe anualmente la Cámara de Dipu-
tados para dichos fines no podrá ser inferior al 0.020
por ciento del gasto programable del Presupuesto de

Egresos de la Federación del año inmediato anterior, ni
menor, en términos reales, al presupuesto aprobado pa-
ra el ejercicio fiscal previo destinado directamente a
ayuda, asistencia, atención y reparación integral de víc-
timas.

Además de la asignación presupuestaria prevista en el
párrafo anterior, la Comisión Ejecutiva podrá recibir:

I. El producto de la enajenación de los bienes que sean
decomisados en los procedimientos penales, en la pro-
porción que corresponda, una vez que se haya cubierto
la compensación, en los términos establecidos en el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales o en la legis-
lación respectiva;

II. Los recursos provenientes de las fianzas o garantías
que se hagan efectivas cuando los procesados incum-
plan con las obligaciones impuestas por la autoridad;

III. Donaciones, aportaciones, recursos extraordina-
rios, recuperaciones, reintegros, rendimientos finan-
cieros y demás ingresos permitidos por las disposicio-
nes aplicables, siempre que no impliquen
condicionamiento indebido, conflicto de interés o
afectación a los derechos de las víctimas, y

IV. Las demás fuentes de financiamiento previstas en
las disposiciones jurídicas aplicables.

Los recursos adicionales a que se refieren las fracciones
anteriores no sustituirán ni disminuirán la asignación
presupuestaria mínima obligatoria prevista en este ar-
tículo.

Artículo 132 Bis. La asignación presupuestaria destina-
da a ayuda, asistencia, atención y reparación integral
de víctimas deberá ser anual, progresiva, suficiente,
oportuna y proporcional a las necesidades reales de
atención.

Para la integración del proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación, la Comisión Ejecutiva debe-
rá remitir a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co y a la Cámara de Diputados, a más tardar el 30 de
junio de cada año, un diagnóstico de necesidades pre-
supuestarias.

Artículo 132 Ter. El presupuesto destinado directa-
mente a ayuda, asistencia, atención y reparación inte-
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gral de víctimas no podrá ser objeto de reducciones,
recortes, reservas, reasignaciones, subejercicios, ade-
cuaciones presupuestarias, diferimientos o retencio-
nes injustificadas.

Artículo 132 Quáter. Los recursos presupuestarios des-
tinados a ayuda, asistencia, atención y reparación inte-
gral deberán ejercerse conforme a reglas claras, públi-
cas, objetivas y verificables.

La Comisión Ejecutiva deberá emitir y actualizar
anualmente criterios de priorización para el otorga-
miento de recursos.

Artículo 132 Quinquies. La Comisión Ejecutiva deberá
publicar trimestralmente, en formatos abiertos, accesi-
bles y reutilizables, información sobre el ejercicio de los
recursos destinados a ayuda, asistencia, atención y re-
paración integral.

La publicación de información deberá proteger en todo
momento los datos personales, la seguridad, la digni-
dad, la intimidad y los derechos de las víctimas. En nin-
gún caso se publicará información que permita identi-
ficar directa o indirectamente a las víctimas, sus
familiares, representantes, ubicaciones sensibles o expe-
dientes.

Artículo 140. Los Recursos de Ayuda, asistencia, atención
y reparación integral que se otorguen al amparo de esta Ley
y del Reglamento serán fiscalizados anualmente por la Au-
ditoría Superior de la Federación, sin perjuicio de las atri-
buciones de la Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno, órganos internos de control, auditorías locales y
demás autoridades competentes.

La fiscalización deberá verificar no sólo la legalidad del
gasto, sino también la suficiencia, oportunidad, progre-
sividad, no regresividad, transparencia, criterios de
priorización, rezagos, tiempos de pago y cumplimiento
de resoluciones firmes en favor de las víctimas.

Artículo 143. El Reglamento precisará el funcionamiento,
alcance y criterios específicos de asignación de los Recur-
sos de Ayuda, asistencia, atención y reparación integral.

Dichos criterios deberán observar el presupuesto míni-
mo obligatorio, la asignación anual progresiva, la pro-
hibición de recortes injustificados y las reglas de trans-
parencia previstas en esta Ley.

Artículo 150. Las solicitudes que se presenten en términos
de este Capítulo se atenderán considerando:

I. a III. …

IV. El número y la edad de los dependientes económi-
cos;

V. La urgencia, gravedad y riesgo de la situación;

VI. La existencia de resoluciones firmes, recomenda-
ciones o determinaciones de organismos de derechos
humanos, y

VII. La disponibilidad presupuestaria, siempre que
ésta no pueda utilizarse para negar medidas urgen-
tes, incumplir resoluciones firmes, reducir el presu-
puesto mínimo obligatorio o vulnerar el principio de
progresividad y no regresividad.

Artículo 157 Bis. El Fondo estatal se conformará con
los recursos que destinen las entidades federativas ex-
presamente para dicho fin.

Las entidades federativas deberán prever anualmente, en
sus respectivos presupuestos de egresos, una asignación
específica, progresiva, suficiente y protegida contra re-
cortes injustificados para cubrir medidas de ayuda inme-
diata, asistencia, atención, rehabilitación, reparación in-
tegral y compensación en favor de víctimas.

Dicha asignación no podrá ser menor, en términos rea-
les, a la aprobada en el ejercicio fiscal inmediato ante-
rior y deberá incrementarse progresivamente conforme
al número de víctimas registradas, solicitudes pendien-
tes, resoluciones firmes, recomendaciones de organis-
mos de derechos humanos, diagnósticos de necesidades
y capacidad institucional de atención.

Artículo 157 Ter. Las Comisiones de víctimas de las enti-
dades federativas deberán elaborar y remitir anualmente
a sus respectivos poderes legislativos, órganos de fiscali-
zación y a la Comisión Ejecutiva un diagnóstico de nece-
sidades presupuestarias para la atención a víctimas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc-
timas, deberá emitir en un plazo no mayor a ciento ochen-
ta días naturales los lineamientos presupuestarios para
identificar, etiquetar, ejercer, reportar y proteger los recur-
sos destinados directamente a víctimas.

Tercero. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
deberá emitir, en un plazo no mayor a ciento ochenta días
naturales, los criterios de priorización, transparencia y se-
guimiento del presupuesto destinado a ayuda, asistencia,
atención y reparación integral de víctimas.

Cuarto. Las entidades federativas deberán armonizar sus
leyes, presupuestos, fondos estatales, reglas de operación y
mecanismos de transparencia conforme a lo previsto en el
presente decreto, en un plazo no mayor a un año contado a
partir de su entrada en vigor.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm.

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgv.htm.

3 https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?
id=7760&utm.

4 https://www.finanzaspublicas.hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publi-
cas/Paquete_Economico_y_Presupuesto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Protección Civil, en materia de creación
del Fondo Nacional de Prevención y Reducción de Ries-
gos, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los De-
bates de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Protección Civil y Prevención
de Desastres, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, en
materia de trazabilidad y compra certificada de materias
primas y productos forestales, a cargo del diputado Yerico
Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, diputado a la
LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los bosques, selvas y ecosistemas forestales son bienes es-
tratégicos para México. Su conservación permite proteger
la biodiversidad, el suelo, el agua, la captura de carbono y
las formas de vida de ejidos, comunidades, pueblos indíge-
nas y afromexicanos. La Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable establece que sus disposiciones son de or-
den e interés público y que su objeto es regular y fomentar
el manejo integral y sustentable de los territorios forestales,
así como la conservación, protección, restauración, pro-
ducción, ordenación, cultivo, manejo y aprovechamiento
de los ecosistemas forestales del país.

No obstante, uno de los principales problemas del sector
forestal continúa siendo la circulación de madera, materias
primas y productos forestales cuya legal procedencia no
siempre puede comprobarse de manera clara, continua y
verificable. La tala ilegal, la documentación incompleta, la
simulación de procedencia, la triangulación comercial y la
ausencia de controles suficientes en la cadena de suminis-
tro afectan a los ecosistemas, deterioran el mercado legal y
perjudican a productores forestales que sí cumplen con la
normatividad.

La propia autoridad ambiental ha reconocido la necesidad
de fortalecer el combate a la tala ilegal. En 2025, la Secre-
taría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordi-
nación con el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo, impulsó una hoja de ruta nacional para atender la
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tala clandestina, destacando que México cuenta con más de
138 millones de hectáreas de ecosistemas forestales, equi-
valentes al 71% del territorio nacional. Esto confirma que
la política forestal no puede limitarse al aprovechamiento
de los recursos, sino que debe abarcar también su transpor-
te, transformación, comercialización y consumo final.

Actualmente, la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable3. ya contiene elementos importantes. Por ejemplo,
el artículo 20, fracción XL, faculta a la Comisión Nacional
Forestal para promover que en los procesos de compra-
venta gubernamentales, así como de proveedores y contra-
tistas del gobierno, se garantice la legal procedencia de ma-
terias primas y productos forestales, y que éstos sean
preferentemente de origen nacional y cuenten con certifi-
cación forestal. Sin embargo, esta redacción es insuficien-
te porque se limita a “promover” y utiliza el término “pre-
ferentemente”, lo cual deja la exigencia en un plano no
plenamente obligatorio.

Asimismo, el artículo 91 de la Ley establece que quienes
realicen el aprovechamiento, transporte, almacenamiento,
comercialización, importación, exportación, transforma-
ción o posesión de materias primas y productos forestales
deberán acreditar su legal procedencia; además, dispone
que la autoridad establecerá mecanismos para garantizar la
trazabilidad de dichas materias primas y productos. De
igual forma, el Reglamento de la Ley prevé instrumentos
documentales como remisiones forestales, reembarques fo-
restales, pedimentos aduanales, comprobantes fiscales y
códigos de identificación para acreditar legal procedencia.

A pesar de estos avances, la Ley no establece de forma ex-
presa que toda compra pública de madera, papel, cartón,
mobiliario y productos forestales deba contar obligatoria-
mente con certificación legal y trazabilidad verificable. Es-
ta omisión permite que dependencias, entidades y entes pú-
blicos adquieran productos forestales sin exigir de manera
uniforme la documentación que demuestre su origen legal,
su cadena de custodia y su trazabilidad desde el aprove-
chamiento hasta la entrega final.

La compra pública debe ser una herramienta de política
ambiental. La Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE) ha señalado que la contrata-
ción pública representa alrededor del 13% del Producto In-
terno Bruto en países miembros y que puede utilizarse para
impulsar la transición verde mediante criterios ambientales
en las adquisiciones gubernamentales. Esto significa que el

Estado, como comprador, tiene capacidad real para orien-
tar mercados, fortalecer cadenas productivas legales y ex-
cluir bienes de origen irregular.

En el ámbito internacional, la OCDE y la Organización de
las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO) han documentado que muchos países han adoptado
políticas de contratación pública que exigen que las com-
pras gubernamentales de madera y productos derivados
cumplan criterios de legalidad y/o sustentabilidad. Cha-
tham House también ha señalado que las políticas de com-
pra pública de madera legal y sustentable ayudan a reducir
la deforestación, combatir la tala ilegal y ampliar la parti-
cipación de mercado de productos verificados.

Por ello, esta iniciativa propone transformar el actual enfo-
que de promoción en una obligación jurídica expresa. La
finalidad es que toda compra pública de madera, papel,
mobiliario y productos forestales, realizada con recursos
públicos, exija como condición de participación, adjudica-
ción, contratación, recepción y pago la certificación legal y
la trazabilidad verificable.

La reforma busca impedir que el gasto público financie, di-
recta o indirectamente, productos provenientes de tala ile-
gal, cambio de uso de suelo no autorizado, aprovecha-
mientos irregulares o cadenas de suministro no
verificables. También busca proteger a las comunidades,
ejidos, empresas sociales forestales y proveedores que
cumplen con la legalidad, evitando que compitan en des-
ventaja frente a productos de menor precio derivados de
actividades ilegales.

La propuesta no pretende generar barreras excesivas para
los productores forestales nacionales. Por el contrario,
plantea que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, la Comisión Nacional Forestal y las autoridades
responsables de contrataciones públicas emitan lineamien-
tos, formatos y mecanismos de acompañamiento técnico
para facilitar el cumplimiento, especialmente por parte de
ejidos, comunidades, micro, pequeñas y medianas empre-
sas y empresas sociales forestales.

La certificación legal y la trazabilidad verificable permiti-
rán conocer el origen del producto forestal, la especie, el
volumen, el predio o fuente de procedencia, los centros de
almacenamiento o transformación, los documentos que
amparan el transporte, los comprobantes fiscales, los códi-
gos de identificación y la cadena de custodia correspon-
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diente. Con ello se fortalecerán la transparencia, la fiscali-
zación, la rendición de cuentas y la responsabilidad am-
biental del gasto público.

Esta iniciativa plantea reformar el artículo 20, fracción XL,
para sustituir el actual mandato de promoción por una obli-
gación de coordinación y verificación; adicionar definicio-
nes al artículo 7; adicionar un artículo 91 Bis para estable-
cer los requisitos obligatorios de compra pública forestal
responsable; y adicionar una infracción específica al ar-
tículo 155 para sancionar la participación en compras pú-
blicas mediante documentación falsa, incompleta o no ve-
rificable.

La reforma es necesaria porque el Estado mexicano debe
predicar con el ejemplo. Si las autoridades exigen a parti-
culares acreditar la legal procedencia de materias primas y
productos forestales, con mayor razón los entes públicos
deben estar obligados a comprar únicamente madera, pa-
pel, mobiliario y productos forestales de origen legal, cer-
tificado y trazable.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo.

Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable
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En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo
20 y el segundo párrafo del artículo 91; se adiciona la frac-
ción XL al artículo 20; las fracciones LXXXV, LXXXVI y
LXXXVII al artículo 7; un artículo 91 Bis y una fracción
XXXI al artículo 155, de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 7. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a LXXXIV. …

LXXXV. Compra pública forestal responsable: Toda
adquisición, arrendamiento, contratación, suminis-
tro, pedido, convenio o acto jurídico mediante el cual
un ente público adquiera, use o reciba madera, pa-
pel, cartón, celulosa, mobiliario, bienes o productos
forestales, de manera directa o a través de proveedo-
res, contratistas, subcontratistas o terceros, con car-
go total o parcial a recursos públicos.

LXXXVI. Certificación legal forestal: Instrumento,
constancia, certificado, dictamen, auditoría, verifica-
ción, certificación forestal, certificación de cadena de
custodia o mecanismo equivalente reconocido por la
Secretaría o la Comisión, mediante el cual se acredi-

te que la materia prima, madera, papel, mobiliario,
bien o producto forestal proviene de aprovechamien-
tos autorizados y cumple con la normatividad apli-
cable.

LXXXVII. Trazabilidad verificable: La capacidad
de identificar, comprobar y auditar el origen, legal
procedencia, aprovechamiento, transformación,
transporte, almacenamiento, comercialización y en-
trega final de materias primas, madera, papel, mobi-
liario, bienes y productos forestales, mediante docu-
mentación oficial, registros físicos o digitales, códigos
de identificación, remisiones, reembarques, pedi-
mentos, comprobantes fiscales, certificados foresta-
les, certificados de cadena de custodia o instrumen-
tos equivalentes reconocidos por la autoridad
competente.

Artículo 20. La Comisión tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. a XXXIX. ...

XL. Coordinar, promover y verificar, en el ámbito de
sus atribuciones y en colaboración con la Secretaría
y las autoridades competentes en materia de adqui-
siciones, arrendamientos, servicios y obra pública,
que en los procesos de compra-venta gubernamenta-
les, así como en los de proveedores, contratistas y
subcontratistas del gobierno, sea obligatorio garanti-
zar la legal procedencia, certificación legal forestal y
trazabilidad verificable de las materias primas, ma-
dera, papel, mobiliario, bienes y productos foresta-
les, privilegiando aquellos de origen nacional prove-
nientes de manejo forestal sustentable;

XLI. a XLII. …

Artículo 91. …

La autoridad establecerá los mecanismos y realizará las ac-
ciones que permitan garantizar la trazabilidad verificable
de las materias primas y productos forestales regulados, in-
cluyendo aquellos destinados a compras públicas, ad-
quisiciones, arrendamientos, servicios, obra pública,
mobiliario, papel, cartón, celulosa y demás bienes de
origen forestal adquiridos con recursos públicos.

Artículo 91 Bis. Toda compra pública de madera, papel,
cartón, celulosa, mobiliario, bienes y productos foresta-
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les deberá contar obligatoriamente con certificación le-
gal forestal y trazabilidad verificable.

Artículo 155. Son infracciones a lo establecido en esta
Ley:

I. a XXX. …

XXXI. Participar como licitante, proveedor, contra-
tista o subcontratista en procesos de compra pública
forestal responsable sin acreditar la legal proceden-
cia, certificación legal forestal y trazabilidad verifi-
cable de las materias primas, madera, papel, mobi-
liario, bienes o productos forestales ofertados; así
como presentar documentación falsa, alterada, in-
completa, simulada o no verificable para acreditar
dichos requisitos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, la Comisión Nacional Forestal y las autoridades
competentes en materia de adquisiciones, arrendamientos,
servicios y obra pública deberán emitir, en un plazo no ma-
yor a ciento ochenta días naturales contados a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, los lineamientos pa-
ra la aplicación de la compra pública forestal responsable.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE 

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Vida Silvestre, en materia de tipificación y san-
ción del delito de crueldad animal y zoofilia, a cargo de la
diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI 

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el artículo 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
Capítulo VI al Título VIII a la Ley General de Vida Silves-
tre, que contiene los artículos 131, 132 y 133, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los seres vivos son las diversas formas que la vida asume,
los cuales pueden ser desde los más simples y microscópi-
cos hasta los más complejos y variados como plantas y ani-
males, incluso los mismos seres humanos.

Es así que determinamos que todos los seres vivos tienen
derecho a tener una vida digna y en la medida de su com-
posición y formación, también son sujetos de derechos.

En la presente iniciativa referiremos a los animales, mis-
mos que a partir de la emisión de la “Declaración Univer-
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sal de los Derechos de los Animales” aprobada por la ONU
en la década de los 70´s, determinó que estos seres vivos
también tienen derechos, como lo es a la libertad, a no ser
maltratados o agredidos, a la satisfacción de sus necesida-
des básicas y la preservación de su hábitat.1

Esto no fue suficiente, ya que aún persistía la idea de que
los animales no tenían ni sensibilidad ni conciencia, es por
eso que se continuó trabajando y fue que en 2009 la Unión
Europea modificó su “Tratado de Funcionamiento”2, en
donde reconoce a todos los animales como seres sensibles,
documento que fue ratificado y fortalecido por una decla-
ración emitida por un grupo internacional de expertos en
los ámbitos de la neurociencia cognitiva, la neurofarmaco-
logía, la neurofisiología y la neurociencia computacional,
quienes al reunirse en la Universidad de Cambridge en
2012, determinaron lo siguiente:

“La ausencia de un neocórtex no parece impedir que un
organismo pueda experimentar estados afectivos. Hay
evidencias convergentes que indican que los animales
no humanos poseen los sustratos neuroanatómicos,
neuroquímicos y neurofisiológicos de los estados de
consciencia, junto con la capacidad de mostrar com-
portamientos intencionales. En consecuencia, el peso
de la evidencia indica que los humanos no somos los
únicos en poseer la base neurológica que da lugar a la
consciencia. Los animales no humanos, incluyendo a
todos los mamíferos y aves, y otras muchas criaturas,
entre las que se encuentran los pulpos, también poseen
estos sustratos neurológicos”.3

Es a partir de ese momento que adquieren relevancia los
derechos de los animales, ya que al demostrar que son se-
res vivos que sienten y tienen conciencia, se obligó a todos
los estados que forman parte de la Unión Europea, a legis-
lar en materia del respeto, cuidado y protección del bienes-
tar animal.

Por ello países como Austria, Alemania y Suiza han ido
adaptando su normatividad y emitieron leyes especiales de
protección de los animales para que estos sean considera-
dos como seres dotados de conciencia e inteligencia; uno
de los últimos países en legislar fue Francia, que ya consi-
deraba a los animales como seres sensibles en su Código
Rural, y declaró explícitamente en su Código Civil que los
animales son seres dotados de sensibilidad.

Gracias a que los países en Europa comienzan a incorporar
o a crear leyes que obligan al cuidado de los derechos de

los animales, es que se genera un movimiento en pro de los
animales, por lo que, con el paso de los años, países como
Canadá, Nueva Zelanda, Colombia, Brasil y Argentina han
iniciado los trámites legales para sumarse a esa tendencia.

También, aunque más lento nuestro país ha logrado avan-
ces, pues apenas en diciembre de 2024 se publicó la modi-
ficación en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para que el congreso pueda legislar y crear una
ley para el cuidado y bienestar animal, lo cual hasta antes
de eso era un asunto local.

Si bien gracias a esta reforma el congreso ya trabaja en una
ley específica para el cuidado y bienestar animal, de mo-
mento su regulación solo puede darse a través de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, así como la Ley General de Vida Silvestre y la Ley
Federal de Sanidad Animal, pero con los alcances que tie-
nen estos ordenamientos.

Sin embargo, dichas limitantes impiden que se aborde de
manera amplía la problemática del maltrato animal, ya que
la legislación mencionada solo lo hace desde ciertas pers-
pectivas, es decir, en actividades agropecuarias, científicas
o de conservación ecológica.

Un ejemplo de esto se advierte la aprobación de reformas a
la Ley General de Salud para prohibir la realización de
pruebas de productos cosméticos en animales, así como
también prohíbe la fabricación, importación y comerciali-
zación de productos cosméticos probados en animales de
otras partes del mundo.

Anye esto, son los Congresos locales quienes han tenido
que regular en lo particular los derechos de los animales, es
así que tenemos que las siguientes entidades federativas
cuentan con una legislación que aplica sanciones a quien
atente contra sus derechos.
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Elaboración propia con datos de las legislaciones vigentes
de los congresos estatales.

Como podemos observar los estados ha asumido el rol de
generar la legislación de protección y cuidado de los ani-
males, sin embargo dicha legislación suele caer solo en as-
pectos particulares de la problemática que se den en la res-
pectiva entidad federativa para una solución a sus
circunstancias, es decir, tienen por objeto proteger a los
animales, garantizar su bienestar, brindarles atención, buen
trato, manutención, alojamiento, desarrollo natural, salud y
evitarles el maltrato, la crueldad, el sufrimiento, la zoofilia
y la deformación de sus características físicas, así como
asegurar la sanidad animal, la salud pública, eliminar aque-
llas condiciones estrés o desfavorables para los animales,
sin embargo no diferencian si son seres de compañía o se-
res de trabajo.

En muchos estados existe una tendencia a que algunos ani-
males que tengan actividades de carga, se les denomine se-
res de trabajo, a quienes se les busca que tengan una ali-
mentación acorde a las labores que realizan, así como los
cuidados de especialistas que permitan incluir esquemas de
prevención y control de enfermedades, rehabilitaciones, de
ser necesario estudios clínicos por padecimientos, así como
intervenciones quirúrgicas en caso de requerirlas.

Las legislaciones estatales buscan sancionar a quien atente
contra la integridad, la salud, el cuidado, de cualquier ser
sintiente diferente al ser humano, sin embargo, las formas
de violencia han ido incrementándose y han evolucionado.

Precisando, de una revisión realizada por el Atlas del Mal-
trato Animal, elaborado por la Organización Defensora de
los Animales Anima Naturalis4, se pudo determinar que le-
yes estatales, cumplen con los básicos mínimos de cuidado
y protección del bienestar animal, los cuales referenciamos
en el siguiente cuadro:

Elaboración propia con datos del Atlas del Maltrato Animal

Como se advierte, si bien no existe una ley general que es-
tablezca estándares de protección para el bienestar animal
en las entidades federativas, los Congresos locales han he-
cho un esfuerzo por legislar sobre el particular, sin embar-
go, ha sido insuficiente.

Según el portal “Sin maltrato”, en una encuesta levantada
en 2021, nuestro país ocupa el primer lugar en Latinoamé-
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rica en maltrato animal y el tercero a nivel mundial, ya que
se calcula que 7 de cada 10 Animales domésticos sufren
maltrato, lo que nos arroja la nada honrosa cifra de casi 60
mil animales muertos por esta causa, todo esto a pesar de
que se considera delito y existen leyes de protección.5

Los datos son duros, ya que, a pesar del número de anima-
les fallecidos, entre 2019 y 2020, las fiscalías locales re-
portaron que se recibieron 2490 denuncias por maltrato
animal, sin embargo, solo se pronunciaron 18 sentencias
por este delito en 2 años, aunque solo 14 agresores tuvie-
ron como pena la privación de su libertad en todo el país.

Aunado a lo anterior, si añadimos que la suma de todas las
sanciones económicas impuestas no rebasó los 130 mil pe-
sos, llegamos a la conclusión de que el índice de castigo a
este delito es menor al 0.01% en todo el país, lo que de-
muestra que aun con la tipificación de delitos los índices de
efectividad en inhibir el delito son muy bajos.

Las formas de maltrato animal siguen evolucionando y ca-
da vez son más crueles, podemos encontrar formas de da-
ñarlos desde no alimentarlos bien, estimularlos con instru-
mentos que les causan dolor, como el látigo, hacerlos
trabajar excesivamente sin descanso, en condiciones inade-
cuadas, cuando no están en buen estado físico o de salud, o
bien, estimularlos con drogas sin fines terapéuticos.

Sin embargo hay acciones que son más crueles y sádicas,
como hacer cortes sobre el animal vivo para abrirlo y exa-
minar su contenido, mutilar cualquier parte de su cuerpo,
realizar operaciones a animales sin anestesia y sin título de
médico veterinario, hacer experimentos con ellos, abando-
nar a los animales utilizados en experimentos, matar a ani-
males preñados, lastimar y atropellar animales intencional-
mente, causarles torturas o sufrimientos innecesarios o
matarlos por perversidad, hacer actos públicos o privados
de peleas de animales, y en tiempos recientes, ha tenido lu-
gar aquellos actos de zoofilia.

La zoofilia también es conocida como bestialismo, y es un
acto que consiste en la realización del acto sexual entre un
ser humano y un animal, la cual puede causar lesiones e in-
cluso la muerte al animal.

Tal es el caso que aconteció en Puebla, en donde una yegua
denominada Mila, presentaba al menos 30 fuertes marcas
de golpes en su cabeza y dilatación y laceraciones en sus
genitales.

Esto dio pie a una reforma en esa entidad federativa para ti-
pificar como delito esta conducta, por lo que se suma a la
Ciudad de México, Nuevo León, Tamaulipas Jalisco y Coa-
huila, como las entidades que penalizan este tipo de prácticas.

De igual manera y más recientemente en el estado de Hi-
dalgo, se llevó a cabo la detención de un individuo seña-
lado como probable responsable de un grave caso de mal-
trato animal, que presuntamente incluye actos de zoofilia,
en el municipio de Mineral de la Reforma.

La perrita en cuestión presentaba una infestación severa de
pulgas, múltiples lesiones visibles en diversas partes del
cuerpo, signos de encontrarse en celo y una evidente falta
de atención médica, en un valoración clínica realizada en el
lugar por personal especializado reveló un estado de salud
delicado, que incluía enfermedad periodontal grado tres,
pérdida de piezas dentales inferiores incisivos y caninos,
inflamación y sangrado en la zona bucal, así como arritmia
cardiaca detectada durante la auscultación.

Tras su aseguramiento, el imputado fue puesto a disposi-
ción de un juez de control, ante quien el Ministerio Públi-
co presentará los datos de prueba recabados para que se de-
termine su situación jurídica conforme a la ley.

Si bien este caso fue detectado y el agresor puesto a disposi-
ción de la autoridades, es sabido que difícilmente estas con-
ductas son denunciadas y castigadas, sin embargo, es nuestra
obligación como legisladores proponer reformas a las leyes
con la idea de atender, regular, inhibir y castigar a quienes lle-
ven a cabo conductas que lastimen el tejido social, es por eso
que pretendemos tipificar como delito la zoofilia en la Ley
General de Vida Silvestre, ya que dicha conducta por sí mis-
ma ya representa un acto de crueldad contra los animales co-
mo seres sintientes, que pueden poner en riesgo su integridad
o incluso su vida, máxime si se utilizan instrumentos que
pueda ocasionarles dolor o sufrimiento, o si se ejerce algún ti-
po de violencia para lograr tal objetivo.

Si bien es cierto que esta Ley General de Vida Silvestre
busca establecer la concurrencia del gobierno federal, de
los gobiernos locales, municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, relativa a la conservación y apro-
vechamiento sustentable de la vida silvestre y su hábitat en
el territorio nacional, es una realidad que algunas de las es-
pecies que protege pueden ser objeto de estas conductas
deleznables, por lo que sí la zoofilia, como parte de los ac-
tos de crueldad, está en las definiciones contenidas en el ar-
tículo 3 de ese ordenamiento resulta pertinente que su co-
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misión se incluya en el apartado de delitos que sancione tal
conducta, y que se propone adicionar con esta iniciativa.

Al considerarse que el decreto que fue aprobado por el
Congreso del Estado de Puebla reúne los elementos nece-
sarios para tipificar dicha conducta en la Ley General de
Vida Silvestre, por esa razón es la redacción que se propo-
ne en esta iniciativa con las adecuaciones conducentes y
solo en lo que hace al tema que se analiza.

El maltrato animal es una conducta que creemos se debe a
dos factores principalmente, primera a la falta de conoci-
miento tanto de la ciudadanía, como de los agentes poli-
ciales, ministeriales y de las fiscalías, sobre cómo proceder
en denuncias por este tipo de conductas, así como a la nu-
la capacitación de las autoridades, pero creemos que el
principal factor tiene que ver con un aspecto cultural de la
sociedad, es decir, que tiene que ver en la forma de vivir y
pensar respecto de nuestra interacción que existe con los
animales y el maltrato de que han sido objeto histórica-
mente, lo que incide en la educación e información que da-
mos a nuestros hijos sobre la violencia contra los seres sin-
tientes, en este caso los animales.

Sin duda es un aspecto que debe ser corregido por nuestra
sociedad y reconocer los derechos y bienestar con que de-
ben ser dotados los animales.

Aunado a ello, las casi nulas acciones y programas educa-
tivos que las instituciones estatales deberían realizar con-
forme a lo dispuesto en sus propias leyes de protección ani-
mal, darle difusión, entre la población en general y
escuelas, a una cultura de respeto a los animales y de pre-
vención de maltrato, ya que no están dando resultados su-
ficientes frente al enorme problema de crueldad animal que
se registra diariamente.

El maltrato animal es una escalera de violencia; quien mal-
trata animales, maltratará a familiares, pareja, o a cualquier
persona.

Por lo anteriormente expuesto, presento ante esta asam-
blea, para su estudio, análisis, discusión y, en su caso, apro-
bación, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un Capítulo VI al Título VIII de la Ley
General de Vida Silvestre, que contiene los artículos 131,
132 y 133, para quedar como sigue:

Capítulo VI
De los Delitos

Artículo 131. Al que, mediante acción u omisión, reali-
ce actos de crueldad en contra de cualquier animal con
la intención de ocasionarle dolor, sufrimiento o afectar
su bienestar, de manera ilícita o sin causa justificada,
provocándole lesiones que no pongan en peligro la vi-
da, se le impondrán de diez meses a cuatro años de pri-
sión y multa de cincuenta a trescientas Unidades de
Medida y Actualización vigente al momento que se co-
meta el delito.

Si las lesiones ponen en peligro la vida del animal, las pe-
nas se incrementarán en una mitad.

Si los actos de crueldad ocasionan la muerte del animal,
se impondrán de cinco a ocho años de prisión y multa de
doscientas a quinientas Unidades de Medida y Actualiza-
ción vigente al momento que se cometa el delito.

En cualquiera de los casos anteriores, se incrementará la
sanción en dos tercios más de las señaladas, cuando con-
curra que dichas conductas sean cometidas con armas,
explosivos y medios violentos.

Artículo 132. Se impondrá de uno a cuatro años de pri-
sión y multa de cien a cuatrocientas Unidades de Medida
y Actualización vigente al momento en que se cometa el
delito, a quien o quienes practiquen actos sexuales con
cualquier animal, al introducirles por vía vaginal, anal o
bucal el miembro viril, cualquier parte del cuerpo, objeto
o instrumento.

Artículo 133. Las sanciones previstas en los artículos 131
y 132, se incrementarán en una mitad en los supuestos si-
guientes:

I. Si se utilizan métodos de crueldad;

II. Si además de realizar los actos de crueldad o actos
sexuales en contra de cualquier animal, el sujeto acti-
vo los capta en imágenes, fotografías o videograbación
para hacerlos públicos por cualquier medio; y

III. Si los actos se llevan a cabo por parte de personal
de Centros de Bienestar Animal o establecimientos de
servicio público similares, o por cualquier persona ser-
vidora pública o ajena a estos.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1. Consultado el 20 de noviembre de 2024 en 

https://sitios.iztacala.unam.mx/cetica/wp-content/uploads/si-
tes/22/2023/12/docs_DerechosAnimales-.pdf

2. Consultado el 20 de noviembre de 2024 en 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3
A12016ME%2FTXT

3. Consultado el 20 de noviembre de 2024 en 

https://www.animal-ethics.org/declaracion-consciencia-cambridge/

4. Consultado el 20 de noviembre de 2024 en 

https://sinmaltrato.org/atlas

5. Consultado el 20 de noviembre de 2024 en 

https://sinmaltrato.org/encuesta2021

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA
EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal, en materia de armonización legislativa
con la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, a cargo
del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamen-
tario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como del artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, dipu-
tado a la LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
ta iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversos artículos de la Ley del Servicio Profesional de Ca-
rrera en la Administración Pública Federal, en materia de
armonización legislativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La certeza jurídica constituye uno de los elementos funda-
mentales del Estado de derecho. Para garantizarla, no bas-
ta con que las normas jurídicas establezcan derechos, obli-
gaciones y atribuciones de manera clara, sino que resulta
indispensable que el orden jurídico mantenga congruencia
y uniformidad en las denominaciones de las autoridades
encargadas de su aplicación.

La estructura de la Administración Pública Federal ha ex-
perimentado diversas modificaciones a lo largo de los últi-
mos años, derivadas de reformas legislativas orientadas a
reorganizar las atribuciones, competencias y denominacio-
nes de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal.

Una de las modificaciones más recientes y relevantes co-
rresponde a la transformación de la anteriormente denomi-
nada Secretaría de la Función Pública en la actual Secreta-
ría Anticorrupción y Buen Gobierno.

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 28 de noviembre de 2024, se reformaron, adiciona-
ron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, estableciéndose una nue-
va estructura para la Administración Pública Federal.1

Como consecuencia de dicha reforma, el artículo 26 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal reco-
noce actualmente a la:

“Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno”.2

No obstante, a pesar de la modificación realizada a la le-
gislación orgánica, diversos ordenamientos jurídicos fede-
rales continúan haciendo referencia a la anterior Secretaría
de la Función Pública.
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Esta situación genera una falta de uniformidad terminoló-
gica dentro del sistema jurídico nacional, pues mientras la
legislación que regula la organización de la Administración
Pública Federal reconoce una determinada denominación,
otras disposiciones continúan refiriéndose a una dependen-
cia bajo un nombre que jurídicamente ha sido sustituido.

Las reformas que modifican la estructura de la Administra-
ción Pública Federal producen efectos que trascienden a la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Las Secretarías de Estado son mencionadas en una gran
cantidad de leyes federales para conferirles facultades, es-
tablecer mecanismos de coordinación, integrar órganos co-
legiados, ejercer funciones de vigilancia, realizar procedi-
mientos administrativos o participar en la ejecución de
determinadas políticas públicas.

Por esta razón, cuando se modifica la denominación de una
dependencia resulta necesario revisar transversalmente el
marco jurídico para garantizar que las referencias conteni-
das en las demás leyes correspondan con la estructura ins-
titucional vigente.

En ese sentido, las modificaciones propuestas deberán enten-
derse exclusivamente como una adecuación de las denomi-
naciones institucionales utilizadas por la legislación federal
para hacerlas coincidir con las previstas actualmente en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En atención a lo anteriormente expuesto, se propone refor-
mar diversos artículos de la Ley del Servicio Profesional de
Carrera en la Administración Pública Federal, en materia
de armonización legislativa, para quedar como a continua-
ción se expone:

En virtud de lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribu-
na para someter a la consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Adminis-
tración Pública Federal, en materia de armonización le-
gislativa

Artículo Único. Se reforman los artículos 2 y 3 de la Ley
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2. (…)

El Sistema dependerá del titular del Poder Ejecutivo fede-
ral, será dirigido por la Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno y su operación estará a cargo de cada una de las
dependencias de la Administración Pública.

…

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. (...)

II. (...)

III. Secretaría: Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php%3Fcodigo%3D5744005%26fe-
cha%3D28/11/2024%23gsc.tab%3D0#gsc.tab=0

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOAPF.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.
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LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, en materia
de armonización legislativa con la Secretaría Anticorrup-
ción y Buen Gobierno, a cargo del diputado Yerico Abra-
mo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como del artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, dipu-
tado a la LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
ta iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversos artículos de la Ley General del Sistema Nacional
Anticorrupción, en materia de armonización legislativa, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La certeza jurídica constituye uno de los elementos funda-
mentales del Estado de derecho. Para garantizarla, no bas-
ta con que las normas jurídicas establezcan derechos, obli-
gaciones y atribuciones de manera clara, sino que resulta
indispensable que el orden jurídico mantenga congruencia
y uniformidad en las denominaciones de las autoridades
encargadas de su aplicación.

La estructura de la Administración Pública Federal ha ex-
perimentado diversas modificaciones a lo largo de los últi-
mos años, derivadas de reformas legislativas orientadas a
reorganizar las atribuciones, competencias y denominacio-
nes de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal.

Una de las modificaciones más recientes y relevantes co-
rresponde a la transformación de la anteriormente denomi-
nada Secretaría de la Función Pública en la actual Secreta-
ría Anticorrupción y Buen Gobierno.

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 28 de noviembre de 2024, se reformaron, adiciona-
ron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, estableciéndose una nue-
va estructura para la Administración Pública Federal.1

Como consecuencia de dicha reforma, el artículo 26 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal reco-
noce actualmente a la:

“Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno”.2

No obstante, a pesar de la modificación realizada a la le-
gislación orgánica, diversos ordenamientos jurídicos fede-
rales continúan haciendo referencia a la anterior Secretaría
de la Función Pública.

Esta situación genera una falta de uniformidad terminoló-
gica dentro del sistema jurídico nacional, pues mientras la
legislación que regula la organización de la Administración
Pública Federal reconoce una determinada denominación,
otras disposiciones continúan refiriéndose a una dependen-
cia bajo un nombre que jurídicamente ha sido sustituido.

Las reformas que modifican la estructura de la Administra-
ción Pública Federal producen efectos que trascienden a la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Las Secretarías de Estado son mencionadas en una gran
cantidad de leyes federales para conferirles facultades, es-
tablecer mecanismos de coordinación, integrar órganos co-
legiados, ejercer funciones de vigilancia, realizar procedi-
mientos administrativos o participar en la ejecución de
determinadas políticas públicas.

Por esta razón, cuando se modifica la denominación de una
dependencia resulta necesario revisar transversalmente el
marco jurídico para garantizar que las referencias conteni-
das en las demás leyes correspondan con la estructura ins-
titucional vigente.

En ese sentido, las modificaciones propuestas deberán enten-
derse exclusivamente como una adecuación de las denomi-
naciones institucionales utilizadas por la legislación federal
para hacerlas coincidir con las previstas actualmente en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En atención a lo anteriormente expuesto, se propone refor-
mar diversos artículos de la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción, en materia de armonización legisla-
tiva, para quedar como a continuación se expone:
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En virtud de lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribu-
na para someter a consideración de este pleno y solicitar su
respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, en
materia de armonización legislativa

Artículo Único. Se reforman los artículos 10, 27, 37 y 39,
de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción,
para quedar como sigue:

Artículo 10.

I. al III. …

IV. El titular de la Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno;

Artículo 27. (…)

(…)

I. al V. …

La Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno y el ór-
gano interno de control, como excepción a lo previsto en el
artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal, no podrán realizar auditorías o investigaciones

encaminadas a revisar aspectos distintos a los señalados
expresamente en este artículo.

Artículo 37. (…)

I. La Auditoría Superior de la Federación;

II. La Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno;

Artículo 39. El Sistema Nacional de Fiscalización contará
con un Comité Rector conformado por la Auditoría Supe-
rior de la Federación, la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno y siete miembros rotatorios de entre las
instituciones referidas en las fracciones III y IV del artícu-
lo 37 de esta Ley que serán elegidos por periodos de dos
años, por consenso de la propia Secretaría Anticorrup-
ción y Buen Gobierno y la Auditoría Superior de la Fede-
ración.

El Comité Rector será presidido de manera dual por el Au-
ditor Superior de la Federación y el titular de la Secretaría
Anticorrupción y Buen Gobierno, o por los representan-
tes que de manera respectiva designen para estos efectos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php%3Fcodigo%3D5744005%26fe-
cha%3D28/11/2024%23gsc.tab%3D0#gsc.tab=0

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOAPF.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, en materia
de armonización legislativa con la Secretaría Anticorrup-
ción y Buen Gobierno, a cargo del diputado Yerico Abra-
mo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como del artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, dipu-
tado a la LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
ta iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversos artículos de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, en materia de armonización legislativa, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La certeza jurídica constituye uno de los elementos funda-
mentales del Estado de derecho. Para garantizarla, no basta
con que las normas jurídicas establezcan derechos, obliga-
ciones y atribuciones de manera clara, sino que resulta in-
dispensable que el orden jurídico mantenga congruencia y
uniformidad en las denominaciones de las autoridades en-
cargadas de su aplicación.

La estructura de la Administración Pública Federal ha ex-
perimentado diversas modificaciones a lo largo de los últi-
mos años, derivadas de reformas legislativas orientadas a
reorganizar las atribuciones, competencias y denominacio-
nes de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal.

Una de las modificaciones más recientes y relevantes co-
rresponde a la transformación de la anteriormente denomi-
nada Secretaría de la Función Pública en la actual Secreta-
ría Anticorrupción y Buen Gobierno.

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 28 de noviembre de 2024, se reformaron, adiciona-
ron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, estableciéndose una nue-
va estructura para la Administración Pública Federal.1

Como consecuencia de dicha reforma, el artículo 26 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal reco-
noce actualmente a la:

“Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno”.

No obstante, a pesar de la modificación realizada a la le-
gislación orgánica, diversos ordenamientos jurídicos fede-
rales continúan haciendo referencia a la anterior Secretaría
de la Función Pública.

Esta situación genera una falta de uniformidad terminoló-
gica dentro del sistema jurídico nacional, pues mientras la
legislación que regula la organización de la Administración
Pública Federal reconoce una determinada denominación,
otras disposiciones continúan refiriéndose a una dependen-
cia bajo un nombre que jurídicamente ha sido sustituido.

Las reformas que modifican la estructura de la Administra-
ción Pública Federal producen efectos que trascienden a la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.2

Las Secretarías de Estado son mencionadas en una gran
cantidad de leyes federales para conferirles facultades, esta-
blecer mecanismos de coordinación, integrar órganos cole-
giados, ejercer funciones de vigilancia, realizar procedi-
mientos administrativos o participar en la ejecución de
determinadas políticas públicas.

Por esta razón, cuando se modifica la denominación de una
dependencia resulta necesario revisar transversalmente el
marco jurídico para garantizar que las referencias conteni-
das en las demás leyes correspondan con la estructura ins-
titucional vigente.

En ese sentido, las modificaciones propuestas deberán enten-
derse exclusivamente como una adecuación de las denomi-
naciones institucionales utilizadas por la legislación federal
para hacerlas coincidir con las previstas actualmente en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En atención a lo anteriormente expuesto, se propone refor-
mar diversos artículos de la Ley General de Responsabili-
dades Administrativas, en materia de armonización legisla-
tiva, para quedar como a continuación se expone:
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En virtud de lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribu-
na para someter a consideración de este pleno y solicitar su
respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas, en
materia de armonización legislativa

Artículo Único. Se reforman los artículos 3, fracción
XXIII; 70, párrafo cuarto; y 220, de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, para quedar como sigue:

Artículo 3.

I. al XXII. …

XXIII. Secretaría: La Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno en el Poder Ejecutivo Federal;

XXIV. Secretarías: La Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno en el Poder Ejecutivo Federal y sus ho-
mólogos en las entidades federativas;

Artículo 70. (…)

(…)

(…)

Las faltas referidas en el presente artículo resultarán apli-
cables respecto de transacciones comerciales internaciona-
les. En estos supuestos la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno será la autoridad competente para realizar
las investigaciones que correspondan y podrá solicitar a las
autoridades competentes la opinión técnica referida en el
párrafo anterior, así como a un estado extranjero la infor-
mación que requiera para la investigación y substanciación
de los procedimientos a que se refiere esta Ley, en los tér-
minos previstos en los instrumentos internacionales de los
que ambos estados sean parte y demás ordenamientos apli-
cables.

Artículo 220. Las resoluciones definitivas que emita el
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, podrán ser im-
pugnadas por la Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno, los órganos internos de control de los entes públi-
cos federales o la Auditoría Superior de la Federación,
interponiendo el recurso de revisión, mediante escrito que
se presente ante el propio Tribunal, dentro de los diez días
hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la noti-
ficación respectiva.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php%3Fcodigo%3D5744005%26fe-
cha%3D28/11/2024%23gsc.tab%3D0#gsc.tab=0

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOAPF.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aviación Civil, en materia de tarifas aéreas y
protección de las personas pasajeras, a cargo del diputado
Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario
del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, y con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así co-
mo 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente iniciativa, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Una de las principales inconformidades que enfrentan las
personas usuarias del transporte aéreo es la variación cons-
tante y, en ocasiones, desproporcionada del precio de los
boletos de avión. Muchas veces, para una misma ruta, e in-
cluso para un mismo vuelo, pueden encontrarse diferencias
significativas dependiendo del momento en que se realiza
la compra, la demanda existente o el número de asientos
disponibles.

Esta problemática puede observarse con claridad en rutas
como Campeche-Ciudad de México, en las que un boleto
que puede adquirirse por alrededor de dos mil pesos, al
comprarse con apenas dos días de anticipación en tempo-
radas altas puede llegar a costar hasta doce mil pesos. Se
trata de la misma ruta, la misma distancia y el mismo ser-
vicio, pero con una diferencia de hasta seis veces en el pre-
cio del boleto.

Una variación de esta magnitud difícilmente puede expli-
carse únicamente por un incremento proporcional en los
costos de operación del vuelo. La distancia no cambia, el
consumo de turbosina no se multiplica seis veces, ni tam-
poco lo hacen en esa proporción los costos de la tripula-
ción, el mantenimiento de la aeronave o los servicios nece-
sarios para su operación. Lo que cambia es la proximidad
de la fecha, la disponibilidad de asientos y la demanda
existente sobre el vuelo.

A ello se suma la limitada conectividad aérea de Campe-
che, donde la reducida oferta de vuelos y de aerolíneas que
operan determinadas rutas disminuye las alternativas dis-
ponibles para las personas pasajeras. Cuando únicamente
existen uno o dos vuelos para trasladarse a la Ciudad de
México, la falta de opciones y la concentración de la ofer-
ta generan condiciones que pueden favorecer incrementos
desproporcionados en las tarifas, particularmente cuando
se aproxima la fecha del viaje o quedan pocos asientos dis-
ponibles.

En estos casos, la persona que necesita viajar no siempre
puede elegir otra aerolínea, otro horario o incluso otro me-
dio de transporte. La escasez de alternativas termina con-
virtiéndose en un elemento que puede ser aprovechado por
los sistemas de precios dinámicos para elevar considera-
blemente el costo del boleto.

Es precisamente en estas circunstancias donde los meca-
nismos de precios dinámicos adquieren especial relevan-
cia. Mediante algoritmos y sistemas automatizados, las ta-
rifas pueden incrementarse conforme se aproxima la fecha
del viaje, disminuye la disponibilidad de lugares o aumen-
ta la demanda, provocando que la necesidad de trasladarse
termine convirtiéndose en un factor que encarece significa-
tivamente el boleto.

El caso de la conectividad aérea entre Campeche y la Ciudad
de México ilustra esta problemática. En una ruta en la que
pueden encontrarse boletos cercanos a los dos mil pesos, las
personas usuarias pueden llegar a enfrentar precios de hasta
diez o doce mil pesos cuando requieren adquirir el boleto con
poca anticipación o existe menor disponibilidad de lugares.

Si bien, no se cuestiona que el precio de un boleto de avión
pueda variar, lo que se cuestiona es que el precio pueda
multiplicarse por factores que no guardan una relación pro-
porcional con el costo real de prestar el servicio.

La legislación vigente ha privilegiado un modelo de liber-
tad tarifaria, toda vez que la Ley de Aviación Civil estable-
ce que las personas concesionarias, asignatarias o permi-
sionarias fijarán libremente las tarifas por los servicios que
presten. Esta libertad buscó favorecer condiciones de com-
petencia en el mercado; sin embargo, en la práctica ha per-
mitido amplios márgenes para modificar las tarifas aten-
diendo principalmente a las condiciones de demanda.

A ello se suma la utilización de sistemas de gestión de in-
gresos, tarifas dinámicas y algoritmos para la determina-
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ción de precios, mediante los cuales las tarifas pueden mo-
dificarse atendiendo a variables como la demanda, la dis-
ponibilidad de asientos, la proximidad de la fecha del vue-
lo, las condiciones del mercado y otros elementos
relacionados con la comercialización del servicio.1

Estas herramientas permiten que el precio de un mismo
vuelo varíe conforme cambian las condiciones de demanda
y disponibilidad, aun cuando los costos directamente rela-
cionados con la prestación del servicio no experimenten
una variación equivalente.2

La libertad tarifaria prevista en la ley no puede significar
ausencia de límites, las aerolíneas deben tener derecho a
recuperar los costos de prestar el servicio y obtener una ga-
nancia; pero la necesidad de una persona de trasladarse no
debe convertirse en un criterio para determinar cuánto más
se le puede cobrar.

Frente a esta realidad, la presente iniciativa propone esta-
blecer reglas claras para la fijación de las tarifas aéreas na-
cionales, con el propósito de proteger a las personas pasa-
jeras frente a incrementos arbitrarios o desproporcionados,
sin desconocer los costos que implica la prestación del ser-
vicio ni la legítima obtención de una ganancia por parte de
las aerolíneas.

Actualmente, el artículo 42 de la Ley de Aviación Civil es-
tablece que las personas concesionarias, asignatarias o per-
misionarias fijarán libremente las tarifas por los servicios
que presten. La iniciativa conserva este principio, pero es-
tablece que dicha libertad deberá ejercerse a partir de crite-
rios objetivos vinculados con el costo real de prestar el ser-
vicio, evitando que la tarifa dependa exclusivamente de
cuánto puede cobrarse a una persona ante una mayor de-
manda, menor disponibilidad de asientos o la proximidad
de la fecha del viaje.3

Para ello, se propone establecer expresamente en la ley
los principales elementos que deberán considerarse para
la fijación de las tarifas: el precio de la turbosina; la dis-
tancia, duración y características de la ruta; los costos de
operación, mantenimiento y disponibilidad de las aero-
naves; los costos de la tripulación y del personal; los ser-
vicios aeroportuarios y de navegación aérea, así como
los demás costos directos, necesarios y comprobables pa-
ra la realización del vuelo.

De esta manera, se busca introducir un principio elemental
de proporcionalidad: el precio de un boleto debe guardar

relación con los costos que efectivamente representa pres-
tar el servicio. Si esos costos aumentan, la tarifa podrá re-
flejar dicha variación; lo que se pretende impedir es que el
precio se multiplique únicamente porque quedan pocos lu-
gares, aumenta temporalmente la demanda o una persona
necesita viajar con poca anticipación.

Al mismo tiempo, la iniciativa reconoce que las aerolíneas,
como prestadoras del servicio, deben contar con un margen
de ganancia. Sin embargo, se propone que dicho margen no
quede enteramente sujeto a la decisión unilateral de las
propias empresas. Para ello se crea un Comité Técnico de
Tarifas Aéreas, integrado por representantes de la Agencia
Federal de Aviación Civil, la Procuraduría Federal del
Consumidor y la Comisión Nacional Antimonopolio, en-
cargado de determinar y actualizar el porcentaje máximo
del margen de ganancia aplicable a las tarifas del transpor-
te aéreo nacional de pasajeros.

La integración del Comité busca generar un equilibrio en-
tre tres dimensiones fundamentales: las condiciones técni-
cas y operativas de la industria aérea, representadas por la
Agencia Federal de Aviación Civil; la protección de las
personas consumidoras, a cargo de la Procuraduría Federal
del Consumidor; y la preservación de la competencia y li-
bre concurrencia, correspondiente a la Comisión Nacional
Antimonopolio.

Un segundo componente fundamental de la reforma con-
siste en regular expresamente las tarifas dinámicas y el uso
de algoritmos para la fijación de precios. La iniciativa pro-
pone impedir que estos mecanismos puedan incrementar
de manera discrecional o desproporcionada el precio de los
boletos por factores como la demanda, la disponibilidad de
asientos, la proximidad de la fecha del vuelo, el número de
búsquedas realizadas o la urgencia aparente del viaje,
cuando dichos factores sean ajenos a una variación objeti-
va en los costos de prestación del servicio.

No se pretende impedir el uso de tecnología ni de algorit-
mos en la comercialización de boletos de avión, lo que se
busca es evitar que estas herramientas sean utilizadas para
convertir la necesidad, la urgencia o la falta de alternativas
de una persona en una oportunidad para incrementar des-
proporcionadamente el precio que debe pagar.

Asimismo, la iniciativa fortalece las facultades de la Agen-
cia Federal de Aviación Civil para negar el registro de
aquellas tarifas que no se ajusten a los criterios estableci-
dos en la Ley, al margen máximo de ganancia o que deri-
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ven de la aplicación de tarifas dinámicas prohibidas, refor-
zando así la capacidad de la autoridad para intervenir antes
de que una tarifa contraria a estas disposiciones sea aplica-
da a las personas pasajeras.

Por otro lado, la protección de las personas pasajeras tam-
bién exige reconocer que existen sectores de la población
para quienes el costo del transporte puede representar una
barrera significativa para ejercer su derecho a la movilidad
y acceder a oportunidades educativas, laborales, familiares,
médicas o sociales.

En otros medios de transporte ya existen mecanismos que
permiten establecer tarifas preferenciales para determinados
grupos de la población, como ocurre en el autotransporte fe-
deral de pasajeros, regulado por la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal. Bajo esta misma lógica, la iniciati-
va propone incorporar en la Ley de Aviación Civil un des-
cuento del cincuenta por ciento sobre la tarifa aérea para es-
tudiantes de educación media superior y superior, personas
adultas mayores, personas con discapacidad y personas per-
tenecientes a familias en situación de vulnerabilidad.

La propuesta busca que el transporte aéreo deje de ser con-
siderado exclusivamente desde una perspectiva comercial
y reconozca también su importancia como medio de co-
nectividad, particularmente en un país con las dimensiones
territoriales y características geográficas de México.

El descuento se aplicará exclusivamente sobre la tarifa aé-
rea, sin comprender impuestos, derechos, Tarifa de Uso de
Aeropuerto, cargos aeroportuarios u otros conceptos dis-
tintos de ésta. Con ello se concentra el beneficio en el com-
ponente del precio que corresponde propiamente a la pres-
tación del servicio por parte de la aerolínea.

La iniciativa reconoce, además, que las condiciones del
mercado aéreo no son iguales en todo el territorio nacional.
Mientras algunas rutas cuentan con diversas aerolíneas,
frecuencias y horarios, existen otras en las que las personas
disponen de muy pocas alternativas para trasladarse.

Esta situación resulta especialmente relevante en entidades
y regiones donde existe una oferta reducida de vuelos, po-
cas empresas operadoras o donde las distancias y condicio-
nes geográficas dificultan la utilización de medios alterna-
tivos de transporte. En estos casos, la falta de competencia
y de opciones de movilidad puede colocar a las personas
pasajeras en una situación de especial vulnerabilidad fren-
te a incrementos tarifarios.

Por ello, se propone crear la figura de las Rutas Aéreas de
Conectividad Estratégica, que podrán ser declaradas por la
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transpor-
tes, con apoyo de la Agencia Federal de Aviación Civil,
considerando elementos como el número de aerolíneas que
operan la ruta, la frecuencia de vuelos, la disponibilidad de
medios alternativos de transporte, las condiciones geográ-
ficas, su relevancia económica, social o regional y el com-
portamiento de las tarifas.

En estas rutas podrán establecerse mecanismos especiales
destinados a garantizar la continuidad, accesibilidad y ra-
zonabilidad tarifaria del servicio. Asimismo, cuando se de-
tecten incrementos tarifarios desproporcionados o compor-
tamientos que pudieran afectar las condiciones de
competencia y libre concurrencia, se dará intervención a la
Comisión Nacional Antimonopolio para que actúe en el
ámbito de sus atribuciones.

Finalmente, la iniciativa fortalece la actuación coordinada
de las autoridades. La protección frente a tarifas abusivas
no puede descansar exclusivamente en la autoridad aero-
náutica, pues el problema involucra también derechos de
las personas consumidoras y condiciones de competencia
en el mercado.

Por ello, se incorpora a la Procuraduría Federal del Consu-
midor en los mecanismos de vigilancia y se fortalece la in-
tervención de la Comisión Nacional Antimonopolio cuan-
do existan indicios de ausencia de competencia efectiva,
concentración de la oferta o conductas que puedan afectar
la libre concurrencia. Asimismo, se establece expresamen-
te que la colusión entre aerolíneas para elevar o determinar
tarifas será sancionada conforme a las disposiciones apli-
cables.

Con este conjunto de medidas, la iniciativa no pretende im-
pedir que las aerolíneas obtengan una ganancia ni desco-
nocer los costos propios de la industria, más bien, busca es-
tablecer un equilibrio entre la viabilidad de las empresas y
el derecho de las personas pasajeras a no quedar sometidas
a precios arbitrarios, algoritmos abusivos o condiciones de
mercado en las que la falta de alternativas permita multi-
plicar injustificadamente el costo de viajar.

El establecimiento de nuevas obligaciones en materia tari-
faria debe acompañarse de mecanismos efectivos que ga-
ranticen su cumplimiento. Por ello, la iniciativa fortalece el
régimen de sanciones previsto en la Ley de Aviación Civil,
a efecto de que el incumplimiento de los criterios para la fi-
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jación de tarifas, del margen máximo de ganancia, de las
disposiciones relativas a las tarifas dinámicas y de las tari-
fas preferenciales establecidas en esta reforma no quede
únicamente sujeto a reglas generales, sino que constituya
una infracción expresamente sancionada. De esta manera,
las nuevas disposiciones no se limitan a establecer obliga-
ciones para las aerolíneas, sino que se dota a la autoridad
de herramientas para hacerlas efectivas

En este sentido, la propuesta de reforma quedaría como se
muestra a continuación:
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En atención a lo expuesto, se somete a la consideración de
la honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Aviación Civil

Único. Se reforman los artículos 42 y 43; y se adicionan los
artículos 42 Ter, 42 Quáter y 43 Bis, así como una fracción
XX al artículo 87, todos de la Ley de Aviación Civil, para
quedar como sigue:

Artículo 42. Las personas concesionarias, asignatarias, o
permisionarias fijarán libremente las tarifas por los servi-
cios que presten, en términos que permitan la prestación de
los servicios en condiciones satisfactorias de calidad, com-
petitividad, seguridad y permanencia.

Para la fijación de las tarifas correspondientes al trans-
porte aéreo nacional de pasajeros deberán considerarse
criterios objetivos relacionados con el costo real de la
prestación del servicio, entre ellos:

I. El precio de la turbosina y demás combustibles ne-
cesarios para la operación del vuelo;

II. La distancia, duración y características de la ruta
aérea;

III. Los costos de operación, mantenimiento y dispo-
nibilidad de las aeronaves;

IV. Los costos de la tripulación y del personal indis-
pensable para la prestación del servicio;

V. Los servicios aeroportuarios y de navegación aé-
rea, y

VI. Los demás costos directos, necesarios y compro-
bables para la realización del vuelo.

Sobre los costos determinados conforme al presente ar-
tículo, las personas concesionarias, asignatarias o per-
misionarias podrán incorporar un margen de ganancia
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que no podrá exceder del porcentaje máximo que deter-
mine un Comité Técnico integrado por representantes
de la Agencia Federal de Aviación Civil, la Procuraduría
Federal del Consumidor y la Comisión Nacional Anti-
monopolio.

Queda prohibida la aplicación de tarifas dinámicas me-
diante algoritmos o sistemas automatizados de fijación
de precios que permitan incrementar de manera discre-
cional o desproporcionada el precio de los boletos por
razones de demanda, disponibilidad de asientos, proxi-
midad de la fecha del vuelo, número de búsquedas rea-
lizadas, urgencia aparente del viaje o cualquier otra cir-
cunstancia ajena a una variación objetiva en los costos
de la prestación del servicio.

Se considera práctica comercial abusiva en el servicio
de transporte aéreo la modificación desproporcionada
del precio de un boleto de transporte aéreo cuando de-
rive principalmente de la condición de necesidad, ur-
gencia o falta de alternativas razonables del consumi-
dor, y no de un incremento comprobable en los costos
de operación o de una variación objetiva de mercado.

Las tarifas internacionales se aprobarán por la Agencia Fe-
deral de Aviación Civil de conformidad con lo que, en su
caso, se establezcan en los tratados.

Las tarifas deben registrarse ante la Agencia Federal de
Aviación Civil para su puesta en vigor y estarán perma-
nentemente a disposición de los usuarios.

La Agencia Federal de Aviación Civil puede negar el re-
gistro de las tarifas fijadas por las personas concesionarias,
asignatarias o permisionarias, si las mismas implican prác-
ticas predatorias, monopólicas, de dominancia en el merca-
do o una competencia desleal que impida la permanencia
en el mercado de otras personas concesionarias, asignata-
rias o permisionarias, así como cuando no se ajusten a los
criterios para la fijación de tarifas y al margen máximo
de ganancia establecidos en el presente artículo, o deri-
ven de la aplicación de tarifas dinámicas prohibidas por
esta ley, y podrá establecer niveles tarifarios mínimos o
máximos, según sea el caso, para los servicios respectivos,
a fin de ordenar dichos niveles, con el objeto de fomentar
la sana competencia y proteger a las personas pasajeras
frente a incrementos tarifarios desproporcionados.

En las tarifas se describirán clara y explícitamente las res-
tricciones a que estén sujetas y permanecerán vigentes

por el tiempo y en las condiciones ofrecidas. Las restric-
ciones deberán hacerse del conocimiento del usuario al
momento de la contratación del servicio.

Artículo 42 Ter. Los concesionarios y permisionarios
del servicio público de transporte aéreo nacional de
pasajeros deberán otorgar un descuento del cincuen-
ta por ciento sobre la tarifa aérea a:

I. Estudiantes de educación media superior y supe-
rior;

II. Personas adultas mayores;

III. Personas con discapacidad; y

IV. Personas pertenecientes a familias en situación
de vulnerabilidad, en los términos que establezcan
las disposiciones reglamentarias correspondientes.

Las disposiciones reglamentarias determinarán los do-
cumentos mediante los cuales podrá acreditarse la cali-
dad de beneficiario.

El descuento previsto en este artículo será aplicable
únicamente sobre la tarifa aérea y no comprenderá im-
puestos, derechos, la Tarifa de Uso de Aeropuerto, car-
gos aeroportuarios ni cualquier otro concepto distinto
de ésta.

42 Quáter. Para efectos de lo dispuesto en el artículo
42, se crea el Comité Técnico de Tarifas Aéreas, inte-
grado por representantes de la Agencia Federal de
Aviación Civil, la Procuraduría Federal del Consumi-
dor y la Comisión Nacional Antimonopolio.

El Comité tendrá por objeto determinar y actualizar el
porcentaje máximo del margen de ganancia aplicable a
las tarifas del transporte aéreo nacional de pasajeros,
considerando los costos de prestación del servicio, las
condiciones del mercado, la protección de las personas
consumidoras y las condiciones de competencia y libre
concurrencia.

Las determinaciones del Comité serán públicas y debe-
rán publicarse en el Diario Oficial de la Federación.

La organización y funcionamiento del Comité se esta-
blecerán en las disposiciones de carácter general que
para tal efecto se emitan.
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Artículo 43. Cuando la Agencia Federal de Aviación Civil
y la Procuraduría Federal del Consumidor, por sí o a
petición de la parte afectada, considere que no existe com-
petencia efectiva entre las concesionarias, asignatarias o
permisionarias, solicitará la opinión de la Comisión Na-
cional Antimonopolio para que, en su caso, la Agencia Fe-
deral de Aviación Civil establezca bases de regulación tari-
faria. Dicha regulación se mantendrá sólo mientras
subsistan las condiciones que la motivaron.

La Agencia Federal de Aviación Civil podrá establecer ta-
rifas específicas para la prestación de los servicios, así co-
mo mecanismos de ajuste y periodos de vigencia.

Los concesionarios y permisionarios sujetos a tal regula-
ción podrán solicitar a la Comisión Nacional Antimono-
polio que emita opinión sobre la aplicación y subsistencia
de tales condiciones.

La colusion de las personas concesionarias, asignata-
rias, o permisionarias para elevar o determinar tarifas
será sancionada en términos de las disposiciones co-
rrespondientes.

Artículo 43 Bis. La Secretaría de Infraestructura, Comu-
nicaciones y Transportes, con apoyo de la Agencia Fede-
ral de Aviación Civil, podrá declarar como Rutas Aéreas
de Conectividad Estratégica aquellas rutas nacionales
que, por el número de personas concesionarias, asignata-
rias o permisionarias que las operen, la frecuencia de vue-
los, la disponibilidad de medios alternativos de transpor-
te, las condiciones geográficas, su relevancia económica,
social o regional, o el comportamiento de sus tarifas, re-
quieran medidas especiales para garantizar condiciones
razonables de conectividad y protección tarifaria a las
personas pasajeras.

En las Rutas Aéreas de Conectividad Estratégica, la Se-
cretaría y la Agencia, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones, establecerán mecanismos especiales para
garantizar la continuidad, accesibilidad y razonabili-
dad tarifaria del servicio.

Cuando la Agencia Federal de Aviación Civil y la Pro-
curaduría Federal del Consumidor identifiquen en di-
chas rutas incrementos tarifarios desproporcionados o
cualquier comportamiento que pudiera constituir una
afectación a las condiciones de competencia y libre
concurrencia, dará vista a la Comisión Nacional Anti-

monopolio para que, en el ámbito de sus atribuciones,
determine lo conducente.

Artículo 87. Se les impondrán a las personas concesiona-
rias, asignatarias, operadoras aéreas y permisionarias de
servicio al público de transporte aéreo las siguientes san-
ciones por:

I a la IX …

X. Incumplir las disposiciones previstas en los artí-
culos 42 y 42 Ter de esta ley relativas a la fijación de
tarifas, al margen máximo de ganancia, a la prohibi-
ción de tarifas dinámicas mediante algoritmos o sis-
temas automatizados de fijación de precios, así como
al otorgamiento de las tarifas preferenciales previs-
tas en esta Ley, con multa de cinco mil a veinte mil
Unidades de Medida y Actualización.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los ciento
ochenta días naturales siguientes al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes y la Agencia Federal de Aviación
Civil, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, debe-
rán emitir o adecuar las disposiciones administrativas ne-
cesarias para dar cumplimiento al presente decreto den-
tro de los ciento veinte días naturales siguientes a su
publicación.

Tercero. La Agencia Federal de Aviación Civil deberá emi-
tir, dentro de los noventa días naturales siguientes a la pu-
blicación del presente decreto, la metodología para identi-
ficar, calcular y acreditar los costos relacionados con la
prestación del servicio y verificar el cumplimiento de las
disposiciones relativas a la fijación de tarifas y a la aplica-
ción de tarifas dinámicas previstas en esta ley.

Dentro del mismo plazo deberá instalarse el Comité Técni-
co previsto en el artículo 42 de esta ley, el cual determina-
rá el porcentaje máximo del margen de ganancia aplicable
a las tarifas del transporte aéreo nacional de pasajeros.

Cuarto. La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones
y Transportes deberá emitir, dentro de los ciento ochenta
días naturales siguientes a la publicación del presente de-
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creto, los criterios para la identificación y declaratoria de
las Rutas Aéreas de Conectividad Estratégica.

Notas

1 El engaño de las tarifas dinámicas en boletos de avión, El Financie-

ro

2 Cómo establecen las aerolíneas los precios de sus boletos|Skyscan-
ner Mexico

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAC.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

«Iniciativa que reforma el artículo 24 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, en materia de armonización le-
gislativa con la Comisión Federal de Competencia Econó-
mica, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, y con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 20 de diciembre de 2024 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
simplificación orgánica, mediante el cual se modificó, en-
tre otros, el artículo 28 constitucional y se estableció una
nueva configuración institucional en materia de libre con-
currencia y competencia económica.1

Como parte de dicha reforma constitucional se determinó
la extinción de la Comisión Federal de Competencia Eco-
nómica, órgano constitucional autónomo que hasta enton-
ces tenía a su cargo garantizar la libre competencia y con-
currencia, así como prevenir, investigar y combatir los
monopolios, las prácticas monopólicas, las concentracio-
nes y demás restricciones al funcionamiento eficiente de
los mercados.2

La reforma constitucional estableció las bases para que es-
tas funciones fueran asumidas bajo un nuevo modelo insti-
tucional y ordenó realizar las adecuaciones necesarias en la
legislación secundaria para garantizar la continuidad de las
atribuciones del Estado en materia de competencia econó-
mica.

En cumplimiento de dicho mandato, el 16 de julio de 2025
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Competencia Económica y
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, mediante
el cual se estableció la nueva arquitectura institucional en
la materia y se creó la Comisión Nacional Antimonopolio.3

De conformidad con el nuevo marco jurídico, la Comisión
Nacional Antimonopolio asumió las funciones que corres-
pondían a la Comisión Federal de Competencia Económi-
ca, dando continuidad a las atribuciones del Estado para
garantizar la libre concurrencia y competencia económica,
así como prevenir, investigar y combatir los monopolios,
las prácticas monopólicas, las concentraciones y demás
restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados.

La propia reforma legal de 2025 reconoció la necesidad de
asegurar una transición ordenada entre ambas institucio-
nes. Para ello, su régimen transitorio estableció que, a par-
tir del día siguiente a aquel en que se integrara el pleno de
la Comisión Nacional Antimonopolio, cualquier referencia
contenida en la normativa federal o local a la Comisión Fe-
deral de Competencia Económica se entendería realizada a
la Comisión Nacional Antimonopolio.

Sexto. A partir del día siguiente a aquel en que se integre el
Pleno de la Comisión Nacional Antimonopolio, quedan de-
rogadas todas aquellas disposiciones que se opongan a lo
dispuesto en el presente decreto.

A partir del día siguiente a aquel en que se integre el ple-
no de la Comisión Nacional Antimonopolio, cualquier re-
ferencia en la normativa federal o local a la Comisión
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Federal de Competencia Económica se entenderá como a
la Comisión Nacional Antimonopolio.

Esta disposición permitió garantizar la continuidad jurídi-
ca de las atribuciones y procedimientos existentes, evitan-
do que la sustitución institucional generara vacíos norma-
tivos o afectara el ejercicio de las facultades en materia de
competencia económica.

No obstante, la existencia de una disposición transitoria
que permite interpretar correctamente las referencias a la
autoridad extinta no sustituye la necesidad de realizar las
correspondientes adecuaciones legislativas.

La permanencia en el orden jurídico de referencias expre-
sas a órganos que han dejado de existir genera disposicio-
nes formalmente desactualizadas y obliga a las personas
destinatarias de la norma y a las autoridades encargadas de
su aplicación a acudir a disposiciones transitorias para de-
terminar cuál es la autoridad actualmente competente.

Por ello, resulta conveniente avanzar en la armonización de
la legislación federal con el nuevo marco constitucional y
legal en materia de competencia económica, sustituyendo
las referencias que aún subsisten a la Comisión Federal de
Competencia Económica por la denominación de la autori-
dad que actualmente ejerce dichas atribuciones: la Comi-
sión Nacional Antimonopolio.

En este contexto, la presente iniciativa se trata de una re-
forma de armonización normativa, necesaria para que el
texto vigente de la legislación federal guarde correspon-
dencia con la reforma constitucional en materia de simpli-
ficación orgánica y de la reforma a la Ley Federal de Com-
petencia Económica publicada en 2025.

En este sentido, la propuesta de reforma quedaría como se
muestra a continuación:

En atención a lo expuesto, se somete a la consideración de
la honorable Asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma la fracción XX Bis del ar-
tículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor

Primero. Se reforma la fracción XX Bis del artículo 24 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar
como sigue:

Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atribucio-
nes:

I a la XX …

XX Bis. En el caso de que en ejercicio de sus atribucio-
nes identifique aumentos de precios, restricciones en la
cantidad ofrecida o divisiones de mercados de bienes o
servicios derivados de posibles prácticas monopólicas
en términos de lo dispuesto por la Ley Federal de Com-
petencia Económica, la Procuraduría, en representación
de los consumidores, podrá presentar ante la Comisión
Nacional Antimonopolio la denuncia que corresponda;

XXI al XXVII …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Reforma 268: Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. DOF 20-12-2024anti

2 En la Cofece hacemos-Comisión Federal de Competencia Económi-
ca

3 Reforma 3: Ley Federal de Competencia Económica. DOF 16-07-
2025

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.
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PARA QUE SE DECLARE EL 23 DE ABRIL
DE CADA AÑO COMO DÍA NACIONAL

DEL MOVIMIENTO SCOUT

«Iniciativa de decreto por el que se declara el 23 de abril de
cada año “Día Nacional del Movimiento Scout”, a cargo
del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El Movimiento Scout es el referente global más importan-
te de educación no formal para la niñez y la juventud. Fun-
dado en 1907 por Robert Baden-Powell en el Reino Unido,
se expandió rápidamente por el mundo con la misión de
contribuir a la formación de ciudadanos autónomos, soli-
darios y comprometidos con sus comunidades.

La Organización Mundial del Movimiento Scout define su
misión como “contribuir a la educación de los jóvenes, me-
diante un sistema de valores basado en la Promesa y la Ley
Scout, para ayudar a construir un mundo mejor...”. Esta
misión y sus principios –deber para con los demás, con uno
mismo y con lo trascendente– se concretan en el Método
Scout, cuyos elementos incluyen la promesa y la ley, el
aprendizaje por la acción, la vida en pequeños grupos (sis-
tema de patrullas), la progresión personal, el marco simbó-
lico, el contacto con la naturaleza y el acompañamiento
adulto.

A lo largo de más de un siglo, el escultismo se ha conver-
tido en uno de los movimientos educativos juveniles de
mayor alcance en el mundo. De acuerdo con la Organiza-
ción Mundial del Movimiento Scout, más de 500 millones
de niñas, niños, jóvenes y personas adultas han formado
parte del escultismo desde su surgimiento y, actualmente,
el movimiento reúne a más de 60 millones de scouts en
más de 200 países y territorios. Esta dimensión internacio-
nal permite advertir que no se trata únicamente de una ac-
tividad recreativa o de convivencia, sino de un modelo

educativo consolidado que ha acompañado la formación de
distintas generaciones y culturas alrededor del mundo.

El escultismo es el movimiento de juventud que pretende
una educación integral del individuo, generalmente por
medio de actividades en grupo y en contacto con la natu-
raleza.1 Su naturaleza corresponde a la educación no for-
mal, entendida como aquella que complementa los proce-
sos desarrollados en la familia y en las instituciones
escolares mediante experiencias organizadas de aprendiza-
je, participación y formación para la vida.

En 1943, la organización civil se constituyó formalmente
como la Asociación de Scouts de México, AC, la cual
cuenta actualmente con una presencia activa a través de
más de 700 grupos scouts distribuidos en todo el territorio
nacional y durante un siglo, esta institución ha funcionado
de forma ininterrumpida como un esquema educativo com-
plementario a la escuela y la familia en nuestro país.2

Una de las características que distinguen al Movimiento
Scout es que la persona joven no ocupa un papel mera-
mente receptivo dentro de su proceso de formación. El mé-
todo scout privilegia el aprendizaje mediante la acción, el
trabajo en pequeños grupos, la responsabilidad progresiva,
la toma de decisiones, el contacto con la naturaleza, el ser-
vicio a la comunidad, el acompañamiento de personas
adultas y un sistema de valores expresado mediante la Pro-
mesa y la Ley Scout. De esta manera, niñas, niños, adoles-
centes y jóvenes aprenden a organizarse, colaborar, resol-
ver problemas, asumir responsabilidades y convertir esos
aprendizajes en acciones útiles para su comunidad.

La formación de las nuevas generaciones no se agota en las
aulas. Junto con la familia y las instituciones educativas
existen espacios sociales capaces de desarrollar capacida-
des indispensables para la vida en comunidad, entre ellas el
liderazgo, la cooperación, la autonomía, la solución de
problemas, la responsabilidad frente a los demás, la adap-
tación ante situaciones adversas y la disposición para par-
ticipar activamente en los asuntos colectivos. Precisamen-
te en ese espacio se encuentra una de las principales
aportaciones del escultismo: aprender haciendo y aprender
sirviendo.

En México, el movimiento inició de manera temprana y se
consolidó institucionalmente en agosto de 1926, cuando
los Scouts de México fueron reconocidos formalmente en
la IV Conferencia Internacional Scout.3
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La presentación de esta iniciativa reviste, además, un sig-
nificado histórico particular. El año 2026 marca el cente-
nario del escultismo organizado en nuestro país, periodo
durante el cual generaciones sucesivas de niñas, niños,
adolescentes, jóvenes y personas voluntarias han encontra-
do en el Movimiento Scout un espacio de formación, con-
vivencia, contacto con la naturaleza y servicio a los demás.
La propia Asociación de Scouts de México ha denominado
a 2026 como el año de su centenario, bajo la conmemora-
ción de cien años de servicio, formación y compromiso con
las juventudes y las comunidades del país.

Cumplir cien años de presencia organizada no representa
solamente la permanencia de una institución. Significa re-
conocer una tradición de participación de la sociedad civil
que ha atravesado distintas etapas de la historia nacional
manteniendo como propósito la formación de personas ca-
paces de desempeñar un papel constructivo dentro de la so-
ciedad. Este centenario constituye, por ello, una oportuni-
dad para que el Estado mexicano haga visible la aportación
que el escultismo ha realizado durante un siglo a la forma-
ción integral de las nuevas generaciones.

En el contexto contemporáneo, el escultismo se erige como
una base fundamental para la cohesión social al ofrecer a
nuestras juventudes entornos seguros de aprendizaje que
promueven la cooperación y fortalecen de manera activa la
convivencia intergeneracional. Al involucrar a niños, ado-
lescentes y jóvenes en proyectos de servicio directo y de
contacto constructivo con su entorno, el movimiento scout
siembra un profundo sentido de pertenencia e identidad cí-
vica que vincula de manera inseparable a los individuos
con sus familias y comunidades.

Esta identidad no es pasiva, sino que se nutre del orgullo
por el esfuerzo compartido, el voluntariado desinteresado y
el respeto al medio ambiente, principios éticos que generan
corresponsabilidad en donde la desintegración comunitaria
suele prevalecer.

Asimismo, desde una perspectiva de seguridad humana y
prevención social, este modelo educativo funciona como
una barrera de contención frente a los factores de riesgo del
entorno, promoviendo una cultura de paz al encauzar la
energía y el tiempo de las juventudes hacia el desarrollo del
carácter, la solidaridad y la participación democrática en
pequeños grupos.

Al dotar a las nuevas generaciones de un código de vida
afirmativo y orientador como la Ley Scout, se fomenta el

respeto a la legalidad y se forja un liderazgo sustentado ex-
clusivamente en el servicio, convirtiendo a cada partici-
pante en un agente activo para resarcir el tejido comunita-
rio de nuestra nación.

La selección del 23 de abril para esta conmemoración na-
cional reviste una importancia histórica que se encuentra
profundamente arraigada en la identidad cívica del movi-
miento scout a nivel mundial. Fue el propio fundador del
escultismo, Robert Baden-Powell quien, en su obra funda-
mental de 1908 denominada Escultismo para Muchachos,
adoptó formalmente esta fecha en honor a San Jorge, el pa-
trono universal de los scouts.

Esta figura fue elegida deliberadamente como el máximo
referente de la resiliencia y la firmeza moral ante la adver-
sidad, representando a un joven que, al verse confrontado
con dificultades monumentales y peligros aparentemente
invencibles, decidió no retroceder ni dejarse amedrentar,
sino plantarles cara con valentía, arrojo y total confianza en
sus propias convicciones.4 Esta alegoría de la lucha tenaz
contra las dificultades cotidianas cobra una vigencia ex-
traordinaria en el México contemporáneo, en donde nues-
tras juventudes se enfrentan diariamente a una realidad so-
cial deprimente, en donde se vive exclusión, aislamiento y
una incertidumbre constante por lo que depare el futuro.

En atención a lo anteriormente expuesto, se somete a la
consideración de la honorable Asamblea, el siguiente pro-
yecto de:

Decreto por el que se declara el 23 de abril de cada año
como “Día Nacional del Movimiento Scout”

Artículo Único. Se declara el 23 de abril de cada año co-
mo “Día Nacional del Movimiento Scout”.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 RAE. (Sin fecha). Escultismo. 

https://dle.rae.es/escultismo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I145



2 Asociación de Scouts de México, AC (sin fecha) Geolocalización de

Grupos Scouts. 

https://scouts.org.mx/dirgpo/

3 Asociación de Scouts de México, AC (sin fecha). Dossier Informativo. 

https://anasmac.org/wp-content/uploads/2021/12/FS_018-Dossier-
informativo-socut.pdf

4 Scouts de Madrid. (2008). 23 de abril: San Jorge, patrón de… y de

los Scouts. 

https://scoutsdemadrid.org/23-de-abril-san-jorge-patron-de-y-de-
los-scouts/

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE
DE LA CAÑA DE AZÚCAR 

«Iniciativa que reforma los artículos 19 y 20 de la Ley de
Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, en materia de
homologación normativa, a cargo del diputado Rubén Ig-
nacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI 

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Citando lo que en otras iniciativas en materia de homolo-
gación he mencionado, la principal función que cumplimos
como diputados y diputadas es proponer, discutir y aprobar
leyes que tengan como eje central el beneficio de la nación.

La obligación de legislar no se reduce a la creación de nue-
vas leyes, sino también a la modificación de las ya exis-
tentes, máxime cuando se trata de garantizar los principios
de claridad y certeza jurídica, garantizado así el Estado de
derecho.

Es común que a la llegada de una nueva administración se
modifiquen los nombres de las instituciones ya existentes o
incluso se creen nuevas, no sólo con el objetivo de impri-
mir una identidad política propia, sino también para deli-
mitar las facultades y el enfoque de las políticas públicas
que se impulsarán a través de las diferentes dependencias
que forman parte de la administración pública federal.

El artículo 90 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos faculta al Congreso para emitir una Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a fin de
“[distribuir] los negocios del orden administrativo de la Fe-
deración que estarán a cargo de las Secretarías de Estado y
[definir] las bases generales de creación de las entidades
paraestatales…1

Siguiendo este orden de ideas, es importante señalar que
todas las leyes secundarias que forman parte del marco ju-
rídico mexicano contienen dentro de su cuerpo normativo
referencias a diversas secretarías y dependencias, estable-
ciendo sus funciones y obligaciones específicas respecto
del contenido de la ley, cumpliendo así con el principio de
que la autoridad sólo puede llevar a cabo las funciones que
las leyes les permiten expresamente.

Es precisamente por este motivo que, posterior a la creación
de nuevas dependencias o al cambio de nombre de las ya
existentes, resulta esencial realizar los cambios necesarios en
las diferentes leyes secundarias para su homologación, a fin
de mantener la claridad y certeza jurídica del marco legal, así
como para evitar confusiones y mantener la coherencia insti-
tucional. Este es un ejercicio que corresponde a las y los le-
gisladores como garantes de la legalidad.

Con la llegada de un nuevo gobierno en 2018, la nueva ad-
ministración renombró diversas instituciones, entre estas la
Secretaría de la Función Pública, que pasó a llamarse Se-
cretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, no obstante, has-
ta ahora aún hay leyes secundarias que no han sido homo-
logadas, entre estas la que propone modificar la presente
iniciativa.

La homologación de las leyes secundarias respecto de las
dependencias establecidas en la Ley Orgánica de la Admi-
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nistración Pública Federal no es un simple cambio sin sus-
tancia, sino que tiene como fondo garantizar la certeza ju-
rídica y el Estado de derecho, por esta razón presento la si-
guiente iniciativa que tiene como objetivo homologar la
Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con los
cambios propuestos a la Ley de Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar:

Por lo fundado y motivado, someto a la consideración de
esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 19 y 20 de
la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar

Único. Se reforman los artículos 19 y 20 de la Ley de De-
sarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, para quedar de
la siguiente forma:

Artículo 19. La vigilancia del Comité Nacional estará a
cargo de un Comisario propietario y un suplente, designa-
dos por la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno;
lo anterior sin perjuicio de que el Comité Nacional integre
en su estructura su propio órgano interno de control.

Artículo 20. El Comisario evaluará el desempeño general
y por funciones del Comité Nacional, realizará estudios so-
bre la eficiencia con la que se ejerzan las erogaciones de
los gastos corriente y de inversión, así como lo referente a
los ingresos y en general solicitará toda la información pa-
ra efectuar los actos que requiera el adecuado cumplimien-
to de sus funciones, sin perjuicio de las tareas que la Se-
cretaría Anticorrupción y Buen Gobierno le asigne de
conformidad con la ley. Para el adecuado cumplimiento de

sus funciones, la junta directiva y el director general, debe-
rán proporcionar la información que solicite el comisario.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, (en línea) disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

«Iniciativa que reforma el artículo 18 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, en materia de homologación nor-
mativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de
decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Como en otras iniciativas en la materia lo he comentado, las
y los diputados cumplimos con la importante función de pro-
poner, discutir y aprobar leyes que tienen como objetivo prin-
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cipal beneficiar a la nación. En este sentido, la obligación de
legislar no se reduce a la creación de nuevas leyes, sino tam-
bién a la modificación de las ya existentes, máxime cuando
se trata de garantizar los principios de claridad y certeza jurí-
dica, garantizado así el estado de derecho.

Es común que a la llegada de una nueva administración se
modifiquen los nombres de las instituciones ya existentes o
incluso se creen nuevas, no sólo con el objetivo de impri-
mir una identidad política propia, sino también para deli-
mitar las facultades y el enfoque de las políticas públicas
que se impulsarán a través de las diferentes dependencias
que forman parte de la administración pública federal.

En este sentido, el artículo 90 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos faculta al Congreso para emi-
tir una Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
a fin de “(distribuir) los negocios del orden administrativo de
la federación que estarán a cargo de las Secretarías de Esta-
do y [definir] las bases generales de creación de las entida-
des paraestatales (…)1

Todas las leyes secundarias que forman parte del marco ju-
rídico mexicano contienen dentro de su cuerpo normativo
referencias a diversas secretarías y dependencias, estable-
ciendo sus funciones y obligaciones específicas respecto
del contenido de la ley, cumpliendo así con el principio de
que la autoridad sólo puede llevar a cabo las funciones que
las leyes les permiten expresamente.

Es precisamente por este motivo que, posterior a la creación
de nuevas dependencias o al cambio de nombre de las ya
existentes, resulta esencial realizar los cambios necesarios en
las diferentes leyes secundarias para su homologación, a fin
de mantener la claridad y certeza jurídica del marco legal, así
como para evitar confusiones y mantener la coherencia insti-
tucional. Este es un ejercicio que corresponde a las y los le-
gisladores como garantes de la legalidad.

Con el cambio de administración en 2018, el nuevo go-
bierno cambió el nombre de diversas dependencias, una de
ellas fue la Secretaría de Desarrollo Social que pasó a nom-
brarse Secretaría de Bienestar, y si bien en una gran parte
de las legislaciones secundarias ya figura esta modifica-
ción, no lo es así en lo que respecta a la Ley General de
Cultura Física y Deporte.

La homologación de las leyes secundarias respecto de las
dependencias establecidas en la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal no es un simple cambio sin sus-

tancia, sino que tiene como fondo garantizar la certeza ju-
rídica y el Estado de derecho, por esta razón presento la si-
guiente iniciativa que tiene como objetivo homologar la
Ley General de Cultura Física y Deporte.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con los
cambios propuestos a la Ley General de Cultura Física y
Deporte:

Por lo fundado y motivado, someto a la consideración de
esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 18, inciso i), de
la Ley General de Cultura Física y Deporte

Único. Se reforma el inciso i) del artículo 18 de la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte, para quedar de la si-
guiente forma:

Artículo 18. La junta directiva a que se refiere el artículo
anterior, estará integrada por representantes de cada una de
las siguientes dependencias:

a) a h)…

i) Secretaría de Bienestar, y

j)…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, en línea, disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, en materia de homo-
logación normativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI 

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado e
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de de-
creto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La principal función que cumplimos como diputados y di-
putadas es proponer, discutir y aprobar leyes que tengan
como eje central el beneficio de la nación. La obligación de
legislar no se reduce a la creación de nuevas leyes, sino
también a la modificación de las ya existentes, máxime
cuando se trata de garantizar los principios de claridad y
certeza jurídica, garantizado así el Estado de derecho.

Es común que a la llegada de una nueva administración se
modifiquen los nombres de las instituciones ya existentes o
incluso se creen nuevas, no sólo con el objetivo de impri-
mir una identidad política propia, sino también para deli-
mitar las facultades y el enfoque de las políticas públicas
que se impulsarán a través de las diferentes dependencias
que forman parte de la administración pública federal.

En este sentido, el artículo 90 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos faculta al Congreso para
emitir una Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, a fin de “[distribuir] los negocios del orden adminis-
trativo de la Federación que estarán a cargo de las Secreta-
rías de Estado y (definir) las bases generales de creación de
las entidades paraestatales […]1

Siguiendo este orden de ideas, es importante señalar que
todas las leyes secundarias que forman parte del marco ju-
rídico mexicano contienen dentro de su cuerpo normativo
referencias a diversas secretarías y dependencias, estable-
ciendo sus funciones y obligaciones específicas respecto
del contenido de la ley, cumpliendo así con el principio de
que la autoridad sólo puede llevar a cabo las funciones que
las leyes les permiten expresamente.

Es precisamente por este motivo que, posterior a la creación
de nuevas dependencias o al cambio de nombre de las ya
existentes, resulta esencial realizar los cambios necesarios en
las diferentes leyes secundarias para su homologación, a fin
de mantener la claridad y certeza jurídica del marco legal, así
como para evitar confusiones y mantener la coherencia insti-
tucional. Este es un ejercicio que corresponde a las y los le-
gisladores como garantes de la legalidad.

Con la llegada de un nuevo grupo político al Poder Ejecu-
tivo en 2018, la nueva administración renombró diversas
instituciones, entre estas la Secretaría de la Función Públi-
ca, que pasó a llamarse Secretaría de Anticorrupción y
Buen Gobierno, no obstante, hasta ahora aún hay leyes se-
cundarias que no han sido homologadas, entre estas la que
propone modificar la presente iniciativa.

La homologación de las leyes secundarias respecto de las
dependencias establecidas en la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal no es un simple cambio sin sus-
tancia, sino que tiene como fondo garantizar la certeza ju-
rídica y el Estado de derecho, por esta razón presento la
siguiente iniciativa que tiene como objetivo homologar la
Ley General de Cultura Física y Deporte.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con los
cambios propuestos a la Ley General de Cultura Física y
Deporte:
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Por lo fundado y motivado, someto a la consideración de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de Cultura Física y Deporte

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 18; el ar-
tículo 23; el artículo 24 fracciones VIII, XIX y XXI; y el
artículo 29 fracciones I, II, III, IV, X y XV del de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, para quedar de la si-
guiente forma:

Artículo 18. La junta directiva a que se refiere el artículo
anterior, estará integrada por representantes de cada una de
las siguientes dependencias:
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a) a j) …

…

El presidente de la junta directiva, convocará a participar
como invitados permanentes al Contralor Interno y al Co-
misario propietario o suplente, designado por la Secretaría
Anticorrupción y Buen Gobierno, quienes participarán
con voz pero sin voto.

…

Artículo 23. El órgano de vigilancia de la Comisión Na-
cional de Cultura Física y Deporte estará integrado por un
Comisario Público propietario y un suplente, designados
por la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno en los
términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal.

Artículo 24. Los Comisarios Públicos tendrán las siguien-
tes atribuciones:

I. a VII. …

VIII. Vigilar y dar seguimiento a los procesos de desin-
corporación de las entidades paraestatales; fungir como
representantes de la Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno ante las dependencias, entidades e instancias
que intervengan en estos procesos. Requerir a las ins-
tancias involucradas la información necesaria para el
cumplimiento de las funciones a su cargo, así como re-
comendar las medidas que procedan tendientes a pro-
mover la conclusión de los procesos con estricto apego
a las disposiciones aplicables;

IX. a XVIII. …

XIX. Solicitar información y efectuar los actos que re-
quiera el adecuado cumplimiento de sus funciones, sin
perjuicio de las tareas que la Secretaría Anticorrupción
y Buen Gobiernole asigne específicamente;

XX. …

XXI. Las demás inherentes a su función y las que le se-
ñale expresamente la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno, en el ámbito de su competencia.

Artículo 29. El Contralor Interno en la Conade, tendrá las
siguientes atribuciones:

I. Recibir quejas y denuncias por incumplimiento de las
obligaciones de los servidores públicos adscritos a la
Conade y darles seguimiento; investigar y fincar las res-
ponsabilidades a que hubiere lugar e imponer las san-
ciones aplicables en los términos de ley, con excepción
de las que deba conocer la Dirección General de Res-
ponsabilidades y Situación Patrimonial de la Secretaría
d Anticorrupción y Buen Gobierno; así como calificar
y constituir los pliegos de responsabilidades a que se re-
fiere la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria y su Reglamento, salvo los que sean com-
petencia de la Dirección General;

II. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que
emitan ante las diversas instancias jurisdiccionales, re-
presentando al titular de la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno, así como expedir las certificaciones de
los documentos que obran en los archivos del órgano in-
terno de control de la Conade;

III. Implementar el sistema integral de control guberna-
mental y coadyuvar a su debido funcionamiento, propo-
ner las normas y lineamientos que al efecto se requieran
y vigilar el cumplimiento de las normas de control que
expida la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno,
así como aquellas que regulan el funcionamiento de la
Conade;

IV. Programar y realizar auditorías, inspecciones o visi-
tas de cualquier tipo; informar periódicamente a la Se-
cretaría Anticorrupción y Buen Gobierno sobre el re-
sultado de las acciones de control que hayan realizado y
proporcionar a ésta la ayuda necesaria para el adecuado
ejercicio de sus atribuciones;

V. a IX. …

X. Desarrollar sus funciones conforme a los lineamien-
tos que emita la Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno;

XI. a XIX. …

XV. Las demás que les atribuya expresamente el titular
de la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno y
aquellas que les confieran las leyes y reglamentos a las
Contralorías Internas y Órganos Internos de Control.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, (en línea) disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY DE DESARROLLO SUSTENTABLE 
DE LA CAÑA DE AZÚCAR 

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley de Desa-
rrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, en materia de ho-
mologación normativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI 

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de
decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Como en otras iniciativas en materia de homologación he
mencionado, la principal función que cumplimos como dipu-
tados y diputadas es proponer, discutir y aprobar leyes que
tengan como eje central el beneficio de la nación. La obliga-
ción de legislar no se reduce a la creación de nuevas leyes, si-
no también a la modificación de las ya existentes, máxime
cuando se trata de garantizar los principios de claridad y cer-
teza jurídica, garantizado así el estado de derecho.

Es común que a la llegada de una nueva administración se
modifiquen los nombres de las instituciones ya existentes o
incluso se creen nuevas, no solo con el objetivo de impri-
mir una identidad política propia, sino también para deli-
mitar las facultades y el enfoque de las políticas públicas
que se impulsarán a través de las diferentes dependencias
que forman parte de la administración pública federal.

El artículo 90 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos faculta al Congreso para emitir una Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a fin de
“(distribuir) los negocios del orden administrativo de la Fe-
deración que estarán a cargo de las Secretarías de Estado y
(definir) las bases generales de creación de las entidades
paraestatales (…)1

Siguiendo este orden de ideas, es importante señalar que
todas las leyes secundarias que forman parte del marco ju-
rídico mexicano contienen dentro de su cuerpo normativo
referencias a diversas secretarías y dependencias, estable-
ciendo sus funciones y obligaciones específicas respecto
del contenido de la ley, cumpliendo así con el principio de
que la autoridad sólo puede llevar a cabo las funciones que
las leyes les permiten expresamente.

Es precisamente por este motivo que, posterior a la crea-
ción de nuevas dependencias o al cambio de nombre de las
ya existentes, resulta esencial realizar los cambios necesa-
rios en las diferentes leyes secundarias para su homologa-
ción, a fin de mantener la claridad y certeza jurídica del
marco legal, así como para evitar confusiones y mantener
la coherencia institucional. Este es un ejercicio que corres-
ponde a las legisladoras y los legisladores como garantes
de la legalidad.

Con la llegada de un nuevo gobierno en 2018, la nueva ad-
ministración renombró diversas instituciones, entre estas la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, que pasó a llamarse Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural, no obstante, hasta ahora
aún hay leyes secundarias que no han sido homologadas,
entre estas la que propone modificar la presente iniciativa.

La homologación de las leyes secundarias respecto de las
dependencias establecidas en la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal no es un simple cambio sin sus-
tancia, sino que tiene como fondo garantizar la certeza ju-
rídica y el estado de derecho, por esta razón presento la
siguiente iniciativa que tiene como objetivo homologar la
Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar.
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A continuación, se presenta un cuadro comparativo con los
cambios propuestos a la Ley de Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar:

Por lo fundado y motivado, someto a la consideración de
esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar

Único. Se reforma el artículo 3, fracción XVIII, de la Ley
de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, para que-
dar de la siguiente forma:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. a XVII. …

XVIII. Secretaría: La Secretaría de Agricultura y Desa-
rrollo Rural;

XIX. a XXII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, en línea, disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
en materia de homologación normativa, a cargo del dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de
decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desa-
rrollo Social (Coneval), fue un organismo público descen-
tralizado creado en 2004 con la promulgación de la Ley
General de Desarrollo Social, los objetivos que perseguía
esta institución eran:

1. Normar y coordinar la evaluación de la Política Nacio-
nal de Desarrollo Social y las políticas, programas y accio-
nes que ejecuten las dependencias públicas; y

2. Establecer los lineamientos y criterios para la definición,
identificación y medición de la pobreza, garantizando la
transparencia, objetividad y rigor técnico en dicha actividad.

Durante su operación, el Coneval fue una herramienta cla-
ve para crear, dar seguimiento y evaluar los programas so-
ciales, sobre todo por la innovación que representó el dejar
atrás la medición de la pobreza con base en el ingreso mo-
netario para adoptar una medición multidimensional, con-
siderando, además del ingreso, las carencias sociales en los
hogares basadas en los derechos constitucionales.
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A pesar de su importancia para la elaboración de estadísti-
cas e indicadores de la pobreza en México, en 2025 el Co-
neval fue desaparecido con la aprobación del Congreso de
las reformas en materia de simplificación orgánica, impul-
sada por el titular del Ejecutivo Federal de la anterior ad-
ministración.

La desaparición del Coneval significó la pérdida de un ór-
gano especializado a través del cual era posible medir el fe-
nómeno de la pobreza desde una perspectiva objetiva,
apartidista, técnica y autónoma. A pesar de ello, no todo
fue perdido, pues las funciones que antes ejercía este orga-
nismo se transfirieron al Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), organismo técnico y especializado con
una vasta trayectoria, legitimidad y credibilidad, tanto a ni-
vel nacional como internacional.

Con la aprobación de la reforma, se modificó el Apartado
B del artículo 26 constitucional que hace referencia al In-
egi, agregando un nuevo párrafo que señala lo siguiente:

El organismo también estará a cargo de la medición de la
pobreza y la evaluación de los programas, objetivos, metas
y acciones de la política de desarrollo social, así como de
emitir recomendaciones en los términos que disponga la
ley, la cual establecerá las formas de coordinación con las
autoridades federales, locales y municipales para el ejerci-
cio de estas funciones.1

Al haber tenido diversas facultades para la elaboración de
indicadores y estadísticas base para la medición de la po-
breza en diferentes temáticas, el Coneval se encontraba
inscrito en una gran variedad de leyes secundarias. Es por
esta razón que su extinción trajo consigo un desajuste en el
marco normativo, por lo que es necesario realizar desde el
Congreso los cambios necesarios para actualizar y homo-
logar el marco normativo vigente.

La armonización de la legislación vigente es fundamental
para mantener la claridad, la certeza jurídica y la coheren-
cia institucional, garantizando así el estado de derecho. Por
ello, la presente iniciativa tiene por objeto modificar los ar-
tículos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, en los que aún se hace mención al Coneval
y sustituir por el acrónimo del Inegi.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con los
cambios propuestos a la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescente:

Por lo fundado y motivado, someto a la consideración de
esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Único. Se reforman las fracciones VII del artículo 4, XIII
del artículo 130 y los artículos 132 y 134 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar de la siguiente forma:

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a VI. …

VII. Inegi: Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía;

VII Bis. a XXXIII. …

Artículo 130. …

La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguientes:

I. a XII. …
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XIII. Proporcionar la información necesaria al Inegi,
para la evaluación de las políticas de desarrollo social
vinculadas con la protección de niñas, niños y adoles-
centes;

XIV. a XVI. …

Artículo 132. Corresponderá al Inegi la evaluación de las
políticas de desarrollo social vinculadas con la protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, en términos
de lo establecido por la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, esta ley, el Programa Nacional y
las demás disposiciones aplicables.

Artículo 134. De acuerdo con los resultados de las evalua-
ciones, el Inegi emitirá, en su caso, las sugerencias y reco-
mendaciones que considere pertinentes al Sistema Nacio-
nal de Protección Integral.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, en línea, disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS 

«Iniciativa que adiciona el artículo 190 de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, en materia de noti-
ficaciones por estrados, a cargo del diputado Rubén Igna-
cio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI 

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-

lucionario Institucional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de la asamblea la
presente iniciativa al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado constitucional de derecho exige que toda actua-
ción de las autoridades públicas se encuentre sometida a
los principios de legalidad, seguridad jurídica, debido
proceso y respeto irrestricto a los derechos humanos. En
particular, cuando el Estado desarrolla procedimientos de
responsabilidad administrativa, en los que pueden deter-
minarse consecuencias jurídicas relevantes para las per-
sonas sujetas a investigación, substanciación o resolu-
ción, resulta indispensable que las reglas procesales
proporcionen condiciones efectivas para el ejercicio del
derecho de defensa.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece, en su artículo 1o., que todas las autoridades, en
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos. Asimismo, los artículos 14 y 16 constitucionales reco-
nocen las garantías vinculadas con las formalidades
esenciales del procedimiento, la seguridad jurídica y la le-
galidad de los actos de autoridad, mientras que el artículo
17 consagra el derecho de toda persona a que se le admi-
nistre justicia de manera pronta, completa e imparcial.1

Dentro de este marco constitucional, las notificaciones
constituyen una institución fundamental del procedimiento
administrativo sancionador. Su finalidad no consiste única-
mente en dejar constancia de que una autoridad realizó de-
terminada actuación, sino en comunicar al interesado la
existencia de un acto que puede afectar sus derechos o in-
tereses jurídicos, permitiéndole ejercer oportunamente las
acciones, defensas, recursos y demás instrumentos que la
legislación pone a su alcance.

La Ley General de Responsabilidades Administrativas re-
conoce expresamente la importancia de las notificaciones
dentro de los procedimientos de responsabilidad adminis-
trativa2.

Actualmente, su artículo 188 establece que las notificacio-
nes podrán realizarse personalmente o por los estrados de
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la autoridad substanciadora o, en su caso, de la resolutora.
Por su parte, el artículo 190 dispone que las notificaciones
por estrados surtirán sus efectos dentro de los tres días há-
biles siguientes a aquel en que sean colocadas en los luga-
res destinados para tal efecto y establece la obligación de
la autoridad de certificar el día y hora en que fueron colo-
cados los acuerdos correspondientes.

Lo anterior demuestra que la notificación por estrados
constituye una figura expresamente reconocida por el le-
gislador y que produce consecuencias jurídicas concretas.
Precisamente por ello, resulta necesario fortalecer las con-
diciones bajo las cuales puede practicarse.

La legislación vigente determina cuándo surte efectos la
notificación por estrados y establece que debe certificarse
el momento de su colocación; sin embargo, no desarrolla
de manera suficiente las características físicas y materiales
que deben reunir los espacios destinados a su publicación.
Esta ausencia puede generar incertidumbre respecto de la
ubicación, accesibilidad y posibilidad real de consulta de
las notificaciones.

Una notificación por estrados puede desencadenar el inicio
de plazos procesales cuyo vencimiento puede ocasionar la
pérdida de oportunidades para ofrecer pruebas, formular
alegatos, interponer medios de defensa o realizar cualquier
otra actuación necesaria para la protección de los derechos
de las partes.

Por ello, la eficacia jurídica de una notificación no debe
descansar exclusivamente en la existencia de una constan-
cia elaborada por la autoridad. Debe existir una posibilidad
razonable y efectiva para que la persona interesada pueda
localizar y consultar el acto que se pretende hacer de su co-
nocimiento.

Un documento colocado dentro de una oficina de acceso
exclusivo para servidores públicos, detrás de controles de
seguridad, en un área cuyo ingreso requiere autorización
individual, en un espacio sin señalización o en cualquier
otro sitio que impida o dificulte materialmente su consulta
puede encontrarse formalmente “en los estrados”, pero no
necesariamente puede considerarse accesible para las per-
sonas a quienes la notificación pretende vincular.

Esta problemática adquiere especial relevancia en los pro-
cedimientos de responsabilidad administrativa3, porque en
ellos la persona sujeta a procedimiento se encuentra frente
al ejercicio de facultades de investigación, substanciación

y resolución por parte de autoridades públicas, por lo que
las reglas procesales deben ofrecer condiciones suficientes
de certeza y defensa.

El principio de seguridad jurídica exige que las personas
puedan conocer con claridad las consecuencias de sus ac-
tuaciones y las condiciones bajo las cuales una autoridad
puede considerar válidamente practicada una notificación.

En este sentido, no resulta suficiente que la legislación se-
ñale que una notificación debe colocarse en los “lugares
destinados para tal efecto”. Es necesario que esos lugares
sean identificables y que el particular tenga una posibilidad
real de acceder a ellos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha analizado di-
versos aspectos relacionados con las notificaciones por es-
trados y la seguridad jurídica de las personas sujetas a pro-
cedimientos4. En particular, existen precedentes en los que
se ha examinado la constitucionalidad de disposiciones que
ordenan la publicación de actuaciones en estrados y que uti-
lizan conceptos como “lugar visible”, destacándose la nece-
sidad de que el mecanismo de comunicación permita al go-
bernado contar con condiciones razonables para conocer la
actuación administrativa o jurisdiccional correspondiente5.

Estos criterios son relevantes para la presente iniciativa
porque permiten advertir que los conceptos de visibilidad,
ubicación y accesibilidad de los estrados no son cuestiones
meramente administrativas. Se encuentran directamente re-
lacionados con la posibilidad efectiva de conocimiento del
acto y, por tanto, con la seguridad jurídica de la persona no-
tificada.

La finalidad de esta propuesta constituye un mecanismo
legítimo dentro del sistema de responsabilidades adminis-
trativas y busca fortalecerlo mediante reglas claras que evi-
ten que su aplicación genere incertidumbre o afectaciones
indebidas.

Por ello, se propone adicionar un artículo 190 Bis a la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, con el ob-
jeto de establecer las condiciones materiales mínimas que
deberán reunir los estrados utilizados por las autoridades
substanciadoras y resolutoras.

En primer término, se establece que las notificaciones por es-
trados deberán fijarse en un lugar visible, permanente, de fá-
cil acceso al público y de libre tránsito y consulta dentro de
las instalaciones de la autoridad que practique la notificación.
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Con ello se pretende garantizar que el particular pueda acudir
directamente al lugar destinado para las notificaciones y con-
sultar los documentos correspondientes, sin depender de la
intervención discrecional de un servidor público.

La propuesta también establece que los estrados deberán
encontrarse debidamente identificados y señalizados, de
manera clara, permanente y visible desde las áreas de ac-
ceso y atención al público.

Esta medida responde a una necesidad elemental de segu-
ridad jurídica: si la autoridad utiliza los estrados como me-
canismo legal de comunicación, el ciudadano debe poder
identificar dónde se encuentran. No resulta razonable tras-
ladar al particular la carga de recorrer un inmueble, solici-
tar información a distintos funcionarios o depender de in-
dicaciones discrecionales para localizar el espacio en el
que se encuentran las notificaciones que pueden producir
consecuencias jurídicas en su contra.

Asimismo, se establece expresamente que los estrados no
podrán ubicarse en oficinas de uso exclusivo del personal,
áreas de acceso restringido, espacios sujetos a autorización
individual, zonas de seguridad que impidan su consulta or-
dinaria o cualquier otro lugar que dificulte, obstaculice o
condicione materialmente el acceso de las personas intere-
sadas.

Esta disposición no pretende desconocer las medidas legí-
timas de seguridad existentes en los inmuebles públicos.
Las autoridades pueden establecer controles para proteger
a las personas, las instalaciones, los archivos y la informa-
ción bajo su responsabilidad. Sin embargo, tales medidas
no deben convertirse en un obstáculo para el ejercicio de
los derechos procesales.

Cuando las condiciones de seguridad impidan el acceso li-
bre a determinadas áreas, corresponde a la autoridad esta-
blecer los mecanismos necesarios para que las personas in-
teresadas puedan consultar efectivamente los estrados, sin
comprometer la seguridad de las instalaciones.

La propuesta establece, además, que las autoridades debe-
rán garantizar que las personas interesadas puedan consul-
tar directamente las notificaciones fijadas en estrados du-
rante el horario oficial de atención al público.

Este requisito resulta fundamental porque la finalidad de la
notificación es permitir el conocimiento del acto. Si la per-
sona no puede consultar directamente el documento, sino

que debe esperar a que un servidor público lo localice, lo
revise o le informe verbalmente sobre su contenido, se de-
bilita la función de publicidad que justifica el uso de los es-
trados. La reforma busca, en consecuencia, que exista una
correspondencia entre la publicidad formal y la posibilidad
material de conocimiento.

Otro elemento esencial de la propuesta es la consecuencia
jurídica prevista para los casos en que la propia autoridad
haya impedido el acceso a los estrados. Se establece que no
surtirá efectos una notificación por estrados cuando se
acredite que éstos se encontraban en un lugar cuyo acceso
al público estaba materialmente restringido, impedido u
obstaculizado por la propia autoridad, o cuando no hubie-
ran sido debidamente identificados y señalizados de mane-
ra que permitieran su localización y consulta.

Esta disposición responde a un principio básico de dere-
cho: la autoridad no debe obtener un beneficio procesal de-
rivado de su propio incumplimiento.

Si el Estado tiene la facultad de determinar dónde se ubi-
can los estrados, también debe asumir la responsabilidad
de garantizar que éstos puedan ser consultados. No sería
compatible con la seguridad jurídica que una autoridad im-
pidiera materialmente el acceso a los estrados y, al mismo
tiempo, pretendiera hacer correr un plazo procesal en per-
juicio del particular alegando que la notificación fue for-
malmente colocada.

La medida legislativa propuesta tampoco constituye una
excepción absoluta a las reglas de notificación. Correspon-
derá a quien alegue la irregularidad acreditar que existió
una restricción material de acceso atribuible a la autoridad
o que los estrados carecían de las condiciones indispensa-
bles para su localización y consulta.

De esta manera se mantiene un equilibrio entre la eficacia
de los procedimientos de responsabilidad administrativa y
la protección de los derechos de las personas sujetas a
ellos.

La iniciativa también responde a la necesidad de homolo-
gar las prácticas administrativas de las distintas autorida-
des substanciadoras y resolutoras. La existencia de una re-
gla general permitirá evitar que cada dependencia, entidad
u órgano administrativo determine discrecionalmente qué
espacio considera suficiente para cumplir con la obligación
de publicar en estrados.
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Establecer un estándar legal común fortalece la certeza de
los procedimientos y facilita la actuación tanto de las auto-
ridades como de los particulares.

Esta propuesta es, además, congruente con el carácter ga-
rantista de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas. El procedimiento de responsabilidad administrati-
va debe permitir que las autoridades investiguen,
substancien y resuelvan las conductas que puedan consti-
tuir faltas administrativas, pero debe hacerlo respetando las
garantías procesales de quienes intervienen en él.

La eficacia del combate a la corrupción y de los mecanis-
mos de responsabilidad administrativa no se contrapone
con el fortalecimiento de las garantías procesales.

Por el contrario, un sistema de responsabilidades sólido re-
quiere procedimientos jurídicamente seguros, transparen-
tes y susceptibles de ser defendidos y revisados.

Una notificación correctamente practicada fortalece la re-
solución administrativa; una notificación deficiente puede
generar controversias posteriores y poner en riesgo la vali-
dez de actuaciones subsecuentes.

Por ello, establecer reglas claras sobre los estrados contri-
buye también a la eficiencia institucional, pues reduce con-
troversias relacionadas con la forma en que se realizaron
las notificaciones y proporciona a las autoridades criterios
objetivos para organizar sus espacios y procedimientos.

La propuesta no representa una carga presupuestaria signi-
ficativa para las instituciones públicas. Los artículos tran-
sitorios establecen un plazo de ciento ochenta días natura-
les para adecuar las disposiciones administrativas y los
espacios físicos destinados a estrados, y expresamente pre-
vén que las erogaciones correspondientes deberán cubrirse
con cargo a los presupuestos aprobados de los ejecutores
de gasto responsables, sin autorizar recursos adicionales.

De esta manera, la reforma procura que sus objetivos pue-
dan alcanzarse mediante medidas de organización, señali-
zación y adecuación de espacios existentes, sin generar
presiones adicionales sobre el gasto público.

En suma, la presente iniciativa busca fortalecer la seguri-
dad jurídica, el debido proceso y el derecho de defensa
dentro de los procedimientos de responsabilidad adminis-
trativa, mediante una regulación clara sobre las condicio-
nes materiales que deben reunir los estrados.

Si una autoridad utiliza los estrados como medio legal pa-
ra notificar, debe garantizar que éstos sean verdaderamen-
te públicos, visibles, accesibles y consultables. El Estado
no puede considerar eficaz una notificación cuyo mecanis-
mo de publicidad se encuentra materialmente fuera del al-
cance del ciudadano.

La notificación por estrados debe ser un mecanismo de co-
municación efectiva y no una mera formalidad; debe pro-
porcionar certeza y no incertidumbre; debe permitir cono-
cer el acto y ejercer oportunamente los derechos de
defensa.

Por estas razones antes expuestas, se considera necesario
establecer en el artículo 190 a la Ley General de Respon-
sabilidades Administrativas, cuatro párrafos cuyo conteni-
do permitan establecer condiciones mínimas de visibilidad,
accesibilidad, identificación y consulta de los estrados, así
como una consecuencia jurídica cuando la propia autoridad
haya impedido materialmente el acceso a ellos.

Con esta reforma se fortalece el estado de derecho, se re-
ducen espacios de discrecionalidad administrativa y se ga-
rantiza que los procedimientos de responsabilidad admi-
nistrativa se desarrollen bajo condiciones de mayor
certeza, transparencia y respeto a los derechos de las per-
sonas.

A continuación, presento un cuadro comparativo de los
cambios propuestos:
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El Estado no puede considerar efectivamente notificada a
una persona o servidor público mediante un mecanismo de
publicidad al que la propia autoridad le impide acceder. La
notificación por estrados debe ser una herramienta de co-
municación y no una ficción jurídica; debe permitir cono-
cer y no simplemente acreditar que se colocó un documen-
to; debe generar certeza y no incertidumbre.

Por ello, en el PRI garantizaremos que los estrados sean vi-
sibles, accesibles y consultables constituye una medida ne-
cesaria para que las formalidades del procedimiento admi-
nistrativo sean compatibles con los principios
constitucionales de seguridad jurídica, debido proceso, le-
galidad, tutela efectiva y respeto a los derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta Honorable
Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan los párrafos segundo,
tercero, cuarto y quinto al artículo 190 de la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas en materia
de notificacion por estrados.

Único. Se adiciona los párrafos segundo, tercero, cuarto y
quinto al artículo 190 de la Ley General de Responsabili-
dades Administrativas, para quedar como sigue:

Artículo 190. ...

Los estrados deberán encontrarse debidamente identi-
ficados y señalizados de manera clara, permanente y vi-
sible desde las áreas de acceso y atención al público de
todas las dependencias y entidades de la administración
pública federal, de tal forma que cualquier persona
pueda conocer su ubicación y revisarlos sin necesidad
de autorización, acompañamiento o intervención de un
servidor público.

En ningún caso los estrados podrán ubicarse en áreas
de acceso exclusivo del personal, restringidas al público
en general, sujetos a autorización para el ingreso o zo-
nas de seguridad que impidan su consulta ordinaria, o
en cualquier otro lugar que dificulte, obstaculice o con-
dicione materialmente el acceso de las personas intere-
sadas.

Las autoridades deberán garantizar que las personas
interesadas puedan consultar directamente las notifica-
ciones fijadas en estrados durante el horario oficial de
atención al público.

En ningún caso surtirá efectos una notificación por es-
trados cuando se acredite que los estrados se encontra-
ban en un lugar cuyo acceso al público estaba material-
mente restringido, impedido u obstaculizado por la
propia autoridad, o cuando no hubieren sido debida-
mente identificados y señalizados de manera que per-
mitieran su localización y consulta.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal deberán adecuar, dentro de 180 días
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente de-
creto, las disposiciones administrativas necesarias para ga-
rantizar la identificación, señalización, accesibilidad y con-
sulta de los estrados.

Tercero. Las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal deberán adecuar, dentro del plazo pre-
visto en el artículo anterior, los espacios físicos destinados
a estrados, conforme a las disposiciones establecidas en el
presente decreto.

Cuarto. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto, se cubrirán con car-
go a los presupuestos aprobados a los ejecutores de gasto
responsables en el ejercicio fiscal de que se trate, por lo que
no se autorizarán recursos adicionales para el presente ejer-
cicio fiscal y subsecuentes.

Notas

1 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (2025).
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Diario Oficial
de la Federación.

2 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (2025).
Ley General de Responsabilidades Administrativas. Diario Oficial de
la Federación. Última reforma publicada el 15 de diciembre de 2025.

3 Diario Oficial de la Federación. (2025, 17 de diciembre). Publica-
ciones de la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno relativas a
procedimientos de responsabilidad administrativa y notificaciones por
estrados. Gobierno de México.

4 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (Sin fecha). Criterios y eje-
cutorias en materia de notificaciones y seguridad jurídica. Semanario
Judicial de la Federación.

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2016). Contradicción de te-
sis 286/2015. Segunda Sala. Semanario Judicial de la Federación. Re-
gistro digital 26229.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar
el mínimo vital de cien litros de agua, a cargo del diputado
Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario
del PRI 

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de la asamblea la
presente iniciativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El agua potable es condición de posibilidad para la vida, la
salud, la alimentación, la higiene, la dignidad y el pleno
ejercicio de otros derechos fundamentales. El derecho hu-
mano al agua ha sido reconocido explícitamente en Méxi-
co desde la reforma de 2012 al artículo 4o. constitucional,
que obliga al Estado a garantizar “acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y doméstico en
forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”.1

Este mandato constitucional se inserta en los estándares in-
ternacionales, particularmente en el Comentario General
Número 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales de la ONU, que define el contenido esencial
del derecho humano al agua y sus dimensiones de disponi-
bilidad, calidad, accesibilidad física y económica, y acep-
tabilidad.2

La Organización Mundial de la Salud y el Programa Con-
junto OMS/UNICEF, han desarrollado parámetros orienta-
dores sobre cuánta agua se requiere para cubrir necesidades
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básicas. En términos de cantidad, el estándar de referencia
ubica: i) un mínimo indispensable cercano a 20 litros por
persona/día para la supervivencia biológica, ii) un umbral
intermedio de 50 litros para cubrir necesidades personales
y domésticas básicas con higiene, y iii) un óptimo de al-
rededor de 100 litros para cubrir de forma holgada con-
sumo, preparación de alimentos, aseo e higiene del ho-
gar. Estos rangos se han utilizado en lineamientos técnicos
de salud pública y en análisis de derechos humanos para di-
mensionar el “mínimo vital” hídrico.3

De acuerdo con el indicador 6.1.1 de los ODS, en 2022 73
por ciento de la población mundial utilizó servicios de agua
potable gestionados de forma segura (esto es, accesibles
en la vivienda, disponibles cuando se necesitan y libres de
contaminación fecal y química prioritaria), lo que implica
que cerca de 27 por ciento aún no alcanza ese nivel de ser-
vicio. El JMP/OMS-UNICEF enfatiza además disparida-
des regionales y la necesidad de acelerar el progreso para
2030. Estudios recientes incluso advierten que las métricas
oficiales pueden subestimar la magnitud del problema
cuando no se evalúa con precisión la calidad del agua.4

Por lo que respecta a nuestro país, hemos avanzado en co-
bertura, pero persisten brechas importantes en continuidad,
calidad y acceso para grupos y regiones específicas. El
Censo de Población y Vivienda y la ENVI 2020 del Inegi
reportaron que 76.9 por ciento de las viviendas tenían agua

entubada dentro de la vivienda (la cifra sube si se incluye
dentro del terreno), sin embargo, datos del Coneval estimó
en 2022 que sólo 7.1 por ciento de la población vivía con
carencia por acceso al agua (componente de servicios bási-
cos en la vivienda). Estos datos conviven con evidencia de
intermitencias severas en algunas ciudades y zonas rurales,
que erosionan la disponibilidad diaria efectiva y obligan a
acarrear o comprar agua, con impactos desproporcionados
en mujeres, niñas y personas en pobreza.5

En el plano internacional, además del Comentario General
No. 156, la Asamblea General de la ONU (resolución
64/292, 20107) reconoció el derecho humano al agua y al
saneamiento y llamó a los Estados a garantizar agua “sufi-
ciente, salubre, aceptable, físicamente accesible y asequi-
ble” para uso personal y doméstico. El JMP integra dichos
estándares en el seguimiento del ODS 6.1.1.8

Por lo que respecta a nuestro país, la anterior Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación desarrolló un estándar claro, en
el sentido de garantizar el suministro del “mínimo vital” de
agua fijado en 50 litros por persona por día debe garanti-
zarse incluso frente a adeudos o suspensiones del servicio,
a fin de proteger el núcleo duro del derecho humano al
agua y evitar afectaciones irreparables a la dignidad y la sa-
lud. La Segunda Sala ha sostenido la validez de normas lo-
cales que prevén ese umbral y ha ordenado su suministro
como medida cautelar cuando se acredita vulneración del
derecho.9

Además de este importante criterio judicial, existen diver-
sas resoluciones y tesis que confirman este parámetro, en-
tre ellos se encuentran los siguientes:

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción correspondiente su sentencia al amparo en revisión
984/202310 ordenó lo siguiente:
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“182. Lo anterior, no implica que esta Corte desconozca
que todas las personas tienen el derecho a un abasto míni-
mo de cincuenta litros diarios que la autoridad del Estado
de Querétaro debe garantizar y monitorear que los conce-
sionarios prestadores del servicio cumplan con esta obliga-
ción constitucional.”

El criterio judicial XVI.1o.A.1 CS (11a.) del Viernes 17 de
marzo de 202311 estableció lo siguiente: “Derecho huma-
no al agua. El suministro del mínimo vital no debe con-
dicionarse a erogación alguna.”

La Jurisprudencia PC.VI.A. J/17 A (10a.) publicada en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación en el Libro
83, Febrero de 2021, Tomo III, página 215012, donde se es-
tableció que: “Servicio concesionado de agua potable,
saneamiento, drenaje y/o alcantarillado para uso do-
méstico. La medida cautelar concedida contra su sus-
pensión procede sin exigirse requisito de efectividad al-
guno, para el efecto de que se otorgue el mínimo vital.”

La acción de inconstitucionalidad 102/2024, promovida
por el Poder Ejecutivo federal, demandando la invalidez de
los artículos 74 y 75, último párrafo, de la Ley que Regula
la Prestación de los Servicios de Agua Potable, Alcantari-
llado y Saneamiento del estado de Querétaro, donde el Ple-
no explicó que, tanto las autoridades como las empresas
concesionarias tienen el deber de respetar y garantizar el
derecho humano al agua sin discriminación, asegurando su
disponibilidad, calidad y accesibilidad, tomando en cuenta
el mínimo de 50 litros diarios fijado por la Organización
Mundial de la Salud, pero también considerando las condi-
ciones particulares de cada persona y familia. Lo anterior,
con apoyo de salvaguardas estatales, como la existencia de
un organismo regulador, que ayuden a supervisar el cum-
plimiento de este derecho y eviten la desconexión del ser-
vicio de agua por falta de pago.13

Asimismo, la Ciudad de México incorporó en su legisla-
ción hídrica, el derecho a un suministro mínimo en casos
de suspensión, operativizando el estándar de 50 litros por
persona/día14, concretamente el artículo 61 Bis establece
lo siguiente:

“Artículo 61 Bis. El Sistema de Aguas analizando el ca-
so en concreto determinará si aplica la suspensión o res-
tricción del servicio de agua potable de uso doméstico,
cuando los sujetos obligados omitan el pago de dos bi-
mestres en forma consecutiva o alternada o bien reinci-
dan en declarar consumos menores a los determinados

por la autoridad, de los derechos establecidos en el Có-
digo Financiero del Distrito Federal, en cuyo caso pro-
porcionará el servicio de suministro de agua potable pa-
ra las necesidades básicas, considerando 50 litros por
persona al día, mediante la dotación a través de carros
tanques o hidrantes provisionales o públicos distribui-
dos en las demarcaciones territoriales, del Distrito Fe-
deral y/o vales de garrafones de agua potable en la ins-
talación más cercana del Sistema de Aguas,
determinando el monto del servicio dotado, el cual se
registrará a cargo del contribuyente, mismo que deberá
cubrirlo previo a la reinstalación.

…

…”

Recientemente, el 24 de agosto de 2026 el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), resolvió los
amparos en revisión 13/2026 y 14/2026, relacionados con
el desabasto de agua potable en diversas colonias de la
Quinta Zona de Ecatepec de Morelos, Estado de México15.

En dichos asuntos, el máximo tribunal reconoció que el de-
recho humano al agua genera obligaciones concretas para
las autoridades de los tres órdenes de gobierno y ordenó
garantizar, como mínimo vital, el suministro de 100 li-
tros diarios de agua potable por persona,preferentemen-
te mediante la red hidráulica y, cuando ello no sea mate-
rialmente posible, mediante pipas u otros medios
idóneos16.

La importancia de esta resolución trasciende al caso con-
creto de mi propuesta, toda vez que fortalece la interpreta-
ción del artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el cual reconoce el derecho de
toda persona al acceso, disposición y saneamiento de agua
para consumo personal y doméstico en forma suficiente,
salubre, aceptable y asequible. La Corte recordó que se tra-
ta de un derecho autónomo e interdependiente, sujeto a los
principios de accesibilidad y progresividad, cuya garantía
impone obligaciones efectivas a las autoridades y puede ser
reclamada judicialmente.

Asimismo, la SCJN dejó claro que el mínimo vital no pue-
de reducirse a cualquier entrega material del líquido. El
agua debe ser suficiente y cumplir con condiciones de cali-
dad para el consumo humano; incluso, cuando se recurra al
suministro mediante pipas, las autoridades deben contar con
registros verificables de la cantidad efectivamente entrega-
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da y garantizar su calidad sanitaria. La propia Corte precisó
que la simple distribución mediante pipas no acredita, por sí
misma, el cumplimiento de una obligación constitucional,
pues corresponde a los órganos jurisdiccionales verificar
objetivamente que las medidas adoptadas sean efectivas.

La decisión también resulta trascendente porque vincula el
reconocimiento del mínimo vital con la obligación estatal
de atender las causas estructurales del desabasto. En Eca-
tepec, la Corte no se limitó a ordenar el suministro inme-
diato del agua, sino que instruyó la elaboración de un pro-
grama de infraestructura hidráulica y la coordinación de
acciones técnicas, administrativas y presupuestales entre
autoridades municipales, estatales y federales, con el pro-
pósito de garantizar de manera progresiva y sostenible el
acceso al recurso.

Esta perspectiva coincide con la finalidad de la presente
iniciativa: que el mínimo vital de agua no dependa exclusi-
vamente de la capacidad de las personas para acudir a los
tribunales, sino que constituya un parámetro legal claro pa-
ra orientar la actuación permanente de las autoridades.

La relevancia de este precedente se confirma por la cober-
tura nacional que ha recibido la resolución. Este fallo be-
neficia a habitantes de 38 colonias de la Quinta Zona de
Ecatepec y que, además de garantizar al menos 100 litros
diarios de agua potable y de calidad por persona, ordena
combatir las tomas clandestinas y ejecutar un programa de
infraestructura hidráulica. De esta manera, la determina-
ción judicial evidencia que establecer legislativamente un
estándar cuantificable de mínimo vital proporciona certeza
tanto a las personas titulares del derecho como a las auto-
ridades responsables de garantizarlo.

En consecuencia, la presente propuesta legislativa resulta
congruente con la evolución de la interpretación jurispruden-
cial del derecho humano al agua. Incorporar expresamente un
mínimo vital de 100 litros diarios por persona permitiría
transformar un principio reconocido constitucionalmente en
una obligación pública concreta, medible y exigible, particu-
larmente frente a situaciones de desabasto, marginación o
vulnerabilidad.

La reciente decisión de la Suprema Corte demuestra que
garantizar el agua no significa únicamente reconocer for-
malmente su carácter de derecho humano, sino asegurar
que dicho derecho pueda materializarse todos los días, en
cantidad suficiente, con calidad y mediante mecanismos
verificables.

Estos precedentes judiciales y legislativos son una muestra
clara que el parámetro que propongo en esta Iniciativa de
reforma constitucional es técnicamente razonable, jurídica-
mente viable y administrativamente implementable.

Aunque el artículo 4o. constitucional ya reconoce el derecho
humano al agua, no fija un contenido mínimo cuantitativo
exigible. La ausencia de un umbral explícito genera discre-
cionalidad, respuestas desiguales y litigios innecesarios.

Es por ello que presento esta Iniciativa de reforma cons-
titucional para fortalecer el derecho humano al agua y
adecuar la Carta Magna a los estándares internacionales
en la materia, por lo que, se propone que el suministro
del mínimo vital de agua necesaria para la subsistencia
humana será de cien litros al día por persona, la cual no
se condicionará a erogación alguna. Este mínimo vital
será ininterrumpible y se proveerá con prioridad a perso-
nas y grupos en situación de vulnerabilidad.

Elevar a rango constitucional el suministro de 100 litros
diarios por persona, sin condicionarlo a pago o contrapres-
tación, fortalece el contenido esencial nuestra constitución
y dota de certeza a autoridades, operadores y población be-
neficiaria, en armonía con el bloque de convencionalidad y
los criterios judiciales.

A continuación, presento un cuadro comparativo de los
cambios propuestos:
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Con esta reforma se incentivarán diversos beneficios para
el pueblo debido a que se garantizan 100 litros al día, lo
cual reduce riesgos de enfermedades infecciosas y mejora
la higiene personal y doméstica, especialmente en escena-
rios de sequía, interrupciones de red o pobreza hídrica. La
OMS y el JMP han vinculado la cantidad de agua disponi-
ble con resultados sanitarios, de nutrición y género. Un es-

tándar constitucional permitiría accionar con prioridad en
emergencias y orientar la focalización de recursos.17

Asimismo, se fortalece la operatividad del mínimo vital
impide que la capacidad de pago determine el acceso bási-
co al agua para beber, preparar alimentos, asearse y mante-
ner higiene menstrual. El diseño con enfoque de derechos
protege a niñas, personas mayores, con discapacidad, co-
munidades rurales e indígenas, y zonas urbanas periféricas
que hoy enfrentan mayor intermitencia y costos de sustitu-
ción (pipas, garrafones).18

El mínimo vital de 100 litros facilita la planeación multia-
nual de infraestructura (potabilización, sectorización, tele-
metría, reducción de pérdidas, captación pluvial), la priori-
zación presupuestaria y la coordinación entre Federación,
entidades y municipios. También disuade prácticas de cor-
te total como mecanismo de cobranza y canaliza la gestión
hacia esquemas de cobro progresivo por consumos que ex-
cedan el mínimo vital, con salvaguardas para usuarios vul-
nerables.

Asimismo, México refuerza el cumplimiento del Objetivo
de Desarrollo Sostenible 6, armoniza métricas con el Pro-
grama Conjunto de Seguimiento y facilita la rendición de
cuentas basada en indicadores (accesibilidad en la vivien-
da, continuidad diaria, calidad).

En el PRI estamos convencidos que constitucionalizar el
suministro del mínimo vital de 100 litros diarios por perso-
na, sin condicionarlo a pago alguno, consolida el núcleo
esencial del derecho humano al agua, alinea a México con
estándares internacionales y nacionales, y ofrece una he-
rramienta operativa para cerrar brechas de acceso con en-
foque de igualdad y no discriminación.

Este umbral, ya validado por nuestro máximo tribunal in-
cluso, con la nueva Suprema Corte que entro en funciones
hace ya un año, y operacionalizado en normativas locales,
provee certeza jurídica, guía la planeación e inversión pú-
blica y protege a las personas en mayor vulnerabilidad
frente a intermitencias, sequías y fallas de la red. La refor-
ma propuesta es, por tanto, necesaria, viable y socialmente
impostergable.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta Honorable
Asamblea, el siguiente proyecto de:
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Decreto por el que se reforma el octavo párrafo del ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Único. Se reforma el octavo párrafo del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

…

…

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y doméstico en forma
suficiente, salubre, aceptable y asequible. El suministro del
mínimo vital de agua necesaria para la subsistencia hu-
mana será de cien litros al día por persona, la cual no se
condicionará a la realización de pago alguno Este mínimo
vital será ininterrumpible y se proveerá con prioridad a
personas y grupos en situación de vulnerabilidad. El Es-
tado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apo-
yos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustenta-
ble de los recursos hídricos, estableciendo la participación de
la Federación, las entidades federativas y los municipios, así
como la participación de la ciudadanía para la consecución de
dichos fines.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo de 180 dí-
as, contados a partir de la entrada en vigor de este decreto,
deberá armonizar el marco jurídico de las leyes en las ma-
terias con el contenido del presente decreto, las cuales de-
berán contener mecanismos de suministro del mínimo vital
(red, hidrantes, pipas, sistemas comunitarios, captación
pluvial), continuidad mínima diaria y el monitoreo de cali-
dad y medición comunitaria.

Tercero. Las legislaturas de las entidades federativas de-
ben realizar las adecuaciones normativas necesarias para
cumplir con lo previsto en el presente decreto, dentro de
los 365 días naturales siguientes a la publicación de este or-
denamiento.

Cuarto. A partir de la entrada en vigor de este decreto se
derogan todas las disposiciones que se opongan a su conte-
nido, establecidas en leyes secundarias, reglamentos,
acuerdos y cualquier otro ordenamiento normativo.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_
200_08feb12.pdf
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2 https://data.unicef.org/resources/jmp-report-2023/?utm_source

3 https://unamglobal.unam.mx/global_revista/la-ley-de-agua-y-susten-
tabilidad-hidrica-de-la-cdmx-no-evita-colapso-de-agua-en-la-capi-
tal/?utm_source

4 https://data.who.int/indicators/i/5131A52/1548EA3?utm_source

5 https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/MMP_2022/
Pobreza_multidimensional_2022.pdf?utm_source

6 https://aguaysaneamiento.cndh.org.mx/Content/doc/Normatividad/
Observacion15_DESC.pdf

7 https://aguaysaneamiento.cndh.org.mx/Content/doc/Normatividad/
Instrumentos/Resolucion_64_292DHAS.pdf

8 https://data.unicef.org/resources/jmp-report-2023/?utm_source

9 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/publicaciones_scjn/pu-
blicacion/2022-02/CJ%20DERECHO%20HUMANO%20AL%20
AGUA_VOBO.pdf

10 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/
2024-03/240322-AR-984-2023.pdf?utm_source

11 https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026160?utm_source

12 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2022756

13 https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/comunica-
do.asp?id=8231&utm

14 https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/20af644dec
17c38142fd2e7da44ddba4eb8b0dca.pdf

15 https://www2.scjn.gob.mx/Juridica/Engroses/Cerrados/Publico/
Proyecto/2026/05/AR13_2026.pdf

16 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2026, 24 de agosto). La
Suprema Corte garantiza el derecho al agua en Ecatepec, Estado de
México, y valida la reforma sobre la asignación de regidurías en Quin-
tana Roo. Comunicado de Prensa No. 120/2026.

17 https://data.unicef.org/topic/water-and-sanitation/drinking-water/?
utm

18 https://ensanut.insp.mx/encuestas/ensanutcontinua2022/doctos/
analiticos/24-Inseguridad.del.agua-ENSANUT2022-14788-72483-2-
10-20230619.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, 2 de septiembre
de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que adiciona el artículo 330 de la Ley General
de Salud, recorriéndose el subsecuente párrafo en el mismo
orden, en materia de trasplante de órganos, a cargo de la
diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un segundo y tercer párrafo al artículo 330 de la Ley
General de Salud, recorriéndose el subsecuente párrafo en
el mismo orden, en materia de trasplantes de órganos, para
quedar como sigue

Exposición de Motivos

El derecho a la vida es una prerrogativa que ninguna ley
puede restringir o condicionar, por lo que el Estado está
obligado a proporcionar los medios para que en caso de
que exista algún riesgo, ponga a disposición de las y los
ciudadanos, todo el material humano, técnico y de provee-
duría con el fin de preservar su integridad.

En el ámbito de la salud, cuando las personas se enfrentan
a ciertas enfermedades que afectan a algún órgano y lo da-
ñan, se han perfeccionado técnicas que permiten reempla-
zarlo por el de otro ser humano, que realice la misma fun-
ción, y en su caso, que el receptor del mismo, pueda
controlar el padecimiento, y al mismo tiempo, alargar su
vida.

Los trasplantes de órganos son intervenciones quirúrgicas
que dan la oportunidad de reemplazar un órgano propio, teji-
do, células de una parte del cuerpo, que este afectado por al-
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gún padecimiento, por uno sano de otra persona –siempre
que no ponga en riesgo su vida–, de alguna persona fallecida,
lo que devolvería la calidad de vida al paciente enfermo.

Dichos trasplantes pueden ser principalmente de órganos
como corazón, riñones, hígado, páncreas y pulmón, así co-
mo de diversos tejidos como la médula ósea, córneas, piel,
hueso, válvulas cardíacas, cartílago, tendones, arterias y
venas.

Pero no cualquiera es susceptible de recibir un trasplante, o
bien, ser donador. Para ser donador en vida, es necesario
ser mayor de edad, tener buen estado de salud; en algunos
casos, como la donación de médula ósea, se aceptan que
sean menores de edad los donadores, siempre y cuando, sus
padres o representantes legales del menor otorguen su con-
sentimiento expreso, así como:

• Donar un órgano o parte de él, que, al ser extraído, su
función pueda ser compensada por el organismo del do-
nante de forma adecuada y suficientemente segura;

• Tener compatibilidad aceptable con el receptor;

• Recibir información completa sobre los riesgos de la
operación y las consecuencias de la extracción del órga-
no o tejido, por un médico distinto de los que interven-
drán en el trasplante;

• Haber otorgado su consentimiento en forma expresa,
en términos de la legislación, y

• Los trasplantes se realizarán, de preferencia, entre per-
sonas que tengan parentesco por consanguinidad, civil o
de afinidad.

A las personas fallecidas que hayan otorgado su consenti-
miento o sus familiares directos lo den, deberán ser mayo-
res de 2 años de edad y la donación dependerá de la valo-
ración que realicen los médicos, tomando en consideración
la causa de la muerte.

Las personas con incapacidad mental no pueden donar a
ninguna edad, ni en vida, ni después de la vida, debido al
riesgo que puede generarse por su condición.

Con el fin de llevar el control de los trasplantes que se re-
alizan en el país, en 1993 se creó el Centro Nacional de
Trasplantes (Cenatra), el cual es un organismo público des-
centralizado que tiene como objetivo coordinar y regular el

proceso de donación y trasplante de órganos y tejidos en el
país.

Este organismo es el responsable de coordinar dichos pro-
cedimientos con las instituciones del sector salud, así co-
mo con organizaciones civiles y la sociedad en general.
En ese sentido, se encarga de la planeación, de la promo-
ción, de la evaluación y seguimiento de las actividades re-
lacionadas con el trasplante de órganos y tejidos, así co-
mo para promover entre la población la cultura de la
donación de órganos y tejidos.

Además, ha implementado diversas estrategias para me-
jorar el acceso de los pacientes a los trasplantes, como la
creación de una Red Nacional de Trasplantes, la cual
busca optimizar la asignación de órganos y tejidos, ga-
rantizar su distribución equitativa en todo el territorio
mexicano, así como la capacitación de los profesionales
de la salud y la promoción de la investigación en el cam-
po de los trasplantes.

Como ya se ha mencionado, los trasplantes son procedi-
mientos que requiere de la participación de profesionales
altamente especializados y de requerimientos técnicos muy
complejos para que la intervención tenga éxito, por eso es
que no todas las instituciones de salud pueden realizarlos.

En nuestro país existen 604 establecimientos la mayoría de
los trasplantes se realizan en hospitales del sector público,
incluyendo IMSS, ISSSTE, IMSS-Bienestar y hospitales
de la Secretaría de Salud como:

• El Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición
Salvador Zubirán (Ciudad de México): Líder en tras-
plantes de riñón, hígado y corazón

• El Centro Médico Nacional La Raza (IMSS, Ciudad de
México): Especializado en trasplantes renales y de córnea

• El Hospital General de México “Dr. Eduardo Liceaga”
(Ciudad de México): Trasplantes renales, hepáticos y de
médula ósea

• La Unidad Médica de Alta Especialidad, Centro Médi-
co Nacional de Occidente (Guadalajara): Trasplantes de
órganos sólidos

• El Instituto Nacional de Cardiología “Ignacio Chávez”
(Ciudad de México): Especializado en trasplantes cardí-
acos
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Entre otros, así como los diversos centros privados que
cuentan con programas avanzados de trasplantes como:

• Médica Sur (Ciudad de México): Trasplantes de híga-
do, riñón y médula ósea, con más de 40 años de expe-
riencia y acreditación internacional JCI

• El TecSalud, Centro de Trasplantes Multiorgánicos
(Nuevo León): Trasplantes de riñón, hígado, corazón,
pulmón, páncreas y médula ósea

• El centro Christus Muguerza (con varias sedes): Tras-
plantes de corazón, pulmón y otros órganos, con enfoque
multidisciplinario y tecnología avanzada

• El Hospital San Javier (Guadalajara): Trasplantes de
corazón, riñón, hígado, médula ósea y páncreas.

Como se ha mencionado, el Cenatra regula y coordina to-
dos los trasplantes en México y asegura que los hospitales
cumplan con la normativa sanitaria, todo establecimiento
que extraiga órganos y tejidos y/o que realice trasplantes
requiere:

• Licencia sanitaria otorgada por la Secretaría de Salud;

• Un responsable sanitario;

• Un Comité de Trasplantes que tiene la obligación de
verificar que todo procedimiento de donación y tras-
plante se realice conforme a la ley y de informar al Re-
gistro Nacional de Trasplantes de sus actividades.

Solo que, a pesar de los esfuerzos realizados, y de las ade-
cuaciones a la ley, en México el número de trasplantes que se
realizan es bajo, de aproximadamente 25 trasplantes por mi-
llón de habitantes, una cifra muy baja en comparación con
países como España, Estados Unidos y Canadá, que están por
arriba de 100 trasplantes por cada millón de personas.1

Según el Centro Nacional de Trasplantes en su reporte del
“Estado actual de Receptores, Donación y Trasplantes en
México”, hasta el 03 de julio de 2026 se tenía registradas a
17 mil 506 personas en espera de recibir un órgano.2

Entre los órganos más solicitado se encuentra el riñón con
una demanda de 15 mil 507 personas registradas, en se-
gundo lugar, la córnea con 1 mil 745 mexicanos anotados
en la lista de espera, y en tercera posición, está el hígado
con 196 pacientes que requieren uno.

El mismo reporte nos indica que el número mayor de pa-
cientes en espera de un órgano se concentran en el IMSS
con 13 mil 102 solicitantes, mientras que el segundo lugar
lo ocupan las instituciones privadas con mil 570 y el tercer
lugar el ISSSTE con 875 pacientes.

Las solicitudes para obtener un órgano donado se incre-
mentan día con día, y los donadores voluntarios son esca-
sos; en 2025 se realizaron 6 mil 522 trasplantes en hospita-
les públicos y privados, una cifra que la Secretaría de Salud
presentó como evidencia de la consolidación del sistema
nacional de donación, informó la dependencia el 6 de ma-
yo de 2026 a través del Cenatra. La cifra incluye procedi-
mientos de órganos sólidos y tejidos.3

Además de la espera, los pacientes deben sufrir al solventar
los gastos relacionados con su enfermedad, como medica-
mentos, estudios médicos, estadías en el hospital.

Estos deben estar listos financieramente para cuando tengan
la oportunidad de realizarse el trasplante, porque, aunque el
costo de la operación y el trasplante son gratuitos en hospita-
les públicos, en algunos casos si el órgano no se encuentra en
la ciudad del receptor, se pide a este corra con los gastos del
traslado del órgano que viene desde otro estado.

Tal es el caso de un paciente de nombre Liliana Palomo,
quien reside en la Ciudad de México, la cual sufre de múlti-
ples tumores hepáticos que han deteriorado su salud, y su úni-
ca esperanza es recibir un trasplante de hígado, y que perdie-
ron la oportunidad de concretar el trasplante debido a que no
contaron con los 312 mil pesos necesarios para el traslado ur-
gente del órgano desde el interior de la República.

Hoy, Liliana sigue en la lista de espera y su estado se agrava.
La familia ha agotado todos sus recursos y lanza una colecta
solidaria urgente para recaudar 900 mil pesos, que cubrirán el
traslado del órgano y el depósito hospitalario que cuesta 600
mil pesos, cantidad que deben tener disponible por si apare-
ce otra posibilidad de realizarse el trasplante.

Como este existen miles de casos los cuales no se realizan
por la falta de recursos económicos.

Por ejemplo, el trasplante de riñón en un hospital privado
en México representa uno de los procedimientos médicos
más costosos, si bien no existe un costo estandarizado este
varía de forma considerable según el hospital privado, la
ciudad donde se realiza y las condiciones médicas del pa-
ciente.
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En términos generales, los montos reportados por pacien-
tes y especialistas ubican el precio total entre 600 mil y 1.2
millones de pesos, sin embargo, son cifras que pueden in-
crementarse en casos complejos.

Este monto suele incluir la cirugía, la hospitalización in-
mediata, estudios de compatibilidad y los primeros cuida-
dos posteriores a la intervención.

Es importante aclarar que los órganos no se compran, en
nuestro país la donación de órganos es altruista y gratuita
por ley, y la venta de órganos es un delito.

En México, año con año se avanza en el tema de trasplan-
tes, a través de las dependencias de gobierno se ha imple-
mentado una base de datos de perfiles inmunológicos y ge-
néticos, cuyo objeto es realizar trasplantes cruzados, es
decir, es un modelo donde donadores vivos que son in-
compatibles con sus familiares, pueden donar a una cadena
de compatibilidad, asegurando que su pariente reciba el ór-
gano de otro donante compatible, actualmente, el 50% de
los órganos provienen de donadores vivos y el otro 50% de
personas fallecidas.

También el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS),
ha anunciado un programa que incluye una descentraliza-
ción de los servicios de trasplantes, ahora, hospitales re-
gionales y unidades de segundo nivel, que ya cuentan con
infraestructura y personal capacitado, podrán llevar a cabo
estos procedimientos, esto significa que los pacientes no
tendrán que trasladarse únicamente a centros médicos na-
cionales, como ocurría antes.

En 2025, el IMSS contaba con 76 unidades procuradoras
de órganos y 22 hospitales autorizados para realizar tras-
plantes, esta base se ampliará con la incorporación de nue-
vos hospitales, como el Hospital General Regional No. 2
de Ciudad Juárez, que desde su diseño, ya incluye servicios
completos.

Aunado a esto, se incrementaron las campañas para con-
cientización en la ciudadanía para sumarse a los donativos
voluntarios, y de esa forma, tener una mayor disponibilidad
de órganos disponibles.

Solo que, a pesar de este tipo de apoyos, la carga financie-
ra que llevan estas familias es incalculable.

La presente iniciativa contribuye a esto, ya que busca pre-
cisar que el Estado sea quien corra con los gastos no solo

del trasplante, sino también de la cirugía, estudios del do-
nante, así como del traslado del órgano o tejido a donar, de
igual manera busca que las instituciones públicas firmen
convenios con instituciones privadas, para que derechoha-
bientes realicen los procedimientos en caso de que las ins-
tituciones públicas no cuenten con los instrumentos y el
personal especializado a precios razonables.

La salud no tiene precio, y con esta iniciativa se busca ga-
rantizar el mayor número de trasplantes de las y los mexi-
canos, no solo a los derechohabientes de seguridad social,
sino a cualquier ciudadano, por eso es necesario precisar en
la ley que se hará el mayor esfuerzo por parte de la autori-
dad de que tanto al donante, como el receptor, contaran con
los medicamentos, materiales, insumos y personal capaci-
tado sin costo para realizar el trasplante que requieren.

Se debe mencionar que con la aprobación de esta iniciati-
va, se logrará cumplir con los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible de la Agenda 2030 de la ONU, concretamente, el
objetivo número 3 relativo a Salud y Bienestar, ya que se
crean condiciones para que las personas que requieren de
un trasplante de órgano, tejido, o células, puedan acceder a
este tipo de procedimientos sin comprometer su patrimo-
nio, dejando todas las cargas económicas a las instituciones
de salud como parte de su atención a las y los mexicanos,
independientemente de que sean derechohabientes o no, o
bien, que puedan suscribir convenios con hospitales priva-
dos para tal efecto, con lo que su derecho a la salud estaría
plenamente protegido.4

Por lo descrito, presentamos ante esta honoirable asam-
blea, para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación,
la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona un segundo y tercer párrafo al artículo
330 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 330. Los trasplantes de órganos, tejidos y células
en seres humanos vivos podrán llevarse a cabo cuando ha-
yan sido satisfactorios los resultados de las investigaciones
realizadas al efecto, representen un riesgo aceptable para la
salud y la vida del donante y del receptor, y siempre que
existan justificantes de orden terapéutico.

Tanto los gastos que se generen con motivo de la extrac-
ción del órgano objeto de donación, como los gastos pro-
pios del trasplante, serán a cargo del sistema de salud, de-
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pendencia o entidad receptora, quien deberá sufragarlos
de acuerdo con un estudio socioeconómico previo que
comprendan desde estudios de compatibilidad, hospitali-
zación, traslados, en caso de requerirse, cuidados y recu-
peración de los pacientes tratándose de donante y recep-
tor.

El Sistema Nacional de Salud podrá establecer convenios
con particulares, para que, en caso de imposibilidad para
brindar los servicios señalados en el párrafo anterior, és-
tos sean accesibles a las personas que requieran de este
tipo de procedimientos.

Está prohibido:

I. El trasplante de gónadas o tejidos gonadales, y

II. El uso, para cualquier finalidad, de tejidos embrio-
narios o fetales producto de abortos inducidos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Consultado en El Universal | Los nuevos retos de la donación de ór-

ganos

2 Consultado en 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1088932/1ER_S
EMESTRE_2026.pdf

3 Consultado en 

https://www.calameo.com/read/006485194a3afc58f9d4b?page=1

4 Metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030
de la ONU, consultado en 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/development-agenda/

Palacio Legislativo, 2 de septiembre de 2026.— Diputada Verónica
Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS 
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO 

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 60 de la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, en materia de simplificación
administrativa, certeza jurídica y eficiencia en la gestión de
trámites urbanísticos, a cargo de la diputada Verónica Mar-
tínez García, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el primer párrafo, la fracción II, la fracción V, la
fracción VIII, la fracción IX, del artículo 60 de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Urbano, así como también se adiciona una
fracción X al numeral y ordenamiento citado, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

El desarrollo urbano ordenado constituye una condición in-
dispensable para garantizar el derecho de toda persona a
disfrutar de ciudades seguras, sostenibles, resilientes e in-
cluyentes.

En México, la expedición de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano representó un cambio de paradigma al establecer
principios de coordinación entre los 3 órdenes de gobierno,
así como mecanismos para fortalecer la planeación territo-
rial y el crecimiento ordenado de los centros de población.

No obstante, a casi una década de su entrada en vigor, la
experiencia ha demostrado que uno de los principales obs-
táculos para alcanzar sus objetivos radica en la heteroge-
neidad de los procedimientos administrativos para la ob-
tención de autorizaciones, licencias y permisos
urbanísticos, particularmente en el ámbito municipal.1

Desde 2020 se hizo evidente la necesidad de modernizar la
gestión pública en materia territorial.

Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados170



La pandemia por el virus SARS-CoV-2 obligó a las admi-
nistraciones públicas a acelerar la digitalización de los ser-
vicios gubernamentales, evidenciando que numerosos mu-
nicipios carecían de procedimientos electrónicos para la
recepción, seguimiento y resolución de trámites relaciona-
dos con licencias de construcción, uso del suelo, subdivi-
siones y demás acciones urbanísticas.

La ausencia de plataformas digitales homogéneas, aunada
a la dispersión normativa entre entidades federativas, pro-
vocó retrasos administrativos, incertidumbre jurídica y
costos adicionales para ciudadanos, desarrolladores e in-
versionistas.

Durante 2021 y 2022 diversas entidades federativas impul-
saron procesos de simplificación administrativa y digitali-
zación de trámites, solo que dichos esfuerzos se realizaron
de manera aislada y sin la existencia de estándares míni-
mos nacionales respecto de los tiempos de resolución, los
efectos jurídicos de la omisión administrativa o la publici-
dad de los requisitos.

Como consecuencia, persistieron diferencias significativas
entre municipios, generando condiciones de desigualdad
para quienes realizan inversiones o desarrollan proyectos
urbanos dependiendo del lugar donde se ubiquen.

En 2023 y 2024, la política nacional de desarrollo urbano
reforzó la necesidad de fortalecer las capacidades institu-
cionales de los gobiernos locales.

La propia Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano (Sedatu) impulsó instrumentos técnicos para ho-
mologar la planeación territorial, entre ellos la NOM-005-
SEDATU-2024, cuyo objetivo consiste en establecer con-
tenidos mínimos para los programas municipales de
ordenamiento territorial y desarrollo urbano, reconociendo
que la falta de criterios uniformes ha generado problemas
en la gestión del territorio y en la toma de decisiones ad-
ministrativas.

Asimismo, la dependencia anunció la elaboración de un ca-
tálogo nacional de zonas de riesgo para fortalecer la pre-
vención y mejorar la gestión territorial mediante herra-
mientas de información geoespacial. Estas acciones
reflejan que la política pública nacional ha evolucionado
hacia la estandarización de procedimientos y el fortaleci-
miento institucional de los municipios.2

Durante 2024 también se impulsó la actualización de la Po-
lítica Nacional de Vivienda y Desarrollo Territorial, reco-
nociendo que la creciente demanda de suelo urbano y vi-
vienda requiere procedimientos administrativos más
eficientes y transparentes.

Además, el Gobierno Federal inició la elaboración del nue-
vo Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y De-
sarrollo Urbano, con lo que se fortalecían los mecanismos
de coordinación institucional para garantizar que el creci-
miento de las ciudades responda a criterios de sostenibili-
dad, resiliencia y seguridad jurídica.

Tales acciones evidencian que el desarrollo urbano no de-
pende únicamente de la existencia de planes y programas,
sino también de procedimientos administrativos eficaces
que permitan su correcta aplicación.

En 2025, entre otras medidas tomadas, la Secretaría de De-
sarrollo Agrario, Territorial y Urbano implementó acciones
para simplificar diversos trámites a cargo del Registro
Agrario Nacional, reafirmando que la reducción de cargas
administrativas constituye un elemento indispensable para
brindar mayor certeza jurídica y mejorar la prestación de
servicios públicos.

Paralelamente, el texto vigente de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano mantiene una regulación general en su artículo 60,
limitándose a establecer que la legislación local deberá pre-
ver requisitos para las autorizaciones urbanísticas, fijar un
tiempo máximo de respuesta y contemplar la negativa fic-
ta cuando la autoridad sea omisa.

Solo que la disposición vigente no determina plazos dife-
renciados, según la complejidad del trámite, no establece
parámetros mínimos para la digitalización de los procedi-
mientos, tampoco obliga a publicar indicadores de desem-
peño ni incorpora mecanismos que incentiven la resolución
oportuna de solicitudes de menor impacto.3

En 2026, el debate legislativo sobre el fortalecimiento del
desarrollo urbano continuó vigente, pues en la Cámara de
Diputados fueron presentadas iniciativas encaminadas a
fortalecer la gestión municipal del desarrollo urbano, com-
batir la especulación inmobiliaria y mejorar los instrumen-
tos de ordenamiento territorial, lo que demuestra que exis-
te un consenso respecto de la necesidad de actualizar el
marco jurídico para responder a los desafíos actuales de las
ciudades mexicanas.4
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En este contexto, resulta necesario dotar al artículo 60 de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano de la capacidad necesaria
para establecer reglas homogéneas que garanticen mayor
certeza jurídica y funcionalidad en los procedimientos ad-
ministrativos, buscando beneficiar a aquellas personas que
requieren realizarlos.

La presente iniciativa propone precisar algunos aspectos de
los procedimientos, como lo es establecer de forma expre-
sa la afirmativa ficta para procedimientos de bajo impacto
y mantener la negativa ficta para aquellos de mayor tras-
cendencia territorial, incorporar la obligación de imple-
mentar una ventanilla única digital, hacer públicos los in-
dicadores de desempeño institucional; precisar las reglas
para la suspensión de plazos y fortalecer los mecanismos
de transparencia y rendición de cuentas.

Además, es necesario establecer plazos máximos diferen-
ciados en la secuela de cada trámite, lo que dependerá de
su complejidad.

Estas modificaciones propuestas a la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano, únicamente establecen bases generales, permi-
tiendo que las legislaturas locales desarrollen su regulación
específica conforme a sus necesidades, pero bajo estánda-
res mínimos que guardarían uniformidad en todo el país.

Con ello se fortalece a este ordenamiento legal, al dotarlo
de una mayor capacidad de respuesta que beneficia tanto a
la ciudadanía, como a las autoridades competentes al apli-
car la legislación al caso concreto.

En consecuencia, esta reforma contribuirá a reducir la dis-
crecionalidad administrativa, disminuir los tiempos de re-
solución, incentivar la digitalización de los procedimien-
tos, transparentar el desempeño institucional y fortalecer la
confianza de la ciudadanía en las instituciones encargadas
del desarrollo urbano, consolidando un marco normativo
acorde con la evolución de la política territorial nacional y
con las necesidades actuales de las ciudades mexicanas, y
del resto de las comunidades en todo el país.

También se contribuye para que la ciudadanía tenga certi-
dumbre al realizar sus tramites con procedimientos claros,
transparentes, sencillos, y accesibles, lo que sin duda va
construyendo un entorno de seguridad y confianza hacia
las autoridades e instituciones.

Simultáneamente a ello, además de modernizar e innovar
en la operatividad de las instituciones y el contenido de
nuestra legislación, también se contribuye al fortalecimien-
to del estado de derecho y al combate a la corrupción que
comúnmente se presenta durante el seguimiento del trámi-
te de que se trate, al establecer de forma expresa ciertos tér-
minos, plazos y formalidades que impiden decisiones dis-
crecionales y arbitrarias por parte de las autoridades en
turno en perjuicio de la ciudadanía, lo que era posible de-
bido a la apertura que actualmente se mantiene la legisla-
ción vigente en los procedimientos, por ello es que la pre-
sente propuesta resulta pertinente.

Se debe mencionar que con la aprobación de esta iniciati-
va, se logrará cumplir con los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible de la Agenda 2030 de la ONU, concretamente, los
objetivos número 11 vinculado con las Ciudades y Comu-
nidades Sostenibles, así como el numero 16 relativo a la
Paz, Justicia e Instituciones Sólidas, sobre todo en lo que
hace a este último rubro, pues se lograría darle eficacia y
responsabilidad a las instituciones competentes en materia
de desarrollo urbano, además de modernizarlas, también se
crean condiciones para combatir de forma más efectiva a la
corrupción y fortalecer el Estado de derecho, lo que sin du-
da beneficia a la ciudadanía al realizar trámites que estén
vinculados con el desarrollo urbano, permitiendo que haya
orden en el crecimiento, planificación de los asentamientos
humanos y vivienda, conservación, mantenimiento y mo-
dernización de la infraestructura y de los servicios.5

Por lo anteriormente descrito, presentamos ante esta asam-
blea, para su estudio, análisis, discusión y, en su caso, apro-
bación, la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Unico. Se reforma el primer párrafo, la fracción II, la frac-
ción V, la fracción VIII, la fracción IX, del artículo 60 de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, así como también se adi-
ciona una fracción X al numeral y ordenamiento citado, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 60. La legislación local, en las materias reguladas
por esta ley, establecerá de manera clara y específica los
requisitos necesarios para las autorizaciones, licencias o
permisos relacionados con el uso del suelo, construcción,
fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones,
condominios y para cualquier otra acción urbanística en los
siguientes términos:
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I. …

II. Deberá establecer los plazos máximos de resolución
aplicables a cada trámite, los cuales se computarán en
días hábiles contados a partir del día siguiente a aquel
en que la autoridad competente determine que el ex-
pediente se encuentra debidamente integrado. Dichos
plazos se definirán conforme a la complejidad técnica,
administrativa y al impacto urbano de la acción solici-
tada, de la siguiente manera:

a) Diez días hábiles, para la expedición de cons-
tancias y certificados correspondientes a acciones
urbanísticas de bajo impacto;

b) Veinte días hábiles, para el otorgamiento de li-
cencias de construcción destinadas a vivienda uni-
familiar, así como para obras de ampliación o re-
paración que no impliquen modificaciones
estructurales de alto impacto;

c) Cuarenta días hábiles, para la autorización de
fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotifi-
caciones, conjuntos urbanos, condominios y cam-
bios de uso de suelo considerados de impacto sig-
nificativo;

d) Sesenta días hábiles, para la autorización de ac-
ciones urbanísticas ubicadas en zonas de riesgo,
polígonos de conservación patrimonial o áreas na-
turales protegidas, cuando por sus características
requieran la emisión de dictámenes técnicos espe-
cializados.

Las legislaturas de las entidades federativas po-
drán establecer plazos menores a los previstos en
esta fracción, pero en ningún caso podrán estable-
cer plazos superiores a los señalados.

El cómputo de los plazos únicamente podrá sus-
penderse por una sola ocasión cuando la autoridad
competente emita una prevención formal al solici-
tante para que subsane omisiones o complete in-
formación faltante en el expediente.

La suspensión iniciará a partir del día hábil si-
guiente a la notificación de la prevención y conti-
nuará hasta que el solicitante cumpla con lo re-
querido o concluya el plazo otorgado para ello.

III. …

IV. …

V. Deberá establecer expresamente la aplicación de la
afirmativa ficta para los trámites previstos en los inci-
sos a) y b) de la fracción II del presente artículo, y de
la negativa ficta para los trámites señalados en los in-
cisos c) y d) de la misma fracción, cuando la autoridad
competente no emita la resolución correspondiente
dentro del plazo máximo establecido.

Lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad admi-
nistrativa, civil o penal en que puedan incurrir las per-
sonas servidoras públicas responsables por la omisión
de resolver en tiempo y forma;

VI. …

VII. …

VIII. Deberá definir los casos y condiciones para la re-
vocación de autorizaciones,

IX. Deberá prever la implementación de un sistema
electrónico de trámites urbanísticos, mediante una
ventanilla única digital, que permita la recepción de
solicitudes, integración y consulta de expedientes, se-
guimiento del procedimiento, emisión de notificacio-
nes y, en su caso, la expedición de constancias de afir-
mativa o negativa ficta por medios electrónicos,
conforme a la legislación aplicable;

X. Los tres órdenes de gobierno deberán publicar tri-
mestralmente, en formatos de datos abiertos y a través
del Sistema de Información Territorial y Urbano pre-
visto en el artículo 97 de esta Ley, los indicadores re-
lacionados con los tiempos promedio de resolución de
los trámites urbanísticos, conforme a los criterios téc-
nicos y metodologías que para tal efecto se establez-
can;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Notas

1 Consultado en 

https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuente/5462755y 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/Documentos/Federal/html/wo1
18961.html

2 Consultado en 

https://www.gob.mx/sedatu/documentos/ley-general-de-asenta-
mientos-humanos-ordenamiento-territorial-y-desarrollo-urbano

3 Consultado en 

https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuente/5462755?utm_sour-
ce=chatgpt.comy 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/Documentos/Federal/html/wo1
18961.html

4 Consultado en 

https://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ReporteSeguimien-
to.php?Asunto=5087992&Seguimiento=5092358&

5 Metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030
de la ONU, consultado en 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/development-agenda/

Dado en la Cámara de Diputados, 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen.

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA
EL ARTÍCULO 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTI-

CA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PU-
BLICADO EN EL DOF EL 10 DE ABRIL DE 2026 

«Iniciativa que reforma el párrafo primero del transitorio
segundo del decreto por el que se reforma y adiciona el ar-
tículo 127 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, publicado en el DOF el 10 de abril de

2026, en materia de límite a las jubilaciones y pensiones de
las entidades públicas, a cargo de la diputada Verónica
Martínez García, del Grupo Parlamentario del PRI 

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el artículo 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta honorable asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el párrafo primero del transitorio segundo
del decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 127
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de límite a las jubilaciones y pensiones de
las entidades públicas, publicado en el Diario Oficial de la
Federación, el 10 de abril de 2026, para quedar como si-
gue:

Exposición de Motivos

Es derecho de una persona trabajadora, que por años ha la-
borado, ya sea en la administración pública o en iniciativa
privada, tener acceso a una pensión, no importando el tipo
de relación laboral que haya tenido durante toda su vida.

La pensión es una prestación económica que otorgan las
instituciones que brindan seguridad social a las personas
trabajadoras, y que consiste en un pago periódico que estas
reciben al concluir su etapa laboral, generalmente por ha-
ber alcanzado la edad necesaria para su jubilación o por
una discapacidad.

Contar con una pensión es crucial para garantizar un ingre-
so económico durante la vejez, o en caso de incapacidad
para trabajar, lo que contribuye a evitar que se coloquen en
situaciones de vulnerabilidad económica.

El sistema de pensiones para los trabajadores formales se
compone de un ingreso mensual, basado en un ahorro del
trabajador, complementada con la aportación patronal y
por la del Gobierno Federal. Dicha pensión se otorgará al
derechohabiente una vez que haya cumplido con los requi-
sitos establecidos por la institución pública que otorgará di-
cha pensión.

En nuestro país existen diferentes tipos de pensiones, entre
las que destacan:
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• La pensión por cesantía en edad avanzada es uno de
los tipos de pensión más comunes y accesibles para
quienes han cotizado y desean retirarse antes de cumplir
los 65 años, esta pensión reconoce que ya no estás en
condiciones de seguir trabajando por edad, pero aún no
cumples la edad de vejez oficial, el monto dependerá de
que tan cerca estes de los 65 años, cuanto más cerca,
mayor será el porcentaje de pensión que recibirás.

• La pensión por vejez es la más conocida y tradicional,
se otorga a los trabajadores que, tras años de cotización,
llegan a la edad máxima establecida para retirarse, 65
años cumplidos, con ello se accede al 100% del monto
que te corresponde según tus años cotizados y salario
base.

• Pensión por invalidez, es un derecho que tiene cual-
quier persona asegurada que, por causa ajena a su traba-
jo, pierde de manera parcial o total su capacidad para la-
borar de forma permanente, es decir, que, debido a una
enfermedad o condición médica grave, ya no pueden re-
alizar un trabajo remunerado estable, aún sin haber al-
canzado la edad de retiro, el monto depende de varios
factores.

• Pensión por riesgo de trabajo, es un beneficio que otor-
ga a los trabajadores asegurados que sufren un acciden-
te o enfermedad laboral que les impide seguir trabajan-
do, a diferencia de otras pensiones, esta no requiere
cumplir con un número mínimo de semanas cotizadas,
ya que se basa exclusivamente en el hecho de que el
evento ocurrió durante el ejercicio de sus labores y el
monto se calcula según el grado de incapacidad que se
determine.

• La pensión por viudez es uno de los más importantes,
ya que brinda un respaldo económico a las personas que
pierden a su pareja asegurada o pensionada, y tiene co-
mo finalidad proteger la estabilidad financiera del cón-
yuge sobreviviente, permitiéndole continuar con un in-
greso mensual tras el fallecimiento de quien era el
titular.

• La pensión por orfandad es una prestación que algunos
sistemas de pensión otorgan a los hijos de un trabajador
asegurado o pensionado que ha fallecido, su objetivo es
proteger económicamente a los hijos menores de edad o
en situación de dependencia, para que puedan continuar
con sus estudios o cuidados básicos, incluso ante la pér-
dida del sostén familiar.

• La pensión para ascendientes es una prestación poco
conocida pero muy valiosa, está diseñada para proteger
económicamente a los padres de un asegurado o pensio-
nado fallecido, siempre que dependieran económica-
mente de él y no existan otros beneficiarios con derecho
preferente.

Como podemos observar, existen diversos tipos de pensio-
nes, lo cual no implica que una persona pueda tener varias
pensiones a la vez, sino que se busca otorgarle la que más
le convenga y aplique al caso.

En nuestro país según el actuario Francisco Miguel Agui-
rre Villarreal, perito valuador de sistemas de pensiones y
dictaminador de planes de pensiones, hay 3 grandes grupos
de pensionados en el país, los afiliados al IMSS y que re-
presenta alrededor de 33 por ciento de la población econó-
micamente activa, los servidores públicos y trabajadores
universitarios que representan alrededor de 12 por ciento
de la población económicamente activa y los que no están
afiliados a sistemas de pensiones contributivas que son al-
rededor de 35 millones de personas y que representan alre-
dedor de 55 por ciento de la población económicamente ac-
tiva, los cuales desarrollan actividades en empleos
informales.

Ante esto y para garantizar que todos los adultos mayores
puedan gozar de una vejez tranquila, desde la administración
pasada, este último sector que desarrolla actividades infor-
males cuenta con un apoyo bimestral a los adultos mayores
de 65 años, mediante un esquema de dispersión de recursos
para su apoyo, esto ha contribuido a garantizar que todos los
adultos mayores puedan contar con un apoyo vía una pensión
institucional o mediante un programa social.

Con este esquema se busca que todos los adultos mayores de
65 años, no importa que tipo de actividad desarrollaron,
cuenten con un apoyo que les garantice una vejez más tran-
quila.

Solo que al contravenir los principios que esta adminis-
tración ha proclamado, recientemente el Congreso de la
Unión aprobó una reforma al artículo 127 constitucional,
para que las jubilaciones o pensiones del personal de con-
fianza de los organismos descentralizados, las empresas
públicas del Estado, las sociedades nacionales de crédito,
las empresas de participación estatal mayoritaria y los fi-
deicomisos públicos constitutivos de entidades paraesta-
tales, todos del Gobierno Federal, así como los organis-
mos descentralizados entre otros, no deberán exceder de
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la mitad de la remuneración establecida para la persona
titular del Ejecutivo Federal en el presupuesto correspon-
diente.

Esto, bajo el argumento de que el artículo 127 constitucio-
nal establece que ninguna persona servidora pública puede
ganar más que el presidente de la República, debido al
principio de austeridad eficacia y honestidad que esta ad-
ministración ha pregonado como bandera.

Sabemos que, en nuestro país, el sistema de pensiones se
ha enfrentado a diversos desafíos en las últimas décadas,
como el envejecimiento de la población, la informalidad
laboral y la insuficiencia de los recursos destinados a este
rubro. Ante esta situación, es fundamental que los trabaja-
dores comprendan la importancia de planificar adecuada-
mente su retiro y tomen medidas para asegurar una calidad
de vida digna en la tercera edad.

Coincidimos en la necesidad de generar y precisar las re-
glas con que las nuevas generaciones deberán planear de
manera responsable su futuro, sin embargo, con lo que no
estamos de acuerdo es que, por buscar una optimización de
recursos, se viole la ley y los derechos humanos de miles
de jubilados que se encuentran en este momento en retiro.

Y es que, en el dictamen aprobado, en el régimen transito-
rio se precisa que a partir de la entrada en vigor del decre-
to todas las jubilaciones o pensiones que no estén excluidas
conforme a la fracción IV del artículo 127 constitucional, y
que se hayan otorgado con anterioridad a la entrada en vi-
gor del presente decreto, deberán ajustarse al límite esta-
blecido en el párrafo segundo de dicha fracción, incluyen-
do las que se encuentren vigentes.

Y es que este artículo transitorio, atenta directamente la se-
guridad jurídica, el patrimonio legítimo y la dignidad hu-
mana de los jubilados de las entidades mencionadas y quie-
nes en activo dedicaron su vida al servicio de la nación.

Además, viola el artículo 14 constitucional que a la letra
dice:

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en
perjuicio de persona alguna. Nadie podrá ser privado de
la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos,
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previa-
mente establecidos, en el que se cumplan las formalida-
des esenciales del procedimiento y conforme a las leyes
expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido im-
poner, por simple analogía, y aún por mayoría de ra-
zón, pena alguna que no esté decretada por una ley
exactamente aplicable al delito de que se trata.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva
deberá ser conforme a la letra o a la interpretación ju-
rídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los prin-
cipios generales del derecho.

Como se lee, este artículo prohíbe estrictamente la aplica-
ción retroactiva de la ley en perjuicio de persona alguna,
cualquier intento de modificar estas condiciones vulnera el
Estado de Derecho y envía un mensaje de profunda inse-
guridad jurídica.

Si a eso agregamos las declaraciones de diversos servidores
públicos como el presidente el Suprema Corte de Justicia de
la Nación, el Ministro Hugo Aguilar, sobre el tema de las
modificaciones a la Ley de Amparo que a la letra dicen:

“Hugo Aguilar Ortiz, ministro presidente de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), rechazó, el 3 de oc-
tubre de 2025, la retroactividad en la reforma a la Ley de
Amparo, avalada en el Senado, e incluso advirtió que se-
ría corregida de llegar al máximo tribunal constitucional.

“No, eso sí, no [la retroactividad]. Eso se tiene que
ajustar”, afirmó el ministro, en un encuentro con repor-
teros, en la sede de la SCJN. “Claro”, respondió si la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ajustaría la re-
forma en caso de que los diputados federales no acata-
ran la recomendación de la presidenta Claudia Shein-
baum Pardo, de eliminar ese transitivo en la reforma.

De igual manera la presidenta de la Republica de manifes-
tó sobre el mismo tema:

“La Constitución establece claramente que no debe ha-
ber retroactividad en las leyes. Vamos a ver exactamen-
te por qué incorporaron este transitorio, que dice que, a
partir de que se apruebe la ley, lo nuevo ya tiene que ir
con ese decreto. Desde mi punto de vista, no era nece-
sario poner ese transitorio”, señaló durante su conferen-
cia matutina.

Como podemos leer tanto la presidenta como el presidente
de la SCJN, se han manifestado en contra de la retroactivi-
dad de las leyes, de igual manera algunas resoluciones de
la SCJN han manifestado la no retroactividad de las leyes:
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Retroactividad de las normas constitucionales, no aten-
ta contra el principio de supremacía constitucional.

Registro Digital:2009818

Localización: (TA); 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.;
Libro 21, Agosto de 2015; Tomo I; Pág. 357

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción

Sala: 6

Materias: Constitucional

Fecha de publicación: 2015-08-28 10:30:00.0

Texto:

“La no aplicación retroactiva de la ley es una garantía
de seguridad jurídica que tiene por objeto limitar la ac-
tividad del poder público para evitar un perjuicio deri-
vado del cambio en la normatividad, con transgresión a
la esfera jurídica del particular.”

Ente esto podemos asegurar que las jubilaciones otorgadas
son legales, transparentes y auditables, se sustentan en un
marco normativo pactado con el Estado Mexicano, genera-
do por derechos adquiridos que forman parte del patrimo-
nio legítimo de miles de jubilados, y están al amparo de
contratos colectivos de Trabajo con las diferentes depen-
dencias y ratificadas por la autoridad laboral competente en
su momento.

No podemos legislar en perjuicio de los derechos adquiri-
dos por la ciudadanía, máxime que son mandatos estable-
cidos en la propia Constitución Política, e incluso, la retro-
actividad de la ley es un criterio jurídico que no puede
transgredirse, ya que se debilita al Estado de derecho, co-
mo una institución democrática a la que nuestro país se ha
ajustado históricamente en un afán de reconocer los dere-
chos de las y los mexicanos, así como los limites que se tie-
nen establecidas a las diferentes autoridades de los 3 órde-
nes de gobierno.

Por cada una de esas razones es que la propuesta debe ser
aprobada, porque de esa manera no solo se respeta a nues-
tra Constitución, sino también los derechos de las personas
a quienes esta reforma, de manera injustificada les ha pri-
vado de derechos que habían adquirido desde hace años.

Por lo descrito, presentamos ante esta honorable asamblea,
para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación de la
presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma el párrafo primero del transitorio se-
gundo del decreto por el que se reforma y adiciona el ar-
tículo 127 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de límite a las jubilaciones y
pensiones de las entidades públicas, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 10 de abril de 2026, para que-
dar como sigue

Primero. …

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente
decreto, las jubilaciones o pensiones otorgadas con pos-
terioridad deberán ajustarse en términos del párrafo
segundo de la fracción IV del artículo 127 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las jubilaciones o pensiones otorgadas con anterioridad
a la entrada en vigor del presente decreto seguirán ri-
giéndose bajo las disposiciones legales aplicables al mo-
mento en que fueron autorizadas.

Tercero. a Sexto. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo, 2 de septiembre de 2026.— Diputada Verónica
Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, LEY GENERAL
DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES, Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes y del Código Penal Fede-
ral, en materia de regulación de las plataformas de redes
sociales frente al sano desarrollo de la niñez, a cargo de la
diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

La suscrita, diputada Verónica Martínez García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, ejerciendo la facultad consagrada en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por la fracción I del artículo
6 y el 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un artículo 52 Bis a la Ley General de Educación; se
adiciona una fracción XXXIV al artículo 4, así como un ar-
tículo 101 Bis 4 a la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes; se adiciona un artículo 261 Bis
al Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El acelerado crecimiento del uso de redes sociales por ni-
ñas, niños y adolescentes ha obligado a los poderes públi-
cos a replantear los mecanismos de protección de este sec-
tor de la población frente a los riesgos propios del entorno
digital.

La exposición constante a contenidos nocivos, así como el
riesgo que tienen las y los menores de edad frente al cibe-
racoso, al contacto con delincuentes, a la explotación se-
xual, al reclutamiento por grupos criminales, así como a las
afectaciones a la salud mental, han motivado que diversas
entidades federativas adopten medidas regulatorias dirigi-
das a restringir su acceso a las plataformas digitales, privi-
legiando en todo momento el principio del interés superior
de la niñez previsto en el décimo primer párrafo del artícu-
lo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, mismo que a la letra dice:

… En todas las decisiones y actuaciones del Estado
se velará y cumplirá con el principio del interés su-
perior de la niñez, garantizando de manera plena sus
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la

satisfacción de sus necesidades de alimentación, sa-
lud, educación y sano esparcimiento para su desa-
rrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño,
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas
públicas dirigidas a la niñez…

Actualmente, Querétaro constituye la entidad federativa
que ha desarrollado la regulación más avanzada en esta
materia.

Mediante las reformas aprobadas por unanimidad en la
LXI Legislatura del estado, se estableció que las platafor-
mas de redes sociales digitales no podrán permitir el acce-
so a niñas y niños menores de catorce años de edad.

Asimismo, se determinó que los adolescentes, cuya edad
este entre 14 y 18 años, únicamente podrán registrarse co-
mo usuarios cuando exista consentimiento expreso de su
madre, padre o tutor.

De igual forma, la legislación impone a las plataformas la
obligación de implementar mecanismos eficaces para veri-
ficar la edad de los usuarios y establecer procedimientos de
protección de datos y denuncia cuando se vulneren los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes. Estas disposiciones
representan el primer marco normativo estatal que regula
de manera específica el acceso de menores de edad a las re-
des sociales digitales en México.

Posteriormente, Jalisco aprobó una legislación especializa-
da denominada Ley para Garantizar los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes en Entornos Digitales, la cual
entró en vigor durante 2026.

Dicha legislación contempla restricciones para impedir el
acceso de menores de 14 años a redes sociales, no única-
mente dentro de los centros escolares, sino también me-
diante políticas públicas dirigidas a proteger a la niñez en
espacios públicos y digitales. La norma incorpora medidas
para promover el uso responsable de la tecnología, preve-
nir daños psicológicos derivados del uso excesivo de dis-
positivos electrónicos y fortalecer la educación digital de
las familias.

A partir de las reformas impulsadas por Querétaro y Jalis-
co, diversas entidades federativas han comenzado a anali-
zar iniciativas similares. Entre ellas destacan Ciudad de
México, Guanajuato, Aguascalientes, Morelos y Estado de
México, cuyos congresos locales han discutido medidas re-
lacionadas con la regulación del uso de dispositivos elec-
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trónicos y la protección de niñas, niños y adolescentes en
entornos digitales, particularmente dentro del ámbito edu-
cativo.

Si bien en varias de estas entidades las reformas se han
concentrado inicialmente en restringir el uso de teléfonos
celulares en las escuelas, el debate legislativo ha evolucio-
nado hacia la posibilidad de establecer controles específi-
cos para el acceso de menores de edad a las redes sociales,
siguiendo el modelo implementado por Querétaro.1

Si bien las plataformas digitales representan herramientas
valiosas para la comunicación y el acceso a la información,
la evidencia internacional demuestra que la exposición
prolongada y sin supervisión durante la infancia puede
afectar el bienestar emocional y el adecuado desarrollo psi-
cológico de las personas menores de edad.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha señalado
que la adolescencia constituye una etapa crítica para la for-
mación de la salud mental y que los factores sociales, am-
bientales y digitales pueden incrementar la vulnerabilidad
a trastornos como la ansiedad, la depresión y otros proble-
mas emocionales cuando no existen mecanismos adecua-
dos de protección.2

En el caso de niñas y niños menores de 14 años, esta situa-
ción adquiere una relevancia especial. Durante esta etapa
del desarrollo aún se encuentran consolidando capacidades
como el pensamiento crítico, la regulación emocional, la
construcción de la identidad y la percepción del riesgo. En
consecuencia, la interacción constante con algoritmos dise-
ñados para captar la atención, contenidos potencialmente
nocivos y dinámicas de validación social puede generar
afectaciones que trascienden el ámbito digital y repercuten
directamente en su salud mental, su autoestima, su rendi-
miento escolar y sus relaciones familiares.

Las redes sociales funcionan mediante mecanismos que
priorizan la permanencia del usuario dentro de las platafor-
mas. Ello implica la exposición continua a contenidos se-
leccionados por algoritmos cuya finalidad principal es in-
crementar el tiempo de conexión.

Para un menor de edad, especialmente durante la niñez
temprana y la adolescencia inicial, esta dinámica puede
propiciar dependencia emocional hacia la aceptación digi-
tal, comparaciones sociales permanentes, alteraciones del
sueño, aislamiento familiar y una disminución progresiva
de la interacción presencial con su entorno.

A ello se suma el fenómeno del ciberacoso, entendido co-
mo cualquier conducta de intimidación, hostigamiento, hu-
millación, amenazas o difusión de contenido ofensivo me-
diante medios digitales. A diferencia del acoso tradicional,
el ciberacoso puede mantenerse de forma permanente, tras-
cender el horario escolar y alcanzar una difusión masiva,
generando consecuencias psicológicas más profundas para
las víctimas.

La OMS reconoce que la violencia y el acoso constituyen
factores de riesgo relevantes para el deterioro de la salud
mental de niñas, niños y adolescentes.3

De igual forma, las plataformas digitales han dejado de ser
únicamente espacios de interacción social para convertirse
en medios utilizados por personas y organizaciones dedi-
cadas a actividades delictivas.

Diversas investigaciones y organismos internacionales han
advertido que internet y las redes sociales son empleadas
para establecer contacto con menores de edad, manipular-
los emocionalmente, obtener información personal, enga-
ñarlos mediante falsas identidades y facilitar conductas
constitutivas de delitos como la explotación sexual infantil,
la extorsión, la pederastia, la trata de personas y otras for-
mas de violencia digital.

En México, esta problemática adquiere una dimensión aún
más preocupante debido a la presencia de organizaciones
criminales que han incorporado las plataformas digitales
como herramientas para identificar perfiles vulnerables y
establecer mecanismos de captación de adolescentes me-
diante falsas promesas de empleo, ofertas económicas o
aparentes relaciones de amistad. Aunque estas conductas
pueden presentarse en diversos espacios, el entorno digital
facilita el anonimato, dificulta la identificación inmediata
de los agresores y permite ampliar significativamente el
número de potenciales víctimas.

La protección de niñas, niños y adolescentes constituye
una obligación constitucional del Estado mexicano. El ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece el principio del interés superior de la
niñez como criterio rector de todas las decisiones y actua-
ciones del Estado, imponiendo el deber de garantizar de
manera plena el ejercicio de sus derechos humanos.

Como se aprecia de la transcripción de ese mandato cons-
titucional, las autoridades están obligadas no solo a inter-
venir cuando el daño ya ocurrió, sino también a implemen-
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tar medidas preventivas que reduzcan los factores de ries-
go que amenazan el desarrollo integral de la infancia.

Asimismo, la Convención sobre los Derechos del Niño, de
la cual México es parte, reconoce el derecho de toda per-
sona menor de edad a crecer en un entorno seguro que fa-
vorezca su desarrollo físico, mental, moral, espiritual y so-
cial. Dicho instrumento internacional también establece la
obligación de los estados de adoptar todas las medidas ne-
cesarias para proteger a la niñez contra cualquier forma de
violencia, abuso, explotación o utilización indebida me-
diante cualquier medio, incluidos aquellos derivados del
uso de tecnologías digitales.

La presente propuesta no pretende criminalizar el uso de
internet ni restringir el acceso de niñas, niños y adolescen-
tes a las tecnologías de la información. Por el contrario, re-
conoce que el entorno digital constituye una herramienta
indispensable para la educación, la comunicación y el de-
sarrollo personal.

Solo que se parte del principio de que el acceso a la tecno-
logía debe realizarse bajo condiciones que prioricen la se-
guridad, la salud mental y el desarrollo integral de las y los
menores de edad.

Resulta indispensable que el Estado mexicano fortalezca
las políticas públicas orientadas a prevenir la exposición
temprana y descontrolada de menores de 14 años a plata-
formas digitales, cuyos mecanismos de funcionamiento
pueden favorecer la aparición de problemas emocionales,
facilitar conductas de ciberacoso y convertirse en vehícu-
los para la comisión de delitos graves contra la infancia.

La construcción de un entorno digital seguro exige la
participación coordinada de autoridades, instituciones
educativas, madres y padres de familia, especialistas en
salud mental, empresas tecnológicas y sociedad civil. No
obstante, corresponde al Estado establecer el marco jurí-
dico que permita garantizar que el desarrollo tecnológico
sea compatible con la protección efectiva de los derechos
de la niñez.

En materia de salud mental, UNICEF México también se-
ñala que la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Al-
cohol y Tabaco (Encodat 2025) identificó que 10 por cien-
to de los adolescentes de entre 12 y 17 años experimentó
malestar psicológico durante el último año, lo que equiva-
lente a aproximadamente 1.3 millones de adolescentes.

Asimismo, 3.3 por ciento manifestó haber presentado idea-
ción suicida durante ese mismo periodo, mientras que las
adolescentes registran una mayor prevalencia de afectacio-
nes emocionales que los adolescentes varones.

Estos indicadores evidencian la necesidad de implementar
medidas preventivas desde edades más tempranas, espe-
cialmente respecto al uso intensivo de plataformas digita-
les y redes sociales.4

El fenómeno del ciberacoso también presenta cifras alarman-
tes. Conforme a datos publicados por UNICEF México con
base en información del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Módulo sobre Ciberacoso 2024), 2.9 millones de
adolescentes de entre 12 y 17 años fueron víctimas de cibe-
racoso durante el último año, lo que representa 23 por ciento
de los usuarios de internet en ese grupo de edad. Del total de
víctimas, 54 por ciento corresponde a mujeres y 46 por cien-
to a hombres, confirmando que el entorno digital se ha con-
vertido en uno de los principales espacios donde niñas, niños
y adolescentes sufren violencia psicológica, hostigamiento,
amenazas y conductas que afectan directamente su bienestar
emocional y desarrollo integral.5

Las plataformas digitales también representan un medio
para la comisión de delitos sexuales contra menores. El es-
tudio Disrupting Harm México, desarrollado por UNICEF,
Interpol y ECPAT International, reveló en 2026 que uno de
cada ocho adolescentes usuarios de internet en México su-
frió explotación o abuso sexual facilitado por tecnologías
digitales durante un solo año, lo que equivale aproximada-
mente a 1.6 millones de adolescentes afectados anualmen-
te. La investigación concluye que las tecnologías digitales
facilitan el contacto entre agresores y menores mediante re-
des sociales, aplicaciones de mensajería y plataformas di-
gitales, incrementando la vulnerabilidad frente a delitos co-
mo el abuso sexual, la pederastia, la sextorsión y otras
formas de explotación.6

Por cada una de esas razones, es que es necesario que nues-
tra legislación cuente con los elementos y mecanismos ne-
cesarios que contribuyan a la protección de niñas, niños y
adolescentes, quienes debido a sus propias condiciones,
tienen una mayor susceptibilidad de ser víctimas de las
amenazas que actualmente existen en los entornos digita-
les, por ello es que con la idea de establecer las restriccio-
nes que permitan controlar el acceso de las y los menores a
dichas plataformas, involucrando a la madre, al padre o al
tutor, quienes en todo momento deberán autorizar dicha
interacción de sus menores hijas e hijos, quienes en un pla-
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no de seguridad podrían disfrutar los beneficios de la tec-
nología digital.

Por ello es que resulta crucial que esta propuesta sea apro-
bada para que de esa forma las autoridades de los 3 orde-
nes de gobierno puedan impulsar políticas públicas orien-
tadas a fijar dicha protección de las y los menores de edad
para que puedan desenvolverse en un entorno digital segu-
ro, en el que existan las condiciones adecuadas para que
también puedan desarrollarse y tener acceso a tales plata-
formas de forma controlada y sin riesgos.

Por lo anteriormente descrito, presentamos ante esta asam-
blea, para su estudio, análisis, discusión y, en su caso, apro-
bación, la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Primero. Se adiciona un artículo 52 Bis, de la Ley Gene-
ral de Educación para quedar como sigue:

Artículo 52 Bis. Con el propósito de garantizar el derecho
de las niñas, niños y adolescentes a acceder a los beneficios
del desarrollo científico, tecnológico y de la innovación en
condiciones de igualdad, las autoridades competentes, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones y conforme a la
disponibilidad presupuestaria, deberán proveer a las insti-
tuciones públicas de educación básica del Estado la in-
fraestructura tecnológica, el equipo de cómputo y el servi-
cio de acceso a internet necesarios para fortalecer los
procesos de enseñanza y aprendizaje, así como el uso de
las tecnologías de la información, comunicación, conoci-
miento y aprendizaje digital.

Asimismo, la Secretaría, en el ámbito de su competencia,
promoverá e implementará programas permanentes de
capacitación, actualización y profesionalización dirigidos
al personal docente para el uso pedagógico, responsable,
ético y seguro de las plataformas digitales y de las tecno-
logías de la información, comunicación, conocimiento y
aprendizaje digital, con el objeto de fortalecer las compe-
tencias digitales del alumnado, favorecer la innovación
educativa y garantizar el aprovechamiento de los benefi-
cios del desarrollo tecnológico como elementos funda-
mentales para una educación de excelencia.

Segundo. Se adiciona una fracción XXXIV al artículo 4, así
como un artículo 101 Bis 4 a la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. a XXXIII. …

XXXIV. Plataformas de redes sociales digitales: Los si-
tios web, aplicaciones o servicios digitales que permi-
ten a las personas usuarias crear, publicar, compartir
o difundir contenidos en formato de texto, datos, imá-
genes, audio, video o cualquier otro contenido digital,
así como interactuar, comunicarse o establecer víncu-
los con otros usuarios mediante tecnologías de la in-
formación y la comunicación, independientemente del
dispositivo utilizado para su acceso.

(…)

(…)

Artículo 101 Bis 4. Las plataformas de redes sociales di-
gitales que ofrezcan sus servicios dentro del territorio
del Estado deberán, en el ámbito de su competencia y
en observancia de los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las dis-
posiciones constitucionales y legales aplicables, adoptar
las medidas necesarias para garantizar la protección in-
tegral de los derechos de niñas, niños y adolescentes,
privilegiando en todo momento el principio del interés
superior de la niñez.

Para tal efecto, deberán implementar políticas, protoco-
los, herramientas tecnológicas y mecanismos eficaces de
prevención, detección, denuncia, atención y reparación
que permitan identificar, reportar y retirar oportunamen-
te contenidos o conductas que vulneren los derechos de
niñas, niños y adolescentes o los expongan a cualquier
forma de violencia, abuso, explotación, acoso, trata de
personas, pederastia, extorsión, reclutamiento por grupos
delictivos o cualquier otra conducta ilícita prevista en la
legislación aplicable.

Las plataformas de redes sociales digitales no podrán
permitir la creación, registro o mantenimiento de cuentas
de personas menores de catorce años de edad, para lo
cual deberán implementar mecanismos eficaces de verifi-
cación de edad que resulten proporcionales, respeten el
derecho a la protección de datos personales y permitan
impedir razonablemente el acceso de quienes no cumplan
con la edad mínima establecida.
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Tratándose de adolescentes mayores de catorce y meno-
res de dieciocho años de edad, el registro y uso de cuen-
tas estará sujeto al consentimiento expreso de quien ejer-
za la patria potestad, tutela o guarda y custodia, conforme
a las disposiciones legales aplicables, sin perjuicio de las
medidas adicionales de protección que deban implemen-
tarse para garantizar un entorno digital seguro.

Los datos personales de niñas, niños y adolescentes ten-
drán el carácter de datos personales sensibles y deberán
ser objeto de un tratamiento reforzado que garantice su
confidencialidad, integridad, seguridad y protección, en
términos de la legislación aplicable en materia de protec-
ción de datos personales.

Asimismo, las plataformas deberán implementar configu-
raciones de seguridad y privacidad adecuadas para me-
nores de edad, mecanismos de control parental, sistemas
de verificación de identidad y edad, filtros para conteni-
dos inapropiados, restricciones para la interacción con
personas desconocidas y cualquier otra medida tecnoló-
gica que contribuya a prevenir riesgos para su integridad
física, psicológica, emocional y digital.

De igual forma, deberán impedir el acceso o restringir
activamente aquellas funcionalidades, contenidos o ser-
vicios que, por su naturaleza, puedan resultar incompati-
bles con el desarrollo integral de niñas, niños y adoles-
centes o representar un riesgo para su seguridad,
dignidad, salud física o mental, atendiendo al principio
del interés superior de la niñez.

El incumplimiento de las obligaciones previstas en el pre-
sente artículo dará lugar a las responsabilidades admi-
nistrativas, civiles o penales que correspondan, así como
a la reparación integral de los daños y perjuicios ocasio-
nados a niñas, niños y adolescentes, en los términos de la
legislación aplicable.

Tercero. Se adiciona un artículo 261 Bis al Código Penal
Federal para quedar como sigue:

Artículo 261 Bis. Al que, por medio de internet, redes so-
ciales digitales o cualquier otra tecnología de la informa-
ción y la comunicación, contacte a una persona menor de
dieciocho años de edad con el propósito de concertar un
encuentro con fines sexuales o solicitar actos o favores de
naturaleza sexual, se le impondrá una pena de tres a seis
años de prisión y multa de mil a dos mil veces el valor dia-

rio de la Unidad de Medida y Actualización, sin perjuicio
de las penas que correspondan por la comisión de otros de-
litos previstos en la legislación aplicable.

La pena se incrementará hasta en una tercera parte
cuando el contacto o acercamiento se obtenga mediante
violencia, coacción, intimidación, engaño o cualquier
otra forma de manipulación que coloque a la persona
menor de edad en una situación de vulnerabilidad.

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Consultado en 

https://elpais.com/mexico/2026-05-22/ciudad-de-mexico-prohibe-
celulares-en-primarias-y-secundarias-que-dice-la-reforma-y-cuan-
do-entra-en-vigor.html

2 Consultado en 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/adolescent-
mental-health

3 Consultado en 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/adolescent-
mental-health

4 Consultado en 

https://www.unicef.org/mexico/adolescencia

5 Consultado en 

https://www.unicef.org/mexico/proteccion-la-ninez-y-adolescencia

6 Consultado en 

https://www.unicef.org/mexico/comunicados-prensa/nuevo-estu-
dio-uno-de-cada-ocho-adolescentes-en-m%C3%A9xico-
sufri%C3%B3-explotaci%C3%B3n-o-abuso

Dado en la Cámara de Diputados, 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»
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Se turna a las Comisiones Unidas de Educación, y de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen, y
a la Comisión de Justicia, para opinión.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 23 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en
materia de reasignaciones presupuestarias, a cargo del
diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario
del PRI 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 74, fracción IV, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXVI Legislatura, presenta iniciativa con
proyecto de decreto por el que el que se reforma y adicio-
na el artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, en materia de reasignaciones
presupuestarias, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Presupuesto de Egresos de la Federación constituye uno
de los principales instrumentos mediante los cuales el Es-
tado mexicano determina las prioridades nacionales de
gasto y asigna los recursos públicos destinados al cumpli-
miento de sus objetivos económicos y sociales.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 74, fracción IV, como facultad exclu-
siva de la Cámara de Diputados examinar, discutir y aprobar
anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, así
como revisar la Cuenta Pública del año anterior.1

Esta facultad constituye una expresión fundamental del
principio de división de poderes y del control democrático
de los recursos públicos, pues corresponde a la representa-
ción nacional determinar las prioridades a las que deberán
destinarse los recursos públicos federales.

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria (LFPRH) establece el marco jurídico aplicable a la pro-

gramación, presupuestación, aprobación, ejercicio, control y
evaluación de los ingresos y egresos públicos federales.2

En la ejecución presupuestaria pueden presentarse circuns-
tancias que impidan a una dependencia o entidad ejercer la
totalidad de los recursos que le fueron asignados conforme al
calendario autorizado. Estas diferencias pueden originarse
por diversas causas, entre ellas retrasos en procesos de con-
tratación, licitación o adjudicación; modificaciones en pro-
yectos; problemas técnicos; cuestiones jurídicas; economías
presupuestarias o circunstancias extraordinarias.

Cuando los recursos presupuestarios no son ejercidos con-
forme al calendario y no se cumplen las metas de los pro-
gramas correspondientes, se generan subejercicios presu-
puestarios.

La LFPRH establece actualmente un mecanismo para aten-
der dichos subejercicios. El artículo 23 dispone que los su-
bejercicios deben subsanarse en un plazo máximo de 90 dí-
as naturales y que, cuando ello no ocurre, los recursos
deben reasignarse a los programas sociales y de inversión
en infraestructura previstos por la Cámara de Diputados en
el Presupuesto de Egresos. Sin embargo, el mecanismo vi-
gente se encuentra estructurado principalmente alrededor
de la posibilidad de subsanar los subejercicios dentro del
plazo de 90 días naturales.

La presente iniciativa busca fortalecer dicho régimen esta-
bleciendo expresamente qué debe ocurrir con los recursos
que permanezcan como subejercicios al finalizar cada ejer-
cicio fiscal. La propuesta consiste en que esos recursos se-
an reasignados a programas sociales y de inversión en in-
fraestructura que la Cámara de Diputados haya previsto al
efecto en el Presupuesto de Egresos, con opinión de ésta.

Con lo anterior se busca garantizar que los recursos públi-
cos que no hayan sido ejercidos no pierdan su finalidad so-
cial y puedan ser canalizados hacia otras prioridades pre-
supuestarias previamente determinadas por el Poder
Legislativo.

El artículo 23 de la LFPRH establece que las dependencias
y entidades deben sujetarse estrictamente a los calendarios
de presupuesto autorizados.

De igual forma, dispone que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público debe informar en los informes trimestrales
sobre el cumplimiento de dichos calendarios, por depen-
dencia o entidad, unidad responsable y programa.
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El mismo artículo establece que los subejercicios deben sub-
sanarse en un plazo máximo de 90 días naturales.

En caso contrario, los recursos se reasignan a los progra-
mas sociales y de inversión en infraestructura que la Cá-
mara de Diputados haya previsto en el Presupuesto de
Egresos.

El Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 20263 también considera esta lógica. El ar-
tículo 8 establece que los recursos correspondientes a su-
bejercicios que no sean subsanados en el plazo previsto por
el artículo 23 de la LFPRH serán reasignados a los progra-
mas sociales y de inversión en infraestructura previstos en
el propio Presupuesto de Egresos.

Lo anterior demuestra que el mecanismo de reasignación
de subejercicios ya forma parte del sistema presupuestario
federal. No obstante, resulta conveniente fortalecerlo me-
diante una regla legal expresa que permita determinar y re-
asignar los subejercicios definitivos al cierre de cada ejer-
cicio fiscal, evitando que exista incertidumbre respecto del
tratamiento de los recursos que permanezcan sin ejercer
una vez concluido el año presupuestario.

Para efectos de identificar los subejercicios, es necesario
considerar el resultado definitivo del ejercicio, el problema
fundamental que pretende atender esta iniciativa es que los
subejercicios pueden presentar una evolución distinta du-
rante el ejercicio fiscal. Un recurso que aparece como su-
bejercido en un informe trimestral puede posteriormente
ser ejercido, comprometido o devengado conforme a las
disposiciones presupuestarias. Es decir, el monto de sube-
jercicios observado durante el ejercicio no necesariamente
representa el monto definitivo que permanecerá sin ejercer
al cierre.

La legislación al respecto reconoce la existencia de un pla-
zo para subsanar los subejercicios y en consecuencia, para
efectos de una política permanente de reasignación, resulta
conveniente distinguir entre

a) los subejercicios que pueden ser subsanados durante
el ejercicio fiscal; y

b) los recursos que finalmente permanezcan sin ejercer
al cierre del ejercicio fiscal.

La presente iniciativa se concentra en la segunda categoría.

De esta manera, la reasignación propuesta se realizará to-
mando como referencia el resultado presupuestario defini-
tivo de cada ejercicio fiscal. Lo anterior, permitirá que los
recursos efectivamente no utilizados puedan ser canaliza-
dos hacia prioridades previamente determinadas por la
Cámara de Diputados, fortaleciendo el criterio que actual-
mente contempla el artículo 23 de la LFPRH, al agregar
que las reasignaciones deberán efectuarse con opinión de
la Cámara de Diputados.

Esta disposición busca fortalecer la participación del Poder
Legislativo en el seguimiento de los recursos que original-
mente fueron autorizados por la propia Cámara.

La fracción IV del artículo 74 de la Carta Magna establece
que la Cámara de Diputados tiene la facultad exclusiva de
aprobar el Presupuesto de Egresos. por ello, cuando duran-
te la ejecución del presupuesto se produzcan recursos que
finalmente no fueron ejercidos y deban ser reasignados, re-
sulta pertinente establecer un mecanismo de participación
legislativa.

La opinión podrá ser emitida por conducto de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, en los términos que esta-
blezcan las disposiciones aplicables.

La segunda vertiente de esta iniciativa consiste en estable-
cer una obligación expresa para que la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público reporte a la Cámara de Diputados
todas las reasignaciones presupuestarias externas, sin im-
portar el monto o porcentaje que representen.

La presente iniciativa busca complementar dicho régimen
desde una perspectiva de transparencia y rendición de
cuentas.

Toda reasignación presupuestaria externa constituye infor-
mación relevante porque modifica el destino de recursos
que fueron aprobados dentro del Presupuesto de Egresos.

Por ello, la secretaría deberá informar sobre todas las ope-
raciones de esta naturaleza.

La iniciativa establece además que las reasignaciones pre-
supuestarias externas deberán ser publicadas en formatos
de datos abiertos.

El Presupuesto de Egresos de la Federación ya considera
disposiciones orientadas a la publicación y disponibilidad
de información presupuestaria en formatos electrónicos,
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incluyendo información que debe remitirse a la Cámara y
publicarse en las páginas de Internet correspondientes.

El PEF de 2026 dispone que determinada información re-
lacionada con contratos que impliquen recursos públicos
debe ser pública en formato de datos abiertos a través del
Portal de Transparencia Presupuestaria.

La propuesta busca extender esta lógica específicamente a
las reasignaciones presupuestarias externas.

La información deberá poder ser consultada, descargada,
procesada y reutilizada. Con ello se pretende facilitar el
análisis de la ejecución presupuestaria por parte de la Cá-
mara de Diputados, órganos fiscalizadores, instituciones
académicas, organizaciones de la sociedad civil y ciudada-
nía.

La transparencia presupuestaria constituye un elemento in-
dispensable para garantizar la rendición de cuentas sobre el
uso de los recursos públicos.

El artículo 134 constitucional establece que los recursos
económicos de que dispongan la federación, las entidades
federativas, los municipios y las demarcaciones territoria-
les de Ciudad de México deben administrarse con eficien-
cia, eficacia, economía, transparencia y honradez para sa-
tisfacer los objetivos a los que estén destinados.

La presente iniciativa contribuye a estos principios al esta-
blecer que las modificaciones al destino de los recursos pú-
blicos deberán ser identificables y públicas.

La ciudadanía debe poder conocer no solamente cuánto se
aprobó originalmente para un programa, sino también
cuánto se modificó durante el ejercicio y hacia dónde fue-
ron canalizados los recursos.

Para una mejor identificación de la propuesta se presenta el
siguiente cuadro comparativo:

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria

En atención de lo expuesto acudo a esta tribuna para so-
meter a la consideración del pleno y solicitar su respaldo a
la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que el que se reforma y adiciona el ar-
tículo 23 de la ley federal de presupuesto y responsabi-
lidad hacendaria, en materia de reasignaciones presu-
puestarias

Único. Se reforma y adiciona el artículo 23 la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para
quedar como sigue:

Artículo 23. …

…

…

…

…

…

…

…

…

Los subejercicios de los presupuestos de las dependencias
y entidades que resulten al final de cada ejercicio fiscal
serán determinados con base en la información presu-
puestaria definitiva correspondiente y se reasignarán a
los programas sociales y de inversión en infraestructura
que al efecto haya previsto la Cámara de Diputados en el
Presupuesto de Egresos, con opinión de ésta.

La secretaría deberá informar oportunamente a la Cá-
mara de Diputados sobre los subejercicios determinados
al final de cada ejercicio fiscal, así como sobre la pro-
puesta de reasignación correspondiente, indicando el
monto de los recursos, su origen, el programa presupues-
tario que los generó y el programa social o de inversión en
infraestructura al que se propone destinarlos.

La secretaría estará obligada a reportar oportuna-
mente a la Cámara de Diputados todas las reasigna-
ciones presupuestarias externas que se realicen du-
rante el ejercicio fiscal, sin importar su monto o
porcentaje, así como aquellas que deriven de los su-
bejercicios previstos en el presente artículo.

Las reasignaciones presupuestarias externas a que se
refiere el párrafo anterior deberán ser publicadas por
la Secretaría en formatos de datos abiertos, accesibles,
descargables, procesables y reutilizables.

La información deberá publicarse de manera que per-
mita identificar, como mínimo, el ramo, dependencia,
entidad, unidad responsable, programa presupuestario,
monto, tipo de adecuación, origen y destino de los re-
cursos, fecha, justificación, fundamento normativo y
efecto de la reasignación en las metas e indicadores co-
rrespondientes.

La secretaría deberá mantener actualizada la informa-
ción relativa a las reasignaciones presupuestarias exter-
nas y garantizar que ésta pueda ser consultada y des-
cargada de manera individualizada, de forma que
permita conocer el origen y destino de cada operación.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
contará con un plazo de 180 días naturales, contados a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto, para realizar
las adecuaciones administrativas y tecnológicas necesarias
para dar cumplimiento a las obligaciones de publicación en
datos abiertos establecidas en el presente decreto.

Tercero. La secretaría deberá emitir dentro del plazo seña-
lado en el artículo anterior los lineamientos técnicos nece-
sarios para establecer los formatos, campos, catálogos, me-
canismos de actualización y estándares de datos abiertos
aplicables a las reasignaciones presupuestarias externas.

Cuarto. La Cámara de Diputados deberá prever en los Pre-
supuestos de Egresos de la Federación correspondientes
los programas sociales y de inversión en infraestructura
que podrán recibir los recursos derivados de los subejerci-
cios determinados al final de cada ejercicio fiscal.

Quinto. Las disposiciones relativas a la reasignación de los
subejercicios determinados al final de cada ejercicio fiscal
serán aplicables por primera ocasión respecto de los recur-



sos correspondientes al ejercicio fiscal siguiente al de la
entrada en vigor del presente decreto.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfprh.htm

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/pef_2026.htm

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SOLICITUD A DIVERSAS DEPENDENCIAS DEL
ESTADO DE MORELOS, EN RELACIÓN CON EL

TRANSPORTE Y DISTRIBUCIÓN DE GAS LP

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la ASEA, a la CRE, a la Fiscalía Gene-
ral del estado de Morelos, al gobierno de Morelos y al
ayuntamiento de Cuernavaca a revisar los protocolos de
verificación y autorización de transporte de Gas LP, se de-
terminen de manera pronta las sanciones administrativas y
penales contra la empresa Tomza Gas Titanium, SA de CV,
tras el siniestro en la colonia las Granjas de la Ciudad de
Cuernavaca, Morelos, así como garantizar que los acuer-
dos reparatorios realizados por la fiscalía del estado no exi-
man de responsabilidad penal a los responsables, así como
revisar la operación de las unidades de distribución de Gas
LP en todo el estado de Morelos, a cargo de la diputada
Magda Érika Salgado Ponce, del Grupo Parlamentario de
Morena

La que suscribe, diputada Magda Erika Salgado Ponce, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; y artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta Honorable Asamblea el siguiente pro-
posición con punto de acuerdo por el que se solicita res-

petuosamente a la Agencia de Seguridad, Energía y
Ambiente (ASEA), a la Comisión Reguladora de Ener-
gía (CRE), a la Fiscalía General del estado de Morelos,
al Gobierno del estado de Morelos y al ayuntamiento de
Cuernavaca, revisar los protocolos de verificación y au-
torización de transporte de gas lp., se determinen de
manera pronta las sanciones administrativas y penales
contra la empresa Tomza Gas Titanium SA de CV, tras
el siniestro en la colonia Las Granjas de la ciudad de
Cuernavaca, Morelos; así como garantizar que los
acuerdos reparatorios realizados por la Fiscalía del es-
tado no eximan de responsabilidad penal a los respon-
sables; así como revisar la operación de las unidades de
distribución de gas LP en todo el estado de Morelos.

Exposición de Motivos

I. Gravedad de los hechos.- El pasado jueves 6 de agosto
de 2026, la explosión de una PIPA propiedad de la perso-
na moral Tomza Gas Titanium S.A. de C.V., que transpor-
taba gas LP., sacudió a la Ciudad de Cuernavaca, Morelos,
ya que, al circular por la calle francisco villa, esquina con
10 de abril, en la colonia Las Granjas, causo graves daños
materiales y lesiones a personas que se encontraban circu-
lando en el momento del accidente y a personas dentro de
sus domicilios, así como el trágico deceso de una Madre de
Familia, de lo que hoy se sabe, este vehículo circulaba de
manera negligente con una fuga activa de combustible. Di-
cha negligencia operativa derivó en una devastadora defla-
gración y acumulación de gas en la vía pública lo que pro-
vocó la fatal explosión.

El siniestro un saldo inicial de 22 personas lesionadas,
cuatro vehículos calcinados y afectaciones severas en al
menos 34 viviendas del entorno residencial; así como la
posterior perdida de una vida humana. Hoy señala la fis-
calía, contar con más 60 denuncias acumuladas por los
hechos narrados y que el chofer operador de la unidad ga-
sera abandonó el lugar de los hechos de manera inmedia-
ta, evadiendo el auxilio a las víctimas y lo más sorpren-
dente, este Vehículo transportador pertenece a una
empresa que enfrenta varios accidentes fatales en su his-
torial, como se desprende de información consultada en
redes sociales y que resulta:

Desde 2013, el consorcio y sus múltiples filiales (como
Transportadora Silza o Gas Pronto) acumulan más de 24
explosiones y volcaduras en el país, sumando decenas de
fallecidos debido a la falta de mantenimiento. Los más em-
blemáticos son:
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- Puente de la Concordia, Iztapalapa (septiembre
2025): Apenas 11 meses antes de lo de Cuernavaca, el
estallido de un carro tanque de su filial Gas Silza causó
la muerte de 32 personas y dejó a más de 60 heridos.
Se descubrió que la empresa operaba de forma ilegal
sin seguro vigente.

- Amozoc, Puebla (2013): Una explosión en la planta
de su filial Gas Pronto provocó la muerte de 7 perso-
nas. La Secretaría de Energía los multó con 52 millones
de pesos tras detectar pipas sin registro oficial y válvu-
las vencidas.

- Tuxpan, Veracruz (2014): Estallido en una planta de
distribución que dejó 2 personas fallecidas.

- Mocorito, Sinaloa (2025): Choque de una unidad de
reparto donde el conductor de la empresa murió y tres
personas más resultaron heridas.

-Volcaduras constantes: Registran múltiples acciden-
tes carreteros con riesgo de fuga masiva en autopistas de
Veracruz, Guerrero, Quintana Roo y Puebla debido a
malas condiciones mecánicas

II. Del fallecimiento de la madre de familia. Viviana
Aguilar Zendehas, fue la Mujer, madre de una menor que
estaban ambas, en el lugar del accidente, la cual, perdió la
vida el 13 de agosto de 2026 se confirmó de la ciudadana
Viviana, de 38 años, en el Centro Médico Nacional La Ra-
za de la Ciudad de México, convirtiéndose en la primera
víctima mortal de esta tragedia. Testimonios e informes co-
rroboran que la hoy occisa sufrió quemaduras incompati-
bles con la vida al interponer su propio cuerpo para salvar
de la onda expansiva y de las llamas a su menor hija de seis
años.

Este fatal suceso, obliga según abogados expertos a que la
Fiscalía del Estado de Morelos reclasifique los hechos del
caso e inicie la carpeta de investigación por el delito de Ho-
micidio Culposo.

III. De la información por parte de las autoridades lo-
cales. Este exhorto se propone, ante la aparente indiferen-
cia de las autoridades Municipales, quienes No otorgaron
información a la opinión pública puntual sobre las causas
del accidente, llegando al absurdo de posicionar la causa
atribuible a un Tope recién instalado, así de irresponsable
resulta el trato a este lamentable accidente hasta la fecha,
ya que no se han realizado diligencias de inspección a to-

das las unidades de gas propiedad de la empresa persona
moral Tomza Gas Titanium S.A. de C.V. y sus filiales, pa-
ra verificar las condiciones y cumplimiento de medidas de
seguridad operativa para circular por las calles de la ciudad
y municipios en que operan de estado de Morelos.

Ahora bien, el Fiscal General del Estado de Morelos, Fer-
nando Blumenkron Escobar, señaló que no se dará “carpe-
tazo” a la indagatoria, y que la empresa Tomza Gas Tita-
nium ha recurrido al Centro de Justicia Alternativa (CJA)
de la Fiscalía local para formalizar los primeros 14 acuer-
dos reparatorios con base en su póliza de seguro de res-
ponsabilidad civil, sin embargo, debe exhortarse a esta au-
toridad a efecto de que, si bien, los artículos 17
constitucional y 186 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales consagran los mecanismos alternativos de so-
lución de controversias, esa representación debe procurar
No solo el cumplimiento de las indemnizaciones y gastos
materiales, sino, Revisar y actuar contra los responsables
de la muerte de “Viviana” sin extinguir las acciones que
deriven la acción penal por el delito de homicidio culposo
y los que resulten, por los hechos y omisiones que se com-
prueben, ya que el pago de los daños No puede operar co-
mo un salvoconducto de impunidad ni como la compra del
perdón legal frente a pérdidas humanas ocasionadas por fa-
llas sistémicas de mantenimiento industrial.

IV. De la actuación de las autoridades El marco regula-
torio del Gas LP es de estricto orden federal y concurrente
en seguridad urbana, ya que, la le de Hidrocarburos, seña-
la que los permisionarios de transporte y distribución están
obligados a contar con seguros vigentes y a cumplir con los
estándares técnicos mínimos de seguridad.

La Agencia de Seguridad, Energía y Ambiente (ASEA) po-
see la facultad exclusiva, según la ley de su creación, de vi-
gilar el cumplimiento de las Normas Oficiales Mexicanas
de seguridad industrial, específicamente la NOM-005-
ASEA-2016 (diseño, construcción y mantenimiento de es-
taciones de servicio de Gas LP).

La Comisión Reguladora de Energía (CRE) posee la facul-
tad de revocar de forma inmediata los permisos de distri-
bución y comercialización cuando los permisionarios pon-
gan en peligro grave y latente la seguridad de la población
civil.

En el ámbito local, la Coordinación Estatal de Protección
Civil de Morelos y las instancias municipales de Cuerna-
vaca han incurrido en omisión al permitir el libre tránsito
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urbano de autotanques pesados de distribución de hidro-
carburos sin las inspecciones mecánicas periódicas, ni la
exigencia flagrante de dictámenes vigentes de hermetici-
dad, así como, corresponde a coordinación estatal de mo-
vilidad y transporte de Morelos, verificar que cuenten las
unidades de transporte con seguir vigente y realizar ins-
pecciones de rutina para garantizar la seguridad vial de las
unidades, por lo que, con el fin de evitar accidentes futuros
que ponen en riesgo la vida de las personas así como de su
patrimonio, es que se presenta:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados solicita respetuosa-
mente a la Agencia de Seguridad, Energía y Ambiente
(ASEA), a la Comisión Reguladora de Energía (CRE),
a la Fiscalía General del Estado de Morelos, al Gobier-
no del estado de Morelos y al ayuntamiento de Cuerna-
vaca, revisar los protocolos de verificación y autoriza-
ción de transporte de gas LP, se determinen de manera
pronta las sanciones administrativas y penales contra la
empresa Tomza Gas Titanium SA de CV, tras el sinies-
tro en la colonia Las Granjas de la ciudad de Cuerna-
vaca, Morelos; así como garantizar que los acuerdos
reparatorios realizados por la Fiscalía del estado no exi-
man de responsabilidad penal a los responsables; así
como revisar la operación de las unidades de distribu-
ción de gas LP en todo el estado de Morelos, conforme a
lo siguiente;

1. Se solicita de manera respetuosa al titular de la Fiscalía
General del Estado de Morelos, a fin de conducir las car-
petas de investigación correspondientes a la explosión del
6 de agosto de 2026 en la colonia Las Granjas, garantizan-
do que la celebración de los acuerdos reparatorios gestio-
nados ante el Centro de Justicia Alternativa (CJA) no ex-
tinga la acción penal ni determine el sobreseimiento de la
causa respecto al delito de homicidio culposo derivado de
la muerte de la ciudadana Viviana Aguilar Zendejas ni los
que se acrediten de las carpetas iniciadas.

2. De la Agencia de Seguridad, Energía y Ambiente
(ASEA) y a la Comisión Reguladora de Energía (CRE), se
pide respetuosamente para que en el ámbito de sus atribu-
ciones federales inicien de forma inmediata un procedi-
miento de auditoría técnica, inspección extraordinaria inte-
gral y sanción administrativa en contra de la empresa
Tomza Gas Titanium S.A. de C.V., y filiales que laboren
en el estado de Morelos, a fin de verificar el estado físico-
mecánico y de hermeticidad de toda su flota de autotanques

operantes en el estado de Morelos, ordenando la revoca-
ción inmediata del permiso federal de distribución en caso
de confirmarse violaciones graves y sistemáticas a las Nor-
mas Oficiales Mexicanas de seguridad industrial.

3. A la Coordinación estatal de movilidad y transporte de
Morelos, a la Coordinación Estatal de Protección Civil de
Morelos y a la Dirección de Protección Civil del Ayunta-
miento de Cuernavaca, haga público un informe pormeno-
rizado de las verificaciones vehiculares y licencias de fun-
cionamiento extendidas a las empresas distribuidoras de
Gas LP en la demarcación; e implementar de forma coordi-
nada operativos inmediatos y permanentes de revisión técni-
ca a las unidades repartidoras que transitan en zonas habita-
cionales, retirando de la circulación a aquellas que carezcan
de dictámenes de seguridad o pólizas de seguro de responsa-
bilidad civil vigentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Magda Erika Salgado Ponce (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, 
A FORTALECER LA INFRAESTRUCTURA DE

TRANSMISIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA
ELÉCTRICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar respe-
tuosamente a la CFE, a la Sener y a la CNE a fortalecer la
infraestructura de transmisión y distribución de energía
eléctrica y a implementar acciones para garantizar la conti-
nuidad, calidad y confiabilidad del suministro eléctrico en
el estado de Veracruz, a cargo de la diputada Claudia Qui-
ñones Garrido, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Claudia Quiñones Garrido, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 79, numerales
1, fracción II, y 2 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes
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Consideraciones

El suministro de energía eléctrica constituye un servicio
público estratégico e indispensable para el desarrollo eco-
nómico y social del país. Su disponibilidad permanente
permite el funcionamiento de los hogares, hospitales, es-
cuelas, sistemas de abastecimiento de agua potable, insta-
laciones de seguridad pública, servicios de telecomunica-
ciones, actividades agropecuarias, comercios e industrias.
En consecuencia, la continuidad del servicio eléctrico re-
presenta una condición esencial para garantizar el bienes-
tar de la población y el adecuado funcionamiento de los
sectores productivos y de los servicios públicos.

En ese sentido, las interrupciones prolongadas o recurrentes
del suministro eléctrico trascienden la simple suspensión de
un servicio público, pues repercuten directamente en el ejer-
cicio de diversos derechos fundamentales, afectan la pro-
ductividad económica, generan pérdidas materiales y com-
prometen la prestación de servicios esenciales para la
población, particularmente en regiones con altas temperatu-
ras o con infraestructura básica dependiente del suministro
de energía.

El marco constitucional mexicano reconoce la relevancia
estratégica del Sistema Eléctrico Nacional. El artículo 27,
párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que corresponde exclusiva-
mente a la nación la planeación y el control del Sistema
Eléctrico Nacional, así como la prestación del servicio pú-
blico de transmisión y distribución de energía eléctrica,
disponiendo además que la empresa pública del Estado de-
berá cumplir con su responsabilidad social y garantizar la
continuidad y accesibilidad del servicio.

De manera complementaria, el artículo 28, párrafo cuarto,
de la propia Constitución dispone que la planeación y el
control del Sistema Eléctrico Nacional, así como el servi-
cio público de transmisión y distribución de energía eléc-
trica, constituyen áreas estratégicas cuya operación debe
orientarse a preservar la seguridad y autosuficiencia ener-
gética del país, garantizando el suministro de electricidad
bajo criterios de continuidad, calidad, confiabilidad y se-
guridad.

La importancia constitucional del servicio eléctrico ha sido
fortalecida por la interpretación realizada por el Poder Ju-
dicial de la Federación. Mediante la tesis aislada con regis-
tro digital 2018528, intitulada “Acceso a la energía eléc-
trica. Debe reconocerse como derecho humano por ser

un presupuesto indispensable para el goce de múltiples
derechos fundamentales”, se sostuvo que el suministro de
energía eléctrica constituye una condición necesaria para el
ejercicio efectivo de diversos derechos humanos reconoci-
dos por la Constitución, entre ellos el derecho a la salud, la
educación, la vivienda digna, el acceso a la información,
las telecomunicaciones, el trabajo y un medio ambiente
adecuado.

Dicho criterio jurisdiccional reconoce que, en el contexto
del desarrollo científico y tecnológico contemporáneo,
prácticamente todas las actividades humanas dependen del
acceso permanente a la energía eléctrica. En consecuencia,
su interrupción compromete no solamente el acceso a un
servicio público, sino también el ejercicio efectivo de múl-
tiples derechos fundamentales cuya satisfacción depende,
directa o indirectamente, del suministro eléctrico.

Bajo ese marco constitucional y convencional, correspon-
de al Estado mexicano garantizar que el servicio público de
electricidad se preste en condiciones de continuidad, cali-
dad, eficiencia, seguridad y accesibilidad, mediante una
adecuada planeación, conservación y modernización de la
infraestructura eléctrica nacional.

En cumplimiento de dicho mandato, la Comisión Federal
de Electricidad tiene a su cargo las actividades de genera-
ción, almacenamiento, transmisión, distribución, comer-
cialización y suministro de energía eléctrica, siendo res-
ponsable de operar y mantener la infraestructura necesaria
para garantizar la continuidad del servicio público. Entre
sus obligaciones se encuentra la conservación de líneas de
transmisión, redes generales de distribución, subestacio-
nes, transformadores y demás instalaciones indispensables
para asegurar el suministro eléctrico en condiciones de
confiabilidad.

Por su parte, la Secretaría de Energía es la dependencia en-
cargada de conducir la política energética nacional y diri-
gir la planeación del sector eléctrico. Asimismo, le corres-
ponde autorizar los programas de ampliación y
modernización de la Red Nacional de Transmisión y de las
Redes Generales de Distribución, procurando que el Siste-
ma Eléctrico Nacional opere bajo criterios de eficiencia,
continuidad, calidad y seguridad.

A su vez, la Comisión Nacional de Energía, como órgano
técnico sectorizado de la Secretaría de Energía, tiene entre
sus atribuciones emitir regulación, supervisar el cumpli-
miento de las disposiciones aplicables e intervenir para ve-
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rificar que las actividades del sector eléctrico se desarrollen
conforme a los estándares de calidad, continuidad, confia-
bilidad y seguridad previstos en el marco jurídico nacional.

La actuación coordinada de dichas autoridades resulta in-
dispensable para garantizar que la infraestructura eléctrica
responda oportunamente al crecimiento de la demanda, al
incremento de las cargas eléctricas y a las necesidades de
mantenimiento preventivo y correctivo que permitan evitar
fallas recurrentes en la prestación del servicio.

No obstante dicho marco jurídico e institucional, durante los
últimos meses se han registrado diversas interrupciones del
suministro eléctrico en distintas entidades del país, derivadas
principalmente de la elevada demanda ocasionada por las al-
tas temperaturas, del envejecimiento de parte de la infraes-
tructura eléctrica y de la necesidad de fortalecer las redes de
transmisión y distribución en diversas regiones.

En el caso del estado de Veracruz, la problemática se ha
manifestado con particular intensidad. Durante julio de
2026 se reportaron múltiples interrupciones del suministro
eléctrico que afectaron a miles de personas usuarias en dis-
tintas regiones de la entidad. El 4 de julio se registró un
apagón en la zona norte del puerto de Veracruz que dejó sin
servicio a más de cincuenta mil habitantes de diversos frac-
cionamientos de la zona de Río Medio, precisamente du-
rante una jornada en la que se registraban temperaturas su-
periores a los treinta y cuatro grados centígrados y
sensaciones térmicas cercanas a los cuarenta grados.

Posteriormente, el 14 de julio de 2026, diversos medios de
comunicación informaron que más de setenta municipios
veracruzanos habían registrado apagones o interrupciones
prolongadas del suministro eléctrico, evidenciando que la
problemática dejó de constituir un hecho aislado para con-
vertirse en una situación recurrente que afecta distintas re-
giones del estado.

La propia titular del Poder Ejecutivo del Estado manifestó
públicamente que Veracruz cuenta con capacidad suficien-
te para generar energía eléctrica; sin embargo, señaló que
las principales deficiencias se presentan en la infraestruc-
tura de transmisión y distribución, por lo que resulta nece-
sario fortalecer las líneas eléctricas y ampliar la capacidad
de transformación para atender adecuadamente la demanda
existente.

A ello se suma que el 17 de julio de 2026 la Comisión Fe-
deral de Electricidad anunció la suspensión programada

del servicio durante aproximadamente ocho horas en los
municipios de Coscomatepec, Calcahualco y Citlaltépetl,
con motivo de trabajos de mantenimiento preventivo desti-
nados a fortalecer la infraestructura eléctrica. Si bien estas
acciones contribuyen a mejorar la confiabilidad del siste-
ma, también evidencian la necesidad permanente de mo-
dernizar y conservar las redes de distribución.

La situación adquiere mayor gravedad en la región sur del
estado de Veracruz. En municipios como Sayula de Ale-
mán, San Juan Evangelista, Acayucan, Oluta y Texistepec,
las interrupciones del suministro eléctrico se presentan de
manera cotidiana, afectando de forma reiterada a miles de
habitantes.

Particularmente, en las localidades de Marcela, Rubén M.
Jaramillo, El Suspiro, Romero Rubio, La Florida, Paraíso
Naranjo, Palma Morena, El Oriente, Adolfo López Mateos,
Santa Teresita, Macaya, Ruiz Cortines, Medias Aguas, El
Refugio y El Encanto, pertenecientes al municipio de Sa-
yula de Alemán, así como en Emiliano Zapata, Mata de Ca-
ña y Campo Nuevo, del municipio de San Juan Evangelis-
ta, se registran interrupciones del suministro eléctrico que,
en numerosos casos, se prolongan entre veinticuatro y se-
tenta y dos horas consecutivas, sin que exista hasta el mo-
mento una solución estructural que permita corregir de ma-
nera definitiva dichas fallas.

Estas interrupciones afectan el funcionamiento de centros
educativos, unidades médicas, sistemas de bombeo de agua
potable, actividades agropecuarias, comercios, pequeñas y
medianas empresas, además de generar pérdidas económi-
cas, daños a equipos eléctricos y una afectación directa a la
calidad de vida de la población.

En consecuencia, resulta indispensable que las autoridades
competentes adopten medidas inmediatas para diagnosticar
el estado de la infraestructura eléctrica, fortalecer las redes
de transmisión y distribución, incrementar la capacidad
operativa de subestaciones y transformadores, intensificar
los programas de mantenimiento preventivo y correctivo, y
garantizar mecanismos eficaces de comunicación con la
ciudadanía respecto de las suspensiones programadas o de
las interrupciones imprevistas del servicio.

Por las razones anteriormente expuestas y con fundamento
en el marco constitucional que reconoce la responsabilidad
del Estado en la prestación del servicio público de electri-
cidad, así como en la necesidad de proteger el ejercicio
efectivo de los derechos fundamentales de las personas
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usuarias, resulta procedente exhortar a la Comisión Federal
de Electricidad, a la Secretaría de Energía y a la Comisión
Nacional de Energía para que, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, implementen las acciones necesarias
que permitan restablecer la continuidad, calidad, confiabi-
lidad y seguridad del suministro eléctrico en el estado de
Veracruz.

Por lo anterior, someto a consideración de esta soberanía la
presente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comi-
sión Federal de Electricidad para que, en el ámbito de
sus atribuciones, realice un diagnóstico técnico integral
del estado que guarda la infraestructura de transmisión y
distribución de energía eléctrica en el estado de Veracruz,
particularmente en los municipios donde se han registrado
interrupciones recurrentes o prolongadas del suministro,
con el objeto de identificar las causas que originan dichas
fallas y establecer las acciones correctivas necesarias para
garantizar la continuidad, calidad, confiabilidad y seguri-
dad del servicio público de electricidad.

Asimismo, se le exhorta para que, con base en los resulta-
dos del diagnóstico, implemente un programa emergen-
te de mantenimiento preventivo y correctivo, así como
de rehabilitación, modernización y fortalecimiento de la in-
fraestructura eléctrica, que contemple la sustitución de lí-
neas, circuitos, transformadores, subestaciones y demás
equipos que hayan rebasado su vida útil o presenten defi-
ciencias operativas, estableciendo prioridades, metas y pla-
zos específicos para su ejecución.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secreta-
ría de Energía, en coordinación con la Comisión Fede-
ral de Electricidad, para que, en ejercicio de sus
atribuciones de planeación y conducción de la política
energética nacional, valore la incorporación de los proyec-
tos de infraestructura eléctrica requeridos para el estado de
Veracruz dentro de los programas de ampliación y moder-
nización de la Red Nacional de Transmisión y de las
Redes Generales de Distribución, privilegiando aquellas
regiones que presentan interrupciones recurrentes del su-
ministro eléctrico y garantizando que dichas acciones se
desarrollen bajo criterios de eficiencia, continuidad, cali-
dad, confiabilidad y seguridad.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión
Nacional de Energía para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones regulatorias y de supervisión, verifique el cumpli-
miento de las disposiciones aplicables en materia de cali-
dad, continuidad, confiabilidad y seguridad del servicio
público de energía eléctrica en el estado de Veracruz, reali-
zando las acciones de inspección que resulten procedentes
y, en su caso, emitiendo las recomendaciones o determina-
ciones que correspondan para asegurar la adecuada presta-
ción del servicio.

Asimismo, se le exhorta para que haga del conocimiento
público las acciones implementadas con motivo de las in-
terrupciones del suministro eléctrico registradas en la enti-
dad, privilegiando los principios de transparencia y rendi-
ción de cuentas.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión
Federal de Electricidad para que fortalezca los mecanis-
mos de comunicación y atención a las personas usuarias
mediante la implementación de protocolos de información
oportuna sobre las suspensiones programadas y las inte-
rrupciones imprevistas del suministro eléctrico, precisando
las causas que las motivan, las zonas afectadas, el tiempo
estimado para el restablecimiento del servicio y los avan-
ces en las labores de reparación.

Asimismo, se le exhorta para que establezca mecanismos
de atención prioritaria en favor de hospitales, centros de sa-
lud, sistemas de abastecimiento de agua potable, institu-
ciones educativas, personas usuarias que dependan de
equipos médicos eléctricos y demás instalaciones cuya
operación resulte esencial para la protección de los dere-
chos fundamentales de la población.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la honorable Cá-
mara de Diputados, a 2 de septiembre de 2026.— Diputada Claudia
Quiñones Garrido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.
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EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A
TRANSPARENTAR, AUDITAR Y ADOPTAR 

ACCIONES URGENTES PARA CONCLUIR Y PONER
EN OPERACIÓN LA CENTRAL DE CICLO 

COMBINADO LERDO, EN DURANGO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a transparentar, auditar y adoptar acciones
urgentes para concluir y poner en operación a la Central de
Ciclo Combinado Lerdo, en Durango, ante su prolongado
retraso y presunta parálisis operativa, así como a proteger
el interés público y atender la situación de las empresas
mexicanas subcontratistas, a cargo del diputado José Gui-
llermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguiente

Consideraciones

La Región Lagunera de Coahuila y Durango enfrenta una
problemática recurrente en materia de suministro eléctrico,
caracterizada por interrupciones sistemáticas, variaciones
de voltaje y fallas que afectan directamente a hogares, co-
mercios, industrias y servicios públicos. Estas deficiencias
trascienden la molestia cotidiana: comprometen la conti-
nuidad de las actividades productivas, generan costos ex-
traordinarios para el sector empresarial, obstaculizan la
prestación de servicios esenciales como el bombeo y abas-
tecimiento de agua potable y provocan cuantiosas pérdidas
económicas.

En consecuencia, la suficiencia, continuidad y confiabili-
dad del servicio eléctrico en La Laguna constituyen un
asunto de interés público y de seguridad para la población,
además de ser un factor determinante para la competitivi-
dad y el desarrollo económico regional.

Para atender este rezago, se proyectó la Central de Ciclo
Combinado (CCC) Lerdo en Durango, concebida como
una obra estratégica para fortalecer el sistema eléctrico re-
gional y del norte del país. De acuerdo con la información
oficial, la planta cuenta con una capacidad neta de aproxi-
madamente 350 Megawatts (MW), estructurada mediante

18 motogeneradores, 18 recuperadores de calor y tres tur-
binas de vapor, ubicada dentro del predio de la Central Ter-
moeléctrica “Guadalupe Victoria”.

El contrato de obra a precio alzado llave en mano
(FPGC/10673-010/2022) fue formalizado el 29 de abril de
2022, por una inversión aproximada de 320 millones de
dólares. La puesta en marcha de esta infraestructura permi-
tiría incorporar generación firme y despachable, satisfa-
ciendo la demanda de los parques industriales, la actividad
comercial y las necesidades urbanas, reduciendo la depen-
dencia de generación intermitente y fortaleciendo la estabi-
lidad de la red en 230 kV.

A pesar de su trascendencia y de los recursos comprometidos,
la CCC Lerdo ha presentado inconsistencias en sus reportes
de avance físico y retrasos significativos en su entrega:

• En junio de 2024, se reportó un avance físico del 82
por ciento.

• En septiembre de 2024, el Informe de Gestión Guber-
namental de CFE Generación IV señaló un avance de
89.3 por ciento.

Esta sucesión de cifras que requieren conciliación técnica
genera una preocupación legítima respecto del uso de los
recursos públicos, la supervisión de la obra, la administra-
ción contractual y la eficacia de los mecanismos de control.
No se trata únicamente de concluir una infraestructura pen-
diente: se trata de determinar por qué una obra estratégica,
financiada con recursos públicos, continúa sin prestar el
servicio para el cual fue contratada.

El monto contractual aproximado de 320 millones de dóla-
res (equivalente a $5,461 millones de pesos al tipo de cam-
bio de referencia de 17.0661 MXN/USD) exige una rigu-
rosa rendición de cuentas. Es indispensable determinar la
correspondencia entre los recursos erogados por el Fidei-
comiso de Proyectos de Generación Convencional 10673 y
los activos físicos efectivamente instalados y funcionales.

Asimismo, se ha señalado la existencia de un esquema fi-
duciario y de garantías destinado a respaldar las obligacio-
nes del consorcio ejecutor integrado por China Oil HBP
Science & Technology Corporation y Solartem, S.A. de
C.V. Resulta urgente esclarecer si las garantías asociadas
han sido administradas y ejecutadas conforme a derecho
para salvaguardar el patrimonio público ante los retrasos de
la obra.
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Diversas pequeñas y medianas empresas mexicanas sub-
contratadas por el consorcio han manifestado la suspensión
de trabajos e incertidumbre en el cobro de estimaciones por
obra ejecutada, suministros e instalación de equipos. El fi-
nanciamiento prolongado de obra pública no cobrada com-
promete la liquidez, el empleo y la continuidad de empre-
sas nacionales que participaron en este proyecto prioritario.

Resulta necesario determinar si la CFE o el Fideicomiso re-
cibieron o se beneficiaron de trabajos y suministros incor-
porados a la central que permanecen sin pago a los ejecu-
tores finales, garantizando que no se traslade
indebidamente a las empresas mexicanas el costo financie-
ro derivado del retraso de la obra.

La falta de operación comercial de la central, los retrasos
acumulados, la situación de las empresas subcontratistas y
las dudas respecto de la liberación de recursos hacen indis-
pensable una revisión integral. Es necesario identificar, con
base en evidencia documental y técnica, quiénes intervi-
nieron en las decisiones operativas y financieras, deslin-
dando las responsabilidades administrativas, civiles, con-
tractuales o penales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fe-
deral de Electricidad y al Comité Técnico del Fideicomiso
de Proyectos de Generación Convencional 10673 para que,
dentro de los quince días hábiles siguientes a la notifica-
ción del presente acuerdo y salvaguardando la información
legalmente reservada, hagan publica a toda la ciudadanía la
información integral sobre la Central de Ciclo Combinado
Lerdo que incluya:

• Estatus jurídico del contrato FPGC/10673-
010/2022, convenios modificatorios, prórrogas y sus-
pensiones;

• Avance físico real certificado por componente y
avance financiero conciliado con el costo estimado de
conclusión;

• Estado de conservación, custodia, seguros y vigen-
cia de las garantías y penas convencionales; y

• Diagnóstico sobre el esquema de garantías del pro-
yecto y la situación contractual de los trabajos eje-
cutados.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Energía, a la Comisión Federal de Electricidad y al Centro
Nacional de Control de Energía (Cenace) para que, en el
ámbito de sus competencias, presenten una estrategia inte-
gral para la conclusión y entrada en operación de la CCC
Lerdo con ruta crítica y calendario de pruebas, así como un
diagnóstico de confiabilidad del sistema eléctrico en la Re-
gión Lagunera que defina medidas operativas transitorias
para garantizar el suministro en la zona.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fede-
ral de Electricidad y al Fideicomiso de Proyectos de Gene-
ración Convencional 10673 para que instalen una mesa téc-
nica y jurídica con las empresas mexicanas subcontratistas
afectadas, a fin de integrar un padrón documentado de tra-
bajos e insumos efectivamente incorporados a la obra y
evaluar las vías legales para evitar afectaciones indebidas a
las empresas nacionales.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Auditoría Supe-
rior de la Federación, a la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno y a la Auditoría Interna de la CFE para que,
en el ámbito de sus respectivas atribuciones, auditen inte-
gralmente los recursos públicos destinados a la CCC Lerdo
e investiguen la posible existencia de faltas administrativas
u omisiones en la supervisión, liberación de pagos y ges-
tión de garantías, deslindando las responsabilidades que
correspondan.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fede-
ral de Electricidad para que, en cumplimiento de la Ley de
la Empresa Pública del Estado, Comisión Federal de Elec-
tricidad, mantenga disponible en su portal institucional un
tablero público de seguimiento sobre la CCC Lerdo con la
actualización mensual del avance físico y financiero conci-
liado del proyecto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.
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EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES,
A AGILIZAR LAS CARPETAS DE INVESTIGACIÓN

Y A FORTALECER LA SUPERVISIÓN DE 
ACADEMIAS E INTERNADOS PRIVADOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar respe-
tuosamente a diversas autoridades a agilizar las carpetas de
investigación y a fortalecer la supervisión de academias e
internados privados, derivado de hechos de violencia, agre-
siones físicas y psicológicas, cobros indebidos y homici-
dios ocurridos al interior de dichos planteles, a cargo del
diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguiente

Consideraciones

La educación es, por mandato del artículo 3 constitucional,
un derecho orientado al desarrollo integral y armónico de
niñas, niños y adolescentes, dentro de un entorno de respe-
to a su dignidad. Sin embargo, en las últimas semanas el
país ha sido testigo de hechos que revelan que un número
indeterminado de academias e internados privados muchos
de ellos operando bajo esquemas de disciplina de corte mi-
litarizado han convertido espacios de formación en espa-
cios de daño físico y psicológico irreversible para menores
de edad.

El caso más reciente es el de Dafne Zapata Quintos, ado-
lescente de trece años que perdió la vida al interior de una
academia militarizada en Ciudad Madero, Tamaulipas, lue-
go de que exalumnos y padres de familia denunciaran, sin
que fueran atendidas oportunamente, presuntas novatadas,
castigos físicos y otros abusos cometidos en dicho plantel.
A la fecha de esta proposición, la fiscalía competente in-
vestiga los hechos como probable feminicidio, sin que se
haya informado de una conclusión oficial.

Este caso no es aislado. Un año antes, Erick Leonardo Te-
rán Torbellín, también de trece años, falleció durante un
campamento organizado por otra academia militarizada
privada en el estado de Morelos, plantel que contaba ya

con antecedentes de al menos diecinueve denuncias pre-
vias por violencia y trato degradante contra sus alumnos,
ninguna de las cuales derivó en una sanción efectiva ni en
el cierre de la institución.

Ambos casos comparten un patrón que no puede seguir
siendo ignorado por las autoridades: instituciones que se
ostentan como academias militarizadas sin guardar rela-
ción institucional alguna con la Secretaría de la Defensa
Nacional o la Secretaría de Marina; personal sin credencia-
les verificables para ejercer disciplina sobre menores; vio-
lencia entre pares tolerada o inducida por adultos respon-
sables del plantel; y una fragmentación de la vigilancia
entre autoridades educativas, estatales y federales que per-
mite que las alertas previas nunca lleguen a una carpeta de
investigación.

De acuerdo con información difundida por la propia Secre-
taría de Educación Pública, existen alrededor de ciento
veinte instituciones privadas que integran en su modelo
educativo disciplinas de acondicionamiento de corte cas-
trense, muchas de las cuales operan únicamente al amparo
de un Registro de Validez Oficial de Estudios de nivel bá-
sico, sin que ello implique una supervisión efectiva de sus
prácticas disciplinarias. Ante la gravedad de los hechos, di-
cha dependencia anunció una auditoría a la totalidad de es-
tos planteles, medida que el Grupo Parlamentario de Ac-
ción Nacional reconoce como necesaria, pero insuficiente
si no se traduce en consecuencias jurídicas concretas para
quienes resulten responsables.

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes prohíben expresamente el castigo
corporal y cualquier trato cruel, inhumano o degradante en
contra de menores de edad, sin que exista excepción algu-
na por tratarse de instituciones educativas privadas o de es-
quemas disciplinarios contractualmente aceptados por los
padres de familia. En consecuencia, toda carpeta de inves-
tigación derivada de estos hechos debe ser tramitada con la
máxima prioridad, garantizando tanto el castigo a los res-
ponsables materiales de la violencia como a quienes, desde
la administración de los planteles, la hayan tolerado, ocul-
tado o normalizado.

Por lo anterior, y con el fin de que la respuesta institu-
cional no se agote en el ámbito administrativo ni en el
discurso público, el Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional propone que esta Comisión Permanente exhorte a
la Fiscalía General de la República, a las fiscalías y pro-
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curadurías generales de justicia de las 32 entidades fede-
rativas y a la Secretaría de Educación Pública a actuar de
manera coordinada, pronta y con perspectiva de protec-
ción a la infancia.

Que el artículo 4 constitucional y la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes establecen el
principio del interés superior de la niñez y prohíben ex-
presamente todo trato cruel, inhumano o degradante en
contra de menores de edad, sin excepción por razón del
carácter público o privado de la institución donde se co-
metan tales hechos.

Que corresponde al Ministerio Público de la Federación y
de las entidades federativas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, la investigación y persecución de los de-
litos derivados de hechos de violencia, agresiones físicas y
psicológicas, cobros indebidos y homicidios cometidos al
interior de instituciones educativas privadas, debiendo ac-
tuar con la debida diligencia y sin dilación injustificada.

Que corresponde a la Secretaría de Educación Pública, en
coordinación con las autoridades educativas estatales, la
supervisión del cumplimiento de la normatividad aplicable
a las instituciones que cuentan con Reconocimiento o Re-
gistro de Validez Oficial de Estudios, incluyendo la verifi-
cación de que sus esquemas disciplinarios no impliquen
violencia física, psicológica ni tratos degradantes contra
sus alumnos.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y funda-
das, someto a la consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Fiscalía Ge-
neral de la República y a las fiscalías y procuradurías ge-
nerales de justicia de las 32 entidades federativas a agilizar,
sin dilación y bajo criterios de máxima prioridad, las car-
petas de investigación derivadas de denuncias por violen-
cia, agresiones físicas y psicológicas, cobros indebidos y
homicidios ocurridos al interior de academias e internados
privados, garantizando la reparación integral del daño a las
víctimas y la aplicación de la ley tanto a quienes ejercieron
directamente la violencia como a quienes, desde la admi-
nistración o dirección de dichos planteles, la hayan tolera-
do, encubierto o normalizado.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Educación Pública a concluir la auditoría anunciada a la to-
talidad de las instituciones privadas que operan bajo es-
quemas de disciplina de corte militarizado o castrense, a
publicar sus resultados en un registro público de acceso ge-
neral, y a remitir de manera inmediata a las fiscalías com-
petentes cualquier indicio de conducta que pudiera consti-
tuir un delito.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Educación Pública y a las autoridades educativas de las en-
tidades federativas a establecer, en coordinación con el Sis-
tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia,
protocolos obligatorios de protección a la infancia y cana-
les de denuncia efectivos y confidenciales al interior de
academias e internados privados, con independencia de su
esquema disciplinario.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a las fiscalías espe-
cializadas en atención a víctimas de las 32 entidades fede-
rativas a brindar acompañamiento jurídico, psicológico y
de reparación integral del daño a las víctimas y a sus fami-
lias, durante todo el procedimiento de investigación y, en
su caso, del proceso penal correspondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 septiembre de 2026.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES,
A SALVAGUARDAR LA VIDA Y LA INTEGRIDAD

DE PACIENTES Y PERSONAL DEL HOSPITAL
GENERAL DR. FERNANDO OCARANZA DEL

ISSSTE, EN HERMOSILLO, SONORA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a salvaguardar la vida y la integridad de pa-
cientes y personal del Hospital General “Dr. Fernando
Ocaranza” del ISSSTE, en Hermosillo, Sonora, a cargo del
diputado Luis Agustín Rodríguez Torres, del Grupo Parla-
mentario del PAN

Quien suscribe, diputado Luis Agustín Rodríguez Torres,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
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cional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, frac-
ciones I y III; y 100 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la presen-
te proposición con punto de acuerdo, con carácter de
urgente u obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El artículo 4 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de toda
persona a la protección de la salud. Este derecho exige que
los servicios médicos públicos se presten en condiciones de
seguridad, continuidad, dignidad y calidad, tanto para las
personas derechohabientes como para quienes laboran en
las unidades hospitalarias.

Segunda. El Hospital General “Dr. Fernando Ocaranza”
del ISSSTE es una unidad indispensable para la atención
de miles de derechohabientes en Sonora. Por ello, cual-
quier medida de seguridad debe proteger simultáneamente
dos bienes irrenunciables: la vida e integridad de quienes
se encuentran en el inmueble y la continuidad efectiva de
la atención médica.

Tercera. Durante 2026 se han acumulado reportes públicos
sobre fallas de climatización en periodos de temperaturas
exteriores superiores a 40 grados centígrados, filtraciones
de agua durante las lluvias, deficiencias eléctricas, proble-
mas de drenaje y deterioro de instalaciones. No se trata de
molestias menores: en un hospital, la interacción entre
agua, electricidad, gases, equipos médicos y alta concen-
tración de personas vulnerables puede convertir una defi-
ciencia de mantenimiento en una emergencia de conse-
cuencias irreparables.

Cuarta. El 15 de junio de 2026 se practicó una visita ex-
traordinaria de Protección Civil al inmueble. De acuerdo
con información difundida públicamente y con el recono-
cimiento institucional de la existencia del acta circunstan-
ciada, se formularon 42 observaciones relacionadas, entre
otros rubros, con infraestructura, instalaciones eléctricas,
drenaje, tuberías de gas y oxígeno, sistemas contra incen-
dio, señalización, rutas de evacuación y el Programa Inter-
no de Protección Civil. El propio ISSSTE ha precisado que
dicha acta no constituye por sí misma un dictamen técnico
definitivo; precisamente por ello resulta indispensable que
la autoridad competente concluya de inmediato la evalua-

ción, determine el nivel real de riesgo y dicte medidas obli-
gatorias.

Quinta. El 22 de junio de 2026 se difundieron pública-
mente imágenes de fuego y humo denso en el área de la-
vandería del hospital, descritas en diversas publicaciones
como un incendio o conato. Al no haberse localizado un
parte oficial público que precise su causa, magnitud y da-
ños, corresponde a las autoridades esclarecer el hecho e in-
corporarlo a la evaluación integral de riesgos del inmueble.

Sexta. El 11 de julio de 2026, durante una lluvia, se docu-
mentaron filtraciones de agua en el área de Urgencias y fa-
llas en un centro de carga eléctrica, acompañadas, confor-
me a imágenes y testimonios difundidos públicamente, de
ruidos, chispas y humo que generaron preocupación por un
posible cortocircuito. No se reportaron personas lesionadas
ni evacuadas, pero tampoco se ha hecho público un dicta-
men técnico que determine la causa y el alcance del inci-
dente. La presencia de agua próxima a instalaciones eléc-
tricas en una unidad hospitalaria exige una investigación
técnica inmediata y no puede minimizarse como una falla
ordinaria.

Séptima. El 25 de julio de 2026, Bomberos de Hermosillo
y Protección Civil atendieron dos emergencias en el hospi-
tal. Primero se reportó una fuga de gas LP en una estufa del
área de cocina, que fue controlada; posteriormente se re-
gistró una fuga en una línea de oxígeno medicinal durante
trabajos de instalación eléctrica. Ese mismo día también se
denunciaron interrupciones reiteradas del suministro eléc-
trico que afectaron áreas críticas y prioritarias. La concu-
rrencia de gas combustible, oxígeno medicinal y fallas
eléctricas confirma la necesidad de revisar integralmente
las instalaciones y los protocolos de mantenimiento.

Octava. El 31 de agosto de 2026, alrededor de las 10:00
horas, una fuga en una línea de suministro de gas natural
que abastece a baja presión el área de laboratorio obligó a
evacuar preventivamente a pacientes, derechohabientes y
trabajadores. Las cifras difundidas oscilan entre aproxima-
damente 200 y 350 personas. No se reportaron personas le-
sionadas y la fuga fue controlada; sin embargo, la evacua-
ción de una unidad hospitalaria, incluso de pacientes que
recibían tratamiento intravenoso, acredita que el riesgo de-
jó de ser hipotético.

Novena. La secuencia descrita —fuego o conato reportado
en lavandería, filtraciones próximas a instalaciones eléctri-
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cas, fuga de gas LP en cocina, fuga de oxígeno medicinal,
apagones y ruptura de una línea de gas natural— revela un
patrón reiterado de incidentes en sistemas críticos. Cada
hecho, aun cuando haya sido controlado sin víctimas, in-
crementa la probabilidad de una emergencia mayor cuando
se analiza junto con las observaciones de Protección Civil
que permanecen pendientes de esclarecimiento o atención.

Décima. La Ley General de Protección Civil define el ries-
go inminente como aquel que, conforme a la opinión de
una instancia técnica especializada, requiere acciones in-
mediatas por existir condiciones o altas probabilidades de
efectos adversos. Sus artículos 39 y 40 obligan a que los in-
muebles cuenten con un Programa Interno de Protección
Civil, y disponen que las unidades hospitalarias consideren
los lineamientos del Programa Hospital Seguro.

Décima Primera. Los artículos 90 y 91 de la Ley de Pro-
tección Civil para el estado de Sonora facultan a la autori-
dad competente, ante riesgo inminente, para adoptar de in-
mediato medidas de seguridad, entre ellas la suspensión de
actividades, obras o servicios; la evacuación parcial o total;
el aislamiento de áreas y las restricciones necesarias para
proteger la vida y garantizar los servicios vitales.

Décima Segunda. Una suspensión o clausura no debe de-
cretarse por consigna política ni descartarse por conve-
niencia administrativa: debe resolverse mediante evalua-
ción técnica independiente, completa e inmediata. Si el
riesgo permite aislar áreas, deberá privilegiarse una sus-
pensión parcial segura; si el inmueble no puede operar sin
poner vidas en peligro, deberá ordenarse la suspensión to-
tal acompañada, antes de su ejecución, por un plan de con-
tinuidad asistencial y traslado seguro.

Décima Tercera. Los hechos acumulados justifican el trá-
mite de urgente u obvia resolución. Esperar un nuevo inci-
dente para concluir la revisión equivaldría a sustituir la pre-
vención por la reacción. La obligación del Estado es actuar
antes de que ocurra una tragedia, no después.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al director gene-
ral del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado (ISSSTE), a la Coordinación Na-

cional de Protección Civil y a la Coordinación Estatal de
Protección Civil de Sonora para que, en el ámbito de sus
respectivas atribuciones y de manera coordinada, realicen
de inmediato una inspección extraordinaria, integral e in-
terdisciplinaria del Hospital General “Dr. Fernando Oca-
ranza”, en Hermosillo, Sonora, y determinen técnicamente
si existen condiciones de riesgo inminente.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta de manera respetuosa a la Coordi-
nación Estatal de Protección Civil de Sonora para que, con
base en los resultados de la inspección y en los artículos 90
y 91 de la Ley de Protección Civil para el estado de Sono-
ra, ordene y ejecute sin demora las medidas de seguridad
que correspondan, incluida la suspensión parcial o total de
actividades, la evacuación o el aislamiento de áreas cuan-
do técnicamente resulte necesario, manteniendo las restric-
ciones hasta que se acredite la eliminación de los riesgos.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al director general
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado (ISSSTE) para que, antes de cualquier
suspensión total o parcial que afecte servicios médicos, im-
plemente y haga público un plan emergente de continuidad
de la atención que contemple, como mínimo, valoración
clínica individual, traslado seguro de pacientes, referencia
a unidades alternas públicas o convenidas, disponibilidad
de ambulancias, medicamentos, personal, información a
familiares y protección de las condiciones laborales del
personal de salud.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta de manera respetuosa al director gene-
ral del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado (ISSSTE) y a las autoridades de
protección civil competentes para que hagan públicas, con
protección de los datos personales y de la información cu-
ya reserva esté legalmente justificada, el acta circunstan-
ciada de la visita extraordinaria del 15 de junio de 2026; las
42 observaciones formuladas; su grado de cumplimiento;
los dictámenes actualizados de seguridad estructural y de
las instalaciones eléctricas, hidráulicas, sanitarias, de gas,
gases medicinales, climatización y protección contra in-
cendios; así como la vigencia del Programa Interno de Pro-
tección Civil y del seguro de responsabilidad civil.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al director general
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
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bajadores del Estado (ISSSTE) para que presente a la opi-
nión pública, en un plazo no mayor a quince días naturales
a partir de recibido el presente exhorto, un programa emer-
gente con responsables, calendario y suficiencia presu-
puestal para corregir las deficiencias que permitan una ope-
ración segura del Hospital General “Dr. Fernando
Ocaranza”, e informe a la opinión pública sobre el avance
del proyecto para construir una nueva unidad hospitalaria
del ISSSTE en Hermosillo, Sonora.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta de manera respetuosa al Órgano Interno
de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) para que, en el
ámbito de sus atribuciones, investigue las posibles omisio-
nes administrativas relacionadas con la atención de las ob-
servaciones de protección civil, el mantenimiento preven-
tivo y correctivo del inmueble y la gestión de los incidentes
reportados durante 2026, e informe de sus determinaciones
conforme a la normativa aplicable.

Bibliografía

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4o.

• Reglamento de la Cámara de Diputados, artículos 79, numeral 2, y
100.

• Ley General de Protección Civil, artículos 2, fracción L; 4; 19; 39 y
40.

• Ley de Protección Civil para el Estado de Sonora, artículos 90 y 91.

• Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, artículos 5 y 208.

• Proyecto Puente, notas de 7, 13, 25 y 26 de agosto de 2026 sobre la
visita extraordinaria, las 42 observaciones y las denuncias de trabaja-
dores.

• El Imparcial, N+ Sonora, Crítica y Proyecto Puente, cobertura de 11
a 13 y 25 de julio de 2026 sobre filtraciones, riesgo eléctrico, fuga de
gas LP en cocina, fuga de oxígeno y apagones.

• Publicaciones y material audiovisual difundidos el 22 de junio de
2026 sobre fuego y humo en el área de lavandería del hospital.

• El Imparcial, N+ Sonora, El Sol de Hermosillo y Expreso, cobertura
del 31 de agosto de 2026 sobre la evacuación por ruptura de una línea
de gas natural.

• ISSSTE, comunicado sobre fortalecimiento de climatización en con-
sulta externa del Hospital General Dr. Fernando Ocaranza.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de
2026.— Diputado Luis Agustín Rodríguez Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA SEP, Y A LA SHCP, A RESOLVER EL
REZAGO EN EL PAGO DE LA GRATIFICACIÓN POR

JUBILACIÓN (CONCEPTO 63) A LAS Y LOS 
TRABAJADORES JUBILADOS DEL SUBSISTEMA

DE EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SEP
y a la SHCP a garantizar y resolver de manera prioritaria el
rezago en el pago de la gratificación por jubilación (con-
cepto 63) a las y los trabajadores jubilados del subsistema
de educación media superior, suscrito por diversas diputa-
das y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

Las y los que suscriben, diputada Laura Cristina Már-
quez Alcalá, diputada Claudia Quiñones Garrido, dipu-
tada Noemí Luna Ayala, diputada Liliana Ortiz Pérez,
diputada Samantha Margarita Garza de la Garza, dipu-
tada María del Rosario Guzmán Avilés, y diputado Alon-
so de Jesús Vázquez Jiménez, diputadas y diputado inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I;
79, numeral 1, fracción II, y demás disposiciones aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración de esta honorable asamblea la presente
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la Secretaría de Educación Pública y a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público a garantizar y resolver
de manera prioritaria el rezago en el pago oportuno y
transparente de la Gratificación por Jubilación (Con-
cepto 63) a las y los trabajadores jubilados del Subsis-
tema de Educación Media Superior, así como a prever
los recursos necesarios para evitar nuevos rezagos, al te-
nor de las siguientes
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Consideraciones

El artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece las bases para la protección de
los derechos laborales y de seguridad social de las personas
trabajadoras y, particularmente en su Apartado B, regula
las relaciones laborales entre los Poderes de la Unión y sus
trabajadores.1

La protección de estos derechos adquiere especial relevan-
cia cuando las personas concluyen su vida laboral. Para
quienes han dedicado décadas al servicio público educati-
vo, recibir oportunamente las prestaciones derivadas de su
jubilación constituye no solamente el cumplimiento de una
obligación laboral, sino el reconocimiento a los años de
trabajo destinados a la formación de generaciones de me-
xicanas y mexicanos.

En este contexto se encuentra la prestación denominada
Gratificación por Jubilación, identificada como Con-
cepto 63, cuya naturaleza y alcances se encuentran expre-
samente reconocidos en la normativa interna de adminis-
tración de recursos humanos de la Secretaría de Educación
Pública.

El Manual de Normas para la Administración de Recursos
Humanos en la Secretaría de Educación Pública establece,
en su numeral 21.4.48, que la Gratificación por Jubila-
ción (C-63) se otorga al personal docente y de apoyo y
asistencia a la educación adscrito a los Subsistemas Cen-
trales del Modelo de Educación Media Superior y Superior,
con motivo de su pensión por jubilación, retiro por edad y
tiempo de servicios o cesantía en edad avanzada.2

Se trata, por tanto, de una prestación directamente vincula-
da con la relación laboral entre la Secretaría de Educación
Pública y las personas trabajadoras que han cumplido los
requisitos correspondientes para concluir su vida activa.

Sin embargo, maestras, maestros y trabajadores adminis-
trativos jubilados del Subsistema de Educación Media
Superior,provenientes de diversas entidades federativas,
han manifestado retrasos prolongados para recibir esta
prestación, aun después de haber concluido los procedi-
mientos y cumplido con los requisitos administrativos co-
rrespondientes.

Esta situación resulta especialmente sensible porque afecta
a personas que dedicaron 30, 40 e incluso 45 años de ser-
vicio al sistema educativo nacional, quienes después de

concluir su vida laboral continúan realizando gestiones an-
te las autoridades para obtener una prestación que les co-
rresponde.

Desde el planteamiento inicial de esta problemática se tu-
vo conocimiento de al menos 124 trabajadoras y traba-
jadores jubilados organizados a nivel nacional que se
encontraban pendientes de recibir el pago correspondiente.
No obstante, desde entonces se advirtió que este número
podía no representar la totalidad de los casos, debido a la
existencia de expedientes dispersos en diferentes entidades
federativas y subsistemas educativos.3

Entre las personas afectadas se encuentra personal docente
y administrativo de planteles de bachillerato tecnológico
industrial y de servicios, agropecuario y del mar. Se han
reportado casos provenientes de entidades como Chiapas,
Chihuahua, Ciudad de México, Coahuila, Estado de
México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Michoacán,
Morelos, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, Sina-
loa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacate-
cas, entre otras.4

Asimismo, se han documentado casos en los que los pro-
cedimientos administrativos fueron concluidos y validados
mediante los sistemas institucionales correspondientes, in-
cluido el Sistema de Gestión Integral de Solicitudes (S-
GIS), sin que ello se haya traducido necesariamente en la
dispersión efectiva de los recursos.5

De acuerdo con la información proporcionada por las pro-
pias personas jubiladas, en diversos casos la respuesta ad-
ministrativa ha consistido en señalar que los pagos se en-
cuentran autorizados, pero sujetos a disponibilidad
presupuestaria. Esta situación genera incertidumbre, parti-
cularmente cuando no existe información pública suficien-
te respecto del número total de expedientes pendientes, los
recursos requeridos para atenderlos, los criterios utilizados
para determinar el orden de los pagos y las fechas estima-
das para su realización.

La naturaleza laboral de esta prestación ha sido reciente-
mente confirmada por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación. El 12 de marzo de 2026, al resolver la Contradic-
ción de Criterios 226/2025, el pleno determinó que los
Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo son compe-
tentes para conocer de los recursos de queja relacionados
con la negativa de la Secretaría de Educación Pública de
otorgar la Gratificación por Jubilación.6
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Al analizar la controversia, la Suprema Corte explicó que
esta gratificación constituye una prestación de carácter
extralegal otorgada por la Secretaría de Educación Públi-
ca al personal docente y de apoyo y asistencia a la educa-
ción adscrito a los Subsistemas Centrales del Modelo de
Educación Media Superior y Superior. Asimismo, conclu-
yó que, tratándose de esta prestación, la Secretaría de Edu-
cación Pública actúa en su carácter de Estado patrón, de-
bido a que el derecho reclamado se encuentra directamente
vinculado con la relación laboral existente entre la depen-
dencia y su personal.7

Este criterio resulta particularmente relevante para la pro-
blemática que motiva la presente proposición, pues confir-
ma que el Concepto 63 no constituye un apoyo discrecio-
nal, sino una prestación laboral prevista dentro del marco
normativo interno de la Secretaría de Educación Pública,
cuyo otorgamiento se encuentra sujeto al cumplimiento de
las condiciones correspondientes.

La problemática ha sido planteada previamente ante el
Congreso de la Unión. El 1 de junio de 2026, durante el Se-
gundo Receso del Segundo Año de Ejercicio de la LXVI
Legislatura, diversas diputadas y un diputado integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal presentamos ante la Comisión Permanente del ho-
norable Congreso de la Unión una proposición con punto
de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Educación Pú-
blica y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a re-
alizar las acciones administrativas, presupuestarias y finan-
cieras necesarias para garantizar el pago de la Gratificación
por Jubilación a las y los trabajadores jubilados del Subsis-
tema de Educación Media Superior.8

Dicha proposición solicitó también que la Secretaría de
Educación Pública hiciera pública la información relativa
al número de personas beneficiarias pendientes de pago, el
monto total de recursos requerido, los criterios utilizados
para la dispersión de los pagos y el calendario estimado pa-
ra liquidar los adeudos. El asunto fue turnado a la Segun-
da Comisión de Trabajo de la Comisión Permanente pa-
ra su análisis y dictamen.

Al concluir el periodo de funcionamiento de dicha Comi-
sión Permanente sin haberse resuelto el asunto y, sobre to-
do, ante la persistencia de la problemática que motivó su
presentación, resulta necesario plantearla nuevamente an-
te la Cámara de Diputados, incorporando además nuevos
elementos presupuestarios y jurisdiccionales que permiten
dimensionar con mayor precisión la situación.

Uno de esos elementos se encuentra en la evolución de los
recursos destinados a la Gratificación por Jubilación dentro
del Ramo 11 Educación Pública.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2025, esta prestación se encontraba iden-
tificada presupuestariamente de manera desagregada entre
distintas unidades responsables vinculadas con la educa-
ción media superior. La Subsecretaría de Educación Media
Superior registró 5 millones 201 mil 111 pesos; la Direc-
ción General de Educación Tecnológica Agropecuaria y
Ciencias del Mar, 248 millones 96 mil 838 pesos; la Di-
rección General de Educación Tecnológica Industrial y de
Servicios, 752 millones 755 mil 522 pesos; y la Dirección
General del Bachillerato, 25 millones 141 mil 401 pesos,
bajo el concepto P63 Gratificación por Jubilación.9

Tan sólo estas cuatro unidades responsables sumaron pre-
visiones por más de mil 31 millones de pesos destinados a
la Gratificación por Jubilación durante 2025.

Particularmente relevante resulta el caso de la Dirección
General de Educación Tecnológica Industrial y de Ser-
vicios (DGETI), que contó con una previsión de 752 mi-
llones 755 mil 522 pesos para esta prestación, debido a que
una parte importante de las personas jubiladas que han ma-
nifestado retrasos en sus pagos proviene precisamente de
planteles pertenecientes a este subsistema.

La existencia de recursos expresamente identificados para
cubrir la Gratificación por Jubilación contrasta con los ca-
sos reportados de personas cuyos expedientes permanecie-
ron pendientes de pago. Esto hace necesario conocer no so-
lamente cuánto fue presupuestado, sino cuánto fue
efectivamente ejercido, cuántas personas recibieron la
prestación, cuántos expedientes permanecieron pen-
dientes al cierre del ejercicio y cuáles fueron las causas
administrativas o presupuestarias que impidieron cu-
brir la totalidad de las solicitudes autorizadas.

A esta situación se suma una modificación relevante obser-
vada en la estructura presupuestaria para 2026.

En la información presupuestaria correspondiente al ejerci-
cio 2026, la Gratificación por Jubilación aparece concen-
trada en el Sector Central del Ramo 11 Educación Pú-
blica, bajo el concepto C63 Gratificación por Jubilación,
en contraste con la estructura desagregada observada du-
rante 2025 para distintas unidades responsables, entre ellas
la DGETI, la Dirección General de Educación Tecnológica
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Agropecuaria y Ciencias del Mar y la Dirección General
del Bachillerato.10

Esta modificación en la ubicación administrativa de los re-
cursos hace necesario conocer con precisión qué unidad
administrativa es actualmente responsable de gestio-
nar, autorizar y dispersar los pagos correspondientes a
las personas jubiladas de cada subsistema,así como los
mecanismos establecidos para garantizar que esta nueva
forma de administración presupuestaria no genere inte-
rrupciones o mayores retrasos en la atención de los expe-
dientes.

La centralización presupuestaria también representa una
oportunidad para que la Secretaría de Educación Pública
cuente con un diagnóstico nacional consolidado que per-
mita conocer el universo real de personas pendientes de pa-
go, independientemente del subsistema o entidad federati-
va de procedencia.

Hasta ahora, buena parte de la dimensión pública de esta
problemática ha dependido de la organización de las pro-
pias personas jubiladas. Sin embargo, la obligación de co-
nocer el número total de expedientes pendientes, los recur-
sos necesarios para atenderlos y las fechas previstas para su
liquidación corresponde a las autoridades responsables.

No resulta razonable que una persona que ha dedicado dé-
cadas de su vida al servicio educativo tenga que acudir rei-
teradamente ante distintas instancias para conocer dónde se
encuentra su expediente, qué autoridad tiene a su cargo el
pago o cuándo recibirá los recursos correspondientes.

Por ello, además de resolver los adeudos existentes, resul-
ta indispensable establecer mecanismos de transparencia,
seguimiento y rendición de cuentas que permitan a las
personas beneficiarias conocer el estado de sus solicitudes
y que permitan al Congreso y a la sociedad evaluar la aten-
ción que las autoridades están otorgando al rezago.

La solución requiere coordinación entre la Secretaría de
Educación Pública y la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, cada una dentro del ámbito de sus atribuciones. Las
modificaciones presupuestarias, los procedimientos adminis-
trativos internos o las necesidades de coordinación entre de-
pendencias no deben convertirse en cargas adicionales para
quienes ya cumplieron con los requisitos para acceder a la
prestación.

Quienes hoy solicitan el pago de la Gratificación por Jubi-
lación dedicaron décadas al funcionamiento del sistema
educativo nacional. Después de una vida de servicio, co-
rresponde a las instituciones responder con certeza, trans-
parencia, oportunidad y pleno respeto a sus derechos
laborales.

La presente proposición busca, por tanto, dar continuidad a
una problemática previamente planteada ante el Congreso
de la Unión, incorporar los nuevos elementos jurisdiccio-
nales y presupuestarios disponibles, conocer la dimensión
actual del rezago y propiciar una solución institucional que
permita cubrir los pagos pendientes y evitar la genera-
ción de nuevos adeudos.

A lo anterior se suma un elemento de especial oportunidad.
En los próximos meses, la Cámara de Diputados deberá
analizar y aprobar el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal 2027, por lo que resulta in-
dispensable que la problemática relacionada con el pago de
la Gratificación por Jubilación sea considerada de manera
anticipada dentro de la planeación presupuestaria del sec-
tor educativo.

La experiencia de los ejercicios anteriores demuestra que
no basta con reconocer presupuestariamente la existencia
de la prestación. Es necesario que la estimación de los re-
cursos responda al universo real de personas susceptibles
de recibirla, al rezago acumulado de ejercicios anterio-
res y a las jubilaciones que previsiblemente se genera-
rán durante el siguiente ejercicio fiscal, de manera que la
insuficiencia o disponibilidad presupuestaria no continúe
siendo un factor que retrase los pagos.

El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos dispone que los recursos económicos
de que dispongan la Federación y demás entes públicos de-
berán administrarse con eficiencia, eficacia, economía,
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los
que estén destinados.11 En congruencia con estos princi-
pios, la planeación del gasto destinado a obligaciones la-
borales debe realizarse con información suficiente que per-
mita prever oportunamente las necesidades financieras del
ejercicio correspondiente.

Asimismo, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria establece que la programación y presu-
puestación anual del gasto público debe realizarse con ba-
se en objetivos y necesidades previamente determinadas,
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dentro del proceso de elaboración del Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación.12 Ello adquiere espe-
cial relevancia cuando se trata de obligaciones cuyo com-
portamiento puede estimarse a partir de los expedientes
pendientes y de las personas trabajadoras que se encuen-
tran próximas a concluir su vida laboral.

Por ello, ante la próxima integración y discusión del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2027, resulta oportuno que la Secretaría de Educa-
ción Pública y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
realicen desde ahora una estimación integral de los recur-
sos necesarios para atender la Gratificación por Jubilación,
considerando tanto los pagos pendientes de ejercicios an-
teriores como las obligaciones que previsiblemente se
generarán durante 2027.

Una adecuada previsión presupuestaria permitiría transitar
de una respuesta reactiva frente a los adeudos hacia una
política preventiva de planeación financiera, mediante
la cual los recursos destinados a esta prestación correspon-
dan efectivamente a las necesidades proyectadas y permi-
tan evitar la generación de nuevos rezagos.

En este sentido, la próxima discusión presupuestaria repre-
senta una oportunidad para corregir las deficiencias adver-
tidas y garantizar que la Gratificación por Jubilación cuen-
te con una previsión suficiente, identificable y susceptible
de seguimiento durante el ejercicio fiscal 2027. La planea-
ción anticipada permitiría, además, brindar certeza a las
personas trabajadoras próximas a jubilarse y evitar que
quienes concluyan su vida laboral tengan que enfrentar
nuevamente periodos prolongados de espera para recibir
una prestación que les corresponde.

Por lo anteriormente expuesto, las y los suscritos somete-
mos a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a los titulares de
la Secretaría de Educación Pública y de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público para que, en el ámbito de
sus respectivas competencias, realicen las acciones admi-
nistrativas, presupuestarias y financieras necesarias para
garantizar, a la brevedad, el pago de la prestación denomi-
nada Gratificación por Jubilación (Concepto 63) a las y

los trabajadores jubilados del Subsistema de Educación
Media Superior que, habiendo cumplido con los requisitos
correspondientes, aún no hayan recibido dicha prestación.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular de la
Secretaría de Educación Pública para que, en observan-
cia de los principios de transparencia, máxima publicidad y
rendición de cuentas, haga pública y mantenga actualizada
la información relativa al estado que guarda el pago de la
Gratificación por Jubilación (Concepto 63) a las y los
trabajadores jubilados del Subsistema de Educación Media
Superior, incluyendo por lo menos:

a) El número total de personas beneficiarias pendientes
de pago, desagregado por entidad federativa y subsiste-
ma educativo;

b) El monto total de recursos requerido para cubrir los
pagos pendientes;

c) Los criterios utilizados para determinar la prelación y
dispersión de los pagos;

d) El número de personas beneficiadas y el monto de los
recursos ejercidos durante los ejercicios fiscales 2025 y
2026; y

e) El calendario estimado para la liquidación total de los
pagos pendientes.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular de la Se-
cretaría de Educación Pública para que haga pública la
información relativa a la situación administrativa y presu-
puestaria de los recursos destinados durante el ejercicio fis-
cal 2026 al pago de la Gratificación por Jubilación (Con-
cepto 63), precisando la unidad o unidades administrativas
responsables de la recepción, validación, gestión y pago de
las solicitudes correspondientes a cada Subsistema de Edu-
cación Media Superior, los recursos disponibles y ejerci-
dos, así como las medidas implementadas para garantizar
que la concentración de dichos recursos en el Sector Cen-
tral del Ramo 11 Educación Pública no genere retrasos en
la atención de las personas beneficiarias.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a los titulares de la
Secretaría de Educación Pública y de la Secretaría de
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Hacienda y Crédito Público para que, en el ámbito de sus
respectivas competencias, realicen una estimación integral
de los recursos necesarios para el pago de la Gratificación
por Jubilación (Concepto 63) y contemplen una previsión
presupuestaria suficiente e identificable para atender tanto
los pagos pendientes de ejercicios anteriores como las obli-
gaciones que previsiblemente se generen durante 2027, a
efecto de garantizar el pago oportuno de esta prestación y
evitar la generación de nuevos rezagos.

Notas

1. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 123.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Contradicción de Criterios
226/2025, resolución del Pleno. La sentencia reproduce el numeral
21.4.48 del Manual de Normas para la Administración de Recursos
Humanos en la Secretaría de Educación Pública, relativo a la Gratifi-
cación por Jubilación (C-63).

https://www2.scjn.gob.mx/Juridica/Engroses/Cerrados/Publico/Pr
oyecto/2026/03/CT226_2025.pdf

3. Cámara de Diputados, Proposición con Punto de Acuerdo por el que
se exhorta a la Secretaría de Educación Pública y a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público a garantizar y resolver de manera prioritaria
el rezago en el pago oportuno y transparente de la Gratificación por Ju-
bilación (Concepto 63), presentada ante la Comisión Permanente el 1
de junio de 2026.

4. Ídem

5. Ídem

6. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Contradicción de Criterios
226/2025, resolución del Pleno. La sentencia reproduce el numeral
21.4.48 del Manual de Normas para la Administración de Recursos
Humanos en la Secretaría de Educación Pública, relativo a la Gratifi-
cación por Jubilación (C-63).

https://www2.scjn.gob.mx/Juridica/Engroses/Cerrados/Publico/Pr
oyecto/2026/03/CT226_2025.pdf

7. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Comunicado de Prensa No.
045/2026, Se fija criterio obligatorio sobre la competencia para cono-
cer recursos de queja relacionados con la negativa de pago de la grati-
ficación por jubilación prevista por la SEP, 12 de marzo de 2026.

https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/comunica-
do.asp?id=8462

8. Secretaría de Gobernación, Sistema de Información Legislativa, se-
guimiento de la Proposición con Punto de Acuerdo presentada el 1 de
junio de 2026.

https://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_ReporteSeguimien-
to.php?Asunto=5099855&Seguimiento=5106710

9. Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Presupuesto de Egresos
de la Federación 2025. Información relativa al artículo 27 de la Ley Fe-
deral de Remuneraciones de los Servidores Públicos. Administración
Pública Federal, Ramo 11 Educación Pública.

https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/GOpef25P/PEF20
25/Loungbqw/docs/Anexos/Art27_apf.pdf

10. Secretaría de Hacienda y Crédito Público, información presupues-
taria correspondiente al ejercicio fiscal 2026, Ramo 11 Educación Pú-
blica, concepto C63 Gratificación por Jubilación. 

https://dgeti.sep.gob.mx/index.php/tramites-y-servicios/88-catego-
ria-tys/1582-prestaciones-por-constancia-de-nombramiento-3

11. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 134.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

12. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,disposiciones relativas a la
programación y presupuestación del gasto público federal.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPRH.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Di-
putadas y diputado: Laura Cristina Márquez Alcalá, Claudia Quiñones
Garrido, Noemí Luna Ayala, Liliana Ortiz Pérez, María del Rosario
Guzmán Avilés, Samantha Margarita Garza de la Garza, Alonso de Je-
sús Vázquez Jiménez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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EXHORTO A LA CFE, A REALIZAR UNA REVISIÓN
INTEGRAL, MANTENIMIENTO Y FORTALECIMIEN-
TO DE LA INFRAESTRUCTURA ELÉCTRICA EN EL

MUNICIPIO DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar respe-
tuosamente a la CFE a realizar una revisión integral, man-
tenimiento y fortalecimiento de la infraestructura eléctrica
en el municipio de Mexicali, Baja California, a fin de pre-
venir interrupciones masivas en el suministro de energía
eléctrica y garantizar la seguridad de la población, a cargo
de la diputada Eva María Vásquez Hernández, del Grupo
Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal Eva María Vásquez Hernán-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la presente proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Comisión Federal de Electricidad a realizar
una revisión integral, mantenimiento y fortalecimiento de
la infraestructura eléctrica en el municipio de Mexicali,
Baja California, a fin de prevenir interrupciones masivas
en el suministro de energía eléctrica y garantizar la seguri-
dad de la población, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

Mexicali, Baja California, es una ciudad que enfrenta con-
diciones climáticas particularmente extremas. Durante
gran parte del año, sus habitantes viven bajo temperaturas
que superan los 40 grados centígrados, por lo que el sumi-
nistro continuo de energía eléctrica no constituye única-
mente un servicio ordinario, sino un elemento indispensa-
ble para la protección de la salud, la seguridad y la vida
cotidiana de miles de familias.

En este contexto, los acontecimientos registrados el pasado
28 de agosto de 2026 deben ser analizados con seriedad por
las autoridades responsables de garantizar un suministro
eléctrico confiable y seguro.

Derivado de una tormenta acompañada de fuertes ráfagas
de viento y precipitaciones en distintos puntos del munici-
pio de Mexicali, se registró la caída masiva de postes per-
tenecientes a la infraestructura de la Comisión Federal de
Electricidad.

Diversos medios de comunicación reportaron que decenas
de postes de energía eléctrica colapsaron en la zona po-
niente de Mexicali y en el tramo carretero de la colonia
Progreso, generando afectaciones importantes en la movi-
lidad y dejando sin suministro eléctrico a diversas colonias.

De acuerdo con información difundida por medios locales,
las ráfagas de viento alcanzaron hasta los 52 kilómetros por
hora, provocando la caída de infraestructura eléctrica. Asi-
mismo, se reportaron afectaciones en colonias como Pro-
greso, Ejido Heriberto Jara, Santa Isabel, La Luna, La Es-
trella, San Ignacio, Villas del Rey, Villa de la República y
Palaco, entre otras.

Particularmente preocupante resulta el hecho de que el co-
lapso de decenas de postes provocara interrupciones pro-
longadas en el suministro eléctrico, dejando a familias me-
xicalenses sin energía durante varias horas, en una ciudad
donde las temperaturas extremas convierten la electricidad
en un servicio indispensable para la conservación de ali-
mentos, el funcionamiento de sistemas de refrigeración y
aire acondicionado, el acceso al agua mediante equipos de
bombeo y, en general, para garantizar condiciones mínimas
de bienestar.

Si bien los fenómenos meteorológicos pueden provocar da-
ños a la infraestructura pública, lo ocurrido obliga a cues-
tionar si la red de distribución eléctrica instalada en Mexi-
cali cuenta con las condiciones de mantenimiento,
resistencia y modernización necesarias para enfrentar
eventos climáticos que, por las características geográficas
de la región, no pueden considerarse completamente ex-
traordinarios o imprevisibles.

La caída masiva de postes no debe ser analizada única-
mente como una consecuencia inevitable de las condicio-
nes meteorológicas. También debe motivar una revisión
técnica exhaustiva sobre el estado físico de la infraestruc-
tura eléctrica, su antigüedad, los materiales utilizados, las
condiciones de mantenimiento preventivo y la capacidad
de respuesta institucional ante contingencias.

Mexicali requiere una infraestructura eléctrica diseñada y
mantenida considerando sus condiciones particulares.

Las altas temperaturas, los fuertes vientos, las tormentas
eléctricas y otros fenómenos climatológicos propios de la
región generan exigencias específicas sobre las redes de
distribución eléctrica. Por ello, resulta indispensable que la
Comisión Federal de Electricidad implemente esquemas de
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mantenimiento preventivo y modernización que respondan
a la realidad climática de Baja California.

No podemos esperar a que ocurran contingencias de gran
magnitud para identificar las deficiencias de una infraes-
tructura que resulta esencial para millones de actividades
cotidianas.

La prevención debe ser una prioridad.

Cada poste colapsado representa no solamente un daño ma-
terial. Representa también riesgos para la seguridad de las
personas, interrupciones en vialidades, posibles accidentes,
suspensión de actividades económicas y, particularmente
en Mexicali, la pérdida de un servicio indispensable para
enfrentar temperaturas extremas.

Las consecuencias de un apagón prolongado en esta región
pueden ser particularmente graves.

Las personas adultas mayores, niñas y niños, personas con
discapacidad y quienes padecen condiciones que requieren
equipos médicos o temperaturas controladas son especial-
mente vulnerables ante interrupciones prolongadas del su-
ministro eléctrico.

Asimismo, la falta de energía eléctrica puede afectar la
conservación de alimentos y medicamentos, interrumpir
sistemas de bombeo de agua, generar pérdidas económicas
en pequeños negocios y aumentar las condiciones de inse-
guridad en zonas que permanecen sin iluminación.

Por ello, el Estado mexicano y las instituciones responsa-
bles del suministro de energía eléctrica deben adoptar una
visión preventiva y no únicamente reactiva.

La Comisión Federal de Electricidad tiene la responsabili-
dad de garantizar, dentro de sus atribuciones, un servicio
confiable y de calidad para la población.

En ese sentido, resulta indispensable que se informe a la
ciudadanía sobre las condiciones actuales de la infraestruc-
tura eléctrica de Mexicali y sobre las acciones que se im-
plementarán para evitar que fenómenos meteorológicos
provoquen nuevamente afectaciones de tal magnitud.

Los ciudadanos tienen derecho a conocer si la infraestruc-
tura cuenta con programas permanentes de mantenimiento
preventivo, cuáles son los criterios utilizados para determi-

nar la sustitución de postes y equipos deteriorados, qué in-
versiones se encuentran previstas para modernizar la red
eléctrica y cuáles son los protocolos de respuesta ante con-
tingencias climatológicas.

Asimismo, es necesario que la Comisión Federal de Elec-
tricidad realice una evaluación técnica integral de las zonas
que resultaron afectadas por la reciente tormenta, a fin de
determinar las causas específicas que provocaron el colap-
so de la infraestructura y establecer medidas preventivas.

No se trata de atribuir responsabilidades sin contar con los
dictámenes técnicos correspondientes. Se trata de exigir
transparencia, prevención y acciones concretas.

Los eventos ocurridos en Mexicali demuestran que la in-
fraestructura eléctrica debe ser fortalecida para responder a
las condiciones particulares de la región.

La energía eléctrica es un habilitador de derechos funda-
mentales.

Sin electricidad, las familias mexicalenses enfrentan dificul-
tades para protegerse de las temperaturas extremas, conservar
alimentos y medicamentos, mantener condiciones adecuadas
de vivienda y realizar sus actividades cotidianas.

Por ello, garantizar un suministro eléctrico confiable cons-
tituye una obligación que debe ser atendida con responsa-
bilidad, planeación y visión de largo plazo.

Mexicali no puede continuar enfrentando cada contingen-
cia climatológica con infraestructura vulnerable y respues-
tas exclusivamente posteriores a los daños.

Es necesario transitar hacia una política de prevención que
incluya diagnósticos permanentes, mantenimiento oportu-
no, sustitución de infraestructura deteriorada, fortaleci-
miento de postes y redes de distribución, así como proto-
colos de atención inmediata ante emergencias.

La reciente caída masiva de postes debe convertirse en una
oportunidad para revisar y fortalecer la infraestructura
eléctrica del municipio.

La población de Mexicali merece certeza, merece saber
que la infraestructura que sostiene el suministro eléctrico
de sus hogares cuenta con condiciones adecuadas para en-
frentar las exigencias climáticas de la región.
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No pedimos privilegios ni tratamientos especiales, exigi-
mos que la infraestructura eléctrica de una de las ciudades
con condiciones climáticas más extremas del país sea aten-
dida con la responsabilidad, inversión y planeación que
exige su realidad.

Por lo anteriormente expuesto, se considera necesario ex-
hortar respetuosamente a la Comisión Federal de Electrici-
dad para que realice una revisión integral de la infraestruc-
tura eléctrica del municipio de Mexicali, particularmente
en las zonas afectadas por los recientes fenómenos meteo-
rológicos, y establezca un programa de mantenimiento pre-
ventivo, modernización y fortalecimiento que permita re-
ducir los riesgos de futuras interrupciones masivas en el
suministro de energía eléctrica.

Consideraciones

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 4 establece la obligación de todas las autori-
dades de garantizar el derecho a la protección de la salud,
a un medio ambiente sano y a una vivienda adecuada, in-
cluyendo el acceso al agua, la alimentación nutritiva y el
bienestar de las personas.

“Artículo 4. Toda persona tiene derecho a un medio am-
biente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garan-
tizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro am-
biental generará responsabilidad para quien lo provoque en
términos de lo dispuesto por la ley.”

La Ley de la Empresa Pública del Estado, Comisión Fede-
ral de Electricidad establece en su artículo 3 que la comi-
sión tiene como objeto procurar la justicia energética para
el pueblo de los Estados Unidos Mexicanos y el desarrollo
sustentable de las actividades de generación, almacena-
miento, transmisión, distribución, comercialización y su-
ministro de electricidad.

“Artículo 3. La Comisión Federal de Electricidad tiene
como objeto procurar la justicia energética para el pue-
blo de los Estados Unidos Mexicanos y el desarrollo sus-
tentable de las actividades de generación, almacena-
miento, transmisión, distribución, comercialización y
suministro de electricidad, así como contribuir en la pro-
visión del servicio de Internet y telecomunicaciones con
el Estado mexicano.

Cuya esencia es cumplir con su responsabilidad social y
garantizar la continuidad, accesibilidad, seguridad y
confiabilidad del servicio público de electricidad.”

Asimismo, la Comisión Federal de Electricidad tiene la
responsabilidad de desarrollar las actividades relacionadas
con el suministro eléctrico, procurando que éste se realice
bajo condiciones que permitan atender las necesidades de
la población.

La infraestructura eléctrica constituye un elemento funda-
mental para garantizar la continuidad del suministro de
energía.

Por ello, resulta indispensable que dicha infraestructura sea
objeto de programas permanentes de mantenimiento, super-
visión y modernización, particularmente en regiones cuyas
condiciones climatológicas generan exigencias adicionales
sobre los sistemas de distribución.

Los recientes acontecimientos registrados en Mexicali, Ba-
ja California, en los que decenas de postes pertenecientes a
la infraestructura eléctrica resultaron afectados por fuertes
vientos, evidencian la necesidad de realizar una evaluación
técnica integral que permita identificar las causas del co-
lapso y establecer medidas preventivas.

La prevención de riesgos constituye una obligación funda-
mental de las autoridades responsables de la prestación de
servicios públicos esenciales.

Esperar a que ocurran contingencias para sustituir infraes-
tructura dañada resulta insuficiente.

Es necesario implementar mecanismos permanentes de
diagnóstico y mantenimiento preventivo que permitan
identificar oportunamente instalaciones que presenten de-
terioro, vulnerabilidad o condiciones que puedan represen-
tar un riesgo para la población.

En una ciudad como Mexicali, donde las temperaturas ex-
tremas hacen indispensable el uso de sistemas de refrigera-
ción y aire acondicionado, una interrupción prolongada en
el suministro eléctrico puede generar consecuencias im-
portantes para la salud y seguridad de la población.

Por ello, resulta necesario que la Comisión Federal de
Electricidad fortalezca sus acciones de prevención y res-
puesta ante fenómenos meteorológicos.
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La población tiene derecho a conocer las condiciones de la
infraestructura eléctrica que abastece sus comunidades y
las acciones que las autoridades implementarán para ga-
rantizar un servicio confiable.

La transparencia y la rendición de cuentas son indispensa-
bles para generar certeza entre los usuarios del servicio.

En consecuencia, resulta procedente exhortar a la Comi-
sión Federal de Electricidad para que realice una revisión
integral de la infraestructura eléctrica del municipio de
Mexicali, informe sobre las causas del reciente colapso
de postes y presente un programa de mantenimiento y
modernización que permita fortalecer la capacidad de
respuesta del sistema eléctrico ante futuros fenómenos
meteorológicos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fe-
deral de Electricidad para que realice, en el ámbito de sus
atribuciones, una revisión técnica integral de la infraes-
tructura de distribución de energía eléctrica ubicada en el
municipio de Mexicali, Baja California, particularmente en
las zonas que resultaron afectadas por la tormenta registra-
da el pasado 28 de agosto de 2026, a fin de identificar po-
sibles riesgos, deterioros o condiciones de vulnerabilidad
que puedan provocar futuras interrupciones en el suminis-
tro eléctrico.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fe-
deral de Electricidad para que informe a la opinión públi-
ca, de manera fundada y motivada, las causas técnicas que
provocaron la caída masiva de postes de energía eléctrica
durante los recientes fenómenos meteorológicos registra-
dos en el municipio de Mexicali, Baja California, así como
las acciones inmediatas y preventivas que serán implemen-
tadas para evitar que hechos similares vuelvan a afectar a
la población.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fede-
ral de Electricidad para que fortalezca los programas de
mantenimiento preventivo, sustitución y modernización de

postes, transformadores, líneas de distribución y demás in-
fraestructura eléctrica en el municipio de Mexicali, consi-
derando las condiciones climáticas extremas y los fenóme-
nos meteorológicos propios de la región.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Fede-
ral de Electricidad para que elabore y haga público un pro-
grama específico de prevención y atención de contingen-
cias meteorológicas para el municipio de Mexicali, Baja
California, que contemple mecanismos de respuesta inme-
diata, personal técnico suficiente, disponibilidad de mate-
riales y protocolos para el restablecimiento prioritario del
suministro eléctrico en las zonas afectadas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de
2026.— Diputada Eva María Vásquez Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

CAMPAÑAS DE ORIENTACIÓN, APOYO Y
ACOMPAÑAMIENTO DIRIGIDAS A LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES Y PERSONAS EN SITUACIÓN

DE VULNERABILIDAD PARA EL REGISTRO DE
SUS LÍNEAS TELEFÓNICAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar respe-
tuosamente a la CRT, en coordinación con los proveedores
del servicio de telefonía móvil, a implementar campañas de
orientación, apoyo y acompañamiento dirigidas a las per-
sonas adultas mayores y demás personas que se encuentran
en situación de vulnerabilidad, a fin de facilitar el registro
de sus líneas telefónicas, a cargo de la diputada Margarita
Ester Zavala Gómez del Campo, del Grupo Parlamentario
del PAN

La que suscribe, diputada Margarita Ester Zavala Gómez
del Campo, y las y los diputados del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura de la
honorable Cámara de Diputados, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, fracción I
y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta honorable asamblea,
el siguiente punto de acuerdo con base en las siguientes
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Consideraciones

Primero. El registro obligatorio de líneas de telefonía mó-
vil en México constituye una medida establecida por la Co-
misión Reguladora de Telecomunicaciones (CRT), me-
diante la cual se obliga a vincular cada línea telefónica con
la identidad de su titular. De acuerdo con las autoridades,
esta medida busca reducir el anonimato en el uso de estos
servicios y contribuir a la prevención y combate de delitos
como la extorsión; en realidad, su implementación ha esta-
do llena de cuestionamientos porque esta medida genera
riesgos importantes en materia de privacidad, protección
de datos personales y acceso efectivo a los servicios de te-
lecomunicaciones, razones que desde su discusión motiva-
ron mi voto en contra.

Este proceso inició el 9 de enero de 2026 y es aplicable tan-
to a líneas nuevas como existentes, en las modalidades de
prepago y pospago. Para realizar la vinculación, las perso-
nas usuarias deben acreditar su identidad mediante la do-
cumentación correspondiente y, en caso de no efectuar el
registro dentro de los plazos establecidos, se suspenderá el
servicio de la línea telefónica.

Segundo. La implementación del registro obligatorio de
líneas telefónicas representa, especialmente, una barrera
para el ejercicio pleno de los derechos de distintos gru-
pos en situación de vulnerabilidad, particularmente de
las personas adultas mayores que enfrentan dificultades
para acceder, comprender o utilizar herramientas y plata-
formas digitales. El desconocimiento tecnológico, el ac-
ceso limitado a dispositivos o servicios digitales, así co-
mo la complejidad que pueden representar los
procedimientos de identificación y vinculación de las lí-
neas, colocan a diversos sectores de la población en una
situación de especial vulnerabilidad.

Estas dificultades también pueden presentarse entre perso-
nas con discapacidad, personas que no saben leer o escri-
bir, integrantes de pueblos y comunidades indígenas que
enfrentan barreras lingüísticas, así como personas que ha-
bitan en comunidades rurales o en zonas con acceso limi-
tado a internet y servicios digitales. Para estos sectores,
cumplir con un procedimiento de registro que requiere do-
cumentos, acceso a determinadas plataformas o seguir ins-
trucciones que no necesariamente se encuentran disponi-
bles en formatos accesibles o en su lengua puede
representar una barrera adicional.

Por ello, exigir el cumplimiento de este trámite sin garan-
tizar mecanismos accesibles de orientación, asistencia y
acompañamiento puede generar condiciones de desigual-
dad y exclusión, e incluso limitar el acceso a un servicio de
comunicación que resulta fundamental para mantener con-
tacto con familiares y redes de apoyo, solicitar ayuda, ac-
ceder a servicios y atender situaciones de emergencia.

Tercero. Asimismo, es importante señalar que las dificul-
tades para realizar el registro de las líneas telefónicas no se
limitan a los grupos en situación de vulnerabilidad, sino
que pueden presentarse para cualquier persona usuaria. La
cantidad de líneas que deben ser registradas, la saturación
de los sistemas, los tiempos de espera, la falta de atención
suficiente y las dificultades para acceder o completar el
procedimiento son circunstancias que deben ser considera-
das durante la implementación de esta medida.

Cuarto. Resulta necesario fortalecer las campañas de in-
formación, orientación y asistencia dirigidas a toda la po-
blación, de manera que las personas conozcan con clari-
dad los requisitos, plazos y mecanismos disponibles para
cumplir con el registro. Este esfuerzo debe reforzarse tra-
tándose de grupos en situación de vulnerabilidad, me-
diante mecanismos de atención que consideren las distin-
tas barreras tecnológicas, económicas, lingüísticas, de
accesibilidad y de lectoescritura que pueden dificultar el
cumplimiento del trámite.

El acceso a los servicios de telecomunicaciones no puede
convertirse en un privilegio condicionado. Corresponde al
Estado garantizar que las medidas que implemente no pro-
fundicen desigualdades ni excluyan del acceso a estos ser-
vicios a quienes enfrentan mayores barreras.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. Exhortar a la Comisión Reguladora de Telecomuni-
caciones, en coordinación con los proveedores del servicio
de telefonía móvil, a implementar campañas de orienta-
ción, apoyo y acompañamiento dirigidas a las personas
adultas mayores y demás personas que se encuentran en si-
tuación de vulnerabilidad, a fin de facilitar el registro de
sus líneas telefónicas.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Margarita Ester Zavala Gómez del Campo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES 
EN ZACATECAS, A REALIZAR ACCIONES EN 
MATERIA DE SEGURIDAD PARA PACIFICAR 

DICHA ENTIDAD Y LOS ESTADOS COLINDANTES 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades en el estado de Zacatecas a realizar las ac-
ciones pertinentes en materia de seguridad para pacificar
dicha entidad y los estados colindantes, a cargo de la dipu-
tada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario
del PAN

La que suscribe, diputada Noemí Berenice Luna Ayala, y
las y los diputados federales del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1,
fracción I; y 79, numeral 1, fracción II y numeral 2, frac-
ción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo por el que la Cámara de

Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta,
respetuosamente, al gobernador constitucional del estado
de Zacatecas, David Monreal Ávila; al secretario de Segu-
ridad y Protección Ciudadana Federal, Omar García Har-
fuch; y al titular de Secretaría de la Defensa Nacional, ge-
neral Ricardo Trevilla Trejo, para que, en la medida de sus
atribuciones, unan esfuerzos y realicen las acciones perti-
nentes en materia de seguridad para pacificar el estado Za-
catecas y los estados colindantes, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Las y los diputados federales del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
nos solidarizamos con las y los zacatecanos tras los hechos
ocurridos en el municipio de Ojocaliente, Zacatecas, en
donde estalló un coche bomba frente a la comandancia mu-
nicipal alrededor de las 19:30 horas que dejó como saldo
rojo a un oficial y seis personas civiles heridas.

Lo que pasó el 30 agosto de 2026 en Ojocaliente, Zacate-
cas no se puede contextualizar como un hecho aislado, es
el comienzo de una escalada delincuencial sin precedentes
que no debemos pasar por alto. El uso de explosivos con la
intención de lastimar e incluso asesinar a la población o a
las autoridades no puede llamarse violencia extrema, es te-
rrorismo.

El estado de Zacatecas ya no aguanta más, entre desapare-
cidos, desplazamientos, violencia extrema, extorsión, te-
rrorismo, entre otros, las y los zacatecanos necesitamos
paz, es necesario que el gobierno federal reconozca que la
violencia y la criminalidad en nuestro estado avanza a pa-
sos agigantados, ya no es posible que la federación cierre
los ojos ante hechos como los ocurridos en Ojocaliente, es
urgente la intervención de la federación y de las fuerzas ar-
madas para regresar la tranquilidad a la ciudadanía zacate-
cana.

Lamentablemente la violencia va en ascenso en México,
por ello, en 2024 el Partido Acción Nacional se pronunció
para tipificar el narcoterrorismo como un delito grave,
así como admitir la colaboración internacional para com-
batirlo. El gobierno federal ya no puede seguir rechazando
que los ataques con bombas no se pueden clasificar como
actos de terrorismo.

Las Naciones Unidas puntualizan al terrorismo como” la
intimidación o coerción de poblaciones o gobiernos me-
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diante la amenaza o la violencia”. Esto puede resultar en
muerte, lesiones graves o la toma de rehenes.

Sin duda, es necesario prevenir estos hechos que generan
terror entre la población, la gente ya no se siente segura ni
en sus propias casas. Por lo anterior y, derivado de la inca-
pacidad del gobierno estatal para pacificar el estado, consi-
deramos imperativa y urgente la colaboración de los tres
niveles de gobierno, primordialmente de la Secretaría de
Protección Ciudadana del gobierno federal y de las fuerzas
armadas, para implementar mecanismos de inteligencia
que permitan rastrear la ruta de financiación, así como pa-
ra detectar los movimientos delincuenciales y las activida-
des de posibles redes terroristas que podrían operar en el
país y dar un combate quirúrgico y frontal.

En la actualidad los datos más recientes de la Encuesta Na-
cional de Seguridad Pública Urbana (ENSU) del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía señaló que en Fresni-
llo han registrado una alta percepción de inseguridad con
oscilación entre el 90 por ciento y 95 por ciento de la po-
blación adulta sentirse insegura, esto guarda correlación
cuando entendemos la Tasa de Homicidios Dolosos por ca-
da 100 mil habitantes, al ser entre 30 a 45, a diferencia de
la tasa nacional que se sitúa entre 18 y 22.

La crisis de seguridad en la entidad ha alcanzado niveles de
violencia asimétrica que vulneran directamente la integri-
dad de las instituciones. Muestra de ello es que, según re-
gistros de la Organización Civil Causa en Común, en lo
que va de 2026 se ha contabilizado el homicidio de al me-
nos 7 elementos de las fuerzas de seguridad en la entidad,
colocando a Zacatecas en los primeros lugares a nivel na-
cional en letalidad contra cuerpos policiales. Resulta in-
aceptable exigir a las y los policías arriesgar la vida frente
al crimen organizado cuando carecen de un salario digno,
seguros de vida adecuados y garantías de indemnización
para sus familias en caso de fallecimiento en el cumpli-
miento del deber.

La crisis de seguridad en Zacatecas no se limita a los cen-
tros urbanos; se ha extendido de manera alarmante a las ví-
as federales de comunicación que conectan al centro con el
norte del país. Tramos de alta fluidez comercial y turística,
como la Carretera Saltillo-Zacatecas y las Carreteras Fede-
rales 49 y 54, se han convertido en zonas de alto riesgo pa-
ra transportistas, comerciantes y familias en tránsito.

Los reportes de organismos de transporte, medios de co-
municación y la propia ciudadanía documentan un modus

operandi delictivo que desafía de forma abierta la capaci-
dad de contención del Estado: la proliferación de falsos re-
tenes, el despliegue de vehículos sin placas, el uso siste-
mático de dispositivos “ponchallantas” para inmovilizar
convoyes y el asalto a mano armada.

Si bien la Fiscalía General de Justicia del Estado (FGJE)
reporta variaciones o contenciones estadísticas en el acu-
mulado anual, la realidad operativa en territorio muestra
que la delincuencia organizada aprovecha las zonas limí-
trofes y los vacíos de vigilancia nocturna para operar con
impunidad. La disonancia entre los discursos oficiales y la
alerta permanente emitida por gremios como el autotrans-
porte de carga evidencia que la estrategia de patrullaje es-
porádico ha sido insuficiente, haciendo indispensable el es-
tablecimiento de puntos fijos de revisión, inteligencia en
vías federales y una presencia disuasiva permanente de las
Fuerzas Armadas.

Es así como regresamos en el acto denunciado el atentado re-
gistrado el 31 de agosto de 2026 contra una comandancia de
policía en el estado de Zacatecas, donde la detonación de un
coche bomba dejó un saldo preliminar de al menos 10 perso-
nas heridas, entre elementos de seguridad y civiles.

El empleo de artefactos explosivos de alto poder contra
instalaciones oficiales no solo constituye un acto de terro-
rismo, sino que evidencia que las capacidades operativas
de los grupos criminales han sobrepasado con creces el ám-
bito de respuesta de las corporaciones locales. Este nivel de
agresión pone de manifiesto que las dependencias de segu-
ridad y sus comandancias carecen de esquemas de inteli-
gencia preventiva, blindaje perimetral y protocolos de re-
acción ante amenazas asimétricas, lo que vuelve
imperativa la intervención inmediata, coordinada y priori-
taria de las Fuerzas Armadas y de las instituciones de inte-
ligencia federales.

El Centro de Control, Comando, Comunicación, Cómputo,
Coordinación e Inteligencia (C5i) de Zacatecas opera bajo
competencias y facultades de supervisión, gestión de emer-
gencias, inteligencia estratégica y coordinación interinsti-
tucional:

• Gestión y Recepción de Emergencias

• Videovigilancia y Monitoreo Urbano

• Coordinación Operativa e Interinstitucional
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• Inteligencia Táctica y Análisis Forense

• Integración y Enlace Municipal

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública

Artículo 108. Los Centros de Comando y Control son
instalaciones de seguridad pública y atención de emer-
gencias que integran tecnologías de videovigilancia,
identificación vehicular, análisis de datos y coordina-
ción operativa destinadas a la coordinación y supervi-
sión operativa en tiempo real de las actividades de pre-
vención, vigilancia y atención de emergencias. Su
función principal es centralizar el monitoreo de cámaras
de videovigilancia, sistemas de comunicación y alertas
ciudadanas, entre otras, permitiendo la toma de decisio-
nes inmediata para responder a situaciones de riesgo o
incidencia delictiva, así como mejorar la capacidad de
reacción ante emergencias y apoyar la investigación cri-
minal, a través de la centralización de información y la
colaboración interinstitucional entre Instituciones de
Seguridad Pública, de protección civil, servicios médi-
cos y dependencias de los tres órdenes de gobierno.

El fortalecimiento del C5i debe trascender el modelo de
atención de llamadas de emergencia para convertirse en un
centro de inteligencia operativa y analítica predictiva. La
reciente escalada de violencia, ejemplificada con el ataque
con coche bomba perpetrado el 31 de agosto de 2026 con-
tra una comandancia de policía en la entidad, evidencia la
urgencia de dotar a este Centro de herramientas de analíti-
ca avanzada en tiempo real, blindaje tecnológico, arcos de-
tectores en puntos estratégicos y protocolos de alerta tem-
prana que permitan anticipar emboscadas y proteger la
infraestructura crítica de la entidad.

La dignificación laboral de los cuerpos policiales constitu-
ye el pilar indispensable para la retención del talento y la
resistencia frente a la cooptación delictiva. La cifra atroz
registrada de al menos 7 policías asesinados en Zacatecas
en lo que va del año 2026, refleja el estado de vulnerabili-
dad en el que operan los elementos.

Resulta imperioso dar cumplimiento cabal de los artícu-
los 74 y 75 de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública (LGSNSP), garantizando una homolo-
gación y aumento salarial congruente con el nivel de
riesgo, así como un régimen de previsión social comple-

mentario que incluya seguros de vida adecuados e in-
demnizaciones expeditas y suficientes para las familias
de las y los elementos que pierden la vida en cumpli-
miento del deber. Proteger a quienes nos protegen es una
obligación legal y ética del Estado.

Artículo 75. Se considera escala de rangos policiales a
la relación que contiene a todas las personas integrantes
de las Instituciones Policiales y los ordena en forma des-
cendente de acuerdo con su categoría, jerarquía, divi-
sión, servicio, antigüedad y demás elementos.

Conforme al artículo 90 de la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, el control de confianza es un
proceso de evaluación integral diseñado para verificar que
el personal de las instituciones de seguridad pública cum-
pla con los perfiles aprobados e identificar cualquier factor
de riesgo que ponga en peligro el ejercicio de la función
policial, ministerial, pericial o penitenciaria.

Su propósito es garantizar la calidad e integridad del servi-
cio público mediante la verificación de aspectos funda-
mentales: un crecimiento patrimonial congruente con sus
ingresos, la ausencia de abuso de sustancias y de vínculos
con la delincuencia organizada, la inexistencia de antece-
dentes penales o inhabilitaciones administrativas, y la no
participación ni encubrimiento en violaciones a derechos
humanos, violencia contra grupos vulnerables o maltrato
animal.

Artículo 10. Corresponde a la Federación, las entidades
federativas y los municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias:

VIII.- Establecer centros de evaluación y control de
confianza, conforme a los lineamientos, procedimien-
tos, protocolos y perfiles determinados por el Secreta-
riado Ejecutivo, así como garantizar la observancia per-
manente de la normativa aplicable;

El robustecimiento del capital humano debe estar indi-
solublemente vinculado al estricto apego a los controles
de confianza (C3) y a la obtención del Certificado Úni-
co Policial (CUP).

La depuración continua y transparente de las corporaciones
estatales y municipales es la única vía para garantizar que
el aumento salarial y el equipamiento beneficien exclusi-
vamente a elementos comprometidos con la legalidad, ce-
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rrando todo margen de infiltración o complicidad con la
delincuencia organizada y reconstruyendo la confianza ciu-
dadana en las instituciones de proximidad.

La coadyuvancia y optimización de la comunicación entre la
Policía estatal y las corporaciones de los 58 municipios re-
sulta indispensable para eliminar los vacíos territoriales de
cobertura. En el marco del artículo 21 la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, el gobierno del Estado
debe liderar la homologación de frecuencias de radiofrecuen-
cia, la integración de redes de telecomunicaciones y el esta-
blecimiento de canales de enlace en tiempo real.

Los municipios son el primer eslabón de contención; ais-
larlos tecnológicamente o dejarlos sin capacidad de pedir
auxilio inmediato ante un evento de alto impacto perpetúa
su vulnerabilidad y fractura el principio constitucional de
coordinación en la función de seguridad pública.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

La seguridad pública es una función del Estado a cargo
de la Federación, las entidades federativas y los munici-
pios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades,
la integridad y el patrimonio de las personas, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 4 de esta Consti-
tución que garantiza los deberes reforzados de protec-
ción del Estado con las mujeres, adolescentes, niñas y
niños; así como contribuir a la generación y preserva-
ción del orden público y la paz social, de conformidad
con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la ma-
teria. La seguridad pública comprende la prevención,
investigación y persecución de los delitos, así como la
sanción de las infracciones administrativas, en los tér-
minos de la ley, en las respectivas competencias que es-
ta Constitución señala. La actuación de las instituciones
de seguridad pública se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo y hon-
radez, así como por la perspectiva de género y el respe-
to a los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución. (Artículo 21 CPEUM).

La seguridad es considerada un derecho humano funda-
mental porque actúa como el escudo protector y la con-
dición habilitante indispensable para el ejercicio de
cualquier otra libertad, tal como lo consagra el artículo
3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos al
vincular la vida, la libertad y la seguridad de la persona.

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Artículo 3

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a
la seguridad de su persona.

Sin un entorno seguro y libre de violencia arbitraria, los de-
rechos civiles, políticos y sociales se vuelven inoperantes
en la práctica, ya que la amenaza constante al bienestar fí-
sico y patrimonial anula la dignidad humana y paraliza el
desarrollo de los individuos; por ello, la seguridad pública
no es meramente una función administrativa u opcional del
Estado, sino su obligación jurídica y moral más elemental
para garantizar las condiciones mínimas de existencia y el
disfrute pacífico de la vida en sociedad.

En conclusión, la presente proposición con punto de acuer-
do articula una respuesta institucional integral y urgente
para hacer frente a la crisis de seguridad que azota a Zaca-
tecas, concretando su alcance a través de cuatro puntos es-
tratégicos:

• Modernizar el C5i con inteligencia predictiva, para ga-
rantizar la depuración continua de las corporaciones
mediante el apego riguroso a los controles de confian-
za), dignificar la labor policial con aumentos salariales,
prestaciones e indemnizaciones expeditas a sus familias,
y asegurar la interoperabilidad tecnológica en tiempo
real con las policías de los 58 municipios.

• Colaboración formal con la SSPC Federal y la Sedena
para ampliar e instalar puntos fijos de revisión y opera-
tivos de vigilancia en las entradas a la entidad y zonas
limítrofes.

• Que la SSPC despliegue sus capacidades de inteligen-
cia estratégica, analítica y técnica en coadyuvancia di-
recta con el gobierno local, encaminadas a la desarticu-
lación de grupos de la delincuencia organizada y a la
pacificación de la región.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a gobernador consti-
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tucional del estado de Zacatecas, David Monreal Ávila, a
fortalecer el Centro de Control, Comando, Comunicación,
Cómputo, Coordinación e Inteligencia (C5i), así como me-
jorar los controles de evaluación y confianza en materia de
seguridad pública, el aumento a los salarios, mejorar las
prestaciones y las indemnizaciones de los cuerpos policia-
cos para la mejora de las corporaciones, así como coadyu-
var y optimizar la comunicación entre las corporaciones po-
liciacas estatales y las de los 58 municipios del Estado.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobernador
constitucional del estado de Zacatecas para que, en colabo-
ración con las Secretarías de Seguridad y Protección Ciu-
dadana Federal y la Defensa Nacional, refuercen y amplí-
en los puntos de revisión y operativos de vigilancia en las
entradas del estado, y solicite mayor presencia de las fuer-
zas federales en las zonas estratégicas de la entidad.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al Secretario de Se-
guridad y Protección Ciudadana Federal para que colabore
con el gobierno del estado de Zacatecas a efecto de imple-
mentar estrategias de inteligencia y seguridad pública para
la pacificación de la entidad.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al secretario de la
Defensa Nacional para que, en coordinación con el gobier-
no del estado de Zacatecas, se fortalezca la capacidad de
respuesta y acción rápida en casos de emergencias, así co-
mo reforzar los controles carreteros en vías federales de ac-
ceso al estado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

SE REVISE LA PROCEDENCIA Y PROPORCIONALI-
DAD DE LOS GRAVÁMENES ESTATALES 

APLICABLES A LOS VEHÍCULOS DE AUTOTRANS-
PORTE FEDERAL CON PLACAS FEDERALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a las le-
gislaturas de las entidades federativas y a sus autoridades
hacendarias a revisar la procedencia y proporcionalidad de
los gravámenes estatales aplicables a los vehículos de au-
totransporte federal con placas federales, a cargo de la
diputada Blanca Leticia Gutiérrez Garza, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, diputada Blanca Leticia Gutiérrez Garza, y
las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 79, numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El autotransporte federal de carga constituye un pilar fun-
damental de la economía mexicana y representa la princi-
pal vía de articulación de las cadenas logísticas nacionales.
Su función resulta indispensable para conectar los centros
de producción con los mercados de consumo, garantizar el
suministro de bienes esenciales y fortalecer la integración
económica entre las distintas regiones del país.

Su relevancia estratégica lo consolida como el principal
medio de movilización de mercancías en México, al apor-
tar un 3.8 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB) na-
cional.

Anualmente, este sector moviliza más de 565 millones de
toneladas de carga, es decir, cerca del 57 por ciento del to-
tal de mercancías transportadas por vía terrestre, colocán-
dolo como elemento indispensable para el funcionamiento
de la industria, el comercio, la producción agroalimentaria
y el abastecimiento de la población.

De acuerdo con información del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi), entre 1993 y 2020 el PIB del
autotransporte de carga registró un crecimiento de 3.4 por
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ciento, superior al de la economía mexicana en ese mismo
periodo, confirmando su capacidad para impulsar la activi-
dad productiva, generar valor económico y contribuir al
desarrollo nacional.

La relevancia del sector trasciende el mercado interno, al
constituir el principal vínculo terrestre de México con sus
socios comerciales de América del Norte, tomando un pa-
pel estratégico para el comercio exterior y las cadenas pro-
ductivas. Actualmente, moviliza el 64 por ciento de las ex-
portaciones mexicanas y el 51 por ciento de las
importaciones por carretera, consolidándose como compo-
nente esencial del comercio exterior en el marco del Trata-
do entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC).

La creciente integración de México en las cadenas globales
de valor, particularmente derivada de fenómenos como la
relocalización de inversiones (nearshoring), el crecimiento
del comercio electrónico y la expansión de cadenas regio-
nales de suministro ha incrementado la demanda de servi-
cios logísticos eficientes, seguros y competitivos.

En este contexto, garantizar condiciones adecuadas para la
operación del autotransporte federal de carga resulta indis-
pensable para preservar la competitividad del país, fortale-
cer la atracción de inversiones y asegurar la continuidad de
las actividades económicas estratégicas.

Así mismo, el sector representa una importante fuente de
generación de empleo y desarrollo económico. Se estima
que genera más de 2.3 millones de empleos formales rela-
cionados con actividades como operación vehicular, admi-
nistración, mantenimiento, logística, distribución y servi-
cios especializados.

Su impacto económico se extiende a diversos sectores pro-
ductivos, entre ellos la manufactura, agricultura, industria
alimentaria, construcción, comercio, servicios logísticos,
puertos, aduanas y comercio electrónico, actividades que
dependen de una red eficiente de transporte para mantener
la continuidad de sus operaciones.

Por ello, el fortalecimiento del autotransporte federal de
carga representa una acción estratégica para garantizar el
funcionamiento y crecimiento integral de la economía na-
cional y la competitividad frente a los mercados interna-
cionales.

Para prestar el servicio, los permisionarios deben cumplir
permanentemente con una amplia serie de obligaciones ad-

ministrativas, técnicas, fiscales, ambientales y de seguri-
dad, entre las que destacan la obtención y renovación de
permisos federales, el pago de derechos por trámites admi-
nistrativos, la expedición de placas y tarjetas de circulación
federales, las verificaciones físico-mecánicas, el cumpli-
miento de Normas Oficiales Mexicanas en materia de se-
guridad, peso, dimensiones y emisiones contaminantes, así
como la contratación de seguros obligatorios.

A estas obligaciones se suman las contribuciones federales
aplicables, como lo son Impuesto sobre la Renta (ISR),
Impuesto al Valor Agregado (IVA) y en lo que corresponde
el Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS)
derivado del consumo de combustibles.

Asimismo, las empresas transportistas enfrentan costos
operativos asociados al pago de peajes en la Red Federal de
Carreteras de Cuota, mantenimiento y renovación de flota
vehicular, capacitación permanente de operadores, imple-
mentación de sistemas de seguridad y cumplimiento de dis-
posiciones ambientales y laborales.

En conjunto, estas obligaciones conforman un esquema in-
tegral de regulación y contribución económica que tiene
como finalidad garantizar la seguridad, eficiencia y conti-
nuidad del servicio público federal de autotransporte.

En este tenor, es importante realizar una precisión jurídica
respecto del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos.
Dicha contribución no grava, por sí misma, la prestación
del servicio de autotransporte federal, sino la propiedad,
posesión o uso de determinados vehículos y si bien la Ley
federal del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos
quedó abrogada desde el 1 de enero de 2012, y desde en-
tonces las entidades pueden establecer sus propios impues-
tos locales sobre tenencia o uso de vehículos, vale la pena
analizar la implementación de este impuesto bajo todas las
consideraciones antes mencionadas y en aras de fortalecer
el sector.

El análisis jurídico de esta situación no se centra en cues-
tionar la existencia del impuesto sobre tenencia como im-
puesto, sino en determinar la proporcionalidad y justifica-
ción de cargas adicionales de carácter administrativo o
local a vehículos que ya se encuentran sujetos a un régimen
federal de permisos, supervisión, registro y obligaciones
administrativas.

Resulta necesario evaluar si dichas contribuciones estatales
observan los principios constitucionales de proporcionali-
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dad, equidad tributaria, seguridad jurídica y coordinación
fiscal.

El autotransporte federal de carga constituye una actividad
regulada bajo un régimen de competencia federal, confor-
me a lo dispuesto en los artículos 73, fracción XVII, y 124
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal.

Bajo este marco jurídico, corresponde a la Federación es-
tablecer las condiciones de operación, seguridad, supervi-
sión y regulación del servicio, garantizando criterios ho-
mogéneos para una actividad cuya naturaleza es
esencialmente interestatal y vinculada al desarrollo econó-
mico nacional.

En consecuencia, cualquier carga administrativa o fiscal
adicional impuesta por autoridades locales debe analizarse
bajo los principios de coordinación entre órdenes de go-
bierno, evitando la invasión de esferas en el ámbito del co-
bro de impuestos.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece que las contribu-
ciones deben cumplir con los principios de legalidad, pro-
porcionalidad y equidad, garantizando que toda carga tri-
butaria tenga una relación objetiva y razonable con el
hecho imponible y con la capacidad contributiva del sujeto
obligado, es decir, establece la obligación de los mexicanos
de contribuir al gasto público de la Federación, los estados,
la Ciudad de México y los municipios de manera propor-
cional y equitativa, conforme a lo que dispongan las leyes.

La existencia de contribuciones locales adicionales aplica-
bles a vehículos de autotransporte federal puede generar
efectos económicos negativos para un sector estratégico
cuya operación depende de la eficiencia, previsibilidad y
uniformidad regulatoria.

La naturaleza del autotransporte federal exige condiciones
homogéneas de operación en todo el territorio nacional, de-
bido a que las unidades circulan permanentemente entre di-
versas entidades federativas para atender cadenas producti-
vas nacionales e internacionales.

Esta situación resulta particularmente relevante en un con-
texto donde México busca fortalecer su posición como pla-
taforma logística de América del Norte, aprovechar las

oportunidades derivadas del nearshoring y consolidar ca-
denas de suministro competitivas frente a otros mercados
internacionales.

El incremento de costos asociados al transporte de mercan-
cías tiene efectos directos en la economía nacional, al tras-
ladarse eventualmente a los precios finales de bienes y ser-
vicios, afectar la competitividad de las exportaciones
mexicanas y reducir la capacidad de las empresas para res-
ponder oportunamente a las necesidades del mercado.

La competitividad logística constituye actualmente un fac-
tor determinante para la atracción de inversiones y el cre-
cimiento económico. En el marco de las renegociaciones
del T-MEC, México depende de una red de transporte efi-
ciente que permita mantener la integración productiva con
los socios comerciales.

Por ello, cualquier medida que incremente innecesaria-
mente los costos de operación del sector puede afectar la
posición competitiva de México dentro de las cadenas glo-
bales de suministro, particularmente frente a países que
buscan atraer inversiones.

Si bien las entidades federativas cuentan con facultades tri-
butarias dentro del ámbito de sus competencias, su ejerci-
cio debe realizarse en armonía con el marco constitucional,
los principios de coordinación fiscal y la naturaleza federal
del servicio de autotransporte de carga.

Es así que, resulta necesario exhortar respetuosamente a las
legislaturas de las entidades federativas y a sus autoridades
hacendarias, a revisar sus disposiciones fiscales relaciona-
das con el impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, con
el objetivo de garantizar que su aplicación sea congruente
con los principios constitucionales, evitando generar car-
gas adicionales desmedidas que afecten la competitividad
y el desarrollo económico nacional, por lo que me permito
proponer los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a las legislaturas de las entidades federativas para
que, en el ámbito de sus atribuciones, revisen la proporcio-
nalidad y razonabilidad de los impuestos, derechos y demás
contribuciones estatales aplicables a los vehículos del auto-
transporte a fin de garantizar su congruencia con los princi-
pios de legalidad, equidad y proporcionalidad tributaria pre-
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vistos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y la norma relativa a la coordinación fiscal co-
rrespondiente.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a las Secretarías de Finanzas, Tesorerías o autorida-
des hacendarias de las entidades federativas para que eva-
lúen el impacto económico general que generan las
contribuciones estatales aplicables al autotransporte fede-
ral, considerando sus posibles afectaciones en el entorno
actual.

Tercero. Esta asamblea exhorta, respetuosamente, a las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público, de Comunica-
ciones y Transportes y de Federalismo y Desarrollo Muni-
cipal, para que de manera coordinada promuevan mesas de
trabajo con autoridades federales, gobiernos estatales, re-
presentantes del sector transportista y especialistas en ma-
teria fiscal, y generar consenso y acciones que fortalezcan
la competitividad del autotransporte federal y otorguen
mayor certeza jurídica a los permisionarios.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Blanca Leticia Gutiérrez Garza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

SE ANALICE LA CONVENIENCIA DE LOS 
REQUISITOS ZOOSANITARIOS APLICADOS AL

INGRESO DE PERROS DE COMPAÑÍA
PROVENIENTES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE

AMÉRICA, SE EVALÚEN DE MANERA PERIÓDICA
Y SE FORTALEZCA SU OPERACIÓN EN LOS

CRUCES FRONTERIZOS TERRESTRES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a analizar la conveniencia de los requisitos
zoosanitarios aplicados al ingreso de perros de compañía
provenientes de Estados Unidos de América, a evaluarlos
de manera periódica y a fortalecer su operación en los cru-
ces fronterizos terrestres, a cargo del diputado Brígido Ra-
miro Moreno Hernández, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Brígido Ramiro Moreno Hernán-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados

del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, fracción III, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía la presente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El gusano barrenador del ganado representa una de las
principales amenazas sanitarias para la ganadería y la fau-
na del continente. Su presencia en la región ha obligado a
los gobiernos de México y de los Estados Unidos a adop-
tar medidas para contener su propagación. Esas medidas,
necesarias para proteger la sanidad animal, han derivado a
su vez en otras afectaciones, como la que hoy se registra en
la frontera de Coahuila de Zaragoza con Texas por la dis-
minución del flujo de visitantes provenientes de los Esta-
dos Unidos, particularmente en Acuña y Piedras Negras. A
esa situación se refiere la presente proposición.

El gusano barrenador del ganado es la larva de la mosca
Cochliomyia hominivorax. La hembra deposita sus huevos
en heridas abiertas o recientes de los animales de sangre
caliente, incluidas las personas; al eclosionar, las larvas se
alimentan del tejido vivo y provocan lesiones que se agra-
van con rapidez y que pueden resultar mortales si no se
atienden oportunamente. Por esa forma de transmisión, la
presencia de heridas es el principal factor de riesgo, y su
detección y tratamiento oportunos constituyen la principal
herramienta de prevención.1

Tras más de tres décadas de ausencia en el territorio nacio-
nal, la plaga reingresó en noviembre de 2024. Desde en-
tonces, el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Cali-
dad Agroalimentaria (Senasica), órgano administrativo
desconcentrado de la Secretaría de Agricultura y Desarro-
llo Rural, encabeza una campaña de contención y erradica-
ción que comprende el control de la movilización de ani-
males, la vigilancia epidemiológica y la dispersión de
moscas estériles, en coordinación con el Departamento de
Agricultura de los Estados Unidos.2 Entre noviembre de
2024 y agosto de 2026 se acumularon más de 37 mil casos,
de los cuales poco más de 22 mil correspondieron a bovi-
nos y alrededor de 8 mil 600 a perros. En agosto de 2026
el país registra cerca de mil 900 casos activos y los caninos
representan más de una tercera parte de ellos, lo que con-
firma que los animales de compañía forman parte relevan-
te del ciclo de la plaga y explica que la vigilancia sanitaria
también los comprenda.3
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En ese contexto, a partir del 3 de agosto de 2026, como re-
sultado de un acuerdo bilateral entre el Senasica y el Ser-
vicio de Inspección Sanitaria de Animales y Plantas
(APHIS, por sus siglas en inglés), el ingreso a México de
perros procedentes de los Estados Unidos requiere la pre-
sentación de un documento de inspección de gusano barre-
nador del ganado, firmado por un médico veterinario acre-
ditado por la autoridad sanitaria del país de origen, con una
vigencia de cinco días naturales.4 Este requisito se suma a
la inspección física que el personal de las Oficinas de Ins-
pección de Sanidad Agropecuaria (OISA) practica en el
punto de ingreso para verificar que el animal no presente
signos de enfermedades infectocontagiosas, ectoparásitos,
ni heridas frescas o en proceso de cicatrización.5 Los Es-
tados Unidos, por su parte, aplican un requisito equivalen-
te a los perros procedentes de países afectados por la pla-
ga.6 Se trata de medidas orientadas al propósito, legítimo
y compartido por ambos países, de impedir que la plaga se
establezca en nuevas regiones.

Estas disposiciones se aplican, sin embargo, en una región
con características particulares. En la frontera norte, ciuda-
des como Acuña y Piedras Negras, en Coahuila de Zarago-
za, forman con Del Río y Eagle Pass, Texas, comunidades
estrechamente integradas. Las familias, el comercio, los
servicios médicos, veterinarios, estéticos y de esparcimien-
to se desarrollan a ambos lados de los puentes internacio-
nales, y el cruce cotidiano de personas es parte de la vida y
de la economía de la región. En ese entorno es habitual que
los visitantes viajen acompañados de sus mascotas, que
hoy forman parte de la vida familiar y acompañan a sus
propietarios en sus actividades diarias.

La aplicación de los nuevos requisitos ha reducido el flujo
de visitantes que cruzan con sus mascotas, pues la obten-
ción del certificado en los Estados Unidos implica costos y
trámites adicionales que llevan a muchas personas a desis-
tir del viaje. La afectación alcanza a comerciantes, restau-
rantes, prestadores de servicios turísticos, médicos, estéti-
cos y veterinarios, en su mayoría pequeños negocios cuya
actividad depende de ese flujo. Los organismos empresa-
riales de la región ya se han pronunciado al respecto. La
Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de
Ciudad Acuña manifestó por escrito a las oficinas locales
del Senasica, el 18 de agosto de 2026, su preocupación por
la disminución del cruce de turistas que viajan acompaña-
dos de sus mascotas y solicitó revisar los criterios aplica-
dos.7 Cabe señalar que la franja fronteriza de la entidad,
que comprende Acuña, Jiménez, Guerrero, Hidalgo y Pie-

dras Negras, permanece libre de la plaga, y que el estado
mantiene una estrategia activa de vigilancia y contención.8

Las autoridades han comenzado a atender la situación. En
una reunión de trabajo entre la Presidencia municipal de
Piedras Negras, la autoridad aduanera, la Guardia Nacional
y el Senasica, celebrada con motivo de los planteamientos
del gremio de médicos veterinarios de la localidad, las ins-
tancias participantes reconocieron la afectación a la activi-
dad económica y a la vida cotidiana de la frontera, y acor-
daron unificar la información entre las corporaciones que
intervienen en los cruces, de modo que la revisión zoosa-
nitaria de los animales de compañía se realice por la auto-
ridad competente y con criterios uniformes.9 En ese mis-
mo espacio se identificó la conveniencia de contar con
personal de inspección de sanidad agropecuaria en todos
los puentes internacionales de la localidad, pues actual-
mente se encuentra únicamente en uno de ellos.

Le corresponde a esta Cámara de Diputados velar, al mis-
mo tiempo, por la sanidad animal del país y por la econo-
mía y la vida cotidiana de las personas, en particular de los
pequeños comerciantes, prestadores de servicios y empre-
sarios cuya actividad depende del flujo fronterizo. Ambos
objetivos son compatibles. Por ello, esta proposición plan-
tea que la autoridad sanitaria analice si las medidas actual-
mente aplicadas al ingreso de perros de compañía son las
más convenientes para la región, considerando en su dise-
ño y aplicación tanto la prevención de la dispersión de la
plaga como la estrecha relación comercial, económica y
social que existe entre ambos lados de la frontera, y que su
aplicación y sus resultados se evalúen de manera periódi-
ca, a fin de ajustarlas conforme evolucione la situación epi-
demiológica y conforme se identifiquen sus efectos sobre
la región.

Esta proposición respalda el pronunciamiento del sector de
comercio y servicios de la frontera de Coahuila de Zarago-
za y reconoce el esfuerzo del gobierno de México en la
contención de la plaga. Se plantea con pleno respeto a las
atribuciones de las autoridades federales competentes y
con el propósito de contribuir a que las medidas sanitarias
se apliquen con eficacia, proporcionalidad y certeza para
las personas usuarias de los cruces fronterizos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía el siguiente:
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Punto de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados exhorta, res-
petuosamente, a la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural para que, por conducto del Servicio Nacional de Sa-
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria y en el marco
de la coordinación bilateral con el Servicio de Inspección
Sanitaria de Animales y Plantas de los Estados Unidos,
analice si los requisitos zoosanitarios actualmente aplica-
dos al ingreso de perros de compañía provenientes de ese
país en los cruces fronterizos terrestres son los más conve-
nientes, considerando tanto la prevención de la dispersión
del gusano barrenador del ganado como la estrecha rela-
ción comercial, económica y social que caracteriza a la re-
gión fronteriza; evalúe de manera periódica su aplicación y
sus resultados, y los ajuste conforme a la evolución de la
situación epidemiológica, así como para que gestione ante
la autoridad sanitaria estadounidense condiciones que faci-
liten la obtención del certificado correspondiente, en cuan-
to a su costo y a la disponibilidad de médicos veterinarios
acreditados en las ciudades fronterizas de aquel país.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta, res-
petuosamente, al Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad
y Calidad Agroalimentaria a fortalecer la capacidad opera-
tiva de las Oficinas de Inspección de Sanidad Agropecuaria
en los puentes internacionales de Ciudad Acuña y Piedras
Negras, Coahuila de Zaragoza, a fin de garantizar la pre-
sencia de personal oficial en todos los cruces y la difusión
clara y accesible de los requisitos zoosanitarios vigentes, in-
cluida la información sobre los médicos veterinarios acredi-
tados para expedir el documento de inspección correspon-
diente.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados exhorta, res-
petuosamente, al Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad
y Calidad Agroalimentaria, a la Agencia Nacional de Adua-
nas de México y a la Guardia Nacional a continuar y pro-
fundizar la coordinación iniciada en los puentes internacio-
nales de la frontera norte, mediante la homologación de
criterios y protocolos de actuación, de modo que la revisión
zoosanitaria de los animales de compañía se realice por la
autoridad competente y con criterios uniformes en todos los
cruces.

Notas

1. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria,
Miasis por Gusano Barrenador, disponible en: 

https://www.gob.mx/senasica/documentos/miasis-por-gusano-ba-
rrenador?state=published(consultado el 18 de agosto de 2026).

2. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria,
“Requisitos y procedimientos para viajar a México con tu mascota”,
Gobierno de México, disponible en: 

https://www.gob.mx/senasica/documentos/si-viajas-con-tu-masco-
ta-194177(consultado el 19 de agosto de 2026). Infobae México,
“Gobierno suelta millones de moscas estériles en Chihuahua 
para contener al gusano barrenador”, 12 de agosto de 2026, dis-
ponible en: 

https://www.infobae.com/mexico/2026/08/12/gobierno-suelta-mi-
llones-de-moscas-esteriles-en-chihuahua-para-contener-al-gusano-
barrenador/(consultado el 19 de agosto de 2026).

3. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentari,
Informes Técnicos y de Vigilacia Epidemiológica de la Dirección Ge-
neral de Sanidad Animal, disponible en: 

https://www.gob.mx/senasica/acciones-y-programas/gusano-ba-
rrendador-del-ganado(consultado el 18 de agosto). La Jornada,
“México demanda certificar a caninos y aves libres de gusano ba-
rrenador procedentes de EU, para autorizar su ingreso”, 11 de agos-
to de 2026, disponible en: 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/08/11/sociedad/mexico-
demanda-certificar-a-caninos-y-aves-libres-de-gusano-barrenador-
procedentes-de-eu-para-autorizar-su-ingreso (consultado el 19 de
agosto de 2026).

4. Infobae México, “México exige nuevo requisito sanitario en perros
y aves provenientes de EEUU ante el aumento de casos del gusano ba-
rrenador”, 12 de agosto de 2026, disponible en: 

https://www.infobae.com/mexico/2026/08/12/mexico-exige-nue-
vo-requisito-sanitario-en-perros-y-aves-provenientes-de-eeuu-an-
te-el-aumento-de-casos-del-gusano-barrenador/(consultado el 19
de agosto de 2026).

5. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria,
“Requisitos y procedimientos para viajar a México con tu mascota”,
op. cit.
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6. Animal and Plant Health Inspection Service, Departamento de Agri-
cultura de los Estados Unidos, requisitos aplicables a perros proceden-
tes de países afectados por el gusano barrenador del Nuevo Mundo;
véase El Mañana, “CBP: ¿Cuáles son los requisitos para cruzar la fron-
tera desde México a EU con mascotas?”, 1 de julio de 2026, disponi-
ble en: 

https://elmanana.com.mx/nacional/2026/7/1/cbp-cuales-son-los-
requisitos-para-cruzar-la-frontera-desde-mexico-a-eu-con-masco-
tas-175622.html (consultado el 19 de agosto de 2026).

7. Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Ciudad Acu-
ña, oficio dirigido a las oficinas del Senasica en Ciudad Acuña, de fe-
cha 18 de agosto de 2026, mediante el cual solicita la revisión de los
criterios aplicados al ingreso de mascotas que acompañan a visitantes
provenientes de los Estados Unidos. Documento en poder del propo-
nente.

8. Vanguardia, “Piedras Negras y frontera de Coahuila siguen libres de
gusano barrenador”, 10 de julio de 2026, disponible en: 

https://vanguardia.com.mx/coahuila/piedras-negras-y-frontera-de-
coahuila-siguen-libres-de-gusano-barrenador-PF22059503; y Van-
guardia, “Coahuila refuerza estrategia contra el gusano barrenador;
mantiene 36 casos activos”, agosto de 2026, disponible en: 

https://vanguardia.com.mx/coahuila/piedras-negras/coahuila-re-
fuerza-estrategia-contra-el-gusano-barrenador-mantiene-36-casos-
activos-NH22700872(consultados el 19 de agosto de 2026).

9. Reunión de trabajo entre la presidencia municipal de Piedras Negras,
Coahuila de Zaragoza, la autoridad aduanera, la Guardia Nacional y el
Senasica, celebrada en agosto de 2026 con motivo de los planteamien-
tos del gremio de médicos veterinarios de la localidad. Constancia en
poder del proponente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tado Brígido Ramiro Moreno Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

EXHORTO A LA ASF, A FISCALIZAR EL EJERCICIO
DE LOS RECURSOS PÚBLICOS FEDERALES

TRANSFERIDOS A LOS MUNICIPIOS DE OAXACA
QUE SE ENCUENTRAN O HAYAN ESTADO BAJO
EL RÉGIMEN DE COMISIONADO MUNICIPAL O

CONSEJO MUNICIPAL INTERINO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la ASF
a fiscalizar de manera prioritaria y exhaustiva el ejercicio
de los recursos públicos federales transferidos a los muni-
cipios del estado de Oaxaca que se encuentran o hayan es-
tado bajo el régimen de comisionado municipal o consejo
municipal interino, a cargo de la diputada Martha Aracely
Cruz Jiménez, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, diputada Martha Aracely Cruz Jiménez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
78, fracción III de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a la consideración de esta Comisión Per-
manente la presente proposición con punto de acuerdo, la
cual solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolu-
ción, al tenor de los siguientes

Considerandos

El municipio libre constituye la base de la división territo-
rial y de la organización política y administrativa de los
estados de la Federación, tal como lo consagra el artículo
115 de nuestra Carta Magna. Para cumplir con sus fines
constitucionales, la hacienda municipal se integra, entre
otros ingresos, por las aportaciones y participaciones que
la Federación transfiere a través de los Ramos Generales
28 y 33, recursos estrictamente etiquetados para el desa-
rrollo social, la infraestructura básica y el fortalecimiento
de la seguridad pública.

No obstante, el estado de Oaxaca presenta una compleji-
dad político-social y jurídica única en el país. Al contar
con 570 municipios, de los cuales 417 se rigen por Siste-
mas Normativos Indígenas (Usos y Costumbres), es recu-
rrente que se presenten conflictos postelectorales, impug-
naciones o la declaración de invalidez de los comicios por
parte de los tribunales electorales. Ante la falta de condi-
ciones para la instalación de un Ayuntamiento constitucio-
nal, se recurre a la figura de excepción legalmente deno-
minada comisionado municipal provisional (o en su
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caso, Consejos municipales) contemplada en la Ley Orgá-
nica Municipal del estado de Oaxaca.

La designación de un comisionado municipal responde a
una medida transitoria y de emergencia para garantizar la
gobernabilidad, la prestación de servicios públicos esen-
ciales y la paz social mientras se convocan y realizan elec-
ciones extraordinarias. Sin embargo, en la práctica legisla-
tiva e histórica de la entidad, esta figura ha desvirtuado su
naturaleza jurídica para convertirse en un foco rojo de opa-
cidad y discrecionalidad administrativa por las siguientes
razones:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía, la siguiente proposición con:

• Ausencia de contrapesos institucionales: A diferen-
cia de un Ayuntamiento electo, que opera bajo un cuer-
po colegiado (síndicos y regidores) que delibera, autori-
za y vigila el gasto público, el comisionado municipal
concentra de manera unipersonal la toma de decisiones,
eliminando de facto la fiscalización interna inmediata.

• Prolongación indebida del interinato: Aunque la le-
gislación contempla los interinatos como periodos bre-
ves de semanas o meses, en múltiples ocasiones las
elecciones extraordinarias se dilatan intencionalmente,
permitiendo que un comisionado administre millones de
pesos de fondos federales (como el FAIS y el Fortamun)
durante un ejercicio fiscal completo o más, sin una es-
tructura contable formal ni rendición de cuentas clara.

• Falta de arraigo e inestabilidad administrativa: Al
tratarse frecuentemente de perfiles externos designados
de manera centralizada desde la capital del Estado, exis-
te un nulo compromiso con la fiscalización comunitaria
y los mecanismos tradicionales de control social, facili-
tando el desvío de recursos, la alteración de facturas y el
abandono de obras públicas esenciales.

Es pertinente recordar que el pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN) ha establecido con absoluta
claridad jurisprudencial que la ASF es el único órgano
constitucional autónomo con la facultad exclusiva para
fiscalizar los fondos federales transferidos a los estados
y municipios, resultando las auditorías locales incompe-
tentes sobre estos rubros de origen federal.

Por lo tanto, la intervención de la ASF no es solo un acto
de legalidad, sino de profunda justicia social para las co-

munidades de Oaxaca, principalmente las indígenas y con
mayores índices de marginación, que ven sus recursos con-
gelados, desviados o simulados bajo la gestión de estas ad-
ministraciones provisionales. La fiscalización oportuna de
la ASF garantizará que el vacío democrático temporal en
un municipio no se traduzca en una patente de corso para
la corrupción y la impunidad.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Auditoría Supe-
rior de la Federación para que, en el diseño y ejecución de
su Programa Anual de Auditoría, incluya y fiscalice de ma-
nera prioritaria, expedita y exhaustiva el destino, aplica-
ción y ejercicio de los recursos públicos federales asigna-
dos a los municipios del estado de Oaxaca que hayan
operado o se encuentren operando bajo la administración
de un comisionado municipal provisional o Consejo muni-
cipal, a fin de deslindar responsabilidades administrativas
o penales que correspondan y garantizar la transparencia
del erario federal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Martha Aracely Cruz Jiménez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

ESQUEMA DE GRATUIDAD O APOYO ECONÓMICO
PARA EL TRANSPORTE PÚBLICO DE LAS

Y LOS ESTUDIANTES DE EDUCACIÓN PRIMARIA,
SECUNDARIA Y MEDIA SUPERIOR 
DURANTE EL PERIODO ESCOLAR

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a implementar y fortalecer un esquema de
gratuidad o apoyo económico para el transporte público de
las y los estudiantes de educación primaria, secundaria y
media superior durante el periodo escolar, priorizando a
quienes se encuentren en condiciones de vulnerabilidad
económica, a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Mo-
reno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
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to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la educación es uno de los pilares fundamen-
tales de nuestra sociedad y constituye una herramienta in-
dispensable para reducir las desigualdades, ampliar las
oportunidades y construir un mejor futuro para las nuevas
generaciones. Sin embargo, garantizar este derecho no sig-
nifica únicamente construir escuelas, contratar docentes o
proporcionar materiales educativos, también implica aten-
der aquellas condiciones económicas y sociales que pue-
den impedir que una niña, un niño o un adolescente llegue
diariamente a su centro escolar.

Entre esas condiciones existe una que con frecuencia
permanece en segundo plano: el costo del transporte
público, para miles de familias del Estado de México,
trasladar diariamente a sus hijas e hijos hacia la escuela
representa un gasto constante que, acumulado durante
semanas y meses, puede convertirse en una carga consi-
derable para la economía familiar, esta situación se vuel-
ve todavía más compleja cuando los estudiantes viven le-
jos de sus centros educativos, requieren realizar
transbordos o deben utilizar dos o más sistemas de trans-
porte para completar su recorrido.

El problema adquiere una dimensión mayor en el estado de
México debido a sus características territoriales, demográ-
ficas y metropolitanas, la entidad mantiene una estrecha re-
lación económica, educativa y social con la Ciudad de Mé-
xico y cuenta con una población que diariamente realiza
millones de desplazamientos, dentro de esta dinámica se
encuentran miles de estudiantes de educación primaria, se-
cundaria y media superior que utilizan el transporte públi-
co para acudir a sus escuelas.

Para una familia con ingresos limitados, el pago diario del
transporte puede significar una diferencia importante en su
presupuesto, cuando existen dos o tres estudiantes dentro
del mismo hogar, el gasto puede multiplicarse, en determi-
nadas circunstancias, el costo del transporte puede conver-
tirse en una barrera para la asistencia regular a clases y, en
los casos más graves, contribuir al abandono escolar.

Por ello, hablar de transporte estudiantil no debe entender-
se únicamente como un asunto de movilidad, es también
hablar de educación, igualdad de oportunidades y justicia
social, el transporte como parte del derecho a la educación

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce el derecho de toda persona a
la educación y establece la obligación del Estado de garan-
tizarla, además, establece que se deberá priorizar el interés
superior de niñas, niños, adolescentes y jóvenes en el acce-
so, permanencia y participación en los servicios educati-
vos, este principio debe interpretarse de manera integral.

Si una niña o un niño tiene una escuela disponible, pero su
familia no puede cubrir diariamente el costo de trasladarlo
hasta ella, existe una barrera económica que limita el ejer-
cicio efectivo de su derecho, por ello, las políticas educati-
vas deben complementarse con políticas sociales y de mo-
vilidad que permitan garantizar que las condiciones
económicas de una familia no determinen las posibilidades
educativas de sus hijos.

En este contexto, establecer un mecanismo de gratuidad o
apoyo económico para el transporte de estudiantes consti-
tuye una medida concreta para fortalecer el derecho a la
educación, no se trata simplemente de otorgar un descuen-
to, se trata de reconocer que el transporte es una condición
necesaria para que miles de estudiantes puedan ejercer co-
tidianamente su derecho a estudiar.

El Estado de México ya cuenta con antecedentes de apo-
yo al transporte, el planteamiento de ampliar los benefi-
cios hacia las y los estudiantes no parte de cero, el esta-
do de México ya cuenta con mecanismos de gratuidad y
tarifas preferenciales destinados a determinados grupos
de población.

Las personas adultas mayores cuentan con beneficios que
pueden acreditarse mediante la credencial del INAPAM o
identificación oficial, conforme a las disposiciones aplica-
bles, las personas con discapacidad también cuentan con
mecanismos de acceso preferencial o gratuito mediante los
sistemas de registro o validación correspondientes.

De igual manera, las niñas y los niños menores de cinco
años cuentan con acceso libre en los términos establecidos
por la legislación aplicable, estos antecedentes demuestran
que existe una lógica de política pública según la cual de-
terminados sectores de la población, debido a sus condi-
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ciones particulares, deben recibir un trato preferencial en
materia de transporte.

La propuesta que aquí se plantea consiste en ampliar esa
visión para incorporar a un sector que diariamente necesi-
ta trasladarse para ejercer otro derecho fundamental: las y
los estudiantes.

La gratuidad o el subsidio para estudiantes no debe sustituir
los beneficios de las personas adultas mayores, las personas
con discapacidad o las niñas y niños menores de cinco años,
por el contrario, debe ser un beneficio adicional que permita
construir un sistema de movilidad más incluyente.

Por ello, se propone que el Gobierno del Estado de Méxi-
co implemente un esquema de apoyo de hasta 400 pesos
mensuales por estudiante durante el periodo escolar, desti-
nado a cubrir total o parcialmente los gastos de transporte
público.

El monto deberá estar sujeto a las reglas de operación co-
rrespondientes y a la disponibilidad presupuestaria, pero
deberá tener como principio fundamental apoyar a las
familias que realmente enfrentan dificultades para cu-
brir este gasto.

El apoyo podrá ser entregado mediante una tarjeta elec-
trónica, tarjeta de movilidad, recarga mensual, mone-
dero electrónico o cualquier otro mecanismo que permi-
ta que el recurso sea utilizado directamente para el traslado
del estudiante.

La finalidad no es entregar un recurso sin control, sino cre-
ar un mecanismo transparente, verificable y sencillo que
reduzca directamente el costo que representa acudir diaria-
mente a la escuela.

¿Quiénes deberían recibirlo?, la propuesta está dirigida a
estudiantes de educación primaria, secundaria y media su-
perior, se trata de etapas fundamentales en la formación de
niñas, niños y adolescentes.

En estos niveles educativos, la responsabilidad económica
del traslado recae principalmente en las familias. Por ello,
cualquier reducción en el costo del transporte puede signi-
ficar un alivio importante para los hogares.

El acceso al programa deberá acreditarse de manera sencilla,
podrá ser suficiente demostrar que la persona se encuentra
inscrita regularmente en una institución educativa mediante

su credencial escolar, constancia de estudios o validación
electrónica por parte de la propia escuela.

Asimismo, cuando el programa sea focalizado, deberá con-
siderarse la situación económica de la familia.

Entre los criterios de priorización pueden incluirse el in-
greso familiar, la condición de pobreza o vulnerabilidad, la
distancia entre el domicilio y la escuela, el número de es-
tudiantes que existen dentro del mismo hogar y la necesi-
dad de utilizar transporte público para acudir al centro edu-
cativo.

De esta manera, el programa podría comenzar atendiendo
a quienes enfrentan mayores dificultades económicas y
avanzar progresivamente hacia una mayor cobertura.

El beneficio debe acompañar al estudiante durante todo su
trayecto

Uno de los principales retos de una política de transporte
estudiantil es evitar que el apoyo quede limitado a un solo
medio de transporte.

El Estado de México cuenta con una red diversa de movi-
lidad.

Entre los sistemas de transporte masivo destaca el Mexi-
bús, que opera mediante corredores de autobuses de tránsi-
to rápido y carriles exclusivos en distintos municipios de la
entidad.

También se encuentra el Mexicable, sistema de transporte
por cable que permite conectar zonas altas y de difícil ac-
ceso con otros puntos de los municipios y con diferentes
sistemas de transporte.

A esta infraestructura se suma el Tren Suburbano, que co-
necta municipios del norte del Estado de México con la
Ciudad de México.

De igual manera, el Tren Interurbano “El Insurgente” re-
presenta una alternativa fundamental para quienes se tras-
ladan entre el Valle de Toluca y la Ciudad de México.

También deben considerarse las conexiones ferroviarias y
suburbanas vinculadas con el Aeropuerto Internacional Fe-
lipe Ángeles, así como los demás sistemas de transporte
público colectivo y de mediana capacidad que utilizan dia-
riamente las familias mexiquenses.
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Por esta razón, el programa debe diseñarse bajo un princi-
pio de movilidad integrada.

El estudiante no debería perder el beneficio simplemente por-
que necesita cambiar de transporte para llegar a la escuela.

Si un alumno utiliza transporte colectivo desde su colonia,
después Mexibús y posteriormente otro sistema para llegar
a su institución educativa, el apoyo debe acompañar su re-
corrido.

La política debe poner al estudiante en el centro, y no al
sistema de transporte, la coordinación institucional será in-
dispensable, la implementación de una política de esta na-
turaleza requiere coordinación, algunos sistemas de trans-
porte son responsabilidad del Gobierno del Estado de
México, mientras que otros tienen carácter metropolitano,
interestatal o federal.

Por ello, será necesario establecer mecanismos de coordi-
nación entre el Gobierno del Estado de México, la Secreta-
ría de Movilidad, el Sistema de Transporte Masivo y Tele-
férico del Estado de México, las autoridades educativas,
los municipios y, cuando corresponda, las autoridades fe-
derales y de la Ciudad de México.

La finalidad debe ser construir un mecanismo que permita
reconocer la condición de estudiante independientemente
del sistema utilizado, las instituciones educativas pueden
desempeñar un papel fundamental en este proceso, a través
de mecanismos digitales podrían validar que una persona
se encuentra inscrita y cursando regularmente sus estudios,
evitando trámites innecesarios para las familias.

Esto permitiría mantener actualizado el padrón de benefi-
ciarios y reducir riesgos de duplicidad o utilización indebi-
da de los recursos, la propuesta también debe tener una vi-
sión de justicia social.

No todas las familias enfrentan las mismas condiciones,
para algunas, 400 pesos mensuales pueden representar un
apoyo importante; para otras, puede ser la diferencia entre
poder cubrir el transporte de sus hijos o tener que reducir
otros gastos esenciales.

Por eso, el programa debe priorizar a quienes se encuentran
en situación de vulnerabilidad económica, la política pú-
blica debe considerar las diferencias entre municipios, co-
munidades rurales, zonas metropolitanas y regiones con
mayores niveles de marginación.

También debe considerar el número de estudiantes que
existen en cada hogar y la distancia que deben recorrer dia-
riamente, el objetivo debe ser claro, que ningún estudiante
abandone o limite su educación debido al costo del trans-
porte.

Cada peso que se destina a facilitar que un estudiante lle-
gue a su escuela puede contribuir a reducir el ausentismo,
prevenir el abandono escolar y ampliar sus posibilidades de
desarrollo.

Además, una política de movilidad estudiantil puede con-
tribuir a reducir las desigualdades territoriales, una niña
que vive en una comunidad alejada debe tener las mismas
posibilidades de acceder a la educación que una niña que
vive cerca de su escuela, el lugar donde una persona nace
o vive no debería determinar sus oportunidades educativas.

El transporte público puede convertirse en una herramien-
ta para reducir esa desigualdad, hacia un Estado de Méxi-
co más incluyente, el Estado de México tiene la oportuni-
dad de avanzar hacia un modelo de movilidad que
reconozca las necesidades de sus habitantes.

Ya existen beneficios para personas adultas mayores, per-
sonas con discapacidad y niñas y niños menores de cinco
años, el siguiente paso debe ser reconocer las necesidades
de las y los estudiantes, la propuesta de otorgar hasta 400
pesos mensuales durante el periodo escolar representa una
medida viable para comenzar a construir un esquema de
apoyo que posteriormente pueda ampliarse.

No se pretende que el Gobierno del Estado de México
adopte una medida sin realizar los estudios correspondien-
tes, por el contrario, se plantea que la Secretaría de Movi-
lidad y el Sistema de Transporte Masivo y Teleférico del
Estado de México realicen los análisis técnicos, financie-
ros, jurídicos y presupuestarios necesarios para determinar
el número de beneficiarios, el costo del programa, los sis-
temas participantes y los mecanismos de operación.

La política deberá estar acompañada de transparencia, rendi-
ción de cuentas y protección de datos personales, pero, sobre
todo, deberá estar acompañada de una visión clara, la movi-
lidad es un derecho que permite ejercer otros derechos.

Cuando facilitamos que una niña, un niño o un adolescen-
te pueda llegar a la escuela, no solamente estamos facili-
tando un viaje, estamos facilitando educación, estamos re-
duciendo desigualdades, estamos apoyando a las familias,
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estamos generando oportunidades y estamos construyendo
condiciones para que las nuevas generaciones puedan des-
arrollar plenamente sus capacidades.

El estado de México necesita políticas públicas que res-
pondan a las condiciones reales de las familias, el costo del
transporte público representa una carga cotidiana para mi-
les de hogares y afecta particularmente a quienes cuentan
con menores ingresos y tienen varios hijos en edad escolar.

Por ello, resulta necesario avanzar hacia un esquema de
gratuidad o apoyo económico para estudiantes de educa-
ción primaria, secundaria y media superior durante el pe-
riodo escolar, la propuesta de otorgar hasta 400 pesos men-
suales por estudiante, con prioridad para quienes se
encuentren en situación de vulnerabilidad económica,
constituye una medida concreta para disminuir esta carga.

El beneficio deberá contemplar los diferentes sistemas de
transporte que utilizan diariamente las y los estudiantes:
transporte público colectivo, Mexibús, Mexicable, Tren
Suburbano, Tren Interurbano “El Insurgente” y las cone-
xiones ferroviarias y suburbanas vinculadas con el AIFA,
así como los demás sistemas que formen parte de la movi-
lidad integrada del Estado de México.

De igual manera, deberán conservarse los beneficios exis-
tentes para personas adultas mayores, personas con disca-
pacidad y niñas y niños menores de cinco años.

La educación no puede estar condicionada por la capacidad
económica de una familia para pagar el transporte, por ello,
garantizar la movilidad de las y los estudiantes debe con-
vertirse en una prioridad de política pública, porque garan-
tizar que una niña, un niño o un adolescente pueda llegar a
la escuela también significa garantizar su derecho a cons-
truir un mejor futuro.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México,
por conducto de la Secretaría de Movilidad y del Sistema
de Transporte Masivo y Teleférico del Estado de México
(Sitramytem), para que, en el ámbito de sus atribuciones y
con sujeción a la disponibilidad presupuestaria, implemen-
te un esquema de gratuidad o apoyo económico para el
transporte público de las y los estudiantes de educación pri-
maria, secundaria y media superior durante el periodo es-
colar, de hasta $400.00 (cuatrocientos pesos 00/100 M.N.)

mensuales por estudiante, priorizando a quienes se encuen-
tren en situación de pobreza, vulnerabilidad o necesidad
económica.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México,
por conducto de la Secretaría de Movilidad y del Sistema
de Transporte Masivo y Teleférico del Estado de México
(Sitramytem), para que en el esquema contemple de mane-
ra progresiva y conforme a las atribuciones y mecanismos
de coordinación correspondientes, su aplicación en los dis-
tintos sistemas de transporte utilizados por las y los estu-
diantes, incluyendo transporte público colectivo, transpor-
te masivo, Mexibús, Mexicable, Tren Suburbano, Tren
Interurbano “El Insurgente”, así como los sistemas ferro-
viarios y suburbanos vinculados con el Aeropuerto Inter-
nacional Felipe Ángeles y demás servicios que formen par-
te o se integren al sistema de movilidad del Estado de
México.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México a
establecer los mecanismos de coordinación y, en su caso,
convenios con las autoridades federales, de la Ciudad de
México, municipales y organismos operadores, que resul-
ten necesarios para garantizar la interoperabilidad del be-
neficio, particularmente cuando las y los estudiantes re-
quieran realizar transbordos o utilizar diferentes
modalidades de transporte durante sus trayectos escolares.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México ex-
horta a mantener y fortalecer los beneficios de gratuidad o
tarifa preferencial a los sectores beneficiados actualmente.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México a re-
alizar los estudios técnicos, jurídicos, financieros y presu-
puestarios necesarios para determinar la población benefi-
ciaria, cobertura territorial, sistemas de transporte
participantes, mecanismos de registro y validación, reglas
de operación, interoperabilidad, mecanismos de transpa-
rencia y fuente de financiamiento del programa, procuran-
do su incorporación y permanencia en los instrumentos de
planeación y presupuestación estatal correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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SE REVISE LA LEGALIDAD EN MATERIA
DE COMERCIO EXTERIOR, FISCAL Y PRESUPUES-

TARIA DEL PROYECTO DE REMUNERACIÓN 
COMPENSATORIA POR COPIA PRIVADA, ANTES

DE ESTABLECER UN COBRO OBLIGATORIO
SOBRE LA IMPORTACIÓN Y COMERCIALIZACIÓN

DE DISPOSITIVOS TECNOLÓGICOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a revisar la legalidad en materia de comer-
cio exterior, fiscal y presupuestaria del proyecto de remu-
neración compensatoria por copia privada, así como su
compatibilidad con la Ley de Comercio Exterior y el trata-
do entre México, Estados Unidos y Canadá, antes de
establecer un cobro obligatorio sobre la importación y co-
mercialización de dispositivos tecnológicos, a cargo del
diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 79, numeral 2, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En una coyuntura como la que actualmente atraviesa el
país, en la que nuestra economía parece entrar en una fa-
se de estancamiento, resulta indispensable que las insti-
tuciones del Estado actúen con especial prudencia y sen-
tido de responsabilidad. A ello se suma un entorno de
incertidumbre alimentado por distintos factores internos
y externos, entre los que destaca, por su importancia es-
tratégica, el proceso de revisión del Tratado entre Méxi-
co, Estados Unidos y Canadá.

En un momento como el actual, tanto las instituciones pú-
blicas como los sectores productivos deberían alinear sus
objetivos y prioridades para fortalecer las perspectivas eco-
nómicas del país, preservar la inversión y generar mejores
condiciones para recuperar el dinamismo de la actividad
económica.

Si los sectores productivos ya enfrentan un entorno com-
plejo, lo menos conveniente sería generar nuevas condicio-

nes que eleven sus costos, hagan más lenta su participación
en la economía o introduzcan dudas adicionales sobre las
reglas bajo las cuales operan.

Precisamente por lo delicado de este entorno, deben cui-
darse también las señales que el propio Gobierno envía a
quienes producen, importan, comercializan, invierten y ge-
neran empleo en México.

En este sentido, preocupa la información que ha trascendido
recientemente sobre un proyecto promovido por la Secreta-
ría de Cultura para reformar el Reglamento de la Ley Fede-
ral del Derecho de Autor e instrumentar una remuneración
compensatoria por copia privada aplicable a teléfonos inteli-
gentes, computadoras, tabletas, memorias y otros dispositi-
vos tecnológicos.

Conforme a la información disponible, el mecanismo esta-
blecería una tarifa de hasta 2 por ciento sobre el precio de
venta sin impuestos y haría exigible el pago desde la im-
portación o en el primer acto de comercialización realiza-
do en territorio nacional.

No se trata de una medida menor ni exclusivamente vincu-
lada con la protección de los derechos de autor, porque su
diseño tendría consecuencias directas sobre materias espe-
cialmente sensibles para el país en este momento.

• La primera de ellas se relaciona con el comercio ex-
terior, ya que el cobro se haría exigible desde la impor-
tación y puede entrar en conflicto con las reglas previs-
tas en la Ley de Comercio Exterior y con los
compromisos asumidos por México en el T-MEC.

• La segunda se refiere a la integridad del régimen
presupuestario Federal, ya que el proyecto prevé que
una parte de los recursos recaudados se destinen a la Se-
cretaría de Cultura fuera del esquema constitucional y
legal de asignación de ingresos y presupuesto y de fis-
calización que lleva a cabo el Congreso de la Unión,
particularmente su Cámara de Diputados.

Ambos aspectos constituyen señales preocupantes en un
momento en el que el país requiere certidumbre y especial
cuidado en las decisiones públicas que puedan afectar su
entorno económico y comercial.

Detrás de ambos problemas subsiste, además, una cues-
tión de mayor gravedad institucional: determinar si el
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Ejecutivo federal puede utilizar su facultad reglamen-
taria para crear obligaciones y efectos jurídicos, parti-
cularmente presupuestales, que el Congreso no estable-
ció en la ley.

Ambas cuestiones merecen una revisión previa y cuidadosa.

I. La primera de ellas se encuentra en la propia forma
de generar el pago, ya que si la obligación nace cuando
determinados bienes ingresan al territorio nacional, el
mecanismo deja de tener consecuencias exclusivamente
autorales y pasa a incidir materialmente en las condi-
ciones económicas de importación y por tanto se con-
vierten en un tema de política comercial internacional.

Ese aspecto es relevante porque el comercio exterior es un
ámbito sujeto a competencias, procedimientos y controles
específicos establecidos en la Constitución, la Ley de Co-
mercio Exterior y los tratados internacionales celebrados
por México.

La Ley de Comercio Exterior plantea en su artículo 2o.
que sus disposiciones son de orden público y que su apli-
cación e interpretación administrativas corresponden al
Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Econo-
mía, mientras que el artículo 4o. atribuye al propio Ejecu-
tivo y a esa dependencia facultades específicas para regu-
lar o restringir la importación de mercancías mediante los
instrumentos previstos en la ley.

Los artículos 16 y 17 de la misma ley refuerzan ese dise-
ño al establecer los supuestos y el procedimiento para im-
poner regulaciones y restricciones no arancelarias a la im-
portación.

Entre otras previsiones, estas medidas deben someterse pre-
viamente a la opinión de la Comisión de Comercio Exterior,
publicarse en el Diario Oficial de la Federación y, cuando co-
rrespondan a los supuestos previstos por la propia ley, expe-
dirse mediante acuerdo de la Secretaría de Economía o con-
juntamente con la autoridad competente lo que implica
controles para evitar que cada dependencia altere unilateral-
mente las condiciones de acceso de mercancías al país.

El artículo 27 de la ley incorpora una previsión todavía
más amplia y particularmente relevante para este caso pues
el precepto dispone que cualquier otra medida administra-
tiva de una dependencia o entidad de la Administración Pú-
blica Federal que tenga como propósito regular o restringir

el comercio exterior y la circulación o tránsito de mercan-
cías extranjeras deberá someterse previamente a la opinión
de la Comisión de Comercio Exterior.

La cuestión no depende únicamente del nombre que se
otorgue al pago, ya que si, por su diseño y sus efectos, la
remuneración modifica las condiciones económicas ba-
jo las cuales un dispositivo puede introducirse y poste-
riormente comercializarse en México, su establecimien-
to al margen de los procedimientos previstos en los
artículos 17 y 27 puede resultar violatorio de la Ley de
Comercio Exterior.

El gobierno tendría entonces que justificar no sólo la fina-
lidad autoral del mecanismo, sino también la competencia
de la autoridad que lo propone y el cumplimiento del régi-
men especial que el legislador estableció para las medidas
con incidencia sobre las importaciones.

El artículo 20 de la ley añade una exigencia adicional de
certeza jurídica al disponer que las mercancías sujetas a re-
gulaciones o restricciones no arancelarias deben identificar-
se conforme a sus fracciones arancelarias y a la nomencla-
tura de la tarifa correspondiente lo que obliga a revisar con
especial cuidado un proyecto que pretende construir un ca-
tálogo de “dispositivos idóneos” a partir de características
funcionales como su capacidad de reproducir, fijar o alma-
cenar información.

Por otro lado, el artículo 18 de la Ley de Comercio Exte-
rior exige, en los supuestos a los que remite, que la Comi-
sión de Comercio Exterior sustente su evaluación en un
análisis de costos y beneficios que considere precios, com-
petitividad, ingresos públicos, costo para los consumido-
res, oferta y condiciones de competencia.

Son justamente los efectos que deberían conocerse antes de
imponer un nuevo costo sobre dispositivos tecnológicos de
consumo masivo, y no una vez que el cobro ya se encuen-
tre en operación.

La preocupación se extiende al T-MEC.

Su artículo 2.4 establece, salvo las excepciones previstas
por el propio Tratado, que ninguna Parte podrá incremen-
tar un arancel aduanero existente ni adoptar uno nuevo so-
bre una mercancía originaria; para esos efectos, el Tratado
utiliza una definición materialmente amplia de arancel
aduanero, que comprende un arancel o cargo de cualquier
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tipo aplicado a, o en relación con, la importación de una
mercancía, así como determinadas sobretasas o recargos
vinculados con esa operación.

Esto obliga a determinar la verdadera naturaleza del cobro
antes de imponerlo, pues si la remuneración se exige al im-
portador precisamente porque la mercancía entra al territo-
rio nacional, no basta con denominarla compensación
privada para excluirla del análisis comercial.

La autoridad debe establecer si se trata de una carga inter-
na aplicada en condiciones equivalentes a bienes naciona-
les e importados o si, como todo indica, opera como un car-
go relacionado con la importación, incompatible con el
artículo 2.4 del T-MEC.

El artículo 2.11 del Tratado también debe formar parte de
la revisión, pues prohíbe, con las salvedades previstas,
adoptar o mantener prohibiciones o restricciones a la im-
portación de mercancías de otra Parte.

Un nuevo cobro sobre bienes contemplados en el acuerdo
debe analizarse bajo esa disposición cuando su diseño pue-
da operar materialmente como una condición que dificulte
o encarezca el acceso de determinados bienes al mercado.

De todo ello resulta que, en una coyuntura marcada
precisamente por la revisión del T-MEC, abrir una con-
troversia evitable en esta materia sería una señal espe-
cialmente desafortunada.

En este mismo sentido, existe además un antecedente que
no puede pasarse por alto.

Cuando una propuesta igual fue planteada a través de una
iniciativa promovida en 2021 por el diputado Sergio Ma-
yer, la cual cabe decir fue rechazada por el Pleno de la Cá-
mara de Diputados, la Secretaría de Economía advirtió
mediante la Opinión Legislativa No. 206 que exigir el pa-
go a los importadores al ingreso de las mercancías “podría
considerarse un arancel” y resultar contrario a los com-
promisos comerciales asumidos por México.

II. La segunda cuestión de fondo se relaciona con la in-
tegridad del sistema hacendario y presupuestario.

De acuerdo con la documentación disponible, una parte de
los recursos obtenidos mediante la remuneración se desti-
naría a proyectos culturales y una fracción de éstos queda-
ría vinculada a la Secretaría de Cultura.

En ese momento el esquema deja de poder explicarse úni-
camente como una transferencia entre particulares, porque
una dependencia federal aparecería como destinataria de
recursos originados en un cobro obligatorio establecido por
una norma general.

El artículo 21 de la Ley de Ingresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2026 establece reglas expresas
respecto de los ingresos obtenidos por dependencias y en-
tidades con fundamento en leyes de carácter no fiscal. Su
lógica es preservar la unidad del sistema hacendario e im-
pedir que disposiciones ajenas a la legislación fiscal atri-
buyan a los ingresos públicos una naturaleza distinta o es-
tablezcan destinos específicos al margen de las reglas
aprobadas por el Congreso.

Por ello, cualquier recurso que termine en una dependencia
federal debe tener una explicación jurídica y presupuesta-
ria completa.

El problema se vuelve más delicado porque, conforme al
diseño conocido, el dinero no sería recaudado original-
mente por la Tesorería de la Federación, sino por socieda-
des de gestión colectiva que lo administrarían y posterior-
mente destinarían una parte a la Secretaría de Cultura lo
que obliga a definir con precisión cuándo y por qué esos re-
cursos adquieren naturaleza pública, bajo qué concepto se
registran, cómo se concentran, quién autoriza su destino y
de qué manera se incorporan a la Cuenta Pública y a los
mecanismos ordinarios de fiscalización.

La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos expresan
decisiones anuales del Congreso sobre cuánto puede obte-
ner el Estado, de dónde provienen los recursos y para qué
pueden ejercerse; por ello, permitir que una dependencia
reciba recursos provenientes de un cobro obligatorio admi-
nistrado inicialmente por particulares, sin una identifica-
ción clara dentro de ese ciclo, puede construir una vía pa-
ralela de financiamiento público y debilitar los controles de
legalidad, transparencia y rendición de cuentas que justifi-
can precisamente la existencia del procedimiento presu-
puestario.

La fiscalización merece una atención especial ya que la
Auditoría Superior de la Federación puede revisar recursos
federales aun cuando sean administrados o ejercidos por
particulares, pero para ello debe existir claridad respecto de
su naturaleza pública y de su incorporación al ámbito de
fiscalización.
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Si durante una parte de su recorrido el dinero se presenta
como un recurso privado administrado por sociedades de
gestión colectiva y después una fracción termina en una de-
pendencia federal, debe garantizarse que esa construcción
no genere zonas de opacidad respecto del origen, adminis-
tración, entrega y destino final de los recursos.

III. Estas dos líneas de análisis, comercio exterior e in-
tegridad presupuestaria, convergen finalmente en un
mismo problema institucional: el alcance de la facultad
reglamentaria del Ejecutivo.

El artículo 89, fracción I, constitucional permite proveer en
la esfera administrativa a la exacta observancia de las le-
yes, pero no autoriza a construir mediante Reglamento
obligaciones sustantivas cuyos elementos esenciales no
fueron establecidos por el Congreso. La potestad regla-
mentaria sirve para ejecutar la ley, no para ocupar el espa-
cio normativo que corresponde al legislador.

El artículo 40 de la Ley Federal del Derecho de Autor re-
conoce el derecho a una remuneración compensatoria por
copias o reproducciones realizadas sin autorización y fuera
de las limitaciones previstas en la propia Ley, pero no de-
fine quién debe pagar, cuál es el hecho generador, qué
mercancías quedan comprendidas, cuál es la base de
cálculo, qué tarifa corresponde, cuándo se causa, qué
exenciones existen ni cuál debe ser el destino de los re-
cursos.

La gravedad del exceso reglamentario se aprecia mejor
cuando se observan sus consecuencias: no se estaría uti-
lizando el Reglamento únicamente para ordenar un pro-
cedimiento autoral, sino para crear un cobro obligatorio,
hacerlo nacer desde la importación, seleccionar las mer-
cancías alcanzadas, permitir su recaudación por entida-
des privadas y destinar una parte de los recursos a una
dependencia pública.

Son decisiones con implicaciones comerciales, fiscales y
presupuestarias que difícilmente pueden considerarse sim-
ples detalles de ejecución de una norma previamente defi-
nida por el Congreso.

En un momento económico y comercial como el actual, el
gobierno debería ser especialmente cuidadoso con medidas
que agreguen incertidumbre a los sectores productivos o
que puedan comprometer obligaciones internacionales y
controles presupuestarios internos.

Proteger a los autores es una finalidad legítima, pero esa
finalidad no autoriza a ignorar las reglas de comercio exte-
rior, la arquitectura hacendaria ni los límites constituciona-
les de la potestad reglamentaria.

Por ello, antes de establecer el cobro, corresponde a la Se-
cretaría de Economía pronunciarse sobre su compatibilidad
con la Ley de Comercio Exterior y el T-MEC; a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, determinar su trata-
miento fiscal y presupuestario, y a la Secretaría de Cultura
y al Instituto Nacional del Derecho de Autor, justificar que
la vía reglamentaria cuenta con fundamento suficiente.

Resolver estas cuestiones después de emitida la reforma
significaría trasladar al mercado, a los consumidores y
eventualmente a los tribunales una incertidumbre que el
propio Gobierno puede y debe despejar previamente.

Honorable asamblea

La revisión que se propone no busca desconocer la protec-
ción que corresponde a los titulares de derechos de autor.
Busca evitar que, bajo esa finalidad, se introduzca una me-
dida que pueda resultar violatoria de la legislación de co-
mercio exterior, incompatible con obligaciones del T-MEC
o contraria a las reglas que preservan la integridad del in-
greso y del presupuesto públicos.

En el contexto económico actual, la certeza jurídica tam-
bién es una política de desarrollo y una condición necesa-
ria para que México conserve confianza frente a sus secto-
res productivos y sus socios comerciales.

El Congreso tiene una responsabilidad directa frente a
una decisión de esta naturaleza. Si el Ejecutivo conside-
ra necesario establecer una nueva obligación económica
sobre la importación y comercialización de dispositivos
tecnológicos, debe hacerlo dentro del marco constitucio-
nal y legal aplicable, con la intervención de las autorida-
des competentes y con plena transparencia respecto del
destino de los recursos.

La vía reglamentaria no puede convertirse en un atajo para
producir efectos que, por su alcance comercial, fiscal y pre-
supuestario, requieren una base legal suficiente y controles
previos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
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Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Economía para que, antes de la eventual emisión de la re-
forma al Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Au-
tor en materia de remuneración compensatoria por copia
privada, analice y haga pública una opinión jurídica sobre
la compatibilidad del cobro exigible en la importación con
los artículos 16, 17, 20 y 27 de la Ley de Comercio Exte-
rior, y determine si por su naturaleza, forma de causación o
efectos se encuentra sujeto a los procedimientos, compe-
tencias y controles previstos en dicha legislación.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Economía para que
haga pública una evaluación específica sobre la compatibili-
dad del mecanismo con el Tratado entre México, Estados
Unidos y Canadá, particularmente con el artículo 2.4 relativo
al tratamiento de aranceles aduaneros y, en lo conducente,
con el artículo 2.11 sobre restricciones a la importación, con-
siderando que el Tratado comprende dentro del concepto de
arancel aduanero los cargos aplicados a, o en relación con, la
importación.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Cultura y al Institu-
to Nacional del Derecho de Autor para que se abstengan de
establecer por vía reglamentaria un cobro exigible desde la
importación de dispositivos tecnológicos mientras no exis-
ta una determinación pública de la Secretaría de Economía
sobre su compatibilidad con la Ley de Comercio Exterior y
el T-MEC.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público para que, previo a cualquier
eventual emisión de la reforma reglamentaria, determine y
haga pública la naturaleza fiscal, presupuestaria y hacenda-
ria de los recursos que conforme al proyecto pudieran des-
tinarse a la Secretaría de Cultura; precise su compatibilidad
con el artículo 21 de la Ley de Ingresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2026; identifique el fundamento pa-
ra su recepción por una dependencia federal; y explique las
reglas aplicables a su concentración, registro, incorporación
presupuestaria, administración, fiscalización y destino.

Quinto. Se exhorta a la Secretaría de Cultura, al Instituto Na-
cional del Derecho de Autor y a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para que expliquen el fundamento legal que
permitiría que sociedades de gestión colectiva recauden y ad-
ministren un cobro obligatorio frente a importadores o comer-
cializadores con los que no mantienen relación contractual y,

en su caso, entreguen una parte de esos recursos a una depen-
dencia federal, así como los mecanismos previstos para ga-
rantizar transparencia, rendición de cuentas y fiscalización du-
rante todo el proceso de recaudación, administración y
destino.

Sexto. Se exhorta a la Secretaría de Cultura y al Instituto Na-
cional del Derecho de Autor para que hagan pública la fun-
damentación constitucional y legal que permitiría establecer
mediante Reglamento los sujetos obligados, el hecho genera-
dor, la base de cálculo, las tarifas, los dispositivos compren-
didos, las exenciones, los mecanismos de recaudación y la
distribución de la remuneración compensatoria, y para que se
abstengan de emitir la reforma mientras no se acredite que di-
chos elementos pueden ser válidamente establecidos median-
te el ejercicio de la facultad reglamentaria prevista en el ar-
tículo 89, fracción I, de la Constitución.

Séptimo. Se exhorta a las autoridades competentes a hacer
públicos, antes de cualquier decisión definitiva, los estu-
dios técnicos y económicos que acrediten la existencia y
magnitud del perjuicio que pretende compensarse, la meto-
dología empleada para fijar la tarifa, el impacto del cobro
en precios y consumidores, sus efectos sobre competencia,
comercio formal e importaciones y el análisis específico de
sus implicaciones respecto de los compromisos comercia-
les internacionales asumidos por México.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, el 2 de septiem-
bre de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE FORTALEZCAN LAS ACCIONES DE BÚSQUEDA,
LOCALIZACIÓN E IDENTIFICACIÓN DE PERSO-

NAS DESAPARECIDAS Y NO LOCALIZADAS, ASÍ
COMO LAS INVESTIGACIONES, ACCIONES DE

PREVENCIÓN DEL DELITO, VIGILANCIA Y
SEGURIDAD EN LA ZONA CONOCIDA COMO

TRIÁNGULO DE LAS BERMUDAS, AL
ORIENTE DEL ESTADO DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas dependencias del Edomex a fortalecer las acciones de
búsqueda, localización e identificación de personas desa-
parecidas y no localizadas, así como las investigaciones,
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acciones de prospección, análisis de contexto, prevención
del delito, vigilancia y seguridad en la zona conocida como
“Triángulo de las Bermudas”, ubicada en el oriente de di-
cha entidad federativa, a cargo de la diputada Laura Ivon-
ne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79, nu-
meral 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea proposición con punto de acuerdo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

México enfrenta una de las crisis de derechos humanos más
graves y dolorosas de su historia contemporánea: la desapa-
rición de personas, detrás de cada persona desaparecida
existe una familia que vive en la incertidumbre, madres y
padres que se niegan a abandonar la búsqueda de sus hijas
e hijos, hermanas y hermanos que recorren instituciones en
busca de respuestas y comunidades enteras que enfrentan
las consecuencias de una ausencia cuya explicación conti-
núa pendiente.

La desaparición de una persona no concluye en el momen-
to en que se pierde contacto con ella, sus consecuencias
permanecen mientras no se conozca su suerte o paradero,
la incertidumbre se prolonga en cada familia que espera
una respuesta, en cada búsqueda que no produce resultados
y en cada institución que, por acción u omisión, no logra
proporcionar información sobre la persona desaparecida.

Por ello, la búsqueda de personas desaparecidas y no loca-
lizadas no puede entenderse como un acto discrecional de
las autoridades ni como una concesión institucional, se tra-
ta de una obligación del Estado, sustentada en el deber de
garantizar y proteger los derechos humanos, así como en el
marco jurídico especializado que regula la búsqueda, loca-
lización e identificación de personas.

El derecho de toda persona desaparecida a ser buscada debe
ser garantizado mediante acciones inmediatas, exhaustivas,
coordinadas y efectivas, este derecho no puede depender de
la capacidad económica de las familias, de sus contactos, de
su conocimiento del territorio o de su capacidad para organi-
zarse y realizar, por sí mismas, labores que corresponden pri-
mordialmente a las instituciones del Estado.

Sin embargo, la realidad que enfrentan miles de familias
mexicanas revela una situación que resulta indispensable
señalar: mientras las instituciones cuentan con facultades
legales, recursos públicos, personal especializado y res-
ponsabilidades expresamente establecidas, son frecuente-
mente las madres, padres y familiares quienes recorren te-
rrenos baldíos, canales, basureros, barrancas y otros
espacios de difícil acceso para buscar a sus seres queridos.

Las familias de las personas desaparecidas se han organi-
zado en colectivos y han desarrollado una labor fundamen-
tal para visibilizar una crisis que durante años permaneció
insuficientemente atendida, su participación ha permitido
localizar personas, identificar zonas prioritarias de búsque-
da y proporcionar información relevante para las investiga-
ciones.

No obstante, su invaluable participación no puede interpre-
tarse como una sustitución de las obligaciones institucio-
nales.

Las madres buscadoras no deberían tener que encontrar
cuerpos para demostrar que era necesario buscar, no debe-
rían tener que exponerse a riesgos físicos, ambientales o de
seguridad para que las autoridades intervengan en determi-
nados territorios, no deberían verse obligadas a asumir ta-
reas que corresponden a las instituciones responsables de la
búsqueda, la investigación y la identificación humana, la
participación de las familias debe ser reconocida, protegi-
da y acompañada; pero la responsabilidad de buscar co-
rresponde primordialmente al Estado.

El reciente hallazgo del cuerpo sin vida de una joven, rea-
lizado durante una jornada de búsqueda por integrantes de
la Colectiva Feminista Ehécatl, en la zona conocida como
el “Triángulo de las Bermudas”, en el oriente del Estado
de México, constituye un hecho que exige una respuesta
institucional seria y contundente.

De acuerdo con la información dada a conocer, el cuerpo
fue localizado entre basura y desechos en una zona situada
entre el Río de la Compañía y el Bordo de Xochiaca, la jo-
ven portaba una mochila y presentaba diversos elementos
que podrían contribuir a establecer su identidad, entre ellos
tatuajes y pulseras.

Fueron integrantes del colectivo quienes realizaron el ha-
llazgo y quienes dieron aviso a las autoridades competen-
tes para que se llevaran a cabo las diligencias ministeriales
y periciales correspondientes, este hecho no puede reducir-
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se a una noticia más ni convertirse simplemente en una ci-
fra dentro de la grave problemática de desaparición y vio-
lencia que enfrenta nuestro país.

Detrás de ese cuerpo existe una historia y una identidad
que deben ser recuperadas, existe una familia que posible-
mente continúa buscando y esperando una respuesta, por
ello, las autoridades tienen la obligación de realizar todas
las diligencias necesarias para determinar la identidad de la
víctima, establecer las circunstancias de los hechos y, en su
caso, determinar las responsabilidades que conforme a de-
recho correspondan.

La investigación debe desarrollarse con profesionalismo,
exhaustividad, debida diligencia y perspectiva de género,
utilizando todos los recursos científicos, ministeriales y pe-
riciales disponibles, sin embargo, el presente caso también
obliga a analizar una problemática de mayor alcance.

Resulta indispensable preguntarnos qué ocurre cuando de-
terminadas zonas del territorio comienzan a ser identifica-
das recurrentemente por familiares y colectivos como es-
pacios prioritarios para realizar labores de búsqueda,
cuando una región es señalada de manera reiterada como
un lugar donde podrían existir indicios relacionados con
personas desaparecidas o donde se han producido hallaz-
gos que requieren la intervención de las autoridades, la res-
puesta institucional no puede limitarse a actuar únicamen-
te después de que se localiza una nueva víctima.

El Estado no puede esperar a que aparezca otra persona pa-
ra volver a intervenir, la actuación institucional no debe ser
exclusivamente reactiva, no basta con acudir después de un
hallazgo, no basta con acordonar una zona cuando un co-
lectivo ya localizó un cuerpo, no basta con iniciar diligen-
cias cuando la tragedia ya ha ocurrido, la obligación del
Estado debe traducirse en una política de búsqueda perma-
nente, territorial, científica, coordinada y eficaz.

En este sentido, la zona conocida como el “Triángulo de
las Bermudas”, particularmente las inmediaciones del Río
de la Compañía y el Bordo de Xochiaca, requiere una aten-
ción institucional especializada.

Es importante señalar que no corresponde a esta Cámara
prejuzgar sobre investigaciones en curso ni establecer anti-
cipadamente que distintos hallazgos registrados en una de-
terminada región estén relacionados entre sí, la determina-
ción de esos hechos corresponde exclusivamente a las

autoridades competentes y debe sustentarse en investiga-
ciones científicas, ministeriales y periciales.

Sin embargo, la prudencia jurídica no puede convertirse en
indiferencia institucional, el hecho de que una zona sea
identificada recurrentemente por familiares y colectivos
como un espacio prioritario para la búsqueda debe motivar
un análisis serio de contexto y la adopción de medidas ins-
titucionales que permitan determinar las condiciones parti-
culares del territorio, identificar factores de riesgo y esta-
blecer, en su caso, acciones permanentes de búsqueda y
prospección.

La pregunta que debemos formularnos no es únicamente
cuántas personas han sido localizadas en una determinada
zona, también debemos preguntarnos: ¿Cuántas familias
han tenido que ingresar a esos lugares para buscar a quie-
nes las instituciones no han logrado encontrar?, esta pre-
gunta debe interpelar a las instituciones responsables de
garantizar el derecho a ser buscado.

El marco jurídico mexicano establece obligaciones claras
en materia de búsqueda de personas, las autoridades deben
actuar bajo principios de efectividad, exhaustividad y debi-
da diligencia, garantizando que las acciones de búsqueda
se realicen de manera inmediata, coordinada y utilizando
todos los recursos disponibles.

No obstante, entre las obligaciones establecidas en la ley y
la realidad que enfrentan las familias existe, en muchos ca-
sos, una distancia que resulta indispensable reducir, una fa-
milia no debería tener que recorrer múltiples instituciones
para lograr que se atienda un reporte, un colectivo no de-
bería tener que insistir reiteradamente para que una zona
sea considerada prioritaria, una madre no debería tener que
demostrar constantemente que existe una razón suficiente
para buscar a su hija o a su hijo, la carga de la búsqueda no
puede recaer sobre las familias, el Estado debe asumir ple-
namente la responsabilidad que le corresponde.

Ello requiere una coordinación efectiva entre las autorida-
des responsables de la búsqueda de personas, la procura-
ción de justicia, la seguridad pública y la identificación hu-
mana, la búsqueda no puede realizarse mediante esfuerzos
aislados o fragmentados, la magnitud de esta crisis exige
estrategias interinstitucionales capaces de compartir infor-
mación, identificar zonas prioritarias y mantener acciones
permanentes.
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No bastan las declaraciones institucionales, no bastan los
compromisos expresados públicamente, no bastan las reu-
niones sin resultados concretos, las familias necesitan res-
puestas y el Estado tiene la obligación de proporcionarlas.

Asimismo, resulta indispensable garantizar el acompaña-
miento y la protección de las personas buscadoras y de los
colectivos de familiares, las personas que participan en jor-
nadas de búsqueda pueden enfrentarse a terrenos contami-
nados, basureros, canales, espacios abandonados y zonas
de difícil acceso, además de otros riesgos relacionados con
las condiciones de seguridad existentes en determinados
territorios.

Por ello, la participación de las familias debe contar con
acompañamiento institucional adecuado y condiciones que
garanticen, en la medida de lo posible, su integridad y se-
guridad, buscar a una persona desaparecida no puede con-
vertirse en una nueva situación de riesgo para quien ya ha
sufrido la desaparición de un ser querido.

Por otra parte, la localización de una persona sin vida no
pone fin a las obligaciones del Estado, la identificación hu-
mana constituye un componente esencial del derecho a la
verdad, cada persona localizada tiene derecho a recuperar
su identidad, cada persona tiene un nombre, una historia y
una familia, nadie debería permanecer indefinidamente en
condición de persona desconocida como consecuencia de
deficiencias institucionales, falta de coordinación o retra-
sos en los procedimientos científicos y periciales.

Por ello, resulta indispensable fortalecer los mecanismos
de identificación humana y el intercambio oportuno de in-
formación entre las instituciones responsables de la bús-
queda, la investigación y los servicios periciales.

Las herramientas científicas, tecnológicas y los registros
disponibles deben ponerse al servicio de las familias para
contribuir a identificar a las personas localizadas y propor-
cionar respuestas, la burocracia no puede ser una justifica-
ción para prolongar indefinidamente el sufrimiento de
quienes esperan conocer la suerte o el paradero de un ser
querido.

El reciente hallazgo ocurrido en el oriente del Estado de Mé-
xico debe ser entendido como un llamado a fortalecer las ca-
pacidades institucionales de búsqueda y no únicamente como
un hecho aislado que genere atención temporal, la crisis de
desapariciones exige instituciones capaces de actuar an-

tes, durante y después de cada reporte; capaces de analizar
los territorios, identificar patrones, atender zonas prioritarias
y mantener acciones permanentes.

En México, ninguna familia debería tener que buscar sola,
las madres buscadoras y los colectivos de familiares han
demostrado una fortaleza y una determinación extraordina-
rias. Su lucha ha contribuido a visibilizar una crisis que
exige la atención permanente de todas las autoridades.

Sin embargo, ninguna sociedad democrática puede consi-
derar normal que sean las familias quienes tengan que rea-
lizar, por sí mismas, las labores que corresponden primor-
dialmente a las instituciones del Estado.

No podemos acostumbrarnos a que las madres recorran te-
rrenos peligrosos bajo el sol buscando respuestas, no pode-
mos aceptar como normal que tengan que escarbar la tierra
para encontrar a sus seres queridos, no podemos permitir
que una familia llegue primero y que las instituciones lle-
guen después.

La desaparición de personas exige una verdadera respues-
ta de Estado, permanente, coordinada, profesional, cien-
tífica y humana.

Por ello, el hallazgo realizado en la zona conocida como el
“Triángulo de las Bermudas” debe traducirse en acciones
concretas, es indispensable que las autoridades competen-
tes realicen una investigación exhaustiva que permita iden-
tificar a la joven localizada y esclarecer plenamente los he-
chos, es necesario fortalecer las acciones de búsqueda,
prospección, inspección y análisis de contexto en la zona
donde fue localizada.

Resulta fundamental consolidar mecanismos permanentes de
coordinación entre las instituciones responsables de buscar,
investigar e identificar y es indispensable garantizar que las
madres buscadoras y los colectivos de familiares cuenten con
acompañamiento y protección institucional durante las jorna-
das que realizan.

Porque cada persona desaparecida tiene derecho a ser bus-
cada, porque cada familia tiene derecho a conocer la ver-
dad, porque cada víctima tiene derecho a recuperar su iden-
tidad y porque ninguna madre debería tener que seguir
buscando sola aquello que el Estado tiene la obligación de
encontrar.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I233



Por las consideraciones anteriormente expuestas, someto a
consideración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, con el propósito de exhor-
tar al Gobierno del Estado de México y a las autoridades
competentes a fortalecer las acciones de seguridad, bús-
queda, localización e identificación de personas desapare-
cidas y no localizadas, así como las investigaciones y ac-
ciones institucionales en la zona conocida como el
“Triángulo de las Bermudas”, en el oriente de dicha enti-
dad federativa.

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México,
por conducto de la Fiscalía General de Justicia del Estado
de México, para que, en el ámbito de sus atribuciones, lle-
ve a cabo una investigación pronta, exhaustiva, diligente,
científica y con perspectiva de género respecto del hallaz-
go del cuerpo sin vida de una joven localizado en la zona
conocida como el “Triángulo de las Bermudas”, en las in-
mediaciones del Río de la Compañía y el Bordo de Xo-
chiaca, con el objeto de establecer su identidad, esclarecer
las circunstancias de su muerte y determinar las responsa-
bilidades que conforme a derecho correspondan.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión de Búsqueda de Per-
sonas del Estado de México, en coordinación con la Fisca-
lía General de Justicia del Estado de México y las demás
autoridades competentes, a implementar y fortalecer una
estrategia permanente e interinstitucional de búsqueda,
prospección e inspección territorial en la zona conocida co-
mo el “Triángulo de las Bermudas”, particularmente en las
inmediaciones del Río de la Compañía y el Bordo de Xo-
chiaca, atendiendo los antecedentes, reportes, denuncias e
información disponible relacionada con personas desapare-
cidas y no localizadas.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Fiscalía General de Justicia del Es-
tado de México y a la Comisión de Búsqueda de Personas del
Estado de México para que, en el ámbito de sus respectivas
competencias, realicen un análisis de contexto de la zona re-
ferida, que permita identificar posibles patrones territoriales,
antecedentes de hallazgos, reportes de personas desapareci-
das y no localizadas, así como cualquier otro elemento que
contribuya a determinar las acciones de búsqueda, investiga-
ción e intervención que resulten necesarias.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta a las autoridades competentes del Estado de
México a fortalecer los mecanismos de coordinación, acom-
pañamiento y protección de los familiares y colectivos de
personas buscadoras que participen en jornadas de búsqueda,
procurando que dichas actividades se desarrollen con condi-
ciones adecuadas de seguridad, asistencia institucional y res-
peto irrestricto a sus derechos humanos.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a las autoridades responsables de los
servicios periciales y de identificación humana del Estado
de México a fortalecer los procedimientos científicos, téc-
nicos y periciales destinados a la identificación de las per-
sonas localizadas sin vida y a realizar, conforme al marco
jurídico aplicable, los cruces de información necesarios
con los registros de personas desaparecidas y no localiza-
das, con el propósito de brindar certeza y verdad a sus fa-
miliares.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Segu-
ridad del Estado de México y a las autoridades municipa-
les competentes a brindar, dentro del ámbito de sus atribu-
ciones, el acompañamiento y las condiciones de seguridad
necesarias para las jornadas de búsqueda que se desarrollen
en la zona, particularmente cuando en ellas participen fa-
miliares y colectivos de personas buscadoras.

Séptimo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México pa-
ra que, en coordinación con las autoridades municipales co-
rrespondientes y sin afectar la preservación de indicios o
elementos relevantes para las investigaciones, valore la im-
plementación de acciones de recuperación, saneamiento,
iluminación, vigilancia y mejoramiento de las condiciones
físicas y de seguridad de los espacios públicos y zonas de
riesgo ubicadas en el área conocida como el “Triángulo de
las Bermudas”, con el propósito de disminuir factores que
puedan favorecer el abandono u ocultamiento de personas y
facilitar las labores institucionales de búsqueda.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, 
A GARANTIZAR LAS CONDICIONES DE SEGURI-

DAD NECESARIAS PARA EL DESARROLLO DEL
PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE 2026-2027

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a garantizar las condiciones de seguridad
necesarias para el desarrollo del proceso electoral concu-
rrente 2026-2027, instalar una mesa de seguridad electoral
de carácter permanente y fortalecer la prevención, investi-
gación y sanción de los delitos electorales y de la violencia
política, a cargo de la diputada Fuensanta Guadalupe Gue-
rrero Esquivel, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputada Fuensanta Guadalupe Guerre-
ro Esquivel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2,
fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
proposición con punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La democracia es, antes que un conjunto de procedimien-
tos, un acuerdo civilizatorio: el compromiso de sustituir la
fuerza por el voto y la amenaza por el argumento. Cada ur-
na instalada en una comunidad remota, cada boleta deposi-
tada por una persona que hace fila bajo el sol, es la reitera-
ción silenciosa de ese pacto.

Cuando la violencia se instala en un proceso electoral, no
solamente se lastima a quienes la padecen de manera di-
recta: se erosiona la posibilidad misma de elegir. Se decide
entonces no en las urnas, sino antes de ellas, en el terreno
del miedo, quién se atreve a competir, en qué municipios
puede haber campaña y qué comunidades quedan sin re-
presentación auténtica. Zacatecas se aproxima a la elección
más grande de su historia reciente y esta soberanía tiene el
deber de anticiparse, no de lamentar.

El 30 de julio de 2026, el Consejo General del Instituto Na-
cional Electoral aprobó el Plan Integral y Calendario del Pro-
ceso Electoral Federal 2026-2027, cuyo inicio formal quedó
establecido para el 10 de septiembre de 2026 y cuya jornada
electoral se celebrará el domingo 6 de junio de 2027.

Se trata de un proceso concurrente de dimensiones excep-
cionales: además de la renovación íntegra de la Cámara de

Diputados del Congreso de la Unión, se elegirán diecisiete
gubernaturas, más de mil diputaciones locales y cientos de
ayuntamientos en todo el país, a lo que se suma la elección
de la mitad de las personas juzgadoras del Poder Judicial
de la Federación.

En el caso de Zacatecas, la ciudadanía habrá de renovar si-
multáneamente la gubernatura del estado, las treinta dipu-
taciones de la legislatura local y los cincuenta y ocho ayun-
tamientos que integran la entidad.

Los trabajos preparatorios se encuentran ya en curso. El
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Za-
catecas aprobó la convocatoria para integrar los dieciocho
consejos distritales y los cincuenta y ocho consejos muni-
cipales electorales, con un periodo de registro ciudadano
que corre del 5 de agosto al 11 de septiembre de 2026,
acompañado de recorridos de difusión en la totalidad de los
municipios de la entidad.

Ello significa que, en cuestión de semanas, miles de perso-
nas zacatecanas, consejeras y consejeros electorales, perso-
nal de capacitación y asistencia electoral, funcionariado de
casilla, observadoras y observadores, comenzarán a des-
plegarse por todo el territorio estatal, incluidas las regiones
de mayor complejidad. La seguridad no es un accesorio del
proceso electoral: es su condición de posibilidad.

Precisamente por ello debe señalarse, con la misma fran-
queza, que la violencia en Zacatecas no ha desaparecido: se
ha reconfigurado territorialmente. La propia Secretaría Ge-
neral de Gobierno del estado ha reconocido que la inciden-
cia delictiva se ha desplazado hacia los municipios limítro-
fes con otras entidades federativas, donde las condiciones
territoriales facilitan la movilidad de los grupos delictivos,
y que Villanueva encabeza los registros de homicidio en lo
que va de 2026.

El 18 de julio de 2026, diez personas fueron privadas de la
vida en los municipios de Morelos, Pánuco y Saín Alto, y
días después elementos de la Fuerza de Reacción Inmedia-
ta Zacatecas fueron agredidos durante el operativo desple-
gado para dar con los responsables. Estos hechos, ocurri-
dos a menos de dos meses del arranque formal del proceso
electoral, obligan a una lectura prudente.

El antecedente inmediato refuerza la urgencia. Diversas or-
ganizaciones especializadas documentaron que el proceso
electoral 2023-2024 fue el más violento de la historia mo-
derna del país. El Laboratorio Electoral contabilizó dece-
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nas de candidaturas registradas privadas de la vida entre ju-
nio de 2023 y mayo de 2024, así como más de doscientas
agresiones que incluyeron atentados, secuestros y amena-
zas; Integralia Consultores, por su parte, documentó cente-
nares de víctimas de violencia político-criminal en el mis-
mo periodo.

Zacatecas figuró de manera recurrente entre las entidades
señaladas en esos recuentos, junto con Michoacán, Guerre-
ro, Guanajuato, Chiapas, Veracruz y el Estado de México.
La entidad no puede permitirse llegar a la elección concu-
rrente de 2027 con las mismas herramientas con las que lle-
gó a la de 2024.

El sustento constitucional del presente exhorto es inequí-
voco. El artículo 41, Base V, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, establece que la organiza-
ción de las elecciones es una función estatal que debe re-
girse por los principios de certeza, legalidad, independen-
cia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad.

El artículo 116, fracción IV, incisos b) y c), extiende esos
principios a las autoridades electorales de las entidades fe-
derativas y garantiza su autonomía en el funcionamiento e
independencia en sus decisiones. El artículo 35 reconoce
los derechos de la ciudadanía a votar y a ser votada, y el ar-
tículo 21 define a la seguridad pública como una función a
cargo de la federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios, que se ejerce de manera coordinada en el marco
del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Ninguno de estos principios se realiza plenamente allí don-
de el temor determina quién compite, dónde se hace cam-
paña y quién acude a las urnas. En el mismo sentido se pro-
nuncian el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos y el artículo 23 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, que exigen que el sufra-
gio se ejerza en condiciones libres de intimidación.

La figura de una Mesa de Seguridad Electoral no constituye
una innovación exótica ni una duplicidad institucional. Za-
catecas cuenta ya con la Mesa Estatal de Construcción de la
Paz y Seguridad, instancia de coordinación consolidada en-
tre los tres órdenes de gobierno.

Lo que aquí se propone es una vertiente electoral especia-
lizada, con vocación técnica y temporalidad definida, pre-
sidida por el Instituto Electoral del Estado de Zacatecas por
ser la autoridad que organiza los comicios y la que con-

centra la interlocución permanente con los partidos políti-
cos y las candidaturas.

Su ámbito de competencia lo respaldan los artículos 98 y
104 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales, así como la legislación electoral local, que fa-
cultan a los organismos públicos locales para desarrollar
las actividades necesarias en la organización de la elección
y para coordinarse con las autoridades competentes en el
cumplimiento de sus fines.

Existe, además, una razón que trasciende lo operativo. En
una elección donde se disputa la titularidad del Poder Eje-
cutivo estatal, la percepción de imparcialidad en el uso de
la fuerza pública es tan determinante para la confianza ciu-
dadana como la fuerza pública misma.

Una mesa presidida por la autoridad electoral, con partici-
pación de todas las representaciones partidistas y de las
candidaturas independientes, con reglas de operación pú-
blicas y actas accesibles, transforma la seguridad electoral
en un bien compartido y no en un instrumento susceptible
de aprovechamiento por alguna de las partes.

Es esa transparencia la que blinda simultáneamente a quie-
nes gobiernan y a quienes aspiran a hacerlo, y la que per-
mite que el resultado del 6 de junio de 2027, sea cual fue-
re, no admita reproche sobre las condiciones en que se
obtuvo.

La prevención debe complementarse con la certeza de la
sanción. La Ley General en Materia de Delitos Electorales
tipifica conductas que van desde la presión sobre el electo-
rado hasta la obstaculización de las tareas de las autorida-
des electorales, y su aplicación corresponde de manera
concurrente a la Fiscalía Especializada en materia de Deli-
tos Electorales de la Fiscalía General de la República y a
las fiscalías especializadas de las entidades federativas.

La impunidad frente a la violencia electoral no es un pro-
blema colateral: es el incentivo que la reproduce. A ello de-
be sumarse la atención específica de la violencia política
contra las mujeres en razón de género, fenómeno que en
procesos anteriores ha escalado de manera preocupante y
que exige rutas de denuncia expeditas, medidas cautelares
oportunas y la actualización efectiva del registro de perso-
nas sancionadas.
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La seguridad electoral no pertenece a ningún partido ni a
ningún proyecto político. Es patrimonio de la ciudadanía
zacatecana, que merece elegir sin sobresaltos, y es también
resguardo de quienes hoy gobiernan, porque ninguna ad-
ministración desea que su legado quede empañado por una
elección disputada bajo la sombra de la intimidación.

La presente proposición no se formula como imputación,
sino como previsión; no como reclamo, sino como oferta
de concurso institucional. Se presenta ahora, y no después,
porque la anticipación es la única forma útil de la pruden-
cia.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. El honorable Congreso de la Unión exhorta
respetuosamente al Gobierno del Estado de Zacatecas, a
través de la Secretaría General de Gobierno y de la Se-
cretaría de Seguridad Pública, a diseñar, publicar e im-
plementar, previo al inicio formal del Proceso Electoral
Concurrente 2026-2027, una estrategia estatal de seguri-
dad para el proceso electoral que garantice el libre ejer-
cicio de los derechos político-electorales en la totalidad
del territorio estatal, y que comprenda cuando menos los
siguientes componentes:

a) Un mapa de riesgo electoral con desagregación mu-
nicipal y seccional, elaborado con criterios técnicos ve-
rificables y actualizado con periodicidad definida a lo
largo del proceso.

b) Un protocolo de evaluación de riesgo y otorgamien-
to de medidas de protección a personas aspirantes, pre-
candidatas, candidatas, dirigencias partidistas, funcio-
nariado electoral y personal del organismo público
local, con criterios objetivos, plazos ciertos de respues-
ta y mecanismos de revisión.

c) El resguardo permanente de las instalaciones del Ins-
tituto Electoral del Estado de Zacatecas, de sus consejos
distritales y municipales, de las bodegas de material y
documentación electoral, así como de las rutas de tras-
lado y de los inmuebles destinados a cómputos.

d) El despliegue reforzado de las fuerzas de seguridad
en los municipios limítrofes con otras entidades federa-
tivas y en aquellos que registren mayor incidencia de-

lictiva, con especial atención a las demarcaciones de
menor capacidad institucional.

e) La publicación de informes periódicos sobre la ope-
ración de la estrategia, en formatos accesibles y con da-
tos abiertos.

Segundo. El honorable Congreso de la Unión exhorta res-
petuosamente al Instituto Electoral del Estado de Zacatecas
a instalar, a más tardar en la sesión con la que dé inicio
formal el Proceso Electoral Local 2026-2027, una mesa de
seguridad electoral de carácter permanente, presidida por
el propio Instituto, e integrada por la Secretaría General de
Gobierno y la Secretaría de Seguridad Pública del Estado,
la Fiscalía General de Justicia del Estado a través de su
área especializada en delitos electorales, la Fiscalía Espe-
cializada en materia de Delitos Electorales de la Fiscalía
General de la República, la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana del Gobierno Federal, la Secretaría de la
Defensa Nacional a través de la Guardia Nacional, la Jun-
ta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en la en-
tidad, el Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Zaca-
tecas, las autoridades municipales que corresponda y las
representaciones de los partidos políticos y de las candida-
turas independientes, la cual deberá contar cuando menos
con:

a) Reglas de operación públicas, aprobadas por el Con-
sejo General del Instituto, que definan integración, atri-
buciones, periodicidad y mecanismos de seguimiento de
acuerdos.

b) Sesiones ordinarias con periodicidad mensual duran-
te el proceso electoral y sesiones extraordinarias de con-
vocatoria inmediata ante hechos de violencia que invo-
lucren a personas participantes en el proceso.

c) Un canal único de recepción, registro, canalización y
seguimiento de reportes de riesgo, amenazas o agresio-
nes, con obligación de respuesta en plazo determinado y
trazabilidad del caso.

d) Actas públicas de sus sesiones y reportes periódicos
sobre incidencias atendidas y medidas de protección
otorgadas, con la debida reserva de los datos personales
que corresponda proteger.

Tercero. El honorable Congreso de la Unión exhorta res-
petuosamente a la Fiscalía General de Justicia del Estado
de Zacatecas y a la Fiscalía General de la República, por
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conducto de la Fiscalía Especializada en materia de Delitos
Electorales, a fortalecer sus capacidades institucionales de
prevención, investigación y persecución de los delitos pre-
vistos en la Ley General en Materia de Delitos Electorales;
a suscribir o actualizar los instrumentos de coordinación
necesarios para la atención inmediata de agresiones contra
personas participantes en el proceso electoral; y a informar
periódicamente y de manera pública sobre las denuncias
recibidas, las carpetas de investigación iniciadas y su esta-
do procesal.

Cuarto. El del honorable Congreso de la Unión exhorta
respetuosamente a la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana del Gobierno federal, a la Secretaría de la De-
fensa Nacional y a la Mesa Estatal de Construcción de la
Paz y Seguridad de Zacatecas a incorporar una vertiente
electoral específica en sus trabajos de coordinación duran-
te el Proceso Electoral Concurrente 2026-2027; a articular
su actuación con la mesa de seguridad electoral a que se re-
fiere el resolutivo segundo, evitando duplicidades y garan-
tizando el flujo oportuno de información; y a considerar a
la entidad zacatecana dentro de los esquemas federales de
protección a personas candidatas, con criterios de asigna-
ción transparentes y sin distingo de filiación partidista.

Quinto. El honorable Congreso de la Unión exhorta respe-
tuosamente al Instituto Electoral del Estado de Zacatecas,
a la Fiscalía General de Justicia del Estado y a la Secreta-
ría de las Mujeres de la entidad a establecer, en el marco de
la mesa de seguridad electoral, rutas específicas de preven-
ción, denuncia, atención y reparación en materia de violen-
cia política contra las mujeres en razón de género, que con-
templen medidas cautelares y de protección de aplicación
expedita, acompañamiento psicológico y jurídico a las víc-
timas, y la actualización oportuna del registro de personas
sancionadas en la materia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Reforma Política-Electoral,
para dictamen.

SE REALICEN MESAS DE TRABAJO, 
A FIN DE CONFORMAR UN PROTOCOLO 

HOMOLOGADO DE INVESTIGACIÓN Y
PERSECUCIÓN DEL DELITO DE FEMINICIDIO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la FGR
y las 32 fiscalías y procuradurías de las entidades de la re-
pública a realizar mesas de trabajo, a fin de conformar un
protocolo homologado de investigación y persecución del
delito de feminicidio, a cargo del diputado Rubén Ignacio
Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 1, fracción II, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea proposición con punto de acuerdo de urgente u
obvia resolución al tenor de los siguientes

Considerandos

La violencia feminicida constituye la más grave vulnera-
ción a los derechos humanos de las mujeres y la expresión
más clara de la desigualdad estructural en México. A pesar
de los importantes avances legislativos que se han logrado
en materia de tipificación del delito de feminicidio es evi-
dente que seguimos viviendo en un país terriblemente vio-
lento para las mujeres. De acuerdo con datos del Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, entre enero y julio de 2026 se han presentado 1
millón 173 mil 444 llamadas de emergencia por la comi-
sión de posibles delitos, de estos, alrededor de 36 por cien-
to de las víctimas han sido mujeres.1

Asimismo, por lo que se refiere a la violencia feminicida,
el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de seguri-
dad documentó que en 2025 se registraron 735 feminici-
dios y en lo que va de 2026 van 3802 Estas cifras señalan
que en promedio mueren diez mujeres al día.

41.3 por ciento de los casos se concentran en cinco entida-
des federativas: Sinaloa, Estado de México, Chiapas, Ciu-
dad de México y Tamaulipas, las cuales concentran los por-
centajes de 14.2, 7.1, 6.8, 6.6 y 5.6 respectivamente.

De los anteriores datos se advierte que no basta con la Ley;
hoy una buena tipificación del delito no es suficiente para
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lograr una justicia pronta, expedita y eficaz, pues si bien es
cierto que existe un Código Nacional de Procedimientos
Penales, también es una realidad que cada fiscalía y procu-
raduría del país cuenta con sus propias prácticas en el mar-
co de la investigación.

A decir verdad, no hay criterios homogéneos u homologa-
dos para garantizar el acceso a la justicia en las distintas
entidades de la federación, pues todas las fiscalías y procu-
radurías son organismos autónomos constitucionales y, si
bien cuentan con una sola norma adjetiva, todas tienen me-
canismos de gestión independientes. Esta situación indica
una grave disparidad en los mecanismos de investigación
de los delitos, pues mientras unas instancias actúan de ma-
nera diligente, otras más se encuentran rezagadas. Así, por
ejemplo, de acuerdo con el Censo Nacional de Procuración
de Justicia Estatal y Federal, del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi) la fiscalía más eficiente del
país es la de Yucatán, 10.85 por ciento de las carpetas en
promedio llegan a juicio, le sigue Baja California con
10.21 por ciento de índice de judicialización.

Por su parte los estados más deficientes son los siguientes:

En materia de delitos de género, este grave problema en el
marco de la investigación se vuelve todavía más complejo,
pues tan sólo 25 por ciento de los homicidios dolosos con-
tra las mujeres se investiga como feminicidio. Es precisa-
mente por lo anterior que se considera fundamental crear
mecanismos de investigación homologados que permitan
garantizar un mayor acceso a la justicia, pues no basta con
construir una ley, sino que también resulta necesario ha-
cerla efectiva.

Por ello, el PRI desea exhortar a las distintas procuradurí-
as y/o fiscalías, federal y estatales, a generar mesas de tra-
bajo para que, en coordinación con la academia, se pueda
construir un protocolo homologado de investigación del
delito de feminicidio. Esto a fin de combatir la impunidad
y consolidar una herramienta técnica que permita hacer
efectiva la ley.

Por lo anteriormente expuesto se presenta la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Fiscalía General de la República y
las 32 fiscalías y/o procuradurías de las entidades de la Re-
pública, a realizar mesas de trabajo con el objetivo de cons-
truir, elaborar, aprobar, expedir y aplicar un Protocolo Ho-
mologado de Investigación del Delito de Feminicidio.

Notas

1 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1020106/Info-de-
lict-violencia_contra_las_mujeres_Jul26.pdf

2 Ibidem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 septiembre de 2026.— Dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD Y A LA
CONASAMA, A REALIZAR UNA REVISIÓN TÉCNI-
CA DE LA NOM-028-SSA2-2009, PARA LA PREVEN-
CIÓN, TRATAMIENTO Y CONTROL DE LAS ADIC-

CIONES, Y A VALORAR SU ACTUALIZACIÓN 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa y
a la Conasama a realizar una revisión técnica integral de la
NOM-028-SSA2-2009, para la prevención, tratamiento y
control de las adicciones, y a valorar su actualización con el
fin de fortalecer los mecanismos de protección de los dere-
chos humanos, a cargo del diputado Pablo Vázquez Ahued,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputado Pablo Vázquez Ahued, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXVI Le-
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gislatura, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración, la presente: proposición con punto de acuerdo
por el que la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud y a
la Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones
(Conasama) a realizar una revisión técnica integral de
la NOM-028-SSA2-2009, para la prevención, trata-
miento y control de las adicciones, y a valorar su actua-
lización con el fin de fortalecer los mecanismos de pro-
tección de los derechos humanos de las personas
usuarias de los establecimientos de atención de adiccio-
nes, al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. El derecho a la protección de la salud se encuentra reco-
nocido en el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que:

“Artículo 4. …

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
Federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución. La ley defini-
rá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de ga-
rantizar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitati-
va de los servicios de salud para la atención integral y
gratuita de las personas que no cuenten con seguridad
social.

Para garantizar el derecho de protección a la salud de las
personas, la ley sancionará toda actividad relacionada
con cigarrillos electrónicos, vapeadores y demás siste-
mas o dispositivos análogos que señale la ley; así como
la producción, distribución y enajenación de sustancias
tóxicas, precursores químicos, el uso ilícito del fentani-
lo y demás drogas sintéticas no autorizadas.”

En la interpretación amplia de este derecho no se limita a
la prestación de servicios médicos, sino que comprende
también la adopción de medidas preventivas, regulatorias y

de supervisión orientadas a proteger a las personas frente a
riesgos que puedan afectar su integridad y desarrollo inte-
gral.

Es por ello que la atención de las adicciones también es una
responsabilidad prioritaria del Estado mexicano debido a
las profundas repercusiones que el consumo problemático
de sustancias genera tanto a nivel individual como colecti-
vo. De acuerdo con organismos nacionales e internaciona-
les especializados en salud pública, como la Organización
Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que los trastornos
por consumo de sustancias constituyen un problema de sa-
lud pública asociado con un aumento en la carga global de
enfermedad, afectaciones a la salud física y mental, así co-
mo consecuencias sociales que impactan a las familias y
comunidades.1 Asimismo, la Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito (UNODC) ha advertido que
las personas con trastornos por consumo de drogas suelen
enfrentar mayores condiciones de vulnerabilidad social,
exclusión, violencia y barreras para acceder a servicios de
atención adecuados.2

La atención de las adicciones, por tanto, no puede enten-
derse únicamente como una política de prestación de servi-
cios médicos, sino como una responsabilidad pública que
exige la existencia de marcos regulatorios eficaces, meca-
nismos de supervisión adecuados y condiciones que per-
mitan garantizar que las personas usuarias reciban atención
segura, digna y respetuosa de sus derechos humanos.

Bajo esta lógica, corresponde al Estado no sólo ampliar el
acceso a los servicios de prevención, tratamiento y rehabi-
litación, sino también asegurar que los establecimientos
encargados de brindar dicha atención operen bajo condi-
ciones que salvaguarden la integridad física, psicológica y
emocional de las personas usuarias.

Tratándose de centros de atención de adicciones, donde las
personas permanecen bajo el cuidado de terceros durante
periodos prolongados y, en muchos casos, enfrentan condi-
ciones de especial vulnerabilidad derivadas de su situación
de salud.

En consecuencia, la actualización, vigilancia y evaluación
permanente de estos establecimientos constituye una obli-
gación inherente al deber estatal de protección del derecho
a la salud, particularmente cuando de su funcionamiento
depende la salvaguarda de otros derechos fundamentales,
como la integridad personal, la libertad, la dignidad huma-
na y el libre desarrollo de la personalidad.
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Por ello, la regulación de los centros dedicados a la pre-
vención, tratamiento y rehabilitación de las adicciones
constituye una herramienta indispensable para garantizar
que dichos servicios cumplan su finalidad terapéutica y no
se conviertan en espacios donde puedan presentarse abu-
sos, actos de violencia o vulneraciones a los derechos de
las personas usuarias.

II. La evolución de las dinámicas delictivas asociadas a al-
gunos centros de rehabilitación plantea la necesidad de
evaluar si el marco regulatorio vigente resulta suficiente
para prevenir riesgos que trascienden el ámbito estricta-
mente sanitario.

En este sentido, una investigación publicada por el medio
de comunicación SinEmbargo documenta que la atención
residencial de las adicciones en México ha descansado his-
tóricamente en establecimientos impulsados principalmen-
te por particulares, asociaciones civiles y grupos comunita-
rios, ante la limitada participación directa del Estado en la
provisión de este tipo de servicios.3

La falta de supervisión, la insuficiencia de mecanismos de
acompañamiento por parte de las autoridades sanitarias y la
operación irregular de numerosos establecimientos han ge-
nerado condiciones que facilitan la ocurrencia de hechos de
violencia, internamientos forzados y otras vulneraciones a
los derechos de las personas usuarias.

La misma investigación refiere que especialistas y opera-
dores de centros de rehabilitación han señalado problemas
recurrentes relacionados con la falta de mantenimiento de
las instalaciones, condiciones de hacinamiento, conviven-
cia inadecuada entre personas adultas y adolescentes, defi-
ciencias en la capacitación del personal responsable de la
atención, así como prácticas de internamiento involuntario
y esquemas de financiamiento que trasladan los costos de
operación a las familias de las personas usuarias.4

Asimismo, la investigación documenta que diversas auto-
ridades han identificado casos en los que determinados
centros de rehabilitación han sido vinculados con activi-
dades delictivas o utilizados por personas relacionadas
con organizaciones criminales, situación que ha generado
preocupación respecto de los mecanismos de supervisión,
control y coordinación institucional existentes para pre-
venir riesgos que puedan afectar la integridad de las per-
sonas usuarias.

Entre los casos referidos destaca la intervención realizada
por la entonces Fiscalía General del estado de Jalisco en el
centro de rehabilitación denominado “Despertar Espiri-
tual”, ubicado en el municipio de Tonalá, donde se locali-
zaron personas con órdenes de aprehensión y se investiga-
ron posibles vínculos con integrantes de la delincuencia
organizada.5

Estos antecedentes son evidencia de que algunos estableci-
mientos de atención de adicciones pueden enfrentar pro-
blemáticas que trascienden el ámbito sanitario y que invo-
lucran cuestiones relacionadas con la seguridad física de
las personas usuarias, la protección de derechos humanos y
la coordinación entre autoridades sanitarias y de procura-
ción de justicia.

III. La necesidad de revisar los instrumentos regulatorios
aplicables a los establecimientos de atención de adicciones
también ha sido advertida desde el ámbito académico. Di-
versas investigaciones recientes han señalado que el fenó-
meno de las adicciones en México no puede comprenderse
únicamente desde una perspectiva sanitaria, sino que debe
analizarse considerando los contextos de violencia, exclu-
sión social, criminalidad y vulnerabilidad que afectan a nu-
merosos territorios del país.

El antropólogo Claudio Lomnitz, en su obra “Antropología
de la Zona de Silencio”, documenta testimonios recabados
en el estado de Zacatecas que describen la manera en que
organizaciones criminales han logrado insertarse en espa-
cios frecuentados por niñas, niños, adolescentes y jóvenes,
particularmente en entornos escolares y comunitarios don-
de convergen fenómenos relacionados con el consumo de
drogas y la exclusión social.6

La investigación recoge entre otros, el testimonio de una
trabajadora de un centro de rehabilitación que refiere casos
de adolescentes de apenas doce años involucrados en acti-
vidades relacionadas con la distribución de metanfetami-
nas en escuelas de nivel medio superior, como parte de es-
trategias destinadas a ampliar mercados de consumo y
captar nuevos usuarios. Asimismo, documenta el incre-
mento sostenido en el consumo de cristal entre niñas, niños
y adolescentes, así como el creciente ingreso de personas
menores de edad a centros de atención de adicciones.7

De igual manera, el autor advierte que las escuelas y los ba-
rrios se han convertido en espacios donde convergen diná-
micas relacionadas con el consumo de drogas, la violencia
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y las disputas por el control territorial, generando condi-
ciones de especial vulnerabilidad para personas jóvenes
que enfrentan problemas de adicción o exclusión social.8

IV. La situación se analiza desde la perspectiva de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes. Conforme al ar-
tículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como a la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, toda autoridad tiene la
obligación de garantizar el interés superior de la niñez y
adoptar medidas reforzadas de protección cuando se en-
cuentren en riesgo su integridad, desarrollo o ejercicio
pleno de derechos.

La problemática de las adicciones en personas menores de
edad exige una atención diferenciada respecto de la que re-
ciben las personas adultas, no sólo por las implicaciones
que el consumo de sustancias tiene en el desarrollo físico,
emocional y cognitivo, sino también por los factores de
vulnerabilidad que suelen acompañar estos procesos, entre
ellos la violencia familiar, la deserción escolar, la exclusión
social, el reclutamiento por grupos delictivos y la exposi-
ción a diversas formas de explotación.

En este sentido, diversos estudios han advertido un incre-
mento en la presencia de niñas, niños y adolescentes den-
tro de los circuitos de consumo y distribución de drogas
sintéticas. La investigación desarrollada por Claudio Lom-
nitz documenta testimonios que refieren la participación de
menores de edad en actividades relacionadas con la distri-
bución de cristal en entornos escolares, así como el au-
mento sostenido de adolescentes que ingresan a centros de
rehabilitación debido al consumo de metanfetaminas y
otras sustancias de alta peligrosidad.

V. Los hallazgos descritos resultan importantes si se consi-
dera que el principal instrumento regulatorio aplicable a los
establecimientos de atención de adicciones fue actualizado
por última vez en 2009, mediante la publicación de la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-028-SSA2-2009, para la pre-
vención, tratamiento y control de las adicciones.9

Dicha Norma tiene por objeto establecer los procedimien-
tos y criterios para la atención integral de las adicciones y
es obligatoria para los establecimientos públicos, sociales y
privados que realicen actividades de prevención, trata-
miento, rehabilitación, reinserción social, investigación,
capacitación y control de las adicciones. Asimismo, regula
aspectos relacionados con la infraestructura de los centros,
la integración de expedientes clínicos, el consentimiento

informado, los procedimientos de ingreso y egreso de los
usuarios, las condiciones de internamiento y la vigilancia
epidemiológica de las adicciones.

La NOM constituye uno de los principales instrumentos
técnicos para regular la prestación de servicios de preven-
ción, tratamiento y control de las adicciones en el país, Por
ello, su contenido debe guardar correspondencia con la
evolución de los modelos de atención, las características
actuales de las sustancias consumidas, los perfiles de las
personas que demandan tratamiento y los estándares vi-
gentes de protección de los derechos humanos.

Sin embargo, han transcurrido más de dieciséis años de su
última actualización y, durante ese periodo, el panorama
nacional de las adicciones ha experimentado transforma-
ciones profundas que difícilmente pudieron preverse con la
misma magnitud al momento de su elaboración. Destaca la
expansión del consumo de metanfetaminas o “cristal”, sus-
tancia que en los últimos años se ha consolidado como una
de las principales causas de demanda de tratamiento por
consumo de drogas en México.

Diversos análisis han documentado incrementos superiores
al 400 por ciento en el consumo de metanfetaminas duran-
te la última década10, mientras que especialistas en salud
pública han advertido que el cristal se convirtió, especial-
mente a partir de 2018, en una de las drogas de mayor im-
pacto en el país, desplazando a otras sustancias que histó-
ricamente concentraban la atención de los servicios de
tratamiento.

Esta situación causa alerta en la población joven, investi-
gaciones recientes han documentado un incremento en el
consumo de cristal entre adolescentes e incluso casos de
inicio de consumo a edades cada vez más tempranas. En el
mismo sentido, la investigación antropológica desarrollada
por Claudio Lomnitz recoge testimonios de personas vin-
culadas a centros de rehabilitación que refieren la partici-
pación de adolescentes en redes de distribución de metan-
fetaminas dentro de entornos escolares, así como un
aumento en el ingreso de personas menores de edad a esta-
blecimientos de atención por problemas asociados al con-
sumo de esta sustancia.

Estas circunstancias reflejan una realidad sustancialmen-
te distinta a la existente cuando la NOM-028-SSA2-2009
fue emitida y refuerzan la necesidad de valorar si los me-
canismos regulatorios actualmente previstos continúan
siendo suficientes para responder a los desafíos contem-
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poráneos que enfrentan los establecimientos de atención
de adicciones.

Por ello, analizar si la regulación vigente incorpora herra-
mientas adecuadas para fortalecer la supervisión periódica
de los centros, garantizar la disponibilidad de información
confiable sobre las personas usuarias, establecer medidas
reforzadas de protección para niñas, niños y adolescentes,
así como prevenir y atender posibles vulneraciones a los
derechos humanos derivadas de internamientos irregulares,
condiciones inadecuadas de atención o contextos de vio-
lencia que puedan afectar a las personas internadas.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud y a la Co-
misión Nacional de Salud Mental y Adicciones (Conasa-
ma) para que, en el ámbito de sus respectivas atribuciones,
realicen una revisión técnica integral de la Norma Oficial
Mexicana NOM-028-SSA2-2009, para la prevención, tra-
tamiento y control de las adicciones, y valoren su actuali-
zación, a fin de fortalecer la protección de los derechos hu-
manos de las personas usuarias de los establecimientos de
atención de adicciones.

En el marco de dicha revisión, se solicita analizar la perti-
nencia de actualizar o fortalecer las disposiciones relativas a:

I. Los mecanismos de supervisión, verificación y segui-
miento de los establecimientos de atención de adiccio-
nes;

II. La generación y actualización de información sobre
las personas usuarias y los establecimientos que prestan
servicios de atención de adicciones;

III. Las medidas de protección aplicables a niñas, niños
y adolescentes que reciban atención en dichos estableci-
mientos, en observancia del principio del interés supe-
rior de la niñez;

IV. Los procedimientos de ingreso, permanencia y egre-
so de las personas usuarias, particularmente en los casos
de atención residencial o internamiento no voluntario;

V. Los estándares de operación y capacitación del per-
sonal responsable de la atención; y

VI. Las medidas para prevenir, identificar y atender si-
tuaciones que puedan representar riesgos para la inte-
gridad o los derechos humanos de las personas usuarias.

Notas

1. Organización Mundial de la Salud Región de las Américas, Los tras-
tornos por consumo de drogas, una creciente preocupación de salud
pública en las Américas, según estudio de la OPS, disponible en: 

https://www.paho.org/es/noticias/14-1-2026-trastornos-por-consu-
mo-drogas-creciente-preocupacion-salud-publica-americas

2. Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, Infor-
me Mundial sobre las Drogas 2025 de UNODC: La inestabilidad mun-
dial agrava el impacto social, económico y de seguridad del fenómeno
mundial de las drogas, disponible en: 

https://www.unodc.org/unodc/es/press/releases/2025/June/unodc-
world-drug-report-2025_-global-instability-compounding-social—
economic-and-security-costs-of-the-world-drug-problem.htmll

3. Sin  Embargo, “Los centros de rehabilitación están en la agenda de
los cárteles, no del Gobierno”, disponible en:

https://www.sinembargo.mx/4012496/los-centros-de-rehabilita-
cion-estan-en-la-agenda-de-los-carteles-no-del-gobierno/

4. Ídem.

5. Ídem.

6. Claudio Lomnitz, Antropología de la Zona de Silencio, Ciudad de
México, Ediciones Era, 2025, pp. 130-133.

7. Íbid, pp. 130-132.

8. Íbid, pp. 132-139.

9. Diario Oficial de Federación, Modificación a la Norma Oficial Me-
xicana NOM-028-SSA2-1999, Para la prevención, tratamiento y con-
trol de las adicciones, para quedar como Norma Oficial Mexicana
NOM-028-SSA2-2009, Para la prevención, tratamiento y control de
las adicciones, disponible en: 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5106313&fe-
cha=21/08/2009#gsc.tab=0
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10. El País, “El consumo de metanfetaminas y éxtasis aumenta en Mé-
xico un 400% durante la última década”, disponible en:

https://elpais.com/mexico/2024-06-27/el-consumo-de-metanfeta-
minas-y-extasis-aumenta-en-mexico-un-400-durante-la-ultima-de-
cada.html

Palacio Legislativo, a 2 de septiembre de 2026.— Diputado Pablo
Vázquez Ahued (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE ELABORE Y PUBLIQUE UN DIAGNÓSTICO NA-
CIONAL SOBRE LOS CENTROS DE REHABILITA-

CIÓN Y TRATAMIENTO DE ADICCIONES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa,
a la Conasama y a las autoridades sanitarias de las 32 enti-
dades federativas a elaborar y publicar un diagnóstico na-
cional sobre los centros de rehabilitación y tratamiento de
adicciones, que incluya información sobre sus condiciones
de operación, supervisión y factores de riesgo para la se-
guridad de las personas usuarias, a cargo del diputado Pa-
blo Vázquez Ahued, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

Quien suscribe, diputado Pablo Vázquez Ahued, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 1,
fracción II, someto a consideración, la presente: proposi-
ción con punto de acuerdo por el que la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión exhor-
ta a la Secretaría de Salud, a la Comisión Nacional de
Salud Mental y Adicciones (Conasama) y a las Autori-
dades Sanitarias de las 32 entidades federativas a ela-
borar y publicar un diagnóstico nacional sobre los
centros de rehabilitación y tratamiento de adicciones,
que incluya información sobre sus condiciones de ope-
ración, supervisión y factores de riesgo para la seguri-
dad de las personas usuarias, al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. Durante las últimas semanas, la Fiscalía del estado de Ja-
lisco ha realizado una serie de operativos e inspecciones en
centros de rehabilitación para personas con problemas de

adicciones ubicados en distintos municipios de la entidad.
Como resultado de dichas acciones, las autoridades estata-
les informaron la inspección de más de cien establecimien-
tos y la clausura de ocho centros de rehabilitación por di-
versas irregularidades.1

Las inspecciones permitieron detectar diversas anomalías
relacionadas con la operación de estos establecimientos,
entre ellas la falta de permisos, condiciones de sobreocu-
pación, deficiencias sanitarias y situaciones que motivaron
la intervención de las autoridades competentes. Los opera-
tivos se desarrollaron principalmente en municipios como
Guadalajara, San Pedro Tlaquepaque, Tonalá y El Salto.2

Asimismo, distintos medios de comunicación documenta-
ron actuaciones específicas derivadas de dichos operativos.
En San Pedro Tlaquepaque fue clausurado un centro de re-
habilitación tras una intervención relacionada con la pre-
sunta privación ilegal de la libertad de una persona inter-
nada.3 De igual forma, en el municipio de Tonalá fue
intervenido un centro que operaba sin autorización y en
condiciones irregulares.

Estos hechos, muestran la importancia de garantizar que
los centros de rehabilitación y tratamiento de adicciones
operen bajo condiciones adecuadas de legalidad, seguri-
dad, supervisión sanitaria y respeto a los derechos huma-
nos de las personas usuarias.

Sin embargo, las irregularidades detectadas también permiten
advertir que la falta de supervisión efectiva de estos estable-
cimientos puede trascender del ámbito sanitario, amplía la
conversación, e involucra la posible comisión de conductas
que atenten contra la libertad, integridad y seguridad de las
personas internadas, así como el aprovechamiento de espa-
cios para la realización de actividades ilícitas, por ello es im-
portante analizar esta problemática con una óptica ampliada
a una perspectiva de seguridad pública.

II. Los hechos ocurridos recientemente en el estado de Ja-
lisco permiten advertir que las irregularidades detectadas
en centros de rehabilitación no constituyen un fenómeno
aislado ni circunscrito a un solo establecimiento. Por el
contrario, revelan una problemática de mayor alcance rela-
cionada con la supervisión, regulación y seguimiento insti-
tucional de estos espacios.

En este sentido, información presentada ante el Congreso
del estado de Jalisco señala que en la entidad existen apro-
ximadamente 1,400 centros de atención para personas con
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adicciones, de los cuales únicamente alrededor de 190
cuentan con algún tipo de regulación formal,4 lo que im-
plica que una proporción significativa opera fuera de es-
quemas adecuados de supervisión institucional. Esta situa-
ción resulta particularmente preocupante considerando que
dichos establecimientos atienden a personas que, por su
condición de salud, se encuentran en una situación de es-
pecial vulnerabilidad.

A nivel nacional, la prestación de servicios de tratamiento
y rehabilitación para personas con problemas de adicciones
se encuentra regulada, entre otros instrumentos, por la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-028-SSA2-2009,5 la cual es-
tablece criterios para la prevención, tratamiento y control
de las adicciones, así como lineamientos para el funciona-
miento de establecimientos especializados en la materia.
Sin embargo, actualmente no existe un diagnóstico nacio-
nal público, actualizado y sistematizado que permita cono-
cer cuántos centros operan en el país, cuántos cuentan con
autorización sanitaria vigente, cuántos han sido certifica-
dos, suspendidos o clausurados, ni cuáles son las condicio-
nes bajo las cuales prestan sus servicios.

La ausencia de información consolidada dificulta evaluar
el grado de cumplimiento del marco regulatorio vigente,
identificar áreas de riesgo y diseñar políticas públicas ba-
sadas en evidencia. En consecuencia, resulta indispensable
contar con un diagnóstico nacional que permita dimensio-
nar la situación real de los centros de rehabilitación y tra-
tamiento de adicciones que operan en el país, fortalecer los
mecanismos de supervisión institucional y generar infor-
mación útil para la protección de los derechos humanos de
las personas usuarias.

III. La necesidad de contar con información nacional sis-
tematizada resulta aún más relevante si se considera que las
personas usuarias de centros de rehabilitación suelen en-
contrarse en condiciones de especial vulnerabilidad social,
económica y psicológica. Diversas investigaciones acadé-
micas han advertido que factores como el consumo proble-
mático de sustancias, la deserción escolar, la exclusión so-
cial y la exposición a contextos de violencia pueden
incrementar los riesgos de captación por parte de organiza-
ciones delictivas.

En este sentido, resulta relevante la investigación desarro-
llada por el antropólogo Claudio Lomnitz en su obra, An-
tropología de la Zona de Silencio. A partir de entrevistas
realizadas en Zacatecas a trabajadores de centros de reha-
bilitación, docentes y jóvenes vinculados a contextos de

violencia criminal, el autor documenta testimonios que
describen cómo las organizaciones criminales habrían uti-
lizado a menores de edad para introducir drogas sintéticas
en entornos escolares y expandir redes de consumo entre
adolescentes.6

Particularmente relevante para el presente análisis es la
función que desempeñan los denominados “anexos” o cen-
tros de rehabilitación. Lomnitz señala que estos espacios
concentran a personas en condiciones de alta vulnerabili-
dad social y económica, muchas de las cuales han tenido
contacto previo con redes de narcomenudeo, consumo pro-
blemático o violencia criminal. El autor advierte que, en
contextos de débil supervisión, estos establecimientos pue-
den convertirse en puntos de observación privilegiados pa-
ra comprender las dinámicas de reclutamiento, someti-
miento y control ejercidas por organizaciones delictivas
sobre poblaciones juveniles.7

Asimismo, la obra refiere testimonios sobre presuntos ca-
sos de reclutamiento y utilización de jóvenes consumidores
por parte de grupos criminales, así como denuncias recien-
tes documentadas en distintas entidades federativas respec-
to de la extracción forzada o captación de personas inter-
nadas en centros de rehabilitación. Aunque estos casos no
permiten afirmar la existencia de una práctica generaliza-
da, sí aportan elementos suficientes para valorar si existe
un vacío institucional en la supervisión de estos estableci-
mientos y en la prevención de riesgos asociados al recluta-
miento criminal.8

Los elementos documentados permiten advertir que la in-
suficiente supervisión de estos establecimientos puede te-
ner implicaciones que trascienden el ámbito sanitario,
cuando espacios destinados al tratamiento de las adiccio-
nes concentran a personas en condiciones de especial vul-
nerabilidad y, al mismo tiempo, operan bajo esquemas dé-
biles de supervisión institucional, pueden generarse
condiciones susceptibles de ser aprovechadas por organi-
zaciones delictivas para desarrollar dinámicas de capta-
ción, reclutamiento, sometimiento o control.

En este contexto, la actuación de las autoridades sanitarias
puede resultar insuficiente cuando, durante las acciones de
supervisión y verificación de estos establecimientos, se ad-
viertan hechos o condiciones que puedan comprometer la
vida, integridad, libertad o seguridad de las personas usua-
rias, o que pudieran estar vinculados con la comisión de
conductas delictivas.
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Por ello, se deben fortalecer mecanismos de coordinación
que permitan a las instituciones de seguridad pública coad-
yuvar con las autoridades sanitarias cuando la naturaleza
de los riesgos detectados requiera su intervención, en el
ámbito de sus respectivas competencias.

Si bien estas observaciones no permiten establecer una re-
lación generalizada entre los centros de rehabilitación y la
delincuencia organizada, sí justifican la necesidad de in-
corporar en el diagnóstico nacional elementos que permi-
tan identificar factores de vulnerabilidad asociados a con-
textos de violencia, exclusión social y reclutamiento
criminal.

Así, el diagnóstico propuesto permitiría conocer la situa-
ción regulatoria de los centros de rehabilitación que operan
en el país, y generará evidencia para la prevención de ries-
gos que afectan particularmente a poblaciones jóvenes ex-
puestas a contextos de exclusión, consumo problemático
de sustancias y violencia.

IV. La construcción de políticas públicas eficaces en mate-
ria de salud mental y adicciones requiere contar con infor-
mación confiable, actualizada y sistematizada sobre los es-
tablecimientos encargados de brindar atención a las
personas usuarias.

Sin embargo, como se ha señalado, actualmente no existe
un instrumento público de alcance nacional que permita
conocer de manera integral la situación de los centros de
rehabilitación y tratamiento de adicciones que operan en el
país.

Esta ausencia de información limita la capacidad de las au-
toridades para evaluar el cumplimiento de la normatividad
vigente, identificar riesgos asociados a la operación de di-
chos establecimientos y diseñar estrategias orientadas a for-
talecer la protección de los derechos humanos de las perso-
nas usuarias, particularmente de niñas, niños y adolescentes.
Asimismo, dificulta la identificación de factores de vulnera-
bilidad presentes en determinados contextos territoriales, así
como la adopción de medidas preventivas frente a fenóme-
nos que pueden afectar a poblaciones en situación de riesgo.

Por ello, exhortar a la Secretaría de Salud, a la Comisión
Nacional de Salud Mental y Adicciones (Conasama) y a las
autoridades sanitarias de las 32 entidades federativas para
que elaboren y publiquen un diagnóstico nacional sobre los
centros de rehabilitación y tratamiento de adicciones que
operan en el país, incorporando información relacionada

con su situación regulatoria, mecanismos de supervisión,
atención a grupos vulnerables, protección de derechos hu-
manos e identificación de áreas de riesgo que requieran
atención institucional.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud, a la Comisión
Nacional de Salud Mental y Adicciones (Conasama) y a las
autoridades sanitarias de las 32 entidades federativas para
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, elabo-
ren, integren y publiquen un diagnóstico nacional sobre los
centros de rehabilitación y tratamiento de adicciones que
operan en el país.

Dicho diagnóstico deberá contener información relativa a
su situación regulatoria, mecanismos de supervisión, aten-
ción a niñas, niños y adolescentes y protección de los de-
rechos humanos de las personas usuarias, así como ele-
mentos que permitan identificar factores de vulnerabilidad
y riesgos asociados a contextos de violencia, reclutamien-
to criminal y otras conductas delictivas que pudieran afec-
tar a las personas internadas en dichos establecimientos, a
fin de generar información que permita fortalecer las ac-
ciones de prevención, supervisión y coordinación entre las
autoridades competentes.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, establezca mecanismos de coordinación con las
autoridades sanitarias competentes para la identificación y
atención de riesgos relacionados con hechos de violencia,
reclutamiento criminal u otras conductas delictivas que pu-
dieran detectarse en los centros de rehabilitación y trata-
miento de adicciones, así como para la protección de la vi-
da, integridad, libertad y seguridad de las personas
usuarias.

Notas

1. UDG TV 44, Fiscalía clausura ocho anexos; en uno de ellos había
un paciente con sarampión, disponible en: 

https://udgtv.com/noticias/fiscalia-jalisco-clausura-centros-rehabi-
litacion/319584

2. Ídem.
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3. El informador.mx, clausuran centro de rehabilitación en Tlaquepa-
que por presunta privación de la libertad, disponible en: 

https://www.informador.mx/jalisco/tlaquepaque-clausuran-centro-
de-rehabilitacion-por-presunta-privacion-ilegal-de-la-libertad-
20260501-0087.html

4. Congreso del Estado de Jalisco, buscan implementar espacios dig-
nos para tratamientos de adicciones, disponible en:

https://www.congresojal.gob.mx/boletines/buscan-implementar-
espacios-dignos-para-tratamientos-de-adicciones

5. CNDH, Norma Oficial Mexicana NOM-028-SSA2-2009, para la
prevención, tratamiento y control de las adicciones, disponible en:

https://www.cndh.org.mx/DocTR/2016/JUR/A70/01/JUR-
20170331-NOR20.pdf

6. Claudio Lomnitz, Antropología de la Zona de Silencio, Ciudad de
México, Ediciones Era, 2025, pp. 130-133.

7. Ibíd., pp. 134-136.

8. Ibíd., pp. 136-139.

Palacio Legislativo, a de septiembre de 2026.— Diputado Pablo Váz-
quez Ahued (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA SEMARNAT Y A LA PROFEPA, A
SUSPENDER DE INMEDIATO CUALQUIER 

APROVECHAMIENTO FORESTAL IRREGULAR Y A
REALIZAR UNA INSPECCIÓN EN LOS TERRENOS

DEL EJIDO SAN RAFAEL TECARIO, MUNICIPIO 
DE TACÁMBARO, MICHOACÁN

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
marnat y a la Profepa a suspender de manera inmediata cual-
quier aprovechamiento forestal irregular y a realizar una ins-
pección en los terrenos del ejido San Rafael Tecario,
municipio de Tacámbaro, Michoacán, a fin de verificar el
cumplimiento del programa de restauración ecológica orde-
nado en 2025, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quienes suscriben, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, coordinadora, diputado Juan Ignacio Zavala Gutié-
rrez, diputado Pablo Vázquez Ahued, vicecoordinadores
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fraccio-
nes I y II del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración del pleno de la honorable Cámara
de Diputados el presente punto de acuerdo, con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece el derecho de toda persona a un
medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, y se-
ñala que el daño y deterioro ambiental generará responsa-
bilidad para quien lo provoque. El artículo 27 constitucio-
nal reconoce el derecho de los núcleos de población ejidal
a la propiedad de sus tierras y bosques, y establece que el
Estado promoverá su aprovechamiento sustentable. Estos
mandatos obligan a las autoridades federales a vigilar que
el aprovechamiento de los recursos forestales se realice
conforme a la ley, con la documentación que acredite su le-
galidad y con la garantía de que no se destruye lo que ge-
neraciones anteriores han conservado.1

En septiembre de 2024, habitantes del ejido San Rafael Te-
cario, municipio de Tacámbaro, Michoacán, denunciaron
públicamente que aproximadamente mil árboles de pino en
sus terrenos forestales habían aparecido marcados para un
posible aprovechamiento forestal, la alarma se extendió en
la comunidad al descubrirse que la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales había emitido remisiones
forestales con número de oficio MICH/GA/04/773/2024,
con fecha del 31 de enero de 2024 y vigencia hasta el 31 de
diciembre de 2024, para acreditar la legal procedencia de
materias primas forestales, argumentando que los pinos se
encontraban enfermos, el volumen total acreditado ascen-
dió a 1.7 millones de metros cúbicos de madera.2

Lo que ocurrió después resultó determinante para entender
la gravedad de lo que hoy se denuncia nuevamente, es así
que en julio de 2025, la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente (Profepa) emitió un resolutivo administrativo
que ordenó la reparación del daño en el mismo ejido San
Rafael Tecario, se detectó que en el predio se habían sem-
brado de manera ilegal seis mil 260 plantas de aguacate y
plantas de agave, sin contar con autorización de cambio de
uso de suelo en terrenos forestales.3
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Como parte de las sanciones impuestas, la Profepa orde-
nó el retiro total de las plantas, la inhabilitación de cuatro
ollas de captación de agua pluvial instaladas también sin
permiso, y la reforestación obligatoria de 27.34 hectáreas
con 43 mil 200 plantas nativas de pino michoacano y pi-
no oocarpa, a ejecutarse durante la temporada de lluvias
de 2025 y con garantía de supervivencia de hasta cinco
años. La ejecución del resolutivo requirió la participación
de tres inspectores de la Profepa, nueve elementos del
Ejército, 14 de la Guardia Nacional, 12 de la Guardia Ci-
vil estatal y 10 policías municipales, además de 200 eji-
datarios.4

El 26 de agosto de 2026, Jorge Álvarez Máynez, Coor-
dinador Nacional de Movimiento Ciudadano, presentó
ante la Profepa una denuncia popular en materia am-
biental por aprovechamiento forestal irregular en los
mismos terrenos del ejido San Rafael Tecario, cuyo acu-
se de recepción difundió en sus redes sociales.

La denuncia señala que aproximadamente mil árboles de
pino se encuentran nuevamente marcados para un eventual
derribo, sin que exista información pública sobre la autori-
zación que ampara esa actividad, la superficie que com-
prende, el volumen permitido, la vigencia del permiso,
quién ejecutará el aprovechamiento ni cuál será el destino
final de la madera. La comunidad denuncia que desde 2024
persisten las alertas sobre el posible derribo de árboles en
ese ejido, y que dos años después el problema se repite en
idénticas condiciones de opacidad, lo que hace razonable
presumir que la política forestal en la zona se está ejecu-
tando mediante decisiones que no están siendo sometidas
al escrutinio público.5

La contradicción que presenta este caso es inaceptable des-
de cualquier perspectiva de gestión ambiental responsable.
Por un lado, en 2025 la Profepa sancionó a los responsa-
bles de destruir el bosque de ese ejido para plantar aguaca-
te y ordenó su restauración con decenas de miles de plan-
tas nativas; por el otro, en 2026 se documenta que los
mismos terrenos en proceso de restauración podrían estar
sujetos a un nuevo aprovechamiento forestal sin que la co-
munidad conozca los términos de la autorización, si los ár-
boles marcados se encuentran dentro de la zona sujeta a
restauración ordenada por la propia Profepa en 2025, esta-
ríamos ante una situación en que una dependencia del go-
bierno federal ordena restaurar mientras otra autoriza talar
en el mismo predio. Esa posibilidad exige una verificación
urgente e inmediata.6

El caso del ejido San Rafael Tecario no ocurre en el vacío,
Michoacán es el estado con el mayor número de denuncias
por tala ilegal en México, con 1 mil 497 denuncias regis-
tradas entre 2019 y febrero de 2026, por encima del Esta-
do de México, que ocupa el segundo lugar con 1 mil 274.7

En junio de 2026, la Profepa sancionó el derribo ilegal de
más de mil árboles, el desmonte de vegetación y la realiza-
ción de obras ilegales en cuatro predios distintos de Michoa-
cán, en el marco del Plan Michoacán. En enero de 2026, una
inspección en el ejido Zajo Chico, municipio de Morelia, do-
cumentó el derribo de árboles de encino con un volumen de
afectación de 340 metros cúbicos en 120 hectáreas, para sus-
tituirlos por 41 mil 844 plantas de aguacate.

Este patrón sistemático de cambio ilegal de uso de suelo fo-
restal para plantaciones agroindustriales es el telón de fondo
en el que debe entenderse lo que ocurre en Tacámbaro.8

En el marco jurídico aplicable, la Norma Oficial Mexicana
NOM-152-SEMARNAT-2023 establece los criterios, espe-
cificaciones y procedimientos para realizar el aprovecha-
miento sustentable de la vegetación forestal en ecosistemas
de clima templado-frío, y exige que toda autorización de
aprovechamiento sea pública, técnicamente fundada y ve-
rificable.9

La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable estable-
ce en sus artículos 72 al 76 los requisitos que deben cum-
plirse para obtener una autorización de aprovechamiento
forestal maderable, incluyendo la presentación de un pro-
grama de manejo forestal, y en su artículo 117 faculta a la
Profepa para suspender e imponer sanciones ante irregula-
ridades.10 La Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente establece en sus artículos 160, 170
y 189 el derecho de toda persona a denunciar actos que de-
terioren el ambiente y la obligación de la autoridad de in-
vestigarlos.11 La Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental establece que todo daño ambiental genera
responsabilidad objetiva e impone la obligación de repara-
ción integral.12

Desde el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
sostenemos que un ejido que fue sancionado en 2025 por
destruir su bosque para plantar aguacate no puede volver a
ver sus árboles marcados para tala en 2026 sin que ningu-
na autoridad dé explicaciones. La comunidad tiene derecho
a saber qué autorización ampara esa actividad, quién la
otorgó, bajo qué criterios técnicos y cuál será el destino de
la madera. La opacidad con la que se están tomando estas
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decisiones en el Ejido San Rafael Tecario no es un tecni-
cismo administrativo, es la puerta de entrada al saqueo del
patrimonio forestal de una comunidad que ya pagó el cos-
to de confiar en quienes prometían aprovechar sus recursos
de manera sustentable.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, suspenda de manera inmediata cualquier autoriza-
ción de aprovechamiento forestal en los terrenos del ejido
San Rafael Tecario, municipio de Tacámbaro, Michoacán,
en tanto no se verifique que los árboles marcados para de-
rribo no se encuentran dentro de la zona sujeta a restaura-
ción ordenada mediante el resolutivo administrativo de ju-
lio de 2025, y que la documentación que ampara el
aprovechamiento cumple con todos los requisitos estable-
cidos en la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable
y en la Norma Oficial Mexicana NOM-152-SEMARNAT-
2023, publicando los resultados de dicha verificación me-
diante sus portales oficiales.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente para que, en el ámbito de sus
atribuciones, realice una inspección de campo en los te-
rrenos forestales del ejido San Rafael Tecario, municipio
de Tacámbaro, Michoacán, verifique el estado de avance
del programa de reforestación ordenado en el resolutivo
de julio de 2025, y en caso de detectar incumplimientos
o nuevas irregularidades, aplique las medidas de suspen-
sión, aseguramiento y sanción que correspondan confor-
me a la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable,
garantizando la continuidad del proceso de restauración
ecológica.

Notas

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos
4o. y 27. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2. “Ejido San Rafael Tecario en Tacámbaro pretende derribar pinos por
estar ‘enfermos’ acreditando 1.7 millones de M³ de madera”, Luciér-
naga Noticias, 23 de septiembre de 2024. Disponible en: 

https://luciernaganoticias.com/noticia/Ejido-San-Rafael-Tecario-
en-Tacambaro-pretende-derribar-pinos-por-estar-enfermos-acredi-
tando-1-7-millones-de-M-de-madera66f17894c2542

3. “Encabeza PROFEPA retiro de seis mil 260 plantas de aguacate
sembradas ilegalmente en Michoacán”, Excélsior, 12 de septiembre de
2025. Disponible en: 

https://www.excelsior.com.mx/nacional/profepa-retira-aguacate-
ilegal-tacambaro-michoacan-reforestacion-ecosistema/1739238

4. “Ejecuta Ejido San Rafael Tecario reparación del daño en Michoa-
cán; retira plantación ilegal de aguacate en Tacámbaro”, Respuesta Mi-
choacán, 11 de septiembre de 2025. Disponible en: 

https://www.respuesta.com.mx/estado-secciones/ejecuta-ejido-san-
rafael-tecario-reparacion-del-dano-en-michoacan-retira-planta-
cion-ilegal-de-aguacate-en-tacambaro/

5. Jorge Álvarez Máynez, Coordinador Nacional de Movimiento Ciu-
dadano, publicación en X (@AlvarezMaynez), 26 de agosto de 2026.
Disponible en: 

https://x.com/AlvarezMaynez — Acuse de recepción PROFEPA,
Oficialía de Partes, folio 7132, 26 de agosto de 2026.

6. Op. cit. notas 3 y 5

7. “Ni 216 operativos frenan la tala clandestina en el Estado de Méxi-
co”, La Silla Rota, 15 de julio de 2026. Disponible en: 

https://lasillarota.com/metropoli/2026/7/15/ni-216-operativos-fre-
nan-la-tala-clandestina-en-el-estado-de-mexico-520370.html

8. “Sanciona PROFEPA derribo ilegal de más de mil árboles, desmon-
te de vegetación y obras ilegales en Michoacán”, Comunicado de Pren-
sa núm. 304/2026, Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, 9
de junio de 2026. Disponible en: 

https://www.gob.mx/profepa/prensa/sanciona-profepa-derribo-ile-
gal-de-mas-de-mil-arboles-desmonte-de-vegetacion-y-obras-ilega-
les-en-michoacan
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9. Norma Oficial Mexicana NOM-152-SEMARNAT-2023, que esta-
blece los criterios, especificaciones y procedimientos para realizar el
aprovechamiento sustentable de la vegetación forestal de los ecosiste-
mas de clima templado-frío. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx

10. Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, artículos 2o., 72,
73, 74, 75, 76 y 117. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDFS.pdf

11. Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
artículos 160, 170 y 189. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGEEPA.pdf

12. Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, artículos 1o., 6o. y
12o.. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFRA.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de
2026.— Diputada y diputados: Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, Juan
Ignacio Zavala Gutiérrez, Pablo Vázquez Ahued (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

EXHORTO A LAS AUTORIDADES DE PROTECCIÓN
CIVIL DEL ESTADO DE SONORA Y AL ISSSTE, A

IMPLEMENTAR MEDIDAS PARA LA EVACUACIÓN
Y CIERRE DEL HOSPITAL DR. FERNANDO OCA-

RANZA EN HERMOSILLO, SONORA, ANTE LAS 42
OBSERVACIONES CRÍTICAS NO SOLVENTADAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a las au-
toridades de protección civil del estado de Sonora y al ISS-
STE a implementar de manera inmediata las medidas ne-
cesarias para la evacuación y cierre del Hospital “Dr.
Fernando Ocaranza” del citado instituto en Hermosillo, So-
nora, ante las 42 observaciones críticas no solventadas que
representan un riesgo inminente para la vida y seguridad de
pacientes y trabajadores, a cargo de la diputada Ivonne
Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, coordinadora del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I;
y 79, numeral 2, fracciones I y II del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración del pleno de
la honorable Cámara de Diputados el presente punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Hospital General “Dr. Fernando Ocaranza” del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (ISSSTE), ubicado en Hermosillo, Sonora, repre-
senta una de las principales unidades de atención médica
para las y los derechohabientes del instituto en el estado.
Su importancia no puede medirse únicamente por el in-
mueble que ocupa, sino por los servicios médicos, hospita-
larios, quirúrgicos y de urgencias que diariamente brinda a
miles de personas.

De acuerdo con información pública, el ISSSTE brindó co-
bertura a 289 mil 904 derechohabientes en Sonora durante
2024; en ese mismo año otorgó más de 488 mil consultas,
registró 5 mil 905 hospitalizaciones y realizó 4 mil 325
procedimientos quirúrgicos.1 Estas cifras permiten dimen-
sionar la relevancia de contar con instalaciones hospitala-
rias seguras, funcionales y capaces de responder ante cual-
quier emergencia.

Por ello, cualquier deficiencia que comprometa la seguri-
dad estructural, eléctrica, electromecánica, sanitaria o de
protección civil de este hospital no puede ser considerada
un asunto menor de mantenimiento. Cuando se trata de un
establecimiento que atiende a personas enfermas, adultos
mayores, mujeres embarazadas, niñas y niños, personas
con discapacidad y pacientes que requieren atención de ur-
gencia, las condiciones de seguridad del inmueble forman
parte de las condiciones indispensables para garantizar el
derecho a la protección de la salud y a la vida.

La situación que actualmente enfrenta el Hospital “Dr. Fer-
nando Ocaranza” tampoco constituye un hecho aislado.
Durante junio de 20262 se hicieron públicas diversas fallas
en su infraestructura, particularmente relacionadas con el
sistema de climatización, que afectaron áreas de cirugía, la-
boratorio y consulta externa y provocaron la suspensión o
reprogramación de procedimientos quirúrgicos.3

Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados250



El propio ISSSTE informó el 16 de junio de 2026 que ha-
bía iniciado trabajos de mantenimiento y rehabilitación en
el hospital, señalando que las etapas posteriores se ejecuta-
rían de manera gradual y conforme a dictámenes técnicos.
Posteriormente, el instituto informó sobre un programa de
rehabilitación integral que contempla acciones en los siste-
mas de climatización y energía, instalaciones hidrosanita-
rias, áreas médicas, hospitalización y consulta externa.4

Sin embargo, mientras se anunciaban y ejecutaban estas in-
tervenciones, trabajadores, derechohabientes y organiza-
ciones sindicales denunciaron públicamente problemas
adicionales en el inmueble, entre ellos fugas de drenaje, in-
undaciones, deficiencias en las instalaciones eléctricas,
problemas de iluminación, higiene, tuberías y suministro
de agua. El 15 de junio, trabajadores del hospital blo-
quearon el bulevar Morelos para exigir una solución de
fondo y señalar que las condiciones del inmueble repre-
sentaban un riesgo tanto para pacientes como para el per-
sonal médico.5

La gravedad de estas denuncias se confirmó con hechos
posteriores. El 26 de junio se reportó una nueva falla eléc-
trica en el hospital, que dejó sin energía y sin aire acondi-
cionado a diversas áreas; incluso se informó sobre el tras-
lado de una paciente en trabajo de parto a otra unidad
hospitalaria después de una falla eléctrica que interrumpió
la atención.

A estos hechos se suma un nuevo incidente ocurrido el 31 de
agosto de 2026, cuando una fuga de gas natural en una de las
líneas de suministro del Hospital “Dr. Fernando Ocaranza”
obligó a activar los protocolos de emergencia y a evacuar a
pacientes, trabajadores, personal médico, administrativo y
familiares. De acuerdo con reportes periodísticos, la emer-
gencia fue atendida por elementos del Departamento de
Bomberos y personal de Protección Civil, y la evacuación se
realizó como medida preventiva ante el riesgo generado por
la fuga.

De manera particularmente preocupante, durante la emer-
gencia se reportó la evacuación del primer piso y del área
de Urgencias, mientras que algunos pacientes permanecie-
ron dentro del inmueble debido a sus condiciones médicas.
También se documentó que algunos pacientes que recibían
medicamentos por vía intravenosa fueron evacuados con
sus tripiés y bolsas de suero. El incidente constituye una
nueva evidencia de la vulnerabilidad del inmueble frente a
una situación de emergencia y, al mismo tiempo, permite
dimensionar las dificultades que enfrenta el hospital para

realizar una evacuación segura de todas las personas que se
encuentran en su interior.

Estos acontecimientos evidencian que la problemática del
Hospital “Dr. Fernando Ocaranza” no puede reducirse exclusi-
vamente a la reparación de un sistema de aire acondicionado.
Se trata de una situación que involucra las condiciones genera-
les de seguridad y funcionamiento de un inmueble hospitalario
en el que las fallas de infraestructura pueden tener consecuen-
cias directas sobre la vida de quienes permanecen dentro de sus
instalaciones.

En este contexto, resulta necesario recordar un anteceden-
te reciente que marcó profundamente a la ciudad de Her-
mosillo y que obliga a las autoridades a actuar con especial
responsabilidad frente a cualquier riesgo previamente iden-
tificado: la tragedia ocurrida en la tienda Waldo’s del Cen-
tro de Hermosillo el 1 de noviembre de 2025.6

En aquella tragedia perdieron la vida 23 personas y más de
una decena resultaron lesionadas. Posteriormente, autori-
dades estatales reconocieron que el establecimiento no
contaba con un Programa Interno de Protección Civil auto-
rizado desde 2021.7

La respuesta de las autoridades después del siniestro fue
contundente: se ordenó el cierre temporal de las tiendas
Waldo’s en Sonora para realizar inspecciones y verificar el
cumplimiento de las disposiciones de seguridad. La Coor-
dinación Estatal de Protección Civil realizó revisiones pa-
ra identificar las condiciones que debían ser solventadas
antes de permitir la reapertura de los establecimientos.8

El caso Waldo’s dejó una lección que no debe ser ignora-
da: la Protección Civil no puede actuar únicamente después
de que ocurre una tragedia. Su función principal es preci-
samente prevenirla.

La existencia de riesgos previamente identificados impone
a las autoridades la obligación de actuar de manera pre-
ventiva, particularmente cuando se trata de inmuebles en
los que diariamente concurren cientos o miles de personas.

El antecedente de Waldo’s es especialmente relevante para
el caso que hoy nos ocupa porque existe una diferencia
fundamental: en el Hospital “Dr. Fernando Ocaranza” los
riesgos no solamente han sido denunciados por trabajado-
res o derechohabientes; existen actuaciones de la propia
autoridad de Protección Civil que documentan las condi-
ciones del inmueble.
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Hermosillo también conoce las consecuencias de no actuar
a tiempo ante riesgos en lugares donde se encuentran per-
sonas. La tragedia de la Guardería ABC, ocurrida el 5 de ju-
nio de 2009, dejó 49 niñas y niños muertos y decenas de
personas lesionadas9 nos obliga a tomar en serio cualquier
riesgo previamente identificado y a actuar antes de que una
nueva tragedia ocurra.

El 15 de junio de 2026, la Coordinación Estatal de Protec-
ción Civil de Sonora realizó una Visita de Inspección Ex-
traordinaria al Hospital “Dr. Fernando Ocaranza”, cuyo re-
sultado quedó integrado en el expediente número
CEPC-DIV-863/2026.

De acuerdo con el acta circunstanciada correspondiente,
durante la inspección se identificaron 42 observaciones re-
lacionadas con condiciones de riesgo, derivadas de la revi-
sión de distintos aspectos de seguridad del inmueble.10

Entre las deficiencias señaladas se encuentran cuestiones
relacionadas con riesgos electromecánicos, tóxicos, estruc-
turales y físicos, así como condiciones que inciden directa-
mente en la capacidad del hospital para responder ante una
emergencia, particularmente en materia de prevención de
incendios y evacuación segura.

Asimismo, se identificó la ausencia de elementos funda-
mentales para la gestión integral de riesgos, entre ellos el
Programa Interno de Protección Civil y el seguro de res-
ponsabilidad civil a terceros.

La relevancia de este documento radica en que no se trata
de una valoración subjetiva ni de una denuncia sin susten-
to técnico. Se trata de un documento generado por la auto-
ridad competente en materia de Protección Civil, a partir
de una inspección realizada directamente en las instalacio-
nes del hospital.

La propia autoridad otorgó un plazo para que las observacio-
nes fueran solventadas. Sin embargo, una vez analizada la
documentación presentada por el hospital, las deficiencias se-
ñaladas no fueron consideradas solventadas en su totalidad,
por lo que el expediente fue remitido a la autoridad federal de
Protección Civil para los efectos correspondientes.

Lo anterior coloca a las autoridades frente a una situación
distinta a la que existía cuando comenzaron las primeras
denuncias públicas: hoy existe conocimiento formal de
condiciones de riesgo documentadas por una autoridad
competente.

Ahora bien, la legislación en materia de Protección Civil
establece con claridad las facultades y obligaciones de las
autoridades frente a este tipo de situaciones. En el ámbito
estatal, el artículo 24, fracción XIX, inciso d), de la Ley de
Protección Civil para el estado de Sonora faculta a la Co-
ordinación Estatal de Protección Civil11 para realizar ac-
tos de inspección y vigilancia en hospitales, centros médi-
cos, clínicas y demás establecimientos del sector público y
privado, con objeto de constatar el cumplimiento de las
disposiciones en materia de protección civil.

Asimismo, el artículo 65 establece la obligación de los esta-
blecimientos que concentren personas o representen un ries-
go para la población de contar con una Unidad Interna y ela-
borar un Programa Interno de Protección Civil. A su vez, el
artículo 67 obliga a los sujetos responsables a ejecutar de in-
mediato las medidas correctivas o de seguridad que determi-
ne la autoridad competente, así como a contar con un seguro
de responsabilidad civil por daños a terceros.

De manera particularmente relevante, el artículo 90 de la
misma ley contempla como medidas de seguridad la sus-
pensión de actividades, la evacuación parcial o total de in-
muebles, el aislamiento parcial o total del área afectada y
la restricción de actividades cuando resulte necesario para
prevenir o controlar una situación de riesgo.12

Más aún, el artículo 91 dispone que, en caso de riesgo inmi-
nente, la Coordinación Estatal de Protección Civil y los
ayuntamientos deben adoptar de inmediato las medidas de
seguridad conducentes para proteger la vida de las personas
y sus bienes, por el tiempo estrictamente necesario para co-
rregir las irregularidades existentes.13

La legislación estatal también establece consecuencias an-
te el incumplimiento de estas obligaciones. El artículo 93
contempla como infracciones, entre otras, incumplir las
medidas y acciones de protección civil, incumplir los re-
querimientos de la autoridad competente, no contar con el
Programa Interno de Protección Civil, no contar con un se-
guro de responsabilidad civil y propiciar o generar condi-
ciones de riesgo, alto riesgo o riesgo inminente.14

Asimismo, el artículo 98 establece que cuando los inspec-
tores tengan conocimiento de una infracción, deben asen-
tarlo en las actas correspondientes, a fin de que se dicten
las medidas correctivas y de seguridad y se apliquen las
sanciones que correspondan.
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Estas facultades también encuentran sustento en la Ley
General de Protección Civil.15 Su artículo 73 establece
que, ante un riesgo inminente, las autoridades competen-
tes deberán ejecutar las medidas de seguridad que corres-
pondan para proteger la vida de la población y garantizar
el funcionamiento de los servicios esenciales. Por su par-
te, el artículo 75 faculta a las Unidades de Protección Ci-
vil de las entidades federativas para aplicar medidas como
el aislamiento temporal, parcial o total del área afectada y
la suspensión de trabajos, actividades y servicios cuando
resulte necesario para evitar que continúen generándose
daños.

En consecuencia, el marco jurídico vigente no deja a las
autoridades sin herramientas frente a una situación como la
que actualmente presenta el Hospital “Dr. Fernando Oca-
ranza”. Por el contrario, tanto la legislación estatal como la
federal contemplan expresamente mecanismos de inspec-
ción, medidas correctivas, suspensión de actividades, eva-
cuación y aislamiento para aquellos casos en que exista un
riesgo que pueda poner en peligro la vida de las personas.

Por ello, la discusión ya no puede limitarse a determinar si
el hospital necesita mantenimiento o rehabilitación. Debe
determinarse si resulta procedente mantener en operación
un inmueble hospitalario mientras subsisten condiciones
de riesgo documentadas y no solventadas por la autoridad
competente.

La respuesta debe partir de un principio elemental de Pro-
tección Civil: la prevención debe prevalecer frente a la re-
acción.

No se puede esperar a que ocurra un incendio, una falla
eléctrica grave, un colapso estructural, una evacuación fa-
llida o cualquier otro siniestro para entonces determinar
quién tenía conocimiento de los riesgos y quién tenía la
obligación de actuar.

El antecedente de Waldo’s demuestra las consecuencias que
puede tener permitir que un establecimiento opere cuando
existen deficiencias relacionadas con la seguridad y la Pro-
tección Civil. Por ello, frente a un hospital donde existen ob-
servaciones técnicas documentadas y no solventadas, la obli-
gación de las autoridades debe ser todavía mayor.

Aunado a ello, las condiciones actuales generan una preo-
cupación adicional: las obras de rehabilitación se han des-
arrollado mientras el hospital continúa prestando servicios
médicos. El propio ISSSTE ha informado que las interven-

ciones se realizan de manera escalonada con el propósito
de mantener la continuidad de los servicios.16

Sin embargo, garantizar la continuidad de la atención mé-
dica no puede significar mantener a pacientes y trabajado-
res dentro de un inmueble cuya seguridad se encuentra
cuestionada por observaciones de la propia autoridad de
Protección Civil.

La continuidad de los servicios médicos debe garantizarse,
pero no necesariamente dentro del inmueble que actual-
mente presenta estas condiciones.

Por ello, cualquier determinación de cierre debe estar
acompañada de una estrategia inmediata que permita tras-
ladar y redistribuir la atención médica de las y los dere-
chohabientes hacia otras unidades del ISSSTE y, mediante
los mecanismos de coordinación correspondientes, hacia
otras instituciones públicas o privadas, evitando que el cie-
rre del inmueble se traduzca en la suspensión del derecho a
recibir atención médica.

El objetivo no es dejar sin atención a las personas. Por el
contrario, el objetivo es protegerlas.

Cerrar temporalmente un inmueble cuando existen condi-
ciones que pueden poner en peligro la vida no significa
abandonar a sus pacientes; significa trasladar la atención a
espacios seguros mientras se determina técnicamente si el
inmueble puede ser rehabilitado, sustituido o definitiva-
mente reemplazado.

En este sentido, también resulta necesario considerar la si-
tuación de las y los trabajadores del Hospital “Dr. Fernan-
do Ocaranza”. Médicos, enfermeras, personal administrati-
vo, técnico, de mantenimiento y demás trabajadores no
pueden ser obligados a desempeñar sus funciones en un es-
pacio que represente un riesgo para su integridad física.

La protección de los pacientes y la protección de los traba-
jadores no son objetivos distintos: forman parte de una
misma obligación de seguridad.

Ante esta situación, la diputada Gabriela Félix Bojórquez,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en el Congreso del estado de Sonora, ha dado segui-
miento puntual a las condiciones del Hospital “Dr. Fernan-
do Ocaranza”, realizando solicitudes de acceso a la
información para conocer las inspecciones, dictámenes y
actuaciones de las autoridades de Protección Civil.
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A partir del expediente de la inspección realizada el 15 de
junio de 2026, en el que se documentaron 42 observacio-
nes críticas que no fueron solventadas, la legisladora hizo
pública la situación y exigió que las autoridades actuaran
de manera preventiva ante los riesgos identificados, parti-
cularmente porque el hospital continuaba operando mien-
tras se realizaban trabajos de rehabilitación. Asimismo, so-
licitó la intervención de las autoridades estatales y
federales de Protección Civil para que se aplicaran las me-
didas de seguridad previstas en la legislación.

El 11 de agosto de 2026, la diputada Gabriela Félix solici-
tó formalmente la evacuación y cierre inmediato del Hos-
pital “Dr. Fernando Ocaranza”, así como la determinación
de las responsabilidades que correspondan ante los riesgos
documentados. Asimismo, planteó que el cierre debe
acompañarse de un plan inmediato para garantizar la aten-
ción de los derechohabientes y de una ruta para la cons-
trucción de un nuevo hospital en Hermosillo.

Finalmente, las condiciones documentadas en el Hospital
“Dr. Fernando Ocaranza” obligan a plantear una solución
de fondo. Las reparaciones aisladas pueden atender fallas
específicas, pero no necesariamente resuelven los pro-
blemas acumulados de un inmueble que durante años ha
presentado deficiencias de infraestructura. Por ello, ade-
más de adoptar de manera inmediata las medidas de se-
guridad que correspondan, es indispensable que el go-
bierno federal y el ISSSTE establezcan una ruta clara
para la construcción de un nuevo hospital en Hermosillo,
Sonora, que garantice instalaciones seguras y adecuadas
para la atención de la derechohabiencia y del personal.

En este punto, el antecedente de Waldo’s debe servir como
una advertencia para las autoridades: la prevención no pue-
de esperar a que ocurra una tragedia. En el caso del Hospi-
tal “Dr. Fernando Ocaranza”, existe hoy una diferencia
fundamental: los riesgos ya fueron identificados y docu-
mentados por la autoridad competente.

Por ello, mantener el hospital en operación sin atender de
manera efectiva las condiciones señaladas significaría asu-
mir un riesgo que puede y debe prevenirse. La vida y se-
guridad de pacientes, derechohabientes y trabajadores debe
estar por encima de cualquier consideración administrativa
u operativa. Cuando una autoridad conoce formalmente la
existencia de un riesgo y cuenta con facultades para actuar,
prevenir deja de ser una opción y se convierte en una res-
ponsabilidad.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Coordinación Nacional de Pro-
tección Civil y a la Coordinación Estatal de Protección Ci-
vil del estado de Sonora, para que, en el ámbito de sus
respectivas atribuciones y con base en las 42 observaciones
contenidas en el dictamen técnico realizado al inmueble
que ocupa el Hospital General “Dr. Fernando Ocaranza”
del ISSSTE, adopten de manera inmediata las medidas de
seguridad correspondientes y procedan a la suspensión de
actividades y cierre del inmueble, conforme a las disposi-
ciones aplicables, a fin de salvaguardar la vida e integridad
de las personas derechohabientes, visitantes y trabajadoras.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) para que, an-
te la suspensión de actividades y cierre del inmueble, garan-
tice de manera inmediata y efectiva la continuidad y acceso a
los servicios de salud de las personas derechohabientes, me-
diante su canalización a otras unidades médicas con capaci-
dad suficiente para atenderlas, sin interrupción de consultas,
tratamientos, procedimientos, estudios, medicamentos y de-
más servicios médicos que requieran.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al director general del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do (ISSSTE) para que implemente y presente un plan de
solución definitiva a las condiciones de infraestructura que
dieron lugar al dictamen técnico, que contemple, según re-
sulte técnica y jurídicamente procedente, la rehabilitación
integral, sustitución del inmueble o construcción de una
nueva unidad hospitalaria, con el objetivo de garantizar
instalaciones seguras y adecuadas para la prestación de los
servicios de salud.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión al director general del ISSSTE para que garan-
tice que la suspensión de actividades, cierre y eventual reu-
bicación de los servicios médicos se lleven a cabo sin me-
noscabo de los derechos laborales de las personas
trabajadoras, incluyendo la conservación de sus empleos,
salarios, prestaciones, antigüedad y demás derechos adqui-
ridos conforme a la legislación aplicable.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta al director general del ISS-
STE para que establezca un plan de reubicación tempo-
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ral del personal que resulte afectado por el cierre del in-
mueble, y que dicha reubicación se realice en condicio-
nes laborales adecuadas, cercanas a su centro de trabajo
sin afectar sus derechos adquiridos.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta al director general del ISSSTE para que
publique un informe para las personas derechohabientes y
trabajadoras sobre las medidas adoptadas para garantizar la
continuidad de los servicios de salud, las alternativas de
atención médica dispuestas ante el cierre del inmueble y el
plan para brindar una solución definitiva a las condiciones
de infraestructura.

Séptimo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Coordinación Nacional de Pro-
tección Civil y a la autoridad estatal de Protección Civil
competente para que, en el ámbito de sus atribuciones, den
seguimiento a las medidas de seguridad que se determinen
respecto del inmueble y verifiquen que, en su caso, cual-
quier suspensión, cierre, rehabilitación o reapertura se rea-
lice bajo condiciones que garanticen la seguridad de las
personas.

Octavo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Coordinación Nacional de Protec-
ción Civil y a la Coordinación Estatal de Protección Civil
del estado de Sonora para que, en el ámbito de sus respec-
tivas atribuciones, den seguimiento al cumplimiento de las
medidas de seguridad adoptadas respecto del inmueble y se
abstengan de permitir su reapertura mientras subsistan las
condiciones que dieron lugar a su cierre, hasta que se acre-
dite el cumplimiento de las disposiciones aplicables en ma-
teria de protección civil y seguridad.

Notas

1. Gobierno de México, En Hermosillo, Hospital General “Dr. Fer-
nando Ocaranza” del Issste brinda servicio al 100%, Disponible en:

https://www.gob.mx/issste/prensa/en-hermosillo-hospital-gene-
ral-dr-fernando-ocaranza-del-issste-brinda-servicio-al-100

2. El Imparcial, Hospital del Issste en Hermosillo opera sin aire acon-
dicionado y suspenden cirugías por el calor, Disponible en: 

https://www.elimparcial.com/son/hermosillo/2026/06/08/hospital-
del-issste-en-hermosillo-opera-sin-aire-acondicionado-y-suspen-
den-cirugias-por-el-calor/

3. Sol de México, Issste anuncia acciones para mejorar infraestructura
del Hospital “Dr. Fernando Ocaranza” en Hermosillo, Disponible en: 

https://oem.com.mx/elsoldehermosillo/local/issste-anuncia-accio-
nes-para-mejorar-infraestructura-del-hospital-dr-fernando-ocaran-
za-en-hermosillo-30581815

4. Ibidem

5. La Jornada, Trabajadores bloquean bulevar Morelos frente al Issste
en Hermosillo; el hospital, sin condiciones de operar, dicen, Disponi-
ble en: 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/06/15/estados/trabaja-
dores-bloquean-bulevar-morelos-frente-al-issste-en-hermosillo-el-
hospital-ya-no-esta-en-condiciones-de-operar-advierten

6. Tragedia en Hermosillo: explosión en Waldo’s deja al menos 23
muertos y 12 heridos, The Arizona Republic, Disponible: 

https://www.azcentral.com/story/noticias/2025/11/01/explosion-
en-waldos-en-hermosillo-deja-al-menos-23-muertos/870485
50007/

7. El Financiero Tragedia en Waldo’s Hermosillo: 9 imputados, dos
prófugos y un proceso legal inconcluso, Disponible en: 

https://www.elfinanciero.com.mx/estados/2026/01/14/tragedia-en-
waldos-hermosillo-9-imputados-dos-profugos-y-un-proceso-legal-
inconcluso/

8. Ibidem.

9. A 12 años de la Guardería ABC, Disponible en: 

https://www.gob.mx/cenapred/articulos/a-12-anos-de-la-guarderia-
abc?idiom=es

10. Mega noticias, El abogado, Andrés Ortega aseguró existen funda-
mentos penales y administrativos en el  dictamen  extraoficial de pro-
tección civil del hospital “Dr. Fernando Ocaranza”, del Issste en Her-
mosillo, para interponer acciones legales contra quien resulte
responsable por las deficiencias del nosocomio., Disponible en:

https://www.meganoticias.mx/cdmx/noticia/abogado-analiza-inter-
poner-acciones-legales-contra-el-issste/758143
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11. Ley de Protección Civil para el Estado de Sonora, disponible en: 

https://proteccioncivil.sonora.gob.mx/images/ley-de-proteccion-ci-
vil-11062018.pdf

12. Ibidem.

13. Ibidem.

14. Ibidem

15. Ley General de Protección Civil, Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPC.pdf

16. Diario Yaqui. Riesgos Documentados, 

https://diariodelyaqui.mx/sonora/diputada-gabriela-felix-solicita-
cierre-del-hospital-fernando-ocaranza-del-issste-por-riesgos-docu-
mentados/141036

Palacio Legislativo, a 2 de septiembre de 2026.— Diputada Ivonne
Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil y Prevención
de Desastres, para dictamen.

MEDIDAS URGENTES PARA ATENDER LA
CONTAMINACIÓN DEL CORREDOR INDUSTRIAL

DEL RÍO LERMA, SANCIONAR A LAS INDUSTRIAS
RESPONSABLES DE DESCARGAS IRREGULARES,

Y GARANTIZAR EL DERECHO AL AGUA LIMPIA Y
A UN MEDIO AMBIENTE SANO DE LAS 

COMUNIDADES RIBEREÑAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
marnat, Conagua y la Profepa a adoptar medidas urgentes
para atender la contaminación del corredor industrial del
Río Lerma, sancionar a las industrias responsables de des-
cargas irregulares, así como a garantizar el derecho al agua
limpia y a un medio ambiente sano de las comunidades ri-
bereñas, a cargo de la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo

dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracciones I y II del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a la consideración del pleno de la
honorable Cámara de Diputados el presente punto de
acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce el derecho de toda persona a
un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, y
establece que el Estado garantizará el respeto a este dere-
cho, siendo el daño y deterioro ambiental responsabilidad
de quien lo provoque. Asimismo, la misma disposición
constitucional consagra el derecho humano al agua y al sa-
neamiento, señalando que toda persona tiene derecho al ac-
ceso, disposición y saneamiento de agua para consumo
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, acepta-
ble y asequible. Estos mandatos constitucionales vinculan
al Estado mexicano a actuar con diligencia ante cualquier
situación que comprometa la calidad del agua y del medio
ambiente de las comunidades, con especial urgencia cuan-
do la causa del daño tiene origen en actividades industria-
les que operan al margen de la norma.1

Un reportaje publicado en agosto de 2026 por la revista
Dominga del diario Milenio, reveló que más de 200 indus-
trias del corredor industrial del Río Lerma vierten sus resi-
duos al cauce del río a pesar de asegurar públicamente que
cuentan con sistemas de tratamiento de aguas, análisis de
laboratorio realizados por científicos de la Universidad Na-
cional Autónoma de México (UNAM) y de la Universidad
Autónoma Metropolitana (UAM) detectaron en el agua del
río una mezcla de más de mil sustancias químicas disuel-
tas, entre ellas metales pesados, plaguicidas y microplásti-
cos, cuya combinación representa un riesgo sanitario grave
para las familias que cultivan la tierra con esa agua y para
quienes la consumen de manera directa o indirecta.2

El problema de la contaminación del río Lerma no es nue-
vo, lleva décadas sin resolución efectiva, en 2015, el cauce
fue declarado biológicamente muerto a nivel nacional, y en
2017 investigadores de la UNAM confirmaron que los pri-
meros 15 kilómetros del río en su paso por el Estado de
México carecían de oxígeno disuelto, lo que hacía imposi-
ble la existencia de vida acuática en ese tramo.3 Desde en-
tonces, el corredor industrial Toluca-Lerma ha crecido has-
ta concentrar alrededor de 500 industrias de giros
automotriz, metalmecánico, farmacéutico, textil, químico y
de curtiduría, que en conjunto generan volúmenes masivos
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de aguas residuales con sustancias potencialmente tóxicas,
sin que el Estado haya logrado revertir el deterioro del eco-
sistema. La promesa de saneamiento del río Lerma ha sido
denunciada por al menos cuatro administraciones federales
consecutivas sin que ninguna haya logrado resultados veri-
ficables y sostenidos.4

En julio de 2026, la propia Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales (Semarnat) confirmó públicamente
que sus muestreos detectaron la presencia de metales pesa-
dos en el Río Lerma, atribuyendo la contaminación princi-
palmente a descargas de origen industrial, y señaló que el
gobierno federal había identificado más de 460 industrias
contaminantes y más de 3 mil descargas irregulares en los
ríos Atoyac, Tula y Lerma.5

Esta confirmación oficial deja sin argumento a quienes, du-
rante años, sostuvieron que la contaminación era exagerada
por las organizaciones civiles y las comunidades afectadas.6

El impacto en la salud de las comunidades ribereñas es grave
y documentado, la Organización de las Naciones Unidas aler-
tó en marzo de 2026 que las comunidades asentadas en la
cuenca del río Lerma presentan tasas elevadas de insuficien-
cia renal y cáncer, atribuibles a la exposición prolongada a
metales pesados y químicos tóxicos presentes en el agua.7

Aproximadamente tres millones de personas en el Estado de
México viven en el área de influencia del río.8

Las afectaciones del río Lerma no se limitan a quienes viven
en sus márgenes, el corredor agrícola que se riega con agua
del Lerma abastece cultivos que llegan a la mesa de millones
de mexicanos en todo el país, maíz, cebolla, brócoli, jitoma-
te y hortalizas producidas en los valles del Estado de Méxi-
co, Guanajuato y Michoacán se riegan con agua cuya conta-
minación ha sido documentada con metales pesados que se
acumulan en la cadena alimentaria. Esta dimensión del pro-
blema convierte la contaminación del Lerma en un asunto de
seguridad alimentaria y de salud pública nacional, no solo en
una problemática local o regional.

Lejos de mejorar, la vigilancia institucional sobre la conta-
minación del río Lerma ha retrocedido de manera signifi-
cativa. De acuerdo con información de la Comisión Nacio-
nal del Agua, esa dependencia pasó de realizar más de mil
análisis de calidad del agua al año entre 2013 y 2018 a úni-
camente 19 análisis en 2023, una reducción de más del 98
por ciento en la capacidad de monitoreo, es importante se-
ñalar que en el mismo período, las multas impuestas a in-

dustrias contaminantes disminuyeron a un tercio respecto a
los niveles previos a 2018, lo que evidencia una reducción
sistemática de la vigilancia y la sanción que ha permitido
que las empresas sigan vertiendo sus residuos sin conse-
cuencias efectivas.9

A lo largo de este tramo se han documentado descargas de
aguas residuales industriales, con presencia de metales pe-
sados, plaguicidas, microplásticos y otras sustancias tóxi-
cas que afectan la calidad del agua, los ecosistemas, las zo-
nas agrícolas ribereñas y la salud de las comunidades
cercanas. El siguiente mapa permite identificar la relación
territorial entre el cauce, el corredor industrial y las áreas
con reportes de afectación, evidenciando la necesidad de
fortalecer el monitoreo inspeccionar las descargas, sancio-
nar a las industrias responsables y ejecutar acciones efecti-
vas de saneamiento y reparación ambiental.

La situación es especialmente preocupante porque contras-
ta con los compromisos públicos del gobierno federal. La
presidenta Claudia Sheinbaum incluyó el rescate del Río
Lerma-Santiago entre las prioridades ambientales de su ad-
ministración, y la Comisión Nacional del Agua anunció en
marzo de 2026 que el saneamiento del sistema Lerma-San-
tiago beneficiaría a 21 millones de personas.10

Sin embargo, la confirmación de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales sobre la presencia de me-
tales pesados y los resultados de los análisis de la UNAM
y de la UAM evidencian que el problema persiste y que las
medidas adoptadas hasta ahora han sido insuficientes.11

En el ámbito normativo, la Norma Oficial Mexicana
NOM-001-SEMARNAT-2021, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 11 de marzo de 2022 y vigente de
manera obligatoria a partir del 3 de abril de 2023, estable-
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ce los límites máximos permisibles de contaminantes en las
descargas de aguas residuales en cuerpos receptores pro-
piedad de la Nación, incluyendo parámetros específicos
para metales pesados, compuestos orgánicos volátiles, to-
xicidad aguda y color verdadero que antes no estaban re-
gulados. Esta norma sustituyó a su predecesora de 1996 y
su incumplimiento puede acarrear multas de hasta 5.4 mi-
llones de pesos, clausura temporal o definitiva de opera-
ciones y responsabilidad penal por daños ambientales. El
hecho de que los análisis de la UNAM y de la UAM de-
tecten más de mil sustancias en el agua del Lerma tres años
después de que la norma entrara en vigor evidencia que su
aplicación y verificación han sido insuficientes.12

En el marco jurídico aplicable, la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente establece en
sus artículos 119 y 120 la obligación del Estado de preve-
nir y controlar la contaminación del agua, y en su artículo
147 Bis la responsabilidad objetiva de quien cause daños
ambientales y la obligación de reparación integral.13 La
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental establece en
sus artículos 1, 6 y 12 que todo daño al ambiente genera
responsabilidad objetiva para quien lo provoque, con inde-
pendencia de que cuente con permisos o autorizaciones14.

Por su parte, la Ley de Aguas Nacionales establece en sus
artículos 86 y 88 la prohibición de verter aguas residuales
que rebasen los límites máximos permisibles sin trata-
miento previo, y faculta a la Comisión Nacional del Agua
para imponer sanciones a quienes incumplan dicha obliga-
ción.15

Desde el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
sostenemos que el río Lerma no es un vertedero industrial,
es una fuente de vida para millones de mexicanos que tie-
nen derecho constitucional al agua limpia y a un medio am-
biente sano. Que más de 200 industrias aseguren que tratan
sus aguas mientras los científicos de la UNAM y de la
UAM detectan más de mil sustancias químicas en el cauce
no es una anomalía menor, es una violación sistemática de
la ley que el Estado mexicano ha tolerado durante décadas
con monitoreos cada vez más escasos, multas cada vez me-
nores y promesas de saneamiento que ninguna administra-
ción ha cumplido. Las comunidades ribereñas que cultivan
consumen y enferman no pueden seguir pagando con su sa-
lud el costo del desarrollo industrial que prometía progreso
y entregó contaminación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales para que, en el ámbito de sus atribuciones,
emitan en versión pública un informe detallado sobre el esta-
do de contaminación del río Lerma en su corredor industrial,
que incluya los resultados de los muestreos realizados en
2025 y 2026, las industrias identificadas como fuentes de
descarga irregular, las sustancias contaminantes detectadas,
sus concentraciones, el grado de cumplimiento de la Norma
Oficial Mexicana NOM-001-SEMARNAT-2021 en el corre-
dor industrial, así como el plan de acción para reducir y eli-
minar dichas descargas, mediante publicación en sus portales
oficiales.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión Nacional del Agua
para que, en el ámbito de sus atribuciones, emitan en ver-
sión pública un informe sobre el estado del monitoreo de
calidad del agua en la cuenca del río Lerma, que incluya el
número de análisis realizados en los últimos cinco años, los
resultados de los más recientes muestreos con énfasis en
metales pesados, plaguicidas, sustancias tóxicas, el calen-
dario de acciones para restablecer la vigilancia permanen-
te y sistemática del cuerpo de agua conforme a las obliga-
ciones que le impone la Ley de Aguas Nacionales,
mediante publicación en sus portales oficiales.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, emitan en versión pública un informe sobre los proce-
dimientos de inspección, verificación y sanción iniciados
contra las industrias del corredor Lerma-Toluca por des-
cargas de aguas residuales que rebasen los límites máximos
permisibles establecidos en la Norma Oficial Mexicana
NOM-001-SEMARNAT-2021, en la normatividad aplica-
ble, así como las acciones de clausura, multa o remediación
ordenadas, el estado que guardan los procedimientos admi-
nistrativos y penales vinculados a dichas descargas, me-
diante publicación en sus portales oficiales.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta a la Secretaría de Salud para que, en el ám-
bito de sus atribuciones, implemente un programa de vigilan-
cia epidemiológica en las comunidades asentadas en la cuen-
ca del río Lerma, que comprenda estudios de exposición a
metales pesados y sustancias tóxicas en agua y suelo, detec-
ción oportuna de enfermedades crónicas asociadas a dicha ex-
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posición, y atención médica especializada para las personas
afectadas.

Notas

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos
4o. y 115, fracción III, inciso a). Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2. “Más de 200 industrias vierten sus residuos en el corredor industrial
del río Lerma”, Dominga/Milenio, agosto de 2026. Disponible en: 

https://www.milenio.com/temas/rio-lerma

3. “Río Lerma es una cloaca; está biológicamente muerto”, Milenio, 15
de mayo de 2017. Disponible en: 

https://www.milenio.com/estados/rio-lerma-es-una-cloaca-esta-
biologicamente-muerto

4. “Aguas negras y descargas industriales: la crítica situación del río
Lerma”, Sopitas, 16 de mayo de 2023. Disponible en: 

https://www.sopitas.com/noticias/aguas-negras-descargas-indus-
triales-situacion-rio-lerma/

5. “Radiografía del colapso ambiental: Federación detecta más de 3 mil
descargas y 460 industrias contaminando los ríos Atoyac, Tula y Ler-
ma”, Página 3, 16 de julio de 2026. Disponible en: 

https://pagina3.mx/radiografia-del-colapso-ambiental-federacion-
detecta-mas-de-3-mil-descargas-y-460-industrias-contaminando-
los-rios-atoyac-tula-y-lerma/

6. “Semarnat confirma permanencia de metales pesados en río Lerma”,
Infobae, 16 de julio de 2026. Disponible en: 

https://www.infobae.com/mexico/2026/07/16/semanart-confirma-
permanencia-de-metales-pesados-en-rio-lerma/

7. “ONU alerta por contaminación de cuatro ríos en México”, 24 Ho-
ras, 27 de marzo de 2026. Disponible en: 

https://24-horas.mx/estados/onu-alerta-por-contaminacion-de-cua-
tro-rios-en-mexico/

8. “Tres millones viven con la contaminación del río Lerma en Edo-
mex”, Milenio, octubre de 2025. Disponible en: 

https://www.milenio.com/comunidad/tres-millones-viven-con-la-
contaminacion-del-rio-lerma-en-edomex

9. “Ríos Lerma y Santiago: décadas de contaminación, enfermedades
y promesas sin cumplir”, N+, 29 de agosto de 2025. Disponible en: 

https://www.nmas.com.mx/estados/contaminacion-rios-lerma-san-
tiago-mexico-enfermedades-muertes-promesas-sin-cumplir/

10. “El 70% de los ríos están contaminados en México; Sheinbaum en-
frenta el reto de recuperarlos”, Grupo Animal, 19 de noviembre de
2024. Disponible en: 

https://grupoanimal.mx/sociedad/rios-contaminados-mexico-
sheinbaum

11. “Saneamiento del río Lerma-Santiago beneficiará a 21 millones de
personas: Conagua”, La Jornada, 10 de marzo de 2026. Disponible en: 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/03/10/sociedad/sanea-
miento-del-rio-lermasantiago-beneficiara-a-21-millones-de-perso-
nas-conagua

12. Norma Oficial Mexicana NOM-001-SEMARNAT-2021, que esta-
blece los límites permisibles de contaminantes en las descargas de
aguas residuales en cuerpos receptores propiedad de la Nación, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de marzo de 2022. Dis-
ponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5645374&fe-
cha=11%2F03%2F2022

13. Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
artículos 119, 120 y 147 Bis. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGEEPA.pdf

14. Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, artículos 1o., 6o. y 12.
Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFRA.pdf

15. Ley de Aguas Nacionales, artículos 86 y 88. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAN.pdf
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de
2026.— Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

MEDIDAS URGENTES PARA ATENDER 
LA CRISIS AMBIENTAL Y SANITARIA DE LA

CUENCA DEL ALTO ATOYAC, SANCIONAR A LAS
INDUSTRIAS RESPONSABLES DE DESCARGAS

IRREGULARES Y PROTEGER LA SALUD DE LAS
COMUNIDADES DE PUEBLA Y TLAXCALA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
marnat, Conagua, Profepa, y a la Ssa a adoptar medidas ur-
gentes para atender la crisis ambiental y sanitaria de la
cuenca del Alto Atoyac, sancionar a las industrias respon-
sables de descargas irregulares y proteger la salud de las
comunidades de Puebla y Tlaxcala, a cargo de la diputada
Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracciones I y II del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a la consideración del pleno de la ho-
norable Cámara de Diputados el presente punto de acuer-
do, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos reconoce el derecho de toda persona a un
medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, y esta-
blece que el Estado garantizará el respeto a este derecho,
siendo el daño y deterioro ambiental responsabilidad de
quien lo provoque.1 Asimismo, la disposición constitucio-
nal consagra el derecho humano al agua y al saneamiento,
señalando que toda persona tiene derecho al acceso, dispo-
sición y saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible.
Estos mandatos constitucionales no son aspiraciones de-
clarativas, son obligaciones exigibles que el Estado mexi-
cano ha incumplido de manera sistemática frente a las co-
munidades que habitan la cuenca del río Atoyac en los
estados de Puebla y Tlaxcala.

El río Atoyac, que nace en las faldas del volcán La Malinche
y recorre más de 200 kilómetros atravesando 84 municipios
de Puebla y Tlaxcala, es considerado uno de los cuerpos de
agua más contaminados de México. En su cuenca habitan
aproximadamente 3.7 millones de personas, el 79.5 por cien-
to de la población de Tlaxcala y el 42 por ciento de la de Pue-
bla. El Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tec-
nologías documentó en su Primer Informe Estratégico de la
Cuenca del Alto Atoyac que el agua del río contiene al menos
42 elementos y compuestos tóxicos, entre ellos metales pesa-
dos como arsénico, plomo, cromo, cadmio y mercurio, así
como plaguicidas, bifenilos policlorados, microplásticos y
compuestos que afectan el sistema hormonal y reproductivo.2

Alrededor de 22 mil empresas del corredor industrial descar-
gan sus desechos en este cuerpo de agua, muchas de ellas sin
contar con plantas de tratamiento funcionales o sin reportar
sus emisiones ante el Registro de Emisiones y Transferencia
de Contaminantes.3

El impacto en la salud de las comunidades ribereñas es de-
vastador y está documentado con precisión científica. El Pri-
mer Informe Estratégico del Conahcyt reveló que al menos el
41 por ciento de los casos de leucemia aguda en menores de
19 años en Puebla y Tlaxcala residen en la cuenca del Alto
Atoyac, y que el 58 por ciento de esas leucemias son de alto
riesgo. La zona sur de la cuenca registra las tasas más eleva-
das de mortalidad por leucemia en niños y jóvenes de entre
cero y 19 años, mientras que los municipios tlaxcaltecas pre-
sentan las mayores tasas de incidencia de leucemia aguda en
el país.4 Adicionalmente, las tasas de mortalidad por enfer-
medad renal crónica son elevadas en la zona oriente de la
cuenca, en Tlaxcala, donde la exposición crónica a metales
pesados ha generado afectaciones renales, cardiovasculares y
dermatológicas en la población adulta. El relator de Derechos
Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
confirmó en marzo de 2026 la presencia de contaminantes tó-
xicos en la cuenca, evidenciando la crisis sanitaria frente a la
comunidad internacional.5

Detrás de las cifras hay historias concretas, como la de Isa-
bel Cano, habitante de la cuenca del Alto Atoyac, perdió a
su hija por leucemia atribuida a la inhalación de químicos
provenientes de la contaminación del río, médicos de la zo-
na han documentado casos de alergias, lesiones de la piel,
enfermedades respiratorias y oculares vinculadas a la ex-
posición directa e indirecta al agua y a las partículas sus-
pendidas en el aire cerca del cauce. Quienes practican ejer-
cicio en las márgenes del río sin protección respiratoria, y
quienes consumen alimentos vendidos en la vía pública
cercana al afluente, están expuestos de manera cotidiana a
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concentraciones tóxicas que las autoridades han documen-
tado pero no han atendido con efectividad.6

En marzo de 2025, la presidenta Claudia Sheinbaum enca-
bezó una jornada de limpieza del río Atoyac como parte del
Día Mundial del Agua y anunció una inversión de 400 mi-
llones de pesos para el saneamiento del primer tramo del
río, de aproximadamente 35 kilómetros, con la construc-
ción de humedales, acciones de reforestación y rehabilita-
ción de plantas de tratamiento. Sin embargo, el Centro de
Derechos Humanos Fray Julián Garcés denunció que, pre-
vio a esa jornada, habitantes de la zona fueron convocados
durante dos semanas a limpiar el cauce sin equipo de pro-
tección, exponiéndolos a microorganismos patógenos y tó-
xicos volátiles como plomo, cadmio y arsénico. La organi-
zación señaló además que las siete plantas de tratamiento
contempladas en la estrategia no representan una solución
integral de cuenca mientras las fuentes industriales de con-
taminación sigan vertiendo sus desechos sin consecuen-
cias.7 en entre el río, el corredor industrial y las zonas con
mayor exposición, evidenciando la necesidad de fortalecer
la vigilancia, sancionar las descargas irregulares y ejecutar
acciones integrales de saneamiento y protección a la salud.

En julio de 2026, la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales confirmó públicamente que el gobierno
federal había identificado más de 460 industrias contami-
nantes y más de 3 mil descargas irregulares en los ríos Ato-
yac, Tula y Lerma. Esta confirmación oficial constituye un
reconocimiento expreso de que el problema persiste a pe-
sar de los compromisos asumidos por la actual administra-
ción, y que las acciones implementadas hasta la fecha han
sido insuficientes para revertir el deterioro de la cuenca.8

El elemento más grave del caso del río Atoyac es que el in-
cumplimiento del Estado mexicano no solo es una falla ad-
ministrativa, es el desacato de una resolución judicial defi-
nitiva y obligatoria.9 El 26 de marzo de 2017, el Juzgado

Primero de Distrito emitió sentencia dentro del juicio de
amparo indirecto 621/2016, ordenando a los tres niveles de
gobierno implementar acciones concretas para el rescate
ambiental de los ríos Atoyac y Salado. A más de nueve
años de haberse emitido esa sentencia, no existen resulta-
dos verificables que acrediten su cumplimiento.10 Las or-
ganizaciones que promovieron el amparo han denunciado
públicamente que no existe un plan formal de ejecución
con metas medibles, cronograma, presupuesto asignado ni
indicadores de avance, y que el juez a cargo de supervisar
el cumplimiento ha evitado ejercer las facultades que le co-
rresponden, llegando incluso a rechazar solicitudes de ins-
pección en campo para verificar el estado real del río.11

Es importante señalar que mientras la sentencia permanece
sin cumplirse en sus aspectos sustantivos, las autoridades
han destinado recursos millonarios a obras que no atacan el
origen del problema. En mayo de 2026 se documentó que
se invirtieron más de 191 millones de pesos en la construc-
ción de un Parque Lineal en las márgenes del río, mientras
las descargas directas de aguas residuales continuaban sin
interrupción. Esta situación evidencia que las intervencio-
nes gubernamentales han priorizado la imagen pública so-
bre el saneamiento real, y que la inversión en infraestruc-
tura ornamental no sustituye la obligación de sancionar a
las industrias contaminantes y garantizar el tratamiento
efectivo de las aguas residuales.12

En el marco jurídico aplicable, la Norma Oficial Mexicana
NOM-001-SEMARNAT-2021, vigente de manera obligato-
ria desde abril de 2023, establece los límites máximos permi-
sibles de contaminantes en las descargas de aguas residuales
en cuerpos receptores nacionales, incluyendo metales pesa-
dos, toxicidad aguda y compuestos orgánicos que antes no
estaban regulados.13 Su incumplimiento puede acarrear mul-
tas de hasta 5.4 millones de pesos, clausura y responsabilidad
penal.14 La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente establece en sus artículos 119, 120 y 147
Bis la obligación del Estado de prevenir y controlar la conta-
minación del agua y la responsabilidad objetiva de reparación
integral de daños ambientales. La Ley Federal de Responsa-
bilidad Ambiental establece en sus artículos 1, 6 y 12 que to-
do daño al ambiente genera responsabilidad objetiva para
quien lo provoque.15 La Ley de Aguas Nacionales establece
en sus artículos 86 y 88 la prohibición de verter aguas resi-
duales sin tratamiento y faculta a la Comisión Nacional del
Agua para imponer sanciones.16

Desde el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
sostenemos que el río Atoyac es la expresión más brutal del

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de septiembre de 2026 / Apéndice I261



fracaso del Estado mexicano frente a sus obligaciones am-
bientales: un río donde el 41 por ciento de los niños con
leucemia aguda de dos estados viven en su cuenca; donde
una sentencia judicial lleva nueve años sin cumplirse; don-
de se gastan 191 millones de pesos en un parque decorati-
vo mientras las descargas tóxicas continúan sin sanción; y
donde el propio relator de la ONU tuvo que venir a confir-
mar lo que las comunidades llevan décadas denunciando.
No se trata de una falla menor ni de un problema en vías de
solución: se trata de una emergencia sanitaria y ambiental
que el Estado mexicano ha administrado con simulación
durante casi una década.

La Cámara de Diputados tiene la obligación de exigir que
las autoridades actúen con la urgencia, la transparencia y la
contundencia que nueve años de incumplimiento deman-
dan.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, presente y ejecute un plan integral de acción para la
cuenca del Alto Atoyac, que incluya el listado actualizado
de industrias identificadas como fuentes de contaminación,
los resultados de los muestreos más recientes con énfasis
en metales pesados y compuestos tóxicos, el grado de cum-
plimiento de la Norma Oficial Mexicana NOM-001-SE-
MARNAT-2021 por parte de las industrias del corredor, y
el calendario de medidas correctivas con presupuesto asig-
nado y metas verificables, mediante publicación en versión
pública a través de sus portales oficiales.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión Nacional del Agua
para que, en el ámbito de sus atribuciones, restablezca el
monitoreo permanente y sistemático de la calidad del agua
en la cuenca del río Atoyac, publique los resultados de di-
chos monitoreos con énfasis en metales pesados, plaguici-
das y sustancias tóxicas, e informe sobre el estado de cum-
plimiento de la sentencia emitida en el amparo indirecto
621/2016, incluyendo las acciones realizadas, el presu-
puesto ejercido y los indicadores de avance, mediante pu-
blicación a través de sus portales oficiales.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente para que, en el ámbito
de sus atribuciones, inicie o concluya los procedimientos
de inspección, verificación y sanción contra las industrias
de la cuenca del Alto Atoyac que rebasen los límites máxi-
mos permisibles establecidos en la Norma Oficial Mexica-
na NOM-001-SEMARNAT-2021, e informe en versión pú-
blica sobre las clausuras, multas y acciones de remediación
ordenadas, así como el estado que guardan los procedi-
mientos administrativos y penales correspondientes, me-
diante publicación a través de sus portales oficiales.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Salud para que, en el ámbito de sus atribuciones, imple-
mente un programa de vigilancia epidemiológica en las co-
munidades asentadas en la cuenca del Alto Atoyac en los
estados de Puebla y Tlaxcala, que comprenda estudios de
exposición a metales pesados y sustancias tóxicas en agua
y suelo, detección oportuna de leucemia aguda, enferme-
dad renal crónica y cáncer asociados a dicha exposición, y
atención médica especializada para las personas afectadas,
y publique los resultados en versión pública mediante sus
portales oficiales.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de
2026.— Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.
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